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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones 

realizadas por la unidad académica de investigaciones 

jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de derecho 
civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder 
judicial del estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de 
septiembre de 2017 a la fecha. 

Contiene dos diferentes formas de localizar la 
información, acorde al autor y por ejes temáticos. 

Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus 
autores y no necesariamente representan el punto de vista del 
poder judicial del estado de Guanajuato, el que se desliga de 
cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 

Las investigaciones se difunden mediante el modelo 
de acceso diamante, garantizando su total acceso sin costo 
alguno para sus lectores, y eximiendo a los autores del pago 
de tarifas por el procesamiento de artículos (APC's) 

Este enfoque subraya el compromiso de la unidad 
académica de investigaciones jurídicas con los principios 
de la ciencia abierta, promoviendo una difusión extensa del 
conocimiento científico. 
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Comentarios a la Ley Nacional 
de Ejecución Penitenciaria 


Lic. Laura Nallely Sandoval Mújica 


I. A manera de introducción 


1 16 de junio de 2016 es publicada en el Diario Oficial 

de la Federación una nueva ley nacional de ejecución 

penal,' de carácter general. La cual complementa la 
reforma penal de 2008, en donde el artículo 18 constitucional 
adopta un remasterizado concepto de reinserción social y una 
nueva forma de organización del sistema penitenciario, que 
da un vuelco en la forma de ver y tratar a las personas que se 
encuentran privadas de la libertad. 

Este texto se centra en el análisis del artículo 1* de la 
LNEP descubre los tres nucleares objetivos de la ley: las 
reglas de internamiento, la resolución de controversias y la 
regulación de los medios para lograr la reinserción social. 


1 Ley Nacional de Ejecución, disponible en:  http://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/pdf/LNEP_090518.paf 
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La fracción primera señala que dentro de la LNEP se 
asentarán las normas bajo las cuales llevará su internamiento 
toda persona privada de la libertad. Por lo que se estudiarán 
las distintas formas ante las cuales puede ingresar a un centro 
penitenciario y por que la importancia de su distinción. 

La fracción segunda advierte de la implementación 
de procedimientos para la resolución de controversias que 
pueden suscitarse durante la ejecución penal y la fracción 
tercera fija que es competencia de esta ley el regular los 
medios para lograr la reinserción. 

Por último, se estudiará cuáles son los principios 
constitucionales bajo los cuales lo fundamenta la LNEP, así 
como los tratados internacionales de los que México es parte. 

El análisis jurídico de la LNEP, publicada en el DOF, el 
16 de junio de 2016, debe partir del fin u objeto que el Estado 
persigue con su promulgación. Así, se puede conocer de 
forma concisa o breve el contenido general de dicha norma. 
El título primero contiene las denominadas disposiciones 
generales, estas conforman una base o guía para una correcta 
interpretación y aplicación de la ley, en donde se encuentra el 
objeto y alcance de la ley, el ámbito de aplicación, a quién va 
dirigida, así como, si opera la supletoriedad. 

Resumidamente el texto se ocupa del análisis del 
artículo primero, denominado objeto de la ley, el cual se 
dividirá en dos apartados: I.- Los fines de la LNEP y II.-La 
normatividad aplicable. 
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IL. Los fines de la Ley Nacional de Ejecución Penal 


1.- Reglar el internamiento de las personas privadas de 
libertad por ejecución de sentencia, por prisión preventiva 
y medidas de seguridad 


e acuerdo con el principio de legalidad, la autoridad 

solo puede actuar de acuerdo con lo que expresamente 

dice la ley; la LNEP asienta las reglas, derechos 
y obligaciones bajo las cuales el Estado otorga seguridad 
jurídica a las personas que se encuentran privadas de la 
libertad en sus distintas modalidades (prisión preventiva, 
ejecución de penas y medidas de seguridad), ya que se 
encuentran bajo su resguardo y protección. No todas las 
personas privadas de la libertad guardan la misma situación 
jurídica, de aquí que su tratamiento sea distinto. 

La prisión preventiva, es un tipo de medida cautelar, que 
se utiliza para garantizar la comparecencia del imputado en el 
proceso penal cuando existan motivos fundados de que puede 
sustraerse de la justicia. Comprendida en el párrafo primero 
del artículo 18 constitucional, dice: “(...) Sólo por delito 
que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión 
preventiva (...)” 

“(...) La prisión preventiva es un instrumento sumamente 
debatido, ya que en apariencia contradice uno de los 
principios esenciales del proceso penal contemporáneo, el de 


2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponible en: http://www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpoeum.htm 
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la presunción de inocencia (...).”*, toda vez que la persona es 
privada de la libertad, sin tener una sentencia que lo declare 
culpable de la comisión de un delito. 

Es por ello que la propia CPEUM, en el mismo artículo 
18 señala que el lugar donde estarán las personas sujetas a 
prisión preventiva debe ser distinto al destinado para la 
extinción de penas para resguardo de sus derechos, así se 
señala también en la LNEP en las fracciones II y IV del 
artículo 5”. 

Por su parte el CNPP*, da tratamiento a la prisión 
preventiva de forma particular en los artículos 165, 166, 167, 
168, 169, 170 y 171. Los cambios en la situación jurídica de 
una persona sometida a prisión preventiva es competencia 
del juez de control, mientras que la supervisión material está 
a cargo de la autoridad penitenciaria. En este caso, el juez de 
ejecución tiene facultades únicamente, cuando los derechos 
de las personas privadas de la libertad se vean afectados por 
la autoridad penitenciaria. 

En relación con la ejecución de penas la LNEP 
determina las reglas para la compurgación de estas, de 
acuerdo con el fin de la reinserción social y el respeto a 
los DH. La persona privada de la libertad no pierde todos 
sus derechos al ser encontrada culpable de un delito, y 
mucho menos su dignidad, por lo que es obligación de la 
autoridad el crear las condiciones de vida digna para que las 
personas que cumplen con una sentencia que exclusivamente 


3 Cfr. Fix-Zamudio, H.: Medidas Cautelares. En Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo 
VI, Universidad Nacional Autónoma de México, 1984; p. 155 


4 Código Nacional de Procedimientos Penales, disponible en: http://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/ref/cnpp.htm 


22 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


restringe la libertad personal, así como derechos de índole 
político electorales, tengan acceso a los servicios básicos 
de alimentación, salud, educación, y todos aquellos medios 
adoptados para llegar a la reinserción. Las controversias que 
puedan suscitarse durante la privación de la libertad estarán 
a cargo del juez de ejecución y su custodia corresponde a la 
autoridad penitenciaria. 
Las medidas de seguridad 


“(...) fueron bautizadas así por Karl Stooss en el 
anteproyecto suizo de 1893[...] El proyecto distingue 
entre penas y medidas de seguridad [...] Esta distinción 
entre pena y medida revela que para Stooss la “medida” 
tenía carácter policial y solo formalmente estaba 
vinculada al derecho penal, por corresponder al juez 
penal su aplicación (...).”* 


La aplicación de las medidas de seguridad, no se basa 
en la culpabilidad del autor, sino en su peligrosidad, se aplica 
“a agentes que jurídicamente están incapacitados para ser 
receptores de la pena, precisamente porque faltan en ellos 
los requisitos de la culpabilidad”.* De acuerdo con Muñoz 
Conde”, estos requisitos se traducen en imputabilidad, es 


5 Cfr. Zaffaroni, E.R.: Tratado de Derecho Penal, Parte General |. EDIAR, Buenos 
Aires, 1998; pp. 94 y 95. 


6 Cfr. Creus, C.: Derecho Penal Parte General. Editorial Astrea, 3? edición, Argentina, 
1992; p. 48. 


7 Cfr. Muñoz Conde, F.: Teoría General del Delito, Editorial Temis. 3* edición. 
Colombia. 2016; p. 127 
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decir tener madurez psíquica, capacidad de sentirse motivado 
por la norma; el conocer y asimilar la antijuricidad de la 
norma y la exigibilidad de un comportamiento distinto. 

El Código Penal para el Estado de Guanajuato*, en 
su artículo 89 contempla como medidas de seguridad el 
tratamiento de inimputables, la deshabituación, el tratamiento 
psicoterapéutico integral, así como las demás que señalen 
las leyes. De acuerdo con el código referido este es su 
tratamiento: 


“(...) Capítulo IX 
Tratamiento de Inimputables 
Artículo 90. El tratamiento de inimputables consistirá 
en: 
Internación en el establecimiento especial público o 
privado que se juzgue adecuado para la rehabilitación 
del inimputable; o 
Rehabilitación bajo la custodia familiar. 
Su duración no excederá del máximo de la punibilidad 
señalada al tipo penal correspondiente, pero cesará por 
resolución judicial al demostrarse incidentalmente la 
ausencia de peligrosidad del sujeto. 
Capítulo X 

Deshabituación 
Artículo 91. Cuando el sujeto haya sido sentenciado 
por un delito y éste se haya producido por la adicción 
a bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos 

8 Código Penal para el Estado de Guanajuato, disponible en: https://congresogto. 


s3.amazonaws.com/uploads/codigo/pdf/2/C_DIGO_PENAL_DEL_EDO_DE_ 
GTO_PO_D337_24sep2018.paf . 
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o sustancias «que produzcan efectos similares, 
independientemente de la pena que corresponda, se le 
someterá a un tratamiento de deshabituación por parte 
de la autoridad de salud. 
Capítulo XI 

Tratamiento Psicoterapéutico Integral 
Artículo 92. Al responsable del delito de violencia 
familiar o de un delito cometido contra una persona 
con quien tenga relación de parentesco, matrimonio, 
concubinato o análoga se le someterá a un tratamiento 
psicoterapéutico integral, para su reinserción. 
La duración, modificación o extinción de estas medidas 
de seguridad corresponden al juez de ejecución, su 
vigilancia y supervisión es ejercida por autoridades 
auxiliares, tales como la secretaría de salud. Una 
persona privada de la libertad por sentencia o por 
prisión preventiva, puede a su vez cumplir una medida 
de seguridad, en este caso las condiciones de su 
internamiento competen al juez de ejecución (...).” 


2.- Establecer los procedimientos para resolver las 
controversias que surjan con motivo de la ejecución 
penal. 


De acuerdo con el artículo 17 constitucional, las leyes 
federales y locales establecerán los medios necesarios para 
que se garantice la independencia de los tribunales y la plena 
ejecución de sus resoluciones. 
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Por tal motivo esta ley faculta al juez de ejecución ya 
sea en su competencia federal o estatal, para resolver las 
controversias que se susciten en materia de ejecución de 
sanciones. 

La LNEP contempla distintas controversias a través 
de las cuales la persona privada de la libertad puede ser 
escuchada por un juez, atendiendo a los principios de 
legalidad y debido proceso. Lo que otorga seguridad jurídica 
a la persona de ser escuchada por la autoridad en el período 
de reclusión. 

Como ya se ha señalado las personas privadas de la 
libertad solo compurgan una pena de prisión, más no una 
restricción total de derechos, por lo que es menester la 
existencia de normas para su protección, así como de las 
demás personas que pueden ser parte de dicha controversia. 

El artículo 116 de la citada ley establece las siguientes 
controversias de las que conoce el juez de ejecución: a) Las 
condiciones de internamiento y cuestiones relacionadas con 
las mismas; b) el plan de actividades de la persona privada 
de la libertad y cuestiones relacionadas con el mismo, 
que impliquen violación de derechos fundamentales; 
c) los derechos propios de quienes soliciten ingresar o 
hayan ingresado al Centro como visitantes, defensores 
públicos, privados, defensores en los tribunales de amparo, 
y observadores por parte de organizaciones de la sociedad 
civil; d) la duración, modificación y extinción de la pena y 
sus efectos; e) la duración, modificación y extinción de las 
medidas de seguridad y, las contenidas en el artículo 57 en 
materia de traslados nacionales e internacionales. 
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El artículo 117 fija los aspectos a resolver en relación 
con las controversias sobre las condiciones de internamiento, 
el plan de actividades y cuestiones relacionadas con ambas; 
el artículo 118 sobre la duración, modificación y extinción de 
la pena, así como las autorizaciones de traslados; el artículo 
119 sobre medidas de seguridad. 

El procedimiento jurisdiccional se llevará a cabo de 
acuerdo con un sistema adversarial y oral, el cual se rige por 
los principios de contradicción, concentración, continuidad, 
inmediación y publicidad. Serán partes procesales: la persona 
privada de la libertad, su defensor, el Ministerio Público, 
la Autoridad Penitenciaria; el promovente de la acción o 
recurso, así como la víctima y en su caso el asesor jurídico 
cuando la controversia verse sobre la reparación del daño y 
se afecte el derecho de la víctima al esclarecimiento de los 
hechos y la justicia. 

A partir del artículo 122 y hasta el 135, se establece la 
forma en cómo se formulará la controversia, cuando se dará el 
auto de inicio y sus distintos sentidos (admisión, prevención, 
desechamiento); como se llevará a cabo la sustanciación 
de la controversia, como se desarrollan las audiencias, el 
termino para dictar una resolución, su ejecución, así como los 
recursos procedentes. 

Es decir, la LNEP en pro de los derechos de las personas 
privadas de la libertad instituye de forma más eficaz el acceso 
a la justicia, dando la oportunidad de ser escuchadas por un 
juez, ante situaciones de índole administrativo como judicial. 
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3.- Regular los medios para lograr la reinserción social. 


A partir de la reforma penal de 2008, la CPEUM se 
aleja del término de readaptación propio de la criminología 
positivista? el cual considera a la persona como alguien que 
debe ser readaptado o curado, y que esta patología ha sido la 
causa de su actuar ilícito, para cambiarlo por la reinserción. 

“El término reinserción social ya no implica 
desadaptación, sino ahora desintegración social; no se ve 
en el delincuente un inadaptado sino un apartado social, 
un extranjero social que no le importa violentar las normas 
jurídicas bajo su andar. Con el cambio de concepto se asume 
que el sujeto que cometa un acto delictivo se aparta de la 
sociedad, por tanto, no se encuentra integrado como aquél 
que, si cumple la norma, por ello habrá que insertarlo de 
nuevo. La reinserción social tiene dos aspectos diferenciados 
de la readaptación a saber: a) reconoce que la delincuencia 
es un problema social y no individual, es decir ya no se ve al 
delincuente como un enfermo; b) el fin de la prisión cambia 
radicalmente, ya no intentara readaptar (curar), sino ahora 
reinsertar, es decir, regresar al sujeto a la vida en sociedad, 
integrarlo a ella.”* 


9 Cfr. Baratta, A.: Criminología Crítica y Crítica del Derecho Penal, Introducción a la 
sociología jurídico penal. Siglo Veintiuno Editores. 1? reimpresión. Argentina. 2004; 
p. 21. 


10 Cfr. Ordaz Hernandez, D., Cunjama López, E. “Reinserción social. Inflexiones de 
lo anormal”. En: Prisión, Reinserción Social y Criminalidad en México. Editorial 
Académica Española. Saarbúcken. 2012; p. 21. 
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El artículo 18, segundo párrafo de la CPEUM señala que 
el fin de la pena de prisión es la reinserción de la persona, es 
decir, que esta no vuelva a delinquir: 

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del 
respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud, y el deporte como 
medios para lograr la reinserción del sentenciado a la 
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los 
beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compurgarán 
sus penas en lugares separados de los destinados a los 
hombres para tal efecto." 

De lo anterior se desprende que uno de los medios 
para lograr la reinserción es el respeto a los DH los cuales 
son inherentes a todos por el simple hecho de ser personas, 
por lo que es tarea de la autoridad penitenciaria respetar los 
derechos, así como ser vigía y garante de ellos. 

El trabajo y la capacitación otorga a la persona la 
capacidad, habilidad y competencia para desarrollar una 
actividad lícita remunerada y así desarrollarse personalmente 
al obtener su libertad. Así mismo, los centros tienen un 
carácter sustentable por lo que el trabajo puede desarrollarse 
también dentro del período en reclusión. 

El derecho a la salud es fundamental para, todas las 
personas, por lo que el sistema penitenciario, debe garantizar 
el acceso a este, la integridad tanto física como psicológica 
y vivir dignamente. Todo centro debe tener por lo menos un 
médico responsable de la salud, un odontólogo y en auxiliar 
técnico-sanitario. 


11 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, óp. cit. nota 2. 
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El deporte también es importante para la salud, y como 
actividad recreativa, la Autoridad Penitenciaria, establecerá 
los horarios y medidas para el desarrollo de estas. 

La educación es un derecho reconocido por la CPEUM, 
por lo que estar privado de la libertad no debe ser un obstáculo 
para acceder al sistema educativo, y llegar a obtener un grado 
académico, esto en pro del desarrollo personal. 

Es importante señalar la participación de las 
autoridades corresponsables toda vez que contribuyen en el 
ámbito de sus competencias en los medios y programas de 
reinserción social, es decir tienen como objetivo el diseño e 
implementación de distintos programas para la reinserción 
del sentenciado, estas son: las Secretarías de Gobernación, 
de Desarrollo Social, de Economía, de Educación Pública, 
de Salud, del Trabajo y Previsión Social, de Cultura, la 
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y la 
Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes y sus equivalentes 
en las entidades federativas, así como aquellas que por su 
naturaleza deben intervenir en el cumplimiento de la Ley, en 
el ámbito de sus atribuciones. 

Es facultad de la Autoridad Penitenciaria el organizar 
el funcionamiento del sistema penitenciario, para que los 
medios arriba señalados operen de la manera más adecuada 
y eficaz. Por medio de un plan de actividades se organizan 
los días, horarios y actividades de las personas privadas de 
la libertad, así mismo deberá estar basado en las medidas de 
vigilancia y necesidades de la persona para su reinserción. 
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El plan debe ser presentado ante el juez de ejecución 
para su conocimiento, mismo que podrá ser recurrido, 
mediante la controversia correspondiente. 

Normatividad aplicable al sistema penitenciario 


1.- Normas constitucionales. 


Toda ley en México debe tener fundamento de carácter 
constitucional para su existencia, en el apartado I. del 
presente texto, se puede apreciar una serie de normas, 
procedimientos, y medios que son el objeto principal de la 
LNEP y que de acuerdo con la CPEUM, tiene su fundamento 
en los siguientes artículos: 

A. Artículo 1%: Todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución, en donde 
no hay excepción por estar privado de la libertad. De ahí que 
las personas privadas de la libertad deben gozar de todos los 
derechos, sin discriminación alguna. 

B. Artículo 3%: como parte de los medios para lograr la 
reinserción se encuentra la educación, a la cual toda persona 
tiene derecho. Es obligación del Estado en sus diferentes 
formas, impartir la educación básica que se conforma por 
preescolar, primara, secundaria y media superior, por lo que 
aún en un centro penitenciario deben tener acceso a ella. 

C. Artículo 4”. Derecho a la salud, a la cultura, al deporte 
y todo lo que ello engloba como parte de los derechos a los 
que toda persona debe tener acceso y como medios para 
lograr la reinserción. 


31 


l 


jecución pena 


el 


Ejecución penal 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


D, Artículo 5%. Derecho a ejercer un trabajo lícito, 
parte fundamental del desarrollo individual de cualquier ser 
humano. 

E, Artículo 14. Contempla la garantía al debido proceso, 
todo juicio debe llevarse a cabo cumpliendo con todas las 
formalidades que marca la ley y ante la autoridad competente, 
para respeto de los derechos de las personas, que de lo 
contrario quedarían vulnerados, por lo que también incluye al 
principio de legalidad. 

F. Artículo 15. Menciona los casos de excepción en 
relación con la extradición, como fin de protección a los 
derechos humanos. 

G. Artículo 16. Principio de legalidad toda autoridad 
debe fundar y motivar su actuar en la ley. 

H. Artículo 17. Contempla el derecho de acceso a la 
justicia, y que esta a su vez sea pronta y expedita, así como 
gratuita. Aboga así mismo por la independencia judicial y la 
plena ejecución de las resoluciones. 

I. Artículo 18. Como ya se ha señalado contiene el 
derecho a la reinserción social. 

J, Artículo 20. Concede derechos al inculpado, en este 
caso cuando hay prisión preventiva, le otorga de seguridad 
jurídica al limitar el tiempo de la privación de la libertad. 

K. Artículo 21. Igualmente da seguridad jurídica al 
señalar que las penas solamente pueden ser modificadas 
en su duración por autoridad judicial, así mismo atiende al 
principio de legalidad. 
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2.- Normas convencionales 


A partir de la reforma constitucional de junio de 2011 en 
materia de derechos humanos, el control de convencionalidad 
definido como “herramienta que permite a los Estados 
concretar la obligación de garantía de los derechos 
humanos en el ámbito interno, a través de la verificación 
de la conformidad de las normas y practicas nacionales, 
con la Convención Americana de Derechos Humanos y su 
jurisprudencia”*”, se hizo obligatorio en el país. 

La SCJN aborda el tema con la siguiente jurisprudencia: 

Control de constitucionalidad y de convencionalidad 
(reforma constitucional de 10 de junio de 2011). 

Mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de junio de 2011, se modificó el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, rediseñándose la forma en la que los órganos del 
sistema jurisdiccional mexicano deberán ejercer el control de 
constitucionalidad. Con anterioridad a la reforma apuntada, 
de conformidad con el texto del artículo 103, fracción I, de 
la Constitución Federal, se entendía que el único órgano 
facultado para ejercer un control de constitucionalidad lo era 
el Poder Judicial de la Federación, a través de los medios 
establecidos en el propio precepto; no obstante, en virtud del 
reformado texto del artículo lo. constitucional, se da otro 
tipo de control, ya que se estableció que todas las autoridades 
del Estado mexicano tienen obligación de respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos reconocidos en la 


12 Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
núm. 17, disponible en http://www.corteidh.or.cr/index.php/es/todos-los-libros 
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Constitución y en los tratados internacionales de los que el 
propio Estado mexicano es parte, lo que también comprende 
el control de convencionalidad. Por tanto, se concluye que 
en el sistema jurídico mexicano actual, los jueces nacionales 
tanto federales como del orden común, están facultados para 
emitir pronunciamiento en respeto y garantía de los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución Federal y por los 
tratados internacionales, con la limitante de que los jueces 
nacionales, en los casos que se sometan a su consideración 
distintos de las vías directas de control previstas en la 
Norma Fundamental, no podrán hacer declaratoria de 
inconstitucionalidad de normas generales, pues únicamente 
los órganos integrantes del Poder Judicial de la Federación, 
actuando como jueces constitucionales, podrán declarar la 
inconstitucionalidad de una norma por no ser conforme con la 
Constitución o los tratados internacionales, mientras que las 
demás autoridades jurisdiccionales del Estado mexicano sólo 
podrán inaplicar la norma si consideran que no es conforme 
a la Constitución Federal o a los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos. '* 

De lo anterior se desprende la importancia de los 
documentos internacionales, dentro de la LNEP, ya que es 
obligación de los jueces estudiarlos bajo los principios de la 
interpretación conforme y pro-persona. 

En la materia de la que se ocupa el presente texto se 
encuentran, entre otros los siguientes instrumentos: 


13 Décima Época. Registro: 2006223. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, abril de 2014, 
Tomo |. Materia: Común. Tesis: P./J. 22/2014. Página: 94 
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A. Convención Americana de Derechos Humanos. 

B. “Pacto de San José de Costa Rica”.'* 

C. Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer “Convención 
de Belém Do Pará”.!* 

D. Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes.'* 

E. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura.?” 

F. Convención sobre Extradición.'* 

G. Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de libertad “Reglas de Tokio”.'* 


Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa 


Rica”, disponible en:  http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20 
Humanos/D1BIS.pdf 


Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de Belém Do Pará” disponible en: http://www. 
ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D9.paf 


Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, disponible en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20 
Humanos/D4.pdf 


Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura, disponible en: http:// 
www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D10.pdf 


Convención sobre Extradición, disponible en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/ 
TratInt/Derechos%20Humanos/D33.paf 


Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de 
Libertad “Reglas de Tokio”, disponible en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/ 
Derechos%20Humanos/OTROS%2020.paf 
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H. Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de 
las reclusas y medidas no privativas de la libertad para 
las mujeres delincuentes “Reglas de Bangkok”. 

I. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de 
las Personas Privadas de Libertad en las Américas.” 


20 Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas 
no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes “Reglas de Bangkok”, 
disponible en: —http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratIntDerechos%20Humanos/ 
RNUTRB.paf . 


21 Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 
la Libertad en las Américas, disponible en: http://www. ordenjuridico.gob.mx/TratInt/ 
Derechos%20Humanos/P1118A.padf . 
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Conclusiones 


a LNEP nace para dar una mayor protección a los 

DH de las personas privadas de la libertad, fijándose 

tres objetivos; en primer lugar, el establecimiento de 
normas que regulen la estadía de la persona que estará bajo 
resguardo de la autoridad ya sea por prisión preventiva o 
compurgando la pena de prisión en un centro penitenciario, 
de igual forma tratándose de personas que estén bajo una 
medida de seguridad. 

De esta manera la ley marca la pauta en el actuar de 
la autoridad, qué servicios debe otorgar, de qué manera y 
cómo solucionar cualquier conflicto que se suscite durante el 
internamiento, para evitar una violación de derechos y que 
las personas privadas de la libertad puedan llevar una vida 
digna. 

En segundo lugar, se abre paso a un debido proceso 
penitenciario, en el que toda persona que tenga la 
personalidad jurídica pueda ser escuchada por un órgano 
jurisdiccional especializado en ejecución de sanciones, para 
la resolución de controversias y que así situaciones de abuso 
no queden impunes. 

En tercer lugar, la regulación de los medios para lograr 
la reinserción busca que estos funcionen de la manera más 
adecuada y eficaz, llevando un orden tanto en horarios y 
espacios acorde a la actividad a realizar. Así como el que cada 
persona tenga acceso a los medios más adecuados de acuerdo 
con su caso en particular. 
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Finalmente, se puede constatar que lo anterior se 
fundamenta en los principios y garantías constitucionales, así 
como en los tratados internacionales de los que México es 
parte. 
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Comentarios al artículo 58 de la ley nacional 
de ejecución penitenciaria. Entrevistas 
y visitas de organismos públicos de 
protección de los derechos humanos 


MCJP. Claudia Araceli Jiménez González 


Introducción 


Ejecución Penal, es en sí mismo un instrumento útil en 
la labor interpretativa para dotar de sentido y alcance a 
los seis párrafos que conforman esta disposición. 

Sin lugar a dudas, la exégesis del régimen legal en 
materia de entrevistas y visitas que los organismos públicos 
de protección de los derechos humanos pueden realizar a los 
centros de reclusión, es un tema de primera importancia en 
cualquier estudio sobre la ejecución penal. 

Y es que la eficacia y fuerza vinculante de los derechos 
fundamentales no extingue sus efectos dentro de las puertas 
de los centros penitenciarios; sino que, al contrario, si 
aceptamos la conceptualización de Luigi Ferrajoli en el 
sentido de que los derechos fundamentales son la ley del más 


E encabezado del artículo 58 de la Ley Nacional de 
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débil que rige en lugar de la ley del más fuerte que imperaría 
en su ausencia, entonces es claro que justo durante el periodo 
variable de la ejecución penal donde los efectos de la fuerza 
obligatoria de los derechos debe hacerse más notoria. 

S1 contemplamos el artículo 58 de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, bajo el tamiz de la distinción entre 
disposiciones y normas, tendremos que a la disposición 
del artículo 58 se pueden adscribir una prolija cantidad de 
normas, pues bajo el rubro genérico que ya se ha descrito 
se encuentran una amplia cantidad de posiciones tuteladas a 
favor de las personas privadas de su libertad. De este modo, la 
actividad interpretativa de este numeral tiene que ser asumida 
como un ejercicio hermético bastante rico en implicaciones, 
tal como tendremos oportunidad de ver en los apartados que 
siguen. 

En principio el artículo en comentario es una buena 
muestra de que el periodo de la ejecución penal no puede 
hacerse de espalda a las exigencias de los derechos 
fundamentales; y, lo que, es más, el artículo 58 establece las 
pautas para que agentes externos al propio ente administrativo 
encargado del mantenimiento estatal de los centros de 
reclusión, puedan realizar procedimientos de evaluación 
respecto del respeto de los derechos fundamentales dentro de 
la vida carcelaria. Esto es particularmente trascendente porque 
si el artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal se lee 
en conjunción con las obligaciones que el estado mexicano 
ha asumido en los términos del artículo 1” constitucional, 
entonces obtendremos un conjunto de deberes que las 
autoridades tiene con respecto a las personas privadas de la 
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libertad, no únicamente en las relaciones de los sentenciados 
con el poder público, sino también —y principalmente— en 
las relaciones de coordinación de la población penitenciaria 
entre sí. Dicho, en otros términos, el deber de cuidado que el 
estado debe desplegar sobre los reos internos en los centros 
penitenciarios es particularmente grave, porque durante el 
internamiento el Estado es directamente responsable por la 
salvaguarda y protección de la vida, la integridad física y el 
respeto de la dignidad de los internos en dichos centros. 
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I. Visitas de organismos protectores de derechos 


ara comprender el alcance normativo del artículo 58 de 

la Ley Nacional de Ejecución Penal es preciso poner 

tal disposición en el contexto de la vida penitenciaria. 
Y es que la vida carcelaria tiene notas tan características que 
debe ser supervisada por organismos externos de aquellos de 
las que depende su ejecución inmediata, ya que las personas 
privadas de su libertad se encuentran en un ambiente 
separado de la vida cotidiana y del mundo exterior, el cual 
es particularmente propicio para que los presos puedan ser 
objeto de constantes y reiteradas violaciones a sus derechos 
fundamentales. 

Como sabemos, la pena en su modalidad de privación 
de la libertad implica, según Mercedes Peláez Ferrusca, una 
forma de vida impuesta, en donde el primer responsable de 
la vida de los internos en un centro de reclusión es el Estado, 
a través de la autoridad penitenciaria!, la cual debe velar y 
garantizar el respeto a la dignidad humana. 

Ahora bien, si aplicamos la perspectiva ferrajoliana —a la 
que ya antes hemos recurrido en este comentario— tendremos 
que si bien la propia existencia de la norma jurídica es 
una garantía primaria para que los presos puedan gozar 
del derecho a ser visitados por organismos protectores de 
derechos fundamentales a fin de evaluar la calidad de la vida 
penitenciaria, ello por sí mismo puede resultar insuficiente 
para que el derecho sea plenamente eficaz, para ello es preciso 
que la existencia de la norma sea acompañada de una serie 


1 Peláez, M.: Derechos de las personas en prisión. México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015; p. 12. 
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de sanciones y garantías secundarias de carácter procesal a 
fin de asegurar su cumplimiento forzoso de ser el caso. En 
este tenor debe ser entendido el primer párrafo del artículo 
58 cuando establece el deber de la autoridad administrativa, 
para que en ejercicio de la facultad reglamentaria de que 
goza el poder ejecutivo establezca las previsiones que 
resulten necesarias a fin de que los organismos públicos 
de protección a los derechos humanos, y el Mecanismo 
Nacional para la Prevención de la Tortura, puedan tener 
acceso el acceso irrestricto a los centros penitenciarios, así 
como a los archivos, y registros que se resguarden en dichas 
instalaciones. En este contexto, el propio legislador federal 
ha impuesto limitantes a la actividad reglamentaria de este 
precepto, pues desde la sede legislativa se ha determinado 
que los organismos garantes de los derechos fundamentales 
podrán realizar las visitas de supervisión a los centros de 
reclusión sin necesidad de aviso previo; y al ejercer esta 
facultad podrán ingresar con el equipo necesario para el 
desempeño de sus atribuciones y entrevistarse en privado con 
las personas privadas de la libertad. 

La primera parte del precepto a la que se ha hecho 
referencia hasta ahora ratifica la idea en el sentido de que 
los derechos fundamentales poseen una fuerza vinculante 
que sujeta a todas las autoridades a su cumplimiento. 
Ello es destacadamente trascendente en el caso de la vida 
penitenciaria, pues en ocasiones las autoridades encargadas 
de la administración de estos centros ven a los presos como 
sujetos que poseen un estado personal de peligrosidad que 
determina la imposición de sanciones agravadas en virtud 
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de que se considera que la finalidad de la pena no es la 
resocialización, sino más bien la eliminación del riesgo social. 
Esa concepción del sujeto pasivo de la represión estatal como 
si se tratara de un enemigo al cual se debe reducir, es la fuente 
de abusos por parte de las autoridades penitenciarias, de modo 
que la vida carcelaria es un espacio en donde pueden abundar 
los tratos ignominiosos, vejatorios o degradantes; ya que la 
falta de un control eficaz de la autoridad favorece la creación 
de condiciones de autogobierno, violencia y abusos dentro 
de las cárceles, que terminan convirtiéndose justamente en 
espacios donde predomina la ley del más fuerte. 

En este aspecto hay que recordar que el Comité de 
Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 
Unidas, ha definido un conjunto de pautas observables por los 
estados, a fin de que funcione como estándar internacional en 
referencia al trato que debe darse a las personas privadas de 
libertad.? Según el organismo internacional en cita: 

Tratar a toda persona privada de libertad con humanidad 
y respeto de su dignidad es una norma fundamental de 
aplicación universal. Por ello, tal norma, como mínimo no 
puede depender de los recursos materiales disponibles en 
el Estado Parte. Esta norma debe aplicarse sin distinción 
de ningún género, como, por ejemplo, por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otro 
género, origen nacional o social; patrimonio, nacimiento o 
cualquier otra condición.* 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 4. 


3 Comité de derechos humanos. Observación General núm. 21, párr. 4. 
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Así las cosas, “(...) en México la instancia que ejecuta 
la pena de prisión suele ser el Órgano Desconcentrado de 
Prevención y Readaptación Social, al que le corresponde 
coordinar el desarrollo del sistema penitenciario y consolidar 
el régimen adecuado, así como ejecutar metas, programas y 
objetivos de reinserción social (...)”*. En ese sentido, es claro 
que la actividad que las leyes de ejecución penal asignan a 
este Órgano desconcentrado, no puede realizarse de espaldas 
o contra las exigencias todo ello en el marco del respeto a 
los derechos humanos.? En este sentido, cabe mencionar 
que los mecanismos para la protección de los derechos 
humanos son de diversa naturaleza, así pueden existir 
diversos mecanismos de protección de derechos que van 
desde la acción social de los organismos no gubernamentales 
interesados en la agenda de los derechos fundamentales; 
hasta los mecanismos institucionales que tienen dentro de 
sus facultades la promoción, protección y defensa de los 
derechos fundamentales. En este segundo grupo todavía 
cabe hacer una distinción ulterior entre los mecanismos de 
protección de derechos de corte jurisdiccional y de naturaleza 
no jurisdiccional. 


4 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. México. Oxford. 2008; p. 115. 


5 Cuando se habla de derechos humanos, los mismos pueden ser vistos desde tres 
perspectivas, como aquellos derechos que adquiere la persona por el solo hecho 
de serlo en este caso de habla de derechos humanos en sentido amplio; como 
aquellos derechos que se encuentran reconocidos por el texto constitucional, 
es decir como derechos fundamentales; o como derechos específicos, siendo 
estos los que se adquieren al momento de adquirir una calidad específica. Vid. in 
extenso Peláez, M.: Derechos de las..., p. 8. 
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Entre las instancias gubernamentales de carácter no 
jurisdiccional encargadas de la protección de los derechos 
humanos se encuentra de forma destacada —a nivel federal— 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos; la cual cuenta 
con instancias locales de protección a través de las distintas 
comisiones o procuradurías locales de derechos humanos que 
existen en cada entidad federativa. Además de la Comisión 
Nacional o de sus equivalentes locales, que incluso participan 
en la defensa concentrada de la constitución, hay que destacar 
que el orden jurídico vigente establece otros mecanismos 
institucionales encargados de tutelar ciertos derechos 
específicos, como los que se relacionan con la preservación 
de la integridad personal en la variante de prohibición de la 
tortura, como lo es el llamado Mecanismo Nacional para la 
Prevención de la Tortura.* De este modo, en conjunto puede 
hablarse de que el derecho nacional provee de un elenco 


6 El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en su 
sesión ordinaria número 362, celebrada el día 13 de noviembre de 2017, a través 
del acuerdo mediante el cual se aprobó el Reglamento del Mecanismo Nacional 
de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, creo el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, siendo 
una instancia especializada adscrita a la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, y que constituye un área independiente de las Visitadurías Generales 
que integran la Comisión Nacional, el cual tiene a su cargo la supervisión 
permanente y sistemática de los lugares de privación de la libertad en todo el 
territorio nacional, conforme al Protocolo Facultativo de la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y a la Ley 
General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, con la finalidad de asegurar el respeto de los 
derechos fundamentales de las personas privadas de su libertad y prevenir actos 
de Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 
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integral y completo de mecanismos institucionales que tienen 
como finalidad esencial promover y proteger los derechos 
humanos ante los abusos de la autoridad. 

Así las cosas, las visitas a que se refiere el primer 
párrafo del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, pueden clasificarse en diversas especies: 


1.- Visitas de promoción de derechos humanos 


Señala Sergio García Ramírez que los derechos humanos 
“(...) constituyen en nuestro tiempo como un asunto explosivo 
y expansivo que demanda sus propias garantías (...)”” y que 
se ha convertido en tema de profundas discusiones y reformas 
legislativas. Pero más allá de los aspectos coyunturales, 
el tema de los derechos humanos debe ser utilizado como 
mecanismo eficaz y definitivo para lograr la consolidación 
de un Estado social y democrático de derecho, en el que “no 
exista más violencia legal que la estrictamente necesaria para 
controlar otras formas de violencia más graves”.* 

Una de las estrategias que se han adoptado para lograr 
los fines del sistema carcelario, así como del fortalecimiento 
de nuestro Estado de Derecho, es la protección y promoción 
a los derechos humanos mediante organismos públicos como 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la cual se 
creó inicialmente como un organismo desconcentrado de la 
Secretaría de Gobernación mediante decreto presidencial 
de fecha 6 de junio de 1990, y que posteriormente mediante 
7 García, S.: Los derechos humanos y la jurisdicción interamericana. México. UNAM, 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2005; p. 5. 
8  Ferrajoli, L.: La legalidad violenta, CEDH; p. 31. 
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una reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 28 de enero de 1992, adquirió una personalidad jurídica 
distintiva al haberse adicionado el apartado B del artículo 102 
de la constitución. Con ello la Comisión fue elevada a rango 
constitucional bajo la naturaleza jurídica de un organismo 
descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, dándose de esta forma el surgimiento del llamado 
Sistema Nacional no Jurisdiccional de Protección de los 
Derechos Humanos. Pero la Comisión consolidaría aún más 
su papel como defensora de los derechos humanos, cuando 
por medio de la reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 13 de septiembre de 1999, dicho 
organismo nacional se constituyó como una institución con 
plena autonomía de gestión y presupuestaria, modificándose 
la denominación de comisión nacional de derechos humanos 
por la de comisión nacional de los derechos humanos.” 

Cabe precisar, que cuando la comisión nacional 
de los derechos humanos fue contemplada en el ámbito 
constitucional en el año 1992, también se facultó a 
las legislaturas de locales para que, en el ámbito de sus 
respectivas competencias,  establecieran organismos 
especializados para atender las quejas en contra de actos 
u omisiones de naturaleza administrativa violatorios de 
derechos humanos, por parte de cualquier autoridad o 
servidor público, con excepción de los del poder judicial 
de la federación, así como para formular recomendaciones 
públicas autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas 


9  http://www.cndh.org.mx/Antecedentes, consultada el 9 de agosto de 2019. 


53 


Ejecución penal 


Ejecución penal 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


ante las autoridades correspondientes, creándose así lo 
que conocemos como comisiones estatales de derechos 
humanos.'" 

La comisión nacional de los derechos humanos tiene 
como principales atribuciones, las siguientes: 


+ Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos 
humanos; 

+ Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio, 
presuntas violaciones de derechos humanos en los 
siguientes casos; 

+ Formular recomendaciones públicas no vinculatorias y 
denuncias y quejas ante las autoridades respectivas, en los 
términos establecidos por el artículo 102, Apartado B, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

+ Impulsar la observancia de los derechos humanos en el 
país; 

+ Proponer a las diversas autoridades del país que, en el 
exclusivo ámbito de su competencia, promuevan los 
cambios y modificaciones de disposiciones legislativas y 
reglamentarias, así como de prácticas administrativas, que 
a juicio de la Comisión Nacional redunden en una mejor 
protección de los derechos humanos; 

e Formular programas y proponer acciones en coordinación 
con las dependencias competentes para impulsar el 
cumplimiento de tratados, convenciones y acuerdos 
internacionales signados y ratificados por México en 
materia de Derechos Humanos; 


10 http://www.cndh.org.mx/Funciones, consultada el 9 de agosto de 2019. 
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+ Elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de 
derechos humanos; y 

* Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema 
penitenciario y de readaptación social del país.'' 


Además de las facultades ya enunciadas la comisión 
nacional de los derechos humanos y los demás organismos 
públicos de protección, tienen como tarea fundamental la 
promoción de los derechos humanos, en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 

Por promoción, debemos entender aquellas acciones 
tendientes a fomentar el conocimiento y cultura de los 
derechos humanos, lo cual, aunque pudiera parecer una 
cuestión baladí, tiene una profunda trascendencia, pues su 
finalidad es la creación de valores que despierten interés 
en las personas y, a partir de ello, su apropiación como 
parte de un estilo de vida que procure el respeto de los 
derechos fundamentales, tanto en la actividad cotidiana y 
la convivencia social, así como en las relaciones familiares, 
laborales y de ejercicio del poder, con respecto al contacto 
entre autoridades y ciudadanos. 

En el ámbito carcelario la promoción y el reconocimiento 
de los derechos humanos es una cuestión fundamental, ya que 
en la medida en que se respeten los derechos de los reclusos 
el desarrollo de la vida cotidiana puede adquirir un carácter 
menos aflictivo del que representa. 


11 Las atribuciones se encuentran en el artículo 6” de la Ley de la Comisión Nacional 
de los derechos humanos. 
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En el ámbito carcelario la promoción y el reconocimiento 
de los derechos humanos es una cuestión fundamental, ya que 
en la medida en que se respeten los derechos de los reclusos 
el desarrollo de la vida cotidiana puede adquirir un carácter 
menos aflictivo del que representa. 
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Il. Visitas de revisión 


demás de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos y de las Comisiones Estatales de cada 

entidad federativa, es posible encontrar instancias 
especializadas que buscan promover y sancionar las 
violaciones a los derechos humanos, tal como el Mecanismo 
Nacional para la Prevención de la Tortura que depende de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y que tiene 
como finalidad reafirmar que el derecho a no ser sometido 
a torturas debe estar protegido en todas las circunstancias 
y establecer un nuevo mecanismo, mucho más eficiente e 
innovador que los ya existentes para intentar prevenir la 
práctica de la tortura, en lugar de reaccionar a ésta después 
de que haya ocurrido. Este enfoque preventivo, consiste en 
realizar, por parte de un mecanismo internacional y otro 
nacional, visitas periódicas a los lugares de detención, para 
examinar el trato que se da a las personas privadas de la 
libertad y evaluar las condiciones de detención.'” 

Tanto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
como el Mecanismo Nacional para la Prevención de la 
Tortura tienen una visión particular en el tema de las visitas 
de promoción de derechos humanos en las prisiones, pues 
señalan que la estrategia de las visitas se basa en la idea de 
que cuanto más abiertos y transparentes sean los lugares de 
detención, menores serán los abusos que ahí se cometen. Al 
ser los lugares de detención, por definición espacios cerrados 
y a veces herméticos al mundo exterior, las personas privadas 


12 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. Consultado el 09 de agosto de 2019. 
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de libertad se encuentran en una situación de vulnerabilidad 
y de indefensión ante los abusos de toda índole de los que 
pueden ser objeto, incluyendo la tortura, los tratos crueles 
inhumanos o degradantes y otras violaciones a derechos 
humanos. '* 

Resulta interesante destacar que, como parte de sus 
funciones constitucionales en materia de protección de los 
derechos humanos, la Comisión Nacional se ha pronunciado 
en varias ocasiones sobre la situación de la población 
penitenciaria. Los resultados a los que ha llegado esta 
instancia, en realidad son una reiteración de la percepción 
común sobre las condiciones de urgencia y deterioro de 
las condiciones de la vida de los internos. Por ejemplo, 
la Recomendación General No. 18 sobre la situación 
de los derechos humanos de los internos en los centros 
penitenciarios de la república mexicana, es particularmente 
explícita sobre la potencialidad que posee la acción de 
los organismos de protección de los derechos para aliviar 
la situación de los internos en los centros de reclusión. A 
pesar de que la cita es particularmente extensa, en esta parte 
creemos que es oportuno realizar la transcripción integral 
de algunas de sus partes, porque ello contribuye a un mejor 
conocimiento de la situación de las prisiones en México, así 
como la forma en la que ello incide en la violación sistemática 
de los derechos fundamentales de la población interna. 


13 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. Consultado el 09 de agosto de 2019 
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La recomendación establece: La mayoría de las 
instalaciones con que cuenta el sistema penitenciario no reúne 
las condiciones para dar cumplimiento a las obligaciones 
del Estado en materia de trabajo, capacitación y educación, 
indispensables para la readaptación social. 

El trabajo además de ser un elemento importante del 
tratamiento en reclusión, ofrece al interno la posibilidad de 
contar con una fuente de ingresos, apoyar a sus familias y, 
según sea el caso, pagar la reparación del daño causado a las 
víctimas por los delitos cometidos. En forma adicional, le 
permite aprender un oficio lícito que podrá ejercer al momento 
de obtener su libertad, facilitando su reincorporación a la 
sociedad. 

Para poder ofrecer una actividad laboral adecuada, 
la autoridad penitenciaria debe efectuar un estudio de 
las características de la economía local, para evaluar la 
posibilidad de integrarla a los procesos productivos. En este 
sentido, resulta de particular importancia la participación 
de las autoridades en materia de trabajo y de economía, 
tanto para determinar las opciones más viables, como 
para contactar a inversionistas interesados en proyectos 
productivos. 

Debe quedar muy claro, que el trabajo en prisión no 
puede solamente considerarse como una terapia o un requisito 
para la obtención de un beneficio de libertad anticipada, sino 
como el derecho del interno a realizar una actividad lícita 
remunerada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
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123, parte declarativa, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que establece el derecho a un 
trabajo digno y socialmente útil. 

Cabe señalar, que la situación laboral en las prisiones no 
debe contravenir lo dispuesto en el artículo 5 Constitucional, 
que prohíbe la prestación de trabajos personales sin la justa 
retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo 
impuesto como pena por la autoridad judicial, el cual se 
ajustará a lo dispuesto en las fracciones 1 y II del citado 
artículo 123, que regulan la jornada máxima. 

Por su parte, las actividades educativas constituyen un 
elemento fundamental en el tratamiento de los internos, pues 
les proporcionan la instrucción que generalmente no tuvieron 
en libertad y les facilitan su reincorporación a la sociedad, 
al tiempo que contribuyen a reflexionar respecto de su actuar 
delictivo, así como a la conveniencia de un comportamiento 
socialmente aceptado. En este orden de ideas, la educación 
que recibe el interno durante el tiempo que permanece 
privado de la libertad, forma parte integral del proceso de 
readaptación social. 

Sobre el particular, el artículo 3 Constitucional, 
párrafos primero y segundo, precisa que todo individuo tiene 
derecho a recibir educación, la cual tenderá a desarrollar 
armónicamente las facultades del ser humano y fomentará en 
él, a la vez, el amor a la patria y la conciencia de la solidaridad 
internacional, en la independencia y en la justicia. Mientras 
que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, en su artículo 13.1 establece que la educación 
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debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y fortalecer el respeto de los derechos humanos y 
libertades fundamentales. 

A mayor abundamiento, el artículo 11, de la Ley que 
establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social 
de Sentenciados, señala que la educación que se imparta a 
los internos no tendrá sólo carácter académico, sino también 
cívico, social, higiénico, artístico, físico y ético. Será, en todo 
caso, orientada por las técnicas de la pedagogía correctiva y 
quedará a cargo, preferentemente, de maestros especializados. 

Por último, el artículo 3 de la Ley General de Educación, 
prevé la obligación del Estado de prestar servicios educativos 
para que toda la población pueda cursar la educación 
preescolar, la primaria y la secundaria, y que estos servicios 
se prestarán en el marco del federalismo y la concurrencia 
previstos en la Constitución y en la propia ley. 

A partir de dichos precedentes resulta claro que las 
autoridades del sistema penitenciario en coordinación con las 
educativas, tienen la obligación de garantizar la educación a 
los internos, y poner a su disposición, al menos, la educación 
básica obligatoria prevista para el sistema educativo nacional. 

Al no existir en los centros penitenciarios las 
condiciones que permitan a los internos garantizar su 
derecho a la readaptación social sobre la base del trabajo, la 
capacitación para el mismo y la educación como vías para 
la readaptación social, se contraviene lo dispuesto en los 
artículos 3, párrafo primero; 18, párrafo segundo, y 123, parte 
declarativa, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 10 y 11, de la Ley que establece las Normas 
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Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, así 
como 65, 66.1, 71.1, 71.3, 71.4 y 72.1 de las Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos. 

La clasificación de la población penitenciaria en un 
centro de reclusión, es un instrumento estratégico para 
determinar el trato o tratamiento que se debe procurar a cada 
recluso, con miras a inculcarle la voluntad de vivir conforme 
a la ley y con ello lograr su readaptación social. 

En forma adicional, permite ubicar a los internos en 
áreas de alojamiento y convivencia separadas y diferenciadas, 
de modo que se les garantice una estancia digna y segura, 
pues esto contribuye a una mejor observancia de los derechos 
humanos. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
en diversas ocasiones ha señalado que una adecuada 
clasificación en los centros de reclusión ayuda a mantener el 
orden y la disciplina, ya que permite a las autoridades tener 
mejor control y vigilancia sobre los internos que representan 
un riesgo para la población interna, y con ello reducir la 
posibilidad de conflictos entre reclusos. 

Por su parte, el numeral 67 de las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos señala que la clasificación 
tiene como finalidad separar a los internos que, por su pasado 
criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia 
nociva sobre sus compañeros de detención, y agruparlos a 
fin de facilitar el tratamiento encaminado a su readaptación 
social. 
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No obstante, lo anterior, en los centros penitenciarios 
de Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, 
Colima, Distrito Federal, Durango, Estado de México, 
Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas, no se lleva a cabo 
clasificación alguna, o bien, se realiza de manera deficiente. 

En estos casos, se ha documentado que los estudios 
criminológicos únicamente se practican a los internos 
cuando van a ser propuestos para algún beneficio de libertad 
anticipada y no para determinar la clasificación de la 
población. 

A mayor abundamiento, es oportuno decir que la 
ubicación o clasificación de los internos tiene que ser una 
medida objetiva, de carácter temporal y revisable, sustentada 
en el principio de legalidad, pues representa un hecho 
relevante de la permanencia en prisión y, por lo mismo, puede 
favorecer o dificultar el proceso de readaptación. 

Cabe mencionar que una adecuada clasificación de 
la población penitenciaria, debe basarse en la opinión del 
Consejo Técnico Interdisciplinario, a partir de los estudios 
elaborados por las áreas técnicas. 

Como ya se mencionó, uno de los grandes problemas que 
existe en nuestro sistema penitenciario es la sobrepoblación, 
que altera el funcionamiento de las cárceles, lo que dificulta 
mantener el orden y propicia el autogobierno, entendido 
como la ausencia de autoridad al interior de un centro, debido 
a que grupos de internos ejercen control sobre un amplio 
sector de la población. 
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Se trata de un sistema de gobierno paralelo al régimen 
interior que legalmente debe de prevalecer en un centro 
penitenciario, con estructura organizada a partir de una 
jerarquía de mando, mediante la cual, además de imponer 
métodos informales de control, efectúan actividades ilícitas 
intramuros. 

Como resultado del autogobierno, aumenta la violencia 
al interior de los centros y el tráfico de sustancias prohibidas. 
Además, permite que algunos internos gocen de privilegios 
y tratos especiales, tales como el acceso a estancias amplias 
y la posesión de teléfonos celulares, entre otros objetos 
prohibidos (anexo 5). 

Esta Comisión Nacional considera que el autogobierno 
es una de las causas que desencadena deficiencias en los 
reclusorios, pues permite que en sus instalaciones aumente la 
incidencia de violaciones a los derechos humanos. 

Cabe señalar, que el problema del autogobierno se 
agrava debido al aumento de internos vinculados con la 
delincuencia organizada, recluidos en centros estatales y 
municipales, quienes en repetidas ocasiones controlan a la 
población penitenciaria, sometiéndola a un régimen personal 
de favores y privilegios, generalmente mediante el pago de 
cuotas, situación que es tolerada por algunas autoridades. 
Es del conocimiento público la existencia de diversas 
actividades delictivas en las que participan estos grupos de 
internos, los cuales corrompen a las autoridades con el fin 
de obtener toda clase de facilidades para organizar o seguir 
cometiendo delitos graves como secuestro, robo calificado, 
homicidio y narcotráfico. 
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Sobre el particular, el artículo 10, último párrafo, de la 
Ley que establece las Normas Mínimas Sobre Readaptación 
Social de Sentenciados, señala que ningún interno podrá 
desempeñar funciones de autoridad o ejercer dentro del 
establecimiento empleo o cargo alguno. 

Resulta pertinente señalar que el respeto al principio de 
trato igualitario, implica que el régimen penitenciario deba 
ser el mismo para todos los reclusos, sin diferenciaciones de 
trato ni discriminación por razones económicas ni de otro 
tipo. 

En estos casos, se vulnera el derecho a la igualdad 
consagrado en el artículo 1 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el cual prohíbe toda clase de 
discriminación que atente contra la dignidad humana. 


65 


Ejecución penal 


Ejecución penal 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


66 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


HIT. Deberes normativos adicionales a cargo del Estado 


n concomitancia con lo que se lleva dicho sobre 

el régimen de visitas en materia de promoción y 

vigilancia que pueden hacer las organizaciones 
encargadas de la defensa y promoción de los derechos 
humanos y la prohibición de la tortura, debe entenderse 
también lo dispuesto por los párrafos cuarto y quinto del 
artículo 58. De acuerdo con ello, el estado se halla obligado 
a establecer las normas necesarias para facilitar el ingreso de 
las instituciones públicas que tengan como mandato vigilar, 
promover o garantizar los derechos de los grupos vulnerables 
O personas que por sus condiciones o características requieran 
cuidados especiales o estén en riesgo de sufrir algún tipo 
de discriminación, así como las condiciones en las que los 
representantes de organismos privados y civiles de protección 
y defensa de los derechos humanos podrán acceder a 
entrevistar o documentar lo que consideren necesario, 
pudiendo mediar para ello una petición expresa de la persona 
privada de su libertad. 

Nos parece que esta remisión que se hace en la ley para 
que la autoridad administrativa dicte las normas que permitan 
establecer el marco de ingreso y revisión que los organismos 
públicos y privados puedan realizar dentro de los centros 
de reclusión para tutelar la observancia de los derechos 
fundamentales es perjudicial, porque la aplicación de estos 
derechos ya analizados en los parágrafos precedentes puede 
vaciarse de contenido ya sea por defecto u omisión de la 
autoridad para dictar las normas necesarias que operativicen 
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en la práctica este tipo de actividades. En ese contexto, 
hubiere sido deseable que, al margen de lo ya analizado, 
el legislador secundario hubiere proveído desde la espera 
legislativa algunas reglas mínimas a las que se refiere el 
cuarto párrafo del artículo 58, a fin de dotar de uniformidad 
y certeza a este régimen jurídico. Con todo, el sentido del 
artículo permite advertir por la vía de la interpretación 
algunas coordenadas de lo que podría ser el sentido y alcance 
que debe darse a este precepto. 

El cuarto párrafo del artículo 58 contiene al menos dos 
supuestos de importancia que deben ser analizados: 

Primero la autoridad competente está obligada a dictar 
las normas que resulten necesarias para facilitar el ingreso de 
las instituciones públicas que tengan como mandato vigilar, 
promover o garantizar los derechos de los grupos vulnerables 
O personas que por sus condiciones o características requieran 
cuidados especiales o estén en riesgo de sufrir algún tipo 
de discriminación. Este primer conjunto de supuestos es 
relevante porque se refiere no a la clase de visitas que puede 
practicar la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o 
sus equivalentes locales y el mecanismo contra la tortura, a 
fin de promocionar y preservar los derechos fundamentales 
dentro de los centros de reclusión; sino que en este caso nos 
encontramos ante un régimen específico más exigente, pues 
se trata de que la autoridad administrativa, por ejemplo, 
dicte las normas que sean precisas para tutelar los derechos 
de internos que se encuentran en situaciones particularmente 
más apremiantes durante su encierro, ello es así porque las 
normas a las que nos referimos tendían que contribuir a aliviar 
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la situación de los reos que requieren cuidados especiales o 
que son proclives a ser discriminados, como puede ser el caso 
de los presos que tienen condiciones de salud que ameritan 
un cuidado más diligente (pensemos en aquellos que padecen 
hipertensión, diabetes o alguna condición alérgica o crónico 
degenerativa) y en cuanto a los que son especialmente 
susceptibles de ser discriminados por el resto de la población 
penitenciaria (como los homosexuales o los reos de población 
indígena). En esos casos, el artículo 58 determina que la 
autoridad debe aplicar un conjunto de medidas más diligentes 
a fin de facilitar la actividad de los organismos defensores de 
los derechos fundamentales en dichos casos. 

En segundo término, la otra porción normativa 
que deseamos considerar ahora tiene que ver con los 
representantes de organismos privados y civiles de 
protección y defensa de los derechos humanos, quienes 
podrán acceder a entrevistar o documentar lo que consideren 
necesario, pudiendo mediar para ello una petición expresa 
de la persona privada de su libertad. Esta posibilidad es 
relevante porque debemos recordar que una de las funciones 
esenciales de los organismos públicos de defensa de los 
derechos es la formulación de recomendaciones para 
solventar las violaciones de derechos en que puedan incurrir 
determinados agentes de la autoridad. Por eso, para que los 
organismos competentes puedan desarrollar esta clase de 
recomendaciones es menester que cuenten con los elementos 
de prueba que pueden aportar las entrevistas, encuestas o 
demás formas de procesamiento de la información sobre la 
situación de la vida penitenciaria que pueden proporcionar 
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sus propios protagonistas, internos en los centros de 
reclusión. Esta clase de visitas para recabar información 
sobre las condiciones penitenciarias, como se desprende 
del propio artículo, puede ser realizada de forma oficiosa O 
bien por medio de una petición expresa de los reclusos. De 
ahí que sea importante que la existencia de las denuncias por 
violaciones a los derechos humanos no sea desincentivada 
mediante la amenaza de coacciones o represalias por parte 
de las autoridades de los centros de reclusión. Por ello, como 
una especie de obviedad, que pese a todo debe ser reiterada, 
se dice en el propio numeral en comentario que queda 
prohibida toda reprimenda, acción de castigo o sanción que 
busque inhibir o limitar el derecho de la persona privada 
de su libertad para acudir ante las instituciones públicas y 
privadas de protección de los derechos humanos. 
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IV. Entrevistas con el defensor 


e otra parte, el segundo párrafo del artículo 58 en 
D comentario establece que “(...) los defensores, en todo 

momento, podrán entrevistar a las personas privadas 
de la libertad en privado. No podrá limitárseles el ingreso de 
los objetos necesarios para el desempeño de su tarea, ni podrá 
revisarse el contenido de los documentos que introdujesen o 
retirasen de los Centros Penitenciarios (...).” 

Esta previsión expresa de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal es una aplicación del derecho a la defensa adecuada. 
Ello es de este modo porque de conformidad con la fracción 
VI! del aparado B del artículo 20 constitucional, el inculpado 
tiene derecho a “una defensa adecuada por abogado, al cual 
elegirá libremente incluso desde el momento de su detención. 
Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de 
haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un 
defensor público. También tendrá derecho a que su defensor 
comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá 
obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera”. En ese 
sentido, la posibilidad a que se refiere el segundo párrafo del 
artículo 58 es una aplicación de tal derecho a la defensa del 
inculpado interno en un centro de reclusión. 

La jurisprudencia de la Suprema Corte, ha definido el 
ámbito de aplicación del derecho a una defensa adecuada, 
y señala que este derecho: consiste en que el inculpado 
tendrá derecho a una defensa, por medio de su abogado y a 
que éste comparezca en todos los actos del proceso, quien 
tendrá la obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera, 
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lo que se actualiza desde que aquél es puesto a disposición 
del Ministerio Público; esto es, desde la etapa ministerial 
deberá contar con la asistencia efectiva del profesional, 
entendiéndose como tal, la presencia física y la ayuda 
efectiva del asesor legal, quien deberá velar porque el proceso 
se siga con apego a los principios del debido proceso, y éste 
no sea viciado, asegurando a la postre el dictado de una 
sentencia que cumpla con los requisitos, valores y principios 
legales y constitucionales que permean en el debido 
proceso penal; lo que deberá observarse en todas aquellas 
diligencias o actuaciones y etapas procesales en las cuales es 
eminentemente necesaria la presencia del inculpado, en las 
que activa, directa y físicamente participe o deba participar, 
así como en aquellas en las que de no estar presente, se 
cuestionarían o pondrían gravemente en duda la certeza 
jurídica y el debido proceso. Esto es así, porque la defensa 
adecuada representa un derecho instrumental cuya finalidad 
es asegurar que el poder punitivo del Estado se desplegará 
a través de un proceso justo, lo que además busca asegurar 
que pueda tener garantizados en su integridad sus derechos 
fundamentales, como lo es no declarar, no autoincriminarse, 
no ser incomunicado, no sufrir tortura alguna, ni ser detenido 
arbitrariamente, así como ser informado de las causas de su 
detención, entre otras.'* 

Con base en este contenido mínimo del derecho 
asegurado en la fracción VII del apartado B del artículo 20 
constitucional, es claro que la Ley Nacional de Ejecución 


14 Cfr. Tesis la. CCXXVI/2013 (10a.), con registro 2003959, visible en la foja 554 
del tomo 1, libro XXIl, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
correspondiente a julio de 2013. 
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Penal no podría limitar el cúmulo de posiciones y normas que 
se pueden adscribir interpretativamente a esta disposición, en 
la medida en que el derecho a la defensa adecuada comienza 
a regir desde la presentación del sujeto ante el órgano fiscal, 
y se prolonga en todas aquellas diligencias o actuaciones y 
etapas procesales en las cuales es eminentemente necesaria 
la presencia del inculpado, en las que activa, directa y 
físicamente participe o deba participar, así como en aquellas 
en las que de no estar presente, se cuestionarían o pondrían 
gravemente en duda la certeza jurídica y el debido proceso, 
tal como lo reconoce la jurisprudencia. 

A través de la previsión del derecho a la defensa 
técnica se asegura que el imputado, en sentido amplio, sea 
asistido jurídicamente, en todas las etapas procedimentales 
en las que intervenga, por un defensor que tenga el carácter 
de profesional en derecho (abogado particular o defensor 
público); incluso, de ser posible, desde el momento en 
que acontezca su detención. La exigencia de una defensa 
técnica encuentra justificación al requerirse de una persona 
que tenga la capacidad técnica para asesorar y apreciar lo 
que jurídicamente es conveniente para el imputado, a fin de 
otorgar una real y efectiva asistencia legal que le permita 
estar posibilidad de hacer frente a la imputación formulada 
en su contra. Lo cual no se satisface si la asistencia es 
proporcionada por cualquier otra persona que no reúna 
la citada característica, a pesar de ser de la confianza del 
referido imputado.'* 


15 Así véase la tesis con registro 2009005 y número de localización 1a./J. 26/2015 
(10a.). Emitida por la primera sala y visible en la foja 240 del tomo ¡ del libro 18 de 
la gaceta del semanario judicial de la federación, correspondiente a mayo de 2015. 
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Así planteadas las cosas, el segundo párrafo es 
constitutivo de derechos no únicamente para los sujetos 
privados de su libertad en los centros de reclusión, sino 
también para los propios abogados que se encargan de la 
defensa de dichos inculpados, en sentido amplio. De este 
modo, resulta que la disposición comentada en esta parte 
puede ser descompuesta en diversas posiciones adscritas 
a estas dos clases de sujetos; así, en principio los reclusos 
tienen la posibilidad de entrevistarse libremente y con 
las condiciones de secrecía de la conversación que sean 
oportunas para que entre este sujeto y su defensor puedan 
determinar los aspectos importantes para su estrategia 
defensiva, pues ello es precisamente lo que se pretende 
asegurar con la defensa técnica en todos los actos del proceso. 
De igual modo, el segundo párrafo del artículo 58 en comento 
establece una serie de prerrogativas para el desempeño de la 
función propia de los defensores privados o de oficio; ello es 
así porque las entrevistas de los abogados con sus defendidos 
se podrán realizar en todo momento y en privado, además de 
eso, los abogados podrán ingresar a los centros de reclusión 
con todos los elementos que resulten necesarios para el 
desempeño de su labor, y sin que pueda limitárseles el ingreso 
de los objetos necesarios para el desempeño de su tarea, ni 
revisarse el contenido de los documentos que introdujesen o 
retirasen de los Centros Penitenciarios. 

Esta morma es particularmente importante porque 
establece una excepción a las reglas de seguridad que deben 
ser observadas por los visitantes a los centros de reclusión. 
Como sabemos, por motivos de control el ingreso a las 
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cárceles debe realizarse en estricto apego a ciertas reglas que 
determinan la clase de objetos y vestimenta que los visitantes 
pueden ingresar o deben portar durante su estancia a las 
penitenciarías; pues bien, la parte final del segundo párrafo 
del artículo 58 introduce una especie de flexibilización 
al régimen de objetos que pueden ser introducidos a las 
prisiones, en la medida en que ellos sean necesarios para el 
desempeño de la función de defensa procesal desarrollada 
por los abogados de los internos. En ese tenor, parece que 
el legislador ha ponderado desde la sede legislativa entre el 
interés público (directriz) relacionada con la seguridad en el 
ingreso de ciertos objetos en las prisiones, y ha determinado 
que dicho principio debe ceder cuando se trata de bienes o 
elementos que son necesarios para que el abogado de algún 
recluso pueda entrevistarse con su defendido contando con 
todos los elementos que resulten necesarios para tal labor, 
con lo cual se hace prevalecer el derecho a la defensa técnica. 

Esta conclusión se ve corroborada por el hecho de que 
el propio legislador secundario ha determinado la obligación 
del estado para que en la planeación y diseño de los centros 
de reclusión prevea la existencia de áreas adecuadas para 
que la persona privada de la libertad pueda entrevistarse en 
forma libre y privada con su defensor y a disponer del tiempo 
y medios razonables para su defensa. Esto es un correlato de 
carácter material que se halla en plena correspondencia con 
los derechos identificados al comentar el párrafo anterior, 
esto es, para que sea eficaz la defensa técnica debe tener 
acceso a espacios donde la comunicación entre el acusado 
y su defensor pueda fluir plenamente, sin temor a que la 
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misma sea observada o supervisada por los elementos de la 
autoridad de los centros penitenciarios o sea perturbada por 
injerencias del resto de la población penitenciaria. Para ello 
se deben destinar espacios dentro de los centros de reclusión 
a fin de que los privados de la libertad puedan entrevistarse 
con su abogado durante el tiempo razonable que se estime 
pertinente y las veces que ello resulte adecuado. Se trata 
de un auténtico derecho de contenido material y tangible, 
pues el contenido de tal norma posee un talante que incide 
en el diseño arquitectónico y organizativo de los centros de 
reclusión, donde deberá siempre hacerse la previsión de esta 
clase de espacios para realizar las entrevistas con los reclusos. 
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V. Sanciones aplicables 


inalmente, el párrafo sexto del artículo 58 de la 

Ley Nacional de Ejecución Penal determina que 

la obstrucción de la labor del personal judicial, de 
las personas visitadoras de los organismos públicos de 
protección de los derechos humanos, de las defensoras, del 
Ministerio Público y de las observadoras será sancionada 
administrativa y penalmente, en términos de la legislación 
aplicable. Las sanciones a las que se hacen referencia 
en esta parte pueden ser de dos clases, o bien sanciones 
administrativas o de carácter penal. En ese tenor conviene 
destacar que el término “sanción” es ambiguo, pues admite 
distintas formas o tiene significados diversos. En principio, se 
concluye que la sanción jurídica es, desde un punto de vista 
estructural, una reacción -positiva o negativa- frente a ciertas 
conductas establecidas por el derecho. Ahora bien, partiendo 
de la noción de sanción que se centra en la reacción negativa 
prevista por el derecho frente a ciertas conductas, es posible 
distinguir diferentes acepciones cuya naturaleza diverge 
considerablemente una de la otra, tal como puede apreciarse 
en la parte final del artículo 58 que ahora comentamos. 

Entre las primeras sanciones a las que se refiere este 
numeral se encuentran las de carácter administrativo. Las 
sanciones de esta clase, de acuerdo con la interpretación de 
la Suprema Corte, se generan mediante la intervención de los 
órganos internos de control y de los tribunales administrativos 
y en el que, atendiendo a la proyección que tiene sobre la 
vida de las personas, se ha considerado necesario reconocer 
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la existencia de un debido proceso administrativo. En estos 
términos, estaremos ante una manifestación del derecho 
administrativo sancionador cuando el procedimiento: 1) 
presuponga la existencia de un tipo administrativo que 
conlleve el reproche a una infracción -que entrañe la 
transgresión a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que deban observarse en el desempeño de 
sus empleos, cargos o comisiones públicos y dé lugar al 
surgimiento de responsabilidad administrativa; 2) se siga 
en forma de juicio, en el cual se determine si la conducta 
-acción u omisión- de quien desempeñe el servicio público 
contraviene aquellas prohibiciones a las cuales se sujeta el 
ejercicio de su función; y, 3) tenga por finalidad procurar la 
correcta actuación de los servidores públicos, sancionar a 
los infractores y, en su caso, lograr la restitución de aquellos 
bienes jurídicos que fueron afectados con su irregular 
actuación'*. De este modo, las sanciones que la contravención 
del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución de Penas 
puede ocasionar, son las que genéricamente se determinan 
en las leyes de responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos, tanto a nivel federal como locales (en 
ese sentido, hay que hacer notar que se debe atender en estos 
casos a los parámetros ya demarcados por la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, actualmente en vigor. 

En tanto que la otra clase de sanciones a las que se 
refiere el artículo 58 en el ámbito penal, y en estos casos 
los responsables de la contravención serían sancionados de 


16 Asi cfr. la tesis la. XXXV/2017 (10a.), con registro 2013954, emitida por la Primera 
Sala, visible en la foja 441 del tomo l, libro 40, de la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, correspondiente a marzo de 2017. 
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acuerdo con la pena privativa de libertad que se determine 
para el tipo penal especifico en que se incurra de acuerdo a 
la conducta concreta desplegada por el agente de la autoridad 
infractor, aunque en este último supuesto estimamos que los 
sujetos activos que pueden incurrir en estas conductas no son 
solamente las autoridades, sino incluso los reos pertenecientes 
a la misma población penitenciaria que impidan la labor de 
los funcionarios judiciales o de los organismos protectores de 
los derechos fundamentales. 
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Comentarios al artículo 59 de la 
LNEP. El régimen de visitas 


Mtro. Everardo Rodríguez Durón 


Introducción 


eñalan las reglas mínimas para el tratamiento de 

los reclusos, adoptadas en el primer congreso de 

las naciones unidas sobre prevención del delito y 
tratamiento del delincuente en 1955 en su artículo 79 que “se 
velará particularmente por el mantenimiento y mejoramiento 
de las relaciones entre el recluso y su familia, cuando estas 
sean convenientes para ambas partes”. Dicha disposición 
se ve traducida en el artículo 59 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal el cual, a través de las visitas personales, 
familiares, íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales, 
busca la reinserción del sentenciado y el fortalecimiento de 
sus lazos con el mundo exterior durante su internamiento. 
La disposición que ahora comenzamos a comentar, resulta 
importante porque debe procurarse que el sistema de 
ejecución penal no rompa los vínculos familiares del interno 
en sus relaciones con sus parientes cercanos; lo anterior es 
así porque el aislamiento del imputado en sentido amplio 


83 


Ejecución penal 


Ejecución penal 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


conllevaría el riesgo de no lograr la reinserción. En sentido 
contrario, “si los reclusos pueden mantener sus vínculos 
con la familia, los amigos y la comunidad mientras están en 
prisión, ello reducirá los efectos perniciosos de la privación 
de libertad y hará más probable que se reintegren en la 
comunidad cuando sean liberados”. 

De este modo, el artículo 59 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal se encuentra particularmente vinculado con 
los fines del sistema penitenciario contenidos en el artículo 
18 de la constitución. 

Según el segundo párrafo del precisado artículo de la 
ley fundamental, “el sistema penitenciario se organizará 
sobre la base del respeto a los derechos humanos, del 
trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la 
salud y el deporte como medios para lograr la reinserción 
del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a 
delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. 
Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de 
los destinados a los hombres para tal efecto”. 

Por tanto, la pena de prisión no debe imponer como parte 
de sus efectos la suspensión de la convivencia del sentenciado 
con su entorno familiar, porque ello supondría no solamente 
la limitación de las relaciones personales necesarias para 
que el interno se siga siendo parte de la sociedad, sino que 
también implicaría afectar los derechos de los familiares (en 


1 Los Derechos Humanos y las Prisiones, Manual de capacitación en derechos 
humanos para funcionarios de prisiones; p.134. 
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sentido amplio) del interno, quienes independientemente de 
los hechos que hayan originado la reclusión, deben continuar 
con la convivencia con el sujeto pasivo de la represión penal. 

El sentido y alcance del artículo 59 de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal es sumamente amplio respecto 
de las posiciones y normas que pueden ser adscritas 
interpretativamente a dicha disposición. Tal como tendremos 
oportunidad de ver en los apartados siguientes. 
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I. Clasificación y régimen general de las visitas 


n términos del primer párrafo del artículo 59, la 

Ley determina que en la norma administrativa se 

establecerá el régimen de visitas personales, familiares, 
íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales, sin que 
en caso alguno pueda impedirse el contacto corporal de la 
persona visitante con la persona visitada, salvo que alguna de 
las dos solicite tal restricción. 

Sin embargo, aunque personas externas pueden entrar a 
los centros de reclusión para convivir con los reclusos como 
parte de sus relaciones personales y familiares o incluso con 
fines oficiales como la procuración de una defensa adecuada 
y la promoción de los derechos humanos —tal como ya hemos 
tenido oportunidad de mostrar en el comentario del artículo 
58—, lo cierto es que desde el principio, la disposición en 
comentario es clara al señalar que este derecho del recluso 
a ser visitado durante su internamiento no es de carácter 
absoluto, pues para hacer operativo el régimen de convivencia 
es necesario que se establezcan mecanismos para informar 
clara y puntualmente sobre el tipo de objetos cuyo ingreso 
está permitido o prohibido durante las visitas, garantizando 
que tales disposiciones puedan ser conocidas por las personas 
externas que asisten a los centros de reclusión, a fin de que 
el ingreso a los centros se realice de manera ordenada, de 
conformidad con los protocolos de seguridad y conforme a un 
conjunto de parámetros que permitan potencializar el carácter 
resocializador de las convivencias del interno con el exterior. 
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Lo primero que resulta importante destacar en el artículo 
59 es que el legislador ha determinado una clasificación de 
las visitas en diferentes tipos. Así, existen distintas clases 
de convivencias que puede recibir el interno en el centro 
de reclusión, tales como las visitas personales, familiares, 
íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales. 

Aquí, puede plantearse una delimitación terminológica 
de acuerdo con el sentido natural de las palabras empleadas 
por el legislador. De este modo, en las visitas personales 
quedaría comprendido el contacto del interno con personas 
que tienen con él una relación de amistad o afecto no 
relacionado con alguna forma de parentesco. Las visitas 
familiares se refieren al contacto que el interno puede 
mantener durante su reclusión con las personas que tienen 
algún vínculo de parentesco. 

La visita íntima, por su parte, se halla relacionada 
con la satisfacción del deseo erótico del interno, por lo 
que aquí se implica la posibilidad del acceso carnal del 
interno con su pareja o cónyuge. Asimismo, las visitas 
religiosas, humanitarias y asistenciales, se relacionan con el 
cumplimiento de diversos fines relacionados directamente 
con la reinserción social del interno, en lo que hace al ámbito 
espiritual, de salud, o de respeto a su dignidad humana. 

Esta interpretación resulta acorde, verbigracia, con lo 
dispuesto en los artículos 87, 89, 90, 99 y 100 del reglamento 
de los centros federales de readaptación social, donde se dice: 


“(...) Artículo 87.- En el Centro Federal sólo podrán 
autorizarse las siguientes visitas a internos: 
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I. De familiares y amistades del interno; 

II. Del cónyuge o bien concubina o concubinario, según 
corresponda; 

III. De autoridades; 

IV.Del defensor, representante común o persona de 
confianza, y 

V. De ministros acreditados de cultos religiosos. 
Ninguna persona podrá obtener su acreditación y 
registro en dos o más modalidades de las descritas en las 
fracciones anteriores para un mismo Centro Federal. 

El Centro Federal podrá negar la acreditación para las 
visitas señaladas en el presente artículo cuando se ponga 
en riesgo la seguridad del Sistema Federal Penitenciario. 
La visita de las personas a que se refieren las fracciones 
I y Il se consideran estímulos y, en esa medida, deberán 
ser aprobadas por el Consejo. 

El Manual respectivo establecerá las normas para la 
acreditación y registro de las personas señaladas en este 
artículo. 

La frecuencia del ingreso y el tiempo de permanencia 
de las visitas en el Centro Federal dependerán del 
espacio con que se cuente, del personal disponible y 
de las condiciones de seguridad que prevalezcan en el 
momento en que se solicite. 

Artículo 89.- Se autorizará la visita familiar siempre y 
cuando los solicitantes tengan con el interno lazos de 
parentesco debidamente acreditados. 


89 


l 


jecución pena 


Je 


Ejecución penal 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Únicamente se autorizará la entrada a menores de 
edad cuando sean hijos del interno, previo estudio y 
aprobación del Consejo. 

Artículo 90.- Ninguna visita familiar, de amistades o 
íntima será autorizada sin que previamente haya sido 
promovida o aceptada por el interno. 

Artículo 99.- El Comisionado o el Coordinador General 
podrán autorizar las solicitudes de acceso de autoridades 
distintas de las judiciales, así como de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos y representantes de 
consulados o de embajadas, previo informe de las 
actividades que proponen realizar y de las áreas a visitar. 
Los ministros acreditados de cultos religiosos podrán 
visitar el Centro Federal con autorización escrita del 
Comisionado. 

Artículo 100.- El Comisionado o el Coordinador 
General podrán autorizar el acceso al Centro Federal de 
visitas no previstas en el Reglamento mediante escrito 
debidamente fundado y motivado, con sujeción al 
espacio y condiciones de seguridad prevalecientes (...).” 


La regulación en torno a las clases de visitas que se 
pueden realizar a los centros de reclusión conforme al 
primer párrafo del artículo 59 contiene otra serie de reglas 
aplicables con carácter general a las diversas especies 
previstas. Las cuales tienen que ver con las limitaciones para 
el funcionamiento de los centros de reclusión, con los objetos 
que pueden ser introducidos a las instalaciones y con las 
limitaciones en caso de sanciones a los internos. 
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Sobre la cuestión relacionada con el tipo de objetos 


cuyo ingreso está permitido o prohibido durante las visitas, el 
primer párrafo del artículo 59 establece que estas limitaciones 
se harán saber a los interesados a través de mecanismos claros 
y puntuales. Así, el Manual de Visita de los Centros Federales 
de Readaptación Social determina que, en los centros de 
reclusión administrados por la Federación, los visitantes no 
podrán ingresar con: 


Ropa de los colores beige, azul marino y negro; 

Zapatos de plataforma, media plataforma, de punta, botas, 
botines, tenis o cualquier tipo de calzado con tacón que 
exceda de 3 centímetros de altura; 

Peluca o cualquier tipo de postizo así como accesorios 
metálicos y plásticos para el cabello; 

Objetos o sustancias no autorizados; 

Signos o síntomas de haber consumido estupefacientes, 
psicotrópicos o bebidas embriagantes, conforme a la 
valoración médica del Centro Federal; 

Ropa deportiva, lentes obscuros, sombrero o gorra; 

Ropa interior con soportes plásticos o metálicos, dos o 
más prendas de similares características, botones forrados, 
ropa de doble forro, ropa de doble vista, mallas, medias o 
shorts bajo la falda o pantalón, o sin ropa interior; y 
Toallas femeninas o pañales desechables, en estos casos, 
serán canjeados por los que proporcione el Centro Federal. 
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Además de lo anterior, el reglamento de los centros 
federales de readaptación social, impide el acceso con 
cualquiera de los siguientes objetos a los centros de 
internamiento: 


+ Cualquier vehículo, salvo los oficiales balizados que sirvan 
de apoyo a las tareas de seguridad (sólo podrán ingresar a 
los Centros Federales vehículos oficiales blindados o con 
adaptaciones especiales y los que transporten alimentos 
y otros productos indispensables, previa autorización por 
escrito); 

+ Dinero, alimentos, sustancias y cualquier objeto no 
autorizado en los términos previstos en el Manual 
respectivo; 

+ Armas de cualquier tipo, réplicas de las mismas, 
teléfonos celulares o satelitales, radios o equipos 
receptores-transmisores y cualquier otro instrumento de 
intercomunicación o sistema de comunicación electrónica, 
equipo de cómputo u otros dispositivos que por sí o con 
algún accesorio puedan usarse para consulta electrónica 
que puedan servir para la labor del abogado defensor o de 
los organismos protectores de los derechos fundamentales 
en los términos del artículo 58 ya comentado; y 

+ Bebidas alcohólicas, estupefacientes,  psicotrópicos, 
sustancias tóxicas y, en general, todo aquello cuyo uso 
pueda alterar la seguridad del centro. 


Del mismo modo, los visitantes no podrán tomar 
fotografías, videos y grabaciones del interior del centro 
federal y en su área perimetral, salvo autorización escrita; 
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por otra parte, se prohíbe introducir, circular, o permitir la 
circulación de moneda nacional o extranjera en el interior del 
centro federal, así como de objetos, materiales o sustancias 
que hagan sus veces. así también, se establece las normas 
del centro de reclusión establecerán los alimentos que 
excepcionalmente puedan ser suministrados a las personas 
privadas de la libertad por las personas visitantes. 

Por ello, los objetos cuya introducción esté prohibida 
deberán ser entregados por la visita en el depósito de objetos, 
en donde se le expedirá el recibo correspondiente para que 
los identifique y recoja al egresar de la penitenciaría. 

Por otro lado, el segundo párrafo del artículo 59 
determina que las visitas se podrán limitar en la medida 
necesaria para favorecer la gobernabilidad y el buen 
funcionamiento del Centro Penitenciario, debiendo permitirse 
por lo menos un tiempo mínimo de visita de cinco horas 
semanales y máximo de quince horas semanales. Las horas 
de visita semanal se considerarán sumando el tiempo efectivo 
de todos los tipos de visita, excepto aquellas destinadas a la 
visita íntima. En esta porción de la disposición en comentario 
podemos advertir como el legislador secundario ha tratado de 
compatibilizar dos bienes que eventualmente pueden entrar 
en colisión. 

Por una parte, si bien los reos tienen la posibilidad de 
tener contacto con el exterior a través del amplio régimen de 
visitas penitenciarias de que ya se ha dado cuenta, no por ello 
debe desconocerse que los sujetos activos de este derecho 
también se encuentran compurgando una pena o en un 
proceso para determinar su responsabilidad en determinados 
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hechos delictuosos. En vista de estas condicionantes, la 
prerrogativa para que se cuente con un régimen de visitas 
no debe ser llevado al extremo de que ello sea una ocasión 
para que la autoridad pierda el control sobre la seguridad y 
el ingreso de las personas externas al centro de reclusión, 
y con ello pueda ponerse en riesgo la seguridad de los 
propios internos y de los visitantes. En función de ello, el 
segundo párrafo del artículo 59 hace eco de esta necesidad, 
al establecer que, en todo caso, las visitas que se reciban 
por parte de los internos no serán pretexto para favorecer 
espacios de ingobernabilidad o falta de control por parte de 
las autoridades penitenciarias. 

En esta tesitura, el reglamento de los centros federales de 
readaptación social establece, por ejemplo, que en los centros 
de reclusión deberá mantenerse el orden, la seguridad y la 
disciplina, aplicando estrictamente y sin distinción alguna las 
normas que rigen la disciplina interna de las penitenciarías. 

Para tales efectos, el orden jurídico autoriza para que 
se haga uso de la fuerza en caso de resistencia individual 
o colectiva, intento de evasión, conato de motín, agresión 
al personal, a internos o a sus visitas y en cualquier otro 
disturbio que ponga en riesgo la seguridad. Desde luego, 
este uso de los medios coactivos para mantener el control 
dentro de las cárceles implica la necesidad de que se empleen 
los medios proporcionados para sofocar los intentos de la 
población penitenciaria en contra del régimen propio del 
internamiento, por eso existe la regla de que cuando se haga 
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uso de la fuerza, se hará constar en las actas correspondientes 
y se pondrá en conocimiento de las autoridades competentes 
que deban intervenir o tomar conocimiento de los hechos. 

Otro aspecto que destaca del segundo párrafo del 
artículo 59 en comentario es que aun cuando establece los 
parámetros de la ponderación legislativa sobre los aspectos 
ya comentados, no por ello desconoce el contenido esencial 
del derecho de los reos a tener contacto con el medio exterior 
a través de las visitas como forma de facilitar una reinserción 
social integral. 

Así, ni siquiera por motivos de seguridad se podrán 
limitar los periodos de visita por debajo de un tiempo 
mínimo de cinco horas semanales y máximo de quince horas 
semanales, esto sin contar los lapsos para la visita íntima. 

En el mismo sentido, el tercer párrafo del artículo 59 
determina que, en los casos de restricción de visitas por 
sanción disciplinaria grave, estas podrán limitarse hasta una 
hora de visita semanal, de conformidad a lo establecido ley. 

En tal virtud, no debemos desconocer que el legislador 
ha establecido la posibilidad de que la limitación de las visitas 
en los centros penitenciarios puede ser un elemento que 
favorezca a la disciplina, siempre que sea usado de la manera 
permitida por el propio ordenamiento y sin que se niegue en 
términos categóricos esta posibilidad a los reclusos. 

En este sentido, las normas para el gobierno interno de 
las prisiones, establecen la posibilidad de que cuando los 
visitantes introduzcan, posean, usen o comercien con objetos 
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o sustancias clasificadas dentro de aquellas que no pueden 
internarse a los centros, se cancelará la visita en forma 
definitiva y se procederá como legalmente corresponda. 

Asimismo, cuando la visita que agreda física O 
verbalmente al personal del centro, a otra visita o a internos, 
no podrá ingresar a la penitenciaría y será sancionada por el 
Director General con la suspensión o cancelación de la visita. 

Finalmente, también se prevé que los internos que 
incurran en faltas a la normatividad del Centro Federal o se 
nieguen a participar en las actividades que se les asigne se 
les podrá suspender la visita en los términos señalados en el 
párrafo tercero comentado. 

Una vez que hemos mencionado algunas cuestiones 
generales sobre el régimen de las visitas penitenciarias, 
podremos pasar a estudiar las especificidades previstas 
en el artículo 59 para cada una de las que parecen ser las 
más relevantes, según se establece en la Ley Nacional de 
Ejecución Penal. 
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TI. Visita familiar 


omo señala Méndez Paz “(...) la prisión es todavía 

una pena corporal y además subjetiva, psíquica, que 

aniquila y destroza al procesado, anula su libertad 
ambulatoria, y repercute no sólo en quien la padece sino, 
colateralmente, afecta a su familia y a la sociedad en conjunto 
(...).2 Por ello es un criterio unánime que la estancia de 
las personas en los Centros Penitenciarios no tiene como 
finalidad excluirlas de la sociedad, muy al contrario, durante 
la privación de libertad se tiene continuamente en cuenta el 
regreso, la integración del preso, al ámbito social del que 
procede. 

Así las cosas, tal como hemos señalado con antelación, 
por visita familiar entendemos el contacto que en el centro de 
reclusión puede tener el interno con las personas con quienes 
conserva lazos de parentesco. En este sentido, el Manual 
de Visita de los Centros Federales de Readaptación Social, 
determina que la visita familiar únicamente podrá verificarse 
en el área de visita familiar, destinada para esos efectos en 
cada centro de reclusión; o bien, en las áreas de locutorios 
o de atención hospitalaria de los penales, en los casos de 
reos que se encuentren en una situación de observación y 
clasificación o estén recibiendo atención médica. 

En atención al principio consagrado en el propio 
artículo 59, el cual determina que Las personas privadas 
de la libertad deberán ser consultadas sobre a qué personas 
adultas autorizan para la visita familiar o personal, así como 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 96. 
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para el acompañamiento de la visita de sus hijas e hijos, 
es que en el Manual de Visita de los Centros Federales de 
Readaptación Social se determina que será el propio interno 
quien propondrá al área de trabajo social del reclusorio, a 
quien solicita que se registre como las personas autorizadas 
para ingresar al centro en carácter de visita familiar. 

Las personas propuestas por el interno deberán firmar 
también la solicitud correspondiente, y a fin de que su 
petición sea considerada en sentido favorable por la autoridad 
penitenciaria, deberán agregar los siguientes documentos: 


* Copia certificada del acta de nacimiento; 

+ Copia certificada del acta de matrimonio, para el caso del 
cónyuge; 

+ Comprobante del concubinato, emitido mediante 
declaratoria de autoridad judicial; 

+ Comprobante de domicilio a nombre del visitante o 
justificante, hasta seis meses antes, corroborado por el 
área de trabajo social; 

. Tres fotografías tamaño infantil a color y con fondo 
blanco; 

+ Identificación oficial vigente con fotografía, y 

* Tres cartas de referencias personales señalando nombre 
de la persona, y domicilio, teléfono, ocupación, tiempo de 
conocerlo, que no sean familiares. 


Tal como señalamos antes, la visita solo podrá 
realizarse en las áreas destinadas para tal fin por cada centro 
de reclusión. Sin embargo, esta regla general sufre dos 
excepciones. 
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La primera se relaciona con los internos que se 
encuentren en el centro de observación y clasificación, 
quienes podrán tener visita familiar únicamente por 
locutorios, hasta por dos ocasiones. 

La segunda aplica a los reos que se encuentran 
recibiendo algún tratamiento médico en el área de servicios 
de salud de las prisiones, los cuales podrán recibir visita 
en dichas áreas cuando los encargados de los servicios 
médicos lo recomienden y se trate de personas autorizadas 
previamente como visitas del interno, en este caso, la visita 
familiar del recluso podrá ingresar al área hospitalaria, hasta 
tres personas simultáneamente, para visitar internos agónicos 
o en fase terminal. 

De acuerdo con el artículo 20 del manual de visita de 
los centros federales de readaptación social, cada interno 
podrá solicitar la autorización de hasta doce personas 
como visitantes; sin embargo, sólo se permitirá el acceso 
simultáneo a un máximo de tres personas. 

A ninguna persona se le autorizará la visita familiar a 
más de un interno, salvo que sea ascendiente o descendiente 
directo en primer grado o hermano de más de uno. Ningún 
interno podrá acompañar a otro durante su visita. 

Además, solo se autorizará la visita de menores de edad 
que sean hijos del interno, previo estudio y aprobación del 
Consejo. Cuando éstos se presenten, invariablemente deberán 
acudir acompañados de un familiar adulto acreditado como 
visita, quien permanecerá a su lado durante su estancia, con 
ello se trata de hacer efectivo el principio establecido en el 
artículo 59 de la ley nacional de ejecución penal, en el sentido 
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de que, sobre todo para el caso de las mujeres privadas 
de su libertad, la autoridad penitenciaria deberá generar 
disposiciones aplicables flexibles que alienten y faciliten 
las visitas familiares, especialmente de sus hijas e hijos de 
conformidad con los principios establecidos en esta Ley. 
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TI. Visita íntima 


l resto del artículo 59 de la ley nacional de ejecución 

penal se dedica a regular cuestiones relacionadas 

con la visita íntima de los reclusos en los centros 
penitenciarios. Ello debería de ser un indicativo de la 
relevancia que adquiere la vida sexual en los centros 
carcelarios. Conceptualmente 


“(...) La visita íntima tienen por finalidad mantener las 
relaciones maritales del sujeto, en forma sana y moral; 
las esposas o quienes hayan mantenido una vida marital 
estable o una relación de concubinato, pueden sostener 
este tipo de visita; previamente se llevan a cabo estudios 
sociales y médicos, con el objetivo de saber si es o no 
aconsejable el contacto íntimo del recluso (....).”* 


En el estudio atingentemente denominado “La vida 
sexual en las prisiones”, Luis Jiménez de Asúa se cuestiona 
si los jueces que tienen facultades para privar de su libertad 
al delincuente también pueden infligirle el castigo de una 
castidad forzosa*; y es que el hecho de que una persona sea 
privada de su libertad por motivo de la imposición de una 
pena, no solo implica para él enfrentarse a una limitación 
de su libertad principalmente deambulatoria (pues aún sigue 
siendo libre en cuanto a su pensamiento, religión, etc.) sino 
que accesoriamente la pena de prisión lleva imbibita la 


3 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. México. Oxford. 2008; p. 131. 


4 Jiménez, L.: La vida sexual en las prisiones. En el criminalista, Tipográfica Editora 
Argentina, Buenos Aires, 1949, tomo !l!l; p. 263-296 y p. 266. 
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limitación de otras tantas prerrogativas de la persona, como 
es el libre ejercicio de su sexualidad, entendida como el 
conjunto de actividades y comportamientos relacionados con 
el placer sexual y la lubricidad. 

Lo cierto es que la pena de reclusión corporal no 
implica concomitantemente la segregación de los aspectos 
sexuales de la vida del penado, pues no puede desconocerse 
que la experiencia erótica considerada como una faceta del 
ejercicio de la sexualidad, es uno de los carices que adquiere 
la manifestación del libre desarrollo de la personalidad. En 
síntesis debe decirse que la pena carcelaria no debe imponer 
este bridas desproporcionadas a la satisfacción de los placeres 
sexuales, ya que la limitación de estos no solo afectan la 
esfera particular del reo, sino también el pleno desarrollo 
sexual la de su pareja, así “(...) la continencia genésica no 
puede ser impuesta como castigo accesorio de una pena que 
sólo priva al reo de la libertad, y las sociedades, al defenderse 
de los ataques delincuentes no tienen el derecho de perjudicar 
la salud de los penados (...).”* 

Por ello, el Estado ha buscado mecanismos para 
mantener este derecho tanto del reo como de su pareja y 
en nuestro país a través de un acuerdo del Gobernador del 
Distrito Federal en el año 1924 se estableció que las esposas 
estarían autorizadas a visitar a Sus esposos, siempre y cuando 
el reo acreditara su buena conducta, así como el matrimonio 
civil que los unía. Fue hasta el año 1929 en el que, a través de 
un Reglamento se regularon este tipo de visitas, conociéndose 
desde entonces como “visitas conyugales”, las cuales se 


5 Jiménez, L.: La vida sexual ..., p. 269. 
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realizaban una vez por semana y duraban dos horas en 
lugares especialmente acondicionados al efecto y en caso de 
infracciones disciplinarias podían ser suspendidas y para las 
cuales ya no se exigía acreditar el lazo civil y la razón de ello 
según la exposición de motivos de dicho Reglamento fue que 
en la práctica se había observado que dichos procedimientos 
contribuían a la moralidad y disciplina, pues el mayor castigo 
al que podían ser sometidos era al de suspender su visita 
conyugal.* 

En su orden, el artículo 59 determina un conjunto 
de lineamientos para regular el régimen propio de la visita 
conyugal (antes así llamada). Comenzaremos por señalar 
primero cuales son estos parámetros generales en relación 
con la visita íntima: 


+ Los Centros Penitenciarios deberán garantizar el ejercicio 
del derecho a la visita íntima bajo los principios de 
igualdad y no discriminación. 

+ Para tener acceso a la visita íntima la persona privada 
de la libertad deberá presentar solicitud a la Autoridad 
Penitenciaria tal autorización, quien resolverá de acuerdo 
a las disposiciones aplicables al régimen de visitas. 

+ Para tales efectos, existirá un registro de personas 
autorizadas a realizar visitas íntimas, en el que se 
especificará la persona autorizada para realizarla. 

e El derecho a la visita íntima por se realizará por un 
plazo de dos horas mínimo y cinco máximo, y con una 
periodicidad de al menos una vez cada dos semanas. 


6 Jiménez, L.: La vida sexual..., p. 280. 
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+ No podrá condicionarse la visita íntima de las mujeres 
privadas de su libertad al uso obligatorio de métodos 
anticonceptivos. 

+ La Autoridad Penitenciaria debe asegurar la existencia 
de espacios apropiados para la realización de la visita 
íntima, la cual será privada, consentida, ininterrumpida e 
informada, además deberá reunir las condiciones de aseo 
e higiene necesarias. 

+ Los protocolos y disposiciones aplicables del Centro 
Penitenciario deberán establecer las disposiciones que 
permitan la visita íntima ínter e intracarcelaria cuando 
la pareja de la persona privada de la libertad también se 
encuentre privada de su libertad. 

+ En ningún caso estará permitido el acompañamiento de 
niñas, niños o adolescente (sic) en las visitas íntimas. 


La visita íntima tendrá lugar exclusivamente en las 
habitaciones asignadas para ello dentro de los espacios 
reservados para tales fines dentro de los centros de 
internamiento. 

En cuanto a la solicitud que el recluso debe dirigir, 
para que le sea autorizada la visita íntima, solo podrá 
hacerse cuando la persona que deba ingresar al centro de 
internamiento con tales fines sea el cónyuge, la concubina 
o concubinario. Debiéndose hacer la aclaración de que la 
designación de una persona con una cualidad excluye a la otra 
(es decir, un reo no podría solicitar la autorización de visita 
intima con alguna persona que se dice ser su concubina y con 
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otra que ostente como su esposa). Del mismo modo, en los 
centros de reclusión se encuentra prohibida la autorización de 
visita íntima con parejas eventuales. 

De acuerdo con lo señalado en el artículo 29 del Manual 
de Visita de los Centros Federales de Readaptación Social, 
para obtener la autorización de visita íntima, además de 
cubrir los requisitos señalados para visita familiar, el visitante 
deberá entregar los resultados de los siguientes exámenes 
médicos, expedidos por institución pública o privada 
legalmente acreditada: 


. Certificado médico en el que se especifique la no 
existencia de enfermedades sexualmente transmisibles 
o  infectocontagiosas que clínicamente no hagan 
recomendable viable la visita íntima; 

+ Cultivo de exudado faríngeo, anal, vaginal y uretral, en su 
caso; 

+ Reacciones seroluéticas; 

+ Examen inmunológico de anticuerpos VIH (SIDA) 
presuntivo; 

+ Examen inmunológico, anticuerpos antiVIH 
confirmatorio, en caso de que el examen presuntivo 
resulte positivo; 

e  Antígeno de superficie para hepatitis B y C. 

+ Los mismos exámenes médicos serán practicados al 
interno que solicite la autorización de la visita íntima. 


Los resultados de estos estudios tendrán vigencia de un 
año o menos si así lo determina el área de servicios médicos. 
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No se autorizará la visita íntima cuando del resultado 
de los exámenes médicos se determine que no procede 
clínicamente, se presuma que dichos exámenes estén 
alterados o falsificados o no se actualicen cada año o con la 
periodicidad que determine el área de servicios médicos del 
centro. 

Durante el trámite de expedición de la credencial para 
visita íntima, no se expedirán pases provisionales para tal 
fin; excepto, y por una sola vez, cuando dicho trámite exceda 
de treinta días naturales contados desde la fecha de entrega 
total de la documentación. Si las causas de la demora son 
imputables al interno o a su visita, no se concederá dicho 
pase. 

Quien acuda a la visita íntima deberá presentarse treinta 
minutos antes de la hora señalada para el turno asignado. En 
casos de demora justificada, se autorizará su acceso hasta una 
hora después. 
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IV. Visita de autoridades 


n los artículos 31 a 36 del Manual de Visita de los 

Centros Federales de Readaptación Social se establece 

un caso específico de visitas a los centros de reclusión, 
denominadas visitas de autoridad. En términos de dicho 
manual, las inspecciones realizadas a los centros por parte 
de los organismos de protección de derechos humanos 
podrían ser consideradas como integradas en esta especie. 
Sin embargo, es importante destacar que en términos del 
artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal esta clase 
de visitas tienen un régimen especial, que ya fue comentado 
en su oportunidad al determinar el sentido y alcance de aquel 
numeral de la Ley. Por eso para los propósitos señalados en 
esta parte, bastará con la referencia a los términos en que el 
Manual se refiere a las llamadas visitas de la autoridad. 

Se considera visita de autoridades la realizada por 
servidores públicos que con motivo del desempeño de sus 
funciones o para participar en un acto oficial deban acudir 
al centro, presentando su identificación, la que será canjeada 
por un gafete reclusorio, el cual deberá usarse durante todo el 
tiempo en que las autoridades permanezcan en él. 

Las autoridades penitenciarias podrán autorizar las 
solicitudes de visita de autoridades, en las que se informe 
de las actividades que se proponen realizar y de las áreas a 
visitar, en estos casos, el acceso al centro procederá mediante 
el oficio de autorización expedido por el servidor público 
facultado para ello. 
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Cuando la autoridad judicial o ministerial acuerde la 
práctica de alguna diligencia al interior del Centro Federal, el 
personal comisionado deberá identificarse con la credencial 
oficial o gafete vigentes de la Institución a la que pertenecen 
y presentar las constancias que acrediten la actuación que van 
a realizar. 

Toda persona que con carácter de autoridad ingrese a los 
centros federales, deberá hacerlo sin portar armas y sin llevar 
alguno de los objetos o artículos prohibidos por el reglamento 
y sus manuales, sujetándose a los lineamientos de seguridad 
del Centro Federal. 

Las autoridades visitantes sólo tendrán acceso a las 
áreas que previamente se establezcan para su recorrido y 
en todo caso, serán escoltadas por personal de seguridad y 
custodia o de seguridad y guarda. El Director General del 
centro tomará las previsiones necesarias a efecto de que la 
actividad de las autoridades se desarrolle de conformidad 
con los lineamientos de seguridad y control que rigen el 
funcionamiento del reclusorio. 
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V. Visita del defensor 


n el Manual de Visita de los Centros Federales de 

Readaptación Social también se contienen reglas 

especiales en materia de visita del abogado defensor. 
En virtud de que al exponer el contenido del artículo 58 de la 
Ley Nacional de Ejecución Penal ya se habló sobre el alcance 
del principio de la defensa adecuada, en este caso también 
solo bastará con referir el tenor de tales reglas del Manual. 

El defensor podrá visitar a su defenso entre las nueve y 
las diecisiete horas, con entrevista de hasta noventa minutos. 
En casos de notoria urgencia, la duración de la visita podrá 
ser ampliada o bien llevada a cabo en horario diferente 
al señalado, mediante autorización de las autoridades 
penitenciarias. La entrevista solo podrá hacerse en el área de 
locutorios. En ningún caso la visita podrá realizarse con más 
de un interno simultáneamente, ni se permitirá la visita de 
defensores cuando el interno tenga visita familiar o íntima. 
Del mismo modo, solo se autorizará la entrada de un defensor 
del reo por cada día. En los casos de internos cuya sentencia 
haya causado ejecutoria, sólo se autorizará la visita de su 
defensor cuando acredite que está realizando algún trámite 
jurídico relacionado con la sentencia del interno. 

Para tener acceso a la visita, el defensor deberá realizar 
una solicitud a la que deberá anexar, en original y dos copias, 
la siguiente documentación: 


+ Escrito de reconocimiento de defensor, expedido por 
autoridad competente; 
e Identificación oficial vigente con fotografía; 
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* Comprobante de domicilio a nombre del visitante; 

* Dos fotografías tamaño infantil (2.5 por 3.0 cm) a color y 
con fondo blanco; 

+ Tres cartas de referencias personales señalando nombre 
de la persona, domicilio, teléfono, ocupación, tiempo de 
conocerlo, que no sean familiares, y 

+ Estar inscrito en la propuesta de defensores del interno. 


El acceso del defensor, representante común o persona 
de confianza al centro se realizará de conformidad con el 
siguiente procedimiento: 


* Confrontación de sus documentos de identificación con 
los controles establecidos en el centro; 

+ Designación del locutorio en el que habrá de realizarse 
la entrevista, cuando los locutorios destinados para las 
entrevistas se encuentren ocupados, la visita será anotada 
en una lista y esperará su turno en el sitio que para tal 
efecto le señale el personal del área de seguridad y 
custodia, y 

+ Registro en el libro de visitas respectivo. 
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VI. Visitas religiosas 


or último, haremos referencia a las visitas que, con 
fines religiosos, pueden realizar los ministros de culto a 
los centros penitenciarios. 


La autorización de la visita de los ministros de cultos 
religiosos podrá efectuarse, en dos modalidades: 


Por una sola vez, para un evento específico, o 
Temporalmente, expedida hasta por un año. 


Para el caso de la visita temporal, la asociación religiosa 


deberá presentar escrito en el que fundamente los objetivos 
de la visita, la periodicidad de la misma y las actividades a 
realizar. Los ministros de cultos religiosos acreditados y 
autorizados, en ningún caso podrán ser sustituidos por otra 
persona que no hubiere sido previamente autorizada. 


Los ministros de culto que deseen obtener una 


autorización para realizar visitas religiosas a un centro de 
reclusión deberán anexar a su solicitud en original y dos 
copias los siguientes documentos: 


Copia certificada del acta constitutiva de la agrupación de 
culto religioso que representa; 

Copia certificada del registro vigente de la agrupación 
religiosa ante la autoridad correspondiente; 

Identificación oficial vigente con fotografía; 

Comprobante de domicilio a nombre del visitante; 

Dos fotografías tamaño infantil (2.5 por 3.0 cm) a color 
con fondo blanco, y 
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* Tres cartas de referencias personales señalando nombre 
de la persona, domicilio, teléfono, ocupación, tiempo de 
conocerlo, que no sean familiares. Una vez autorizada 
la visita, el Centro Federal, a través del área de trabajo 
social, expedirá la credencial correspondiente en un plazo 
no mayor a treinta días naturales. 


Desde el momento en que ingresen al centro, los 
ministros de culto estarán acompañados por un elemento de 
seguridad y custodia y sólo podrán acudir al lugar que les sea 
asignado para la realización de sus actividades. 

La autoridad penitenciaria podrá autorizar la visita 
a internos en fase terminal que se encuentren en el área 
hospitalaria, sólo a los ministros de cultos religiosos que 
estén debidamente acreditados. 
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Comentarios Art. 76 de la LNEP. Derecho a la 
salud de las personas privadas de libertad 


Mtra. Edna Aguilar Domínguez 
I. Concepto de servicios médicos penitenciarios 


l capítulo II de la LNEP prevé, en siete artículos, 

el derecho de protección a la salud como derecho 

humano de toda persona privada de libertad dentro 
de territorio nacional, lo que permite su análisis respecto de 
la armonía que guardan tales preceptos con los estándares 
internacionales y nacionales en la materia. 

La constitución política de los estados unidos 
mexicanos, prevé el derecho de toda persona a la protección 
de su salud. 

Cabe comentario al concepto persona ocupado por la 
máxima norma nacional, pues implica no solo ser, humano, 
sino contar con la característica de persona con la serie de 
implicaciones que la normativa civil determina al respecto. 
De ahí que al hablar del tema de los derechos humanos se 
prefiera utilizar el concepto de ser humano, con la sencillez 
que determina evitar exclusión de alguien, con independencia 
que hemos de ocuparnos de las denominadas personas 
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privadas de libertad, esto es, nos avocamos al derecho de 
acceso a la salud de un grupo vulnerable y determinado de 
personas dentro de la sociedad, las privadas de libertad. 

Tal grupo vulnerable no se encuentra excluido del 
derecho de acceso a la salud, por el contrario le sigue 
resultando inherente a su condición humana, el derecho de 
acceso a la salud, de ahí la importancia del capítulo Il de la 
LNEP en consonancia con la Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de los Reclusos o Reglas 
Mandela', al determinar la responsabilidad del Estado de 
cumplir con estándares de atención sanitaria disponibles en 
la comunidad exterior, además de la prestación de servicios 
médicos gratuitos?. 


1 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo 
Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 
2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977. 


Revisadas y reubicadas por instancia de la Asamblea General de Naciones 
Unidas, siendo aprobadas por la Comisión de Prevención del Delito y Justicia 
Penal, en mayo de 2015, remitiéndolas al Consejo Económico y Social para su 
aprobación y posteriormente a la Asamblea General para que se adoptaran como 
las “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos” 
también denominadas “Reglas Nelson Mandela” en homenaje al legado del difunto 
Presidente de Sudáfrica, Nelson Rolihlahla Mandela. 


Oficina de las naciones unidas contra la droga y el delito. Un modelo actualizado 
para la gestión penitenciaria en el siglo XXI. Consultado 5/9/2019: https://www. 
unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Brochure_on_the_The_UN 
Standard_Minimum_the_Nelson_Mandela_Rules-S.paf. Consultado el 5 de 
octubre del 2019. 


2 Regla 24 de las Reglas Nelson Mandela. 
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Acorde además con lo dispuesto en el artículo 6 del 
Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 
hacer Cumplir la Ley?, respecto a la responsabilidad de los 
funcionarios en la plena protección de la salud de las personas 
bajo su custodia. 

Ahora, el artículo 74 de la LNEP incluye los términos 
de protección, promoción y restauración de la salud, lo que se 
armoniza con las disposiciones de la Ley General de Salud, 
al considerar que la salud es el derecho inherente de todo ser 
humano a contar con un estado completo de bienestar físico, 
mental y social, no solamente de la ausencia de afecciones 
o enfermedades, considerando los servicios básicos de salud 
de promoción, prevención y control de enfermedades, en 
preferencia a grupos vulnerables*, como bien es el caso de 


3 Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 34/169, 
de 17 de diciembre de 1979. 
“artículo 6.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán la 
plena protección de la salud de las personas bajo su custodia...” 


4 Ley General de Salud 


Artículo 10. Bis.- Se entiende por salud como un estado de completo bienestar 

físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. 

Artículo 25.- Conforme a las prioridades del Sistema Nacional de Salud, se 

garantizará la extensión cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud, 

preferentemente a los grupos vulnerables. 

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se consideran 

servicios básicos de salud los referentes a: 

l.. La educación para la salud, la promoción del saneamiento básico y el 
mejoramiento de las condiciones sanitarias del ambiente; 

Il. La prevención y el control de las enfermedades transmisibles de atención 
prioritaria, de las no transmisibles más frecuentes y de los accidentes; 
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personas privadas de libertad, que además pueden pertenecer 
a otros grupos vulnerables, como es ser mujer, estado de 
gravidez, adultos mayores, indígena, entre otros. 

Ello de la mano con lo dispuesto en la Observación 
General Número 14, adoptada por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, sobre el derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud, en la que se 
estableció que para el adecuado ejercicio del derecho 
a la salud, el Estado debe establecer condiciones de 
disponibilidad del servicio, así como accesibilidad del 
mismo que incluye la no discriminación, accesibilidad física, 
accesibilidad económica y acceso a la información, además 


La atención médica integral, que comprende la atención médica integrada 
de carácter preventivo, acciones curativas, paliativas y de rehabilitación, 
incluyendo la atención de urgencias. Para efectos del párrafo anterior, la 
atención médica integrada de carácter preventivo consiste en realizar todas las 
acciones de prevención y promoción para la protección de la salud, de acuerdo 
con la edad, sexo y los determinantes físicos y psíquicos de las personas, 
realizadas preferentemente en una sola consulta; 


IV. La atención materno-infantil; 

V. La planificación familiar; 

VI. La salud mental; 

Vil.La prevención y el control de las enfermedades bucodentales; 

VIII. La disponibilidad de medicamentos y otros insumos esenciales para la salud; 
IX. La promoción de un estilo de vida saludable; 


X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y, de éstos, de manera 
especial, a los pertenecientes a las comunidades indígenas, y 


XI. La atención médica a los adultos mayores en áreas de salud geriátrica. 
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de la aceptabilidad, en cuanto al respeto de la ética médica, a 
la cultura de las minorías, de los pueblos o comunidades, así 
como de la calidad del servicio.* 


5 Observación General Número 14. El derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud, adoptada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de Naciones Unidas en fecha 11 de agosto del 2000. 


1.- “La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio 
de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho al disfrute del 
más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. La efectividad 
del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos procedimientos 
complementarios, como la formulación de políticas en materia de salud, la 
aplicación de los programas de salud elaborados por la Organización Mundial de 
la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos jurídicos concretos. Además, el 
derecho a la salud abarca determinados componentes aplicables en virtud de la 
ley”. 

2-. El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los niveles abarca los 
siguientes elementos esenciales e interrelacionados, cuya aplicación dependerá 
de las condiciones prevalecientes en un determinado Estado Parte: 


a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de 
establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de 
la salud, así como de programas. La naturaleza precisa de los establecimientos, 
bienes y servicios dependerá de diversos factores, en particular el nivel de 
desarrollo del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores 
determinantes básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones 
sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás establecimientos relacionados 
con la salud, personal médico y profesional capacitado y bien remunerado habida 
cuenta de las condiciones que existen en el país, así como los medicamentos 
esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos esenciales de 
la OMS (5). 

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud (6) deben ser 
accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado 
Parte. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones superpuestas: 

1) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser 
accesibles, de hecho y de derecho, a los sectores más vulnerables y marginados 
de la población, sin discriminación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos 
(7). 

1!) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán 
estar al alcance geográfico de todos los sectores de la población, en especial 
los grupos vulnerables o marginados, como las minorías étnicas y poblaciones 
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Lo que además se entiende bajo lo estipulado en la NOM-004- 
SSA3-2012* y la NOM-220-SSA1-2002”, de las que se advierte que la 
atención médica, resulta el conjunto de servicios que se proporcionan 
al individuo, con el fin de promover, proteger y restaurar su salud. 


indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas mayores, las 
personas con discapacidades y las personas con VIH/SIDA. La accesibilidad 
también implica que los servicios médicos y los factores determinantes básicos 
de la salud, como el agua limpia potable y los servicios sanitarios adecuados, se 
encuentran a una distancia geográfica razonable, incluso en lo que se refiere a 
las zonas rurales. Además, la accesibilidad comprende el acceso adecuado a los 
edificios para las personas con discapacidades. 


II) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán estar al alcance de todos. Los pagos por servicios 
de atención de la salud y servicios relacionados con los factores determinantes 
básicos de la salud deberán basarse en el principio de la equidad, a fin de 
asegurar que esos servicios, sean públicos o privados, estén al alcance de todos, 
incluidos los grupos socialmente desfavorecidos. La equidad exige que sobre los 
hogares más pobres no recaiga una carga desproporcionada, en lo que se refiere 
a los gastos de salud, en comparación con los hogares más ricos. 


IV) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, recibir y 
difundir información e ideas (8) acerca de las cuestiones relacionadas con la salud. 
Con todo, el acceso a la información no debe menoscabar el derecho de que los 
datos personales relativos a la salud sean tratados con confidencialidad. 


Cc) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán ser respetuosos de la ética médica y culturalmente apropiados, es 
decir respetuosos de la cultura de las personas, las minorías, los pueblos y las 
comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo de vida, y 
deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de 
salud de las personas de que se trate. 


d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los 
establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser también apropiados 
desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. Ello requiere, 
entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo 
hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y 
condiciones sanitarias adecuadas. 


6 Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012 del expediente clínico 


7 Norma Oficial Mexicana NOM-220-SSA1-2002 Instalación y operación de la 
farmacovigilancia. 
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Il. Objeto de la atención médica de las personas privadas 
de la libertad 


l artículo 75 de la LNEP, prevé un examen médico 

a practicarse a quien ingrese a cualquier centro de 

reclusión bajo la custodia del Estado, lo que se adecua 
a los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas, adoptados 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a 
instancia de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
Privadas de Libertad, durante el 131% periodo ordinario de 
sesiones en el mes de marzo del 2008*, cuyo principio IX 
establece como ejercicio de un derecho, la práctica de un 
examen médico efectuado por profesionales de la salud, 
enseguida de su ingreso al centro de internamiento, a efecto 
de constatar su estado de salud. Destacando la intervención 
de profesionales de la salud en la práctica de dicho examen. 


8 Principio IX. Ingreso, registro, examen médico y traslados... 3. Examen médico.- 
Toda persona privada de libertad tendrá derecho a que se le practique un examen 
médico o psicológico, imparcial y confidencial, practicado por personal de salud 
idóneo inmediatamente después de su ingreso al establecimiento de reclusión o 
de internamiento, con el fin de constatar su estado de salud físico o mental, y la 
existencia de cualquier herida, daño corporal o mental; asegurar la identificación 
y tratamiento de cualquier problema significativo de salud; o para verificar quejas 
sobre posibles malos tratos o torturas o determinar la necesidad de atención y 
tratamiento. 


La información médica o psicológica será incorporada en el registro oficial 
respectivo, y cuando sea necesario, en razón de la gravedad del resultado, será 
trasladada de manera inmediata a la autoridad competente. 
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Así mismo, es de suma importancia que desde el ingreso 
de la PPL se determine el estado de salud, pues de ser el caso, 
de ahí deberá establecerse el programa médico necesario para 
su restablecimiento. 

Amén de que dicho examen inicial implica un eslabón 
de cuidado a la PPL, que además en un momento dado 
podrá constituirse como elemento de prueba en auxilio de 
investigación de probables actos de agresión en su agravio 
por parte de algún agente del Estado. 

En este contexto se aprecia que el artículo de mérito, 
señala que el responsable de llevar a cabo el examen de salud, 
deberá realizar una certificación a través de la aplicación del 
Protocolo de Estambul ante el hallazgo de lesiones o señales 
de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Se discrepa de la referida indicación contenida en el 
artículo 75, pues el mecanismo de aplicación del Protocolo 
de Estambul, propuesto por la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, como 
Manual para la investigación y documentación eficaces 
de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, establece el procedimiento para la investigación, 
previa la integración de una comisión especial de indagación, 
esto es, el responsable de llevar cabo la certificación médica 
de ingreso de la PPL, por sí mismo no constituye una 
comisión especial prevista por el Manual de mérito, sin 
contar con facultades para su aplicación en lo individual.? 

9 C. Procedimientos para la investigación de casos de tortura 1. Determinación del 
Organo investigador adecuado 85. Cuando se sospeche que funcionarios públicos 


están implicados en actos de tortura, incluida la posibilidad de que hayan ordenado 
o tolerado el uso de la tortura, ministros, adjuntos ministeriales, funcionarios que 
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Incluso el Protocolo de Estambul establece de forma 
precisa, la necesidad de que los investigadores de la 
comisión independiente de indagación, cuenten con el 
apoyo de personal técnico y administrativo con capacitación 
especializado, a efecto de asegurar que la investigación 
materialice pruebas admisibles en un procedimiento penal, 
previendo que el equipo investigador debe evitar repeticiones 
innecesarias de la historia del posible afectado.'” 

Así mismo, de manera expresa el párrafo 123, del 
apartado B sobre salvaguardias de procedimiento con 
respecto a los detenidos, especifica que la evaluación médica 
forense de quien cuente con calidad de detenido, será luego 
de una solicitud oficial de la fiscalía, con independencia de 
que se cuente o solicite el posible afectado o sus familiares 
de algún dictamen médico que pudiera revelar hallazgos 
de agresión, así también el párrafo 124 del mismo apartado 
alude a la conveniencia de que la evaluación médica de 


actúen con conocimiento de los ministros, funcionarios superiores de ministerios 
estatales o altos jefes militares, no podrá realizarse una investigación objetiva e 
imparcial a menos que se cree una comisión especial de indagación. También 
puede ser necesaria una comisión de este tipo cuando se ponga en tela de juicio 
la experiencia o la imparcialidad de los investigadores. 


10 87. Cuando el Estado decida establecer una comisión independiente de indagación 
deberán tenerse en cuenta varias consideraciones. Primero, a las personas 
objeto de investigación se les han de conceder las mínimas garantías procesales 
amparadas por el derecho internacional en todas las fases de la investigación. 
Segundo, los investigadores deberán contar con el apoyo del personal técnico y 
administrativo adecuado, además de tener acceso a un asesoramiento jurídico 
objetivo e imparcial, a fin de asegurar que la investigación se materialice 
en pruebas que sean admisibles en un procedimiento penal. Tercero, los 
investigadores deberán recibir el pleno apoyo de los recursos y potestades del 
Estado. Por último, los investigadores tendrán la facultad de pedir ayuda a la 
comunidad internacional de expertos en derecho y medicina. 
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aplicación del protocolo evocado ni siquiera se realice en las 
instalaciones penitenciarias, sino en espacios de servicios 
médicos oficiales.'' 


11 123. Se proceder: a la evaluación médica forense de los detenidos en respuesta 
a una solicitud oficial escrita procedente de un fiscal público o de cualquier otro 
funcionario competente. Las solicitudes de evaluación médica formuladas por 
funcionarios de orden público no se considerarán válidas a menos que sean 
solicitadas por instrucciones escritas de un fiscal público. De todas formas, los 
propios detenidos, así como sus abogados y familiares, tienen derecho a solicitar 
una evaluación médica para buscar pruebas de torturas y malos tratos. El detenido 
ser: presentado al examen médico forense por funcionarios que no pertenezcan al 
ejército ni a la policía, ya que la tortura y los malos tratos han podido tener lugar 
estando la persona bajo la custodia de esos funcionarios y, por consiguiente, 
ejercerían una presión coercitiva inaceptable sobre el detenido o sobre el médico 
para que no documentase efectivamente la tortura o los malos tratos. Los 
funcionarios que supervisan el transporte del detenido deberán ser responsables 
ante el fiscal público y no ante otros agentes de la ley. El abogado del detenido 
deberá hallarse presente durante la solicitud de examen y durante el transporte 
ulterior del detenido. Durante el período de detención y después, el detenido 
tendrá derecho a obtener una segunda o distinta evaluación médica a cargo de un 
médico calificado. 


124. Todo detenido deberá ser examinado en privado. Nunca estará presente 
en la sala de examen un funcionario de policía u otro agente de la ley. Esta 
salvaguardia de procedimiento sólo podrá excluirse cuando, a juicio del médico 
examinador, haya signos fehacientes de que el detenido plantea un grave riesgo 
de seguridad para el personal de salud. En tales circunstancias y a petición del 
médico examinador, se pondrá a su disposición personal de seguridad del servicio 
de salud de que se trate, pero no policías u otros agentes de la ley. En tales casos, 
el personal de seguridad estar: situado de tal manera que sólo pueda establecer 
contacto visual con el paciente, pero no oír lo que dice. La evaluación médica de 
los detenidos se realizar: en el lugar que el médico considere más adecuado. En 
ciertos casos puede ser mejor insistir en que la evaluación se haga en servicios 
médicos oficiales y no en la prisión o en la celda. En otros casos el preso puede 
preferir ser examinado en la relativa seguridad de su propia celda, si supone, 
por ejemplo, que los servicios médicos están vigilados. Cuál ha de ser el mejor 
lugar depender: de numerosos factores, pero en todos los casos el investigador 
se asegurar-de que los presos no se vean forzados a aceptar un lugar que no les 
satisfaga. 
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De tal mérito se insiste, quien lleva a cabo el examen 
médico de ingreso de la PPL no cuenta con facultades para 
iniciar una investigación conforme al Protocolo de Estambul, 
y de hacerlo es altamente probable la revictimización del 
posible afectado, además de no contar con la independencia 
adecuada pues forma parte del sistema penitenciario. 

Si bien es posible y exigible el dictamen médico de 
ingreso, sin embargo, hablar de elaboración de dictamen 
médico a través de aplicación de Protocolo de Estambul, 
por parte del agente del Estado que forma parte del sistema 
penitenciario como se redacta en el dispositivo legal que 
ocupa, no resulta admisible. 

Es de hacer notar además, la confrontación en 
la redacción del mismo dispositivo, determinando al 
responsable de llevar a cabo el examen de salud, la obligación 
de dar aviso a la autoridad penitenciaria de cualquier hallazgo 
que implique probable agresión en perjuicio de la PPL, y 
líneas adelante le exige obligación diversa, para que sea el 
mismo quien acuda al Ministerio Público a denunciar posible 
agresión en agravio de la PPL, sin considerar la estructura 
orgánica de la autoridad penitenciaria. 
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II. Marco temporal de la aplicación de los servicios 
médicos 


os Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección 
de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”?, 
se ven reflejados en el artículo 76 de la LNEP, por 


12 Principio X. Salud. Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, 


entendida como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental 
y social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica 
adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idóneo e imparcial; el 
acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación 
de programas de educación y promoción en salud, inmunización, prevención 
y tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las 
medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las 
personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, 
tales como: las personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las 
personas con discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, 
y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento deberá basarse 
en principios científicos y aplicar las mejores prácticas. 

En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud deberá respetar los 
principios siguientes: confidencialidad de la información médica; autonomía de los 
pacientes respecto de su propia salud; y consentimiento informado en la relación 
médico-paciente. 

Las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a una 
atención médica especializada, que corresponda a sus características físicas 
y biológicas, y que responda adecuadamente a sus necesidades en materia 
de salud reproductiva. En particular, deberán contar con atención médica 
ginecológica y pediátrica, antes, durante y después del parto, el cual no deberá 
realizarse dentro de los lugares de privación de libertad, sino en hospitales o 
establecimientos destinados para ello. En el caso de que ello no fuere posible, 
no se registrará oficialmente que el nacimiento ocurrió al interior de un lugar de 
privación de libertad. 


En los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas deberán 
existir instalaciones especiales, así como personal y recursos apropiados para el 
tratamiento de las mujeres y niñas embarazadas y de las que acaban de dar a luz. 
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cuanto la previsión del derecho de las PPL a recibir atención 
médica, desde el momento de su ingreso a cualquier centro 
de reclusión y durante su estancia. 

La preocupación por el control de enfermedades 
crónico degenerativas y las mentales, se relaciona con 
la Ley de Salud del estado de Guanajuato, respecto a su 
atención prioritaria, con desarrollo de actividades educativas, 
socioculturales y recreativas, así como emprendimiento de 
programas encaminadas a la prevención de uso de substancias 
psicotrópicas, estupefacientes o inhalantes.'* 


Cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar a sus 
hijos menores de edad al interior de los centros de privación de libertad, se 
deberán tomar las medidas necesarias para organizar guarderías infantiles, que 
cuenten con personal calificado, y con servicios educativos, pediátricos y de 
nutrición apropiados, a fin de garantizar el interés superior de la niñez. 


13 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 72 a 76. 
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IV. Tipos de servicios médicos penitenciarios y 
consentimiento informado 


l artículo 78 de la LNEP especifica la regulación para 

que dentro de todo centro de reclusión se cuente al 

menos con un médico, auxiliar técnico sanitario y 
odontólogo, así como cuidados de salud física y mental, 
lo que se ajusta a los Principios y Buenas Prácticas sobre 
la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas, en cuyo principio X establece expresamente el 
derecho de acceso a la salud en favor de las PPL, contando 
con la atención médica, psiquiátrica y odontológica. 


1. De prevención 


El artículo 77 de la LNEP se adecua a la legislación 
en materia de salud del estado de Guanajuato, que prevé 
específicamente que los centros de reinserción social 
deben contar con baños de regaderas, retretes, peluquería 
y consultorio médico, aludiendo al traslado de las PPL 
a hospitales, en caso de enfermedades que requieran 
tratamiento para aplicar en unidad hospitalaria, ello a 
juicio del personal médico del centro de reclusión, quienes 
también están obligados a dar aviso a la autoridad de salud 
sobre brotes de enfermedades transmitibles'*, en lo que cabe 
agregar el carácter prioritario en la atención materno-infantil 
y enfermedades mentales.'* 


14 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 220. 
15 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 62, 72. 
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Respecto a enfermedades transmitibles, la fracción V 
del artículo 76 de la LNEP, se armoniza con la Ley de Salud 
del estado de Guanajuato, que prevé el control o erradicación 
de éste tipo de enfermedades que puedan trastocar la 
protección de la salud general dentro del país, disponiendo 
de actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y 
control de enfermedades, mismas que se encuentran descritas 
en la norma general en materia de salud, descritas como: 

Cólera, fiebre tifoidea,  paratifoidea,  shigelosis, 
amibiasis, hepatitis virales, influenza epidémica, otras 
infecciones agudas del aparato respiratorio, infecciones 
meningocóccicas y causadas por estreptococos, tuberculosis, 
difteria, tosferina, tétanos, sarampión, poliomielitis, rubéola 
y parotiditis infecciosa, rabia, brucelosis, Fiebre amarilla, 
dengue, paludismo, tifo, fiebre recurrente transmitida por 
piojo, otras rickettsiosis, leishmaniasis, tripanosomiasis, 
y oncocercosis, sífilis, infecciones gonocóccidas y otras 
enfermedades de transmisión sexual, lepra y mal del 
pinto, micosis profundas, helmintiasis intestinales y extra 
intestinales, toxoplasmosis.'* 

A más de la previsión de la misma legislación, sobre 
aviso inmediato a la autoridad de salud, ante la detección de 
las siguientes enfermedades: 

Poliomielitis, parálisis flácida aguda, sarampión, 
enfermedad febril exantemática, difteria, tosferina, síndrome 
coqueluchoide, cólera, tétanos, tétanos Neonatal, tuberculosis 
meníngea, meningoencefalitis amibiana primaria, 
fiebre amarilla, peste, fiebre recurrente, tifo epidémico, 


16 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 113. 
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tifo endémico o Murino, fiebre manchada, meningitis 
meningocóccica, influenza, encefalitis equina venezolana, 
sífilis congénita, dengue hemorrágico, paludismo por 
plasmodium falciparum, rabia humana, rubéola congénita, 
eventos adversos temporales asociados a la vacunación y 
substancias biológicas y medicamentos, Lesiones por abeja 
europea africana O africanizada, brucelosis, tuberculosis 
pulmonar, síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida, 
infección por virus de la Inmuno Deficiencia Humana.”” 


2. De atención o procedimiento médico 


El artículo 79 de la LNEP, aprecia el seguimiento a la 
observación de garantizar el derecho a la salud en favor de 
toda PPL, de acuerdo a la ya evocada Observación General 
Número 14, adoptada por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, sobre el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, sobre las características de un 
adecuado ejercicio del derecho a la salud, disponibilidad del 
servicio, accesibilidad del mismo, aceptabilidad en cuanto al 
respeto de la ética médica, a la cultura de las minorías, de los 
pueblos o comunidades, así como de la calidad del servicio, 
al prever la aplicación de medidas terapéuticas en favor de 
restablecer la salud de aquella PPL, atentos al diagnóstico 
previo. 

Así como el uso terapéutico de medicamento o 
tratamiento, que constituyen el procedimiento médico 
o quirúrgico con fines diagnósticos, terapéuticos, 
rehabilitatorios, paliativos o incluso de investigación. 

17 Ley de Salud del estado de Guanajuato. Artículo 114. 
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Procedimientos que previo a su aplicación, de manera 
sine qua non, debe mediar el documento escrito por el 
paciente o su representante legal o familiar más cercano 
en vínculo, que debe obrar dentro del expediente clínico, 
haciendo constar que se ha recibido la información de los 
riesgos y beneficios que pueden esperarse, conforme al texto 
de la referida norma oficial 004-55A3-2012. 

De tal forma, la aplicación de cualquier medida 
terapéutica o procedimiento médico aplicado a la PPL sin 
obtener carta de consentimiento informado del mismo 
paciente oO familiar, recae bajo responsabilidad de la 
autoridad penitenciaria, de ahí la importancia de que dentro 
del expediente clínico obre constancia sobre la causa de 
urgencia de su decisión, que determinara la responsabilidad 
de su actuación. 

En el contexto del artículo 76 de la LNEP, es de vital 
consideración la exigencia que la Norma Oficial Mexicana 
NOM-004-58A3-2012 del expediente clínico, respecto de 
la obligación del responsable médico de cualquier paciente, 
incluso bajo el estado de PPL, para que dentro del expediente 
clínico quede registro de las acciones de diagnóstico, 
tratamiento y rehabilitación, emprendidas, a través de la 
formulación de notas médicas y otras de carácter diverso con 
motivo de la atención médica. 

Lo anterior en virtud de que la autoridad penitenciaria es 
la responsable de garantizar el bienestar físico y emocional, 
de quienes se encuentren bajo su custodia; atiéndase el 
criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú: 
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“(...) Los hechos, realizados de forma directa por 
agentes estatales cuya actuación se encontraba protegida por 
su autoridad, se dirigieron contra personas recluidas en un 
centro penal estatal, es decir, personas respecto de quienes 
el Estado tenía la responsabilidad de adoptar medidas de 
seguridad y protección especiales, en su condición de garante 
directo de sus derechos, puesto que aquellas se encontraban 
bajo su custodia (...).” 
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V. Marco normativo del derecho a la salud de las personas 
privadas de libertad 


a disposición del artículo 80 de la LNEP expone el 

derecho asistido a las PPL, puesto que, de conformidad 

con la Ley general de Salud, artículo 77 bisl, se 
establece que todo mexicano, con independencia de su 
condición social, en este caso su situación de vulneración 
por encontrarse privado de libertad, tiene derecho a ser 
incorporado al Sistema de Protección Social en Salud de 
conformidad con el artículo cuarto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Siendo la coordinación de los diversos servicios 
en materia de salud que prevalecen en el país, de suma 
importancia para garantizar su derecho de acceso a la salud en 
favor de las PPL, en apego al estándar internacional planteado 
por los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de 
las Personas Privadas de Libertad en las Américas!*, así como 
al estándar nacional, según previsiones de la Ley General 
de Salud'”, en cuanto a la coordinación de las estructuras 
administrativas del Sistema de Protección Social en Salud 
18 Principio X. El Estado deberá garantizar que los servicios de salud proporcionados 

en los lugares de privación de libertad funcionen en estrecha coordinación con el 


sistema de salud pública, de manera que las políticas y prácticas de salud pública 
sean incorporadas en los lugares de privación de libertad. 


19 Ley General de Salud. 


Artículo 77 bis 2. Para los efectos de este Título, se entenderá por Sistema de 
Protección Social en Salud a las acciones que en esta materia provean la 
Secretaría de Salud y los Regímenes Estatales de Protección Social en Salud 
entendiéndose por éstos, a las estructuras administrativas que provean dichas 
acciones, que dependan o sean coordinadas por la encargada de conducir la 
política en materia de salud en las entidades federativas. 
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del régimen de la federación y regímenes estatales; a más 
de contemplar el cuadro básico de insumos en la atención de 
primer nivel, en colaboración con las diversas instituciones 
públicas den materia de salud y de seguridad social. 


Artículo 28.- Para los efectos del artículo anterior, habrá un Cuadro Básico de 
Insumos para el primer nivel de atención médica y un Catálogo de Insumos para 
el segundo y tercer nivel, elaborados por el Consejo de Salubridad General a los 
cuales se ajustarán las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, y 
en los que se agruparán, caracterizarán y codificarán los insumos para la salud. 
Para esos efectos, participarán en su elaboración: La Secretaría de Salud, las 
instituciones públicas de seguridad social y las demás que señale el Ejecutivo 
Federal. 
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Conclusiones 


s posible concluir que el capítulo II de la LNEP es 
acorde a los estándares internacionales y nacionales, 


referente a la obligación del Estado de respetar 
el derecho de acceso a la salud de las personas privadas 
de libertad, que pueden incluirse en diversos grupos 
vulnerables, como ser mujer, estado de gravidez, adultos 
mayores, indígenas, entre otros, en el sentido de prevención y 
restauración de la salud. 

Considerando un acierto, la exigencia de un dictamen 
médico al ingreso de la PPL a cualquier centro de reclusión 
a efecto de que se determine el estado de salud, que 
permita establecer el programa médico necesario para su 
restablecimiento, mismo dictamen que eventualmente pudiera 
constituir un elemento de prueba en auxilio de investigación 
de probables actos de agresión en agravio de la PPL. 

Se discrepa en cuanto a la exigencia al profesional 
de la salud que forma parte del sistema penitenciario para 
que elabore un dictamen médico a través de aplicación de 
Protocolo de Estambul, al no contar con facultades para ello. 

Se disiente también ante la confrontación de su 
redacción, pues determina al responsable de llevar a cabo el 
examen de salud, la obligación de dar aviso a la autoridad 
penitenciaria de cualquier hallazgo que implique probable 
agresión en perjuicio de la PPL y líneas adelante le exige 
obligación diversa, para que sea el mismo quien acuda ante 
el Ministerio Público a denunciar posible agresión en agravio 
de la PPL, 
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Es plausible la acotación sobre la obligatoriedad y 
gratuidad de los servicios de atención médica, en alusión 
además a la exigencia en el tema de control de enfermedades 
crónico degenerativas y las mentales, lo que resulta armónico 
con la Ley General de Salud y la Ley de Salud del estado 
de Guanajuato, respecto a su atención prioritaria, así como 
la prevención y detección de enfermedades transmitibles, 
al efecto de control y/o su erradicación en protección de la 
salud general dentro del país, disponiendo de actividades 
de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de 
enfermedades. 

Sería importante que la legislación que nos ocupa se 
refiriera expresamente a la atención materno-infantil en 
beneficio de las PPL, como una atención prioritaria, tal como 
lo prevé la normativa en materia de salud. 

La situación de vulneración de una persona por 
encontrarse privado de libertad, no le aparta de su derecho 
a ser incorporado al Sistema de Protección Social en Salud, 
que comprende la coordinación de los diversos servicios en 
materia de salud que prevalecen en el país, con lo que se 
garantiza su derecho de acceso a la salud. 
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La libertad de expresión a través de las redes 
sociales en el nuevo contexto electoral en México 


Dra. Rosa María Reyes Nicasio 


I. A manera de introducción 


n la actualidad es más fácil como partido político, 

llegar a los votantes con el uso de nuevos elementos 

tecnológicos (entre ellos las redes sociales) que, con 
ellos pueden entrar en simpatía con algunos ciudadanos 
aportando sus gustos, pasatiempos y claro incluyendo 
cuáles son las molestias o necesidades que cada una de 
las personas tienen. En relación con las redes sociales, 
se considera más la opinión de la gente y con esto tomar 
estos temas para algún futuro o hablar de ello, antes hablar 
de un tema que le molestaba a la sociedad era más difícil 
comunicarlo o hacerlo llegar a las personas.' Cuando se 
hace referencia a la comunicación, sin duda pensamos en 
el internet y las redes sociales, así como de una amalgama 
de posibilidades para comunicarnos en segundos en todo 
el mundo, no solo enviando un correo electrónico sino que 
también interactuamos con distintas personas en diferentes 
1 Vid. Manuel Carrillo, A.:Dinero y contienda político-electoral. México.2003. p.2014 
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países para socializar, crear vínculos de afinidad y expresar 
nuestras ideas, pensamientos o preferencias. A través de este 
medio no solo podemos hacer negocios, sino que también 
logramos investigar y conocer de cualquier tema histórico o 
de actualidad en las distintas ramas de las ciencias, las artes, 
y de la actividad humana en general, entre ellos, los temas 
de orden político y gubernamental. Este es un escaparate que 
llega a todo el mundo, cada día son más y más los mexicanos 
que hacemos uso de este medio de comunicación y de las 
redes sociales como Facebook, twitter, Instagram, whatsapp, 
entre otros, siendo la más preferida o usada Facebook. 

En ese contexto las redes sociales, las cuales, como bien 
afirma Caparros?, se puede clasificar la publicidad en tres 
tipos: medios comprados, propios y creados por usuarios. El 
mismo autor, visualiza los medios pagados como aquellos 
por lo que contratas un servicio pagado como pueden ser 
los anuncios en televisión. Los medios creados son aquellos 
espontáneos derivados de la inclusión en las noticias o de 
comentarios en redes sociales y los medios propios por los 
usuarios son aquellos que están controlados por la empresa 
como su propia página Web o página en Facebook.* 

Caparros, asegura que la importancia de estos tres se 
ha visto alterada a lo largo del paso del tiempo y los medios 
propios han ido ganando cada vez más importancia. Esto 
responde a la conversación mediática entre usuarios que 
va ganando peso. Podemos ver que los medios creados por 


2 Cfr. Caparros, A.: Redes sociales: El arma más difícil de calibrar para los políticos. 
Madrid: Trotta. 2013. 


3 Vid. Caparros, A.: Redes sociales: El arma más difícil de calibrar para los 
políticos. ..; 
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usuarios ejercen mucha más influencia al resto permitiendo 
usar el contenido de la publicidad contratada para ser 
difundido a través de las distintas plataformas del internet. Es 
decir, no se trata de crear un contenido específico con el único 
objetivo de que sea viral, ya que no hay una receta mágica de 
lo viral, sino que el contenido viral es aquel que se comparte 
entre las distintas redes, ya que, por su propia definición, 
este contenido despertará el deseo de ser compartido. Esto 
ha hecho que los medios creados por los usuarios, sean 
los más deseados, porque sus bases son la confianza y la 
recomendación de iguales, lo cual implica que toda voz se 
escucha y el “pueblo habla”. Las redes sociales son parte de 
este tipo de medios ya que el usuario genera el contenido 
interactivo convirtiendo a los fans en consumidores. 

De tal suerte que es indispensable tener un marco 
jurídico sólido que regule la comunicación a través del 
internet y de las redes sociales ya que por ese medio se 
pueden expresar muchas ideas o comentarios e incluso el 
usuario puede caer en un ilícito penal o de responsabilidad 
civil por su mal uso.* 

De ahí que nuestra legislación se ha ido adecuando 
con el uso constante del internet, que demanda mayor 
regulación, incluso nuestra Constitución sufrió una reforma 
constitucional en el año 2013 para garantizar el uso del 
internet a los mexicanos, también se adecuaron leyes como 
la Ley Federal de protección de datos, la Ley Federal del 


4 Enel periódico El Porvenir, de Monterrey, Nuevo León, el 10 de febrero de 2006 
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Consumidor, la Ley Federal de derechos de autor, Códigos 
penales y las políticas propias que regulan las actividades en 


internet. 
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ll. Sobre la libertad de expresión como un derecho 
constitucional 


uestra Carta Magna en su artículo 6 garantiza la 

libertad de expresión dentro del capítulo relativo a 

los Derechos Humanos y señala que la manifestación 
de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, es decir que la expresión de las ideas no será 
motivo de ninguna investigación o persecución de parte de 
alguna autoridad ya sea en el ámbito federal o local, pero 
recordemos que la facultad de investigar y perseguir los 
delitos, únicamente le corresponde al Ministerio Público; 
además también puntualiza cuáles son los límites a ésta, 
es decir que con esa expresión de las ideas no se ataque la 
moral, la vida privada, se provoque algún delito, o se perturbe 
el orden público. También señala que el Estado garantizará 
el derecho a la información. Aunque la garantía que lleva 
implícita es muy general, se deberá de entender que abarca 
todo medio de difusión o comunicación. 

Además, agrega el texto constitucional que: “toda 
persona tiene derecho al libre acceso a información plural y 
oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e 
ideas de toda índole por cualquier medio de expresión”. Este 
derecho a la información abarca no solo los medios impresos 
como libros, periódicos, artículos, sino que también entra en 
este derecho la tecnología de la información, el internet que 
sin duda vino a revolucionar el manejo y la pluralidad de la 
información en el mundo. 
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Por su parte el artículo 7 constitucional completa esa 
garantía de libertad de expresión, señalando que no se puede 
restringir ese derecho por vías o medios indirectos, tales como 
controles oficiales o particulares encaminados a impedir 
la transmisión y circulación de ideas y opiniones. Este 
apartado fue adicionado en 2013 con el fin de garantizar a 
los gobernados que las empresas periodísticas o de televisión 
oficiales en manos de particulares impidieran o limitaran de 
alguna manera el ejercicio efectivo de ese derecho. 

Hay que considerar que los artículos 6 y 7 
constitucionales garantizan la libertad de expresión, misma 
que era inusual en el siglo XIX, por obviedad no comprendía 
los sistemas modernos que ahora existen. A falta de otro 
precepto constitucional que lo aborde de forma genérica, 
en una interpretación progresiva del artículo 6 nuestra 
constitución garantiza la libertad de expresión, sin importar 
la forma y los medios. Por tanto, es menester entender que 
el ejercicio de la libertad consagrada en el artículo 6 está 
relacionado con otros derechos y libertades tales como 
derecho de asociación, circulación, prensa y petición. 

Ahora bien, la libertad de expresión en México fue 
regulada desde la constitución de 1857 en su artículo 6 para 
permitir la tolerancia en una sociedad intolerante, los límites 
a esa libertad de expresión fueron ambiguos. Por lo que sí 
de alguna manera se quería coartar ese derecho, era muy 
fácil, cualquier acción o manifestación podría caer dentro de 
ataques a la moral, perturbación al orden público o caer bajo 
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la comisión de algún delito, que desde luego podía encuadrar 
en algún ilícito tipificado por el Código Penal, como la 
sedición, contrario a la libertad de reunión. 

Esa libertad de expresión de que se debe hacer referencia 
actualmente, la tiene todo ciudadano en México, sin más 
límites que los que señala la propia Carta Magna, como lo es 
el respeto a los derechos de terceros, los ataques a la moral. 
Esto puede ser muy confuso, dado que no hay un concepto 
general de lo que se entiende por moral, por lo mismo es un 
concepto difícil de definir dado el mosaico cultural y social 
de nuestro país, puesto que lo que puede ser moral para unos 
para otros no lo es, de tal manera que habría que tener mucho 
cuidado con esta limitación que no haga nugatorio el derecho 
a la libertad de expresión.* 

En ese contexto es necesario traer los argumentos 
jurídicos de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos proclamada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948, 
cuando, como idea común para todos los pueblos y naciones 
en su artículo 19 señala que “(...) todo individuo tiene derecho 
a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye 
el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar 
y recibir informaciones y opiniones y en el disfrutarlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión 
ES 

Por su parte la Convención Americana de Derechos 
Humanos (Pacto de San José) del cual México es parte, 
promulgada en el año 1969, en la parte l, artículo 13 


5 Cfr. Manuel Carrillo, A.:Dinero y contienda político-electoral....; 
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Electoral, derecho 


garantiza la libertad de pensamiento y de expresión. Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa 
o artística, o por cualquier procedimiento de su elección”. 
Señala que este derecho no puede ser objeto de censura para 
asegurar: a) el respeto a los derechos o la reputación de los 
demás, b) la protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral pública. 

Pero también prohíbe todo tipo de propaganda en 
favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial 
o religioso, de personas o grupos de personas por cualquier 
motivo, es decir evitar que se incite a la violencia. 
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Il. Derecho de rectificación o de respuesta 


a Convención Americana de Derechos Humanos 

antes aludida, garantiza el derecho a la rectificación 

o respuesta derivado de informaciones inexactas O 
agraviantes en términos de la ley, emitidas por medios de 
difusión legalmente reglamentados, esto sin que lo exima 
de las responsabilidades que puedan surgir del orden civil 
o penal. Para que sea efectivo la protección de la honra y 
la reputación, “toda publicación o empresa periodística, 
cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté amparada oO protegida por 
inmunidades ni disponga de fuero especial”. 

De igual manera la SCJN en criterio jurisprudencial 
también señala que el Estado y los medios de comunicación 
deben asegurar la plena eficacia de la dimensión social del 
derecho de libertad de expresión. El obstáculo para un 
pleno ejercicio de la libertad de expresión no lo puede ser 
obstaculizado o asilenciado por el poder gubernamental, sino 
por otro tipo de actores que se encuentren en una posición 
privilegiada como los medios de comunicación, de tal suerte 
que del análisis de la Ley Reglamentaria del artículo 6to., 
primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de derecho de réplica, señala 
que: “se debe partir de la perspectiva de la maximización del 
derecho de la libertad de expresión, no solo de los medios 
de comunicación, sino también de las demás personas que no 
gozan de esta posición de acceso, fácil, inmediato y efectivo 
a la difusión de ideas. 
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Así pues, el derecho de réplica no debe entenderse 
como un medio de reparación del daño o agravio cometido 
por la libre manifestación de las ideas, sobre un hecho falso o 
calumnioso, lo que busca este derecho es tutelar un equilibrio 
informativo en el ejercicio de esta liberta de expresión, por 
lo que se traduce en una herramienta de maximización de la 
libertad de expresión que brinda a la sociedad elementos para 
sostener un debate democrático más robusto y crítico. 
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Il. El uso indebido de la libertad de expresión a través de 
redes sociales 


erivado del uso inadecuado de la libertad de 

expresión y del derecho de acceso a la información 

que se genera a través de redes sociales y que por sí 
mismas pueden llegar en segundos a todo el mundo gracias al 
fácil acceso a través del internet, este debe estar debidamente 
reglamentado y las normas deben señalar únicamente en 
qué casos se debe limitar, ya que derivado del ejercicio de 
esas libertades, las personas puedes cometer delitos contra 
el honor u otros ilícitos, tales como calumnias, amenazas, 
incitación a la violencia, la difamación y la calumnia, etc. 
Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
señalado que “las interacciones dentro de la comunidad 
digital no pueden ser ajenas a los límites y estándares de 
protección de los derechos fundamentales”, pero para que 
esta restricción o bloqueo sean válidos debe estar excluido de 
las limitaciones el artículo 6 constitucional y de los criterios 
jurisprudenciales. 

En el diario oficial de la federación de fecha 11 de 
junio del año 2013 se publicó la reforma constitucional para 
garantizar el derecho del internet a todos los mexicanos, se 
añadió el siguiente párrafo al artículo 6 constitucional, que 
a la letra dice: “El Estado garantizará el derecho de acceso a 
las tecnologías de la información y comunicación, así como 
a los servicios de la radiodifusión y telecomunicaciones, 
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incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el 
estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la 
prestación de dichos servicios”. 

Es cada vez mayor el uso de personas que tiene contacto 
con una computadora, con el internet y con las redes sociales, 
por lo que la ONU ha calificado al internet como uno de 
los derechos inalienables, de tal suerte que se genera una 
competencia entre los grandes operadores de internet bajo 
la práctica conocida como “zero-rating” que brinda “redes 
sociales ilimitadas” entre las que encontramos whatsApp, 
Facebook, instagram y twitter. La asociación de internet.mx 
presentó en la edición 14 el estudio sobre los hábitos de los 
usuarios de internet en México 2018, en el que destaca que 
en México hay 79.1 millones de usuarios de internet, lo que 
representa una penetración del 67% de la población. 

Por su parte las empresas de redes sociales han emitido 
normas comunitarias con el fin de crear políticas de uso 
y evitar infringir alguna ley nacional o internacional, o 
violaciones al Código Penal, tales como derechos de autor, 
publicaciones de desnudos, actos sexuales, exhibición de 
genitales, pornografía infantil, tampoco aceptan actividades 
de personas que apoyen o elogian el terrorismo, el crimen 
organizado O grupos que promuevan el odio, no se permite 
la oferta de servicios sexuales, ni la compra o venta de 
armas de fuego, alcohol, tabaco, medicamentos controlados, 
videos que contengan una gran cantidad de violencia gráfica; 
incluso instagram prohíbe la venta de animales vivos entre 
particulares, coordinar la casa furtiva, la venta de animales 
en peligro de extinción. Prohíbe atacar a otros por razones de 
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raza, preferencia sexual, color de piel, etnia, nacionalidad o 
creencia religiosa. Con el fin de mantener un ambiente seguro 
estas empresas de redes sociales permiten a sus usuarios 
que estos puedan reportas el contenido potencialmente 
transgresor y tiene la opción de bloquear, dejar de seguir u 
ocultar personas o publicaciones. Y las sanciones van desde 
una advertencia, restringir si capacidad de publicar en 
Facebook o inhabilitar su perfil o incluso pueden avisar a las 
autoridades si hay algún riesgo de dalos físicos o amenazas 
directas a la seguridad pública. 

Por su parte la SCJN señala que el operador jurídico 
debe tomar en cuenta el contenido ilegal en internet, y que 
los Estados están obligados a prohibir en virtud del derecho 
internacional y los que se consideran ofensivos o indeseables, 
y hace una distinción entre los tres tipos de manifestaciones: 
I. Las que constituyen un delito internacional ll. Las que 
no son punibles como delito IM. Las que no dan lugar a 
sanciones penales o civiles pero que plantean problemas en 
cuanto a tolerancias, urbanidad y respeto. Estas cuestiones 
se manejan con un trato distinto, la primera se justifica y en 
todos los demás casos, las restricciones deben referirse a un 
caso concreto; de ahí que el flujo de información a través de 
internet debe restringirse lo mínimo posible, como lo sustenta 
Organización de las Naciones Unidas. 

De tal manera que el internet en estos tiempos es 
usado para socializar y favorecer la construcción de 
vínculos de afinidad, en campañas políticas y de cualquier 
otro género por las que el Estado, los partidos políticos 
y cualquier organización civil o no gubernamental la usa 
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para sus propósitos específicos; pero creo que este medio 
se ha despreciado para concientizar, politizar, favorecer la 
participación ciudadana, democratizar a la sociedad mexicana 
y mundial. 
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A modo de conclusión 


s una ventaja tener las redes sociales al servicio de 

la ciudadanía, sin embargo, estos tienen aspectos 

positivos y negativos; las redes sociales representan 
un mecanismo idóneo para la libre manifestación del 
pensamiento, a menos en teoría, esa sería la idea de tener a las 
redes sociales como un medio de comunicación. Lo anterior, 
produce en gran medida el desarrollo de prácticas excesivas 
en el ejercicio del derecho a la expresión que tienen las 
personas, de hecho, considero que muchas veces esta libertad 
se extralimita y genera serios problemas que tienen que ver 
con la dignidad de muchas personas. 

En ese escenario, la naturaleza de las redes sociales 
facilita en mayor medida la libre expresión de opiniones que 
atentan contra la reputación de los demás, en este sentido 
puede decir que es un escenario que facilita la comisión de 
delitos contenidos en la difamación e injuria, como también 
en gran medida facilita la incitación a la violencia. 
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¿Cómo se hace una acta de embargo en derecho 
mercantil? Sugerencias para un actuario 


Lic. Adrián Sierra Silva 


s común que en las centrales de actuarios del Poder 

Judicial del estado de Guanajuato a menudo se cambie 

de personal para realizar las funciones de actuario, 
algunos con amplia experiencia en el tema, otros con nula 
experiencia, pero el trabajo debe fluir. 

Ante ello, no estorba este tema cuyo conocimiento 
en lo básico se considera útil por el suscrito para el nuevo 
actuario, puesto que para el de amplia experiencia tal vez 
no lo sea, pero es frecuente que el experimentado apoye con 
orientación a sus compañeros de nuevo ingreso según los 
casos hipotéticos que surjan durante la labor actuarial, cierto 
es que existen tantas situaciones en la práctica actuarial que 
es imposible referirse a todas. 

En fin, el problema es para cuando llegan los nuevos 
actuarios a las oficinas y éstas tienen la necesidad de seguir 
laborando de acuerdo a las exigencias del servicio, por 
ello y tomando en cuenta que en las centrales de actuarios 
en su gran mayoría las ejecuciones son mayor en relación 
al cumplimento al auto de exequendo dictado dentro de un 
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juicio ejecutivo mercantil junto con el emplazamiento a 
juicio, con independencia del título que traiga su aparejada 
ejecución. 

Bajo esa tesitura me permito abordar un poco el tema y 
para ello me he de referir a los artículos relativos del código 
de comercio donde se fundamenta el auto exequendo a 
cumplir: 


“(...) Artículo 1392.- Presentada por el actor su demanda 
acompañada del título ejecutivo, se proveerá auto, 
con efectos de mandamiento en forma, para que el 
demandado sea requerido de pago, y no haciéndolo se 
le embarguen bienes suficientes para cubrir la deuda, los 
gastos y costas, poniéndolos bajo la responsabilidad del 
actor, en depósito de persona nombrada por éste... 
Artículo 1393.- No encontrándose el demandado a la 
primera busca en el inmueble señalado por el actor, 
pero cerciorado de ser el domicilio de aquél, se le 
dejará citatorio fijándole hora hábil, dentro de un lapso 
comprendido entre las seis y las setenta y dos horas 
posteriores, y si no aguarda, se practicará la diligencia 
de embargo con los parientes, empleados o domésticos 
del interesado, o cualquier otra persona que viva en el 
domicilio señalado, siguiéndose las reglas del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, respecto de los 
embargos. 

Una vez que el actuario o ejecutor se cerciore de que en 
el domicilio sí habita la persona buscada y después de 
la habilitación de días y horas inhábiles, de persistir la 
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negativa de abrir o de atender la diligencia, el actuario 
dará fe para que el Juez ordene dicha diligencia por 
medio de edictos sin girar oficios para la localización 
del domicilio. 

Artículo 1394. La diligencia de embargo se iniciará con 
el requerimiento de pago al demandado, su representante 
o la persona con la que se entienda, de las indicadas en 
el artículo anterior; de no hacerse el pago, se requerirá 
al demandado, su representante o la persona con 
quien se entiende la diligencia, para que señale bienes 
suficientes para garantizar las prestaciones reclamadas, 
apercibiéndolo que de no hacerlo, el derecho para 
señalar bienes pasará al actor. A continuación, se 
emplazará al demandado. 

En todos los casos se le entregará a dicho demandado 
cédula en la que se contengan la orden de embargo 
decretada en su contra, dejándole copia de la diligencia 
practicada, corriéndole traslado con la copia de 
demanda, de los documentos base de la acción y demás 
que se ordenan por el artículo 1061. 

La diligencia de embargo no se suspenderá por ningún 
motivo, sino que se llevará adelante hasta su conclusión, 
dejando al demandado sus derechos a salvo para que los 
haga valer como le convenga durante el juicio. 

En todos los casos, practicada la diligencia de ejecución 
decretada, el ejecutor entregará también al ejecutante 
copia del acta que se levante o constancia firmada por 
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él, en que conste los bienes que hayan sido embargados 
y el nombre, apellidos y domicilio del depositario 
designado... 

Artículo 1395. En el embargo de bienes se seguirá este 
orden: 

IL Las mercancías; 

II. Los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción 
del actor; 

III. Los demás muebles del demandado; 

IV. Los inmuebles; 

V. Las demás acciones y derechos que tenga el 
demandado. 

Cualquiera dificultad suscitada en el orden que deba 
seguirse, no impedirá el embargo. El ejecutor la allanará, 
prefiriendo lo que prudentemente crea más realizable, a 
reserva de lo que determine el juez. 

Tratándose de embargo de inmuebles, a petición de 
la parte actora, el juez requerirá que la demandada 
exhiba el o los contratos celebrados con anterioridad 
que impliquen la transmisión del uso o de la posesión 
de los mismos a terceros. Sólo se aceptarán contratos 
que cumplan con todos los requisitos legales y 
administrativos aplicables. 

Tratándose de embargo de bienes muebles, el mismo 
deberá realizarse en la Sección Única del Registro 
Único de Garantías Mobiliarias del Registro Público de 
Comercio. 

Una vez trabado el embargo, el ejecutado no puede 
alterar en forma alguna el bien embargado...” 


162 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


“Artículo 1396.- Hecho el embargo, acto continuo 
se notificará al demandado, o a la persona con quien 
se haya practicado la diligencia para que dentro del 
término de ocho días, el que se computará en términos 
del artículo 1075 de este Código, comparezca la 
parte demandada ante el juzgado a hacer paga llana 
de la cantidad reclamada y las costas, o a oponer las 
excepciones que tuviere para ello (...).” 


Ahora bien, una vez transcrito lo anterior es importante 
indicar que el artículo 1054 del Código de Comercio prevé la 
aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos 
Civiles al tema de los embargos, luego debe tomarse en 
cuenta al particular por el actuario a quien le corresponda 
ejecutar el auto que nos ocupa el Capítulo VI “Embargos” del 
Título Quinto “Ejecución”, comprendiendo de los artículos 
432 al 468 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
vigente, las siguientes situaciones: 

Bienes que no son susceptibles de embargo, al respecto 
el artículo 434 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
prevé: 


“(...) No son susceptibles de embargo: 

I.. Los bienes que constituyan el patrimonio 
de familia, desde su inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad; 

II. El lecho cotidiano, los vestidos y los muebles 
de uso ordinario del deudor, de su cónyuge o de 
sus hijos, no siendo de lujo; 
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III. Los instrumentos, aparatos y útiles necesarios 
para el arte u oficio a que el deudor esté dedicado; 
IV. La maquinaria, instrumentos y animales 
propios para el cultivo agrícola, en cuanto fueren 
necesarios para el servicio de la finca a que estén 
destinados, a efecto de lo cual oirá, el tribunal, el 
informe de un perito nombrado por él, a no ser 
que se embarguen juntamente con la finca; 

V. Los libros, aparatos, instrumentos y útiles de 
las personas que ejerzan o se dediquen al estudio 
de profesiones liberales; 

VI. Las armas y caballos que los militares en 
servicio activo usen, indispensables para éste, 
conforme a las leyes relativas; 

Vll.Los efectos, maquinaria e instrumentos 
propios ¡para el fomento y giro de las 
negociaciones mercantiles e industriales, en 
cuanto fueren necesarios para su servicio y 
movimiento, a efecto de lo cual oirá el tribunal 
el dictamen de un perito nombrado por él; pero 
podrán ser intervenidos juntamente con la 
negociación a que estén destinados; 

VIII. Las mieses, antes de ser cosechadas; pero 
sí los derechos sobre las siembras; 

IX. El derecho de usufructo, pero sí los frutos de 
éste; 

X. Los derechos de uso y habitación; 

XI. Los sueldos y emolumentos de los 
funcionarios y empleados públicos; 
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XII. Las servidumbres, a no ser que se embargue el 
fundo a cuyo favor estén constituidas; excepto la 
de aguas, que es embargable independientemente; 
XIII. La renta vitalicia, en los términos 
establecidos en el Código Civil; 

XIV. Los ejidos de los pueblos y la parcela 
individual que, en su fraccionamiento, haya 
correspondido a cada ejidatario, y 

XV. Los demás bienes exceptuados por la ley. 

En los casos de las fracciones IV y VII, el 
nombramiento del perito será hecho, cuando 
el tribunal lo estime conveniente, al practicar la 
revisión de que trata el artículo 68 (...).” 


El contenido del anterior numeral deberá tomarse en 
cuenta por el actuario en la diligencia de requerimiento, 
embargo y en su caso emplazamiento a juicio, verificando 
con ello al momento del señalamiento de los bienes para 
su traba que los mismos no estén dentro de la lista anterior, 
pues si así fuera, no deben embargarse, salvo cuestiones 
excepcionales y a modo de ejemplo lo previsto en la fracción 
Xl antes transcrita. 

Una vez excluido los bienes que no son susceptibles 
de embargo por el código federal de procedimientos civiles, 
también este considera los siguientes bienes que en lo general 
son susceptibles de embargo y secuestro con un tratamiento 
especial en cuanto a su depositaría, atentos a lo que dispone 
su artículo 444 que se señala en lo conducente que “ De todo 
secuestro se tendrá como depositario o interventor, según la 
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naturaleza de los bienes que sean objeto de él, a la persona o 
institución de crédito, que bajo su responsabilidad, nombre 
el ejecutante, salvo lo dispuesto en los artículos 445, 448 y 
primero y último párrafo del 449...” Cuyos supuestos en lo 
general se enlistan: 

1.- Embargo de dinero: 

a) Por lo que respecta, a los sueldos o salarios si bien 
el artículo 435 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
prevé su embargo en los términos ahí indicados, cierto es, 
que la Segunda Sala del más Alto Tribunal de la Nación se 
pronunció al respecto y en jurisprudencia con número de 
registro 2006672 cuyo rubro es: Salario mínimo. La autoridad 
jurisdiccional puede ordenar el embargo sobre el excedente 
de su monto, para el aseguramiento de obligaciones de 
carácter civil o mercantil contraídas por el trabajador, en 
principio, sólo respecto del 30% de ese excedente. 

Luego, bajo la anterior interpretación se considera 
aplicable al particular la depositaría del numerario embargado 
a cargo del fondo auxiliar de impartición de justicia del 
supremo tribunal de justicia previo trámite administrativo 
de acuerdo a lo que dispone el artículo 490 del código de 
procedimientos civiles para el estado también aplicado al 
tema. 

Esto es, una vez trabado el embargo del ingreso 
excedente del demandado en los términos de la jurisprudencia 
anterior por parte del actuario, tal dinero deberá ponerse a 
disposición del juzgado que dicto la orden de embargo para 
que previó tramite lo ingrese al citado fondo, hasta que en 
autos se determine lo conducente. 
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b) Cuando se embargue dinero en efectivo también 
corresponde ser depositario del mismo al Fondo Auxiliar de 
Impartición de Justicia del Supremo Tribunal de Justicia, 
previo trámite administrativo de su depósito. En este caso se 
estila que el actuario judicial al dar cuenta con su diligencia al 
juzgado que la ordeno para su revisión, adjunte el numerario 
embargado para su depósito correspondiente. 

c) Por lo que respecta al numerario contenido en una 
cuenta bancaria propiedad del deudor, una vez embargado o 
trabado el embargo por un monto o cantidad liquida en los 
términos del auto exequendo, dicho numerario en todo caso 
se quedará depositado en la cuenta correspondiente, pero a 
disposición del Tribunal que lo dictó, salvo determinación 
contraria que dicte el juzgado sobre el particular. Es 
importante mencionar que no se debe embargar la totalidad 
del dinero que exista en la respectiva cuenta bancaria, sólo 
hasta el monto líquido en los términos del auto a cumplir. 

Sobre el particular puede considerarse aplicable la 
siguiente jurisprudencia con registro 2018902 cuyo rubro 
es: Medida de aseguramiento en materia mercantil. La 
identificación del número de cuenta y de la institución 
bancaria no constituye un requisito para la procedencia del 
embargo de cuentas bancarias como providencia precautoria, 
y puede solicitarse de forma genérica al juez mercantil para 
que la otorgue. 

2.- Embargo de alhajas: De acuerdo a lo que dispone 
el artículo 448 del código federal de procedimientos civiles 
prevé el embargo de alhajas, previa identificación del bien 
embargado o individualización concreta del mismo, en este 
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caso la ley señala un depositario especial, que lo es una 
institución de crédito; así, con apoyo también con el artículo 
490 del código de procedimientos civiles para el estado será 
una caja de seguridad de la institución de crédito que otorgue 
el servicio del lugar, salvo que no existe entonces la del lugar 
más próximo, ello a costa del ejecutante. 

Bajo este panorama, dichas alhajas no deben estar en 
poder del ejecutante, bajo esa idea se considera que previo 
embalaje de las mismas con las medidas de seguridad que 
considere el ejecutor a modo de ejemplo, tales, como firmas, 
sellos, etc., deben depositarse en la caja de seguridad que para 
el efecto se contrate a costa del ejecutante y a disposición 
exclusiva del Juzgado del conocimiento, salvo, que no exista 
en el lugar en todo caso considero que debe de ponerse a 
disposición del Tribunal junto con el acta de la diligencia 
para que acuerde lo conducente. 

3.- Al respecto el artículo 449 del código federal de 
procedimientos civiles prevé “Cuando se aseguren créditos, 
el secuestro se reducirá a notificar, al deudor o a quien debe 
pagarlos, que no efectúe el pago al acreedor, sino que, al 
vencimiento de aquéllos, exhiba la cantidad o cantidades 
correspondientes a disposición del tribunal, en concepto 
de pago...” Así, una vez que sea embargado por parte del 
actuario el crédito y previo trámite que indica el artículo en 
comento por parte del Juzgado que ordeno el secuestro, tal 
deudor o quien debe pagarlos deberá poner a disposición del 
Tribunal el pago, mismo que debe guardarse en el Fondo 
Auxiliar para la Impartición de Justicia. 
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4.- Cuando el embargo trate de títulos a la orden o al 
portador, dicho artículo 449 señala que solo debe practicarse 
mediante la aprehensión de los mismos. 

De igual forma, indica que si se aseguran dichos títulos 
de crédito en la diligencia de requerimiento y embargo debe 
nombrarse un depositario cuya obligación es señalada por 
el artículo 449 que en lo conducente prevé “... Si llegare 
a asegurarse el título mismo del crédito, se nombrará 
un depositario que lo conserve en guarda, quien tendrá 
obligación de hacer todo lo necesario para que no se altere ni 
menoscabe el derecho que el título represente, y de intentar 
las acciones y recursos que la ley concede para hacer efectivo 
el crédito...” Para este caso es necesario nombrar depositario 
para cumplir con tal encomienda, designación le corresponde 
a la parte ejecutante. 

5.- Del mismo modo que el anterior, también aplica 
para los créditos litigiosos en los términos del artículo 450 
de la misma ley, que indica “Si los créditos a que se refiere 
el artículo anterior fueren litigiosos, la providencia de 
secuestro se notificará al tribunal de los autos respectivos, 
dándose a conocer al depositario nombrado, a fin de que éste 
pueda desempeñar las obligaciones que le impone el artículo 
anterior.” 

6.- Ahora bien, si dicho secuestro recae sobre bienes 
muebles distintos al dinero y alhajas, el depositario solo 
tendrá el carácter de custodio de los objetos a su cuidado y 
a disposición del Tribunal, de acuerdo a lo que dispone el 
artículo 451 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
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Ello, con la salvedad que si se tratan de cosas fungibles o 
fáciles de deteriorarse o demeritarse entonces, el depositario 
tendrá además otras obligaciones. 

De lo anterior es de concluirse que de todo secuestro 
de bienes muebles habrá un depositario o custodio que se 
designe por la parte ejecutante y bajo su responsabilidad, que 
puede ser el mismo ejecutante, el propio demandado o un 
tercero debiéndose señalar un lugar de depósito a excepción 
del embargo de bienes muebles sujetos a depósito anterior, 
así como del dinero y alhajas. 

Una vez embargados los bienes muebles con la plena 
identificación de los mismos o individualización concreta, 
con inventario formal, previa aceptación del cargo de 
depositario y protesta de desempañar tal cargo, se ponen bajo 
la custodia del depositario designado por la parte ejecutante, 
luego el depositario nombrado designara el lugar donde 
estarán sujetos a su guarda pero a disposición del tribunal 
los bienes materia de su custodia, ello en los términos del 
artículo 444 del código federal de procedimientos civiles. 

No debe de pasar desapercibido para el tema de embargo 
de bienes muebles el registro único de garantías mobiliarias, 
de ahí lo importante de entregarle una copia o constancia 
de los bienes embargados al ejecutante en la cual existe la 
descripción de los bienes embargados. 

Por último, en algunos partidos judiciales los tribunales 
exigen garantía al depositario de bienes muebles si tal 
cargo recayera en persona distinta al deudor, para ello se 
recomienda leer los autos y tomar en cuenta si tal exigencia 
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está satisfecha, esto antes de ponerlo en posesión de los 
bienes embargados, de lo contrario no se le pondrán bajo su 
custodia. 

7.- Por otro lado, y por lo que respecta al embargo de 
bienes inmuebles tales como fincas urbanas y sus rentas, O 
solo sus rentas, así como finca rústica o en una negociación 
mercantil o industrial, la regla de la depositaría cambia, esto 
es, tales depositarios tendrán el carácter de administradores 
y de interventor con cargo de caja con vigilancia hacia la 
contabilidad. Esto de acuerdo a lo que disponen los artículos 
456 y 460 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Es menester señalar al tema de la depositaria para estos 
tipos de secuestro, que se considera aplicable lo previsto por 
los artículos 444 y 463 del código federal de procedimientos 
civiles; además todo administrador o interventor en su caso 
recibirán los bienes bajo inventario formal, previa aceptación 
y protesta de desempeñar el cargo. Así, en lo particular 
antes de poner en posesión tanto al administrador como al 
interventor es importante que previamente hayan caucionado 
ante el Tribunal el manejo de su encargo, de lo contrario sólo 
se limitara el actuario hacer el respectivo inventario bajo 
responsabilidad del ejecutante. 

8.- De igual forma, la ley prevé el embargo de bienes 
raíces o derechos reales sobre bienes raíces, de cuyo embargo 
se tomará razón en el registro público de la propiedad del 
partido correspondiente, cuya comprobación lo será con la 
copia certificada de la diligencia de embargo expedida por el 
Tribunal del conocimiento, ello tal como lo prevé el artículo 
447 del citado código adjetivo. 
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Así, es importarte recordar que el actuario deberá 
entregar copia o constancia de la diligencia de embargo a la 
parte actora para que con ella acuda al registro público de la 
propiedad correspondiente para su inscripción preventiva del 
embargo y surta efectos contra terceros. 

9.- Con todo lo anterior, seguramente se ha de preguntar 
el ejecutor cuantos bienes debe de embargar en cada asunto, 
si un tanto de lo reclamado, dos tantos o tal vez tres, al 
respecto el artículo 440 del código federal de procedimientos 
civiles prevé “el embargo sólo procede y subsiste en cuanto 
baste a cubrir la suerte principal, costas, gastos y daños y 
perjuicios, en su caso, incluyéndose los nuevos vencimientos 
y réditos hasta la conclusión del procedimiento.” 

Pero no hay que pasar desapercibido al momento del 
señalamiento de los bienes para su embargo el contenido 
del artículo 476 del código de procedimientos civiles para 
el estado de Guanajuato que prevé “ Nunca ni por ningún 
motivo podrá embargarse más de las tres cuartas partes de 
la totalidad de los bienes del deudor. Sobre la cuarta parte 
restante sólo podrá practicarse embargo, y en la misma 
proporción antes establecida, por virtud de responsabilidad 
o deudas contraídas con posterioridad a haberse practicado 
secuestro sobre las primeras tres cuartas partes. Lo mismo 
se observará en las ulteriores ejecuciones. El beneficio de 
este artículo no es renunciable.” Por lo tanto, el actuario 
quien tiene la dirección de la diligencia debe cuidar en 
todo momento que se respete lo previsto en los anteriores 
numerales. 
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C) De igual forma, es importante y toral en es este 
tema mencionar que la Primera Sala del Alto Tribunal en la 
jurisprudencia con registro 2018317 cuyo rubro es: Interés 
jurídico. por regla general, cuenta con él, el usufructuario 
que reclama en el amparo indirecto el embargo recaído en 
bienes inmuebles sujetos a usufructo señala sobre el embargo 
y del secuestro en su ejecutoria de la contradicción de tesis 
305/2017 dentro del apartado denominado “19. Quinto. 
— Estudio. Debe de prevalecer el criterio que sustenta esta 
Primera Sala, conforme a los razonamientos siguientes:” 
tema “Embargo y secuestro de bienes.” Puntos del 40 al 44 
que se me permito transcribir para su mejor comprensión: 


“(...) Legislaciones locales. 

40. A efecto de mejor ilustrar la temática abordada, cabe 
hacer referencia que, en términos similares al código 
federal de procedimientos civiles, los códigos procesales 
correspondientes a los estados de Veracruz y Campeche, 
regulan los efectos del embargo o secuestro de bienes 
porque refieren que, practicado que sea dicho gravamen, 
quedarán con el depositario que bajo su responsabilidad 
designe el actor; y reproducen las porciones normativas 
relacionadas con el embargo de cosas muebles distintas 
de dinero, alhajas o crédito, así como tratándose 
de fincas rústicas y sus rentas o de negociaciones 
mercantiles o industriales.(27) 

41. La regulación del embargo de bienes y secuestro 
contenida en los diferentes catálogos procesales, permite 
afirmar que por el embargo queda afectado a un proceso 
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judicial y a disposición del Juez, un bien determinado e 
individualizado, restringiendo o limitando las facultades 
de disposición y goce del mismo, para garantizar el 
cumplimiento de una sentencia o eventual ejecución 
futura. 

42. El embargo no priva la propiedad o dominio del bien 
afecto, pues ello, en su caso, tendrá lugar mediante el 
remate judicial, si acogida la pretensión en el juicio, el 
sentenciado no cumple voluntariamente la condena; no 
obstante, la restricción en la disposición y goce del bien, 
puede producirse tanto jurídica como materialmente. 

43. En efecto, en la dimensión jurídica, la restricción 
o limitación al uso y goce del bien embargado, tiene 
lugar en la medida en que, una vez trabado el mismo, el 
ejecutado no puede celebrar contratos que confieran el 
uso o goce de la cosa, sin autorización del Juez, incluso, 
con la anuencia del ejecutante. 

44. Por su parte, en la dimensión material, la restricción 
o limitación, se configura mediante el secuestro, cuyo 
rasgo característico implica el desapoderamiento 
material o físico a una persona de un objeto, con motivo 
del embargo, con el cual opera la sustitución del uso 
y goce, la que por regla general se deja en depósito a 
disposición del Juez y bajo la custodia de la persona que 
haya designado el actor; aunque con las modalidades 
propias que pueda configurar esa depositaría, atenta 
la naturaleza de los efectos embargados, cuando recae 
en fincas urbanas y rentas, sobre estas últimas o fincas 
rurales, negociaciones mercantiles o industriales; en 
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cuyo caso, el depositario en calidad de administrador 
o interventor, se encuentra facultado para recaudar las 
pensiones rentísticas, los frutos civiles o industriales, 
entre otras atribuciones (...).” 


D) Es necesario hacer mención sobre el significado 
de la frase “trabar formal embargo” pues puede darse 
la ocasión que el actuario sea omiso en anotarla en su 
diligencia, pero ahora no es de preocuparse por la cuestión 
de la desaprobación después de la correspondiente revisión 
oficiosa por parte del Juzgado que dictó el auto de exequendo, 
puesto que la Primera Sala en ejecutoria con número de 
registro 185772 en relación a la traba del embargo dijo no 
ser necesaria tal frase sacramental para su validez, cuyo rubro 
es: Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. La 
declaratoria que en la práctica realiza el actuario, relativa a 
que sobre los bienes designados se traba formal embargo u 
otra similar, no constituye un requisito de los exigidos por 
la legislación mercantil para la validez de aquélla. Cuya 
ejecutoria en su considerando “(...) Sexto.- Una vez precisada 
la existencia de la contradicción, lo procedente es determinar 
qué criterio debe prevalecer (...).” Para lo cual se transcribe 
en lo conducente: 


“(...) Por tanto, la falta de inclusión de esa declaratoria 
en el acta respectiva, de que se traba formal embargo u 
otra similar, de ninguna manera puede traer aparejada 
la invalidez de la diligencia de embargo, si es que se 
cumplieron todos los requisitos legalmente establecidos, 
pues es principio general en nuestro sistema jurídico que 
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lo que no está previsto en la ley no obliga y, por tanto, 
tal manifestación carece de relevancia para la validez de 
la diligencia respectiva, porque no tiene la característica 
de una formalidad legal necesaria para que se tenga por 
realizado un embargo. 

En este orden de ideas, trabar formal embargo significa 
dar cumplimiento al auto de exequendo que ordena 
embargar bienes a fin de garantizar el adeudo que motivó 
el ejercicio de la acción respectiva; por tanto, lo que 
importa es que se especifiquen debidamente los bienes 
sobre los cuales recaerá el aseguramiento, pues ello dará 
seguridad jurídica y legalidad a la diligencia de embargo, 
lo cual no requiere ninguna solemnidad en los términos 
empleados. 

Esto es así, porque el embargo es una ejecución forzosa 
ordenada por el Estado, a través del órgano jurisdiccional 
respectivo, para hacer cumplir al demandado 
coactivamente una obligación contraída y de cuya 
prueba lo es un título ejecutivo, el cual se identifica con 
la afectación sobre un bien o un conjunto de bienes, en 
cuanto los somete a las resultas de un proceso pendiente, 
por tratarse en el caso de una medida cautelar decretada 
judicialmente para asegurar de antemano el resultado de 
ese juicio, y que consiste en la indisponibilidad relativa 
de determinados bienes. Siendo el caso de que esa 
afectación se puede llevar, en primer término, respecto 
de bienes muebles, mediante el secuestro o depósito 
del bien sobre el que recae, en los que por regla general 
el nombramiento de depositario se otorga al propio 
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demandado, quien conservará el bien con ese carácter; 
y, en segundo lugar, en el caso de bienes inmuebles, el 
gravamen se actualiza mediante el simple señalamiento 
en diligencia judicial y la anotación de dicho embargo en 
el registro público de la propiedad (...).” 


E) Ahora bien, el nuevo actuario al acudir al domicilio 
del demandado en los términos del artículo 1393 del 
código de comercio que prevé en lo conducente “(...) No 
encontrándose el demandado a la primera busca en el 
inmueble señalado por el actor, pero cerciorado de ser el 
domicilio de aquél, se le dejará citatorio fijándole hora hábil, 
dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta 
y dos horas posteriores (...)” luego, es de preguntarse qué 
requisitos debe contener la razón de citatorio o acta entrega 
de citatorio y sobre el particular nuevamente con apoyo en 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia que así los 
resume: 


“(...) 1.- Que se cercioró de encontrarse en el domicilio 
del demandado; 2.- Que no lo encontró; 3.- Que 
indica hora fija dentro de las seis y setenta y dos horas 
siguientes para que lo espere en el mismo a efecto de 
llevar a cabo la diligencia de notificación; 4.- Que 
dejó el citatorio con un pariente, empleado doméstico 
o con cualquier otra persona que se encontraba en el 
domicilio; y 5.- La firma del notificador (...)” 
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Ello de acuerdo a las siguiente Jurisprudencia 2015689 
cuyo rubro es: Citatorio previo a la diligencia de embargo, 
requerimiento de pago y emplazamiento en el juicio ejecutivo 
mercantil. Es innecesario que lo firme la persona, distinta al 
demandado, con quien se deja. 

De igual forma, es importante mencionar que la hora 
fija que se señale dentro de las seis y setenta y dos horas 
siguientes para llevar a cabo la diligencia, se considera que 
para fijarla debe tomarse en cuenta los datos obtenidos y 
plasmados en la razón de citatorio o incluso al contexto 
del lugar o población aplicables al caso concreto, con el 
objeto que el interesado tenga conocimiento del citatorio. 
Para lo anterior, se considera que sirve de apoyo las dos 
jurisprudencias cuyos rubros son: 


+ Registro: 2014523. Instancia: Plenos de Circuito. 
Emplazamiento. en el acta de entrega del citatorio 
correspondiente, el funcionario judicial debe asentar las 
razones por las que fijó determinada hora para que el 
demandado lo espere. 

+ Registro: 175945. Instancia: Primera Sala. 
Emplazamiento. para el señalamiento de la hora de 
espera en el citatorio debe atenderse a las reglas de la 
lógica y de la experiencia, o incluso al contexto del lugar 
o población (interpretación del artículo 80 del código de 
procedimientos civiles del estado de Michoacán). 
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Bajo ese orden de ideas, cuando el Actuario acuda a 
cumplimentar su citatorio y con ello el auto de exequendo así 
como el emplazamiento que ordena el artículo 1394 primer 
párrafo del código de comercio, debe tomar en cuenta los 
siguientes requisitos que me permito transcribir: 


“(...) 1.- La diligencia deberá ser conducida por el 
actuario; 2.- En cumplimiento de un auto dictado por 
el Juez, en el que mande requerir de pago al deudor, a 
su representante o a la persona con la que se entienda 
la diligencia; 3.- Que en caso de no efectuarlo, también 
se le requiera para que señale bienes suficientes a 
fin de garantizar las prestaciones reclamadas, con el 
apercibimiento que, de no hacerlo, aquel derecho para 
señalar bienes pasará al actor; 4.- Identificación plena 
del bien a embargar, mediante su individualización 
concreta; 5.- La diligencia culminará con la designación 
por parte del ejecutante del depositario, administrador 
o interventor de los bienes embargados, y con el 
levantamiento del acta respectiva (...).” 


Lo anterior con apoyo nuevamente en la Primera Sala 
del Alto Tribunal de la Nación, en jurisprudencia con registro 
185772 cuyo rubro es: Diligencia de embargo en juicio 
ejecutivo mercantil. la declaratoria que en la práctica realiza 
el actuario, relativa a que sobre los bienes designados se traba 
formal embargo u otra similar, no constituye un requisito de 
los exigidos por la legislación mercantil para la validez de 
aquélla. 
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Así, y una vez realizado el embargo incluyendo la 
cuestión de la depositaria, acto continuo se emplazará al 
demandado ya sea de forma personal o por conducto de la 
persona con quien se haya practicado la diligencia para 
que dentro del término de ocho días, comparezca la parte 
emplazada ante el juzgado correspondiente a hacer paga llana 
de la cantidad reclamada, sus costas o en su defecto a oponer 
las excepciones que tuviere para ello, tal como lo prevé el 
artículo 1396 del Código de Comercio. 

Por tanto, una vez realizado el requerimiento de pago, 
el embargo y el emplazamiento a juicio ejecutivo mercantil, 
si bien son actos procesales distintos entre sí o actos 
jurídicos diferentes debe de realizarse de forma correcta 
todos y cada uno de ellos, pero si el emplazamiento se hace 
de manera incorrecta puede traer como consecuencia la 
nulidad tanto del emplazamiento como el requerimiento y 
embargo, aunque éstos estén bien realizados, ello lo podemos 
desprender de la siguiente jurisprudencia cuyo registro es 
200390 de la Primera Sala cuyo rubro es: Emplazamiento 
en juicios ejecutivos mercantiles, nulidad del, comprende al 
requerimiento y embargo practicados. 

No pasa por alto indicar que si en el requerimiento 
y embargo se realizó de manera incorrecta pero el 
emplazamiento a juicio es correcto, ello no trae como 
consecuencia la nulidad de este último, cuya cuestión se ha 
de referir el Juzgado del conocimiento al momento de revisar 
de forma oficiosa la diligencia de requerimiento, embargo y 
emplazamiento. 
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Así mismo, puede pasar que al momento del 
requerimiento de pago a la parte demandada, acuda de 
forma espontánea y voluntaria un tercero, quien se puede 
solidarizar en el adeudo, tan es así que puede señalar bienes 
de su propiedad para garantizar el pago de lo reclamado, 
bajo ese panorama surge una figura llamada expromisión. 
Al particular puede servir de apoyo la siguiente tesis con 
número de registro 2009700 cuyo rubro es: Expromisión. 
Si en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y 
emplazamiento, el diligenciario omite pedirle a la persona 
extraña que si se solidariza con el demandado que se 
identifique fehacientemente y que suscriba el acta relativa, 
ello hace presuponer la falta de autorización de aquélla de 
asumir la deuda. 

F) Finalmente, con todos los requisitos anteriores, la 
interrogante es ¿Cómo podríamos aplicarlos en la práctica 
actuarial? Aclaremos los siguientes aspectos. 

1.- Primeramente, veamos el flujo del expediente 
hasta que llega con el actuario para diligenciar el auto de 
exequendo (página siguiente) 
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Se solicita 
expediente 
al Juzgado 
el día 
anterior 


Presentación Radicación Se entrega 
de la y auto de ficha o 


OCA agenda 
ch A 
demanda exequendo contraseña diligencia 


Acude de El 
Inicia forma Revisa expediente 
diligencia puntual a la expediente se entrega 
cita al actuario 


2.- Ahora el flujo sencillo de una diligencia de embargo: 


1.- El ejecutante no acude a la cita; 
2.- No se identifica con el actuario; 
3.- No está autorizado en autos en términos amplios; 
4.- No existe el domicilio en la colonia indicada; 

5.- No existe cercioramiento que la persona buscada 
tenga su domicilio en el inmueble señalado para la diligencia; 
6.- El ejecutante cancele su diligencia; 

7.- No es el domicilio del demandado; 

8.- Falleció la persona buscada; 

9.- Otras 


Actuario Abstención 
acude de de cumplir 
forma la 


Embargo 


puntual a la encomienda 
cita si 


182 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Una vez cerciorado 
de ser el domicilio 
acudir al mismo 


Si atienden pero no 
está la persona 
demandada. Dejar 
citatorio 


Acudir dentro del 
lapso comprendido 
entre las 6 y 72 
horas siguientes al 
acta de la razón de 
citatorio 


Acude actuario, 
ejecutante y atiende 
persona capaz de 
forma puntual 


Hacer 
diligencia 


No acude 
persona 
capaz 
alguna a 
atender el 
llamado 


Esta el 
demandado y se 
identifica 


Abstención 
SÍ 
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Se estila dejar 
citatorio fijo en 
puerta. 


Hacer 
diligencia 


1.- No acude persona capaz a nuestro 
llamado a pesar de haber dejado citatorio; 
2.- Existe oposición del demandado o 
quien se encuentre para atender la 
diligencia; 

3.- Otros supuestos. 


Se pide auxilio de la 
fuerza pública; 


Se estila acudir en 
distintos horarios. 


Habilitación 
de horas 
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3.- Por último, una propuesta que puede ser de 
utilidad para el nuevo actuario en funciones sobre la 
diligencia de dejar el citatorio, de requerimiento, embargo y 
emplazamiento: 

* Propuesta de la razón de citatorio o acta entrega de 
citatorio: 


Juzgado: 
Expediente: 
En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la 
Independencia Nacional, Guanajuato, siendo las 
horas del día del mes de del año 
dos mil diecinueve, “2019. Año del Caudillo del 
Sur, Emiliano Zapata”, el suscrito Licenciado (a) 
, actuario(a) Adscrito(a) a la Central de 
Actuarios de este Partido Judicial y designado para 
esta diligencia por cuestión de turno, portando la 
identificación número expedida a mi favor 
por el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me 
constituyo en compañía de la parte actora 
quien se identifica con en el domicilio 
señalado en autos ubicado en como el 
perteneciente a la parte demandada 
lugar designado a efecto de dar cumplimiento al 
auto de mandamiento en forma dictado dentro del 
juicio ejecutivo mercantil arriba indicado así como 
el Tribunal que lo dicta. Por lo que previo a acudir 
a la puerta del domicilio antes citado, procedo 
a cerciorarme con los medios que tengo que el 
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mismo pertenece a la persona de mi búsqueda tales 
como el mapa de la ciudad, 
Acto continuo, toco directamente en el domicilio 
y atendido que soy por una persona quien dijo 
llamarse además se identifica con__, quien 
manifiesta que la persona de mi búsqueda no se 
encuentra y le pregunto a qué horas por lo regular 
es localizable en este domicilio a lo que me 
refiere . En razón de no estar la persona 
que busco en el domicilio en que se actúa, procedo 
a elaborar citatorio y dejarlo en poder de la persona 
que me atiende quien dijo tener la relación de 
con el demandado, a quien requiero para 
que se sirva esperar al suscrito (a) actuario (a) en 
este domicilio a las horas, el día del 
mes de del año en curso, fecha que según 
información anterior es posible localizarla para 
la práctica de una diligencia de carácter Judicial 
que le concierne, bajo el apercibimiento que de no 
esperar al suscrito la misma se efectuará conforme 
a lo ordenado por el artículo 1393 del Código 
de Comercio. A continuación agrego copia del 
referido citatorio a la presente, con lo anterior se da 
por terminada esta diligencia que se elabora para 
debida constancia legal siendo las horas 
del mismo día de su inicio.- DOY FE. (Nombre y 
firma del Actuario) 
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La anterior propuesta de acta de entrega de citatorio 
se puede adecuar a las condiciones prácticas del actuario 
que corresponda, pero lo importante es que cumpla con los 
requisitos principales que se han hecho referencia párrafos 
arriba, y además ajustarla al mandato judicial a cumplir. 

Es importante en esta razón anotar en forma amplia 
el cercioramiento con el cual se llegue a concluir que 
en el domicilio señalado como el de la parte demandada 
efectivamente sea el correcto y además corresponda a la 
persona de nuestra búsqueda, y para ello hay que tomar en 
cuenta el mapa de la ciudad, la tecnología actual usada en 
forma cotidiana, de igual forma ver la placa del nombre del 
fraccionamiento si la tiene, el nombre oficial de la calle, 
el número de la casa, signos exteriores del inmueble, de 
tal forma que cuando sea leído dicho cercioramiento por 
cualquier persona ésta localice el domicilio sin ningún 
problema de acuerdo a las referencias anotadas en el acta, 
además debe incluir las entrevistas con los vecinos más 
cercanos a quienes se les interrogará si conocen a la persona 
que se busca, previa identificación de los mismos si quisieren 
hacerlo. El objeto final es que “. . . no debe perderse de 
vista que el objetivo de la formalidad de asegurar que el 
emplazamiento se haga en el domicilio del demandado 
es para que éste quede vinculado a proceso, por lo que lo 
importante es dejar registro de los elementos y circunstancias 
que le permitieron llegar a la convicción o certeza de que el 
lugar donde se encuentra sí es del demandado, y apoyado en 
la fe pública del funcionario judicial, a fin de que lo anterior 
pueda ser apreciado y valorado por las partes y el juez, según 
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su prudente arbitrio. Por lo que no resultaría indispensable 
o exigible cumplir aspectos difíciles o imposibles de lograr, 
como pretender la plena identificación de una persona a 
través de su descripción física detallada, de manera que 
se invalidara la actuación sólo por no haber dado razón de 
alguna o algunas de las características físicas del sujeto, lo 
cual representaría un exceso ritual manifiesto en que se 
privilegiaría la forma por sí misma, y no por su objetivo, con 
lo cual, paradójicamente, se vulneraría el debido proceso 
y el acceso a la justicia.” Así lo dijo la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en jurisprudencia 
con registro número 2020785 bajo el rubro Emplazamiento. 
Para cumplir el requisito de que el notificador se cerciores 
del domicilio, es innecesaria una descripción detallada de la 
persona que informa de lo anterior o con la que se entiende 
la diligencia, que se negó a dar su nombre, a identificarse o 
firmar (interrupción de la jurisprudencia la./J. 14/95) 

Bajo el anterior panorama tal vez se deba considerar el 
contenido de la jurisprudencia número 163150 de la Primera 
Sala, cuyo rubro es: Emplazamiento de persona física. para 
establecer el lugar en que debe realizarse es innecesario seguir 
el orden excluyente previsto en las disposiciones sustantivas 
que regulan el domicilio como atributo de la personalidad, en 
caso de no haberse designado uno convencional (legislaciones 
de los estados de Puebla, Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). 
Lo que implica que dicho criterio puede aplicarse al caso 
concreto, pero ello depende del mandato judicial a cumplir 
el cual debe ser leído cuidadosamente por el actuario. 
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De igual forma, es importante anotar el nombre de la 
persona con la cual se deja el citatorio, si ésta tiene alguna 
relación laboral con el demandado, algún parentesco o viva 
en dicho domicilio, también es cierto que en la práctica se 
estila dejar el citatorio fijo en la puerta del demandado ello a 
reserva de la revisión por parte del Juzgado. 

Por otro lado, y por lo que respecta a las personas 
morales que de acuerdo a lo que dispone el artículo 326 
del código federal de procedimientos civiles que prevé que 
dicho emplazamiento se tendrá por bien hecho si se hace 
con cualquiera de los miembros del consejo, junta o grupo 
director. En este caso debe practicarse con el representante 
legal, previa acreditación de ello con la documental 
correspondiente que tenga las facultades legales para 
representarla. 

Puede servir de apoyo el criterio federal siguiente cuyo 
rubro es: Emplazamiento a personas morales en materia 
civil. Es legal que el actuario entienda la diligencia en el 
domicilio señalado por el actor con el apoderado legal, si 
éste se ostenta con ese carácter y acredita su personalidad 
con un poder general para pleitos y cobranzas, el cual le fue 
otorgado sin limitación alguna (legislación del estado de 
Quintana Roo) bajo el registro 2011555. 

* Por otro lado me permito señalar la siguiente propuesta 
de formato de la diligencia de requerimiento, embargo 
y emplazamiento para su mayor agilidad en la actividad 
actuarial: 
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Juzgado: 

Expediente: 

En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la 
Independencia Nacional, Guanajuato, siendo las 
_ horas del día del mes de del año 


dos mil diecinueve, “2019. Año del Caudillo del 
Sur, Emiliano Zapata”, el suscrito Licenciado 
(a)  , actuario (a) Adscrito(a) a la Central de 
Actuarios de este Partido Judicial y designado para 
esta diligencia por cuestión de turno, portando la 
identificación número expedida a mi favor 
por el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me 
constituyo en compañía de la parte actora 

quien se identifica con___. en el domicilio 
ubicado en como el perteneciente a la 
parte demandada , lugar designado a 
efecto de dar cumplimiento a la resolución de 
fecha dictado dentro del expediente 
Ejecutivo Mercantil arriba indicado del índice 
del Juzgado de este Partido Judicial, 
convencido que estoy en el domicilio correcto 
tal como consta en el cercioramiento narrado 
en razón que antecede donde deje citatorio a 
la parte demanda para que me espere a la hora 
que aparece en la presente acta del día de hoy. 
Acto continuo procedo a llamar a la puerta del 
domicilio, acudiendo a mi llamado una persona 
quien dijo ser quien se identifica con 
credencial oficial con fotografía número 
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requiriéndole la presencia de la parte demandada 
a lo que me refiere que no se encuentra. Bajo esa 
tesitura procedo hacer efectivo el apercibimiento 
indicado en la razón de citatorio, hecho lo cual 
le pregunto a la persona que me atiende si es 
apoderada, empleada, domestica del demandado, 
o en su caso si tiene algún parentesco, a lo que 
refiere que , hecho lo anterior le hago 
saber el objeto de mi presencia procediendo a 
cumplimentar el auto de exequendo indicado al 
inicio de la presente al cual le doy lectura íntegra 
en presencia de la persona que me atiende y en 
cumplimiento al mismo, le requiero a la parte 
demandada por conducto de la persona que me 
atiende para que en este momento haga el pago 
a la parte actora aquí presente de la cantidad de 
$ por concepto de suerte principal 
más anexidades legales que se le reclaman o 
en su defecto para que señale bienes suficientes 
para garantizar las prestaciones reclamadas, 
apercibiéndole que en caso de no hacerlo este 
derecho pasará a la parte actora por disposición de 
ley sin ajustarse al orden de embargo que señala 
el artículo 1395 del Código de Comercio, a lo que 
manifiesta: . Tomando en cuenta que el 
deudor por conducto de la persona que me atiende 
se niega a pagar y además se niega señalar bienes 
suficientes propiedad de la parte reo que garanticen 
las prestaciones reclamadas, concedo la palabra 
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a la parte ejecutante quien manifiesta que señala 
para su embargo bienes muebles que existen dentro 
de este domicilio, para lo requiero a la persona 
que nos atiende nos permita el acceso al interior 
del inmueble para cumplir lo ordenado en autos 
manifestando que nos concede el acceso de forma 
voluntaria al interior del domicilio de la parte 
demandada, y en uso de su derecho el ejecutante 
señala los siguientes bienes muebles para garantizar 
las prestaciones reclamadas: Acto 
seguido el suscrito Actuario(a) en nombre de la Ley, 
procedo a declarar y declaro bien y formalmente 
embargados los bienes muebles señalados por la 
parte actora en esta diligencia para garantizar las 
prestaciones reclamadas en este asunto, los cuales 
doy fe de tenerlos a la vista y han sido descritos 
por el suscrito ejecutor. Hecho lo anterior, requiero 
a la parte actora para que designe depositario 
de los mismos y enterado de ello manifiesta que 


designa como depositario a , Quien se 
encuentra presente y se identifica con credencial 
oficial con fotografía número la cual doy fe 


de tenerla a la vista, lo que procedo a requerirle 
sobre aceptación y protesta del cargo conferido, 
haciéndole saber las penas en que incurren los 
depositarios infieles y enterado de ello, manifiesta 
que acepta y protesta cumplir el cargo conferido 
y señala como lugar de depósito el ubicado en 

y a disposición del Tribunal que dictó 
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la orden de embargo. Así mismo, y toda vez que 
está cubierta a satisfacción del Tribunal la garantía 
exigida para tal fin, procedo a entregarle todos y 
cada unos de los bienes descritos y embargados en 
la presente diligencia, a lo que refiere que los recibe 
en este momento de toda conformidad, teniéndole 
como discernido dicho cargo para todos los efectos 
legales correspondientes. A continuación procedo a 
emplazar a la parte demandada por conducto 
de la persona que me atiende, a quien le corro 
traslado con la cédula que contiene la orden de 
embargo decretada en su contra y copia al carbón 
de la presente diligencia que le será entregada al 
término de la misma, así como las copias cotejadas 
y selladas de la demanda y documento(s) base de 
la acción y demás anexos; haciéndole saber que 
dispone del término de ocho días hábiles a partir 
de que surta efectos el presente emplazamiento, 
para comparecer ante el juzgado del conocimiento 
ubicado en calle Algarrobo esquina con Hacienda 
de Burras de esta ciudad, hacer paga llana de la 
cantidad reclamada y las costas, o bien, oponer 
excepciones que tuviere para ello. Igualmente le 
requiero para que señale domicilio en esta ciudad 
para oír y recibir notificaciones, apercibiéndole 
que de no hacerlo, las subsecuentes, aún las de 
carácter personal, se le harán por medio de lista 
que se publica en los estrados de dicho Juzgado. 
Se le precisa que de contestar la demanda deberá 
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agregar copias simples del registro Federal de 
Contribuyentes, así como de identificación oficial 
y de la Clave Única de Registro de Población, 
en caso de carecer de ellos, deberá manifestarlo 
bajo protesta de decir verdad. Así mismo, se hace 
entrega de copia al carbón al ejecutante para 
los efectos legales a que hubiere lugar. Con lo 
anterior se da por terminada la presente diligencia, 
firmando en ella los que intervinieron y quisieron 
hacerlo para la debida constancia, siendo la hora 
de término de la presente las horas 
minutos del mismo día de su inicio.- DOY FE. 
(Nombre y firma del Actuario y de las personas que 
intervinieron) 


Es menester indicar que dicha propuesta de igual 
forma puede adecuarse al estilo del nuevo actuario y a las 
exigencias propias del auto a cumplir, pero sin dejar por un 
lado los requisitos que se exigen tanto al requerimiento de 
pago, al embargo y la formalidad del emplazamiento para 
evitar una futura nulidad de la diligencia, de igual forma 
si el demandado no supiera firmar o no quisiera hacerlo tal 
circunstancia deberá anotarse por el actuario en el acta. 

También es cierto, que en la vida laboral se dan 
tantos supuestos que pueden complicar el cumplimiento 
del auto que nos ocupa como el emplazamiento a juicio 
del demandado, pues no en todos los casos existen vecinos 
cercanos que nos puedan dar alguna información sobre 
la persona de nuestra búsqueda, no obstante que existan 
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casas cerca del domicilio materia de la diligencia también 
existe el problema que ninguna persona atienda al llamado 
del ejecutor para realizar su cercioramiento, o también, 
cuando dicho domicilio esta rodeado de locales comerciales 
cuyos empleados no conocen a la persona demandada, o 
aún más, con tantas colonias o lugares irregulares tenemos 
problemas hasta para ubicar la colonia. Cierto es, que todo 
esto se puede evitar en gran medida si la parte ejecutante 
ubicara con exactitud el domicilio del demandado, pues 
suele pasar que el solicitante ignora toda ubicación del 
inmueble, para ello es necesario establecer al momento en 
que se solicita la ficha algún punto de reunión cuando el 
domicilio es de difícil acceso o localización y luego proceder 
al debido cercioramiento. Pero al final debe cumplirse de 
forma correcta por el actuario designado y por ello es muy 
importante asentar en la diligencia correspondiente que en el 
domicilio donde se realice la diligencia fue aquel señalado 
para ese fin por el Juzgado del conocimiento y describir los 
medios que sirvieron al actuario para llegar a la conclusión 
que efectivamente la persona buscada tiene su domicilio en 
la casa indicada. En caso contrario abstenerse de ejecutar el 
auto exequendo y el emplazamiento a juicio. 

Es recomendable leer tranquilamente el auto a cumplir, 
y sobre todo contar con las copias de la demanda y anexos 
para emplazar a juicio a la parte demandada, si bien, dichos 
artículos que prevén el emplazamiento a juicio en la vía 
ejecutiva mercantil son omisos sobre las exigencias que 
deben cumplir las copias de traslado, pero las mismas siempre 
son selladas por el Juzgado que ordena el auto a cumplir. Sin 
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embargo, no debe pasar por alto el contenido de la siguiente 
jurisprudencia que posiblemente sea aplicable a nuestro 
emplazamiento a juicio ejecutivo mercantil. Cuyo registro es 
2017535 de la Primera Sala siendo el rubro: Emplazamiento. 
la omisión del actuario de certificar la entrega de las copias 
de traslado de la demanda debidamente selladas y cotejadas 
con su original, ocasiona la ilegalidad de dicha diligencia. 

Por último, como actuario y en cumplimiento al auto 
de exequendo y emplazamiento debe atenderse a todos los 
requerimientos que en su caso indique, pues pueden variar 
dependiendo el juzgado que lo dicte, así como correr traslado 
con las copias indicadas, mismas que deben verificarse si 
corresponden a los autos a cumplir y ajustar el formato que 
gran tiempo ahorra en la práctica según las exigencias de la 
encomienda. 
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Bibliografía 


Congreso del estado de  Guanajuato.: Código de 
procedimientos civiles para el estado de Guanajuato. 

Congreso federal.: Código de comercio. 

- — Código federal de procedimientos civiles. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (tesis y 
jurisprudencias).: Salario mínimo. La autoridad 
jurisdiccional puede ordenar el embargo sobre el 
excedente de su monto, para el aseguramiento de 
obligaciones de carácter civil o mercantil contraídas por 
el trabajador, en principio, sólo respecto del 30% de ese 
excedente. 

- Interés jurídico. Por regla general, cuenta con él, el 
usufructuario que reclama en el amparo indirecto 
el embargo recaído en bienes inmuebles sujetos a 
usufructo. 

- — Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. La 
declaratoria que en la práctica realiza el actuario, relativa 
a que sobre los bienes designados se traba formal 
embargo u otra similar, no constituye un requisito de los 
exigidos por la legislación mercantil para la validez de 
aquélla. 

-  Citatorio previo a la diligencia de embargo, 
requerimiento de pago y emplazamiento en el juicio 
ejecutivo mercantil. Es innecesario que lo firme la 
persona, distinta al demandado, con quien se deja. 
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Emplazamiento. En el acta de entrega del citatorio 
correspondiente, el funcionario judicial debe asentar las 
razones por las que fijó determinada hora para que el 
demandado lo espere. 

Emplazamiento. Para el señalamiento de la hora de 
espera en el citatorio debe atenderse a las reglas de la 
lógica y de la experiencia, o incluso al contexto del lugar 
o población (interpretación del artículo 80 del código de 
procedimientos civiles del estado de Michoacán). 
Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. La 
declaratoria que en la práctica realiza el actuario, relativa 
a que sobre los bienes designados se traba formal 
embargo u otra similar, no constituye un requisito de los 
exigidos por la legislación mercantil para la validez de 
aquélla. 

Emplazamiento en juicios ejecutivos mercantiles, 
nulidad del, comprende al requerimiento y embargo 
practicados. 

Medida de aseguramiento en materia mercantil. La 
identificación del número de cuenta y de la institución 
bancaria no constituye un requisito para la procedencia 
del embargo de cuentas bancarias como providencia 
precautoria, y puede solicitarse de forma genérica al 
juez mercantil para que la otorgue. 

Emplazamiento de persona física. Para establecer 
el lugar en que debe realizarse es innecesario seguir 
el orden excluyente previsto en las disposiciones 
sustantivas que regulan el domicilio como atributo de 
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la personalidad, en caso de no haberse designado uno 
convencional (legislaciones de los estados de Puebla, 
Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). 

Emplazamiento de persona física. Para establecer 
el lugar en que debe realizarse es innecesario seguir 
el orden excluyente previsto en las disposiciones 
sustantivas que regulan el domicilio como atributo de 
la personalidad, en caso de no haberse designado uno 
convencional (legislaciones de los estados de Puebla, 
Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). 

Emplazamiento a personas morales en materia civil. 
Es legal que el actuario entienda la diligencia en el 
domicilio señalado por el actor con el apoderado 
legal, si éste se ostenta con ese carácter y acredita 
su personalidad con un poder general para pleitos y 
cobranzas, el cual le fue otorgado sin limitación alguna 
(legislación del estado de Quintana Roo). 
Emplazamiento. La omisión del actuario de certificar 
la entrega de las copias de traslado de la demanda 
debidamente selladas y cotejadas con su original, 
ocasiona la ilegalidad de dicha diligencia. 

Expromisión. Si en la diligencia de requerimiento de 
pago, embargo y emplazamiento, el diligenciario omite 
pedirle a la persona extraña que si se solidariza con el 
demandado que se identifique fehacientemente y que 
suscriba el acta relativa, ello hace presuponer la falta de 
autorización de aquélla de asumir la deuda. 
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- — Emplazamiento. Para cumplir el requisito de que el 
notificador se cerciores del domicilio, es innecesaria 
una descripción detallada de la persona que informa 
de lo anterior o con la que se entiende la diligencia, 
que se negó a dar su nombre, a identificarse o firmar 
(interrupción de la jurisprudencia la./J. 14/95) 
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Capítulo X 
Embargo por Valor Equivalente 
Artículo 36. En caso de que el producto, los instrumentos 
u objetos del hecho delictivo hayan desaparecido o no se 
localicen por causa atribuible al imputado, el Ministerio 
Publico decretará o solicitará al Órgano jurisdiccional 


correspondiente el embargo precautorio, el aseguramiento 
y, en su caso, el decomiso de bienes propiedad del o de 
los imputados, así como de aquellos respecto de los 
cuales se conduzcan como dueños, dueños beneficiarios o 
beneficiarios controladores, cuyo valor equivalga a dicho 
producto, sin menoscabo de las disposiciones aplicables 
en materia de extinción de dominio. 


Procedimiento de embargo 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


marcada la preocupación del legislador por garantizar 

a toda costa la restitución de derechos y la reparación 
del daño a víctimas y ofendidos por el delito de secuestro, 
pues ante la eventualidad de que hubieran desaparecido 
el producto (el rescate), o los instrumentos con los que se 
cometió (vehículos de motor, por ejemplo), es posible que 
sea solicitado por el Ministerio Público, y se decrete por el 
Órgano Jurisdiccional un embargo que garantice la restitución 
y la reparación del daño. 


n esta disposición encontramos de manera todavía más 
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La única precisión que cabe hacer es la de que el objeto 
del delito de secuestro es la persona a la que se priva de 
la libertad, de modo que en esta porción me parece que el 
legislador se fue con la inercia de las disposiciones de la Ley 
de Extinción de Dominio, la cual estipula que tal figura recae 
precisamente en el producto, los instrumentos o el objeto de 
los delitos en los que procede. 

Se centra en un mecanismo legal crucial diseñado 
para enfrentar situaciones en las que los bienes obtenidos 
por actividades delictivas, específicamente el secuestro, 
han desaparecido o no pueden ser localizados debido a 
acciones atribuibles al imputado. Este artículo permite 
que el Ministerio Público solicite al órgano jurisdiccional 
correspondiente medidas como el embargo precautorio, el 
aseguramiento y, en su caso, el decomiso de bienes de los 
imputados que posean un valor equivalente al del producto 
del delito, ampliando así el alcance para incluir, no sólo los 
bienes directamente asociados al delito, sino también aquellos 
sobre los cuales el imputado ejerce control o se beneficia de 
ellos. 

Este enfoque tiene el propósito de asegurar que 
los perpetradores de secuestros no puedan evadir sus 
responsabilidades legales y financieras mediante la 
ocultación o disposición de los bienes relacionados con 
el delito. Al permitir el embargo y decomiso de bienes de 
valor equivalente, se busca cerrar las brechas que podrían 
ser explotadas para evitar la justicia y asegurar que haya 
recursos disponibles para compensar adecuadamente a las 
víctimas por los daños sufridos. Este procedimiento no sólo 
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tiene como objetivo facilitar la reparación a las víctimas, 
sino también actuar como un desincentivo contra la comisión 
de secuestros, estableciendo consecuencias financieras 
significativas para los delincuentes. 

Más allá de su función punitiva y compensatoria, el 
artículo 36 refleja un compromiso con la justicia y el estado 
de derecho, demostrando la determinación del Estado por 
combatir el secuestro y apoyar a las víctimas. Al ampliar el 
espectro de bienes que pueden estar sujetos a las medidas 
judiciales, el artículo fortalece el marco legal y judicial para 
luchar contra este delito, asegurando que los perpetradores 
enfrenten consecuencias adecuadas y que las víctimas 
reciban el apoyo necesario para su recuperación. En esencia, 
este artículo contribuye a una aplicación más efectiva de la 
justicia y promueve una sociedad más justa y segura, donde 
los derechos de las víctimas son protegidos y las actividades 
delictivas no quedan impunes. 


203 


Embargo 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Embargo 


204 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Capítulo VII 
Del Emplazamiento y las Notificaciones 
Artículo 194. El emplazamiento, es el primer acto por 
el que se hace saber a una persona que se ha iniciado 
un juicio en su contra, para que dentro del término 
que se señale comparezca a contestar la demanda. La 
notificación, que es el acto procesal mediante el cual la 


autoridad jurisdiccional da a conocer el contenido de una 
resolución a las partes. La citación, que es el llamamiento 
para que alguna persona comparezca o intervenga en la 
práctica de algún acto procesal. El requerimiento, que 
es el medio a través del cual la autoridad jurisdiccional 
conmina a las partes o a terceros, para que cumplan con 
un mandato judicial. 


Emplazamiento y notificaciones 


Comentarios 


Lic. Juana Ruth Alvarado Rivera 


Civiles y Familiares (CNPCyF) y los artículos 
subsecuentes hasta el artículo 216 establecen 
procedimientos claves como el emplazamiento, notificación, 
citación y requerimiento. Estos actos procesales son 
fundamentales para garantizar el derecho de audiencia del 
justiciable, asegurando que el demandado esté debidamente 


) l artículo 194 del Código Nacional de Procedimientos 
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informado del proceso en su contra y tenga la oportunidad de 
ejercer su derecho a la defensa, conforme a los principios de 
tutela jurisdiccional efectiva. 

El emplazamiento es el acto inicial que notifica a una 
persona sobre el inicio de un juicio en su contra. Este acto 
debe realizarse de manera que no quede duda alguna de 
que el demandado está enterado del proceso, y que tiene un 
término legal para responder ante la autoridad competente, 
asegurando su garantía de audiencia y una defensa adecuada. 
Este proceso debe ser expedito y respetar las formalidades 
esenciales para la emisión de una sentencia justa y su correcta 
ejecución. 

Por otro lado, la notificación es un acto procesal 
mediante el cual la autoridad jurisdiccional comunica a las 
partes el contenido de una resolución, manteniendo a todos 
los implicados informados sobre el avance y las decisiones 
dentro del proceso. Asimismo, la citación llama a las partes 
a Intervenir en actos procesales específicos, como prestar 
declaración o participar en una audiencia, garantizando su 
presencia en momentos cruciales del proceso. 

El requerimiento, en cambio, es un medio a través del 
cual la autoridad ordena a las partes o a terceros cumplir con 
un mandato judicial, como la presentación de documentos o 
el pago de deudas. Este procedimiento es vital para asegurar 
la ejecución efectiva de las decisiones judiciales. 

El CNPCyF armoniza estas formalidades con los 
principios que rigen el juicio oral, tales como inmediación, 
publicidad, contradicción, concentración y celeridad, 
destacando la importancia de este último en la ejecución 
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del emplazamiento. De acuerdo con el artículo 199, el 
emplazamiento puede realizarse por adhesión, lo que asegura 
su carácter personal y directo, adaptándose a las necesidades 
procesales actuales sin descuidar los requisitos legales. 

Además, las notificaciones, los requerimientos y las 
citaciones deben cumplir con los requisitos del artículo 16 
de la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que establece las bases para cualquier acto de autoridad que 
resulte en una molestia para el ciudadano. El estado mexicano 
tiene la obligación de garantizar el acceso a la justicia, al 
debido proceso y a una justicia completa, integrando los 
principios rectores de las garantías judiciales contempladas 
en el artículo 25 de la convención americana de derechos 
humanos, en correlación con el principio de economía 
procesal, que busca la resolución de conflictos en el menor 
tiempo posible, optimizando recursos y energía. 


I.- Concepto legal de emplazamiento 


El emplazamiento es el primer acto por el cual se 
notifica a una persona que se ha iniciado un juicio en su 
contra, para que dentro del término que se señale comparezca 
a contestar la demanda. 

Es un acto procesal inicial que tiene como objetivo 
informar formalmente a una persona que se ha iniciado un 
juicio en su contra. Este acto es fundamental en el derecho 
procesal civil, ya que asegura que el demandado tenga 
conocimiento oficial de que existe una acción legal en su 
contra. 
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La notificación en el contexto del emplazamiento 
es esencial porque constituye el primer contacto oficial 
del demandado con el proceso. Esta notificación debe ser 
realizada conforme a las formalidades legales para garantizar 
su validez; es decir, debe cumplir con ciertos requisitos de 
forma y contenido establecidos por la ley para asegurar que 
el demandado reciba toda la información necesaria de manera 
clara y comprensible. 

El emplazamiento debe contener información crucial 
para el demandado, incluyendo: 

1.- La identificación de la autoridad judicial que emite el 
emplazamiento. 

2.- El nombre del demandante, y una breve descripción 
de la demanda. 

a.- El plazo específico dentro del cual el demandado 

debe comparecer ante el tribunal y contestar la demanda. 

b.- Las consecuencias legales de no comparecer o 

contestar dentro del plazo señalado, como el riesgo de 

que se dicte sentencia en rebeldía. 

Uno de los elementos esenciales del emplazamiento 
es el término o plazo que se otorga al demandado para 
comparecer ante el tribunal y contestar la demanda. Este 
plazo es determinado por la ley y puede variar dependiendo 
de la jurisdicción y la naturaleza del caso. 

El plazo debe ser suficiente para que el demandado 
pueda preparar una respuesta adecuada a la demanda, 
incluyendo la recolección de pruebas y la contratación de 
asesoría legal si es necesario. 
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El emplazamiento garantiza el derecho fundamental 
del demandado a la defensa. Al ser notificado formalmente 
del juicio, el demandado tiene la oportunidad de presentar 
su versión de los hechos, argumentar sus defensas y ofrecer 
pruebas en su favor. Este derecho es un pilar del debido 
proceso legal y es esencial para asegurar un juicio justo y 
equitativo. 

Si el emplazamiento no se realiza correctamente, puede 
tener serias implicaciones para el proceso judicial. Un 
emplazamiento defectuoso puede dar lugar a la nulidad de 
las actuaciones procesales subsiguientes, lo que significa que 
cualquier decisión tomada por el tribunal podría ser anulada. 
Esto subraya la importancia de seguir estrictamente los 
procedimientos legales para el emplazamiento. 

El propósito principal del concepto legal de 
emplazamiento es asegurar que el demandado tenga 
conocimiento efectivo de la existencia de un juicio en su 
contra y de los términos para su defensa. Este mecanismo 
protege el derecho al debido proceso, garantizando que 
el demandado reciba toda la información necesaria para 
preparar su respuesta y participar activamente en el 
procedimiento. Además, establece un marco de transparencia 
y justicia, permitiendo que todas las partes involucradas en el 
juicio sean debidamente informadas y tengan la oportunidad 
de presentar sus argumentos y pruebas de manera equitativa. 
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TI.- La notificación 


La notificación es el acto procesal mediante el cual la 
autoridad jurisdiccional da a conocer el contenido de una 
resolución a las partes. 

Implica un acto procesal fundamental dentro del sistema 
judicial, cuya función principal es comunicar a las partes 
involucradas en un litigio las decisiones y resoluciones que 
se emiten a lo largo del proceso. 

Este mecanismo asegura que todas las partes 
estén debidamente informadas sobre el desarrollo del 
procedimiento y puedan tomar las acciones necesarias en 
cada etapa del proceso. 

La notificación puede tener diferentes formas y 
procedimientos dependiendo de la naturaleza de la resolución 
y de las circunstancias específicas del caso. Generalmente, 
las notificaciones pueden ser personales, es decir, entregadas 
directamente a la parte interesada, o bien, pueden ser 
realizadas a través de medios alternativos como correo 
electrónico, edictos, o publicaciones en lugares designados 
por la ley. 

La selección del método de notificación adecuado 
depende de varios factores, incluyendo la ubicación de las 
partes, la urgencia de la comunicación y los requisitos legales 
específicos de la jurisdicción. 

El contenido de la notificación debe ser claro y completo, 
incluyendo la información detallada sobre la resolución 
emitida, los motivos de la misma, y las implicaciones legales 
para las partes involucradas. 


210 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Es esencial que la notificación sea redactada en un 
lenguaje accesible y comprensible para asegurar que las 
partes puedan entender plenamente el contenido y las 
consecuencias de la resolución. 

La notificación cumple varios propósitos importantes 
dentro del proceso. En primer lugar, garantiza la transparencia 
y la equidad del proceso al asegurar que todas las partes 
tengan acceso a la misma información en el mismo tiempo, 
evitando ventajas injustas o desventajas para cualquiera de 
las partes. 

En segundo lugar, permite que las partes tomen 
decisiones informadas sobre sus siguientes pasos en el litigio, 
ya sea presentando recursos, cumpliendo con las órdenes 
del tribunal o preparando su defensa con base en la nueva 
información recibida. 

Además, la notificación actúa como un registro oficial de 
la comunicación de la resolución, proporcionando evidencia 
de que la parte interesada ha sido informada debidamente. 

Esto es importante en caso de disputas posteriores 
sobre el conocimiento de las resoluciones judiciales, ya 
que proporciona una base documental para probar que la 
notificación se realizó conforme a los procedimientos legales 
establecidos. 

El cumplimiento de las formalidades legales en la 
notificación es esencial para la validez del acto. Si la 
notificación no se realiza correctamente, puede dar lugar a 
nulidades procesales, lo que significa que las decisiones o 
resoluciones comunicadas podrían ser invalidadas, afectando 
la continuidad y la eficacia del proceso. 
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En resumen, la notificación civil es un mecanismo 
esencial para asegurar la comunicación efectiva y equitativa 
dentro del proceso. Garantiza que todas las partes estén 
informadas de las resoluciones del tribunal y puedan actuar 
en consecuencia, manteniendo la integridad y la transparencia 
del procedimiento. 


TIIL- Definición de citación 


La citación es el llamamiento para que alguna persona 
comparezca o intervenga en la práctica de algún acto 
procesal. 

En el contexto del derecho procesal civil, es un acto 
formal mediante el cual se convoca a una persona para que 
comparezca ante una autoridad judicial en una fecha y hora 
determinadas con el propósito de participar en algún acto 
procesal específico. 

Este acto es fundamental para asegurar que las personas 
involucradas en un proceso, ya sean partes, testigos o peritos, 
estén presentes cuando se realicen actos que requieren su 
intervención directa. 

La citación se emite por la autoridad judicial competente 
y debe contener información precisa y detallada para que 
la persona citada entienda claramente el motivo de su 
convocatoria y las implicaciones de su comparecencia. La 
citación debe incluir la fecha, hora y lugar donde se llevará 
a cabo el acto para el cual ha sido convocado, así como una 
descripción clara del propósito de la citación, como puede ser 
prestar declaración, presentar pruebas, asistir a una audiencia, 
o participar en la ejecución de alguna diligencia judicial. 
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Este acto es esencial para garantizar el derecho de 
las partes a un debido proceso. Al citar a las personas 
involucradas, se asegura que todas tengan la oportunidad 
de participar activamente en el procedimiento, presentar 
sus argumentos, defender sus intereses y contribuir al 
esclarecimiento de los hechos. 

La citación es un mecanismo que promueve la 
transparencia y la equidad en el proceso, ya que todas las 
partes tienen la oportunidad de ser escuchadas y de presentar 
sus pruebas en el momento oportuno. 

También cumple con el propósito de mantener el orden 
y la organización en el desarrollo del proceso. Al establecer 
fechas y horarios específicos para la realización de actos 
procesales, se evita la improvisación y se asegura que las 
actividades judiciales se lleven a cabo de manera ordenada y 
planificada. 

Es importante que la citación se realice conforme 
a las formalidades legales establecidas. La falta de una 
citación adecuada puede tener consecuencias graves para 
el proceso. Por ejemplo, si una citación no es debidamente 
entregada, o no contiene la información necesaria, el acto 
al que se refiere puede ser declarado nulo, lo que puede 
retrasar el procedimiento y afectar los derechos de las partes 
involucradas. 

En conclusión, la citación es un llamamiento formal 
que garantiza la presencia y participación de las personas 
necesarias para la práctica de actos del proceso. Es un 
instrumento fundamental para asegurar la equidad, la 
transparencia y la eficacia en el desarrollo del proceso, 
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permitiendo que todas las partes involucradas tengan la 
oportunidad de intervenir y contribuir a la resolución del 
litigio de manera ordenada. 


TV.- El requerimiento 


El requerimiento es el medio a través del cual la 
autoridad jurisdiccional conmina a las partes, o a terceros, 
para que cumplan con un mandato judicial. 

Es un acto formal mediante el cual la autoridad judicial 
ordena a una o varias personas, ya sean partes en el litigio 
o terceros, que cumplan con una obligación específica 
establecida en un mandato judicial. 

Es fundamental para asegurar que las órdenes 
del tribunal se ejecuten de manera efectiva y que los 
procedimientos avancen conforme a lo previsto por la ley. 

El requerimiento se emite por la autoridad 
jurisdiccional competente y tiene la finalidad de asegurar el 
cumplimiento de decisiones judiciales, que pueden incluir 
la presentación de documentos, el pago de sumas de dinero, 
la realización de determinadas acciones, o la abstención de 
llevar a cabo ciertos actos. 

La autoridad judicial utiliza el requerimiento como una 
herramienta para garantizar que sus Órdenes sean obedecidas 
y que los derechos de las partes sean respetados. 

Debe ser claro y específico, detallando la obligación que 
debe cumplirse, el plazo para su cumplimiento, y las posibles 
consecuencias de no atender el requerimiento. 
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La claridad en el requerimiento es esencial para que el 
destinatario entienda plenamente lo que se le ordena y las 
implicaciones legales de su incumplimiento. Por ejemplo, 
si el requerimiento es para el pago de una deuda, debe 
especificar la cantidad exacta a pagar, el método de pago 
aceptable, y la fecha límite para realizar el pago. 

También sirve como un mecanismo de coerción legal, 
ya que su incumplimiento puede dar lugar a sanciones; que 
pueden incluir multas, embargos, o incluso penas más severas 
como la prisión en casos de desacato grave. 

Estas sanciones buscan asegurar que las órdenes 
judiciales sean respetadas y que el proceso se desarrolle sin 
obstrucciones. La posibilidad de enfrentar consecuencias 
negativas por no cumplir con un requerimiento refuerza la 
autoridad del tribunal y motiva a las partes a actuar conforme 
a las decisiones judiciales. 

Además de su función coercitiva, el requerimiento 
tiene un papel importante en la protección de los derechos 
de las partes y en la administración de justicia. Al exigir 
el cumplimiento de mandatos judiciales, el requerimiento 
garantiza que las resoluciones del tribunal se lleven a cabo 
y que se mantenga el orden y la legalidad en el proceso, 
lo que es importante para asegurar que las decisiones del 
tribunal sean efectivas y que los derechos de las partes sean 
debidamente protegidos. 

En algunos casos, el requerimiento puede incluir la 
necesidad de intervención de la fuerza pública para asegurar 
su cumplimiento, especialmente si el destinatario se niega a 
cumplir voluntariamente. 
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Esta intervención se realiza siempre bajo la supervisión 
del actuario para asegurar que se respeten los derechos 
de todas las partes y que se actúe dentro del marco legal 
establecido. 

Así las cosas, el requerimiento es un acto esencial que 
permite a la autoridad judicial ordenar el cumplimiento de sus 
mandatos. Garantiza la ejecución efectiva de sus decisiones, 
protege los derechos de las partes involucradas, y mantiene la 
autoridad y el orden en el proceso. Su claridad, especificidad 
y la posibilidad de imponer sanciones por incumplimiento 
lo convierten en una herramienta fundamental para la 
administración de justicia y el respeto a las órdenes judiciales. 


Emplazamiento 
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Artículo 240. Los efectos del emplazamiento son: 

I. Prevenir el juicio en favor de la autoridad 
jurisdiccional que lo hace; 

NH. Sujetar al emplazado a seguir el juicio ante 
la autoridad jurisdiccional que lo emplazó, siendo 
competente al tiempo de la citación, aunque después deje 
de serlo con relación a la parte demandada, porque éste 
cambie de domicilio, o por otro motivo legal; 

TIL. Obligar a la parte demandada a contestar ante 
la autoridad jurisdiccional que lo emplazó, dejando 
en su caso a salvo, siempre el derecho de provocar la 
incompetencia respectiva; 

IV. Producir todas las consecuencias de la 
interpelación judicial, si por otros medios no se hubiere 
constituido ya en mora el obligado, y 

V. Originar el interés legal en las obligaciones 
pecuniarias sin causa de réditos. 


Efectos del emplazamiento 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 240 detalla los efectos jurídicos que se 
derivan del acto de emplazamiento a juicio de un 


demandado, estableciendo las consecuencias del 
emplazamiento. 
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L- Previsión de jurisdicción 


La primera parte del artículo comentado establece 
que el emplazamiento tiene el efecto de prevenir el juicio 
en favor de la autoridad jurisdiccional que realiza dicho 
emplazamiento. 

Los aspectos clave son: 

l.- Fijación de la jurisdicción: Una vez que una 
autoridad jurisdiccional ha realizado el emplazamiento, 
retiene la jurisdicción sobre el caso. Esto significa que 
el juicio continuará bajo la supervisión de esa autoridad 
particular, independientemente de ciertos cambios que 
podrían ocurrir más adelante. 

2.- Estabilidad del proceso: Este efecto asegura que el 
proceso no será traspasado a otra jurisdicción simplemente 
debido a cambios circunstanciales después del inicio del 
juicio. 

El propósito es: 

1.- Continuidad jurisdiccional: El propósito principal de 
este efecto es garantizar la continuidad y la estabilidad del 
proceso. Al prevenir el juicio en favor de la autoridad que 
emplaza, se evita la posibilidad de que el caso sea trasladado 
a otra jurisdicción, lo cual podría complicar o alargar el 
procedimiento. 

2.- Evitar manipulaciones del proceso: Este efecto 
también sirve para prevenir estrategias dilatorias que 
podrían intentar algunas partes para cambiar la jurisdicción 
y, posiblemente, obtener un resultado más favorable en otra 
sede judicial. 
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1.- Mantenimiento de la competencia jurisdiccional 


El artículo 240 además establece que el emplazado debe 
seguir el juicio ante la autoridad que lo emplazó, incluso si 
esta autoridad pierde la competencia sobre el caso debido a 
cambios posteriores. 

Los aspectos clave son 

1.- Competencia retenida post-emplazamiento: Una 
vez que un demandado ha sido emplazado por una autoridad 
jurisdiccional, esa autoridad retiene la competencia para 
continuar con el juicio, incluso si luego la perdiera. 

El propósito es: 

1.- Estabilidad del proceso: El principal objetivo es 
mantener la estabilidad y la previsibilidad en los procesos. 
Esto es importante para asegurar que ambas partes tengan 
claridad sobre qué autoridad está manejando el caso y evitar 
la confusión y el retraso que podrían resultar de un cambio de 
competencia. 

2.- Protección contra manipulaciones: Al fijar la 
competencia una vez que el emplazamiento ha sido efectuado, 
se evitan tácticas procesales donde una parte podría intentar 
mover su domicilio u alterar otras circunstancias para 
cambiar la jurisdicción del caso. 

Así, se pretende garantizar que la autoridad que 
emplace a un demandado retenga la competencia sobre el 
caso, independientemente de cambios en las circunstancias 
que normalmente alterarían esa competencia. Esto asegura 
la continuidad y la integridad del proceso, protegiéndolo de 
manipulaciones. 
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TIL.- Obligación de respuesta del demandado 


Se establece que el demandado está obligado a contestar 
ante la autoridad jurisdiccional que lo emplazó. Además, 
se aclara que, aunque debe responder ante esta autoridad, 
conserva el derecho de impugnar la competencia de dicha 
autoridad si lo considera necesario. 

Los aspectos clave son: 

1.- Obligación de contestar la demanda: El artículo 
enfatiza que el demandado debe presentar su contestación 
ante la autoridad que realizó el emplazamiento. 

2.- Salvaguarda del derecho para impugnar la 
competencia: Aunque el demandado debe responder ante 
la autoridad que lo emplazó, el artículo especifica que esto 
no le quita el derecho de cuestionar la competencia de esa 
autoridad. Esto significa que el demandado puede plantear 
un conflicto de competencia si cree que la autoridad no es la 
adecuada para tratar el caso. 

El propósito es: 

1.- Asegurar la participación activa del demandado: 
Al obligar al demandado a contestar, se garantiza su 
participación activa en el proceso, lo cual es esencial para un 
juicio justo. 

2.- Mantenimiento de la autoridad judicial: Este punto 
ayuda a mantener el orden y la autoridad del tribunal que ha 
emplazado al demandado, asegurando que el caso se maneje 
bajo la jurisdicción inicial, a menos que se demuestre una 
razón válida para cambiarla. 
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3.- Protección de los derechos procesales del 
demandado: Al permitir que el demandado impugne 
la competencia, se protegen sus derechos procesales, 
permitiéndole asegurarse de que el juicio se lleve a cabo en 
una jurisdicción que sea competente para tratar el caso. 

Así, se trata de equilibrar la necesidad de mantener la 
continuidad y la autoridad del proceso con la protección de 
los derechos procesales del demandado, asegurando que 
este pueda responder adecuadamente a la demanda mientras 
retiene la capacidad de cuestionar la competencia del tribunal 
si es necesario. 


IV.- Efectos de la interpelación judicial 


Resalta que el emplazamiento produce todos los efectos 
de una interpelación judicial, incluyendo establecer en mora 
al obligado si no lo estaba previamente por otros medios. 

Los aspectos clave son: 

1.- Producción de consecuencias de la interpelación 
judicial: Se establece que el emplazamiento tiene el efecto de 
producir todas las consecuencias legales de una interpelación 
judicial. En el contexto de las obligaciones, la interpelación 
judicial es el acto formal por el cual se declara en mora al 
deudor, es decir, en retardo culpable de cumplimiento de su 
obligación. 

2.- Constitución en mora: El emplazamiento sirve 
para constituir en mora al obligado si este no se hubiera 
constituido ya por otros medios. Definir la temporalidad 
de la mora es importante, porque a partir de este momento 
comienzan a correr los intereses por el retraso. 
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El propósito es: 

1.- Formalización del incumplimiento: El principal 
objetivo de este punto es formalizar el estado de 
incumplimiento del deudor frente a sus obligaciones 
contractuales o legales. Al declarar en mora al obligado 
mediante el emplazamiento, se establece un registro claro y 
formal del inicio del incumplimiento. 

2.- Incentivo para el cumplimiento: Este efecto del 
emplazamiento actúa como un incentivo para que el deudor 
cumpla con sus obligaciones de manera oportuna. Saber que 
el emplazamiento puede resultar en mora y consecuencias 
financieras adicionales puede motivar a los deudores a 
resolver sus obligaciones antes de ser emplazados. 

3.- Claridad procesal: Proporciona claridad en el 
proceso, estableciendo formalmente el estado de las 
obligaciones y los derechos de las partes una vez que se ha 
emitido el emplazamiento, evitando ambigúedades sobre esos 
temas. 

La parte en comento del artículo 240 trata de asegurar 
que el emplazamiento tenga efectos prácticos y legales 
significativos, especialmente en términos de establecer la 
mora y sus consecuencias en las obligaciones del demandado. 


V.- Generación de intereses legales 


Se indica que el emplazamiento da origen a la 
acumulación de intereses legales en obligaciones pecuniarias 
que no generaban réditos anteriormente. 

Los aspectos clave son: 
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1.- Origen del interés legal: El punto establece que 
el emplazamiento da origen al interés legal sobre las 
obligaciones pecuniarias. Esto significa que a partir del 
momento del emplazamiento, las sumas de dinero que el 
demandado deba al demandante comenzarán a generar 
intereses, aunque inicialmente el acuerdo entre las partes no 
previera esta situación. 

2.- Aplicabilidad a obligaciones sin réditos preexistentes: 
Específicamente, este efecto se aplica a las obligaciones 
pecuniarias que no tenían asignados intereses previamente. 
Por ejemplo, si una deuda no especificaba la acumulación de 
intereses en caso de mora, el emplazamiento puede activar 
automáticamente la generación del interés legal. 

El propósito es: 

1.- Compensación por la demora en el pago: La 
generación de intereses legales sirve como una forma de 
compensar al acreedor por la demora en la recepción del pago 
debido. 

2.- Disuasión del Incumplimiento: Establecer que las 
deudas comiencen a generar intereses tras el emplazamiento 
actúa como un disuasivo contra el retraso en el cumplimiento 
de las obligaciones pecuniarias. Sabiendo que cualquier 
retraso resultará en costos adicionales puede motivar a los 
deudores a resolver sus deudas rápidamente. 

Así, se establece un marco legal claro para la generación 
de intereses sobre deudas que inicialmente no generaban 
réditos, al ser emplazado el deudor. 
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Derechos humanos y empresa 


Lic. Laura Patricia Espinosa Ortiz 


Resumen: Las empresas enfrentan desafíos en derechos humanos, esenciales para 
la responsabilidad social corporativa, destacando la falta de recursos y estrategias 
claras, y proponiendo un Ombudsman como solución interna. 


Palabras clave: Empresas, Derechos humanos, Responsabilidad social corporativa, 
Recursos, Ombudsman. 


Abstract: Businesses face human rights challenges essential for corporate social 
responsibility, highlighting resource and strategy gaps, proposing an Ombudsman as 
an internal solution. 


Keywords: Companies, Human rights, Corporate social responsibility, Resources, 
Ombudsman. 


Introducción 


la luz del panorama actual, las empresas enfrentan 
desafíos significativos en materia de Derechos 
Humanos, los cuales se han convertido en un 
componente esencial de su estrategia de Responsabilidad 
Social Corporativa. Esta implementación, aunque no es 
completamente nueva, ha sido frecuentemente pasada por 
alto en su aplicación práctica, lo que la convierte en un área 
de creciente interés y necesidad. Hasta la fecha, la mayoría 
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de las empresas adolecen de una falta de asesoramiento 
e Información adecuados para llevar a cabo esta 
implementación de manera efectiva, además de enfrentarse a 
la escasez de recursos necesarios para abordar estos retos en 
un entorno de mercado altamente competitivo y diverso. La 
falta de una estrategia clara en Derechos Humanos no solo 
expone a las empresas a riesgos legales y de reputación, sino 
que también limita su capacidad para contribuir positivamente 
al desarrollo social y económico de las comunidades en las 
que operan. 

Un aspecto de lo más crucial es la sensibilización 
interna. Las actividades empresariales pueden tener un 
amplio espectro de impactos, tanto positivos como negativos, 
en los derechos humanos. Esta realidad ha captado una 
atención creciente por parte de la comunidad internacional, 
como se detallará en este trabajo. La expansión global del 
sector privado en las últimas tres décadas ha traído consigo 
un aumento significativo en los impactos sociales de este 
sector, manifestándose tanto en contribuciones positivas 
hacia el bienestar económico y la generación de empleo, 
como en desafíos para el disfrute de los derechos humanos. 
Es imperativo que las empresas desarrollen y fortalezcan 
mecanismos de vigilancia y evaluación de sus operaciones 
para identificar, prevenir y mitigar cualquier impacto 
negativo en los derechos humanos, promoviendo así prácticas 
empresariales responsables y sostenibles. 

La presente ponencia tiene como base compartir mi 
experiencia profesional en el manejo de recursos humanos 
y como apoderada legal, asesorando a las empresas en la 
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adopción de una cultura de prevención jurídica. además, se 
discutirá sobre el diseño de estructuras organizacionales 
personalizadas, o trajes a la medida para fomentar el 
crecimiento empresarial. Desde mi posición como apoderada 
legal, expondré mis perspectivas sobre las acciones que deben 
implementar las empresas para adaptarse y propongo que en 
méxico se reconozca e implemente la figura del ombudsman 
empresarial, siguiendo el ejemplo de países como España 
donde ya se ha puesto en práctica. La introducción de un 
ombudsman empresarial en México podría servir como 
un mecanismo efectivo para abordar las preocupaciones 
relacionadas con los derechos humanos dentro de las 
empresas, ofreciendo un canal de comunicación y resolución 
de conflictos que beneficie tanto a los empleados como a la 
dirección. 

La finalidad de este trabajo es fomentar la conciencia 
y la acción basada en la regulación de derechos humanos a 
nivel nacional e internacional, analizando las medidas que las 
empresas deben tomar para adaptarse a estas regulaciones y 
asumir su responsabilidad de respetar los derechos humanos. 
Se busca crear un marco de referencia que guíe a las 
empresas en la integración efectiva de los derechos humanos 
en sus operaciones, asegurando que sus prácticas comerciales 
no solo sean legalmente cumplidas, sino también éticamente 
responsables y alineadas con los principios de sostenibilidad 
y responsabilidad social. 

Los objetivos específicos de este trabajo son sensibilizar 
sobre la relación entre derechos humanos y el ámbito 
empresarial, destacando la importancia de los empresarios, 
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quienes también están protegidos y pueden ser vulnerados 
por los derechos humanos. Además, se explora cómo las 
empresas pueden proteger y promover los derechos humanos 
dentro de su estructura organizacional mediante procesos 
y políticas adecuadas. Asimismo, se presenta la NOM- 
035 para su aplicación en México, y se analiza la figura 
del ombudsman Empresarial. Por otro lado, se aborda la 
carencia de liderazgo y estructura adecuada en las empresas. 
La implementación de la NOM-035, por ejemplo, es un paso 
importante hacia la promoción de un ambiente de trabajo 
saludable y seguro, enfocándose en la identificación, análisis 
y prevención de factores de riesgo psicosocial, así como en la 
promoción de un entorno organizacional favorable. 
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I.- Concepto de derechos humanos 


os derechos humanos son reglas imperativas para todo 
el mundo. 


“(...) Definen las relaciones entre los individuos 
y las estructuras de poder, especialmente el Estado. 
Delimitan el poder del Estado y, al mismo tiempo, 
exigen que el Estado adopte medidas positivas que 
garanticen condiciones en las que todas las personas 
puedan disfrutar de sus derechos humanos (...).”' 


Tal como lo menciona la CNDH, los derechos 
humanos “(...) son el conjunto de prerrogativas sustentadas 
en la dignidad humana, cuya realización efectiva resulta 
indispensable para el desarrollo integral de la persona (...).”” 
A pesar de que se suelen positivarse en las normas, los 
derechos humanos son inherentes a la persona, es decir, están 
unidos, adheridos, a todo aquel que sea persona, por el simple 
hecho de serlo. 

Dichas reglas nos ayudan a vivir en paz y a respetarnos 
unos a otros. Son para todos, sin importar la procedencia, la 
nacionalidad, la religión, o cualquier otro factor diferenciador. 
Todas las personas merecen ser tratadas de la misma manera. 


1 Unión interparlamentaria y Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: 
Derechos humanos. Manual para parlamentarios no. 26. Recurso digital 
disponible en  https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/ 
HandbookParliamentarians_SP.pdf consultado el 26 de junio de 2024. 


2 CNDH México: ¿Qué son los derechos humanos? Recurso digital disponible en 
https://www.cndh.org.mx/derechos-humanos/que-son-los-derechos-humanos 
consultado el 26 de junio de 2024. 
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Así, los derechos humanos tienen como notas distintivas 
el hecho de ser, para todos: Sin importar de quién se trate, 
todas las personas poseen estos derechos. Además, subyace 
el hecho de que no se pueden quitar, salvo en casos muy 
especiales y respetando el derecho de audiencia. Otra nota 
distintiva es el hecho de que los países deben cuidar estos 
derechos generando políticas para asegurarse de toda la 
población los disfruten. Y por último, se da la cuestión de que 
todas las personas deben respetar los derechos de los demás. 

Los derechos humanos se basan en cuatro grandes 
principios: 


1. Universalidad: Todos poseen los mismos derechos. 

2. Interdependencia: Todos los derechos están conectados. 

3. Indivisibilidad: No es posible elegir cuáles derechos 
respetar y cuáles no. 

4. Progresividad: Los países deben trabajar para que los 
derechos mejoren siempre.* 


Consecuentemente, estas ideas nos ayudan a asegurar de 
que todos puedan vivir bien y con respeto. 


3 Unión interparlamentaria y Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: 
Derechos humanos. Manual para parlamentarios no. 26. Recurso digital 
disponible en  https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/ 
HandbookParliamentarians_SP.pdf consultado el 26 de junio de 2024. 
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1.- Empresa, empresario y empleado 


a ley federal del trabajo define a la empresa como “(...) 
la unidad económica de producción o distribución de 
bienes o servicios (...).” 

Desde el punto de vista de los integrantes del foro, 
Barrera Graf, citado por Torres Dávalos, define a la empresa 
como el “(...) conjunto de personas y cosas organizadas 
por el titular con el fin de realizar una actividad onerosa, 
generalmente lucrativa de producción o de intercambio de 
bienes y servicios destinados al mercado (...).”* 

Por otra parte, citado por la misma autora, Mantilla 
Molina comenta que la empresa es “(...) “el conjunto de 
cosas y derechos combinados para obtener u ofrecer al 
público bienes o servicios, sistemáticamente y con propósito 
de lucro (....).”* 

Partiendo de la perspectiva de la administración, la 
empresa es 


“(...) la unidad económica de combina los diferentes 
factores productivos, ordenados según determinada 
estructura organizativa, localizados en una o más 
unidades técnicas y físico-espaciales y dirigidos sobre 


4 Cfr. Torres Dávalos: Manual de introducción al derecho mercantil. Serie Manuales 
de derecho. Nostra ediciciones. Instituto de investigaciones jurídicas. México D.F. 
2010. ISBN: 978-607-7603-51-1. p. 101. 


5 Cfr. Torres Dávalos: Manual de introducción... p. 101. 
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la base de cierta relación de propiedad y control, con el 
ánimo de alcanzar unos objetivos, entre los que destaca 
el beneficio empresarial (...).”% 


Según Bahíllo y Pérez, la empresa puede ser definida 
desde varios aspectos o aristas: económica, jurídica, social, 
etc. Pero concuerdan en la finalidad: La producción de 
un bien o servicio, con el fin de obtener una ganancia 
maximizada con un costo mínimo.” 

Las mismas autoras definen al empresario como el 
individuo que coordina todos los factores de la empresa para 
lograr sus fines.? 

Sobre el trabajador, el segundo elemento de la empresa, 
la ley federal del trabajo menciona que es “(...) la persona 
física que presta a otra, física o moral, un trabajo personal 
subordinado (...).” 

La relación entre el empresario y el trabajador se suele 
materializar a través de un contrato, que en la mayoría de 
las ocasiones suele ser verbal —en contravención de la ley 
laboral—, o por escrito. Ante la falta de ese contrato escrito, 
la ley suple las condiciones de trabajo, a efecto de las 
condiciones en que se desempeñe este no sean contrarias a 
los propios derechos humanos. 


6 León Aquino, Gaspar José: Gestión de la documentación jurídica y empresarial. 
Editex. España. 2020.ISBN: 9788413212241. p. 168. 


7 Vid Bahíllo Marcos, Ma. Eugenia, y Pérez Bravo, Ma. Carmen: Gestión de la 
comunicación jurídica y empresarial. 3? ed. Paraninfo. Madrid, España. ISBN: 
9788428339452. p. 170. 


8 Vid nota anterior. 
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La ley es respaldada por los tribunales y las instancias 
de procuración del trabajo del Estado, quienes se encargan de 
velar por la dignidad de las condiciones de trabajo. Además 
de lo anterior, los sindicatos y asociaciones gremiales tienen 
la fuerza para negociar los términos del empleo con sus 
respectivos patrones. 

Así, se tienen los elementos que constituyen la empresa, 
de donde se desprende que quien da vida a la empresa es el 
factor humano. Este es el vínculo entre la empresa como ente 
y los empleados, y es importante el tener clara la dinámica 
de la relación humana dentro de la empresa, así como su 
integración en jerarquías, puestos y áreas de trabajo; además 
de cómo se va a constituir para poder desarrollar los objetivos 
por el cual el empresario decidió crear su empresa. 

Por lo tanto, en virtud de lo anterior, es muy importante 
no olvidar que es el recurso humano el que da vida a una 
empresa por lo que todo lo que dentro de una empresa 
implique hablar de una persona, implica hablar de un derecho 
humano. 
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TIIL.- La génesis de los derechos humanos dentro de la 
empresa 


aciones unidas emitió en 2011 los principios rectores 
sobre las empresas y derechos humanos, cuyo 
objetivo es “(...) mejorar las normas y prácticas 
en relación con las empresas y los derechos humanos a 
fin de obtener resultados tangibles para las personas y 
las comunidades afectadas y contribuir así también a una 
globalización socialmente sostenible (...).”? elaborados por 
el representante especial del secretario general para cuestión 
de Derechos Humanos y las empresas Internacionales y otras 
empresas.'' 
La cuestión de los derechos humanos y la empresa 
fue desarrollada por John Ruggie'', quien a partir del 2005 
generó un documento donde se señalaran y aclararan normas 
uniformes sobre la responsabilidad empresarial en la esfera 
de los derechos humanos. Además, su encomienda debía 
precisar la función de los Estados en ese campo, así como 
elaborar materiales y metodologías de evaluación de las 
repercusiones de las actividades empresariales en esos 


9 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 
28 de junio de 2024. 


10 Contenidos en el Informe final al Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/17/31) 


11 Fue un politólogo y catedrático austriaco nacionalizado estadounidense. 
Representante especial del secretario general de las naciones unidas para los 
derechos humanos y empresa, y fue en esta época donde produjo los principios 
rectores. Este instrumento fue aprobado por unanimidad por el consejo de 
derechos humanos de la ONU. 
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derechos y recopilar un compendio de prácticas óptimas 
de Estados y empresas.!'? La versión final del documento 
se presentó en junio de 2011 ante el consejo de derechos 
humanos de la ONU, bajo el titulo Principios rectores sobre 
las empresas y los derechos humanos. 

Los principios rectores sobre empresas y derechos 
humanos representan un hito en la evolución de las 
normativas internacionales, al estar profundamente arraigados 
en la Carta Internacional de Derechos Humanos y en la 
Declaración sobre los Principios y Derechos Fundamentales 
en el Trabajo de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT). Estos principios universales establecen un marco de 
referencia obligatorio para todos los actores involucrados, ya 
sean Estados o empresas privadas, sin distinción alguna por 
su tamaño, sector, ubicación geográfica, tipo de propiedad o 
estructura organizativa. Su relevancia radica en su capacidad 
para mantenerse vigentes y aplicables, independientemente 
de las variaciones en la capacidad o voluntad de los Estados 
para cumplir con sus compromisos en materia de derechos 
humanos. 

La importancia de estos principios se extiende más allá 
de su base legal y ética, ya que han servido para cimentar un 
marco sólido que guía el desarrollo de políticas empresariales 
responsables y respetuosas de los derechos humanos. Al 
ofrecer una definición explícita de las responsabilidades 
y deberes tanto de los Estados como de las empresas, estos 
12 Cfr. Rulli, Mariana, y Justo, Juan Bautista: Guía de derechos humanos para 

empresas. Proteger, respetar y remediar: Todos ganamos. Programa Naciones 


Unidas para el Desarrollo-PNUD. Red Argentina Pacto Global. Buenos Aires, 
Argentina. 2012. p. 36 
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principios han logrado integrar los derechos humanos en 
el núcleo de las estrategias de Responsabilidad Social 
Empresarial (RSE),'* marcando un antes y un después en 
cómo las corporaciones abordan sus impactos en la sociedad 
y en el medio ambiente. 

La óptica de John Ruggie, quien subraya el error de 
limitar la responsabilidad empresarial a ciertos derechos 
específicos, amplía el espectro de acción al reconocer que 
las empresas pueden influir en prácticamente todos los 
derechos humanos. Por tanto, se enfatiza la necesidad de 
que las empresas adopten un compromiso holístico con 
todos los derechos humanos, evitando causar daños y 
abordando proactivamente cualquier impacto negativo que 
sus operaciones puedan tener.'* Lo anterior no sólo implica 
una conducta pasiva de no dañar, sino también una actitud 
proactiva de contribución positiva, como la promoción de la 
igualdad y la no discriminación. 

El marco conceptual propuesto y desarrollado para 
abordar la interacción entre empresas y derechos humanos 
aspira a ser una piedra angular en el debate público y privado 
sobre cómo gestionar esta relación compleja y multifacética. 
13 Empresas y derechos humanos. Perspectiva de Oxfam sobre los principios 

rectores de la ONU. Recurso digital disponible en  https://oxfamilibrary. 
openrepository.com/bitstream/handle/10546/293857/tb-business- 
human-rights-oxfam-perspective-un-guiding-principles-130613-es. 


paf;jsessionid=FEBABAD1A2A70BD719B89DF73FDADA5C?sequence=9 
consultado el 3 de julio de 2024. 


14 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.pdf?sequence=38.isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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Su adopción por parte del consejo de derechos humanos 
de la ONU en 2008 no solo le otorgó un reconocimiento 
oficial sino que también marcó un precedente en la manera 
en que las instancias internacionales tratan las cuestiones 
de negocios y derechos humanos. Este marco conceptual, 
basado en los tres pilares de proteger, respetar y remediar, 
ofrece a los Estados y a las empresas una guía clara sobre 
cómo implementar prácticas que aseguren el respeto por los 
derechos humanos, estableciendo así un nuevo estándar en la 
responsabilidad empresarial a nivel global.'* 

Los principios rectores sobre las empresas y los 
derechos humanos, establecidos por las naciones unidas, no 
buscan crear nuevas cargas legales internacionales para las 
corporaciones, sino que aspiran a ser una guía para mejorar las 
prácticas empresariales existentes en cuanto a la protección 
de los derechos humanos.'* Estos principios actúan como un 
marco de referencia global que enfatiza la importancia de la 
protección, la salvaguarda y la compensación de los derechos 
humanos en el contexto de las actividades empresariales. 
Su enfoque se centra en clarificar las expectativas hacia 
las empresas en términos de respeto por los derechos 
humanos, proponiendo un modelo de conducta que incluye la 


15 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.paf?sequence=38 isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 


16 ¿Qué son los Principios Rectores sobre las empresas y Derechos Humanos?. 
Recurso digital disponible en https://integrarse.org/que-son-los-principios-rectores- 
sobre-las-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 3 de julio de 2024. 
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implementación de políticas y procedimientos que prevengan 
violaciones de derechos humanos y, en caso de que ocurran, 
establecer mecanismos para remediarlos.'” 

Compuestos por un total de 31 principios, estos se 
estructuran en torno a tres pilares fundamentales: el deber 
de los Estados de proteger los derechos humanos (proteger), 
la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos 
humanos (respetar), y la necesidad de acceso a remedios 
tanto judiciales como no judiciales para las víctimas de 
violaciones de derechos humanos (remediar). Este marco 
detalla acciones específicas para cada uno de estos pilares, 
comenzando por la obligación de los Estados de implementar 
políticas y regulaciones que prevengan abusos por parte de 
terceros, incluidas las empresas, y ofrecer mecanismos de 
compensación efectivos para las víctimas. '* 

El segundo pilar insta a las empresas a asumir un 
compromiso explícito con el respeto a los derechos humanos, 
lo cual implica realizar evaluaciones de impacto, prevenir 
violaciones, y en caso de que estas ocurran, remediarlas.'” 
Esto incluye la adopción de políticas internas, la realización de 


17 OCDE: Guía de la OCDE de Debida Diligencia para una Conducta Empresarial 
Responsable. Recurso digital disponible en https://mneguidelines.oecd.org/Guia- 
de-la-OCDE-de-debida-diligencia-para-una-conducta-empresarial-responsable.paf 
consultado el 3 de julio de 2024. 


18 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 
3 de julio de 2024. 


19 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 
3 de julio de 2024. 
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evaluaciones de impacto en derechos humanos, la mitigación 
de riesgos identificados y la reparación de los daños 
causados. Este enfoque busca no solo evitar la complicidad 
en violaciones de derechos humanos, sino también promover 
prácticas empresariales positivas que contribuyan al bienestar 
de las comunidades y los trabajadores. 

Finalmente, el tercer pilar enfatiza la importancia de 
remediar cualquier daño causado, promoviendo mecanismos 
que permitan a las víctimas obtener reparación. Esto incluye 
tanto remedios judiciales como no judiciales, asegurando 
que las empresas participen activamente en la solución de 
controversias y en la reparación de los daños causados por 
sus operaciones.” 

Conjuntamente, los principios rectores sobre las 
empresas y los derechos humanos buscan fomentar un 
ambiente en el que las prácticas empresariales sean 
consistentemente evaluadas y mejoradas en relación con 
los derechos humanos. Al hacerlo, no solo se protegen 
los intereses de las personas afectadas por las operaciones 
empresariales, sino que también se promueve una cultura de 
respeto y responsabilidad corporativa que puede traducirse 
en ventajas competitivas para las empresas que implementen 
efectivamente estos principios. En un mundo cada vez más 
consciente de la importancia de los derechos humanos, 


20 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 
3 de julio de 2024. 
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adoptar y promover estos principios se convierte en un 
imperativo ético y estratégico para las empresas que buscan 
liderar en sus respectivos sectores. 
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TV.- Hacia una normatividad internacional de empresas y 
derechos humanos 


istóricamente, los tratados y normativas 

internacionales se centraban exclusivamente en los 

Estados, dejando a un lado a las empresas, salvo 
en ocasiones donde se buscaba proteger sus intereses más 
que imponerles deberes y responsabilidades. Sin embargo, 
como apunta Giner,?' en la actualidad, con todos los países 
miembros de las naciones unidas comprometidos en combatir 
los abusos a los derechos humanos perpetrados por actores no 
estatales dentro de sus fronteras o jurisdicciones, se reconoce 
la necesidad imperante de que los Estados desempeñen un rol 
central en la regulación y mediación de posibles o actuales 
violaciones a los derechos humanos por parte de todos los 
sectores sociales. Este cambio de paradigma refleja una 
evolución significativa en la comprensión y aplicación de 
los derechos humanos, marcando un antes y un después en 
la manera en que se abordan las responsabilidades de las 
empresas en este ámbito. La implicación de las empresas en 
la protección de los derechos humanos se ha convertido en 
un tema de creciente interés y preocupación a nivel global, 
evidenciando la necesidad de desarrollar estrategias y marcos 
normativos que no solo involucren a los estados sino también 
a las corporaciones y otros actores no estatales. 


21 Giner, Anges: Las empresas transnacionales y los derechos humanos, en Lan 
harremanak: Revista de relaciones laborales. No. 19. Universidad del País Vasco. 
España. ISSN: 1575-7048. p. 73. 
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En este sentido, dentro de la ONU y en organismos 
relacionados con la financiación y regulación del comercio 
global, como la organización mundial del comercio y la 
organización para la cooperación y desarrollo económico, se 
han promovido acuerdos para establecer un marco normativo 
y de prácticas que aseguren tanto la seguridad jurídica para 
el emprendimiento y la inversión como la protección y 
promoción efectiva de los derechos humanos. Estos esfuerzos 
han dado lugar a la creación de directrices y principios que 
orientan a las empresas en la integración de los derechos 
humanos en sus operaciones comerciales, enfatizando la 
importancia de realizar evaluaciones de impacto, establecer 
mecanismos de reclamación y remedio, y promover la 
transparencia y la rendición de cuentas.” 

Esta evolución ha culminado en la formulación de 
principios de carácter no vinculante, de naturaleza voluntaria 
y programática, que, aunque no son exigibles a nivel 
internacional, se fundamentan en la idea de que las empresas 
tienen la responsabilidad social de respetar los derechos 
humanos. Estos principios representan un avance significativo 
en la promoción de una cultura de respeto por los derechos 
humanos dentro del sector empresarial, estableciendo un 
marco de referencia que alienta a las empresas a actuar de 
manera ética y responsable. La adopción de estos principios 
por parte de las empresas no solo contribuye a la protección 


22 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.paf?sequence=38.isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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de los derechos humanos sino que también fortalece su 
legitimidad y reputación, fomentando una mayor confianza 
entre los consumidores, inversores y la sociedad en general. 

Las principales normativas internacionales sobre 
empresas y derechos humanos, que se detallarán a 
continuación, se han plasmado en una variedad de 
instrumentos, directrices, informes e iniciativas, buscando 
alcanzar un consenso global. Estos instrumentos abarcan una 
amplia gama de temas, desde la prevención de la explotación 
laboral y el respeto por los derechos de los trabajadores 
hasta la protección del medio ambiente y la lucha contra la 
corrupción. La diversidad de estos instrumentos refleja la 
complejidad de las cuestiones relacionadas con las empresas 
y los derechos humanos, así como la necesidad de abordarlas 
desde múltiples perspectivas y con la colaboración de todos 
los actores involucrados. 


1. Directrices de la OCDE 


La OCDE, desde su creación, ha jugado un papel crucial 
en la promoción de políticas destinadas a mejorar el bienestar 
económico y social a nivel mundial. En este contexto, formuló 
las Líneas directrices para empresas multinacionales ?? 
que representan un conjunto de recomendaciones dirigidas 
a empresas, tanto nacionales como multinacionales, 
con el objetivo de promover una conducta empresarial 
23 OECD: Líneas Directrices de la OCDE para empresas multinacionales sobre 

conducta empresarial responsable. Recurso digital disponible en https://www.oecd. 
org/es/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales- 


sobre-conducta-empresarial-responsable_7abea681-es.html consultado el 3 de 
julio de 2024. 
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responsable que esté en consonancia con las legislaciones 
vigentes y las normas internacionalmente reconocidas. Se 
enfatiza la importancia de que las empresas respeten el 
principio de legalidad de cada país y los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos de las personas impactadas 
por sus actividades, subrayando así el compromiso de la 
OCDE con los principios éticos y de responsabilidad social. 

Aunque el acatamiento de las directrices por parte 
de las multinacionales es voluntario, fueron diseñadas 
intencionalmente sin carácter obligatorio para fomentar 
un comportamiento empresarial ético y responsable, más 
que para ser utilizadas como base de litigios legales. Esta 
naturaleza voluntaria no disminuye su importancia; por 
el contrario, refleja un enfoque pragmático que busca 
promover la adopción de prácticas responsables en el ámbito 
empresarial sin imponer obligaciones legales que podrían ser 
contraproducentes. Sin embargo, se parte del principio de que 
las empresas multinacionales deben cumplir con la legislación 
nacional de los países en los que operan, lo que establece un 
piso mínimo de comportamiento en concordancia con las 
leyes locales.” 


24 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.paf?sequence=38 ¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 


25 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.paf?sequence=38.isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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Pese a su naturaleza voluntaria, las directrices son 
recomendadas enfáticamente por todos los gobiernos 
miembros de la OCDE, sirviendo así como un mecanismo 
de incentivo para que las empresas adopten principios de 
responsabilidad social. Los gobiernos, por su parte, tienen 
la responsabilidad de asegurar su implementación, lo que 
demuestra el papel activo que deben jugar los estados en la 
promoción de prácticas empresariales responsables. Además, 
aunque los principios son voluntarios, los países adheridos 
asumen un compromiso vinculante de implementación, lo que 
refuerza el carácter serio y comprometido de las directrices 
dentro del marco de cooperación de la OCDE. 

Para garantizar este compromiso, se han establecido 
los puntos nacionales de contacto (PNC),? que asisten a 
las empresas y partes interesadas en adoptar las medidas 
adecuadas para la aplicación de las directrices. Estos PNC 
actúan como mediadores y facilitadores, ofreciendo una 
plataforma para la resolución de posibles problemas prácticos 
que puedan surgir en la implementación de las directrices. 
Esta estructura de apoyo subraya el enfoque colaborativo y 
de diálogo que la OCDE promueve entre las empresas, los 
gobiernos y otras partes interesadas. 

Las directrices de la OCDE se articulan en once 
capítulos que abarcan recomendaciones sobre derechos 
humanos, transparencia, derechos laborales, medio ambiente, 
corrupción, intereses de los consumidores, ciencia y 


26 Para saber más sobre esta cuestión en México, vid https://www.gob.mx/se/ 
acciones-y-programas/punto-nacional-de-contacto?state=published 
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tecnología, competencia y obligaciones tributarias.” Esta 
amplia gama de temas refleja la complejidad de la conducta 
empresarial en el mundo moderno y subraya la necesidad 
de un enfoque holístico que aborde las diversas facetas de la 
responsabilidad social empresarial. 


2. Pacto mundial 


El pacto mundial representa una iniciativa global 
destinada a promover la cultura de la responsabilidad social 
corporativa (RSC).*% Se ha erigido como la mayor iniciativa 
de RSC a nivel mundial, proporcionando canales de 
participación a través de una política de diálogo global. Esta 
política se materializa en encuentros entre empresas, agencias 
de la ONU, organizaciones laborales, ONGs y otros actores 
sociales, creando un espacio único para el intercambio de 
ideas y mejores prácticas en el ámbito de la responsabilidad 
social corporativa. 

Hasta la fecha, se han formado más de 80 Redes 
Nacionales del Pacto Global, involucrando a más de 7.000 
organizaciones, principalmente empresas. La adhesión al 
Pacto Global es voluntaria y depende del interés propio 


27 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.pdaf?sequence=38 isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 


28 Rulli, Mariana, y Justo, Juan Bautista: Guía de derechos humanos para empresas. 
Proteger, respetar y remediar: Todos ganamos. Programa Naciones Unidas para el 
Desarrollo-PNUD. Red Argentina Pacto Global. Buenos Aires, Argentina. 2012. p. 
20 
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de la empresa, sus iniciativas de RSC y la presión ejercida 
por los actores de la comunidad en la que opera. Este 
enfoque voluntario resalta la importancia de la motivación 
interna y el compromiso empresarial con los principios de 
responsabilidad social, más allá de las obligaciones legales.”” 

Una vez suscritas, las empresas deben presentar 
anualmente un informe de progreso (Comunicación sobre el 
Progreso - COP), que, aunque sencillo, complementa otros 
informes de sostenibilidad, ofreciendo una oportunidad 
para comunicar a empleados, clientes, proveedores y a 
la comunidad en general sus compromisos y acciones en 
materia de responsabilidad social corporativa. Estos COPs no 
solo evidencian el compromiso de las empresas con el Pacto 
Global sino que también representan una valiosa ocasión 
para informar sobre sus iniciativas de Responsabilidad Social 
Corporativa, fortaleciendo así la transparencia y la rendición 
de cuentas. 


3. Norma ISO 26000 sobre responsabilidad social 


La Norma ISO 26000 proporciona orientación a las 
organizaciones sobre cómo operar de manera socialmente 
responsable. Esto significa actuar de una manera ética y 
transparente que contribuya al bienestar de la sociedad y 
al cuidado del medio ambiente, al mismo tiempo que se 
equilibran los intereses de las diversas partes interesadas 
29 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 

Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 


uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.pdf?sequence=38.isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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y se respetan los derechos humanos y las normas laborales. 
La norma cubre temas fundamentales de responsabilidad 
social, incluyendo gobernanza de la organización, derechos 
humanos, prácticas laborales, medio ambiente, prácticas 
operativas justas, asuntos de consumidores, y desarrollo 
comunitario y participación. La ISO 26000 es una 
herramienta vital para ayudar a las empresas a entender y 
abordar sus impactos sociales y ambientales, fomentando un 
camino hacia la sostenibilidad.** 


30 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración 
y dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo. 
uniovi.es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20 
Henar.paf?sequence=38 isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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VI.- Principios del pacto global de naciones unidas y 
empresas 


l pacto global de naciones unidas representa una 

iniciativa voluntaria que busca alentar a las empresas 

a nivel mundial a adoptar políticas sostenibles y 
socialmente responsables, y a informar públicamente sobre 
su implementación. Este compromiso se estructura en torno 
a diez principios fundamentales que abarcan áreas críticas 
como los derechos humanos, las normas laborales, el medio 
ambiente y la lucha contra la corrupción. Estos principios 
están diseñados para ofrecer un marco común que guíe las 
operaciones de las empresas en consonancia con los valores 
y objetivos de las Naciones Unidas, promoviendo un impacto 
positivo tanto en la sociedad como en el medio ambiente. 


1. Derechos humanos 


En el ámbito de los derechos humanos, el pacto 
global insta a las empresas a ser proactivas en la protección 
y promoción de los derechos humanos universalmente 
reconocidos. Esto implica un compromiso firme por parte 
de las corporaciones para operar de manera que respeten la 
libertad, la dignidad y los derechos de sus empleados, clientes 
y de las comunidades donde hacen negocios. Las empresas 
deben realizar evaluaciones periódicas para asegurar que 
sus operaciones no contribuyen directa ni indirectamente 
a violaciones de derechos humanos y deben tomar medidas 
correctivas en caso de identificar problemas. 
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2. Normas laborales 


Respecto a las normas laborales, el pacto global enfatiza 
la importancia de respetar los derechos de los trabajadores, 
incluyendo el derecho a la organización y la negociación 
colectiva. Las empresas deben esforzarse por ofrecer un 
ambiente de trabajo seguro, justo y equitativo, libre de 
cualquier forma de explotación. Esto incluye el compromiso 
de no emplear trabajo forzoso o infantil y de eliminar la 
discriminación en el empleo y la ocupación. Estas prácticas 
no solo benefician a los trabajadores, sino que también 
contribuyen a la creación de relaciones laborales estables y 
productivas. 


3. Medio ambiente 


En el frente ambiental, el pacto global llama a las 
empresas a adoptar un enfoque preventivo hacia los desafíos 
ambientales, a tomar iniciativas para promover una mayor 
responsabilidad ambiental y a fomentar el desarrollo y la 
aplicación de tecnologías respetuosas con el medio ambiente. 
Esto implica integrar consideraciones ambientales en la 
toma de decisiones y operaciones empresariales, trabajando 
continuamente hacia la reducción de la huella ambiental de la 
empresa y la promoción de prácticas de sostenibilidad. 
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4. Lucha contra la corrupción 


La lucha contra la corrupción ocupa un lugar central 
en los principios del pacto global, instando a las empresas a 
trabajar contra la corrupción en todas sus formas, incluyendo 
la extorsión y el soborno. Esto requiere de un compromiso 
hacia la transparencia y la integridad en todas las operaciones 
empresariales, estableciendo políticas claras y efectivas para 
prevenir, detectar y abordar cualquier acto de corrupción. 
Promover una cultura de ética y cumplimiento no solo 
fortalece la reputación de la empresa, sino que también 
contribuye a la construcción de mercados más estables y 
sociedades más justas. 
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VIH.- Acciones empresariales para adaptarse a la 
normativa sobre derechos humanos NOM-035-STPS-2018 
en México 


1. Origen de la normativa 


n el año 2013, la organización internacional del trabajo 

destacó una notable disminución de ciertos riesgos 

laborales tradicionales, gracias al avance tecnológico y 
a la implementación de normativas específicas. No obstante, 
advirtió sobre el incremento de nuevas enfermedades 
profesionales, derivadas de riesgos emergentes, entre los 
cuales se identificaron los de índole psicosocial, para los 
cuales aún no se había establecido una regulación adecuada. 
Esta observación subrayó la necesidad de adaptar las 
legislaciones y políticas de seguridad y salud en el trabajo 
a los cambios en el panorama laboral, enfatizando la 
importancia de abordar los desafíos emergentes para proteger 
adecuadamente a los trabajadores.*' 

Para 2016, la OIT reiteró su preocupación por los 
factores de riesgo psicosociales (FRP), señalando que 
constituían un problema de alcance global que afectaba a 
todas las profesiones y trabajadores, sin distinción de la 
fase de desarrollo económico de sus países. Se enfatizó el 
papel del entorno laboral como un punto crítico tanto para la 
generación de riesgos psicosociales como para su prevención 


31 Cámara de diputados: Gaceta Parlamentaria, año XXVI, número 6411-11l-7, 
miércoles 22 de noviembre de 2023. Recurso digital disponible en https://gaceta. 
diputados.gob.mx/Gaceta/65/2023/nov/20231122-111-7.htmifProposiciones 
consultado el 3 julio de 2024. 
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y manejo, con el objetivo primordial de salvaguardar la 
salud y el bienestar de los empleados. Esta reiteración puso 
de manifiesto la creciente preocupación internacional por el 
bienestar psicosocial de los trabajadores, marcando un antes 
y un después en la forma en que las organizaciones y los 
gobiernos abordan la salud laboral. 

La secretaría de trabajo y previsión social, mediante 
el programa nacional de bienestar emocional y desarrollo 
humano en el trabajo (PRONABET), estableció como 
meta principal promover entre trabajadores y empleadores 
el autocuidado emocional, la autogestión de emociones 
y la comunicación asertiva. Para alcanzar este propósito, 
se adoptó el método Solve?? de la OIT, enfocado en la 
prevención de factores psicosociales mediante la integración 
de estrategias de promoción de la salud dentro de las políticas 
y acciones de seguridad y salud laboral a nivel empresarial. 
Este enfoque innovador refleja un cambio paradigmático 
hacia una concepción más holística de la salud en el trabajo, 
donde el bienestar emocional y psicosocial ocupa un lugar 
central en las estrategias de prevención y gestión de riesgos 
laborales. 

Este enfoque se sustenta en la identificación y gestión 
de las interrelaciones entre los factores psicosociales y 
otros comportamientos vinculados con la salud, así como 
sus causas en el ámbito laboral (organización, condiciones 


32 Para saber más sobre este método, vid. Formación de Formadores SOLVE: 
Integración de promoción de la salud en las políticas de Seguridad y Salud en 
el Trabajo. Recurso digital disponible en https://www.itcilo.org/sites/default/files/ 
media/course-documents/A2711993_SPGT_Formaci%C3%B3n%20de%20 
Formadores%20SOLVE_SP_Flyer.paf consultado el 3 de julio de 2024. 
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de trabajo, relaciones laborales). Su finalidad es detectar, 
analizar y prevenir los FRP, fomentando así empleos 
de calidad y una cultura de prevención en México. La 
implementación de este enfoque representa un paso adelante 
en el compromiso de México con la mejora continua de las 
condiciones de trabajo y la promoción de un ambiente laboral 
que contribuya al bienestar integral de los trabajadores, 
alineándose con las mejores prácticas internacionales en 
materia de salud y seguridad laboral. 


2. Definición 


La  NOM-035-STPS-2018 Factores de Riesgo 
Psicosocial en el Trabajo-Identificación, Análisis y 
Prevención, es una normativa esencial emanada de la 
secretaría del trabajo y previsión social. Su creación responde 
a la creciente necesidad de abordar y mitigar los riesgos 
psicosociales y la violencia en los entornos laborales, 
fenómenos que han ganado reconocimiento por su impacto 
significativo en la salud mental y física de los trabajadores. 
Esta normativa no solo busca la identificación y el análisis 
de dichos factores de riesgo, sino que también enfatiza 
la importancia de implementar estrategias efectivas de 
prevención para salvaguardar el bienestar de los empleados. 

La NOM-035-STPS-2018 se desarrolla y fundamenta 
en una serie de regulaciones tanto nacionales como 
internacionales, evidenciando el compromiso de México con 
los estándares globales de justicia laboral, competitividad 
y comercio. Esta normativa se alinea con los esfuerzos 
internacionales para mejorar las condiciones de trabajo, 
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promoviendo prácticas que no solo benefician a los 
trabajadores, sino que también contribuyen al desarrollo 
económico y social del país. Al abordar los desafíos 
planteados por la globalización y la automatización, la NOM- 
035-STPS-2018 se posiciona como una herramienta clave 
para fomentar un ambiente de trabajo seguro, saludable y 
equitativo. 

Es puntual entender que, a pesar de su alcance y 
objetivos, la NOM-035-STPS-2018 no implica cambios 
en las condiciones contractuales existentes, como salarios, 
horarios laborales, días de descanso o vacaciones, ya que 
estos aspectos continúan regulados por la ley federal del 
trabajo. Su enfoque principal radica en la prevención y 
el manejo adecuado de los factores de riesgo psicosocial, 
distinguiéndose claramente de cualquier intento por 
diagnosticar condiciones psiquiátricas o mentales en 
los trabajadores. En su lugar, esta normativa promueve 
un enfoque proactivo hacia la creación de un ambiente 
laboral positivo, donde la salud mental y el bienestar de los 
empleados sean una prioridad. 


3. Factores de riesgo psicosociales 

Los factores de riesgo psicosociales (FRP) se refieren 
a aquellas características inherentes a las condiciones y 
organización del trabajo que pueden tener un impacto 
negativo sobre la salud mental y física de los trabajadores. 

Por otro lado, los riesgos psicosociales (RP) son las 
consecuencias negativas, tanto psicológicas como físicas 
y sociales, derivadas de las deficiencias en el diseño, 
organización y gestión del trabajo. 
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Ambos se muestran en la siguiente tabla: 


Factores de riesgo psicosociales | Riesgos psicosociales 


Condiciones del ambiente 
laboral: El entorno físico en 
el que se trabaja, incluyendo 
la iluminación, el ruido y la 
ergonomía. 


Condiciones del ambiente 
laboral: El entorno físico en 
el que se trabaja, incluyendo 
la iluminación, el ruido y la 
ergonomía. 


Exigencias excesivas: Demandas 
laborales que superan las 
capacidades y recursos del 
trabajador. 


Responsabilidad y carga mental 
elevadas: La magnitud de las 
obligaciones y el esfuerzo mental 
requerido para cumplirlas. 


Estrés laboral agudo y/o crónico: 
Respuesta física y emocional 
dañina debido a desajustes entre 
las demandas del trabajo y las 
capacidades del individuo. 


Ausentismo: Falta de asistencia 
al trabajo de manera habitual por 
motivos relacionados con el estrés 
o la insatisfacción laboral. 


Síndrome del superviviente: 
Sentimientos de culpa, estrés y 
ansiedad en los empleados que 
permanecen después de despidos 
masivos o reestructuraciones. 


Síndrome de  burnout/boreout 
(Síndrome de desgaste 
profesional): Agotamiento físico y 
emocional intenso causado por el 
estrés laboral prolongado. 
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Falta de autonomía: Limitaciones 
en la capacidad de tomar 
decisiones sobre el propio 
trabajo. 


Gestión del 
organización del trabajo: La 
distribución del tiempo, los 
ritmos de trabajo y la claridad en 
la organización. 


tiempo y 


Ambigiedad de rol y contenido 


de tareas: Falta de claridad en 
las funciones y expectativas del 
puesto. 


Conflictos entre la vida laboral 
y personal: Dificultades para 
equilibrar las responsabilidades 
del trabajo con las de la vida 
familiar o personal. 


Estilos de liderazgo y 
comunicación deficientes: 
Formas de dirección y 
comunicación que no promueven 


un buen clima laboral. 
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Adicción al trabajo: Compromiso 
excesivo con el trabajo hasta el 
punto de descuidar otros aspectos 
de la vida. 


Mobbing (acoso laboral): 
Situación en la que una persona 
es objeto de abusos o acosos 
sistemáticos por parte de sus 
colegas o superiores. 


Violencia, hostigamiento y 
discriminación: Actos de agresión, 
intimidación o exclusión en el 
entorno laboral. 


Angustia, depresión, 
somatización: Manifestaciones 
psicológicas y físicas derivadas 
del estrés y la insatisfacción en el 
trabajo. 
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Acoso, hostigamiento, 
discriminación y violencia: 


Comportamientos que atentan 
contra la dignidad y el bienestar 
del trabajador. 


Por lo tanto, es determinante identificar y abordar 
tanto los factores de riesgo psicosociales como los riesgos 
psicosociales para promover un ambiente de trabajo saludable 
y productivo. 


4. Guías incluidas en la NOM. 


Para facilitar la implementación de esta norma, se 
han desarrollado varias guías de referencia y cuestionarios 
específicos. 

A) Guía de referencia I: Ofrece una introducción 
detallada a los conceptos básicos relacionados con los 
factores de riesgo psicosocial. Proporciona una metodología 
para identificar y analizar estos riesgos, así como estrategias 
para prevenirlos. Esta guía es esencial para las empresas que 
buscan cumplir con los requisitos de la norma y promover un 
ambiente de trabajo saludable. 

Cuestionario para identificar a los trabajadores que 
fueron sujetos a acontecimientos traumáticos severos: Este 
cuestionario es una herramienta diseñada para detectar 
a aquellos trabajadores que han experimentado eventos 
traumáticos severos y que podrían estar en riesgo de 
desarrollar problemas de salud mental como resultado. Su uso 


261 


Empresa 


Empresa 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


permite a las empresas ofrecer apoyo y recursos adecuados 
para estos trabajadores, contribuyendo a su bienestar y 
recuperación. 

B) Guía de referencia Il: Profundiza en la evaluación 
de los factores de riesgo psicosocial presentes en el lugar 
de trabajo. Esta guía ofrece un marco más detallado para la 
identificación y análisis de los riesgos, complementando la 
información proporcionada en la Guía de referencia 1. 

Cuestionario para identificar los factores de riesgo 
psicosocial en los centros de trabajo: Este cuestionario está 
diseñado para ayudar a las empresas a evaluar los factores 
de riesgo psicosocial dentro de sus organizaciones. La 
información recopilada a través de este cuestionario puede 
ser utilizada para desarrollar intervenciones dirigidas a 
mejorar la salud mental y el bienestar de los trabajadores. 

C) Guía de referencia III: Se centra en la implementación 
de medidas preventivas y estrategias de intervención para 
abordar los factores de riesgo psicosocial identificados. Esta 
guía ofrece orientación sobre cómo crear un plan de acción 
efectivo para promover un ambiente de trabajo saludable y 
seguro. 

Cuestionario para identificar los factores de riesgos 
psicosocial y evaluar el entorno organizacional en los centros 
de trabajo: Este instrumento va más allá de la identificación 
de factores de riesgo individuales, explorando el entorno 
organizacional en su conjunto. Ayuda a las empresas a 
obtener una visión integral de cómo la cultura, las prácticas y 
las políticas laborales pueden influir en la salud mental de los 
trabajadores. 
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D) Guía de referencia IV: Proporciona ejemplos 
prácticos y estudios de caso para ilustrar cómo las empresas 
pueden aplicar las recomendaciones de la norma en 
situaciones reales. Esta guía es una herramienta valiosa 
para las organizaciones que buscan ejemplos concretos y 
orientación adicional en la implementación de la norma. 

Ejemplo de política de prevención de riesgos 
psicosociales: Este documento sirve como modelo para 
las empresas que desean desarrollar o mejorar su política 
de prevención de riesgos psicosociales. Ofrece un marco 
sobre cómo abordar estos riesgos de manera proactiva, 
promoviendo la salud mental y el bienestar en el lugar de 
trabajo. 

E) Guía de referencia V: Enfatiza la importancia de 
recopilar y analizar datos sobre los trabajadores para entender 
mejor sus necesidades y los posibles factores de riesgo a 
los que están expuestos. Esta guía subraya la necesidad de 
un enfoque centrado en el individuo para la prevención de 
riesgos psicosociales. 

Datos del trabajador. Esta sección destaca la importancia 
de mantener registros detallados sobre los empleados, 
incluyendo su exposición a factores de riesgo psicosociales y 
su participación en programas de prevención y bienestar. La 
recopilación de estos datos es imprescindible para evaluar la 
eficacia de las intervenciones y para hacer ajustes necesarios 
en las estrategias de prevención. 
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En conjunto, estas guías y cuestionarios proporcionan 
un marco integral para que las empresas aborden los factores 
de riesgo psicosocial en el lugar de trabajo, cumpliendo con 
la normativa y promoviendo un ambiente laboral saludable y 
seguro para todos los empleados. 


5. Implementación de la norma 


La NOM-035 representa un avance significativo en 
la promoción de ambientes de trabajo saludables y seguros 
en México. Su implementación no solo es una obligación 
legal para las empresas y negocios con empleados, sino 
que también ofrece múltiples ventajas que contribuyen 
al bienestar integral de los colaboradores y al éxito 
organizacional. 

De entre las diversas ventajas de aplicar esta normativa 
en la empresa, destaca el fomento del bienestar integral y 
la salud mental de los colaboradores. Esto se traduce en 
un ambiente de trabajo más armónico y productivo, donde 
se valoran y respetan las necesidades y derechos de cada 
individuo. Además, facilita la atracción de talento altamente 
calificado, ya que cada vez más profesionales buscan 
empleadores que se preocupen por su bienestar y ofrezcan 
condiciones de trabajo saludables. 

Implementar la NOM-035-STPS también potencia 
el desarrollo y retención de personal, convirtiéndolos en 
activos valiosos para la empresa. Los trabajadores que se 
sienten apoyados y valorados tienen una mayor probabilidad 
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de permanecer en la organización a largo plazo, lo que 
reduce los costos asociados con la rotación de personal y la 
contratación. 

Otra ventaja importante es la optimización de los 
procesos y la elevación de la productividad empresarial. Un 
ambiente de trabajo saludable y libre de factores de riesgo 
psicosocial permite que los empleados se desempeñen 
al máximo de su capacidad, lo que se refleja en mejores 
resultados para la empresa. Además, elevar el prestigio y la 
imagen corporativa de la empresa se convierte en un beneficio 
adicional, ya que una organización que se preocupa por la 
salud y el bienestar de sus empleados es vista positivamente 
por clientes, proveedores y la comunidad en general. 

Desde el 23 de octubre de 2019, todas las empresas y 
negocios con empleados en México deben estar preparados 
para recibir a los inspectores de la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social (STPS) o unidades de inspección 
certificadas, quienes realizarán las inspecciones pertinentes 
en los lugares de trabajo para verificar el cumplimiento 
de la NOM-035-STPS. La obligatoriedad de mostrar 
evidencia de la implementación de esta normativa varía 
según el tamaño de la empresa, estableciendo requisitos 
específicos para empresas de 1 a 15 empleados, de 16 a 50 
empleados y de 51 o más trabajadores, asegurando así que 
todas las organizaciones, independientemente de su tamaño, 
contribuyan a la creación de un entorno laboral saludable y 
seguro. 
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VIIL.- Derechos humanos de la empresa y el empresario 


n México, la legislación y jurisprudencia actual, 

especialmente las determinaciones de la SCJN, han 

otorgado un reconocimiento explícito a las personas 
fisicas y jurídicas (o morales) como sujetos con plenos 
derechos y obligaciones. Este reconocimiento abarca una 
variedad de entidades, incluyendo los estados y municipios, 
corporaciones de carácter público, sociedades civiles 
o mercantiles, sindicatos, asociaciones profesionales, 
sociedades cooperativas y mutualistas, y asociaciones de 
diversa índole, así como a personas morales extranjeras 
de naturaleza privada. Estas entidades, caracterizadas por 
tener personalidad jurídica y patrimonio propio, operan de 
manera independiente a sus miembros, lo que les confiere 
la capacidad de ejercer derechos y contraer obligaciones 
para alcanzar sus objetivos y propósitos fundacionales. La 
actuación de estas entidades se realiza a través de sus Órganos 
representativos, conforme a lo dispuesto por la ley o sus 
propios estatutos. 

Así, la inclusión de las empresas como personas 
jurídicas en el marco legal mexicano les otorga la titularidad 
de derechos humanos, en consonancia con la ampliación 
del concepto de persona establecida en el artículo 1% de la 
constitución mexicana. Esta disposición constitucional 
asegura que todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos tanto en la constitución como en los 
tratados internacionales suscritos por México. La SCJN ha 
fundamentado la extensión de los derechos humanos a las 
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personas jurídicas en la necesidad de adaptar el derecho a 
una realidad social en constante evolución, promoviendo 
un orden justo que regule las interacciones entre todos los 
actores jurídicos. En este sentido, se aplica el principio 
de interpretación más favorable a la persona humana, 
incluyendo a las empresas en lo que respecta a la protección 
de sus derechos humanos, siempre y cuando estos no sean 
exclusivamente humanos, como los relacionados con la 
dignidad personal.** 


1. Excepciones 


A pesar de que las empresas disfrutan de derechos 
humanos, existen limitaciones significativas. No pueden 
ejercer derechos que son exclusivos de los seres humanos, 
es decir, aquellos derivados de la dignidad humana, lo que 
incluye a la vida, la integridad física y psíquica, el honor, la 
privacidad, el nombre, el libre desarrollo de la personalidad, 
el estado civil y, en general, la dignidad personal. Estos 
derechos, inherentes a las personas físicas, subrayan la 
importancia de salvaguardar la esencia misma del ser 
humano. 


2. Derechos humanos de empresa 


Los derechos humanos, bajo el principio de que todos 
tienen igual relevancia aplicativa, quiere decir que no 
están jerarquizados. Esto significa que el Estado mexicano 
33 Requena, Carlos: Los 30 derechos humanos de tu empresa que debes conocer, en 


Forbes. Recurso digital disponible en https://www.forbes.com.mx/los-30-derechos- 
humanos-de-tu-empresa-que-debes-conocer/ consultado el 3 de julio de 2024. 
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está comprometido a esos derechos de manera integral, 
justa y equitativa, garantizando a todas las personas la 
misma atención y protección. Este enfoque incluye tanto a 
individuos como a entidades corporativas, reconociendo que 
las empresas, como actores dentro de la sociedad, también 
tienen derechos que deben ser respetados y protegidos. Entre 
los derechos humanos de las empresas que se pueden hacer 
valer, se incluyen, de manera enunciativa pero no limitativa, 
el derecho a la propiedad, el derecho a operar libremente en 
un mercado justo y competitivo, el derecho a la protección 
legal contra la expropiación arbitraria y el derecho a un 
juicio justo. Este marco busca equilibrar las operaciones 
empresariales con el respeto y la promoción de los derechos 
humanos, asegurando que las prácticas empresariales no solo 
sean justas y legales, sino también éticamente responsables. 
Es imperativo que las organizaciones dispongan de 
una asesoría legal adecuada y dominen los conocimientos 
jurídicos indispensables para cumplir con sus obligaciones, 
así como para exigir, reclamar, presentar quejas, alegar, 
argumentar y defenderse eficazmente. Esto les permitirá 
hacer valer sus derechos humanos tanto en sus interacciones 
comerciales diarias como frente a otros individuos y ante 
diversas autoridades. Este enfoque no solo fortalece su 
posición legal y ética, sino que también promueve un 
ambiente de respeto y equidad en el ámbito empresarial. 
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IX.- Derechos humanos de las empresas y falta de acceso a 
la justicia en México 


a limitada accesibilidad a la justicia en México ha 
originado una impunidad de naturaleza estructural'* 
que, en ocasiones, ha resultado en graves y repetidas 
violaciones de los derechos humanos de las empresas. Este 
problema no solo daña la integridad y el crecimiento de 
las empresas afectadas, sino que también pone en riesgo la 
estabilidad económica y social del país. Es fundamental 
que el Estado mexicano garantice condiciones óptimas 
para el pleno disfrute de estos derechos, sin reducir el nivel 
de protección alcanzado. Esto requiere tanto la creación de 
marcos legales adecuados como su implementación efectiva, 
asegurando un entorno justo y equitativo para las empresas. 
Las empresas deben estar informadas sobre cómo 
protegerse de posibles abusos por parte de autoridades, 
funcionarios públicos y particulares, además de cumplir con 
sus deberes y obligaciones como empleadores y miembros 
de la sociedad. Para esto, es necesario un esfuerzo conjunto 
entre el sector privado y las instituciones gubernamentales 
para promover la educación y la conciencia sobre los 
derechos humanos empresariales, y desarrollar herramientas 
y recursos que faciliten su protección y defensa. La presión 
internacional exige que el sistema jurídico mexicano integre 
mecanismos de legalidad y control para promover incentivos 
que favorezcan la protección y el respeto de los derechos 
34 Comisión interamericana de derechos humanos: Informe anual 2019. Recurso 


digital disponible en https: //www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/ 
142019cap5MX-es.paf consultado el 4 de julio de 2024. 
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humanos de las empresas. Esto implica adaptar las prácticas 
y legislaciones nacionales a los estándares internacionales, 
asegurando que México se mantenga competitivo y 
responsable en el escenario global. 

En México, se están generando voces y debates 
sobre la necesidad de crear un defensor específico para las 
empresas,** similar a una Comisión de Derechos Humanos 
para las Empresas, o bien, otorgar facultades específicas a las 
Visitadurías de las actuales comisiones de derechos humanos. 
Este enfoque busca mejorar la comprensión, el contenido, los 
alcances y los efectos protectores de los derechos humanos 
empresariales, bajo la premisa de que las leyes deben servir 
al bienestar de las empresas; de lo contrario, no cumplen 
su función. La creación de un defensor empresarial o la 
ampliación de facultades de las comisiones existentes podría 
ser un paso significativo hacia el fortalecimiento del marco 
de protección de los derechos humanos de las empresas 
en México, proporcionando un canal más efectivo y 
especializado para atender sus necesidades y preocupaciones. 
Es imperativo que el Estado mexicano asegure un entorno de 
justicia accesible y eficaz para las empresas, promoviendo 
la estabilidad económica y social del país y adaptándose 
a los estándares internacionales de derechos humanos 
empresariales. 


35 Requena, Carlos: Los 30 derechos humanos de tu empresa que debes conocer, en 
Forbes. Recurso digital disponible en https://www.forbes.com.mx/los-30-derechos- 
humanos-de-tu-empresa-que-debes-conocer/ consultado el 3 de julio de 2024. 
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Conclusiones 


> ué es lo que ha pasado con las empresas y los 
l, Queez ¿Por qué aún persisten problemas 
y conflictos sociales dentro de la organización? 

La raíz de estos desafíos radica en la falta de conciencia 
de algunas empresas sobre la importancia del recurso humano 
y sus derechos. Es esencial entender que los empleados, al 
ser contratados, buscan algo más que generar ingresos para 
satisfacer las necesidades de su hogar; tienen expectativas 
y aspiraciones que desean cumplir. Esta búsqueda de 
realización personal y profesional va más allá de la simple 
compensación económica; los trabajadores aspiran a ser parte 
de una cultura organizacional que les brinde oportunidades 
de crecimiento, aprendizaje y un sentido de pertenencia. La 
desconexión entre las expectativas de los empleados y lo que 
las empresas ofrecen es un terreno fértil para el descontento y 
la desmotivación. 

La ausencia de líderes con sensibilidad hacia el aspecto 
humano es un problema significativo. Lo que verdaderamente 
motiva a los empleados es la empatía y el reconocimiento 
de su valor como individuos. Se necesita de directivos y 
líderes sensibles, comprometidos tanto con los objetivos 
de la empresa como con el bienestar de sus trabajadores, 
promoviendo un ambiente donde se valore la dignidad 
humana y se capacite al empleado, haciéndole consciente del 
valor y compromiso que representa dentro de la organización. 
Este enfoque humanista en la gestión empresarial es esencial 
para construir relaciones laborales basadas en el respeto 
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mutuo y la colaboración. Los líderes deben actuar como 
mentores y guías, no solo como supervisores o gestores de 
tareas. 

La escasez de valoración es otro aspecto crítico; no 
se puede esperar compromiso o sentido de pertenencia de 
un empleado cuando no se siente valorado. Estadísticas 
mundiales reflejan que el 86% de los empleados trabaja con 
apatía e indiferencia cuando no perciben reconocimiento 
por su labor. Este dato alarmante subraya la importancia de 
las estrategias de reconocimiento en el lugar de trabajo, las 
cuales deben ser genuinas y consistentes para ser efectivas. 
El reconocimiento no se limita a los incentivos económicos; 
el aprecio por el esfuerzo, la celebración de los logros y el 
feedback positivo son igualmente valiosos para fortalecer la 
moral y la lealtad de los empleados. 

El exceso de presión es contraproducente; bajo mucha 
presión, el cerebro se vuelve torpe e ineficiente. La presión 
constante es una agresión a la dignidad humana, y los 
líderes deben evitarla, respetando la vida y bienestar de 
sus empleados. La gestión del estrés y la promoción de un 
equilibrio entre la vida laboral y personal son fundamentales 
para prevenir el agotamiento y fomentar un ambiente de 
trabajo saludable. Los líderes deben ser capaces de identificar 
señales de sobrecarga en sus equipos y actuar de manera 
proactiva para redistribuir las cargas de trabajo de manera 
justa y equitativa. 

El sentido de urgencia constante en la empresa, donde 
todo se percibe como inmediato, es indicativo de un ambiente 
donde predomina la desconfianza y la mala calidad en los 
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procesos, llevando a un desempeño mediocre. Los líderes 
deben enfocarse en la calidad del proceso y la gestión, ya 
que los resultados positivos son consecuencia natural de 
una buena organización y liderazgo. Establecer prioridades 
claras, comunicar expectativas de manera efectiva y fomentar 
un enfoque en la mejora continua son prácticas clave para 
superar la cultura de la inmediatez y construir un legado de 
excelencia y confianza. 

Implementando estos principios, se pueden establecer 
mecanismos efectivos para el respeto a los derechos humanos 
de los empleados y empresarios, fomentando un ambiente 
laboral más justo, equitativo y productivo. La responsabilidad 
social empresarial comienza dentro de la propia organización, 
con el compromiso de crear un lugar de trabajo donde todos 
se sientan valorados, respetados y motivados para contribuir 
a su máximo potencial. La inversión en el capital humano es 
la inversión más rentable que una empresa puede hacer, ya 
que es el motor que impulsa la innovación, la satisfacción del 
cliente y, en última instancia, el éxito sostenible. 
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Artículo 41. Las procuradurías o fiscalías deberán 
crear y oOperar unidades o fiscalías especializadas 
para la investigación de las conductas previstas en 
esta Ley, que contarán con Ministerios Públicos y 
policías especializados, recursos humanos, financieros 


y materiales que requieran para su efectiva operación. 
Estas unidades se integrarán con servicios periciales y 
técnicos especializados para el ejercicio de su función. 

La Fiscalía General de la República y las 
procuradurías de las entidades federativas capacitarán a 
su personal en materia de planeación de investigación. 


Unidades especializadas en la 


investigación del secuestro 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


a norma 41 de la ley establece que las procuradurías o 

fiscalías deben crear y operar unidades especializadas 

en la investigación de secuestros. Este artículo detalla 

los recursos y requisitos necesarios para el funcionamiento de 

estas unidades, subrayando la importancia de la capacitación 
del personal. 

Como lo establece la ley, las procuradurías y fiscalías 

tienen la obligación de establecer unidades especializadas 

dedicadas exclusivamente a la investigación de secuestros. 
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Estas unidades deben contar con ministerios públicos, 
policías especializados, y los recursos humanos, financieros y 
materiales necesarios para su efectiva operación. 

Aunado a lo anterior, las unidades especializadas deben 
integrar servicios periciales y técnicos avanzados, incluyendo 
expertos en criminalística, tecnología y psicología forense, 
para apoyar en las investigaciones. 

Además, la fiscalía general de la república y las 
procuradurías estatales deben asegurar la capacitación 
continua de su personal en técnicas de investigación, 
adaptándose a las nuevas metodologías y tecnologías 
disponibles. 

Por lo tanto, la creación de unidades especializadas 
tiene como fin mejorar la capacidad de investigación de 
los secuestros, asegurando que se realicen de manera más 
eficiente y efectiva mediante el uso de personal capacitado 
y recursos adecuados. Estas unidades pueden responder 
rápidamente, realizando investigaciones detalladas y 
coordinadas que aumenten la probabilidad de rescatar a las 
víctimas y detener a los responsables. 

Integrar servicios periciales y técnicos avanzados 
en las investigaciones garantiza que estas se beneficien 
de los últimos avances en ciencia y tecnología. El uso de 
técnicas modernas permite una mejor recolección y análisis 
de evidencia, aumentando la eficacia de las unidades 
especializadas. 
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I.- Creación y operación de unidades especializadas 


Para la creación de las unidades mencionadas, se 
requiere un número adecuado de personal especializado, 
bien capacitado para manejar casos complejos de secuestro, 
siendo vital que estos profesionales reciban capacitación 
continua para mantenerse actualizados con las nuevas 
técnicas y metodologías de investigación. Las unidades 
deben disponer de los recursos financieros necesarios para 
operar efectivamente, incluyendo presupuestos suficientes 
para cubrir todos los aspectos de la investigación. También 
necesitan equipamiento y tecnología avanzada, como 
herramientas forenses, equipos de vigilancia y sistemas de 
gestión de casos. 

Así pues, la creación de estas unidades especializadas 
busca mejorar la eficiencia y efectividad en la investigación 
de casos de secuestro, asegurando que se manejen 
adecuadamente y se resuelvan de forma expedita. Con 
personal y recursos especializados, se incrementa la 
probabilidad de rescatar a las víctimas y llevar a los 
responsables ante la justicia. Además, estas unidades 
permiten una mejor coordinación entre las diversas áreas 
involucradas en la investigación, desde la recolección de 
evidencia hasta la presentación de casos ante los tribunales. 
La especialización contribuye a la profesionalización de las 
investigaciones, asegurando altos estándares de calidad y 
profesionalismo. 
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La creación de estas unidades demuestra un compromiso 
prioritario en la lucha contra el secuestro, dotando a las 
instituciones de herramientas especializadas para enfrentar 
este delito grave. Otorgando un enfoque especializado en 
la investigación de secuestros se puede llegar a contribuir a 
reducir la impunidad, asegurando que los casos se resuelvan 
y los responsables sean castigados adecuadamente. 


T.- Integración de servicios periciales y técnicos 


La integración de servicios periciales y técnicos es 
fundamental para las unidades especializadas creadas por las 
procuradurías o fiscalías, enfocadas en la investigación de 
delitos de secuestro, según lo estipulado en la ley. 

Los servicios periciales proporcionan expertos en 
diversas disciplinas científicas y técnicas, cruciales para 
aportar pruebas y conocimientos especializados durante 
la investigación de un caso. Estos servicios incluyen 
criminalística, medicina forense, balística, análisis de ADN, 
informática forense y psicología forense, entre otros. Los 
servicios técnicos especializados, por otro lado, utilizan 
tecnologías avanzadas y métodos técnicos específicos para 
apoyar las investigaciones, como vigilancia electrónica, 
análisis de comunicaciones, geolocalización y análisis de 
redes sociales. 

La principal propuesta es apoyar las investigaciones con 
evidencia científica sólida y métodos técnicos avanzados, 
aumentando la precisión y credibilidad de las pruebas 
presentadas. En virtud de lo anterior, los peritos y técnicos 
especializados son esenciales para abordar aspectos 
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complejos de las investigaciones y resolver casos difíciles. 
Así, la integración de estos servicios optimiza los recursos 
disponibles, mejorando la eficiencia y fiabilidad de los 
resultados obtenidos, fundamentales para asegurar la justicia 
y protección de las víctimas. 

La integración de servicios periciales y técnicos en 
la investigación del delito de secuestro busca mejorar 
significativamente la calidad de los análisis al incluir pruebas 
científicas y técnicas difíciles de refutar en un tribunal. Las 
metodologías avanzadas permiten una investigación más 
detallada y precisa. Además, refuerzan la solidez de las 
acusaciones contra los secuestradores y ayudan a desmantelar 
redes criminales organizadas. Estos servicios también 
proporcionan apoyo psicológico y médico especializado a 
las víctimas durante el proceso de investigación y judicial, 
asegurando justicia y bienestar integral. 

Por lo tanto, es crucial proporcionar formación 
continua y avanzada a los peritos y técnicos para mantener 
sus conocimientos actualizados y asegurar que las unidades 
especializadas tengan acceso a los recursos necesarios. 
Fomentar la coordinación y colaboración efectiva entre 
los distintos servicios periciales, técnicos y las unidades 
investigadoras es esencial para una investigación coherente. 
Establecer sistemas eficaces para el intercambio de 
información y la colaboración interinstitucional también es 
fundamental. 
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TIL- Capacitación en planeación de investigación 


La capacitación en la planeación de investigación es 
fundamental para mejorar la calidad y efectividad de las 
investigaciones de secuestro, tal como lo establece el artículo 
en comento. Esta responsabilidad recae en la fiscalía nacional 
y las estatales, asegurando así una cobertura nacional y 
estatal. 

Dentro de un tema en el que se ha insistido mucho, cabe 
volver a destacar que la obligación de capacitar al personal 
en la planeación de investigación es compartida tanto por la 
fiscalía general de la república como por las procuradurías 
estatales. Esto garantiza que el personal encargado de 
investigar secuestros reciba la formación necesaria a todos 
los niveles. 

La capacitación se debe centrar en la planeación de la 
investigación, abarcando desde el diseño y organización 
hasta la gestión integral de las investigaciones criminales. Lo 
anterior incluye la recolección y análisis de pruebas, manejo 
de la escena del crimen, coordinación con otras agencias y la 
preparación de casos para el enjuiciamiento. 

Así, la principal finalidad es mejorar la calidad y 
eficiencia de las investigaciones, asegurando que se sigan 
procedimientos adecuados y se utilicen las mejores prácticas 
disponibles, contribuyendo al desarrollo de competencias 
especializadas entre los investigadores, fortaleciendo su 
capacidad para manejar casos complejos de secuestro y 
asegurando que estén actualizados con las últimas técnicas y 
metodologías. 


288 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Llega a ser importante señalar que la capacitación 
en la planeación de investigación asegura procedimientos 
estandarizados de alta calidad, mejorando la eficiencia y 
efectividad de las investigaciones y optimizando los recursos 
disponibles. Esto resulta en pruebas más convincentes 
y mejor preparación de casos para el enjuiciamiento. La 
capacitación también incluye el manejo adecuado de las 
víctimas, garantizando que reciban la atención y el apoyo 
necesarios, lo cual es fundamental para proporcionar justicia 
y asegurar que los responsables sean llevados ante la justicia. 

Lo anterior resulta importante para desarrollar 
y mantener programas de capacitación efectivos y 
actualizados que cubran todos los aspectos de la planeación 
de investigación, debiendo asegurar que las fiscalías y 
procuradurías cuenten con los recursos necesarios. 
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Artículo 42. Para ser integrante y permanecer en las 
unidades especializadas en la investigación y persecución 
de los delitos previstos en esta Ley será necesario cumplir 
con los siguientes requisitos: 

I. Tener acreditados los requisitos de ingreso y 
permanencia de la institución respectiva, de conformidad 
con la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública; 

Ml. Tener el perfil que establezca la Conferencia 
Nacional de Procuración de Justicia y la Conferencia 
Nacional de Secretarios de Seguridad Pública, 
respectivamente; 

TIL Aprobar los cursos de capacitación y de 
actualización que establezca la Conferencia Nacional de 
Procuración de Justicia y la Conferencia Nacional de 
Secretarios de Seguridad Pública, según corresponda, y 

IV. Contar con la opinión favorable del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 
los casos concretos que lo requiera la institución en la que 
preste o pretenda prestar sus servicios. 

Para ingresar al servicio en las unidades 
especializadas, los aspirantes asumirán el compromiso 
de sujetarse a vigilancia no intrusiva, por la autoridad 
competente, en cualquier tiempo de su servicio y dentro 
de los cinco años posteriores a la terminación del servicio 
y de presentarse a rendir información o a la realización 
de exámenes de control de confianza cuando sean 
requeridos, mismos que deberá acreditar para continuar 
en el servicio. 
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Requisitos de los integrantes de las unidades 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


a ley establece los requisitos que deben cumplir 

los integrantes de las unidades especializadas en la 

investigación y persecución de los delitos de secuestro. 
Además, detalla las condiciones bajo las cuales los aspirantes 
deben operar, incluyendo la vigilancia y los exámenes de 
control de confianza. 

Así, los integrantes deben acreditar los requisitos 
de ingreso y permanencia establecidos por la institución 
respectiva, conforme a la ley general del sistema nacional de 
seguridad pública. Este requisito asegura que los miembros 
cumplan con los estándares institucionales de calidad y 
profesionalismo. 

Además, en ciertos casos, los integrantes deben contar 
con la opinión favorable del secretariado ejecutivo del 
sistema nacional de seguridad pública. Esta opinión sirve 
como una validación adicional de la idoneidad del miembro 
para desempeñar sus funciones. 

Los aspirantes deben asumir el compromiso de estar 
sujetos a vigilancia no intrusiva por la autoridad competente 
durante su servicio y hasta cinco años después de su 
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terminación.' Esta medida pretende asegurar la transparencia 
y el control continuo sobre los miembros de las unidades 
especializadas. 

Teniendo congruencia con lo anterior, los aspirantes 
deben comprometerse a rendir información o someterse a 
exámenes de control de confianza cuando sean requeridos. 
Para continuar en el servicio, los integrantes están obligados 
a acreditar estos exámenes, asegurando su integridad y 
competencia constante. 

Al establecer requisitos rigurosos de ingreso, 
permanencia y capacitación, se garantiza que los integrantes 
de las unidades especializadas cumplan con altos estándares 
de profesionalismo y competencia. El perfil y la capacitación 
específicos aseguran que los miembros estén bien preparados 
para manejar las complejidades de la investigación de 
secuestros. 

Por otra parte, la formación continua y la actualización 
constante garantizan que los miembros de las unidades 
especializadas estén siempre al día con las mejores prácticas 
y técnicas de investigación. Un personal bien capacitado y 


1 Este tipo de vigilancia es definida como “(...) mantener bajo observación 
a personas, objetos o lugares, para obtener información con un propósito 
determinado. La vigilancia es una técnica para dar seguimiento, a una o varias 
personas, sin que se percaten de ello, lo cual requiere de habilidad y mucha 
imaginación creativa (sic); por eso, no existen reglas fijas y las que se van plasmar 
en el presente protocolo sólo pretenden orientar el accionar práctico del servidor 
público designado para aplicarla (...).” 


Para ahondar más sobre el tema, vid in extenso: Fiscalía general de justicia del 
estado de Sonora: Protocolo de vigilancia no intrusiva en materia de secuestro. 
Recurso digital disponible en https://fiscalia.sonora.gob.mx/assets/common/UECS/ 
PROTOCOLO_DE_VIGILANCIA_NO_INTRUSIVA_EN_SECUESTRO_PGJE_ 
SONORA. pdf consultado el 10 de junio de 2024. 
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sujeto a control continuo puede responder de manera más 
efectiva a los desafíos que presentan los casos de secuestro, 
mejorando la eficacia en la lucha contra este delito. 

Ahora bien, el artículo busca asegurar que los 
investigadores de los delitos de secuestro tengan el 
conocimiento, las habilidades y la formación necesarias para 
realizar investigaciones de alta calidad. La capacitación y el 
perfil adecuados contribuyen a la recopilación y análisis de 
evidencia sólida, crucial para el éxito en los tribunales. 

Siendo consonantes con el espíritu legal, la supervisión 
continua y los exámenes de control de confianza ayudan a 
identificar y prevenir malas prácticas, corrupción y otras 
conductas indebidas. Además, fomenta un ambiente de 
trabajo seguro y ético dentro de las unidades especializadas, 
mejorando el desempeño y la moral del personal. 


I.- Requisitos generales para integrar y permanecer en 
unidades especializadas 


Para ingresar y permanecer en las unidades 
especializadas en la investigación y persecución de los 
delitos previstos en la ley, es necesario cumplir con ciertos 
requisitos. Estos requisitos se aplican específicamente a las 
unidades especializadas en la investigación y persecución de 
los delitos de secuestro según lo previsto en la legislación 
comentada. 
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La especificación de requisitos asegura que los 
miembros de estas unidades cumplan con altos estándares de 
profesionalismo y competencia. Estos estándares crean una 
uniformidad y consistencia en la calidad y capacidad de las 
unidades especializadas en todo el país. 

Al exigir el cumplimiento de requisitos específicos, se 
asegura que el personal de las unidades especializadas tenga 
la formación, habilidades y experiencia necesarias para llevar 
a cabo investigaciones efectivas y exhaustivas. La presencia 
de investigadores capacitados y competentes mejora la 
capacidad de resolver casos de secuestro, lo que puede 
reducir la impunidad de los delincuentes. 

Por otra parte, al establecer requisitos claros y 
específicos sobre el ingreso y permanencia, se promueve 
la profesionalización de las unidades especializadas, 
asegurando que los miembros mantengan altos niveles de 
competencia y ética. Además, la formación y competencia 
del personal deben asegurar que las víctimas de secuestro 
reciban una atención adecuada y que sus casos se investiguen 
con la diligencia necesaria. 

La implementación de requisitos rigurosos para el 
ingreso y la permanencia en las unidades especializadas 
garantiza la selección de los mejores candidatos, mejorando 
así la calidad de las investigaciones. Los requisitos ayudan 
a estandarizar los procedimientos y prácticas dentro de 
las unidades, asegurando que todos los miembros sigan 
protocolos coherentes y efectivos. 
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H.- Acreditación de requisitos de ingreso y permanencia 


La acreditación de los requisitos de ingreso y 
permanencia implica un proceso detallado de verificación 
y certificación, que asegura que una persona cumple con 
los criterios necesarios para ingresar y mantenerse en una 
institución. Este proceso garantiza que los individuos 
seleccionados cumplan con las normas y estándares 
específicos que cada institución ha determinado como 
esenciales. 

Los requisitos de ingreso y permanencia deben alinearse 
con las disposiciones establecidas en la ley general del 
sistema nacional de seguridad pública. Esto asegura que las 
prácticas de selección y retención de personal sean legales, 
estandarizadas y coherentes en todo el país, promoviendo una 
aplicación uniforme de criterios a nivel nacional. 

La acreditación de los requisitos de ingreso asegura 
que solo aquellos individuos que cumplan con los criterios 
específicos sean seleccionados para formar parte de las 
unidades especializadas. Este proceso garantiza que el 
personal seleccionado posea las habilidades, conocimientos 
y competencias necesarias para desempeñar sus funciones 
de manera efectiva y profesional. Por otra parte, se pretende 
asegurar que el personal mantenga altos estándares de calidad 
a lo largo de su carrera. Este enfoque permite una evaluación 
continua del desempeño del personal, asegurando que sigan 
siendo aptos para sus roles y responsabilidades y que sus 
habilidades se mantengan actualizadas. 


297 


Y 


1zZacion 


Especial 


LA 


1zacion 


Especial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Todo lo anterior parte de la premisa de que un 
personal bien capacitado y acreditado es más eficiente 
en la investigación y persecución de delitos de secuestro, 
mejorando los resultados y la resolución de casos. La 
selección y retención de personal competente reduce la 
probabilidad de errores en las investigaciones y procesos 
judiciales, aumentando la efectividad en la lucha contra el 
secuestro y otros delitos. 


TIIL- Perfil establecido por las conferencias nacionales 


La perfilación profesional requerida para integrar las 
unidades especializadas en la investigación y persecución de 
los delitos de secuestro debe estar compuesto por un conjunto 
de características, habilidades, conocimientos y competencias 
que deben poseer los candidatos. Este perfil es establecido por 
dos cuerpos colegiados importantes: la conferencia nacional 
de procuración de justicia y la conferencia nacional de 
secretarios de seguridad pública. La conferencia nacional de 
procuración de justicia agrupa a los titulares de las fiscalías y 
procuradurías del país, así como al secretariado técnico de la 
conferencia nacional de procuración de justicia.? En paralelo, 
la conferencia nacional de secretarios de seguridad pública 
2 Se define como “(...) un órgano público, colegiado, integrante del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública; encargado de generar y dar seguimiento a las 
estrategias, acciones y políticas necesarias para el combate a la delincuencia, la 


investigación del delito, la seguridad jurídica, así como los demás tópicos materia 
de su competencia (...).” 

Cfr. Diario Oficial de la Federación: Estatutos de la conferencia nacional de 
procuración de justicia. Edición del 23 de octubre de 2009. Recurso digital 
disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regla/n238.paf consultado 
el 10 de junio de 2024. 
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reúne a los titulares de las secretarías de seguridad pública 
a nivel federal y estatal.? Juntas, estas conferencias aseguran 
que el perfil de los integrantes de las unidades especializadas 
cumpla con los criterios necesarios para la competencia y 
profesionalismo. 

La definición del perfil de ingreso y permanencia por 
estas conferencias nacionales garantiza una estandarización 
en los criterios de selección para los miembros de las 
unidades especializadas, asegurando así que todos los 
candidatos posean las competencias y habilidades necesarias 
para desempeñar sus funciones de manera efectiva. Este 
proceso no solo mejora la calidad de los integrantes de 
estas unidades, sino que también asegura que el personal 
seleccionado esté capacitado para realizar investigaciones 
complejas de secuestro de manera eficiente y efectiva. 

Además, las conferencias nacionales tienen la capacidad 
de actualizar el perfil conforme cambien las necesidades y 
retos en el ámbito de la seguridad pública y la procuración 
de justicia. Esta actualización constante garantiza que los 
perfiles se mantengan relevantes y que los miembros de las 


3 Definida como una organización que “(...) tiene por objeto impulsar la coordinación 
de acciones en materia de seguridad pública, entre las dependencias encargadas 
de la seguridad pública de la Federación y las entidades federativas; así como 
implementar las acciones y estrategias para combatir los delitos que más afectan 
a la población, promover el desarrollo policial y atender los asuntos materia de su 
competencia de acuerdo con la Ley y del Programa Nacional de Seguridad Pública 
(3) 

Cfr. Estatutos de la conferencia nacional de secretarios de seguridad pública. 
Recurso digital disponible en  https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/ 
file/173938/Estatutos_de_la_CNSSP.pdf consultado el 10 de junio de 2024. 
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unidades especializadas estén preparados para enfrentar tanto 
desafíos actuales como futuros, adaptándose a las nuevas 
metodologías y tecnologías disponibles. 

Se tiene como propósito la definición de un perfil por 
parte de las conferencias nacionales, lo que asegura que 
los criterios utilizados para seleccionar a los miembros de 
las unidades especializadas sean uniformes en todo el país. 
Esto garantiza que los individuos seleccionados posean las 
competencias y habilidades necesarias para desempeñar sus 
funciones de manera efectiva, elevando así el nivel de calidad 
y profesionalismo dentro de las unidades. 

Las conferencias nacionales pueden actualizar el perfil 
conforme cambien las necesidades y retos en la seguridad 
pública y la procuración de justicia. Esta capacidad de 
adaptación asegura que los perfiles se mantengan pertinentes 
y que los miembros de las unidades especializadas estén 
equipados para enfrentar los desafíos actuales y futuros, 
manteniéndose al día con las nuevas metodologías y 
tecnologías. 


IV.- Aprobación de cursos de capacitación y actualización 


La aprobación de cursos de capacitación y actualización 
es esencial para garantizar que los integrantes de las unidades 
especializadas en la investigación y persecución de delitos 
de secuestro cuenten con los conocimientos y habilidades 
necesarias para desempeñar sus funciones de manera efectiva. 
Estos cursos incluyen tanto la capacitación inicial, dirigida 
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a los nuevos miembros, como la actualización continua, 
destinada al personal existente, asegurando que siempre estén 
al día con las últimas técnicas y conocimientos en su campo. 

Las conferencias nacionales, tanto la de procuración 
de justicia como la de secretarios de seguridad pública, son 
los organismos responsables de establecer estos cursos. 
Como se desprende de las porciones estatutarias que se han 
citado, la conferencia nacional de procuración de justicia 
se encarga de los cursos relacionados con aspectos legales, 
procedimentales y de investigación criminal, y por otro lado, 
la conferencia nacional de secretarios de seguridad pública 
define los cursos enfocados en tácticas policiales, manejo 
de crisis y tecnologías de seguridad. La aprobación de estos 
cursos es obligatoria para los integrantes de las unidades 
especializadas, quienes deben demostrar que han adquirido 
las competencias requeridas. Los cursos deben cumplir 
con los estándares establecidos por las conferencias y estar 
sujetos a evaluaciones rigurosas para garantizar su calidad. 

La capacitación y actualización continua tienen como 
propósito garantizar que los integrantes de las unidades 
especializadas estén bien preparados para enfrentar los 
desafíos del secuestro, desarrollando habilidades prácticas 
y teóricas esenciales para la investigación y persecución 
de estos delitos. La actualización constante permite al 
personal adaptarse a nuevas amenazas y métodos delictivos, 
mejorando así su capacidad de respuesta. 

Instaurar cursos estandarizados asegura que todos 
los integrantes reciban la misma calidad de formación, 
independientemente de su ubicación geográfica. Esto 
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promueve la coherencia en los procedimientos y enfoques 
utilizados por las unidades especializadas a nivel nacional, 
contribuyendo a una respuesta más uniforme y eficaz ante los 
delitos de secuestro. 

La capacitación adecuada asegura que los investigadores 
puedan realizar investigaciones sólidas y bien fundamentadas, 
mejorando la capacidad de recolectar, analizar y presentar 
evidencia confiable. La necesidad de aprobar estos cursos 
también promueve la transparencia y la rendición de cuentas 
en la formación del personal, reforzando la confianza pública 
en la integridad y competencia de las unidades especializadas. 

La formación continua y la actualización permiten una 
respuesta rápida y eficaz a los delitos de secuestro, mejorando 
las tasas de resolución de casos y reduciendo la probabilidad 
de errores en las investigaciones y procesos judiciales. Esto 
no solo mejora la eficiencia en la respuesta a estos delitos, 
sino que también asegura que las víctimas reciban justicia de 
manera oportuna. 


V.- Opinión favorable del secretariado ejecutivo 


La obtención de una opinión favorable por parte del 
secretariado ejecutivo del sistema nacional de seguridad 
pública es una etapa de evaluación y validación adicional 
que puede llegar a garantizar la idoneidad del personal para 
integrar o permanecer en las unidades especializadas en la 
investigación y persecución de delitos de secuestro. 

La secretaría ejecutiva del sistema nacional de seguridad 
pública debe desempeñar un papel crucial en este proceso, 
en virtud de que es responsable de coordinar y supervisar 
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las políticas de seguridad pública a nivel nacional, así 
como evaluar y validar las aptitudes y competencias del 
personal que forma parte de las instituciones de seguridad 
pública. La necesidad de contar con la opinión favorable 
de este organismo se aplica en casos concretos definidos 
por la institución respectiva, que pueden incluir posiciones 
sensibles, casos de alta responsabilidad o situaciones 
especiales que requieren una validación adicional. 

La pretensión de obtener la opinión favorable del 
secretariado ejecutivo es añadir una capa adicional de 
validación, asegurando que el personal cumple con los 
estándares y requisitos establecidos, lo que puede ayudar a 
mantener un control de calidad sobre el personal que integra 
las unidades especializadas, promoviendo la transparencia 
y la credibilidad en el proceso de selección y retención 
del personal; si no es distorsionada para cuestiones de 
favoritismo y nepotismo. 


VI.- Compromiso de vigilancia y exámenes de control de 
confianza 


La responsabilidad de vigilancia y la realización 
de exámenes de control de confianza son condiciones 
esenciales para el ingreso y la permanencia en las unidades 
especializadas en la investigación y persecución de delitos de 
secuestro. Estas condiciones, que deben ser aceptadas por los 
aspirantes, implican un monitoreo constante y la realización 
de pruebas que aseguren la integridad y competencia del 
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personal. Este compromiso se extiende no solo durante el 
tiempo de servicio, sino también hasta cinco años después de 
la terminación del mismo. 

La vigilancia no intrusiva es un método de monitoreo 
que no interfiere significativamente con la privacidad 
personal ni con las actividades cotidianas del individuo. Este 
tipo de vigilancia será realizada por una autoridad competente 
designada, encargada de asegurar el cumplimiento de 
este compromiso. Durante todo el periodo de servicio del 
individuo en las unidades especializadas y hasta cinco años 
después de la terminación del servicio, se llevará a cabo esta 
vigilancia. 

Además, los aspirantes y miembros de las unidades 
especializadas deben rendir información y someterse a 
exámenes de control de confianza cuando sean requeridos. 
Para continuar en el servicio, los individuos deben aprobar 
estos exámenes, demostrando que cumplen con los estándares 
de confianza y competencia necesarios. 

La idea de la vigilancia y los exámenes de control de 
confianza tiene como propósito garantizar que los miembros 
de las unidades especializadas mantengan altos estándares de 
integridad y confiabilidad. Estas medidas permiten detectar 
y prevenir cualquier conducta indebida o irregularidades 
en el comportamiento de los miembros. La vigilancia no 
intrusiva y los exámenes de control de confianza promueven 
la transparencia en las actividades de los miembros de 
las unidades especializadas y contribuyen a la seguridad 
institucional, asegurando que solo individuos confiables y 
competentes formen parte de las unidades. 
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Las prácticas mencionada también aseguran una 
evaluación continua de las competencias y aptitudes del 
personal, lo cual es esencial para la selección y retención 
de candidatos adecuados y confiables. La necesidad de 
someterse a vigilancia y exámenes de control de confianza 
garantiza que solo los candidatos que cumplen con altos 
estándares de calidad y profesionalismo sean seleccionados o 
retenidos. 
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Artículo 43. Las unidades especiales de investigación 
tendrán las siguientes facultades: 

L Solicitar que se le brinde atención médica, 
psicológica y jurídica a las víctimas de las conductas 
previstas en esta Ley; 

ll. Decretar las medidas de protección para el 
resguardo de la vida o integridad de las víctimas o sus 
familiares, así como solicitar al juez las providencias 
precautorias para garantizar la reparación del daño; 

TIL. Asesorar a los familiares en las negociaciones 
para lograr la libertad de las víctimas; 

IV. Recibir, por cualquier medio, las denuncias sobre 
los delitos e iniciar la investigación; 

V. Utilizar las técnicas de investigación previstas en 
esta Ley y en los demás ordenamientos aplicables; 

VI. Vigilar, con absoluto respeto a los derechos 
constitucionales, a las personas respecto de las cuales se 
tenga indicios de que se encuentran involucradas en los 
delitos previstos en esta Ley; 

VI. Sistematizar la información obtenida para 
lograr la liberación de las víctimas y la detención de los 
probables responsables; 

VII Solicitar a personas físicas o morales la entrega 
inmediata de información que pueda ser relevante para la 
investigación del delito o la liberación de las víctimas; 

IX. Proponer políticas para la prevención e 
investigación de las conductas previstas en esta Ley; 
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X. Proponer al Fiscal General de la República o a los 
fiscales y procuradores de las entidades federativas, en 
su caso, la celebración de convenios con las empresas de 
telecomunicaciones para la obtención de datos adicionales 
contenidos en la base de datos prevista en la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y sobre el uso de las mismas; 


XI. Utilizar cualquier medio de investigación que 
les permita regresar con vida a la víctima, identificar 
y ubicar a los presuntos responsables, y cumplir con los 
fines de la presente Ley, siempre y cuando dichas técnicas 
de investigación sean legales y con pleno respeto a los 
derechos humanos, y 

XII. Las demás que disponga la Ley. 


Facultades y responsabilidades de las unidades 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


responsabilidades de las unidades especializadas en la 


| a norma 43 de la ley establece diversas facultades y 
investigación y persecución de delitos de secuestro. 


I- Solicitar atención integral para las víctimas 


La norma comentada establece la facultad de las 
unidades especiales de investigación para solicitar atención 
integral para las víctimas, tornando esta facultad en su 
principal propósito. Esta atención incluye cuidados médicos, 
apoyo psicológico y asistencia jurídica. Las unidades tienen 
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la responsabilidad de garantizar que las víctimas reciban el 
apoyo necesario para su recuperación física, emocional y 
legal. 

La atención integral para las víctimas de secuestro 
abarca varios aspectos fundamentales. La atención en 
“(...) el conjunto de procedimientos, acciones y principios 
fundamentales para proporcionar atención, asistencia, 
protección y reparación integral a las víctimas del delito 
y de violaciones a derechos humanos, impulsar su 
empoderamiento y prevenir la revictimización y victimización 
secundaria (...).”” Así, esta atención se debe de dar de forma 
trifásica: Medica, que implica proporcionar cuidados de 
salud física; psicológica, que se centra en el apoyo emocional 
y mental, ayudando a las víctimas a manejar el trauma y el 
estrés resultante del secuestro mediante terapia psicológica y 
asesoramiento, y por último, la atención jurídica, que implica 
ofrecer asesoramiento y representación legal a las víctimas, 
ayudándolas a entender y ejercer sus derechos, participar en 
el proceso judicial y buscar justicia y reparación. 

Así, las unidades especiales de investigación tienen la 
facultad de solicitar que se brinde esta atención integral a 
las víctimas. Esta responsabilidad no solo implica investigar 
y perseguir a los responsables del secuestro, sino también 
garantizar la protección y recuperación de las víctimas, 
asegurando que reciban el apoyo necesario. 


1 Gobierno de México y Centro ejecutivo de atención a víctimas: Modelo integral 
de atención a víctimas. Recurso digital disponible en https://www.gob.mx/cms/ 
uploads/attachment/file/127943/MIAVed..paf consultado el 10 de junio de 2024. 
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TN.- Decretar medidas de protección 


La ley otorga a las unidades especiales de investigación 
la facultad de decretar medidas de protección para las 
víctimas y sus familiares, así como de solicitar al juez 
la implementación de providencias precautorias. Estas 
facultades son importantes para garantizar la seguridad física 
y psicológica de las víctimas, asegurar su acceso a la justicia, 
y prevenir nuevos delitos. 

Las medidas que podría solicitar la unidad especial 
pueden incluir vigilancia policial, reubicación temporal, 
y medidas de alejamiento para los agresores. El objetivo 
principal es garantizar la seguridad inmediata de las víctimas 
y sus familiares, protegiéndolos de posibles represalias 
o nuevos ataques por parte de los secuestradores. Las 
unidades no solo se encargan de investigar y perseguir a 
los responsables del secuestro, sino que también tienen la 
responsabilidad de asegurar la protección y recuperación de 
las víctimas. 

La facultad de decretar medidas de protección tiene 
como objetivo el dar una respuesta inmediata y efectiva ante 
cualquier amenaza, minimizando el riesgo para las víctimas. 
Por otra parte, garantizar la seguridad y bienestar de las 
víctimas y sus familias es fundamental para su recuperación 
física, emocional y legal. 

Así, las medidas de protección aseguran que las 
víctimas y sus familias estén protegidas físicamente de 
cualquier amenaza. Saber que están protegidos también 
proporciona apoyo psicológico a las víctimas, ayudándolas a 
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sentirse seguras y respaldadas. Las providencias precautorias 
protegen los derechos de las víctimas durante el proceso 
judicial, asegurando que no sean vulnerados. Proteger a las 
víctimas y sus familias también asegura que puedan testificar 
y colaborar con la justicia sin miedo a represalias, mejorando 
la calidad del proceso judicial. La capacidad de decretar 
medidas de protección y solicitar providencias precautorias 
demuestra un compromiso claro con la protección de las 
víctimas, aumentando la confianza pública en el sistema de 
justicia. Asegurar la reparación del daño ayuda a las víctimas 
a recuperar parte de lo perdido, promoviendo un sentido de 
justicia y restauración. 


TIL.- Asesorar en negociaciones para la libertad de 
víctimas 


La asesoría en negociaciones para la libertad de las 
víctimas de secuestro es una facultad crucial de cualquier 
unidad de investigación del secuestro. Esta asesoría 
implica proporcionar orientación y apoyo a los familiares 
de las víctimas durante el proceso de negociación con los 
secuestradores.? Los expertos en negociación ayudan a los 
familiares a desarrollar y ejecutar estrategias efectivas que 
garanticen la liberación segura de las víctimas. Las unidades 
especiales de investigación, que cuentan con expertos 
capacitados en técnicas de negociación y manejo de crisis, 


2 Para saber más sobre este tópico, remítase a Argáez Uribe, Jorge de Jesús: La 
negociación del secuestro. Recurso digital disponible en https://www.cop.es/ 
uploads/PDF/LA-NEGOCIACION-DEL-SECUESTRO .paf consultado el 10 de junio 
de 2024. 
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pueden asistir a los familiares y, en algunos casos, actuar 
como intermediarios directos entre los secuestradores y los 
familiares. 

La asesoría en negociaciones incluye la provisión de 
orientación y apoyo a los familiares de las víctimas durante el 
proceso de negociación. Este apoyo se extiende a ayudarles a 
desarrollar estrategias de negociación efectivas, asegurando 
que la liberación de las víctimas se realice de manera segura 
y sin poner en riesgo su integridad física y psicológica. La 
asesoría adecuada en las negociaciones ayuda a reducir 
los riesgos asociados con el proceso, como la escalada de 
violencia o el incumplimiento de los acuerdos. 

Las unidades especiales de investigación están 
equipadas con expertos en negociación y manejo de crisis 
que pueden asistir a los familiares de las víctimas. Estos 
expertos proporcionan orientación profesional y, en algunos 
casos, pueden actuar como intermediarios directos en las 
negociaciones. Su intervención es esencial para garantizar 
que las negociaciones se realicen de manera estructurada 
y segura, aumentando las posibilidades de una resolución 
exitosa. 

La meta principal de la asesoría en negociaciones es 
garantizar la liberación segura de las víctimas de secuestro. 
Proporcionar apoyo y orientación a los familiares en 
momentos de extrema angustia ayuda a reducir el estrés y la 
ansiedad, empoderándolos para participar activamente en las 
negociaciones. La asesoría de expertos permite una respuesta 
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más coordinada y estructurada, mejorando las posibilidades 
de éxito y aplicando las mejores prácticas basadas en 
experiencias previas. 


IV.- Recepción de denuncias e inicio de investigación 


La facultad de recibir denuncias e iniciar investigaciones 
inmediatamente es permitida a través de diversos canales, 
incluyendo de manera presencial, telefónica, en línea, 
o mediante aplicaciones móviles, facilitando así que 
las víctimas, sus familiares o cualquier persona con 
conocimiento del secuestro pueda reportarlo rápidamente. 
Al eliminar barreras como la necesidad de desplazarse a una 
oficina física, se garantiza que las denuncias se realicen de 
manera conveniente y rápida. 

Así, en virtud de lo anterior, cualquier persone pueda 
reportar un secuestro a través de múltiples canales, ya 
sea de manera presencial, telefónica, en línea, o mediante 
aplicaciones móviles. Esta accesibilidad es fundamental 
para permitir una denuncia rápida y efectiva, facilitando 
que las víctimas, sus familiares o cualquier persona con 
conocimiento del secuestro pueda informar sobre el delito 
sin demoras. Al proporcionar varias vías de comunicación, se 
eliminan barreras que podrían impedir o retrasar la denuncia, 
asegurando que se pueda actuar de inmediato. 

Una vez recibida la denuncia, las unidades especiales 
de investigación tienen la responsabilidad de iniciar de 
inmediato la investigación del delito reportado. Esta 
capacidad de respuesta inmediata es crucial en los casos de 
secuestro, donde cada minuto cuenta para la seguridad y 
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liberación de la víctima. La acción rápida y proactiva permite 
a las unidades recopilar pruebas, identificar sospechosos y 
planificar acciones de rescate de manera eficiente. Todo ello 
asegura que las autoridades puedan actuar con celeridad, 
aumentando las posibilidades de resolver el caso y rescatar a 
las víctimas a tiempo. 

Por lo tanto, el propósito principal de la norma 
es garantizar la accesibilidad y rapidez en la denuncia, 
facilitando que las víctimas o informantes puedan reportar 
el delito de manera conveniente. La capacidad de iniciar la 
investigación de inmediato es crucial para la seguridad de las 
víctimas, permitiendo una respuesta rápida y eficiente. 

La eficiencia en la respuesta se incrementa 
significativamente cuando las denuncias se pueden recibir 
por cualquier medio y las investigaciones comienzan de 
inmediato. Esta capacidad de respuesta rápida mejora las 
posibilidades de resolver los casos y rescatar a las víctimas a 
tiempo. 

Así, queda establecido que la recepción inmediata 
de denuncias permite la detección temprana de patrones 
o series de delitos de secuestro, ayudando a prevenir 
futuros incidentes. La capacidad de iniciar rápidamente 
la investigación permite intervenir antes de que los 
secuestradores puedan realizar más actos delictivos, 
protegiendo a posibles futuras víctimas. Además, la eficiencia 
en la respuesta institucional se incrementa significativamente 
cuando las denuncias se pueden recibir por cualquier medio 
y las investigaciones comienzan de inmediato. Esto no 
solo mejora la eficiencia en la respuesta de las autoridades, 
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sino que también puede mejorar significativamente las 
posibilidades de resolver el caso y rescatar a las víctimas a 
tiempo. 

No obstante, para implementar esta capacidad de manera 
efectiva, es necesario contar con la tecnología adecuada para 
recibir denuncias por múltiples medios y capacitar al personal 
para gestionar estos informes de manera eficiente. Además, 
la coordinación entre las unidades especiales y otras agencias 
de seguridad es crucial para asegurar una respuesta coherente 
y efectiva, y es fundamental establecer procesos claros y 
transparentes para la recepción de denuncias y el inicio de las 
investigaciones. 


V.- Utilización de técnicas de investigación 


La utilización de técnicas de investigación en los casos 
de secuestro es una facultad fundamental de las unidades 
especiales de investigación. Este conjunto de métodos, 
procedimientos y herramientas está diseñado para abordar de 
manera eficiente y efectiva la complejidad de estos delitos. 

Las técnicas de investigación comprenden una amplia 
gama de métodos, desde entrevistas y vigilancia hasta 
análisis de datos y tecnología forense. La base legal de estas 
técnicas se encuentra tanto en la ley comentada como en otros 
ordenamientos aplicables, garantizando que su utilización sea 
conforme a derecho. La diversidad de técnicas permite a las 
unidades especiales seleccionar y aplicar las herramientas 
idóneas para cada situación, maximizando la eficiencia y 
efectividad de la investigación. 
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La utilización de diversas y avanzadas técnicas de 
investigación tiene como principal objetivo mejorar la 
eficiencia y efectividad de las investigaciones. Al emplear 
una combinación de métodos tradicionales y modernos, se 
logran investigaciones más completas y detalladas, lo que 
aumenta las posibilidades de resolver los casos. Además, la 
recolección de pruebas sólidas y admisibles en tribunales 
fortalece el proceso judicial contra los responsables del 
secuestro. Por otra parte, la incorporación de tecnologías 
modernas y técnicas innovadoras permite a las unidades 
especiales mantenerse un paso adelante de los secuestradores 
y adaptarse a nuevas formas de criminalidad. Como debe 
ser evidente en un estado de derecho, es fundamental que 
todas las técnicas utilizadas cumplan con los requisitos 
legales y reglamentarios, respetando los derechos humanos y 
constitucionales de las personas involucradas. 

La calidad de las investigaciones mejora 
significativamente con el uso de técnicas avanzadas y 
variadas, ya que estas técnicas permiten recolectar evidencia 
confiable y difícil de refutar en un tribunal. Por lo tanto, un 
análisis detallado y preciso de la información recolectada 
ayuda a identificar patrones y conexiones cruciales en el caso, 
lo que es esencial para resolverlo de manera efectiva. Así, 
la transparencia en el proceso de investigación, garantizada 
por el cumplimiento legal y el uso ético de las técnicas, 
promueve la confianza pública en las autoridades encargadas 
de la seguridad y justicia. Al asegurar que los derechos de 
todas las personas involucradas sean respetados durante 
el proceso de investigación, se refuerza la percepción de 
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justicia y equidad. Consecuentemente, las técnicas avanzadas 
permiten una respuesta más rápida y efectiva a los delitos de 
secuestro, mejorando las tasas de resolución y prevención 
de futuros incidentes. Finalmente, la capacidad de adaptar y 
actualizar las técnicas de investigación permite a las unidades 
especiales enfrentar nuevas amenazas y métodos delictivos 
de manera eficaz. 


VI.- Vigilancia respetuosa de los derechos constitucionales 


La vigilancia respetuosa de los derechos constitucionales 
es una facultad otorgada a las unidades especiales de 
investigación para monitorear a individuos sospechosos de 
estar involucrados en delitos de secuestro. Esta vigilancia 
implica la observación y monitoreo de personas bajo 
sospecha, con el objetivo de recopilar información y pruebas 
sin interferir directamente en su vida diaria. Se basa en 
indicios razonables que vinculan a los sospechosos con los 
delitos previstos en la ley. 

La vigilancia debe realizarse de manera constitucional 
y legal, garantizando que no se infrinjan los derechos 
fundamentales de las personas, como el derecho a la 
privacidad, la presunción de inocencia, el debido proceso y 
la protección contra detenciones arbitrarias. Esto asegura que 
cualquier acción de monitoreo se lleve a cabo respetando los 
derechos humanos y constitucionales. 

La intención principal de esta facultad es garantizar 
la legalidad y la ética en las investigaciones. Todas 
las actividades de vigilancia deben cumplir con las 
leyes y regulaciones vigentes, respetando los derechos 
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constitucionales de los individuos. Además, es crucial 
proteger los derechos humanos, evitando abusos y 
garantizando un trato justo durante la investigación, a efecto 
de que las pruebas obtenidas sean enteramente admisibles 
en juicio, además de que mantener un equilibrio entre la 
necesidad de seguridad pública y el respeto por los derechos 
individuales es fundamental. 

La calidad y legalidad de las investigaciones se ven 
fortalecidas cuando la vigilancia respeta los derechos, 
asegurando, como se ha dicho, que las pruebas obtenidas 
sean admisibles en los tribunales. Además, se promueven 
prácticas de investigación éticas y legales, manteniendo 
altos estándares profesionales. Así, la vigilancia que respeta 
los derechos constitucionales aumenta la confianza pública 
en las instituciones de seguridad y justicia, demostrando un 
compromiso con la transparencia y la justicia; reforzando 
la percepción de que las autoridades están comprometidas 
con la protección de los derechos de todos los ciudadanos, 
incluso en el contexto de investigaciones criminales. Por otra 
parte, se ayuda a prevenir abusos y excesos por parte de las 
autoridades, estableciendo mecanismos de supervisión para 
asegurar que la vigilancia se realice de manera adecuada y 
conforme a la ley. 


VI.- Sistematización de información para liberación y 
detención 


La sistematización de información es un proceso clave 
en la lucha contra el secuestro, que implica la recopilación, 
organización, análisis y almacenamiento de datos de 
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manera estructurada. Este proceso tiene como objetivo 
principal facilitar el uso efectivo de la información en las 
investigaciones. Para ello, se crean y mantienen bases de 
datos que contienen información relevante sobre casos de 
secuestro, sospechosos, patrones delictivos y otros datos 
útiles. La sistematización de información tiene dos objetivos 
principales: asegurar la liberación de las víctimas y facilitar la 
identificación, localización y detención de los responsables. 

Así, la sistematización permite centralizar la 
información, lo que facilita el acceso rápido y eficiente a 
los datos necesarios para la investigación. Además, ayuda 
a identificar patrones y conexiones que pueden no ser 
evidentes de manera inmediata, mejorando la capacidad 
de análisis de los investigadores. Esta práctica permite 
proporcionar a los investigadores y a los responsables de 
tomar decisiones una visión clara y precisa de la situación, 
permitiéndoles planificar estrategias efectivas. Asimismo, 
permite una mejor coordinación de las operaciones de rescate 
y detención, asegurando que todos los actores involucrados 
tengan acceso a la misma información actualizada. Además, 
la sistematización asegura que la información se maneje de 
manera segura, protegiéndola contra pérdida, manipulación 
o acceso no autorizado, y garantiza que los datos sean 
consistentes y precisos. 

La eficiencia en la respuesta es una de las principales 
ventajas de la sistematización de información. Permite un 
análisis rápido y coordinado de la información, lo cual es 
esencial en situaciones de secuestro; además, manejar la 
información de manera adecuada protege los derechos de las 
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víctimas y asegura el debido proceso para los sospechosos. 
Ayudando también a identificar tendencias y patrones 
delictivos, permitiendo a las autoridades anticiparse y 
prevenir futuros secuestros mediante el desarrollo de 
estrategias proactivas basadas en datos concretos. 
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Plazo constitucional Estándar 
probatorio preliminar. Reflexiones 
del proceso penal acusatorio 


Juez Mtro. José Juan Villagómez Amézquita 


ucho se ha discutido sobre el tratamiento que debe 
NM vna a la duplicidad del plazo constitucional o 
su prórroga; ya porque se pretende la maximización 
derechos fundamentales y procesales del imputado —detenido 
o no-, o ya porque de la audiencia inicial pueden derivar actos 
de molestia en perjuicio del mismo. 
De una u otra manera, cuando se propone la prórroga 
o la duplicidad del plazo constitucional, tal parece que se 
intenta, desde esa primitiva etapa procesal, el ofrecimiento de 
la totalidad del caudal probatorio que permitiría resolver “el 
fondo de la controversia”; lo que ha llevado a catalogar esta 
institución como un mini juicio. A últimas fechas, la autoridad 
federal ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre esta 
clase de apreciaciones, como lo muestra la siguiente tesis de 
jurisprudencia: 
«(...) Época: Décima Época 
Registro: 2019450 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
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Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 08 de marzo de 2019 10:11 h 
Materia(s): (Penal) 
Tesis: 11.20.P.80 P (10a.) 
Auto de vinculación a proceso dictado dentro de la 
ampliación del término constitucional. En esta resolución 
el alcance de un estado probatorio contradictorio es 
exclusivamente de naturaleza preliminar. Cuando se 
dicta un auto de vinculación a proceso dentro de la 
ampliación del término constitucional, no es el momento 
oportuno para oponer las pruebas contradictorias que 
obren en autos, y dar prevalencia a unas sobre las otras, 
ya que esa evaluación queda reservada, en su caso, para 
la etapa intermedia, toda vez que en el sistema penal 
acusatorio no se otorga a las primeras etapas una fase 
determinante, sino meramente preliminar, que si bien 
ya eran así en el sistema tradicional, ahora son todavía 
más formales y meramente preliminares, por lo cual, el 
alcance de un estado probatorio contradictorio a nivel 
de auto determinó constitucional en este nuevo sistema 
acusatorio adversarial, es exclusivamente de naturaleza 
preliminar, pues el auto de vinculación no resuelve el 
fondo del asunto, sino que su finalidad es determinar 
si los datos de prueba justifican la continuación del 
proceso que se lleva a una etapa posterior intermedia 
de depuración, máxime que en el auto señalado el Juez 
no puede depurar anticipadamente, salvo un caso de 
excepción que impidiera la apertura de la continuidad, 
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pues ello implicaría, en su caso, que no hubiera ni 
siquiera un estado de contradicción, sino un estado 
absoluto de desvanecimiento de datos. Así, la autoridad 
constitucionalmente facultada para determinar bajo su 
responsabilidad si existen datos insuficientes para la 
continuidad del proceso, es el Juez de Control, por lo 
cual, en el amparo no puede sustituirse esa valoración 
que es evidente y eminentemente preliminar. 

Segundo tribunal colegiado en materia penal del 
segundo circuito. 

Amparo en revisión 338/2018. 10 de enero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 
Secretaria: Susana Díaz González. 

Amparo en revisión 340/2018. 10 de enero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 
Secretaria: Susana Díaz González. 

Amparo en revisión 341/2018. 10 de enero de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 
Secretaria: Susana Díaz González (...).” 


Esta clase de criterios contribuyen a la consolidación 
del sistema acusatorio, puesto que la interpretación que se 
hace de los principios e instituciones que lo regulan aligera y 
agiliza la secuela procesal. 

El simple hecho de pensar en el desahogo de medios 
de prueba ante el juez de control nos lleva a plantear serios 
cuestionamientos —que debido a su complejidad por el 
momento no habremos de responder-, ya que luego del 
desahogo del medio de prueba: 1) ¿quién determina su 
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alcance o contenido como dato de prueba?; 2) ¿el dato 
de prueba deben proponerlo las partes o puede hacerlo el 
juzgador?; 3) si el dato de prueba lo delimitan las partes — 
mediante su argumento- ¿cómo puede el juzgador “olvidar” 
aquello que percibió con sus sentidos y que no consideraron 
relevante las partes?; 4) si el contenido del dato de prueba 
lo delimita o amplía el juzgador ¿esa actividad podría 
catalogarse como “incorporación de información””?; y, en 
su caso, 5) cómo confrontar datos de prueba con medios de 
prueba sin afectar la igualdad de las partes? 

Bajo el cristal del debido proceso, ubicaríamos la 
cuestión que nos ocupa en aquella formalidad esencial 
del procedimiento que consiste en el derecho a probar, 
complementada con la tutela jurisdiccional “desde la cual se 
protege que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual 
de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo 
de sus pretensiones”, ya que ello se encuentra íntimamente 
unido con el derecho de acceso a la justicia!. 

Concluyendo: Pretender una resolución que se ocupe 
del fondo del asunto dentro del plazo constitucional no 
generará efectos definitivos. El párrafo quinto del artículo 19 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y el artículo 318 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales atribuyen la fijación de la materia del proceso a esa 
determinación judicial; con la posibilidad de que, en caso 
de ser adversa a los intereses del Ministerio Público, se 
replantee la formulación de imputación, como lo indica el 


1 Derecho humano al debido proceso. Elementos que lo integran. México. Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (Primera Sala). Décima Época. Registro: 2005401. 
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segundo párrafo del precepto 319 del último ordenamiento 
mencionado, con la obvia intención de una vinculación a 
proceso. 
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Una aportación a la tarea de la valoración 
probatoria en Guanajuato 


Mtro. Israel González Ramírez 


I.- A manera de introducción 


a tesis que vamos a sostener en esta investigación es 

la de que el producto de la valoración de la prueba 

bajo la perspectiva de la sana crítica se construye 
siempre con proposiciones racionales que permiten adscribir 
consecuencias jurídicas a los hechos que describen y que son 
atribuibles a una o varias personas, en donde la racionalidad 
de las proposiciones justificará la consecuencia si, habiendo 
sido sometidas a una batería compuesta por la crítica, la 
refutación y la contradicción, perviven proporcionando 
la mejor explicación en relación con lo que se ha dicho 
acontecido. 

La forma más sencilla que hemos encontrado para 
desarrollar estas ideas con una perspectiva útil y práctica 
es, además de proporcionar un sustento teórico básico, la 
de proponer el análisis crítico de un caso resuelto por los 
tribunales del Estado de Guanajuato en primera y segunda 
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instancia, que incluso pasó la revisión extraordinaria del, 
entonces, tribunal colegiado en materia penal del décimo 
sexto circuito.' 

El asunto está legalmente concluido y el estudio que 
aquí verificaremos no tiene más objeto que poner de relieve 
la necesidad del manejo adecuado del razonamiento por parte 
del juzgador, sin que sea nuestra intención evidenciar a nadie, 
por lo que acudiremos a su exposición sólo para ofrecer el 
ejercicio al lector de este trabajo que se anime a realizarlo. 

Por ello, también nos abstendremos de publicar cualquier 
dato de identificación del asunto, aunque debemos señalar, 
en ejercicio de objetividad, que obtuvimos autorización para 
realizar este estudio tanto del joven que fue sentenciado en el 
asunto como del magistrado que dictó la resolución definitiva 
en él. 


1 Resulta conveniente precisar desde el inicio -y aunque sea sólo bosquejando a 
lápiz- que en el sistema jurídico mexicano, fuera de la obligación de proteger y 
garantizar derechos humanos, general para todo juez, los órganos jurisdiccionales 
de segunda instancia, encargados de resolver el recurso de apelación, se hacen 
cargo de temas de legalidad relativos a cuestiones procesales, valoración 
probatoria y de fondo (materiales) del conflicto planteado, de modo que revisan 
la forma en que los jueces asumen las pruebas y las inferencias que de ellas 
derivan, y se hallan legalmente facultados para realizar la valoración probatoria 
que consideren y resolver el asunto conforme a ella. Por otro lado, en la revisión 
que corresponde a los Tribunales federales a virtud del juicio de amparo mexicano, 
se analizan cuestiones de constitucionalidad de los actos jurisdiccionales que 
también, ineluctablemente, pasan por el tema de la valoración probatoria, aunque 
éstas autoridades no sustituyen a los jueces ordinarios y en sus resoluciones 
sólo señalan las violaciones constitucionales detectadas y fijan las pautas para 
enmendarlas. 
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No podemos dejar de señalar que, tanto la forma en que 
quedó plasmado lo que se tomó como prueba de los hechos, 
como algunas referencias específicas al discurso judicial, se 
apegan estrictamente a lo que obra en la causa. Abordemos, 
pues, la tarea y que Júpiter y Themis nos sean propicios. 
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T.- La necesidad de explicar 


omenzaremos esta indagación con un relato del 

maestro Armando Fuentes Aguirre que leí hace tiempo 

y que terminó por impactar en mi labor diaria. Espero 
transmitir el mensaje que de él recibí. El relato dice así: 


“(...) En el rincón más alejado de la barra de la taberna 
del pueblo se hallaba un parroquiano. Había pedido ya 
varias copas y cada vez que el cantinero las servía, el 
hombre las apuraba de un trago y luego decía hay cosas 
que no se pueden explicar. Picado por la curiosidad, 
después de servir la última que le pidiera, el cantinero le 
preguntó qué era lo que creía que no se podía explicar, 
y luego de apurar nuevamente su trago el hombre dijo — 
Amigo, hay cosas que no se pueden explicar. Vea usted. 
Tengo una pequeña granja y en ella tengo una vaca que 
me da leche todos los días. Esta mañana, muy temprano, 
me levante a ordeñar mi vaca, como todas las mañanas. 
Había acomodado el balde y estaba ya sentado en mi 
banquillo cuando la vaca con una pata tiró el balde, 
de modo que decidí amarrarle esa pata de un poste del 
corral. Había acomodado nuevamente el balde y me 
disponía a extraer la leche cuando, con la otra pata la 
condenada vaca volvió a tirar el balde. Había por ahí, 
por suerte, otra cuerda y pude amarrarle también esa 
pata a otro poste. 

Puesto otra vez el balde y sentado en mi banquillo, la 
vaca comenzó a golpearme el rostro con la cola; como 
ya no tenía cuerdas a la mano me quité el cinturón para 
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amarrarle la cola de una viga del techo, por lo que subí 
al banquillo; como mis pantalones me quedaban flojos 
al estarla amarrando se me cayeron hasta los tobillos. 

Y ahí me tiene entonces, amigo, con la vaca amarrada 
de las dos patas traseras, amarrándole la cola a una viga 
del techo y con los pantalones hasta los tobillos, cuando, 
de pronto, entra mi mujer al corral... ¡carajo! En verdad 
hay cosas que no se pueden explicar (...).” 


El relato me sirve de marco ideal para señalar que, 
lejos de lo que piensa nuestro desafortunado parroquiano, en 
el mundo de relación social son más bien escasas las cosas 
que no se pueden explicar, pues a fuer de que tienen carácter 
fenoménico, siempre dejan una impronta que nos permite 
llegar a ellas para explicarlas, y esa explicación no consiste 
en otra cosa sino en la expresión de razones que encadenan 
la existencia del fenómeno con las huellas, rastros, señales, 
signos o vestigios que lo delatan. 

Así, para lograr explicar el que ocupe nuestra atención, 
tendremos que construir una especie de historia, una 
narración que debe ser coherente y sostenible con datos 
objetivos para que logre aceptación en quien la conozca. 

En este sentido, para aterrizar tales ideas en nuestra 
materia, la procesal judicial, debemos decir, con Antonio 
Dellepiane, que la labor de un juzgador llega a confundirse 
con la de un historiador cuando a ambos les corresponde 
reconstruir una parte de la realidad a través de un método 
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consistente en ir de los rastros, vestigios o huellas dejados 
por las cosas, hechos o seres, a esos mismos hechos seres o 
cosas.” 

La reconstrucción a que nos referimos no puede 
constituirse con cualquier contenido, sino que debe estar 
sólidamente argumentada, debe ser racional y razonable. Al 
respecto Juan Martín Romero Martínez cita a Mario Bunge 
para afirmar que la racionalidad en sentido lógico se refiere 
al esfuerzo por la consistencia, por evitar la contradicción, 
y en sentido dialéctico significa comprobar la validez de las 
inferencias, es decir, que la racionalidad es un esquema que 
permite estructurar ideas de manera consistente, así como 
verificar la validez de las inferencias dadas entre un grupo de 
proposiciones que forman un argumento. 

De la razonabilidad señala que se traduce en una 
posición aceptada mediante el consenso donde no son 
relevantes criterios de validación lógica, pues con ella 
no se intenta comprobar la validez de las inferencias, 
sino dar razones sustentadas en criterios de naturaleza no 
formal, como valores. Y al repasar las ideas de Aleksander 
Peczenick dice que un discurso es racional si su resultado 
se determina por razones coherentes que sirvan de sustento 
al mayor número de enunciados y conceptos que justifiquen 
una teoría; así, el grado de coherencia dependerá del mayor 
número de elementos y ámbitos de la realidad que abarque la 
argumentación.* 


2 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría de la prueba, 9? ed., Temis, Bogotá, 1997; pp. 14- 
23 


3 Cfr. Romero Martínez, J. M.: Estudios sobre la argumentación jurídica principialista. 
Bases para la toma de decisiones judiciales, UNAM-11J, México, 2016; pp. 62, 106 
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Nos hallamos en el contexto del proceso judicial, y el 
objeto de dicho proceso es el de establecer si un determinado 
hecho ha ocurrido para estar en posibilidad de adscribirle 
consecuencias jurídicas. 

En este sentido las ideas del profesor Michelle Taruffo 
nos sirven para expresar la primera parte del enunciado 
anterior como la pretensión del proceso de establecer si 
determinados hechos han ocurrido o no donde las pruebas 
sirven, precisamente, para resolver este problema, pues “(...) 
permiten establecer si los hechos relevantes para la decisión 
se han producido realmente y, en su caso, cuáles de ellos; es 
decir, para fundar y controlar la verdad de las afirmaciones 
que tienen a esos hechos por objeto (...)”. * 

Ahora, para alcanzar el fin de una explicación aceptable 
es necesaria la coherencia narrativa, pues ésta, según 
MacCormick: 


“(...) Proporciona un examen de la verdad o la 
probable verdad de las proposiciones sobre cosas y 
sucesos no percibidos. Es un examen del carácter 
explicativo de la proposición examinada dentro 
del mismo esquema de explicación que explica las 
proposiciones que se consideran verdaderas sobre la 
base de la percepción. La probabilidad relativa de una 
u otra de dos proposiciones mutuamente inconsistentes 
sobre el mismo suceso no percibido (...) depende de la 
coherencia con los otros varios sucesos que se supone 


4 Taruffo, M.: La prueba de los hechos, trad. Ferrer Beltrán, Jordi, 4? ed., Trotta, 
Madrid, 2011; pp. 21-23 
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han ocurrido... la historia más coherente entre las 
historias mutuamente inconsistentes es la que implique 
la menor improbabilidad según tal examen (...).? 


Al comentar esta misma idea de MacCormick, Manuel 
Atienza dice que la coherencia narrativa suministra un 
test en relación con cuestiones de hecho cuando no cabe 
prueba directa sobre éste, y que dicho test justifica que 
asumamos creencias en relación con hechos pasados porque 
consideramos al mundo fenoménico como algo explicable en 
términos de principios racionales.* 

Acudimos a MacCormick nuevamente para rescatar su 
afirmación en el sentido de que un: 


“(...) relato de un suceso pasado o de un complejo 
de sucesos relacionados pasados es creíble solo si es 
coherente. Esto exige que no haya inconsistencias 
lógicas inexplicables entre cualesquiera de sus 
elementos fácticos, y que exista alguna implicación 
causal y motivacional de todo el complejo de sucesos 
enunciados en las declaraciones fácticas que, en 
conjunto, constituya en sí mismo una explicación 
satisfactoria de los mismos. En el caso de dos 
explicaciones mínimamente coherentes, las que se 
apoyen en las hipótesis causales o motivacionales más 


5 MacCormick, N.: Retórica y Estado de Derecho. Una teoría del razonamiento 
jurídico, trad. Gascón Salvador José Ángel, Palestra, Lima, 2016; p. 377 


6 Cfr. Atienza, M.: Las razones del Derecho. Teorías de la argumentación jurídica, 
UNAM, MÉXICO, 2011, p. 119. 
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plausibles y/o los recuerdos, registros o declaraciones de 
testigos más manifiestamente creíbles deben preferirse a 
las que hagan asunciones menos plausibles (...).”” 


Creemos que en esto consiste la razonabilidad de una 
explicación, y al respecto, Thomas Da Rosa de Bustamante, 
Juan Antonio García Amado, y Alfonso J. García Figueroa, 
al analizar las ideas del autor antes citado dicen que “(...) 
(Da razonabilidad, como concepto valorativo, asume en la 
dogmática jurídica el papel de un parámetro para evaluar y, 
esencialmente, criticar las decisiones jurídicas particulares. 
Funciona, en un último análisis, como un criterio —o, mejor 
dicho, un conjunto de criterios- para decidir de forma correcta 


(08 


Estándar probatorio 


7  MacCormick, N.: Retórica y...; p. 378 


8 Da Rosa de Bustamante, T. et al: Teoría de la argumentación judicial. Principio de 
proporcionalidad y racionalidad de las decisiones judiciales, trad. Panez Solórzano, 
Juan Carlos, Legales Ediciones, Lima, 2017; p. 265 
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TIIL.- Explicar y argumentar 


as razones no aparecen, a los fines que aquí les 

adscribimos, aisladas, sino que se encuentran insertas, 

relacionadas, en un contexto argumentativo. Son los 
argumentos, entendidos como conjuntos de enunciados, de 
proposiciones, los que servirán para describir los hechos, las 
pruebas que los demuestran, las razones que se aducen para 
concluir que así es o que no, así como las consecuencias 
jurídicas que les corresponden y por qué. Los argumentos son 
la base toral del proceso, sin razones, sin argumentos, éste 
simplemente carece de contenido. 

Al respecto Rodolfo Luis Vigo dice que: 


“(...) con la argumentación se pretende que el derecho 
no se reduzca a voluntad o decisión autoritativa 
comunicada al destinatario, sino que contenga 
un esfuerzo justificatorio racional que pueda ser 
comprendido y aceptado por la razón del obligado (...) 
. Esa reconciliación del derecho con la razón práctica, 
aporta a la legitimidad de la autoridad y permite 
impugnarla cuestionando los argumentos aducidos como 
justificativos de lo mandado (...).”? 


9  L. Vigo, R.: La interpretación (argumentación) jurídica en el Estado de Derecho 
Constitucional, Tirant Lo Blanch, México, 2017; p. 18 
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Y que la argumentación “(...) confía en que con la 
razón podemos comprobar si una decisión está justificada 
internamente por medio de la lógica, y también si está 
justificada externamente por medio de la identificación de los 
argumentos utilizados .(...)”% 

Este autor afirma que recurrir a argumentos implica 
la reivindicación de un derecho y una respuesta racional 
y razonable que rechaza lo que esté en contraposición de 
la lógica o lo gravemente absurdo desde el punto de vista 
axiológico!'' y entiende que la argumentación se traduce 
en el “(...) esfuerzo racional que debe hacer el jurista para 
determinar y persuadir a los destinatarios de que la solución 
jurídica se ajusta al caso y no es arbitraria o meramente 
autoritativa (...).”? 

Por su parte, Daniel González Lagier dice de la 
argumentación, al verificar un análisis de las ideas de Stephen 
Toulmin, que: 


“(...) toda argumentación parte de una pretensión 
que es aquello que se sostiene, aquello que se quiere 
fundamentar. Si esta pretensión es puesta en duda, debe 
ser apoyada por medio de razones, esto es, hechos que 
den cuenta de la corrección de la pretensión. Ahora 
bien, en ocasiones hay que explicitar por qué las 
razones apoyan la pretensión, y ello debe hacerse por 
medio de un enunciado que exprese una regularidad 


10 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 22 
11 Cfr. L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 50 
12 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 114 
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que correlacione el tipo de hechos que constituye la 
razón con la pretensión. Este elemento fundamental de 
la argumentación es la garantía, que consisten siempre 
en una regla, norma o enunciado general. A su vez, la 
garantía puede ser apoyada con un respaldo, que trata 
de mostrar la corrección o vigencia de esa regularidad 


(Jn 


Llegados a este punto estamos en posibilidad de afirmar 
que todo lo expuesto hasta el momento en el tema del uso 
de la argumentación como un instrumento para expresar 
proposiciones racionales y razonables no puede alcanzarse 
si no se cuenta con un adecuado manejo y un conocimiento 
exhaustivo del lenguaje, pues, como sostiene Iván Escoto 
Mora, argumentar es “(...) agrupar en el orden del lenguaje al 
pensamiento para dotar de significado a los símbolos que lo 
constituyen (...).”** 

Este autor dice, con Manuel Atienza, que el aspecto 
formal de la argumentación remite al ámbito de la lógica en 
el sentido de que las proposiciones con que se construyen 
los argumentos deben ser congruentes entre sus premisas 
y conclusiones; y que en el aspecto material implica la 
justificación fáctica de dichas proposiciones en un marco de 
constatación objetiva que sustente la estructura formal.'* 


13 González Lagier, D.: Quaestio facti. Ensayos sobre la prueba, causalidad y acción, 
Fontamara, México, 2013; p. 40 


14 Escoto Mora, |.: El impacto de la argumentación jurídica. En los juicios orales y en 
la oralidad, UBIJUS, México, 2011; p. 12 


15 Cfr. Escoto Mora, !.: El impacto...; p. 29 
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IV.- La argumentación y la prueba judicial 


entado lo anterior, acerquémonos más al tema que nos 

ocupa: la prueba judicial. Para ello, en primer lugar, 

destaquemos la enorme importancia que tiene desde la 
perspectiva social en relación con la expectativa de justicia, 
el tema probatorio, específicamente en el ámbito penal. A la 
humanidad le ha costado ríos de sangre y tinta evolucionar de 
la venganza privada como medio para resolver los agravios 
más gravosos perpetrados intersubjetivamente, a la potestad 
concedida al Estado para sancionarlos jurídicamente. Trecho 
histórico en el que se transitó por el juicio divino como 
parámetro demostrativo de un injusto; la tortura como prueba 
incuestionable del delito y el valor preasignado formalmente 
a los medios de convicción que se llevaban a proceso, 
hasta llegar a un estadio en el cual lo que se privilegia es 
la racionalidad y razonabilidad de enunciados acerca de 
hechos que se dicen acontecidos, a los que se les asigna una 
consecuencia jurídica atendida su plausibilidad, pues lo que 
se lleva a juicio no son los hechos que fundan la pretensión, 
sino las afirmaciones que acerca de esos hechos postulan las 
partes. 

Por esta razón coincidimos con Daniel González 
Lagier cuando sostiene que “probar un hecho consiste en 
mostrar que, a la luz de la información que poseemos, está 
justificado aceptar que ese hecho ha ocurrido”** y con Neil 
MacCormick cuando afirma que “es obvio que casi nunca 
podemos conseguir una demostración absolutamente cierta 


16 González Lagier, D.: Quaestio facti...; p. 75 
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sobre ninguno de los sucesos pasados, y es aún más difícil 
establecer con seguridad la verdad sobre una serie compleja 
o concatenación de sucesos y transacciones humanas.”'” 
Empero, respecto a este punto no debemos perder de vista 
que el proceso judicial no puede claudicar en su objetivo de 
declarar que el acontecimiento de un hecho resultó probado o 
no en su decurso, pues de ello depende la delicada tarea que 
reposa en los jueces, relativa a la impartición justicia. 

Sin desconocer la dificultad mencionada, Michelle 
Taruffo dice que la capacidad del proceso de alcanzar la 
verdad de los hechos es mínima en uno que limite fuertemente 
el empleo de los medios de prueba y contenga muchas 
reglas de prueba tasada; en tanto que es máxima en uno en 
el que todas las pruebas relevantes sean admisibles y estén 
sujetas a la libre apreciación del juez y que “el principio de 
verdad de los hechos no identifica una ideología especifica 
del proceso... representa una suerte de dato constante que 
resurge en todas las ideologías que conciben algún tipo de 
decisión justa como finalidad del proceso. ” ** 

El profesor italiano sostiene que una justicia carente de 
arbitrariedad debe basarse en alguna medida en la verdad, es 
decir, en juicios sujetos a verificación empírica.” Y afirma 
que 


17 MacCormick, N.: Retórica y...; p. 371 
18 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; pp. 47 y ss 
19 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; p. 69. 
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“(...) (sjolo en el ámbito de la concepción de la prueba 
como instrumento para alcanzar una determinación verdadera 
de los hechos puede encontrarse una confirmación coherente 
de la ideología que... se ha definido como legal racional 
de la decisión judicial, con todo el conjunto de garantías 
que se vinculan con ella... no tiene sentido invocar valores 
como la legalidad, la corrección y la justicia de la decisión 
si no se reconoce que la verdad de los hechos es condición 
necesaria para una correcta aplicación de la norma. Pero todo 
esto no tiene sentido si no se reconoce que la función propia 
y exclusiva de la prueba es la de ofrecer elementos para 
la elección racional de la versión de los hechos que puede 
definirse como verdadera (...).”2 


Bien. Tenemos sobre la mesa qué es lo que dota 
de contenido decisorio a un proceso judicial y de qué 
herramienta debe servirse para alcanzar su objetivo, que no 
es otra sino la argumentación. Ahora toca analizar cómo es 
que se debe manejar esa herramienta. Antes que otra cosa 
diremos con Boris Barrios González que, como un artesano 
en su oficio 


“(e)l juez examina el hecho y la prueba frente a la 
previsión abstracta de la norma, reconstruye el hecho 
con base en la prueba, y allí el elemento de convicción: 
que la reconstrucción sea posible por razón de la 
prueba misma y no por sustitución intelectiva... porque 
interpretar la ley penal y aplicarla al caso concreto, con 
fundamento en la prueba o pretextando la prueba, no es 
20 Taruffo, M.: La prueba de... p. 86. 
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simplemente cuestión de adecuación literaria, es, sobre 
todo, darle vida natural y perfecta a la norma (no un 
engendro), determinando su real sentido y alcance en la 
regulación de la vida real (...).”? 


También es interesante lo que dice el profesor Perfecto 


Andrés Ibañez cuando señala 


2 


una 


22 


“(...) al operar, como lo hace el juez, en el marco de 
un sistema escalonado de instancias, hay siempre un 
primer momento de máxima contigiidad al segmento 
de experiencia jurídica sometido a consideración. 
En él, se hace preciso entrar —con el lenguaje como 
único vehículo- en relación directa con los sujetos 
implicados, con las diversas fuentes de prueba; tomar 
contacto con la situación a examen, recibiendo así todo 
un cúmulo de informaciones que deben ser tratadas 
procesalmente, tamizadas en el juego de las reglas del 
método probatorio, evaluadas en función de su mayor o 
menor relevancia o aptitud para integrar un “supuesto de 
hecho”, en cuya construcción como tal el que enjuicia 
participa de manera activa (...).”2 


Barrios González, B.: Teoría de la sana crítica. Interpretación, valoración y 
argumentación de la prueba, UBIJUS, México, 2017; p. 108. 


Andrés Ibañez, P.: Los hechos en la sentencia penal, Fontamara, México, 2005; p. 
18. 
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Esta es una actividad, a más de compleja, muy delicada, 
por cuanto de ello depende la concreción, en la medida en que 
esto sea posible, de una decisión apegada al valor justicia, de 
modo que para poder llevarla a cabo, el maestro Ibañez dice 
que 


“(...) el juez recibe testimonios, examina documentos, 
analiza datos, que le son presentados en forma 
contradictoria e interesada. Sobre ellos debe realizar 
una cuidadosa labor de valoración crítica, desechando 
no sólo los que no ofrezcan garantías de veracidad, 
sino incluso aquellos que, con independencia de su 
eventual valor informativo, no hubieran sido obtenidos 
en el respeto de determinadas reglas procesales del 
juego, integrantes de la disciplina constitucional 
del proceso. Así resulta que la dimensión jurídico- 
sustantiva implícita en el tratamiento de la cuestión de 
hecho que viene dada ya en un primer momento por la 
concurrencia de una hipótesis normativa como hipótesis 
de trabajo del intérprete operativo, aparece además, 
reforzada por la predisposición de un marco formal, 
imperativo, al que ha de ajustarse el proceso como 
proceso de adquisición de conocimiento, si se quiere 
que éste resulte jurídicamente relevante. (...) 


23 Andrés Ibañez, P.: Los hechos en...; p. 22. 
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Insistimos en que la conclusión obtenida de este 
ejercicio intelectual debe obtenerse sobre la base de la 
racionalidad y la razonabilidad para que podamos tenerla 
por justificada, pues, como dicen Marina Gascón Abellán y 
Alfonso García Figueroa 


“(...) (eJn el discurso sobre la prueba, el descubrimiento 
es el ¡ter intelectivo que ha conducido al juez a 
formular como verdaderas aserciones sobre hechos 
controvertidos; la justificación hace referencia a las 
razones por las que esas aserciones pueden entenderse 
verdaderas... el juez no puede descubrir una verdad que 
luego no esté en condiciones de justificar mediante unos 
patrones de racionalidad, y para ello, necesariamente, 
habrá de hacer uso de tales patrones en el propio proceso 
de averiguación de la verdad (...).* 


Sobre este punto el tratadista Diego Del Vecchi dice 
que justificar externamente la premisa fáctica consiste 
en dar razones en favor de la verdad de la proposición 
que esa premisa expresa, en responder a la quaestio facti 
demostrando que lo que el enunciado asevera (el evento 
token) ocurrió efectivamente en el mundo... La justificación 
de una aserción tal, en una visión racionalista de la prueba, 


24 García Figueroa, A. et al: La argumentación en el Derecho. Algunas cuestiones 
fundamentales, Palestra, Lima, 2003; p. 397 
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depende de la presencia de elementos probatorios suficientes 
para la aceptación del enunciado fáctico como premisa de la 
decisión.” 

Este mismo autor cita a Michelle Tarufto para señalar 
que la justicia de una decisión judicial no presupone 
únicamente su legalidad, entendida como una interpretación y 
aplicación correcta de las normas, sino también su veracidad, 
entendida como la comprobación de la verdad de los hechos 
relevantes. Para el profesor de Pavía las normas sobre 
pruebas con frecuencia son antiepistémicas, en la medida en 
que excluyen o limitan la búsqueda de la verdad, lo cual es 
relevante porque una cosa es la verdad de una proposición, 
que, en principio, es independiente de la prueba que al 
respecto se tenga, y otra cosa es que haya prueba suficiente 
en su favor. Así, 


“(...) el solo hecho de que la decisión judicial contenga 
una premisa fáctica que el juez asevera como verdadera 
sobre la base de que hay prueba epistémicamente 
relevante en su favor, es una buena razón para afirmar 
que en el acto procesal final, 1.e. la sentencia, hay una 
pretensión de verdad (...). 


Finalmente señalemos la idea de Del Vecchi en el sentido 
de que la justificación del enunciado fáctico de una decisión 
judicial depende de la existencia de razones epistémicas, 


25 Del Vecchi, D.: Problemas probatorios perennes. Un análisis a la luz del nuevo 
proceso penal mexicano, Fontamara, México, 2018; p. 15 


26 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; p. 21. 
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o sea, de pruebas suficientes en su favor, lo que trae como 
consecuencia la justificación del uso de ese enunciado como 
premisa menor de un silogismo judicial.” 


27 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; p. 38 
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V. Sistemas de valoración de la prueba. Legal o tasado y 
libre convicción o sana crítica 


ontinuemos este análisis refiriéndonos ahora a las 

formas en que se lleva a cabo la valoración de la 

prueba en nuestro sistema jurídico. Así tenemos que 
en el curso de nuestra historia jurídico procesal reciente, son 
dos los sistemas de valoración a los que hemos acudido: el 
sistema legal o tasado (que en realidad tuvo características de 
sistema de valoración mixto) y el de libre convicción o sana 
crítica. Veamos en qué consiste cada uno de ellos. 


1.- Legal o tasado 


El primero de ellos, también según Del Vecchi, puede 
definirse como: 


“(...) uno en el cual el legislador, a través del 
establecimiento de reglas rígidas, determina cuánto peso 
tiene cada elemento de juicio, así como también cuándo 
un conjunto de elementos de juicio es suficiente para 
tener por probado el enunciado fáctico. Lo que cuenta 
es, en última instancia, lo que decide el legislador: él 
establece las condiciones fácticas concretas ante las 
cuales (está probado un hecho) (...).” 


Al hacernos cargo del análisis de este sistema de 
valoración de la prueba consideramos pertinente indicar que 
la apreciación de la prueba desde una perspectiva racional 
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no es privativa del sistema acusatorio, sino que ya se hallaba 
presente en el sistema de enjuiciamiento penal inquisitivo 
mixto que fue dejado atrás. 

Ahora bien, cómo es que en éste sistema se llegaba a 
la conclusión de que a un hecho acontecido en el mundo de 
relación social correspondía una determinada consecuencia 
jurídica, trataremos de contestarlo a continuación. 

¿Con base en qué el Estado a través de los órganos 
facultados para ello podrá válida y legalmente fincar juicio 
punitivo a una persona para reprochar y sancionar su actuar? 
Podemos afirmar sin cortapisas que esa base la constituye 
el arsenal probatorio que a él se allega y que sirve para 
demostrar: i.- Que se verificó un hecho en el mundo de 
relación social derivado del actuar intencional o imprudente 
de una persona; 11.- Que ese hecho engasta en la descripción 
típica de una norma penal; y 111.- Que quien realizó el hecho 
no se halla amparado bajo ninguna causa de justificación; que 
en virtud del estado mental y psicológico que guardaba al 
actuar es posible imputarle el resultado lesivo derivado de su 
hecho y que, en consecuencia, debe exigírsele que responda 
jurídica y legalmente por él. 

El código de procedimientos penales del estado de 
Guanajuato? previene una amplia libertad probatoria para 
justificar los extremos recién mencionados, cuya única 
limitante se encuentra en que las pruebas que se aporten 
sean conducentes y no vayan contra la moral o el derecho, 
según se establece en el artículo 194 del mismo código. de 


28 Vigente a la fecha para los asuntos que ya se hallaban en trámite a la entrada en 
vigor del sistema acusatorio 
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las que de modo nominado regula el ordenamiento en cita, 
únicamente la inspección y los documentos públicos hacen 
prueba plena, el resto han de considerarse como meros 
indicios, es decir, como hechos indicadores de un diverso 
suceso, como fenómenos de los cuáles es posible inferir la 
existencia de otros. 

El diverso numeral 273 del código invocado establece 
precisamente lo que se acaba de mencionar respecto del valor 
convictivo de las pruebas y el número 274 de esa misma ley 
contiene las reglas con las que ha de realizarse su valoración 
conjunta, destacando de modo superlativo el énfasis que en 
el citado precepto se otorga a la naturaleza de los hechos y al 
enlace lógico y natural más o menos necesario existente entre 
lo que se conoce y lo que se indaga. 

De este modo, para que se genere en el ánimo del 
juzgador, máxima autoridad en el proceso, la convicción de 
que algo aconteció en los términos que se plasmó en el párrafo 
que antecede, es necesario que éste realice un ejercicio de 
reflexión con base en las reglas de la lógica, la experiencia 
y la sana crítica, que arroje los instrumentos necesarios para 
que el órgano jurisdiccional justifique la decisión que tome 
en relación con el asunto del que conoce. 

Lo anterior quiere decir, en términos muy sencillos, 
que el juzgador no va a creer a pie juntillas lo que ante él 
expongan las partes, simple y sencillamente porque las 
pruebas que alleguen reúnan los requisitos formales previstos 
para que sean admitidas en el proceso, sino que debe 
verificar un análisis profundo para determinar si el hecho 
que se somete a su consideración verdaderamente existió, 
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pues, siguiendo las ideas de Antonio Dellepiane, el resolver 
este problema implica la resolución de uno previo y de 
capital importancia: la posibilidad o imposibilidad de dicha 
existencia; imposibilidad que puede ser de distinta índole, 
a saber: a) Metafísica, cuando implica que el hecho de que 
se trate se oponga al principio lógico de contradicción, por 
ejemplo, que se afirme que una persona estuvo en un sitio en 
un momento dado, y al mismo tiempo en otro lugar; b) Física 
o natural, cuando el hecho se opone a las leyes constantes 
e inflexibles de la naturaleza, por ejemplo, afirmar que las 
rocas flotan en el aire; y c) Ordinaria o común, por la que el 
hecho se opone al curso regular de las cosas; a leyes de una 
constancia y generalidad sólo relativa, de donde resulta que, 
según sean esas leyes más o menos constantes o generales, la 
posibilidad o imposibilidad de ese hecho, o mejor dicho, la 
probabilidad o improbabilidad de su existencia aumentará o 
disminuirá,” y aquí podríamos citar el valiosísimo ejemplo 
de que los delitos de carácter sexual, por su propia naturaleza, 
generalmente se cometen en ausencia de testigos. 

Dicho de esta forma, la prueba es, pues, el modo de 
aquilatar, de admitir la evidencia incuestionable de la verdad, 
entendida como la adecuación entre el pensamiento y la 
realidad; de cerciorarnos de su certeza legítima. 

Así, toda prueba, por legalmente plena o perfecta 
que sea, si se refiere a un hecho inverosímil, se torna en 
presuntivamente falsa, y por tal motivo, en judicialmente 
inaceptable; es decir, cualquiera que sea el medio o medios 
de prueba que se utilicen para reconstruir un hecho, si esa 


29 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; p. 38 
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reconstrucción lleva a un resultado inverosímil o a un sistema 
de hechos parciales incoherentes o que se contradicen, dichas 
pruebas son inaceptables.” 

Ahora, aún las pruebas que la propia legislación adjetiva 
admite con pleno valor demostrativo tienen un límite en 
ese sentido, pues demuestran únicamente en relación a su 
contenido, de modo que, para llegar al conocimiento pleno 
del hecho indagado, deben adminicularse con el resto de las 
que existan en el proceso. 

Todas ellas, sigue Dellepiane, en su calidad de partes 
accesorias de un todo, como hechos parciales o modalidades 
circunstanciales de un mismo suceso, deben concordar 
entre sí, deben ensamblar unas con otras, de manera que 
constituyan un hecho natural, lógico, coherente. Para que 
tengan eficacia demostrativa plena, deben obedecer a la ley 
de las tres unidades: tiempo, lugar y acción; de modo que 
cada indicio, al combinarse con los otros, tomará su lugar 
en el tiempo y en el espacio, y todos se coordinarán según 
su carácter o naturaleza, las relaciones de causa a efecto, de 
medio a fin, de coexistencia que los vinculan, y si resultan 
conformes con las relaciones necesarias que derivan de la 
naturaleza de las cosas, estaremos entonces ante pruebas cuya 
aceptación no es sólo válida, sino necesaria para establecer la 
existencia del hecho.*' 

Lo que hasta aquí ha sido expuesto constituye lo que 
dota de significado al contenido del artículo 274 del código 
de procedimientos penales del estado de Guanajuato, cuando 


30 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 40 y ss. 
31 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 89 y 90 


393 


Estándar probatorio 


Estándar probatorio 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


literalmente establece que los tribunales, “(...) según la 
naturaleza de los hechos y el enlace lógico y natural necesario 
que exista entre la verdad conocida y la que se busca, 
apreciarán en conciencia el valor de los indicios hasta poder 
considerarlos prueba plena (...).” 

Implica la actividad lógica de reflexión del juzgador 
para llegar a la certeza en su ánimo, a la convicción, de que 
un hecho humano aconteció y que es posible imputárselo 
penalmente a la persona que lo realizó, para que por él 
responda sobre la base de criterios de racionalidad y 
razonabilidad. 


2.- Libre convicción o sana crítica 


De otra parte, el sistema de valoración que por 
disposición expresa en los artículos 265 y 402 del código 
nacional de procedimientos penales corresponde al sistema 
acusatorio es el de la sana crítica. Acudimos nuevamente a Del 
Vecchi para decir que en éste lo que relevante para resolver el 
peso probatorio es la relevancia epistémica objetiva de cada 
elemento de prueba, así como de su conjunto, que operen en 
favor de un enunciado fáctico, sin que existan reglas jurídicas 
que determinen ese peso, ni estados subjetivos a los que 
quede enlazada la suficiencia probatoria. 

Así, la única regla relevante es la que determina que 
la valoración de la prueba ha de justificarse de acuerdo a 
las pautas epistemológicas comunes. las reglas del correcto 
entendimiento humano. 
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Serían estas reglas, y solo ellas, las determinativas 
del peso epistémicamente objetivo de las pruebas 
individualmente consideradas y del conjunto de ellas, en 
favor del enunciado fáctico. Añade que estas reglas las 
componen las de la lógica y las de la experiencia común.*? 

Este mismo autor sostiene que el producto obtenible de 
la epistemología es lo que identifica como la inferencia a la 
mejor explicación, lo que se traduce en una serie de criterios 
para elegir la hipótesis más plausible entre las que se hallan 
confrontadas, asumiendo la suficiencia epistémica como 
constitutiva del hecho de estar probado un enunciado fáctico, 
de modo que la declaración en este sentido por el órgano 
jurisdiccional describiría el hecho consistente en la mayor 
bondad explicativa de una hipótesis.-* 

Podemos decir que la sana crítica la sana crítica es la 
operación intelectual realizada por el juez destinada a la 
correcta apreciación del resultado de las pruebas judiciales, 
verificada con sinceridad y buena fe, que podría definirse 
como una especie de lógica interpretativa sumada al común 
sentir de la gentes, es decir, como la combinación de criterios 
lógicos y de experiencia que debe aplicar el juzgador. Las 
reglas de la sana crítica son, ante todo, las reglas del correcto 
entendimiento humano. En ellas interfieren las reglas de la 
lógica, con las reglas de la experiencia del juez. 


32 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; pp. 46 y ss. 
33 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; pp. 53 y 54 
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Unas y otras contribuyen, de igual manera, a que el 
juzgador pueda analizar la prueba con arreglo a la sana 
razón y a un conocimiento experimental de las cosas. El juez 
que debe decidir con arreglo a la sana crítica, no es libre de 
razonar a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente. 

Esta manera de actuar no sería sana crítica, sino libre 
convicción. La sana crítica es la unión de la lógica y dela 
experiencia, sin excesivas abstracciones de orden intelectual, 
pero también sin olvidar esos preceptos que los filósofos 
llaman de bondad lógica, tendientes a asegurar el más certero 
y eficaz razonamiento.** 

Para Boris Barrios González la sana crítica constituye: 


“(...) el sistema, técnica y arte de juzgar atendiendo a 
la bondad y verdad de los hechos, sin vicios ni error, 
mediante la lógica, la experiencia, la equidad y las 
ciencias y artes afines y auxiliares y la moral, para 
alcanzar y establecer, con expresión argumentativa, la 
certeza sobre la prueba en el proceso donde el operador 
de justicia tiene que ser un entendido en la lógica, un 
técnico en la aplicación de las reglas que llevan del 
razonamiento lógico en la valoración de las pruebas 
vertidas en el proceso, a la exposición argumentativa 
de la justificación (motivación) y la explicación 
(argumentación) de la decisión judicial (...).”%* 


Y además dice este autor que la: 


34 Recuperado de  http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/sana-critica/sana- 
critica.htm el 21-02-19 


35 Barrios González, B.: Teoría de la...; pp. 34-35 
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“(...)sana crítica en cuanto sistema de interpretación 
y valoración de a prueba opera no solo en función de 
orientar al operador de justicia en la aplicación de los 
principios y reglas que gobiernan el sistema, sino 
también exteriorizando, de manera argumentativa, 
cómo fue que llegó a la decisión del caso que juzga, 
permitiendo, de esa manera, que la fundamentación 
probatoria que empleó pueda ser verificada (....).” ** 


36 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 45. 
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VL.- El ideal a alcanzar 


e lo que hasta aquí hemos expuesto encontramos 

que, como estándar deseable, un operador de la 

norma jurídico penal en sede judicial experto en 
argumentación, estará en posibilidades de dar respuestas 
jurídicas que se encuentren más cerca del ideal colectivo de 
justicia. Sin embargo, subrayo, esto constituye aún una meta 
a alcanzar, pues como dice Barrios González, en nuestro 
sistema de justicia. 


“(...) el operador de justicia se acostumbró solo a 
justificar (motivar) su decisión en el poder de juzgar, 
y por cuanto que el fallo no alcanzaba a ser explicado 
(argumentación) no cumplía con el valor eficacia (interés 
social). Es así que el fallo solo cumplía, al amparo del 
colapsado modelo del positivismo lógico jurídico con 
ser legítimo (basado en la ley), válido (sustentado en 
el silogismo lógico: premisa mayor, premisa menor, 
conclusión), pero carente de argumentación, por lo que 
no cumplía con el valor eficacia de atender al interés 
social (...)”. + 


Esto tiene una enorme relevancia en virtud de que en la 
materia penal está en juego siempre, tanto la libertad de una 
persona, como el derecho de otra a que se le repare el daño 
causado por una conducta penalmente ilícita. Por ello Luigi 
Ferrajoli dice, en relación con el tema que aquí nos ocupa, 
que el: 


37 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 70. 
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“(...) presupuesto de la pena debe ser la comisión de 
un hecho unívocamente descrito y denotado como 
delito no sólo por la ley, sino también por la hipótesis 
de la acusación, de modo que resulte susceptible de 
prueba o confutación judicial... Al propio tiempo, 
para que el juicio no sea apodíctico, sino que se base 
en el control empírico, es preciso también que las 
hipótesis acusatorias ... sean concretamente sometidas 
a verificación y expuestas a refutación, de forma que 
resulten convalidadas sólo si resultan apoyadas por 
pruebas y contrapruebas (...).*** 


También indica el profesor italiano que lo que él 
identifica como decisionismo se traduce en: 


“(...) la falta de anclajes empíricos precisos y de la 
consiguiente subjetividad de los presupuestos de la 
sanción (y) se manifiesta... en el carácter subjetivo 
del juicio, que, en ausencia de referencias fácticas 
exactamente determinadas, resulta basado en 
valoraciones, diagnósticos o sospechas subjetivas antes 
que en pruebas de hecho... factor de subjetivación... 
que... degrada la verdad procesal de verdad 
empírica, pública e intersubjetivamente controlable, 
a convencimiento íntimamente subjetivo y, por tanto, 
irrefutable del juzgador (...).”* 


Estándar probatorio 


38 Ferrajoli, L.: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, trad. Andrés Ibañez, 


Perfecto et al, 9? ed., Trotta, Madrid, 2009; p. 37. 


00 


39 Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 43. 
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Ante estos escenarios nada alentadores no es posible 
que en ausencia de una argumentación sólida que explique 
de modo claro y preciso por qué razones debemos estar 
convencidos de que algo sucedió en el mundo de relación 
social, que justifique que ese acontecimiento se encuentra 
previsto, tutelado, contemplado, supuesto por una norma 
de carácter jurídico penal que a su existencia adscribe 
consecuencias jurídicas y por qué una o varias personas deben 
responder a esas consecuencias, no es posible, decíamos, 
hablar de una decisión judicial racional, razonable, ni mucho 
menos justa, tal como con meridiana claridad expone Tarufto 
al señalar que: 


“(...) independientemente del criterio jurídico que se 
emplee para definir y valorar la justicia de la decisión... 
ésta nunca es justa si se funda en una determinación 
errónea o inaceptable de los hechos... la veracidad 
y la aceptabilidad del juicio sobre los hechos es 
condición necesaria (obviamente, no suficiente) para 
que pueda decirse que la decisión judicial es justa. En 
consecuencia, hay un posible margen de injusticia en 
la sentencia, que coincide teóricamente con la eventual 
desviación entre la forma concreta en que los hechos se 
determinen y su verdad empírica (...).”* 


40 Taruffo, M.: La prueba de...; p. 64. 
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En este sentido Ferrajoli señala que una “(...) tesis o 
una teoría son más plausibles o más aproximativamente 
verdaderas y, por tanto, preferibles a otras por causa de 
su mayor - poder de explicación - y de los controles más 
numerosos favorablemente superados por ellas (...).4 

Y Taruffo señala que cada 


“* (...) cada vez que una norma hace depender un efecto 
jurídico de una premisa fáctica, la norma no se aplica 
correctamente si el hecho no se ha producido, es decir, 
si no se dispone de una determinación verdadera de 
las circunstancias empíricas que integran el — hecho - 
previsto por la norma (...). 


Es por ello que las decisiones de los órganos 
jurisdiccionales, materializadas en sus resoluciones, 
deben estar fuerte, sólidamente revestidas de razones, 
pues solamente de ese modo pueden cumplir los fines de 
pacificación y seguridad jurídica radicados, según Barrios 
González* en la confianza que deben producir no sólo 
para las partes en el proceso, sino para la sociedad toda, al 
convencer de la razón y no de la sinrazón. 

Esto, la exposición de indiscutibles razones, es lo que 
moralmente compele a un ciudadano al acatamiento de la 
norma individualizada en una resolución judicial, que se 
le otorguen razones por las que debe dar, hacer o dejar de 


41 Cfr. Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 50. 
42 Taruffo, M.: La prueba de...; p. 67. 


43 Cfr. Barrios González, B.: Teoría de la... , p. 71 
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hacer lo que la norma indica, y es lo que justifica que ante 
la ausencia de cumplimiento voluntario el Estado acuda a 
exigirlo mediante la coacción, imponiendo su imperio al 
contumaz. 

Por ello acertadamente el profesor argentino Rodolfo L. 
Vigo sostiene que la “(...) autoridad de otro hombre no se 
ejerce con respeto a nuestra dignidad cuando intenta que la 
acatemos simplemente porque ya ha dispuesto un mandato 
positivo o negativo acerca de ciertas conductas (...).”** 


44 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 107 


363 


Estándar probatorio 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Estándar probatorio 


364 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


VI1.- El caso a discutir 


asemos ahora al análisis del asunto sobre el que versará 

el ejercicio que aquí proponemos. En él quien tuvo 

calidad de víctima, una menor de once años de edad, 
relató que un día del mes de mayo de dos mil once acudió 
a una tienda ubicada en cierta comunidad del municipio de 
Valle de Santiago, Guanajuato. Narró, iba con la intención de 
comprar unas frituras y de escuchar música en una rockola 
que había en el lugar. Dijo que al llegar, en el sitio sólo 
estaba el joven dueño de la tienda, a quien le pidió las frituras 
y monedas para la rockola, pero que cuando las insertó, la 
máquina no respondió, por lo que llamó al tendero, quien al 
acercarse a ella la tomó por la cintura y la llevó a la parte 
trasera de la tienda; ahí la empujó hacia una pared y ella se 
pegó en la cabeza, con lo que, según su dicho, quedó como 
atontada, pero se daba cuenta de todo lo que sucedía. 

Dice que enseguida su agresor con una de sus manos 
tomó las dos de ella y se las levantó, colocándolas contra la 
pared, mientras con la otra le bajó el short y la ropa interior 
que llevaba puesta, que incluso le rompió unas mallas; que 
la tenía recargada contra la pared, sosteniéndole las dos 
manos con la de él y, además, para ese momento le puso los 
pies encima de los suyos y, guardando esa postura en todo 
momento, con las rodillas le abrió las piernas y la penetró, 
realizando movimientos propios de la actividad sexual 
durante unos momentos, en los que dice haber sentido 
mucho dolor, hasta que de pronto escuchó la voz de su padre, 
quien le quitó a su agresor de encima, con lo que ella cayó 
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desvanecida al piso y se subió como pudo su ropa, pero se 
sentía tan mal que hubo necesidad de que su hermano la 
llevara cargada a su casa. 

El padre de la menor relató que ese día fue a buscarla 
a la tienda, porque era tarde y no volvía y al llegar no 
encontró a nadie en ella, por lo que se dirigió a la parte 
trasera y ahí vio que el joven tenía a su hija contra la pared y 
movía la espalda hacia delante y hacia atrás, como teniendo 
relaciones sexuales, por lo que se dirigió a él, lo jaló y vio 
que efectivamente estaba teniendo contacto sexual con su 
hija. Su hijo y hermano de la menor agredida dijo que ese día 
fue detrás de su padre a buscar a su hermana, y cuando llegó 
a la tienda solo vio cuando su padre jaló al joven, vio a su 
hermana caer y acomodarse la ropa y luego la cargó y la llevó 
a su domicilio. 

Finalmente, la madre de la menor indicó que ella no 
presenció los hechos, pero que su hija le había relatado que 
el acusado, con gran violencia, la había azotado contra la 
pared para después imponerle el ayuntamiento carnal en los 
términos que ya precisamos. 

Luego de que la menor se presentó ante el Ministerio 
público a levantar la denuncia correspondiente, la Fiscal 
a quien correspondió integrar la averiguación previa 
procedió a inspeccionar su corporeidad, acompañada de 
una perito médico legista. De esta actuación cabe destacar 
que la inspección del área genital de la menor se realizó 
operativamente a cargo de la perito, es decir, fue la perito 
la que indicó a la menor que subiera a una camilla y que 
adoptara las posiciones idóneas para que se advirtiera lo que 
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se plasmó en ese acto de investigación. En esa inspección 
se pudo advertir que presentaba un moretón en el costado 
izquierdo de la cabeza, un raspón en la rodilla, un raspón 
en el dorso de cada pie y una equimosis por sugilación en 
el cuadrante superior interno de la región mamaria derecha, 
es decir, lo que coloquialmente se conoce como un chupetón 
en esa zona de su cuerpo. Además, hizo constar la existencia 
de dos desgarros recientes en el himen cuyos bordes, se 
especificó, se hallaban eritematosos, es decir, enrojecidos. 

La perito que acompañó y auxilió a la ministerio público 
en la inspección emitió un dictamen ginecoproctológico 
donde dio cuenta exactamente de las mismas lesiones en la 
menor, pero en él, al referirse a los desgarros en el himen, 
añadió que sus bordes se hallaban, no sólo eritematosos, 
sino además, sangrantes, lo que implica una variación de los 
hechos de una entidad ciertamente trascendental, como se 
verá adelante. 

En la inspección se tomaron muestras de lavado vaginal, 
del interior del aparato reproductor de la menor, y también 
muestras de exudado vaginal, de la parte exterior de esa 
zona corporal. De las primeras los dictámenes periciales 
practicados no arrojaron ningún resultado relevante; de las 
segundas, se encontró la presencia de fosfatasa ácida —líquido 
seminal- en la zona examinada. 

Cuando el inculpado rindió declaración preparatoria 
expuso que sí había tenido contacto sexual con la menor, 
al que no la obligó, pero que nunca la penetró, sino que 
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únicamente pasó su órgano reproductor por encima del de 
ella; afirmó, además, que nunca estuvieron solos, pues había 
más personas en la tienda. 

Para sustentar lo anterior en la duplicidad del plazo 
constitucional para resolver su situación jurídica, acercó 
cuatro testigos, quienes coincidieron en que el día de los 
hechos estaban en la tienda del inculpado; que vieron llegar 
a la menor, la que voluntariamente pasó con el joven a la 
parte trasera de la tienda; que vieron que ahí estaban teniendo 
escarceos sexuales, pues se besaban y abrazaban y que luego 
vieron llegar al padre de la menor, quien entró hasta donde 
se hallaban y, al ver lo que hacían, jaló al tendero y golpeó 
en la cabeza a su hija, a quien dos de ellos y el hermano de la 
menor recogieron, pues cayó al piso. 

Durante la etapa de instrucción se llevó a cabo una 
reconstrucción de hechos donde el juez de la causa verificó 
que de los sitios en que tres de los testigos dijeron que se 
hallaban el día de los hechos, se podía ver lo que dijeron 
haber visto; respecto del cuarto, él mismo dijo que se hallaba 
a la entrada de la tienda y que no había visto más que llegar 
a la menor y luego a su padre y hermano. También se dejó 
constancia de que la pared en la que se dijo fue recargada la 
menor es una de concreto sin aplanar, con superficie bastante 
rugosa e irregular, rasposa, digamos, en términos ordinarios. 

También en la etapa de instrucción se interrogó a una 
perito de la Fiscalía convocada en relación a una prueba 
pericial ofrecida por el inculpado y de ella se obtuvo que 
un desgarro en el himen se considera reciente cuando es 
anterior a nueve días, y de esa temporalidad en adelante es un 
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desgarro antiguo, y que solamente entre las 24 y las 48 horas 
en que se produce se encuentra hemorrágico y congestivo, es 
decir, sangrante. 

Hubo necesidad de traer a un perito tercero en discordia, 
el cual sin cortapisas y asumiendo el papel de juzgador 
resolvió que todas las lesiones presentadas por la menor se las 
había causado el inculpado al atacarla con lujo de violencia 
para imponerle la cópula. 

Finalmente, en la secuela procesal quedó acreditado 
que la menor agredida medía, en la época de los hechos, 1.55 
metros de estatura y era de complexión delgada, en tanto que 
el joven sentenciado tenía una estatura de 1.75 metros y un 
peso de 78 kilogramos, es decir, su complexión era más bien 
robusta. 

Sobre la base de estas pruebas los órganos 
jurisdiccionales de primera y segunda instancia y el de 
revisión constitucional sostuvieron que se demostró la 
existencia del delito de violación genérica previsto y 
sancionado por el artículo 180 del Código Penal del Estado 
de Guanajuato y la plena responsabilidad en su comisión del 
joven aquí acusado. 

Por ser la última y, se supone, más acuciosa revisión, 
transcribiremos lo que el tribunal colegiado en materia penal 
dijo acerca de las pruebas con las que consideró se demostró 
el ilícito del que hablamos, sosteniendo, en esencia las 
posturas de los juzgadores de primera y segunda instancia, 
de las que por esta razón prescindimos de su cita. En la 
resolución se estableció que la violación se: 
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“(...) acreditó con base en la declaración de la menor 
(...) y las declaraciones de (su padre, su madre 
y su hermano), concatenadas con los dictámenes 
ginecológico y químico; respecto a la violencia, se 
acredita a partir de la inspección ministerial practicada 
a la menor y su versión de los hechos, donde es 
contundente en señalar la forma en que fue violentada 
para imponerle la cópula (...).” 


De lo anterior encontramos que, básicamente, la 
autoridad federal dijo que el delito y la forma en que se 
dijo cometido quedaron acreditados porque así había sido 
sostenido por los testigos de cargo. 
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VII. La propuesta de ejercicio 


n la propuesta del siguiente ejercicio reiteramos que 

no hay otra intención, sino la científica, que nos mueva 

a cuestionar lo decidido. Así, proponemos al lector de 
este trabajo que se haga las siguientes preguntas y para darles 
contestación construya argumentos compuestos por razones 
-siempre desde su perspectiva, desde luego- por las que 
quepa sostener o no lo decidido en este asunto. 

Las preguntas que proponemos son las siguientes: 


l. ¿Cree usted que era físicamente posible que se 
materializara la forma en la que la menor dijo que fue 
agredida? 

2. ¿Cree usted que las evidencias técnicas y objetivas sirven 
a los fines de sostener el relato de la menor? 

3. ¿Considera usted de importancia para la construcción 
argumentativa la inconsistencia existente entre la 
inspección ministerial y el dictamen ginecoproctológico 
realizados a la menor por lo que hace a la característica 
del sangrado en los bordes del himen? 

4. ¿Considera usted de importancia para la construcción 
argumentativa la existencia del hematoma por sugilación 
en el pecho de la menor? 

5. ¿Considera usted de importancia para la construcción 
argumentativa la precisión que hizo la perito de la fiscalía 
en relación a cómo aparecen las lesiones en el himen en 
relación con su temporalidad? 
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6. ¿Podría usted, sobre la base de las respuestas a las 
preguntas anteriores y con aportación de sus propias 
observaciones, construir un argumento alternativo al 
proporcionado por los juzgadores que resolvieron este 
caso? 


Bien. Para cerrar este trabajo solo resta decir que 
esperamos haber contribuido a despertar el interés de 
los operadores de la norma en explorar el tema de la 
argumentación para utilizarlo como principal herramienta en 
nuestra labor. 

El ineluctable ejercicio intelectual por el que cada cual 
concluya lo que su razón le indique habrá de quedar como 
aportación de nuestra parte, y si se consigue el objetivo 
de compartir la idea de la relevancia superlativa de la 
argumentación en la función jurisdiccional como único 
instrumento para pronunciar decisiones justas, habremos 
cumplido la humilde misión que nos propusimos con esta 
investigación. 
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Código de ética, orientador y límite 
de conductas indebidas. 


C.P. y P.C.C.A. Adriana Elena Luna Becerra 


“El político debe tener: amor apasionado por su causa; ética 

de su responsabilidad; mesura en sus actuaciones. 

Max Weber ” 

a Ley General de Responsabilidades Administrativas 

(LGRA) en su artículo 49, fracción I, presenta una 

novedad al incluir como falta administrativa no grave 

del servidor público, aquellos actos u omisiones, que en 

sus funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, 

incumplan o transgredan el contenido de un «código de 
ética». Idéntica medida se hace en la normativa estatal.' 

El Código de Ética del Poder Judicial, como marco 
de regulación, tiene su origen de igual manera en la Ley 
referida, dado que el su artículo 16 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas indica que los servidores 
públicos deberán observar el código de ética que al efecto sea 


1 Artículo 49, fracción | de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Guanajuato. 
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Etica judicial 


emitido, para que en su actuación impere una conducta digna 
que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente 
su desempeño. 

La responsabilidad administrativa se actualiza cuando 
los actos u omisiones del servidor público afecten los 
principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que rigen en el servicio público. La responsabilidad 
administrativa está relacionada estrictamente con el servicio 
público, que en el caso de las faltas calificadas como graves, 
serán investigadas por la Auditoría Superior del Estado de 
Guanajuato y los órganos internos de control, y substanciadas 
por el Tribunal de Justicia Administrativa. En el caso de las 
faltas administrativas no graves, serán conocidas y resueltas 
por los órganos internos de control? y en el Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato, por el Consejo. 

Ante la integración en la normativa de una herramienta 
de regulación basada en valores éticos, es importante para 
las instituciones aprovechar la oportunidad de consolidar 
esquemas que han venido estableciéndose para fortalecer 
el desarrollo de los objetivos de la administración pública 
con honestidad, racionalidad, eficiencia y eficacia. Y es 
que cada que se efectúe el ejercicio de discutir el tema de 
la corrupción será recurrente la conjetura de una cultura 
arraigada de abuso y la continua búsqueda de la oportunidad 
de obtener beneficios a costa de las debilidades del sistema 
gubernamental, es por ello que los esfuerzos efectuados 
deben ser orientados para impulsar un cambio cultural. 


2 Artículo 124, fracción Il, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato. 
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Como ejemplo del arraigo que tiene esa práctica en 
nuestra sociedad, se enumeran una serie de frases que reflejan 
la corrupción: 

«Ayúdame a ayudarte», «Ponerse guapo», «¿Cómo nos 
arreglamos?», «Con dinero baila el perro», «No importa que 
robe, pero que salpique», «No quiero que me den, sino que 
me pongan donde hay», «Qué tanto, es tantito» y «La moral 
es un árbol que da moras”.* 

Las emblemáticas: «El que no transa... no avanza.», «El 
gandalla no batalla» Y ya que tuvimos la transición sexenal: 
«El año de Hidalgo: tonto el que deje algo» Y para el remate: 
«Año de Carranza, si el año de Hidalgo no alcanza». 

Todas ellas sintetizan el entorno en que se desarrollan 
las actividades cotidianas de realizar, cumplir, evadir o 
acelerar un trámite, ofrecer un regalo caro u ostentoso 
para obtener o asegurar un favor indebido, de sugerir una 
gratificación (mordida) para evitar un problema o superar 
un trámite burocrático. Así como, justificar que políticos y 
servidores públicos se enriquezcan en el puesto, siempre 
y cuando compartan las ganancias y aprovechen una 
posición privilegiada en el servicio público donde puedan 
enriquecerse, e incluso, el gasto desmedido y voraz al 
concluir un mandato. 

Es así como se ha detectado la importancia de cambiar 
el rumbo en la actuación de la sociedad, y en concreto, de 
acuerdo a lo aquí planteado, de las y los servidores públicos 
a través de impulsar reglas de comportamiento que al ser 
recurrentes se hagan costumbre, y es que efectivamente un 


3  https://www.enterate.mx/la-corrupcion-en-mexico-en-10-frases/ 
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código de ética se establece para introducir en un grupo de 
personas de manera práctica y sin ambigúedades las reglas 
de actuación esperadas, puesto que este describe las normas 
mínimas de comportamiento requeridas y sirve de guía 
cuando se tomen decisiones y se adopten medidas ante una 
eventual exposición a desviarse en su observancia. 

Ante la necesidad del Estado por recuperar la confianza 
de la sociedad, se ha entendido que un código de ética, 
como referente de comportamiento, orientador y límite de 
conductas indebidas, no tiene o no debería tener solamente 
un valor declarativo o simbólico en las organizaciones; debe 
ser observado en las conductas y en las rutinas, como ya se 
manifestó, ser una costumbre, aún más una obligación. Pero 
para que estos códigos pierdan la característica de una norma 
potestativa, ha debido incorporarse su presencia en la norma, 
donde los servidores públicos no solo se rigen por una ética 
de principios, sino que deben atender a las consecuencias de 
sus acciones y decisiones, condición para lograr el efecto 
deseado en su puesta en práctica, es así como, se origina el 
establecimiento de sanciones por su incumplimiento. 

Al respecto, la coercibilidad y la sanción de las 
infracciones se han planteado siempre como principal 
diferencia entre el derecho y la ética. La norma jurídica es 
coercitiva y su violación conlleva sanciones civiles o penales. 
Esta coerción no existe en las normas morales y éticas, así 
pues la violación de las normas éticas no permite este tipo 
de sanciones y sólo el remordimiento, la desaprobación por 
parte de la comunidad o de quien identifica la falta, ha sido la 
consecuencia. 
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Lo legal nos obliga a cumplir con las normas 
establecidas en las leyes, delimitando lo que se nos permite o 
no hacer, mientras que una actuación en el marco de la ética, 
siempre se ha previsto como una decisión voluntaria para las 
personas. 

Actuar fuera de la ley tiene consecuencias que se 
castigan con penas de distinta severidad, mientras que actuar 
sin ética solo ha implicado una sanción moral, que a muchos, 
incluso, puede resultar indiferente. Esta diferencia entre 
lo legal y lo ético nos ha permitido entender entonces, que 
existe la posibilidad de que algo legalmente permitido, sea 
éticamente inapropiado; y que alguna acción prohibida por 
la ley, desde la ética pueda no ser considerada como una 
conducta reprochable.* 

Un ejemplo simple de ello, es la aceptación de regalos, 
obsequios y descuentos que pueden ofrecer los proveedores 
de bienes y servicios a funcionarios públicos. En lo concreto, 
no ha existido norma alguna que obligue al servidor público a 
rechazarlos, sin embargo, la aceptación de ellos es censurable, 
puesto que produce la percepción de que no son ajenos a 
cualquier soborno y genera la tentativa en los particulares 
de influir en una decisión que se espera o se requiere de un 
servidor público. 

En un escenario ideal, las normas morales corresponden 
con las normas éticas y las disposiciones legales, sin 
embargo, como se ha señalado, esto no ocurre en la realidad, 
hay puntos coincidentes, pero los hay discrepantes. 


4 Cfr. Jaime Jankelevich. Lo legal y lo ético, para El libero. http://ellibero.cl/opinion/ 
lo-legal-y-loetico/ 
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La labor es buscar los puntos donde la moral, la norma 
y la ética coinciden puesto que la construcción de una nueva 
cultura no podrá hacerse sin volver a los valores, ya que 
la revaloración de la Ética, no es hoy sólo una cuestión de 
moda llevada a cabo por simples razones de actualidad como 
pueden ser la corrupción política, la pérdida de legitimidad 
de las instituciones o la mutación de los sistemas de valores, 
sino que corresponde a un movimiento cultural e intelectual 
de fondo que parece anunciar la llegada de un nuevo ciclo en 
el desarrollo de la humanidad, en el que el factor ético será el 
generador del pensamiento, de la acción y de las relaciones 
de convivencia dentro y fuera de las organizaciones.' 

Tal vez por esa razón cada vez es más frecuente 
que el derecho encarne principios éticos. Es así como, la 
tradicional práctica médica de informar al paciente sobre 
su estado de salud, las implicaciones y efectos secundarios 
de un tratamiento, así como, los costos en que se incurre 
al aplicarlo, han resultado en una obligación jurídica en 
algunos países; y los deberes éticos sobre transparencia en 
operaciones financieras y la no especulación con las acciones 
de una empresa en donde se involucra la aportación del 
capital de particulares, han sido resultado de la atención 
a graves escándalos financieros de grandes corporaciones 
internacionales como: Enron, WorldCom, Tyco International, 


5 Cfr. Jaime Rodríguez-Arana Muñoz. La ética pública constitucional y la buena 
administración. Revista de Administración Pública del Instituto Nacional de 
Administración Pública. 
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cuyas medidas de salvaguarda y control fueron transformadas 
en la Ley Sarbanes-Oxley?, es decir, en reglas jurídicas 
imperativas.” 

De ahí pues, que la transformación de los marcos 
normativos suelen surgir de la moralidad subjetiva a una ética 
practicada, y de acuerdo al impacto, exigencia de grupos 
de influencia o coyuntura, en una expresión de derecho. 
Es así que, el conjunto de costumbres y normas que han 
sido establecidas como buenas prácticas en sus funciones, 
atribuciones y comisiones encomendadas, en términos del 
comportamiento del servidor público, ante el debilitamiento 
de la credibilidad de la función pública y aumento incesante 
de la corrupción, sean propuestas como exigibles, y 
sancionable la desviación a estas. 

El Poder Judicial del Estado de Guanajuato, en el 
empeño por la excelencia y calidad en el servicio, ha 
realizado esfuerzos encaminados a fomentar la actuación 
ética de sus integrantes, fundamentada en valores universales 
y comportamientos basados en principios de integridad 
impulsando en septiembre de 2016 el Código de Conducta 
para los y los servidores públicos del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato. 


6 La Ley Sarbanes Oxley se promulgó en Estados Unidos con el propósito de 
monitorear a las empresas que cotizan en bolsa de valores, evitando que el valor 
de las acciones de las mismas sean alteradas de manera dudosa, cuando su valor 
sea menor. Su finalidad es evitar fraudes y riesgo de bancarrota, protegiendo al 
inversionista. Dado que los fraudes generados disminuyeron la confianza que 
tenía opinión pública en los sistemas de contabilidad y sobre todo, en la auditoría. 


7 Cfr. Ramón Mullerat. Derecho, moral y ética, para El país https://cincodias.elpais. 
com/cincodias/2013/02/07/economia/1360477708_850215.html. 
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Sin embargo, en la perspectiva de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado de 
Guanajuato, ese código de conducta, para que sea entendido 
como norma de acción vinculatoria, ha debido evolucionar 
a un código de ética, estableciendo valores dentro de una 
institución, normas entendidas y compartidas, ya no solo 
con la buena intención, deseo o voluntad, sino como una 
obligación en su observancia, representando el momento 
idóneo para el desarrollo de una normativa que sustentada en 
la Ley multireferida, otorgue una estructura que fortalezca la 
integridad del actuar de las y los servidores públicos del Poder 
Judicial, fiel al compromiso del combate a la corrupción. 

Es así que el Poder Judicial en cumplimiento al artículo 
16 de la ley en materia de responsabilidad administrativa, 
el 5 de noviembre del 2018, publicó en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato el Código de Ética del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato, que ofrece un catálogo 
de principios éticos, valores y reglas de integridad, como 
normas de comportamiento tendentes a fomentar una imagen 
de profesionalismo y respeto, en todos los ámbitos de la vida 
social y cultural, que son de carácter obligatoria para jueces, 
consejeros, magistrados y demás servidores públicos del 
Poder Judicial del Estado?, que tiene la finalidad de: 


+ Establecer criterios, valores y reglas de integridad que 
inspiren la conducta ética de todos los servidores públicos 
del Poder Judicial, para lograr la excelencia del servicio 
de impartición de justicia. 


8 Artículo 2 del Código de Ética del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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+ Fomentar una cultura de transparencia, honestidad y 
objetividad en los servidores públicos del Poder Judicial 
del Estado. 

+ Promover la mejora de los estándares de desempeño 
profesional de los titulares de los Órganos jurisdiccionales 
del Poder Judicial; 

e Consolidar el principio de la dignidad de las personas, 
como base de la conducta de los servidores públicos del 
Poder Judicial. 


Como «Principios» que por su importancia y aceptación 
general deben ser intrínsecos al servicio público, y por lo 
tanto, regir la actuación, establece los siguientes: 


* Legalidad 

* Honradez 

* Lealtad 

* Imparcialidad 

* Eficiencia 

+ Economía 

e Disciplina 

* Profesionalismo 

* Objetividad 

+ Transparencia 

* Rendición de cuentas 
* Competencia por merito 


. Eficacia 
. Integridad 
* Equidad 
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Para fortalecer los principios enunciados, el Código 
establece «Valores», definidos como virtudes o cualidades 
característicos en una persona o acción, que se consideran 
positivos y de gran importancia por un grupo social, y son los 
siguientes: 


+ Interés público 

. Respeto 

+ Respeto a los derechos humanos 
+ Igualdad y no discriminación 

+ Equidad de genero 

+ Entorno cultural y ecológico 

* Cooperación 

e Liderazgo 


Asimismo, el artículo 9 del Código fija trece «Reglas de 
Integridad», cuyos preceptos guían la actuación el servidor 
público y le permiten enfrentar dilemas éticos ante una 
situación específica, los que se clasifican en: 


I. Actuación pública. 

II. Información pública. 

III. Contrataciones públicas, Licencias, Permisos, 
Autorización y Concesiones. 

IV. Programas gubernamentales. 

V, Trámites y servicios. 

VI. Recursos humanos. 

VII. Administración de bienes muebles e inmuebles. 

VIII. Procesos de evaluación. 

IX. Control interno. 
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X. Procedimiento administrativo. 

XI. Desempeño permanente con integridad. 
XII. Cooperación con la integridad. 

XIII. Comportamiento digno. 


Antes de enumerar el contenido de estas reglas, diremos 
que la integridad es obrar con rectitud y apego a los principios. 
Extrapolando este concepto al ámbito de la conducta de los 
servidores públicos, se definen como íntegros aquellos que 
en su actuación observan los principios y valores adoptados. 
Así pues, las reglas de integridad deben presentar de manera 
clara, específica y concreta las conductas deseadas de las y 
los servidores públicos, de tal manera que al incumplirse sean 
materia de un procedimiento disciplinario, fundamentado en 
el artículo 49 de la Ley de Responsabilidades Administrativas 
para el Estado de Guanajuato. Así pues, enumeramos el 
contenido de las «Reglas de integridad»? y a manera de 
ejemplo algunas de las conductas que las vulneran: 


LA 


Etica judicial 


I. Actuación pública. Las y los servidores públicos conducen 
su actuación con transparencia, honestidad, lealtad, 
cooperación, austeridad, sin ostentación y con una clara 
orientación al interés público. 

Vulnera esta regla: 


+ Al favorecer O ayudar a cambio de dinero, dádivas, 


obsequios, regalos o beneficios personales o para terceros. 
9 En este artículo se relacionan las Reglas de Integridad y se hace un extracto de las 
conductas que las vulneran, las cuales están relacionadas de manera enunciativa, 


más no limitativa, en el artículo 9 del Código de Ética del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato. 
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II. 


Utilizar recursos humanos, materiales o financieros 
institucionales para fines distintos a los asignados. 


Información pública. El servidor público conduce su 
actuación conforme al principio de transparencia y 
resguarda la documentación e información que tiene bajo 
su responsabilidad. 
Vulnera esta regla: 


Sustraer, ocultar o eliminar de manera intencional 
información o documentación. 

Proporcionar documentación e información confidencial o 
reservada. 

Utilizar con fines lucrativos las bases de datos a las que 
tenga acceso o que haya obtenido con motivo de su 
empleo, cargo o comisión. 


TI Contrataciones públicas, Licencias, Permisos, 


Autorización y Concesiones. Las y los servidores públicos 
que participan en contrataciones públicas se conducen 
con transparencia, imparcialidad y legalidad; orientan sus 
decisiones a las necesidades e intereses de la sociedad, y 
garantizan las mejores condiciones para el Estado. 
Vulnera esta regla: 


No declarar los posibles conflictos de interés, negocios 
y transacciones comerciales que de manera particular 
haya tenido con personas u organizaciones inscritas en el 
Registro de Proveedores o Contratistas. 
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* Formular requerimientos diferentes a los estrictamente 
necesarios para el cumplimiento del servicio público, 
provocando gastos excesivos e innecesarios. 

+ Favorecer a los licitantes teniendo por satisfechos 
los requisitos o reglas previstos en las invitaciones 
o convocatorias cuando no lo están; simulando el 
cumplimiento de éstos o coadyuvando a su cumplimiento 
extemporáneo. 

+ Ser parcial en la selección, designación, contratación, 
y en su caso, remoción o rescisión del contrato, en los 
procedimientos de contratación. 

+ Evitar imponer sanciones a licitantes, proveedores y 
contratistas que infrinjan las disposiciones jurídicas 
aplicables. 


IV. Programas Gubernamentales. Las y los servidores 
públicos que participa en el otorgamiento de apoyos, 
garantizará que la entrega de estos beneficios se apegue a 
los principios de igualdad y no discriminación, legalidad, . 
imparcialidad, transparencia y respeto. 

Vulnera esta regla: 


+ Ser beneficiario directo o a través de familiares hasta el 
cuarto grado, de programas o apoyos que se ejecuten en la 
dependencia en la que presta sus servicios. 

+ Permitir la entrega o entregar apoyos, sin cumplir con las 
la reglas de operación o a quien no cumpla con requisitos. 

e Dar trato preferencial o discriminar a cualquier persona 
u organización en la gestión del subsidio o apoyo del 
programa. 
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yl. 


Proporcionar los subsidios o apoyos en periodos 
restringidos por la autoridad electoral. 

Disponer o hacer uso de la información de los padrones 
de beneficiarios de forma diferente a las atribuciones 
encomendadas. 


Trámites y servicios. El servidor público que otorga los 
servicios, atiende a los usuarios de forma respetuosa, 
eficiente, oportuna, responsable e imparcial. 

Vulnera esta regla: 


Ejercer una actitud contraria de servicio, respeto y 
cordialidad en el trato, incumpliendo protocolos de 
actuación o atención al público. 

Discriminar por cualquier motivo en la atención de 
consultas, la realización de trámites y gestiones, y la 
prestación de servicios. 

Otorgar información falsa sobre el proceso y requisitos 
para acceder a consultas, trámites, gestiones y servicios. 
Realizar trámites y otorgar servicios de forma deficiente, 
retrasando los tiempos de respuesta, consultas, trámites, 
gestiones y servicios. 


Recursos humanos. Las y los servidores públicos que 
participa en procedimientos de recursos humanos, de 
planeación de estructuras o en cualquier cargo se apegan a 
los principios de igualdad y no discriminación, legalidad, 
imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas. 
Vulnera esta regla: 
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+ No se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso 
a la función pública con base en el mérito. 

+ Contratar a personas que no cuenten con el perfil del 
puesto. 

e Contratar directa o indirectamente como subalternos a 
familiares hasta el cuarto grado de parentesco. 

+ Disponer del personal a su cargo en forma indebida, 
actividades de carácter personal o familiar ajenos al 
servicio público. 


VII. Administración de bienes muebles e inmuebles. Las y 
los servidores públicos que participan en procedimientos 
de baja, enajenación, transferencia o destrucción de bienes 
muebles o de administración de bienes inmuebles, deberá 
administrar los recursos con eficiencia, transparencia 
y honradez, para satisfacer los objetivos a los que están 
destinados. 

Vulnera esta regla: 


7 


* Disponer de los bienes muebles e inmuebles y recursos 
públicos sin observar las normas a que le son aplicables o 
destinarlos a fines distintos al servicio público. 

e Solicitar la baja, enajenación, transferencia o destrucción 
de bienes, cuando éstos sigan siendo útiles. 


VIII. Procesos de evaluación: Las y los servidores públicos 
que participan en procesos de evaluación, se apegaran en 
todo momento a los principios de legalidad, imparcialidad 
y rendición de cuentas. 

Vulnera esta regla: 
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* Proporcionar indebidamente la información contenida en 
los sistemas de información del Poder Judicial. 

+ Trasgredir el alcance y orientación de los resultados de las 
evaluaciones. 

+ Dejar de atender las recomendaciones formuladas por 
cualquier instancia de evaluación. 

+ Alterar registros de cualquier índole para simular o 
modificar los resultados de las funciones, programas y 
proyectos del Poder Judicial. 


IX. Control interno. Las y los servidores públicos que 
participan en procesos en materia de control interno, 
generan, obtienen, utilizan y comunican información 
suficiente, oportuna, confiable y de calidad, apegándose a 
los principios de legalidad, imparcialidad y rendición de 
cuentas. 

Vulnera esta regla: 


+ No se comunican los riesgos asociados al cumplimiento 
de objetivos institucionales, así como de irregularidades 
que afecten los recursos públicos. 

* Omitir diseñar o actualizar las políticas o procedimientos 
necesarios en materia de control interno. 

+ Generar información financiera, presupuestaria y 
de operación sin el respaldo suficiente o presentarla 
incompleta o confusa. 
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X. Procedimiento administrativo. Todo servidor público 
que en el ejercicio de su empleo, cargo o comisión, que 
participe en procedimientos administrativos tendrá 
una cultura de denuncia, respeto a las formalidades del 
procedimiento y a la garantía de audiencia. 

Vulnera esta regla: 


* Omitir notificar el inicio del procedimiento y sus 
consecuencias. 

+ No otorgar la oportunidad de ofrecer pruebas. 

+  Prescindir el desahogo de pruebas. 

e  Excluir la oportunidad de presentar alegatos. 


XI. Desempeño permanente con integridad. Las y los 
servidores públicos conduce su actuación con legalidad, 
imparcialidad, objetividad, transparencia, certeza, 
cooperación, ética e integridad. 

Vulnera esta regla: 


* No conducirse con un trato digno y cordial, conforme a * 
los protocolos de actuación o atención al público. 

e Recibir o solicitar cualquier tipo de compensación para la 
tramitación de servicios. 

+ Realizar actividades particulares en horarios de trabajo 
evitando el uso eficiente, transparente y eficaz de los 
recursos públicos. 


XII. Cooperación con la integridad. Los servidores públicos 
cooperaran con los órganos administrativos que integran 
el Poder Judicial, así como con las instancias encargadas 
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de velar por la observancia de los principios y valores de 
la función pública y fortalecimiento de la cultura ética, 
son acciones que propician un servicio público íntegro. 
Vulnera esta regla: 


Detectar áreas vulnerables al manejo de recursos de forma 
indebida. 

Proponer cambios a las estructuras y procesos para evitar 
ineficiencias. 

Recomendar, diseñar y establecer mejores prácticas a 
favor del servicio público. 


XIII. Comportamiento digno. Las y los servidores públicos 


deben conducirse en forma digna sin proferir expresiones, 
adoptar comportamientos, usar lenguaje o realizar 
acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo 
para ello una actitud de respeto hacia las personas con las 
que tiene o guarda relación en la función pública. 

Vulnera esta regla: 


Condicionar la obtención de un empleo, su permanencia 
en él o las condiciones del mismo a cambio de aceptar 
conductas de naturaleza sexual. 

Obligar a la realización de actividades que no competen 
a sus labores u otras medidas disciplinarias en represalia 
por rechazar proposiciones de carácter sexual. 
Condicionar la prestación de un trámite o servicio público 
a cambio de que la persona usuaria o solicitante acceda a 
sostener conductas sexuales de cualquier naturaleza. 
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+ Expresar comentarios, burlas, piropos o bromas hacia 
otra persona referentes a la apariencia o a la anatomía con 
connotación sexual, bien sea presenciales o a través de 
algún medio de comunicación. 


De lo que se plantea se desprende que el Código de 
Ética, no es solo una lista de principios generales que parecen 
estar a la interpretación de las y los servidores públicos, si no 
que se convierten en códigos de actuación que dan una clara 
definición de la manera como se espera actúen. Ello en virtud 
de que las tendencias recientes en la administración pública 
sugieren que los países deben reconocer la necesidad de 
ajustar sus valores para promover la integridad y contrarrestar 
la corrupción en el servicio público.'* La Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) señala que 
la corrupción agrava las disparidades sociales y económicas, 
al permitir que la influencia indebida de intereses especiales 
capture el ciclo de la política pública y reduzca la capacidad 
de respuesta y la eficacia de dichas políticas'!, de ahí la 
importancia de las acciones para fortalecer la transparencia, 
la rendición de cuentas, la legalidad y el combate a la 
corrupción, necesarios para reestablecer la confianza y 
credibilidad en las instituciones públicas, entre ellas, emisión 
de Códigos de Ética como referente de comportamiento, 


10 Cfr. Oscar Diego Bautista. Los códigos éticos en el marco de las administraciones 
públicas contemporáneas. Valores para un buen gobierno. 


11 Estudio de la OCDE sobre la Integridad en México. Informe 2018. 
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orientador y límite de conductas indebidas, puesto que una 
política pública que no se atiene a normas éticas termina 
siendo una política sin conciencia.'” 

Las y los servidores públicos, así como los ciudadanos, 
identifican la necesidad de prevención de antivalores debido 
a que se ha reconocido que cuanta más atención se otorgue 
a la prevención, menos se necesitará ejercer la autoridad. La 
prevención es una inversión menos costosa a largo plazo, 
con un impacto positivo en la cultura del servicio público 
favoreciendo la relación con los ciudadanos. Sin embargo, el 
verdadero cambio se genera en las y los servidores públicos 
de manera individual y, posteriormente en su conjunto; puesto 
que son los integrantes de una organización los que deberán 
adquirir el compromiso y la responsabilidad de asumir una 
verdadera cultura ética y de servicio a la sociedad, en la 
conciencia que un código ético que no se respeta se convierte 
en discurso desalentador que produce el efecto contrario, 
reducción de la credibilidad y confianza. Dice Diego Oscar 
Bautista, en su ensayo, Máximas clásicas para interiorizar 
la ética: «La ética pública demuestra que cuando se rescatan 
y fomentan valores éticos en los servidores públicos, estos 
construyen, reconstruyen, fortalecen, motivan, generan 
integridad y dignidad, lo que genera una conducta libre 
orientada a la realización del bien mediante el cumplimiento 
del deber.»'* 

12 Responsabilidad y Códigos de Ética, Conjunción ineludible en la construcción de 
organizaciones humanas para la gestión Pública. Dra Juliana Ferrer. 


13 Cfr. Oscar Diego Bautista. Fundamentos de ética para el servicio Público. 
Colección. Ética Pública y Prevención de la Corrupción en los Gobiernos y 
Administraciones Públicas, del Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 
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Así pues, como principal instrumento revelador de la 
ética pública se instrumentan «los códigos de ética» que al 
ser parte del marco normativo que regula la actuación de los 
miembros que operan dentro de las instituciones públicas, 
los tendrán como herramienta que oriente las decisiones ante 
una situación dada. En el Poder Judicial creemos que en la 
medida que las instituciones públicas, emitan y apliquen sus 
Códigos de Ética, y basados en éste, sus reglas de integridad, 
fortalecerán la cultura de integridad y con ello proporcionarán 
a los ciudadanos servicios de calidad con estándares éticos, y 
por ende, contribuirán a recuperar credibilidad y confianza en 
las instituciones públicas. 
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Réplica al libro: Ética Judicial del magistrado 
Dr. Alberto Ariel Rojas Caballero 


I. Presentación 


125 de marzo de 2019 en el auditorio Miguel Hidalgo 
Eu Poder Judicial de Guanajuato se presentó el libro: 

Ética Judicial publicado por editorial Porrúa del Dr. 
Ariel Alberto Rojas Caballero, donde tres comentaristas, por 
antonomasia aplicadores de las normas deontológicas del 
Supremo Tribunal de Justicia, el ombusperson, el contralor y 
la visitadora, comentaron el texto. 

Por la trascendencia del evento y la necesaria, 

divulgación de los temas éticos, en justicia cotidiana, aquí se 
reproducen, en sustancia, sus comentarios. 


Etica judicial 


Comité Editorial 
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Il. Primera Parte. Antecedentes de la obra 
Ombusperson Lic. José Francisco Lara Rodríguez 


ara iniciar cito al Ministro en retiro Mariano Azuela 

Gúitrón en el prólogo de la obra que se reseña: “(...) 

La Ética Judicial es siempre una filosofía humanista, ya 
que se trata de reglas de comportamiento de los jueces y sus 
colaboradores dirigidas a cumplir compromisos propios de la 
persona humana vinculados a la función judicial relativos a 
quienes demandan sus servicios (...).” 

Estas reglas de comportamiento asociadas a la persona 
humana en el ejercicio de la función judicial debe ser de 
respeto en primer término, entre todos los colaboradores 
de la administración de justicia, dignificando el trabajo 
que se realiza para su buena impartición, y en segundo 
término y no porque merezca menor trascendencia, a los 
justiciables, quienes con el trabajo realizado por los órganos 
de administración de justicia, confían en las personas que la 
imparten. Ese es el fin primordial, la confianza que con la 
actuación de los impartidores de justicia se genere en toda la 
sociedad. 

Los que ejercemos la administración de justicia 
somos seres humanos que por la distinta preparación que 
tenemos a lo largo de nuestra educación, tenemos diversas 
responsabilidades. Así, el juez/a, secretario/a, actuario/a u 
oficial judicial, siendo una obligación ética el tratarnos con 
respeto, dignificando con ello la gran responsabilidad de 
administrar justicia, que debe ser ejemplar a la vista de la 
sociedad. 
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Etica judicial 


El autor de este manual de Ética Judicial Doctor Rojas 
Caballero, al citar al ministro en retiro de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación Juan Díaz Romero, señala que “(...) 
la figura del Juez se levanta sobre dos columnas: la primera el 
conocimiento técnico del derecho, y la segunda conformada 
por las virtudes éticas, es decir, esos hábitos surgidos de 
decisiones rectas que nos orientan y disponen hacía más 
disposiciones rectas (...).” 

Claro, la preparación académica, y la intuición y el 
buen criterio jurídico, son en gran parte lo que se requiere 
para ser un buen juez, pero sin duda las virtudes éticas 
complementan al buen juez para que sea su trabajo de 
excelencia, ya que hábitos de respeto en todos los aspectos, 
no solo a los justiciables y al foro en general, sino también 
a los que forman el equipo de trabajo de impartición de 
justicia, dignificando con ello el trabajo que a cada uno de 
los que laboramos en esta área tan importante del Estado. 
Recordemos que el Juez por su casa empieza, esto es, que 
la impartición de justicia comienza desde nuestro lugar 
de trabajo, teniendo una conducta intachable con nuestros 
colaboradores, para que de esta forma ellos tengan una 
conducta similar con todos los compañeros de equipo, y en 
consecuencia esta será la conducta con la que se atienda al 
público y así crear confianza social en la institución: 

Muy acertada la cita realizada de Rodolfo Luis Vigo al 
señalar lo siguiente: “...ayuda mucho que una persona llegue 
a la profesión con cierta ética personal adquirida con la que 
conduce su vida, pero agrega que la profesión supone una 
ética social y no meramente individual, en tanto interesan 
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las conductas en razón de lo que estas repercuten en uno u 
otro. Precisa que esa ética aplicada al campo profesional 
supone instalarse en la perspectiva de los usuarios del 
servicio (el cliente, la sociedad, los auxiliares del profesional, 
los colegas, la institución, etcétera) a los que se pretende 
satisfacer de la mejor forma posible. Es por esto que la ética 
no es sólo del “ser” propio de la profesión, sino del “parecer” 
de la misma, en el sentido que busca no sólo hacer bien el 
trabajo, sino inspirar la confianza de que se ha puesto todo 
el empeño para ello. Concluye diciendo que por supuesto, en 
torno a estas sutilezas de la vida profesional nada dice, o dice 
poco, la ética personal que a cada uno le han enseñado en su 
casa o en la vida, por eso la utilidad de los Códigos de Ética 
profesional fijando y definiendo conductas. 

Con respecto a lo citado con anterioridad, considero que 
efectivamente siempre será recordado el funcionario judicial 
más por las acciones faltas de ética, que por resoluciones 
plagadas de buen criterio o intuición jurídica, dado que 
al faltar uno de los elementos deja de ser de excelencia el 
desempeño y con ello se manda una señal de mala práctica a 
la sociedad y consecuentemente se ve afectada la confianza 
de ésta en esa institución. 

Como lo sostiene Azuela Giitrón, a veces se piensa 
que la ética judicial sólo tiene que ver con los ministros, 
magistrados y jueces y, si acaso, en forma indirecta con los 
secretarios que los apoyan en su trabajo. Aclara el ministro 
en retiro que no es así, dado que el trabajo de impartir 
justicia comprende múltiples actividades y no se limita al 
pronunciamiento de las sentencias: desde que una persona, 
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confiando en el sistema de impartición de justicia del Estado 
Mexicano presenta una demanda, se establece una relación 
continua con el personal profesional y administrativo del 
órgano que deberá tramitar el asunto hasta su conclusión. 
En relación con cada expediente intervendrán un conjunto 
de individuos relacionados permanentemente por muchos 
años. Esas vinculaciones internas y externas permitirán 
ejercitarse cotidianamente en los principios de la carrera 
judicial (independencia, imparcialidad, objetividad, 
profesionalismo y excelencia); así como en las virtudes 
judiciales (compromiso social, decoro, fortaleza, honestidad, 
humanismo, humildad, justicia, laboriosidad, lealtad, 
orden, patriotismo, perseverancia, prudencia, respeto, 
responsabilidad, sencillez y sobriedad). 

Todos los que colaboramos en el Poder Judicial tenemos 
obligaciones éticas, no sólo los titulares, los profesionales 
que forman parte de la carrera judicial, incluyendo también 
a los auxiliares de la administración de justicia. Por ejemplo, 
cuando se habla de discriminación o falta de respeto 
dentro de los tribunales, generalmente lo relacionamos de 
inmediato al nivel jerárquico vertical descendente, lo que no 
necesariamente es así, ya que estas conductas se pueden dar 
efectivamente de manera vertical descendente, pero también 
vertical ascendente o bien horizontal. 

Por lo que toca a la responsabilidad ética del juez señala 
el autor, citando a Javier Saldaña Serrano: 
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“(...) En primer lugar habrá de señalar que si bien éste 
forma parte de la nómina de las responsabilidades 
judiciales, guarda respecto a las legales una naturaleza 
diferente. Aquí, las responsabilidades de tipo jurídico 
tienen como objetivo primario sancionar al infractor 
de la disposición normativa; la responsabilidad de tipo 
ético busca prioritariamente apelar a la conciencia del 
juzgador. Lo que se pretende con la responsabilidad 
ética es la reconvención personal del agente para 
la aceptación de la falta y el compromiso firme de 
no volver a cometerla, conminándolo con esto a 
comprometerse con la excelencia judicial (...).” 


Los códigos de ética, a diferencia de los códigos 
disciplinarios y a la generalidad de las leyes penales y civiles, 
carecen del elemento de coercibilidad propio del mundo 
jurídico. La ética no “obliga” como las normas jurídicas, 
“invita” a las personas a comportarse de determinada manera. 
Ahora bien cuando el juicio formulado racionalmente se 
normativiza, es decir, cuando coincide lo que “se debe hacer” 
y lo que “se está obligado a hacer” por el efecto coercitivo 
de una norma jurídica, el “deber ser” se convierte en deber 
jurídico. Citando a Sigfrido Steidel Figueroa. Pasamos de lo 
ético a lo jurídico. 

Manuel Atienza en este sentido aclara que muchos 
parecen pensar que un código sin sanciones (como tendría 
que ser un código de ética judicial) es inútil; o, como decía 
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Ihering a propósito de un derecho sin coacción: “un fuego 
que no quema, una luz que no alumbra”. Pero no tiene por 
que ser así. Podría servir entre otras cosas para: 


l. Hacer que los jueces tuviesen que reflexionar sobre su 
propia práctica. 

2. Explicar ciertos criterios que, de hecho, inspiran su 

práctica y, en consecuencia, para orientar la misma. 

Facilitar (a otros) la crítica justificada de su profesión. 

Aclarar conductas esperadas socialmente. 

5. Disuadir voluntades proclives a actuar de forma impropia 
34 

6. Definir los valores que dirigen a quienes integran la 
profesión, entre otras. 


A 


El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación 
establece en su punto 3 de nociones previas: 


“(...) Finalidad. En el Código se recogen los principios, 
reglas y virtudes judiciales, que se consideran idóneos 
para constituir un referente deontológico, que pueda 
no solo guiar la conducta de los juzgadores federales 
y sus auxiliares, sino facilitar la reflexión ética sobre 
los diversos aspectos de la función que desempeñan; 
consecuentemente, tales principios y reglas no 
son elaborados con la finalidad de complementar 
o reglamentar la legislación vigente en materia de 
cualquier tipo de responsabilidad jurídica de los 
miembros del propio Poder Judicial de la Federación 


(Ie 


Etica judicial 


406 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El Código de Ética del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno 
del Estado el 5 de noviembre de 2018, con entrada en vigor 
al día siguiente de su publicación, dispone en el capítulo Il 
Fines del Código, 


“(...) Artículo 6%: El presente Código tiene las siguientes 

finalidades: 

A. Establecer los criterios, valores y toda regla de 
integridad que deben inspirar la conducta ética de 
las y los Jueces, Consejeros, Magistrados y demás 
servidores públicos del Poder Judicial, tendientes a 
lograr la excelencia del servicio de impartición de 
justicia, independientemente del cumplimiento de las 
disposiciones legales que regulan el desempeño de 
sus funciones; 

B. Fomentar una cultura de transparencia, honestidad 
y objetividad en el desempeño del trabajo de todos 
los juzgadores y demás servidores públicos del 
Poder Judicial del Estado, mediante la promoción 
de actitudes que desarrollen compromisos con la 
sociedad, consigo mismos y con la institución a la 
que pertenecen; 

C. Promover en la sociedad en su conjunto, la necesidad 
de mejorar los estándares de desempeño profesional 
de los titulares de los órganos jurisdiccionales del 
Poder Judicial; absteniéndose de realizar prácticas 
que afecten las funciones o actividades de la 
administración de justicia; 
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Etica judicial 


D. Ser una herramienta para coadyuvar en la 
erradicación de todo tipo de prácticas que demeriten 
las funciones propias de la administración de justicia, 
tanto en lo jurisdiccional como en lo administrativo. 

E. Consolidar el principio de la dignidad de las 
personas, como base de la conducta de las y los 
servidores públicos del Poder Judicial (...).” 


La aspiración de la ética es que cada cual vea por sí 
mismo su validez y opte por acatarlas voluntariamente para 
lograr la excelencia, por ello es que los códigos de ética 
suelen elaborarse con base en criterios o principios que se 
consideran como idóneos para lograr diversos fines. 

Los principios como núcleos concentradores de la ética 
Judicial pueden desglosarse en deberes muy concretos y en 
ciertas virtudes, tal como en el ámbito iberoamericano se 
ha hecho dentro de la sistemática de cada Código de ética 
Judicial. Cabe destacar que los principios que integran el 
Código de Ética del Poder Judicial del Estado de Guanajuato 
son: Legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, 
economía, disciplina, profesionalismo, objetividad, 
transparencia, rendición de cuentas, competencia por mérito, 
eficacia, integridad y equidad. 

Principios que señala el Código de Ética citado tiene 
el deber de observar todo servidor público de dicho poder 
en el desempeño de su empleo, cargo, comisión o función 
designada. 


408 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


KI. Segunda parte. Comentarios a los principios éticos 
C.P. M.F. José Socorro Quevedo Ramírez 


a Real Academia Española en su definición de 

principio, señala varias acepciones entre las que 

destaco: base, origen, razón fundamental sobre la cual 
se procede discurriendo en cualquier materia. Y la de: norma 
o idea fundamental que rige el pensamiento o la conducta. 

Asimismo, para la definición de la palabra ética, señala 
entre otras, la siguiente: “(...) Conjunto de normas morales 
que rigen la conducta de la persona en cualquier ámbito de la 
vida. Ética profesional, cívica, deportiva (...).” 

Por lo que en términos más mundanos, diría que los 
principios son normas impuestas por el hombre, que buscan 
guiar las acciones del ser humano. Al conjuntarlos con la 
palabra ética, entonces podemos considerar que se refiere a 
criterios de decisión fundamentales que los miembros de 
una comunidad profesional, en este caso los jueces, han de 
tener en cuenta en sus deliberaciones sobre lo que se d ebe 
o no hacer en cada una de las decisiones que tomará en su 
actividad profesional. 

En el libro Ética Judicial, el autor menciona como 
principios de la ética judicial a los señalados en la CPEUM 
en su artículo 100, aplicables a la Judicatura Federal, 
siendo estos: independencia, imparcialidad, objetividad, 
profesionalismo y excelencia, a este último el autor le 
da tratamiento de virtudes que debe reunir el juzgador. 
Subrepticiamente incluye dos principios más los cuales hace 
objeto de análisis: la motivación y el secreto profesional. 
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Considera a dichos principios, como la base para la 
formación y actualización de funcionarios de dicha Judicatura 
y no un compendio de principios éticos que pudieran ser 
aplicados en el desarrollo de la carrera judicial. Sin embargo, 
cuando se habla de materia ética, y en función a lo que piense 
quien escribe, es factible incluir algunos más, como podrían 
ser: honradez, disciplina, integridad, equidad, lealtad, entre 
otros. 


Independencia 


En relación al Principio de independencia judicial, 
el autor lo define como esencial por encontrarse el juez 
ejerciendo uno de los poderes del estado, dejando claro que 
el juez no debe estar sometido a ningún hombre, sino solo 
a la ley. Por tanto, la necesidad de independencia que debe 
tener el juez no puede ser discutida. 

Debe existir una rigurosa separación de la justicia y la 
política, pues es la política la que precede a la ley y no al 
revés. La ley, al ser un instrumento inanimado, hace al juez 
una especie de vocero a través del cual habla. 

Se incluyen en el libro, textos de distintos códigos 
de ética: el del Poder Judicial Federal, el Código Modelo 
Iberoamericano de Ética Judicial y el Código Nacional 
Mexicano, que presentan la total coincidencia en anotar en 
sus primeros artículos y capítulos, a la independencia. Con lo 
anterior se destaca que si alguna dependencia debe tener un 
juez, es hacia el derecho. 
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El autor hace énfasis en que la ciudadanía confía en 
el juez que se orienta mediante principios éticos y morales, 
siendo necesario alejarse de toda influencia, incluso aquellas 
como el agradecimiento o temor a perder el puesto. La 
inamovilidad fortalece la voluntad del juez, pero esta es solo 
aceptable cuando se tiene a jueces que merecen serlo. De no 
ser así, es preferible la renovación. 

El juez debe hacer caso omiso de halagos o insultos, pues 
estos los emiten los abogados o justiciables, normalmente 
en función de los resultados, siendo que cualquier resultado 
se emite con base a ley. Asimismo, se debiera evitar que 
personas lleguen a su oficina a exponer asuntos en juicio, 
pues dichas entrevistas pueden provocar discrecionalidad. 
En el libro se incluye referencia al ministro Azuela en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien entregaba 
a las personas que pedían entrevista con él, un oficio que 
mencionaba: “(...) Es una falta de respeto que soliciten a un 
juez, que dicho asunto se estudie con mucho cuidado, ya que 
todos los asuntos de esa manera se resuelven (...).” 

En el texto no se hace mención a las cuestiones 
de conflicto de intereses, situación que actualmente es 
notoriamente vigilada por los órganos de control y la sociedad 
misma, y que obvio afecta la independencia. 

No hay que olvidar que en materia de independencia, 
“como las novias de rancho, no solo hay que ser serlo, sino 
también parecerlo”, y lo mismo pasa con el juez, quien debe 
ser y aparentar, ser independiente. 
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Etica judicial 


Este tema de la independencia es muy complejo y en 
ocasiones difícil de acreditar, pues para que se cumpla, el 
juez debe ser una persona que no tenga amigos, o estos sean 
totalmente ajenos a su actividad jurisdiccional; ni abogados 
ni justiciables, a efecto de evitar que se piense que alguien 
podría influenciarlo. Situación en nuestra actual sociedad, 
muy difícil de cumplir. Y el principio de ética judicial obliga 
a denunciar cualquier intento de intervención. 

El texto refiere que el Código Iberoamericano de Ética 
Judicial menciona que la realidad de la autoridad judicial en 
particular, exhibe una visible crisis de legitimidad, siendo 
necesarias las previsiones y desarrollos en materia ética. 


Imparcialidad 


La imparcialidad se refiere al hecho de que el juzgador 
no debe favorecer o complacer a persona alguna; por 
tanto, debe hacer una aplicación de la justicia, siendo esta 
la cualidad suprema del Juez. De hecho; juez e imparcial 
debieran ser consideradas como palabras equivalentes. Por tal 
razón el juez es una persona que debe estar libre de intereses 
y pasiones de las partes que combaten en el juicio, para 
aplicar la ley siempre igual en casos iguales, sin parcialidad, 
sin favores, sin olvidos. Porque el Juez no es un vengador 
o un justiciero que trate de emparejar las cosas, su función 
es la de aplicar la ley independientemente de si la misma se 
considera una buena o mala ley. 

El Código de Ética del Poder Judicial de a federación 
trata el tema señalando que el juzgador debe evitar conceder 
ventajas o privilegios, rechazar dadivas, hacer o aceptar 
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invitaciones, abstenerse de prejuzgar, etc. A su vez el Código 
Nacional Mexicano señala que deberá abstenerse de intervenir 
en causas en donde se comprometa su imparcialidad. 

Es de notar entonces que la imparcialidad además de 
ser un principio, es un valor, una virtud y sobre todo una 
herramienta que asegura la impartición de justicia. Por tanto, 
la piedad, la clemencia, la compasión o la lástima, no son 
válidas en las resoluciones judiciales, pues se podría afectar 
la credibilidad de los tribunales. 

Sin embargo, lograr juzgar con esta imparcialidad no es 
tarea sencilla, pues seguramente en todos lados hay muchas 
tentaciones. Y a manera de ejemplo digo que la tendencia 
humana es apoyar a los más débiles, por lo que un juzgador 
debe tener una gran fortaleza que le permita en el momento 
que viste su toga, concentrarse en el caso olvidando incluso 
sus corrientes ideológicas y prejuicios personales. 

Es muy adecuado decir que la imparcialidad es una 
herramienta útil para asegurar la impartición de justicia, 
y eso está muy bien; sin embargo, no se menciona de qué 
manera podemos asegurar la actuación imparcial parte de los 
juzgadores. Y esa señores, es la parte complicada. No sé si 
psicológicamente sea posible y adecuado que previo al inicio 
de participar en una resolución se pudiera seguir un protocolo 
de concentración en el caso, de eliminación de prejuicios. Tal 
vez no sea posible, y considero que aunque lo fuera, el punto 
de partida seria que el juzgador ponga de su parte para que 
dicho protocolo funcione. 
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Pero entonces, ¿cuál es la solución, si es que la hay? 
La solución sería que desde la escuela se impriman dichos 
valores a los estudiantes, más aún, desde la familia. Sin 
embargo, considerando lo que es viable, lo que se enseña en 
la escuela lo que los alumnos van a aplicar en su ejercicio 
profesional, por tanto debe ser una materia específica el 
estudio, y aplicación de dichos principios, entre ellos la 
imparcialidad. Porque son principios fundamentales, y al 
presentarse de esa manera debieran ser la base del derecho, la 
base para una adecuada impartición de justicia, por tal motivo 
aun antes de comenzar a enseñar el derecho a los estudiantes 
se les debieran reafirmar los principios. 

Y desde luego que no se puede aplicar lo que no 
se conoce, por lo que sería muy conveniente que los 
conociéramos como conocemos la palma de nuestra mano, 
(que es un decir, porque la mayoría no conocemos la palma 
de nuestra mano), lo que facilitaría su aplicación, al tenerlos 
tatuados en el cerebro, por lo que señalar y explicar dichos 
principios debiera ser básico en los exámenes de ingreso 
y promoción, y siempre poder decir: “es un abogado de 
principios”. 


Objetividad 


Pasamos al tema de la objetividad, la que el autor 
considera como la actuación serena y equilibrada apegada 
a los criterios que la norma dicta, sin implicar afectos 
o desafectos, aprehensiones o prejuicios, ni exaltación 
o exabruptos, irrespetuosidad, altanería o arbitrariedad. 
Menciona el autor que la objetividad es una forma de 
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independencia, pero entendido ahora en un sentido estricto. 
Y yo me pregunto, entonces si no será efectivamente más 
de lo mismo. Y entonces, para que tantos principios. Pues 
efectivamente una cosa nos lleva a la otra, si soy imparcial es 
porque estoy siendo objetivo. No podría ser de otra manera. 
La falta de imparcialidad o de independencia, hará pensar 
que existe subjetividad al juzgar. 

El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación 
señala que la objetividad “es la actitud del juzgador frente a 
influencias extrañas al derecho, provenientes de sí mismo”. 
Esa característica de que la influencia pueda provenir de uno 
mismo es lo que le da o no, la característica de subjetivo, 
sin embargo es obvio que esa pensamiento interno surge por 
influencias externas que han ido moldeando mis necesidades, 
mi manera de pensar o mis prejuicios, entonces volvemos a 
lo mismo. Donde termina lo que influyen en mí los demás 
y donde inicia lo que yo pienso sin haber sido contaminado 
por lo externo. Difícil entonces lograr ese punto justo de 
equilibrio, identificar esa línea divisoria que me permita decir 
si fue subjetivo o fue imparcial, sin embargo en ambos casos 
la decisión tomada se verá afectada y alejada de principios, 
que a final de cuentas es lo que perciben los justiciables. 

También señala dicho código de ética que el juzgador 
procura actuar con serenidad de ánimo y equilibrio interno. 
Sin embargo me pregunto, si hay algo que mida dicha 
serenidad y equilibrio del juez previo al análisis de su 
caso o emisión de resoluciones, para en su caso impedirle 
evaluar el asunto. Porque nuevamente volvemos al hecho 
de que el juzgador es quien define si esta serenado y si no 
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trae algún problema interior, y si le hiciera dicha pregunta 
a los juzgadores personas, nunca me dirán que traen 
grandes problemas o que no son serenos, y en el caso de 
que reconozcan esa falta de serenidad y equilibrio, incluso 
mencionaran que dichas situaciones nada tienen que ver 
y que están en posibilidad de emitir resolución o efectuar 
análisis. Situación compleja de demostrar que no es así. 

Y es que podremos llegar al caso de decir que fui 
objetivo, aunque los demás digan que no. Y tal vez lo 
justifiquemos diciendo: “de acuerdo con mi manera de ser, 
de pensar y de interpretar el derecho, pues como en todo 
tenemos corrientes doctrinarias o filosóficas, somos de 
derecha o de izquierda, conservadores o liberales, capitalistas 
o socialistas.” 

Por lo que la objetividad está en función a lo que el 
juzgador o cada persona consideren que es objetivo. Aunque 
parezca un sinsentido no tenemos algo que nos ayude a medir 
la objetividad de manera objetiva. 


Profesionalismo 


El profesionalismo .es una actitud que indica 
compromiso, entrega en todo lo que se hace. Este es un 
principio que preponderantemente puede ser revisado. 

El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación 
lo define como “Disposición para ejercer de manera 
responsable y seria la función judicial, con relevante 
capacidad y aplicación, e indica cuales son algunas de las 
características que debe cumplir, señalando entre otras, la 
actualización permanente de su conocimiento, acrecentar 
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su cultura jurídica, fundar y motivar sus resoluciones, 
asumir responsabilidad, aceptar sus errores y aprender de 
ellos, guardar el secreto profesional, tratar con respecto y 
consideración a sus subalternos, tratar con amabilidad y 
respeto a los justiciables, guardar el secreto profesional, 
administrar con diligencia, esmero y eficacia su juzgado, 
cumplir puntualmente con la asistencia a su tribunal. 

Las disposiciones del Código Nacional Mexicano versan 
sobre los mismos temas. Todos ellos enfocados en poner el 
mismo escrúpulo y meticulosidad en todas las causas. 

Esta serie de características son deberes fáciles de 
observar y medir, lo que determinará si el juzgador tiene o no 
un actuar profesional. 


Motivación 


Se incluye a la motivación como un principio en los 
Códigos Modelo Iberoamericano y Nacional Mexicano de 
ética judicial, considerando a la motivación como “expresar, 
de manera ordenada y clara, razones jurídicamente validas, 
aptas para justificar la decisión”. Se menciona que una 
decisión carente de motivación, es una decisión arbitraria. 

El Código Nacional Mexicano además señala que para 
motivar adecuadamente, es menester examinar las pruebas 
con rigor analítico, para argumentar convincentemente el 
porqué de la decisión, asegurando la legitimidad de ésta ante 
la sociedad. 

La motivación de las sentencias es una garantía de 
justicia, cuando mediante ella se consigue reproducir 
el itinerario lógico que el juez recorre para llegar a su 
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conclusión. Asimismo, en caso de revisar la decisión, es 
fácil identificar en qué parte se ha equivocado o perdido 
la orientación. No pasa desapercibido para el autor que el 
justiciable exige razones, por lo que cualquier decisión se 
legitima cuando éstas se justifican adecuadamente. 

Sin embargo, considero que este no deberá ser un 
principio, sino una regla metodológica que debe solicitarse 
a través de la cual se deja la huella de “en que se basó el 
juez para su decisión. Además, es el argumento expuesto 
por el juez y en el que se podría acreditar o percibir la falta 
de imparcialidad o de subjetividad. Pues como ya señale 
anteriormente, el juez estará influido por su manera de pensar, 
lo que se reflejara en sus argumentos. Y es justamente lo que 
los justiciables o terceros evalúen para calificar su trabajo. 


Secreto profesional 


El Código Modelo Iberoamericano y el Nacional 
Mexicano señalan que “el secreto profesional tiene como 
fundamento salvaguardar los derechos de las partes y sus 
allegados...”. Y que los jueces tienen la obligación de 
guardar reserva con las causas y asuntos que estudia, y tanto 
a los medios de comunicación, como en el ámbito privado. 

Este principio también es aplicable a los colaboradores 
y servidores públicos que conocen de los asuntos, para no 
divulgar información, salvo en los casos que expresamente lo 
señale la ley. 


418 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Conclusión 


orqué es necesario definir principios, ¿qué acaso no son 

este algo intrínsecos a la sociedad o al gremio que los 

emita? Tal vez si, pues los principios son normas de 
comportamiento que ayudan y fomentan la convivencia entre 
personas. 

Sin embargo, es posible que cada persona tenga 
diferentes principios o concepción de ellos. Por lo que se hace 
necesario que estos principios sean lo más parecidos posibles 
en una institución. Varios individuos con diferentes principios 
pueden llegar a chocar entre ellos y terminar discutiendo, 
pues es evidente que ambos tienen formas diferentes de ver la 
vida y sus prioridades. 

Si bien es cierto que los principios pueden afectar la 
vida en general del ser humano (principios como amar al 
prójimo o respetar a los demás), también existen principios 
en otros ámbitos de nuestra vida como por ejemplo nuestro 
trabajo; y es que muchas instituciones establecen una serie de 
principios ante los cuales los trabajadores deben responder. 

Un individuo sin principios será un individuo vacío, 
sin normas ni reglas morales. Su comportamiento no estará 
regido por ningún tipo de objetivo ético, pudiendo así 
comportarse de forma ruin. 

Fomentar los principios de nuestra sociedad es una 
tarea realmente importante. Debemos inculcar principios 
éticos en los individuos desde edades tempranas. Es la única 
forma de formar individuos que estén comprometidos con 
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nuestra sociedad. Individuos que posteriormente aceptarán y 
cumplirán esta especie de normas éticas y morales que rigen 
el comportamiento y convivencia entre personas. 

Es parte fundamental la ética, la moral y el derecho. 
Por tanto el ideal es que hubiera coincidencia en las normas 
jurídicas, éticas y morales. O que sean lo más parecidas 
posibles. Sin embargo no es así. Lo que en ocasiones nos 
acarrea dificultades. 

Podemos decir que el principio ético es una regla que 
sirve como guía para definir la conducta, ya que recoge 
aquello que se toma como válido o bueno. 
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Artículo 84. Si la autoridad jurisdiccional deja de 
conocer por excusa o recusación, conocerá la que siga en 
número o turno, que corresponda de conformidad con 


la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así 
como de la Entidad Federativa correspondiente. 


Sustitución de la autoridad jurisdiccional 
por excusa o recusación 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 84 aborda la situación en la cual una 

autoridad jurisdiccional se ve impedida de conocer un 

asunto debido a una excusa o recusación presentada 
contra ella. Las excusas y recusaciones son mecanismos 
procesales que permiten cuestionar la imparcialidad de un 
juez para conocer de un caso, ya sea por razones personales, 
profesionales o legales que puedan afectar su objetividad. 

El propósito principal de este artículo es asegurar la 
continuidad del proceso judicial sin demoras indebidas 
cuando se presenta una excusa O recusación. Para ello, 
establece que la autoridad jurisdiccional que sigue en 
número o turno, de acuerdo con lo establecido en las leyes 
orgánicas respectivas, será quien conozca del asunto. Este 
procedimiento garantiza que, ante la imposibilidad de que un 
juez o tribunal participe en la resolución de un caso, existe 
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un mecanismo claro y ordenado para designar a la siguiente 
autoridad competente, asegurando así la administración 
eficiente de justicia. 

Precepto que contribuye a la integridad y eficacia del 
sistema judicial, proporcionando una solución ordenada 
para garantizar que los casos sean atendidos por autoridades 
jurisdiccionales competentes y objetivas, incluso cuando 
surgen circunstancias que impiden a un juez o tribunal 
determinado tomar el conocimiento de un asunto. 
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I.- Causas de sustitución de la autoridad jurisdiccional 


e establecen las circunstancias bajo las cuales un juez 

o tribunal se ven impedidos para continuar conociendo 

un caso, específicamente por razones de excusa O 
recusación. 
Aquí se instauran las situaciones específicas bajo las cuales un 
juez o tribunal debe abstenerse de continuar conociendo un caso, 
debido a la presencia de motivos justificados que comprometen 
su imparcialidad y objetividad. Estas situaciones se identifican 
como excusa O recusación: 


1.- Excusa. 


Del latín excusare, está compuesto por dos términos, a 
saber: ex, quitar, y -cusare, causa. El conjunto va a definirse 
como motivo dado para disculparse.'Los juristas de Pina 
y de Pina Vara la van a definir como la “(...) Inhibición de 
un juez respecto a un juicio determinado por concurrir, en 
relación con el mismo, un impedimento susceptible de afectar 
a la imparcialidad con que en todo caso debe proceder en el 
ejercicio de su cargo (...).”? 


1 Vid. Gómez de Silva, Guido: Breve diccionario etimológico... p. 288. 


2 Cfr. de Pina, Rafael y de Pina Vara, Rafael: Excusa, en Diccionario de Derecho. 
Ed. Porrúa. 26* ed. México. 1996. ISBN: 968-432-123-6. p. 280 
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2.- Recusación. 


Del latín recusare, significa rechazar, no aceptar, 
oponerse a.* Los juristas de Pina establecen que la recusación 
es la “(...) Facultad reconocida a las partes [...] que puede 
ejercerse para obtener la separación del conocimiento 
de un proceso del juez incurso en cualquiera de los 
impedimentos legales que se consideran susceptibles de 
afectar la imparcialidad con que la justicia debe ser siempre 
administrada (...).”* 

El propósito de este punto es garantizar la imparcialidad 
y objetividad de la administración de justicia, permitiendo 
que los casos sean conocidos y resueltos por jueces que estén 
libres de cualquier conflicto de interés o circunstancia que 
pueda afectar su juicio. Este principio es fundamental para el 
correcto funcionamiento del sistema judicial, así como para 
mantener la confianza pública en la justicia, asegurando que 
todos los litigios sean tratados de manera justa y equitativa. 


3 Vid. Gómez de Silva, Guido: Breve diccionario etimológico... p. 591. 


4 Cfr. de Pina, Rafael y de Pina Vara, Rafael: Recusación, en Diccionario de 
Derecho... p. 434. 
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T11.- Procedimiento de sustitución por orden o turno 


ste elemento describe el mecanismo para determinar 
qué autoridad jurisdiccional será la encargada 
de conocer del asunto en lugar de la autoridad 
originalmente asignada, basándose en el orden o turno 
establecido.? 
Se detalla el mecanismo a seguir cuando un juez 
o tribunal debe ser sustituido debido a una causal de 
impedimento. Este mecanismo establece que la autoridad 
que ha de conocer el caso en sustitución será aquella que 
siga en el número o turno preestablecido, asegurando así 
una transición ordenada y previsible en la asignación de la 
autoridad competente para continuar con el proceso. 
Este procedimiento tiene varios propósitos y beneficios 
clave: 


1.- Continuidad. 


Asegura que el proceso no se detenga o se retrase 
innecesariamente debido a la necesidad de sustituir a un juez. 
Al tener un mecanismo claro y ordenado para determinar 
qué autoridad sigue en la línea de sucesión, se facilita una 
transición rápida, ordenada y eficiente. 


5 El turno es abordado por Ovalle Favela como un orden o distribución interno de 
la carga de trabajo, cuando en un mismo lugar existen dos o más juzgados que 
puedan conocer de un mismo caso. Ovalle Favela, José: Teoría general del... p. 
155. 
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2.- Transparencia y previsibilidad. 


Al basarse en mecanismo predeterminado, el 
procedimiento de sustitución proporciona transparencia 
y permite a todas las partes involucradas en el proceso 
conocer de antemano cómo se determinará a la autoridad 
sustituta. Esto contribuye a la seguridad jurídica? y reduce la 
posibilidad de disputas adicionales sobre la asignación del 
juez o tribunal. 


3.- Imparcialidad en la sustitución. 


La determinación de la autoridad sustituta según un 
orden o turno establecido previamente ayuda a evitar la 
percepción de favoritismos o arbitrariedades en la elección 
del juez que conocerá el caso tras una excusa o recusación. 
Esto refuerza la confianza en la imparcialidad del propio 
sistema judicial. 


4.- Eficacia en la administración de justicia. 


Facilita la administración eficaz al establecer un 
procedimiento claro y simple para reemplazar a las 
autoridades jurisdiccionales, minimizando las interrupciones 
en el avance de los casos y contribuyendo a la resolución 
oportuna de los litigios. 


6 La seguridad jurídica es el deber de fundamentación y motivación de las 
autoridades cuando emitan actos jurídicos. Vid. Séptima Época. Registro digital: 
238355. Instancia: Segunda Sala. Materia(s): Común. Tipo: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 81, Tercera Parte, página 15 
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En resumen, se establece un marco ordenado y 
sistemático para la sustitución de jueces o tribunales en 
casos de excusa O recusación, lo que es fundamental para 
el mantenimiento de un proceso judicial ágil, transparente y 
justo. 


427 


Excusa 


Excusa 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


428 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


TIL.- Marco normativo para la sustitución 


e señala que el procedimiento de sustitución se debe 

llevar a cabo de acuerdo con lo establecido en las leyes 

orgánicas de los poderes judiciales. Además, se subraya 
la importancia de seguir un marco legal claro y coherente 
en el proceso de sustitución, asegurando que se apliquen 
uniformemente los criterios y procedimientos en todo el 
territorio nacional, ya sea a nivel federal o local. 

La relevancia de este punto radica en varios aspectos 
clave: 


1.- Uniformidad y coherencia legal. 


Garantiza que el proceso de sustitución de autoridades 
jurisdiccionales se rija por principios y normas uniformes, 
proporcionando predictibilidad y coherencia en la aplicación 
de la ley en todo el país. Esto es crucial para el correcto 
funcionamiento del sistema judicial y para asegurar que los 
derechos y obligaciones de las partes se manejen de manera 
equitativa y justa. 


2.- Respeto al federalismo. 


Al referenciar tanto a las diversas leyes orgánicas de 
las entidades y del poder judicial federal, se reconoce la 
estructura federal de nuestro país, y se respeta la autonomía 
de los estados en la organización de sus propios poderes 
judiciales. Además, esto permite adaptar el proceso de 
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sustitución a las particularidades de cada sistema judicial 
estatal, manteniendo al mismo tiempo un marco normativo 
común a nivel federal. 


3.- Seguridad jurídica. 


Proporciona una base legal sólida para el procedimiento 
de sustitución, evitando arbitrariedades y asegurando que 
todas las partes involucradas en un proceso judicial tengan 
claridad sobre las reglas que rigen la sucesión de autoridades 
jurisdiccionales. Esto contribuye a la seguridad jurídica y 
refuerza la confianza en el sistema de justicia. 

En resumen, este punto destaca la necesidad de adherirse 
a un marco normativo específico y preestablecido para la 
sustitución de autoridades jurisdiccionales, lo cual es esencial 
para garantizar la integridad, la eficiencia y la equidad en la 
administración de justicia. 
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Artículo 105. Las autoridades jurisdiccionales 
tienen el deber de excusarse del conocimiento de los 
procedimientos en que ocurra alguna de las causas 
expresadas en el artículo anterior, aún y cuando las partes 
no los recusen. La excusa debe expresar concretamente la 
causa en que se funde. Sin perjuicio de las providencias 


que conforme a este Código Nacional se deben dictar, 
tienen la obligación de excusarse inmediatamente que 
se avoquen al conocimiento de un procedimiento del 
que no deben conocer por impedimento, o dentro de los 
tres días siguientes en que ocurra el hecho que origina el 
impedimento o de que tengan conocimiento de él. 


Deber de excusa 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 105 del código en comento establece una 

norma muy importante en el ámbito de la ética judicial 

y la imparcialidad de las autoridades jurisdiccionales. 
Este artículo se refiere específicamente a la obligación 
que tienen los jueces y demás autoridades de excusarse de 
conocer un procedimiento cuando exista alguna causa de 
impedimento que podría comprometer su imparcialidad. 

La norma indica que los jueces deben excusarse de 
conocer un caso, de manera automática, si ya existe un 
impedimento previamente conocido, o dentro de un plazo 
de tres días después de que se presenten hechos nuevos 
que generen un impedimento, o desde que el juez tenga 
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conocimiento de estos hechos. La excusa debe especificar de 
manera concreta la razón por la cual se considera impedido 
para conocer del asunto. 

El propósito de este artículo es asegurar la imparcialidad 
en el procedimiento, evitando conflictos de interés y 
manteniendo la confianza en el sistema judicial. Es 
fundamental para la administración de justicia que las 
decisiones judiciales sean tomadas por autoridades libres de 
cualquier influencia, interés personal o prejuicio relacionado 
con las partes o el asunto en cuestión. 

Esta disposición refleja el principio de que la justicia 
no solo debe ser imparcial, sino que también debe parecerlo, 
fortaleciendo así la integridad del proceso. 


I.- Obligación de excusa 


Este punto trata sobre la responsabilidad que tienen 
los jueces y otras autoridades judiciales de abstenerse de 
participar en procedimientos legales en los que existan 
causas de impedimento. Estas causas de impedimento están 
detalladas en el artículo anterior al que se refiere este punto. 

La importancia de este punto radica en el principio 
de imparcialidad judicial, esencial para el correcto 
funcionamiento del sistema de justicia. La norma establece 
que las autoridades deben excusarse automáticamente cuando 
sean conscientes de cualquier causa de impedimento, incluso 
si ninguna de las partes ha solicitado su recusación. Esto 
asegura que el proceso se mantenga justo, imparcial y libre de 
cualquier posible conflicto de interés, reforzando la confianza 
pública en la integridad de las decisiones judiciales. 
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En resumen, este punto del artículo subraya que es 
un deber autoimpuesto, y proactivo, de las autoridades 
jurisdiccionales asegurarse de no participar en casos donde 
su objetividad podría estar comprometida. 


M.- Requisitos de la excusa 


Este apartado se centra en la forma en que las autoridades 
jurisdiccionales deben comunicar su decisión de excusarse de 
un caso. Específicamente, establece que la excusa presentada 
por el juez o autoridad debe explicar claramente y de manera 
detallada la causa específica que fundamenta su decisión de 
no participar en el conocimiento del caso. 

Este requisito tiene como propósito asegurar 
la transparencia en el proceso de excusa. Al detallar 
explícitamente la razón del impedimento, se permite a 
las partes involucradas en el procedimiento y al público 
en general entender las bases de la decisión, evitando así 
especulaciones o dudas sobre la integridad del proceso. 
Además, esto ayuda a preservar la confianza en el sistema 
de justicia, demostrando que las decisiones tomadas por las 
autoridades jurisdiccionales se basan en principios éticos 
claros y justificados legalmente. 
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III. Plazo para excusarse 


Se abordan los tiempos dentro de los cuales un juez 
o autoridad jurisdiccional debe formalizar su excusa una 
vez que advierta un impedimento para conocer de un 
procedimiento. Este apartado del artículo establece dos 
situaciones distintas en las que debe actuar la autoridad: 

1. Excusa inmediata: Si a la autoridad le es asignado el 
conocimiento de un caso, y ya es consciente de que existe un 
impedimento previo, debe excusarse de manera inmediata. 

2. Excusa dentro de tres días: Si la causa del 
impedimento surge durante el curso del procedimiento, o si 
la autoridad toma conocimiento de ella en algún momento 
después de haber comenzado a conocer del caso, tiene un 
plazo de tres días para presentar su excusa. Este plazo permite 
un margen razonable para que la autoridad analice la situación 
y proceda de acuerdo con las normas éticas, asegurando que 
el proceso no se vea afectado innecesariamente por demoras. 
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La excusa absolutoria del acusado mentiroso 
Una mentira legalizada 


Juez y magistrado en retiro 
Mtro. Gilberto Martiñón Moreno 


Introducción 


presentado para la obtención de grado de maestro 

en impartición de justicia penal por la Universidad 
Iberoamericana León, bajo los auspicios del poder judicial de 
Guanajuato, o bien un nuevo enfoque a la luz de los grandes 
e importantes cambios ocurridos al derecho procesal penal en 
los últimos años. 

Durante la licenciatura repetidamente se escuchaban 
los conceptos majestad de la ley y dignidad de la función 
jurisdiccional, inasibles, pero luz indispensable para ver el 
camino y vislumbrar la meta: Justicia. 

No se entiende el concepto majestad de la ley, si no 
como que todos los seres humanos estamos sometida a ella, 
obligados a inclinarse ante el derecho. 


E | presente trabajo es una continuación de uno diverso 
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La dignidad de la función jurisdiccional, no es 
comprensible sin la excelencia de las personas que la realizan 
y la conciencia de esa dignidad y el respeto que merecen 
por su investidura, tanto de parte de sus superiores como en 
general de los gobernados. Técnicamente a ello se le llama 
estado democrático de derecho. 

Lo anterior no condice con la autorización legal dada al 
imputado para mentir, para engañar, para violar el deber de 
lealtad que la doctrina exige a todos los intervinientes en un 
proceso penal. 

Las razones expuestas han sido el motor psicológico 
para sostener tanto en el trabajo anterior, como en el presente 
que la excusa absolutoria contenida en la parte final del 
artículo 253 del código penal del estado de Guanajuato 
debe derogarse, tanto más si las razones de su existencia 
desaparecieron por el arribo del derecho garantista que aun 
cuando el desarrollo es insuficiente en la entidad, se tiene la 
convicción de que será motivo de satisfacción y orgullo en un 
tiempo no lejano. 

El trabajo precedente se encuentra influenciado, sobre 
todo, por las reflexiones del maestro Trueba Olivares, 
expuestas en apuntes de cátedra y de la doctora Teresita 
Rendón Huerta en ética del juzgador, dado el propósito de 
hacer descansar nuestro punto de vista en razones éticas (no 
es moral que el derecho autorice a mentir), aun cuando no 
exclusivamente. 

El presente trabajo comprende dos puntos principales: 1, 
el señalamiento de las excusas absolutorias que se establecen 
en el código penal del estado y las razones que más 
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usualmente son dadas de su justificación; 2, las razones que 
invalidan las que pretenden justificar la excusa absolutoria 
que favorece al inculpado mendaz, concretamente, los 
derechos humanos que le asisten y que el derecho a guardar 
silencio y a la no autoincriminación que deriva de aquél, 
no puede interpretarse al absurdo, trayendo a colación el 
ejemplo, alguna vez leído, relativo a un asunto de homicidio, 
en el sentido de que mal podría alegar ejercicio de un 
legítimo derecho la persona inculpada, inicialmente, por el 
delito de secuestro que se rehúsa informar el paradero de la 
víctima quien fallece de hambre y sed, ante la imposibilidad 
de recibir ayuda. 

Como colofón se planean las consecuencias que acarrea 
el hacer mentiroso, que no son otras que las ya previstas en la 
ley. 

Obviamente un trabajo de tan modestas pretensiones 
no exige abundante bibliografía, tanto más porque no hay 
conflictos importantes entre los estudiosos de las excusas 
absolutorias. 

Por otra parte, los grandes problemas de índole penal 
que señorean en este siglo XXI como son los delitos de cuello 
blanco, la delincuencia cibernética, los delitos ecológicos, los 
fraudes a naciones enteras que se disfrazan de crisis, ocupan 
desde hace tiempo las mentes más lúcidas de los juspenalistas 
y el garantismo penal paulatinamente, aún con lentitud que 
exaspera, va abriéndose paso en las mentes y en el quehacer 
de quienes desde trincheras diversas conocemos del drama 
penal. Es ya más cuestión de hacer que de opinar, aunque, 
por supuesto, ninguna de las dos cosas debe abandonarse. 
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Concluyo con el reconocimiento al poder judicial del 
estado de Guanajuato, por su permanente afán de ser mejor, 
siendo una forma para ello el crear oportunidades para que 
sus integrantes expresen sus inquietudes en obras como la 
presente, minúsculo ejemplo de esa aspiración. 
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Capítulo primero 
Indefinición del delito 


I.- Las reformas constitucionales del 18 de junio del 2008 
y de 10 de junio de 2011 


a primera reforma mencionada que fue la adopción 
del sistema acusatorio adversativo y la segunda del 


derecho convencional, entre una de sus múltiples 
consecuencias, han dado lugar a que se retomen conceptos, 
desechando los inoperantes, reafirmando otros con nuevas 
razones y creándolos cuando ello se considere necesario; 
aun cuando fundamentalmente son de materia procesal penal 
y de derechos humanos de los imputados y de las víctimas, 
inciden en el ámbito del derecho penal. 

Ahora bien, el código penal del estado de Guanajuato 
en vigor del 1 de enero del 2002, no identifica los elementos 
de delito, como así lo hacían anteriormente las leyes de la 
materia.' 

De esta forma, válidamente se puede concluir que si el 
artículo 33 vigente en le ley penal establece como excluyente 
de delito la ausencia de voluntad del agente (fracción 1)”, la 
falta del tipo penal de que se trate (fracción Il), la ausencia 
de antijuridicidad (fracciones III, IV, V y VI) la excluyente de 
delito en razón a la imputabilidad del agente (fracción VI) y 
por inculpabilidad (fracciones VII, IV y X). 


1 El código penal de 1956 definía el delito como *...acto u omisión que sancionan las 
leyes penales. El código penal de 1968, en el artículo 11, definía el delito como *... 
conducta típicamente antijurídica, imputable, culpable y punible”. 
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Entonces, la figura delictiva comprende dichos 
elementos lo que sumado a la punibilidad da lugar a 
considerar que el legislador tiene como delito la conducta 
típica, antijurídica, imputable, culpable y punible. 

Se salva el estudio de las excluyentes de delito, a las que 
se hace referencia únicamente como preámbulo obligado de 
este trabajo a más de que la literatura de la materia es pródiga 
sobre el particular. 


K.- Consecuencias jurídicas del delito 


El titulo tercero del código penal de Guanajuato, se 
denomina consecuencias jurídicas del delito. 

De esta forma pareciera que el legislador adopta la 
postura de que la punibilidad no es elemento de delito sino 
solo su consecuencia y así también lo reflejan criterios 
jurisprudenciales como el que se trascribe: 


Registro digital: 2000467 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: XXVII. 1o.(VUI Región) 1 P (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, página 1455 
Tipo: Aislada 
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Sentencias penales. Elementos que los jueces deben 
analizar al emitirlas para determinar si existe o no delito 
y cumplir con el derecho fundamental a una debida 
fundamentación y motivación (legislación del estado de 
Chiapas). 

La sentencia penal condenatoria reviste la característica 
de un acto privativo, pues con ella puede privarse a 
un sujeto de su libertad, propiedades, posesiones o 
derechos; por ende, se rige principalmente por el artículo 
14, párrafos primero y tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contiene 
el principio de legalidad en materia penal: “no hay 
delito, no hay pena sin ley”, y sus cuatro consecuencias: 
1. La prohibición de analogía (nullum crimen, nulla 
poena sine lege stricta); 2. La prohibición de derecho 
consuetudinario para fundamentar y agravar la pena 
(nullum crimen, nulla poena sine lege scripta); 3. La 
prohibición de retroactividad (nullum crimen, nulla 
poena sine lege praevia) y 4. La prohibición de leyes 
penales y penas indeterminadas (nullum crimen, nulla 
poena sine lege certa). Luego, conforme al principio 
constitucional en cita, en la sentencia debe determinarse 
la existencia o no de delito, el cual se ha identificado 
como el resultado de una conducta típica, antijurídica 
y culpable; sin embargo, por costumbre, algunos 
juzgadores estructuran sus sentencias a partir del cuerpo 
del delito y la plena responsabilidad, sin tener apoyo 
jurídico para tal proceder, porque estos conceptos sólo 
son aplicables a las órdenes de aprehensión y a los autos 
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de término constitucional, de acuerdo a las reformas 
a los artículos 16 y 19 de la Constitución Federal, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 8 de 
marzo de 1999, relativas a los requisitos de fondo para 
decretar aquéllas. Lo anterior alcanza mayor gravedad 
cuando en la propia legislación ordinaria se establece 
qué debe entenderse por delito, como el caso del Estado 
de Chiapas que en el artículo 9 de su código penal 
instituye: “(...) El delito es la conducta típica, antijurídica 
y culpable (...).” y en el diverso 25 de ese ordenamiento 
dispone qué debe estudiar el juzgador en su sentencia 
al efectuar los juicios de tipicidad, antijuridicidad y 
culpabilidad, pues el legislador enunció las “causas de 
exclusión del delito”, esto es, los aspectos negativos del 
delito, de los cuales puede extraerse a contrario sensu, la 
vertiente positiva, para quedar como sigue: 


442 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Delito 


Excluyentes del delito 


Conducta 

Es la actividad o inactividad que 
se realiza con intervención de la 
voluntad del agente 


Ausencia de conducta 

Es la actividad o inactividad 
que se realiza sin la 
intervención de la voluntad del 
agente (artículo 25, fracción I). 
Pueden mencionarse como 
ejemplos la fuerza física 
irresistible y los movimientos 
reflejos. 


Tipicidad 
Existe conducta típica cuando 
estén acreditados todos los 


elementos que integran el tipo 
legal de que se trate. Las 
descripciones típicas suelen tener 
los siguientes elementos a) La 
correspondiente acción Uu 
omisión. b) El resultado ya sea 
formal o material. c) El nexo 
causal entre la acción u omisión 
y el resultado (formal o material) 
d) La lesión o puesta en peligro a 
que hubiere sido expuesto el bien 
jurídico penalmente protegido. e) 
Si el tipo penal lo requiere: los 
elementos normativos; la calidad 
específica en los sujetos activos o 
pasivos; medios  comisivos 
utilizados; las circunstancias de 
lugar, tiempo, modo y ocasión. f) 
La forma de intervención del o 


Atipicidad 

Existe atipicidad cuando no se 
acredite la existencia de alguno 
de los elementos que integran el 
tipo legal de que se trate 
(artículo 25, fracción Il). 
Asimismo, el dolo se excluye 
cuando la acción u omisión se 
realice bajo un error invencible 
respecto de alguno de los 
elementos objetivos O 
normativos del tipo (artículo 25, 
fracción VIII, inciso a). 
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los sujetos activos (autoría O 
participación). g) Elementos 
subjetivo genérico: dolo (directo 
o eventual) o culpa (con 
representación O sin 
representación). h) Si el tipo legal 
lo incorpora: elementos 
subjetivos específicos. 


Antijuridicidad 

La conducta típica es antijurídica 
si no interviene en favor del autor 
una causa O fundamento de 
justificación, esto es, si resulta 
contraria al derecho. 


Juridicidad La conducta típica 
es jurídica cuando se actualiza 
alguna de las siguientes causas 
de justificación: 

a) Consentimiento del titular del 
bien jurídico afectado: expreso 
o presunto (artículo 25, fracción 
UD. 

b) Defensa legítima: expresa o 
presunta (artículo 25, fracción 


IV) 
c) Estado de necesidad 
justificante (artículo 25, 


fracción V) 

d) Cumplimiento de un deber 
jurídico o ejercicio de un 
derecho (artículo 25, fracción 
vD. 


Culpabilidad 

La conducta típica y antijurídica 
es culpable cuando es 
reprochable al sujeto, y sólo 
puede serlo cuando se presentan 
los siguientes elementos: a) La 
imputabilidad, es decir que al 


Inculpabilidad 

La conducta típica y antijurídica 
no es reprochable al sujeto por: 
a) Inimputabilidad, es decir que 
al momento de realizar el hecho 
típico, el agente no tenga la 
capacidad de comprender el 
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momento de realizar el hecho 
típico, el agente tenga la 
capacidad de comprender el 
carácter ilícito del hecho o de 
conducirse de acuerdo con esa 
comprensión. b) Conocimiento 
de la antijuridicidad, que consiste 
en que el sujeto conozca la 
existencia de la ley o el alcance 
de la misma. c) Exigibilidad de 
otra conducta, es decir, que 
atentas las circunstancias que 
concurran en la realización de 
una conducta típica y 
antijurídica, sea racionalmente 
exigible al sujeto activo, una 
conducta diversa a la que realizó. 


carácter ilícito del hecho o de 
conducirse de acuerdo con esa 
comprensión — (artículo 25, 
fracción VID). 

b). Error de prohibición, cuando 
se realice la acción o la omisión 
bajo un error invencible 
respecto de la antijuridicidad de 
la conducta, ya sea porque el 
sujeto activo incurra en error 
respecto de la existencia de la 
ley o el alcance de la misma, o 
porque estime erróneamente 
que está justificada su conducta 
(artículo 25, fracción VII, 
inciso b). 

c) Inexigibilidad de otra 
conducta, cuando atentas las 
circunstancias que concurran en 
la realización de una conducta 
típica y antijurídica, no sea 
racionalmente exigible al sujeto 
activo, una conducta diversa a 
la que realizó en virtud de no 
haberse podido conducir 
conforme a derecho (artículo 
25, fracción, IX). 
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En ese tenor, los Jueces del Estado de Chiapas, al emitir 
sus sentencias, deben analizar si existe o no delito, esto 
es, una conducta típica, antijurídica y culpable, al tenor 
de los contenidos indicados, para cumplir con el derecho 
fundamental a la debida fundamentación y motivación 
en materia penal. No obstante, si en la sentencia se 
analizó el cuerpo del delito y la plena responsabilidad, 
tal error nominativo no trascenderá si de todas formas el 
juzgador analizó materialmente los elementos señalados 
en el cuadro. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
DEL CENTRO AUXILIAR DE LA OCTAVA REGIÓN. 
Amparo directo 670/2011. 7 de octubre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Ybraín Hernández 
Lima. Secretaria: Sheila Leticia Herrera Fernández. 


Sin abundar sobre las razones del legislador y el criterio 
del juez federal, se estima que no puede menos que tenerse 
la punibilidad como elementos del delito, precisamente 
por ser la consecuencia de un acto u omisión típicamente 
antijurídica, culpable y punible. ' 

Condice lo anterior con la teoría general del derecho 
pues uniformemente los doctrinistas señalan que los hechos 
son relevantes para el derecho si tienen consecuencias 
jurídicas. De no ser así son simples hechos. ? 


1 Cfr. Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de derecho penal. 
Porrúa. México 1988; p. 276. 


2 Cfr. Cardona Arizmendi, Enrique y Ojeda Rodríguez, Cuauhtemoc: Código 
penal comentado del estado de Guanajuato. Cárdenas distribuidores. Irapuato 
Guanajuato. 1978; p. 95. 
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Capitulo segundo 
Excusas absolutorias 


I.- Análisis del vocablo 


diferencia de las causales que incluyen el delito por 

ausencia de conducta, por atipicidad, antijuridicidad, 

inculpabilidad e inimputabilidad que se excluyen 
en un mismo capitulo las causas que excluyen la pena se 
encuentran dispersas tanto en la parte general como en la 
parte especial del código penal. 

En las llamadas excusas  absolutorias, también 
denominadas excusas legales absolutorias, causas de no 
punibilidad, causas de exclusión de la pena, causas personales 
que liberan la pena o causas de impunidad, solo falta la 
punibilidad 

Excusa deriva de latín excusare de ex y causa cuya 
acepción es idéntica a la usual: disculpar o perdonar. Exponer 
y alegar razones para liberar a uno de la culpa que se le 
imputa. 

Legal: conforme o determinado por la ley. Absolutoria: 
de latín 4b y solvere desatar. 

Se incluye el concepto legal, para destacar que las 
excusas absolutorias solo se encuentran en la ley y no es 
dable buscarlas fuera de ella. 

La razón de su existencia en la legislación penal es 
explicada, de manera similar, tanto en la doctrina imperante 
durante buena parte del siglo pasado como en el aun joven 
siglo XXI. 
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Así encuéntrese que Carranca y Trujillo y Carranca y 
Rivas menciona que en las excusas absolutorias falta sólo 
la punibilidad de la acción; son causas que dejan subsistir 
el carácter delictivo de la acción, causas personales que 
excluyen solo la pena. Se las define, por ello, diciendo: 
son circunstancias en las que, a pesar de subsistir la 
antijuridicidad y la culpabilidad, queda excluida desde el 
primer momento la posibilidad de imponer la pena al autor y 
la remisión de la pena obedece particular u principalmente a 
utilitatis causa? 

Cuello Calón, expone: que las excusas absolutorias se 
diferencian de las causas de justificación “(...) en que el acto 
es antijurídico, ilícito, y de las causas de inimputabilidad en 
que la gente es imputable, y sin embargo, no obstante que 
el hecho es culpable y antijurídico no se castiga. La excusa 
absolutoria es un perdón legal (...).”* 

Bacigalupo sostiene que "en la doctrina se entiende 
como casos de excusa absolutoria, aquellas circunstancias 
que excluyen la punibilidad sin modificar el contenido ni la 
punibilidad del hecho típico.* 


3 Cfr. Carranca y Trujillo, Raúl y Carranca Y Rivas, Raúl: Derecho penal mexicano. 
Parte General, Porrúa S.A., México 1995; passim. 


4 Cuello Calón Eugenio: Derecho penal, Tomo |. Parte general. Bosch. Barcelona, 
España. 1937; p. 494. 


5 Bacigalupo, Enrique: Estudios de derecho penal y política criminal. Cárdenas 
editor y distribuidor. México. 1989; p. 191. 
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Fernando Castellanos afirma que, “en función de las 
excusas absolutorias no es posible la aplicación de la pena; 
constituyen el factor negativo de la punibilidad. Son aquellas 
causas que dejando subsistente el carácter delictivo de la 
conducta o hecho, impide la aplicación de la pena”.* 

Zaffaroni dice: que las causas personales que excluyen 
la punibilidad de la conducta “se establecen por puras 
consideraciones político criminales.”” 

En similar sentido se han pronunciado los tribunales 
colegiados de circuito como se infieren las tesis que a 
continuación se transcriben: 


Registro digital: 187799 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 11/2002 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XV, Febrero de 2002, página 592 
Tipo: Jurisprudencia 
Excusas absolutorias y excluyentes de responsabilidad. 
sus diferencias. 
Las excusas absolutorias son causas que al dejar 
subsistente el carácter delictivo de la conducta o hecho 
tipificado como delito en la ley, impiden la aplicación de 
la pena, es decir, son aquellas en las que aun cuando se 


6 Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de..., p. 278. 


7 Zaffaroni Eugenio, Raúl: Manual de derecho penal. Cárdenas editor y distribuidor. 
México 1991; p. 679. 
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configure el delito, no permiten que se sancione al sujeto 
activo en casos específicos; en tanto que las excluyentes 
de responsabilidad se caracterizan por impedir que ésta 
surja. En otras palabras, en las citadas excluyentes la 
conducta tipificada en la ley no es incriminable desde 
el inicio; mientras que en las excusas absolutorias 
la conducta es incriminable, pero no sancionable, 
consecuentemente no relevan al sujeto activo de su 
responsabilidad en la comisión de la conducta típica, 
sino que determinan su impunibilidad. 

Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados 
integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal. 29 y 30 de enero de 2002. Mayoría de siete 
votos de los señores Ministros Mariano Azuela Giitrón, 
Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Humberto Román Palacios, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y 
presidente Genaro David Góngora Pimentel respecto de 
la constitucionalidad de la fracción III del artículo 334 
del Código Penal para el Distrito Federal; y en relación 
con el artículo 131 bis del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, en virtud de que la 
resolución de su inconstitucionalidad no obtuvo la 
mayoría calificada de cuando menos ocho votos exigida 
por el último párrafo de la fracción II del artículo 105 
constitucional, se desestimó la acción de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria 
de las fracciones 1 y Il de dicho precepto constitucional. 
En cuanto al criterio específico contenido en la tesis 


450 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


no hubo discrepancia entre los once señores Ministros. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy 
catorce de febrero en curso, aprobó, con el número 
11/2002, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos. 


Registro digital: 165259 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: P. V/2010 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXXI, Febrero de 2010, página 18 
Tipo: Aislada 

Excluyente del delito y excusa absolutoria. sus 
diferencias. 

La figura de excluyente de delito implica que no 
puede considerarse que existió un delito cuando se 
realicen ciertas conductas con el objetivo de proteger 
determinados bienes jurídicos propios o ajenos, o ante 
la inexistencia de la voluntad de delinquir o de alguno 
de los elementos que integran el tipo penal, aunque 
se cometa alguna de las conductas típicas, mientras 
que la excusa absolutoria implica que existió una 
conducta típica, pero se excluye la aplicación de la 
pena establecida para ese delito. Es decir, las excusas 
absolutorias tienen como efecto la determinación de que 
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sí existió la conducta típica y el respectivo delito (sus 
elementos y la responsabilidad del agente), pero por 
determinadas razones el legislador considera que no 
debe aplicarse la pena; esto es, son causas que dejando 
subsistente el carácter delictivo de la conducta o hecho 
tipificado como delito en la ley impiden la aplicación 
de la pena. Así, las excusas absolutorias no relevan al 
sujeto activo de su responsabilidad en la comisión de la 
conducta típica, sino que determinan su impunibilidad. 
De lo anterior se aprecia la diferencia existente entre 
una excusa absolutoria y la excluyente del delito, 
pues en la primera se considera que efectivamente se 
dio un delito y que existió un responsable, pero no se 
aplica pena alguna, mientras en la segunda se estima 
que no se integra el delito y, por tanto, no existe 
responsable y mucho menos una pena. Esta diferencia 
no es puramente teórica, sino que tiene repercusiones 
en todo el sistema mediante el cual se persiguen los 
delitos y se llevan a cabo los procesos penales, pues 
cuando se trata de una excusa absolutoria, puede 
llevarse todo un procedimiento que terminará con una 
declaratoria de imputabilidad del delito, de ahí que 
existe la posibilidad de que el titular del monopolio de 
la acción penal la ejerza y se consigne a los probables 
responsables y, posteriormente, seguido el juicio, se les 
pueda considerar responsables del delito, aunque no 
se les aplique la pena. Por el contrario, cuando se trata 
de una excluyente del delito, puede acreditarse ante el 
Ministerio Público y éste se vería obligado, a no ejercer 
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la acción penal si considera que se actualiza alguna 
de esas excepciones al tipo penal. De igual manera, el 
Juez que advirtiera la actualización de alguno de los 
supuestos establecidos como excluyentes del delito, 
tendría que absolver al procesado y no lo consideraría 
responsable, pues simplemente no existe delito para la 
legislación penal. 

Amparo directo en revisión 1492/2007. 17 de 
septiembre de 2009. Mayoría de seis votos. Disidente: 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz 
Luna Ramos, Mariano Azuela Gúitrón, Sergio A. Valls 
Hernández y Juan N. Silva Meza. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 

El Tribunal Pleno, el quince de febrero en curso, aprobó, 
con el número V/2010, la tesis aislada que antecede. 
México, Distrito Federal, a quince de febrero de dos mil 
diez. 


Registro digital: 170938 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: L.60.P. J/15 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXVI, Noviembre de 2007, página 640 
Tipo: Jurisprudencia 
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Excusa absolutoria en el delito de robo. Se actualiza 
cuando se reúnen los requisitos que establece el artículo 
248 del nuevo código penal para el distrito federal, no 
obstante que exista una conducta típica, antijurídica y 
culpable. 

El artículo 248 del Nuevo Código Penal para el Distrito 
Federal (denominado así hasta el 9 de junio de 2006) 
contiene la figura de la excusa absolutoria, en la cual, 
no obstante que se dé una conducta típica, antijurídica y 
culpable, el legislador ha considerado innecesario que se 
imponga sanción alguna al sujeto activo; así, el precepto 
citado establece específicamente los ilícitos en que se 
puede actualizar dicha figura, entre otros, el delito de 
robo previsto en el artículo 220 del mismo ordenamiento, 
siempre y cuando: a) no se hubiese cometido con 
violencia física, moral o por personas armadas; b) que 
no intervengan dos o más personas en su comisión; y, 
c) que no medie en la comisión del ilícito, privación de 
la libertad o extorsión. Ahora bien, los requisitos para 
la procedencia de la excusa absolutoria son: que se 
restituya el objeto del delito, que se satisfagan los daños 
y perjuicios, y si no es posible la restitución, cubrir el 
valor del objeto, además de los daños y perjuicios antes 
de que el Ministerio Público ejerza acción penal. De lo 
anterior se colige que si en el delito de robo el sujeto 
activo restituye de forma espontánea el objeto del delito 
con posterioridad a su comisión y antes del ejercicio de 
la acción penal, además no existen daños y perjuicios 
que cuantificar, ni hubo violencia física o moral, ni 
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participaron más de dos sujetos en su comisión, ni 
medió la privación de la libertad o extorsión, procede 
configurar la excusa absolutoria aun subsistiendo una 
conducta típica, antijurídica y culpable. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 746/2004. 30 de abril de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen 
Villanueva Zavala, secretaria de tribunal autorizada 
por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para 
desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: 
Silvia Lara Guadarrama. 

Amparo directo 2306/2004. 19 de octubre de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 
Hernández. Secretaria: Rosa María Cortés Torres. 
Amparo directo 1566/2005. 13 de julio de 2005. 
Unanimidad de votos. Ponente: úTereso Ramos 
Hernández. Secretaria: María de la Luz Romero 
Hernández. 

Amparo directo 976/2006. 16 de mayo de 2006. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Paredes 
Calderón. Secretario: Daniel Ruiz Flores. 

Amparo directo 2626/2006. 18 de septiembre de 
2006. Unanimidad de votos. Ponente: Tereso Ramos 
Hernández. Secretario: Claudio Ojeda Pinacho. 

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 453/2011, de la que derivó la 
tesis jurisprudencial la./J. 65/2012 (10a.) de rubro: 
“ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
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DISTRITO FEDERAL. LA EXCUSA ABSOLUTORIA 
QUE ESTABLECE EN RELACIÓN CON EL DELITO 
DE ROBO, REQUIERE PARA SU ACTUALIZACIÓN, 
QUE NO HAYAN INTERVENIDO DOS O MÁS 
PERSONAS EN SU COMISIÓN.” 


Registro digital: 187885 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional, Penal 
Tesis: P./J. 10/2002 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XV, Febrero de 2002, página 416 
Tipo: Jurisprudencia 

Aborto. La hipótesis prevista en el artículo 334, fracción 
Ill, del código penal para el distrito federal, constituye 
una excusa absolutoria. 

La hipótesis contenida en el citado numeral relativa a 
que cuando a juicio de dos médicos especialistas exista 
razón suficiente para diagnosticar que el producto 
presenta alteraciones genéticas o congénitas que puedan 
dar como resultado daños físicos o mentales, al límite 
que puedan poner en riesgo su sobrevivencia, siempre 
que se tenga el consentimiento de la mujer embarazada, 
constituye una excusa absolutoria, pues se trata de una 
causa que al dejar subsistente el carácter delictivo de 
la conducta o hecho tipificado como delito en la ley, 
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impide la aplicación de la pena, es decir, aun cuando 
se configura el delito de aborto, no es posible aplicar la 
sanción. 

Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados 
integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal. 29 y 30 de enero de 2002. Mayoría de siete 
votos de los señores Ministros Mariano Azuela Gúitrón, 
Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Humberto Román Palacios, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y 
presidente Genaro David Góngora Pimentel respecto de 
la constitucionalidad de la fracción II del artículo 334 
del Código Penal para el Distrito Federal; y en relación 
con el artículo 131 bis del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, en virtud de que la 
resolución de su inconstitucionalidad no obtuvo la 
mayoría calificada de cuando menos ocho votos exigida 
por el último párrafo de la fracción II del artículo 105 
constitucional, se desestimó la acción de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria 
de las fracciones l y II de dicho precepto constitucional. 
En cuanto al criterio específico contenido en la tesis 
no hubo discrepancia entre los once señores Ministros. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy 
catorce de febrero en curso, aprobó, con el número 
10/2002, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos. 
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Las causas que excluyen la pena encuentran su 
justificación en que el derecho es un producto social y por 
ende, en particular del derecho penal, no puede contradecir 
los sentimientos humanos, que tienen su fuente, tanto en 
leyes de la naturaleza, como en la cultura imperante en un 
lugar y tiempo determinados lo que explica, por ejemplo, que 
las lesiones levísimas ocasionados con animus corrigendi, 
dejaran de ser impunes. 

Debe precisarse que las excusas absolutorias no pueden 
identificarse con alguna condición objetiva descrita en el 
tipo penal. Tampoco son un obstáculo procesal o condición 
de procedencia de la acción penal. Son, pues, circunstancias 
extrínsecas del infractor de la norma penal que determina la 
no punición,* por razón de política criminal, pero no favorece 
a los demás sujetos involucrados. 


8 Amuchategui Requena, Griselda: Derecho penal. Il Edición, Oxford, México 2000; 
p. 96. 
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M.- Excluyentes de punibilidad en el código penal del 
estado de Guanajuato 


La tentativa desistida 


Siguiendo el orden numérico contenido en el Código 
Penal del Estado, según el artículo 18 último párrafo, no 
se pena por la tentativa que a quien ha abandonado su idea 
criminal.? 

Lo que obedece obedecen a criterios de política criminal 
habida cuenta que con tales previsiones se estimula al agente 
para que no consume el delito. 


Homicidio y lesiones culposas 
cometido por allegado 


El artículo 155 del código penal del estado, establece 
una causal de impunidad en los delitos de homicidio y 
lesiones culposas siempre que el activo no hubiere obrado 
bajo el influjo de bebidas embriagantes, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas y no abandone injustificadamente a 
las víctimas.'% 


9 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. Artículo 18 “(...) Si el autor 
desistiere o impidiere voluntariamente la producción del resultado, no se impondrá 
sanción alguna, a no ser que los actos ejecutados constituyan por sí mismos delito 


bale 


10 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 155. El homicidio 
y las lesiones culposos no serán punibles cuando el sujeto pasivo sea cónyuge, 
concubinario o concubina, ascendiente o descendiente consanguíneo en línea 
recta, hermano o pariente por afinidad hasta el segundo grado, adoptante o 
adoptado del activo. Cuando el pasivo sea pariente colateral hasta el cuarto grado 
o esté unido con estrecha amistad con el activo, sólo se perseguirá por querella. El 
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La razón de la exclusión de la pena se funda en la 
aflicción que ordinariamente se causa al autor del delito. 
Sumar a ello un proceso penal y una condena implicaría una 
pena innecesaria e inhumana. 


Aborto auto causado imprudencialmente 
y producto de violación 


El artículo 163 del código penal del estado,'' establece 
dos diversas excusas absolutorias en tratándose en el delito 
de aborto: 

l.- Cuando es causado por culpa de la mujer 
embarazada. 

2.- Cuando el producto es resultado de una violación. 

El primer supuesto es justificado por la doctrina, pues 
se estima que la mujer que, por su negligencia o descuido, 
sin voluntad dolosa, causa su propio aborto resulta ella la 
primera víctima de su imprudencia al ver frustradas sus 
esperanzas de maternidad. Agregar a ello un proceso se tiene 
como aberrante e inhumano. 

En relación a la segunda hipótesis, otrora objeto de 
debate que prácticamente ha desaparecido, mantiene su 
vigencia las razones de su exclusión en el código penal: librar 
a la mujer de los terribles recuerdos del salvaje atropello 


homicidio y las lesiones culposos serán punibles cuando el activo hubiese obrado 
bajo el influjo de bebidas embriagantes, estupefacientes o sustancias psicotrópicas 
o abandone injustificadamente a la víctima.” 


1 


pz 


Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 163. No es punible 
el aborto cuando sea causado por culpa de la mujer embarazada ni el procurado o 
consentido por ella cuando el embarazo sea el resultado de una violación.” 
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de que fue víctima con una maternidad odiosa, a más de 
reconocérsele el derecho a una maternidad consiente y 
querida. 

Díaz de León tiene como irracional penar a una mujer 
que aborta el producto de la violación ““(...) y más irracional 
aun sería el pretender que para no contradecir el orden 
jurídico penal dicha mujer tuviere que soportar tan indigna 
maternidad, pues, suponiendo que así se estableciera en algún 
código penal, la pena que se impusiera sería inusitada (...).”” 
12 

Carrancá y Trujillo y Carranca Rivas, señalan que “(...) 
durante la gran guerra en Francia, fueron absueltas varias 
mujeres reos de aborto y aun de infanticidio, que alegaron 
como motivo del delito previa violación por soldados 
enemigos. Según Jiménez de Azua en la interrupción del 
embarazo para librar a la mujer de los terribles recuerdos 
de un bárbaro atropello, hay una causa sentimental, hasta 
noble, pero egoísta, es decir, personal; esta especie de aborto 
va transida de una cuantiosa serie de motivos altamente 
respetables y significa el reconocimiento palmario de la 
mujer a una maternidad consiente. En este caso como el 
de la violación - dice Cuello Calón — “(...) yo no dudo la 
legitimidad del aborto. Nada puede justificar que se imponga 
a la mujer una maternidad odiosa, que dé vida a un ser que 
le recuerde eternamente el horrible episodio de la violencia 
sufrida (...).** 


12 Díaz de León, Marco Antonio: Código penal federal con comentarios. Porrúa. 
México; p. 578. 


13 Carranca y Trujillo, Raúl y Carranca Y Rivas, Raúl: Derecho penal mexicano... p. 
56. 
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Rebelión 


En el artículo 242 del código penal del Estado'* se 
establece excusa absolutoria a favor de los acusados del delito 
de rebelión previsto en el artículo 241 del código penal.'* 

La razón de la impunidad, se ha dicho desde siempre, 
obedece a que en los delitos políticos sea necesario, no cerrar 
la puerta jamás a quien retoma el camino de la legalidad, 
así sea por miedo o solo temporalmente, según Pavón 
Vasconcelos el arrepentimiento es el fundamento de la 
excusa. 


Falsedad en falsedad en declaraciones e 
informes dados a la autoridad 


El artículo 253 de la ley penal del estado de 
Guanajuato,'* establece excusa absolutoria a favor del autor 
de falsedad en declaraciones e informes dados a la autoridad 
siempre que se trate del inculpado. 


14 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 242. No se aplicará 
sanción por el delito de rebelión a quien habiéndose alzado deponga las armas 
antes de ser tomado prisionero.” 


1 


al 


Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 241. Se aplicará 
de dos a diez años de prisión y de veinte a cien días multa, a los no militares 
cuando se alcen en armas con el fin de: Párrafo reformado P.O. 03-06-2011 
|. Abolir o reformar la Constitución Política del Estado. ll. Impedir la integración 
o el funcionamiento de las instituciones emanadas de la Constitución Política 
del Estado. lll. Separar de sus cargos a alguno de los funcionarios del Estado, 
mencionados en el artículo 126 de la Constitución Política del Estado o a los 
miembros de los ayuntamientos. 


1 


[e] 


Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 253. A cualquier 
persona que en la promoción, declaración, informe, peritaje, traducción o 
interpretación que haga ante la autoridad competente se conduzca falsamente, 
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La ratio de la excusa es derivada del derecho de 
defensa que es tenido de manera amplia e irrestricto porque 
lo contrario afectaría el derecho fundamental a la no 
autoincriminación y el estado no está en posibilidad de exigir 
al activo un actuar diferente. Este tema se retomará en el 
siguiente capítulo. 


Evasión de detenidos, inculpados o sentenciados 


El artículo 270 del código penal del estado'” establece 
una causa de exclusión de la pena que se apunta en móviles 
afectivos que derivan de las relaciones familiares y favorece 
a quien es señalado como responsable de delito de evasión de 
detenidos, inculpados o condenados. 

La ratio de la excluyente de pena es la conveniencia de 
respetar la inclinación natural de los parientes próximos al 
detenido de evitarle un mal. 

Queda fuera del excluyente de pena quien favorezca la 
fuga por medio de la violencia o fuere encargado de conducir 
al evadido. 

El artículo 272 de la legislación penal del estado reza: 
“Al detenido inculpado o condenado que se evada, no se le 
aplicaran las sanciones de este capítulo.” 


oculte o niegue intencionadamente la verdad, se le impondrá de dos a ocho años 
de prisión y de veinte a ochenta días multa. Párrafo reformado P.O. 03-06-2011 Lo 
previsto en este artículo no es aplicable a quien tenga el carácter de inculpado.” 


17 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 270. Están exentos 
de pena los ascendientes del evadido, sus descendientes, cónyuge, concubinario 
o concubina, hermanos, parientes por afinidad hasta el segundo grado, parientes 
consanguíneos en línea colateral en segundo grado, excepto en el caso de que 
hayan proporcionado o favorecido la fuga por medio de la violencia o que fueran 
servidores públicos en ejercicio de sus funciones.” 


463 


Excusa absolutoria 


Excusa absolutoria 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La normal inclinación del hombre por la libertad 
justifica la impunidad del evadido cualquiera que haya sido la 
forma en que logre su propósito; sin embargo, sí al evadirse 
realiza algún otro ilícito, este no queda comprendido en la 
eximente de pena. 


Encubrimiento 


Suele invocarse como ejemplo de excusa absolutoria la 
prevista en el artículo 277 del código penal establecida por el 
legislador a favor de acusados de encubrimiento: 


1.- Si se trata de parientes en línea recta ascendente o 
descendente, consanguínea a fin o por adopción 

2.- El cónyuge, concubinario o concubina y parientes 
colaterales con consanguinidad hasta el cuarto grado y 
por afinidad hasta el segundo. 

3.- Quienes estén ligados con el agente por amor, 
respeto, gratitud o estrecha amistad. 


La benevolencia del legislador deriva de los deberes y 
afectos familiares e incluso, por respeto a la opinión pública, 
pues se considera que el favorecimiento a quienes llevan la 
misma sangre, se ama o se respeta, es una imposición de la 
naturaleza que permite al hombre subsistir. 

La misma ratio explica que la excusa no proteja a quien 
obre por motivos reprobables o realice otro delito. 


ábá 
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Contra la hacienda pública 


El delito contra la hacienda pública previsto en el 
artículo 282 del código penal cuenta también con una 
excluyente de pena al establecer “no se impondrá pena 
alguna a quien hubiere omitido el pago total o parcial de 
alguna contribución u obtenido el beneficio indebido si lo 
entera espontáneamente con sus recargos y actualización, 
antes que la autoridad fiscal competente descubra la omisión 
o el perjuicio, o mediante requerimiento orden de visita O 
cualquier otra gestión notificada por la misma, tendiente a la 
comprobación del cumplimiento de las obligaciones fiscales”. 

La motivación de la excusa absolutoria se tiene como 
meramente pragmática: Que la hacienda pública logre un 
pronto y cabal pago de los adeudos que con ella tiene el 
imputado y este se libere de las molestias, angustias y gastos 
que implica un proceso penal. 

Para hacer acorde la excluyente de pena con la doctrina 
que explica y justifica las eximentes de punibilidad en razón 
a cuestiones personales del activo, habrá que considerar que 
la persona física que voluntariamente cubre sus obligaciones 
fiscales, previamente omitidas dolosamente, indica mínima 
culpabilidad. 
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Capítulo tercero 
La autorización para mentir del acusado 
Una excusa legal sin excusa racional 


n el capítulo anterior se hace referencia a las causas 

eximentes de penas establecidas en el código penal 

del estado y someramente se alude a las razones de 
política criminal que les explican: 


1.- En razón al afecto existente entre consanguíneos, 
cónyuges o concubinos, o por respeto, gratitud y 
amistad, virtudes que son tenidas socialmente valiosas 
(encubrimiento, evasión de detenido etc). 

2.- Excusas en razón a la maternidad consiente; (aborto 
culposo o cuando el producto es el resultado de una 
violación. 

3.- Excusas a un interese social preponderante (falsedad 
del inculpado. desistimiento de rebelión. 

4.- Excluyentes de pena por la mínima culpabilidad 
(robos de mínima cuantía, delitos contra la hacienda 
pública. 

5.- Por ser innecesaria e irracional la pena dada la 
gravedad de las lesiones sufridas por el activo, senilidad 
o grave enfermedad. 


Se estima que las concepciones doctrinales que 
legitiman las excusas absolutorias son justificadas, incluso 
es deseable que se amplié su número e incluir el aborto 
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terapéutico; sin embargo, la contenida en el artículo 253 in 
fine del código penal del estado es injustificada, dado que las 
razones que la originaron han dejado de ser válidas. 

En efecto encuéntrese que el Maestro Cardona justifica 
la exclusión de la pena por el irrestricto reconocimiento del 
derecho de defensa. 

El gran respeto que se tiene por el maestro Cardona y 
su innegable influencia en el derecho penal del estado de 
Guanajuato, no es suficiente para inhibir el rechazo que se 
hace a su postura, puesto que ningún derecho humano es 
irrestricto. 

Solo para ejemplificar se tiene presente, que la libertad 
probatoria que asiste a las partes, tiene como limitantes la 
pertinencia y legalidad, según lo establece el artículo 346 del 
código nacional de procedimientos penales. 

Castellanos Tena refiere que “(...) la propia Constitución 
protege al inculpado con una rica gama de garantías; por 
ende, el Estado, en el caso de la excusa mencionada de exigir 
un obrar diferente (...).”* 

El poder judicial federal ha sostenido: 


Registro digital: 179607 
Instancia: Primera Sala 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional, Penal 
Tesis: la. CXXII1/2004 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXI, Enero de 2005, página 415 


18 Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de.... p. 281. 
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Tipo: Aislada 

Derecho de no  autoincriminación. Alcance del 
contenido en el artículo 20, apartado a, fracción Il, de la 
constitución federal. 

El artículo 20, apartado A, fracción Il, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
la garantía específica del derecho del inculpado de 
no declarar en su contra, la cual supone la libertad de 
aquél para declarar o no, sin que de su pasividad oral 
o escrita pueda inferirse su culpabilidad, es decir, 
sin que su derecho a guardar silencio sea utilizado 
como un indicio de responsabilidad en los hechos 
ilícitos que se le imputan; de ahí que el derecho de no 
autoincriminación deba entenderse como la garantía que 
tiene todo inculpado a no ser obligado a declarar, ya sea 
confesando o negando los hechos que se le imputan, 
razón por la cual se prohíben la incomunicación, la 
intimidación y la tortura, e incluso la confesión rendida 
ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público 
o del Juez, o ante éstos sin la presencia de su defensor, 
carecerá de valor probatorio. De dicha garantía no se 
desprende que el inculpado esté autorizado para declarar 
con falsedad ante la autoridad, sino solamente a no ser 
obligado a declarar, pues de las exposiciones de motivos 
del referido artículo constitucional se infiere que lo 
que pretendió el Constituyente fue que el inculpado no 
confesara, por motivos de conveniencia, un delito que 
no cometió, o que su confesión fuera arrancada por 
tortura de parte de las autoridades, pretendiendo con ello 
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la veracidad de dicha prueba confesional o, en su caso, 
que el inculpado tuviera el derecho de guardar silencio. 
Además, la referida garantía rige todo el proceso 
penal, incluida la averiguación previa, sin que existan 
limitaciones al respecto por parte de la ley secundaria, 
ello en términos del último párrafo del apartado A del 
artículo 20 constitucional. 

Contradicción de tesis 29/2004-PS. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
ahora Primero en Materia Penal del mismo circuito y 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Tercer Circuito. 22 de septiembre de 2004. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame. 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no 
resuelve el tema de la contradicción planteada. 


Registro digital: 199642 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: 11.20.P.A.44 P 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo V, enero de 1997, página 471 
Tipo: Aislada 
Falso testimonio, delito de, y garantía de plenitud de 
defensa. 
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La fracción II del artículo 20 constitucional contiene 
el llamado derecho de “no autoincriminación” que, en 
relación con la garantía de plenitud de defensa, significa 
la facultad que tiene todo inculpado de abstenerse 
de declarar, o de hacerlo en los términos que estime 
pertinentes, aun cuando con ello se faltare a la verdad; 
por tanto, resulta violatorio de garantías el sostener lo 
contrario y pretender que, en tal hipótesis, el faltar a la 
verdad por parte del incriminado constituya el delito de 
falso testimonio de acuerdo con aquellas legislaciones 
en las que, para la configuración de dicho ilícito, 
no se haga distinción alguna en cuanto a la calidad 
específica del sujeto activo, pues aun admitiendo que 
éste hubiere declarado con falsedad, es inconcuso que 
tal actitud representa el ejercicio del citado derecho 
a no autoincriminarse y de declarar, en su caso, como 
considere adecuado, lo que constituye, en materia 
penal, un motivo de justificación consagrado como 
causa de exclusión del delito en la generalidad de las 
legislaciones punitivas del país, independientemente 
de que el derecho ejercitado esté previsto en la propia 
Constitución General de la República, en este caso en 
la citada fracción II de su artículo 20, pues de las causas 
de justificación, la conocida como “ejercicio de un 
derecho”, entre otras, al ser una proposición permisiva 
abierta, requiere una labor judicial de complementación 
que hace necesario acudir a diversos dispositivos 
u ordenamientos legales y no exclusivamente al 
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Código Penal, siendo incluso mayor la trascendencia 
e irrefutabilidad de esa excluyente cuando el derecho 
ejercido está elevado al rango de garantía constitucional. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 276/96. Blanca Esther Galeote 
Sánchez. 21 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Manuel Vega Sánchez. Secretario: José 
Nieves Luna Castro. 

Nota: Por ejecutoria de fecha 27 de septiembre de 2000, 
la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de 
tesis 64/99 en que participó el presente criterio. 


Registro digital: 210501 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: VL. Zo. 69 P 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo XIV, Septiembre de 1994, página 331 
Tipo: Aislada 
Falsedad en declaraciones judiciales e informes dados a 
una autoridad. El inculpado, no incurre en el delito de. 
(legislación de Puebla). 
En ejercicio del derecho a defender su libertad personal, 
los inculpados pueden alegar lo que sea, aun cuando 
se trata de falsedades, pues como indiciados no 
declaran bajo protesta de decir verdad, sino que deben 
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ser exhortados para así conducirse. Asimismo, si el 
inculpado se encuentra involucrado en la investigación 
de un delito, desde que comparece a declarar por 
primera vez adquiere esa calidad y por consecuencia, no 
puede incurrir en el delito de falsedad en declaraciones 
judiciales e informes dados a una autoridad, previsto 
en el artículo 254 fracción I del Código de Defensa 
Social del estado, aun cuando falte a la verdad, pues en 
términos del artículo 20 fracción II constitucional, no 
puede ser compelido a declarar en su contra. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 166/94. María Josefina Loyo 
García. 8 de junio de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Mario Machorro Castillo. 


Registro digital: 220534 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo IX, Febrero de 1992, página 189 
Tipo: Aislada 
Falsedad ante la autoridad, delito de, no puede cometerlo 
el que tenga carácter de inculpado. (legislación del 
estado de Veracruz). 
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El artículo 268 del Código Penal del Estado de Veracruz, 
que prevé y sanciona el delito de “falsedad ante la 
autoridad”, en su última parte, dice: “Lo previsto en 
este artículo no es aplicable al que tenga el carácter de 
inculpado”. Ahora bien, tal carácter nace en el momento 
mismo en que el individuo a quien le pueda resultar 
una responsabilidad de consecuencias punibles, es 
detenido y llevado a declarar ante el Ministerio Público 
en la etapa de averiguación previa, y no por el hecho 
de que sea protestado y exhortado para conducirse 
con verdad al declarar pierde esa característica, como 
tampoco esa circunstancia implica que sea compelido a 
deponer en su contra, con infracción a lo dispuesto por 
el artículo 20, fracción II, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; en consecuencia, si 
el individuo se encuentra en esa situación, involucrado 
en la investigación de un delito, desde que se inicia la 
averiguación respectiva adquiere la calidad de inculpado 
y, por ende, la excepción señalada en la última parte del 
precepto inicialmente citado, lo excluye como sujeto 
activo de tal ilícito. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEPTIMO 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 14/90. María del Carmen Morán 
Rodríguez. 8 de noviembre de 1990. Unanimidad de 
votos. Ponente: Omar Losson Ovando. Secretario: 
Gonzalo de J. Morelos Avila. 
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Registro digital: 262981 
Instancia: Primera Sala 
Sexta Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Volumen XXI, Segunda Parte, página 49 
Tipo: Aislada 

Falsedad en declaraciones judiciales. Acusados 
(legislación de Veracruz). 

En el artículo 182, fracción IV, del Código Penal 
aplicable se lee, en el párrafo final, que lo prevenido 
en esa fracción no comprende el caso en que la persona 
examinada tenga el carácter de acusado, y debe 
considerarse que si en las declaraciones rendidas por 
las quejosas aparece que no fueron protestadas para 
producir su declaración, sino exhortadas para hacerla, 
esto es lo debido, puesto que ya el ofendido había hecho 
una denuncia de hechos delictuosos que imputaba 
precisamente a las quejosas y ellas comparecieron 
en calidad de indiciadas, es decir, señaladas como 
protagonistas de los hechos y no simplemente como 
testigos, que es a quienes debe tomárseles la protesta 
de decir verdad, conforme al artículo 238 del Código 
de Procedimientos Penales de Veracruz, pero no al 
inculpado, ya que según el artículo 20 constitucional, 
fracción II, el acusado no podrá ser compelido a declarar 
en su contra, por lo cual queda rigurosamente prohibida 
toda incomunicación o cualquier otro medio que tienda 
a aquel objeto. Y se violaría el expresado precepto de 
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nuestra Ley Fundamental si se obligara al acusado a 
declarar bajo protesta, de tal manera que si desde su 
primera declaración incurre en mentira, no comete el 
delito de falsedad ni ningún otro delito, por virtud del 
precepto que se acaba de invocar y que no establece 
distinción para el caso en que se examine al acusado, 
ya sea en la averiguación previa que forma parte del 
procedimiento penal, o bien al rendir su preparatoria o 
cualquiera otra declaración ante su Juez. 

Amparo directo 3057/58. Estela Gómez de Rizo y 
coagraviada. 31 de marzo de 1959. Cinco votos. 
Ponente: Carlos Franco Sodi. 


Registro digital: 306371 
Instancia: Primera Sala 
Quinta Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo LXXXI, página 1803 
Tipo: Aislada 
Acusados, falsedad de las declaraciones producidas 
por los. 
La Primera Sala de la Suprema Corte ha sustentado el 
criterio de que el delito de informes falsos dados a una 
autoridad no puede ser imputado, cuando la falsedad 
la comete el inculpado o procesado, con objeto de 
eludir la responsabilidad criminal que se le atribuye, 
fundando dicho criterio en la fracción II del artículo 
22 constitucional, que establece que ningún acusado 


476 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


puede ser compelido a declarar en su contra, y, por 
tanto, se iría en contra de esta garantía constitucional, 
si se sancionara a los inculpados que al declarar, se 
produjeran con falsedad. 

Amparo penal directo 6306/43. Ayala Félix. 26 de julio 
de 1944. Unanimidad de cinco votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 


Pueden resumirse las teorías favorables a la mentira 
impune del procesado en que quien altere la verdad para 
evitarse un perjuicio no puede ser castigado por ello, pues no 
se puede obligar a acusarse o a perjudicarse así mismo. No 
obra con ánimo de perjudicar sino de defenderse. 

Ahora bien, el derecho a no declarar comprende la no 
auto incriminación, pues si el imputado legalmente puede 
abstenerse de declarar, con mayor razón puede abstenerse de 
hacerlo contra sí mismo. 

El derecho a no declarar que asiste al inculpado, más 
que un derecho natural, esto es en los dictados propios 
de la naturaleza humana de evitarse daños, debe buscarse 
en los derechos humanos reconocidos en los convenios 
internacionales y en la propia constitución. Ello implica que 
el inculpado puede bien no declarar o declarar omitiendo lo 
desfavorable, lo cual excluye el argumento de que, si se exige 
al inculpado a que se conduzca con verdad, se le obliga a 
declarar contra sí mismo. 

Al derecho humano que le asiste al inculpado de la 
no autoincriminación se suma la presunción de inocencia 
(fracción I apartado B de la Constitución Política de los 
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Estados Mexicanos). Derecho que es tenido como eje de la 
reforma constitucional de 2008, según la guía de consulta 
pública por el Gobierno Federal en julio de 2008, en la que se 
sostiene además, que la presunción de inocencia “(...) tendrá 
efecto en cada uno de los pasos del proceso penal, desde su 
inicio y la investigación hasta la sentencia (...).” 

El artículo 11.1 de la declaración universal de derechos 
humanos de 10 de diciembre de 1948 dispone que “toda 
persona tiene a derecho a que se presuma su inocencia 
mientras que no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley 
y en un juicio público en el que se hayan asegurado todas las 
garantías necesarias para su defensa.” 

Se reitera ese derecho en el pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 19 de diciembre de 1966. 

El código nacional de procedimientos penales en el 
artículo 309'” ordena que se haga saber al inculpado de 
manera inmediata comprensible, en el primer acto en que 
participe, el que se presume su inocencia. 

Respecto de la presunción de inocencia cabe 
una digresión: Ciertamente los tratados y convenios 
internacionales, la Constitución y la jurisprudencia 
internacional y nacional hacen referencia al derecho 
fundamental del imputado a ser considerado inocente 


19 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 309. Si el imputado 
decidiera declarar en relación a los hechos que se le imputan, se le informarán 
sus derechos procesales relacionados con este acto y que lo que declare puede 
ser utilizado en su contra, se le cuestionará si ha sido asesorado por su Defensor 
y si su decisión es libre. Si el imputado decide libremente declarar, el Ministerio 
Público, el Asesor jurídico de la víctima u ofendido, el acusador privado en su 
caso y la defensa podrán dirigirle preguntas sobre lo que declaró, pero no estará 
obligado a responder las que puedan ser en su contra. 


478 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


mientras no se declare legalmente su culpabilidad; sin 
embargo técnicamente no puede hablarse de una presunción 
habida cuenta que ésta es un procedimiento lógico que 
permite relacionar dos hechos estableciendo entre ellos una 
razón de causalidad, de esta forma estaría constituida por 
actividad probatoria del órgano jurisdiccional, en el momento 
de fijar los hechos estableciendo el nexo lógico entre dos 
afirmaciones, siguiendo las reglas contenidas en los criterios 
de los Tribunales Judiciales Federales, entre otros: 


Registro digital: 225970 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Matertas(s): Civil, Común 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo V, 
Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1990, página 378 

Tipo: Aislada 
Prueba presuntiva. Su valoración. 
Los tribunales, según la naturaleza de los hechos la 
prueba de ellos y el enlace más o menos necesario 
que exista entre la verdad conocida y la que se busca, 
apreciarán en conciencia, el valor de las presunciones, 
hasta el grado de poder considerar que su conjunto 
forma prueba plena. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 48/90. Rafael Dante Olivares Bazán. 
20 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto 
González Alvarez. 

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 
VI.20.C. J/217, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XV, enero de 2002, página 1205, de rubro: “PRUEBA 
PRESUNTIVA. SU VALORACIÓN.” 


Registro digital: 296539 
Instancia: Primera Sala 
Quinta Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo CXIX, página 3342 
Tipo: Aislada 
Prueba presuntiva, apreciación de la, en materia penal. 
La prueba presuntiva es la consecuencia de deducción 
de hechos conocidos, para averiguar la verdad de otro 
desconocido, mediante una operación mental con apego 
a las reglas de la lógica, operación ésta que entraña un 
razonamiento y produce una conclusión. Para juzgar 
sobre la eficacia jurídica de la prueba presuntiva, 
precisa determinar, en primer lugar, si los indicios 
están debidamente acreditados y, en segundo lugar, 
s1 existe enlace lógico y natural entre ellos y si no hay 
deficiencia en la inferencia, por lo que si ninguno de 
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estos vicios se nota en la apreciación de la prueba por la 
responsable debe concluirse que la valoración realizada 
es congruente en los principios que rigen esta prueba. 
Amparo penal directo 6527/50. Por acuerdo de la 
Primera Sala, de fecha 8 de junio de 1953, no se 
menciona el nombre del promovente. lo. de febrero de 
1954. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Agustín 
Mercado Alarcón. 


Registro digital: 361908 
Instancia: Tercera Sala 
Quinta Época 
Materias(s): Civil 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo XXXVIII, página 718 
Tipo: Aislada 
Prueba presuntiva. 
Si en una demanda de amparo se alega que la autoridad 
responsable infringió las reglas reguladoras de la 
prueba presuntiva, al apreciar las presunciones que 
se desprenden de autos, para tener por acreditada la 
acción deducida, sin que se precise en qué consiste esa 
mala apreciación, el agravio debe declararse infundado, 
independientemente de que la valoración de las 
presunciones es del arbitrio judicial. 
Amparo civil directo 393/31. Palomar y Vizcarra 
Miguel. 24 de mayo de 1933. Unanimidad de cinco 
votos. La publicación no menciona el nombre del 
ponente. 
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Presunto culpable y presunción de inocencia no son 
cuestiones antónimas. Hay presunción de culpabilidad en 
la investigación preliminar. No tendría sentido realizar una 
investigación contra una persona si se parte del supuesto 
que es inocente. La hay en las medidas cautelares. Así se 
manifiesta en la orden de aprehensión e incluso, de manera 
implícita, en el auto de vinculación a proceso. 

Existen restricciones a la libertad y derechos del 
imputado, derivado de la sola tramitación del proceso y por 
ello existen una serie de formalidades, cargas y obligaciones 
procesales que legitima las prácticas de las diligencias. La 
inocencia se impone porque no se ha probado lo contrario. La 
falta o insuficiencia de la prueba de la culpabilidad equivale a 
la prueba legal de la inocencia. 

De lo expuesto se sigue que se tenga como inadecuada la 
postura de quienes sostienen que se excluyen los conceptos de 
presunto culpable y la presunción de inocencia. Este derecho 
se traduce en respeto a la dignidad humana y mientras no se 
dicte sentencia firme ningún servidor público podrá presentar 
a una persona como culpable ni brindar información sobre de 
ella en ese sentido. 

Es un principio relativo a la teoría de la prueba que lo 
ordinario no es materia de comprobación. Lo usual es que las 
personas no delincan, esto es son inocentes, ergo no tienen 
que probarse esto. Debe probarse lo que no es ordinario, esto 
es, que si se realizó un delito. 

Porque el imputado es presunto culpable, aunque el 
término este satanizado, es que tiene derecho a defenderse y 
cuenta con las garantías que se listan en el artículo 113 del 
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código nacional de procedimientos penales y que condicen 
con los derechos humanos que en su favor se establecen tanto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
como en los tratados internacionales de la materia. 

El concepto posible autor o partícipe es mucho más 
amplio que el de presunto culpable, puesto que, al hablar 
de presunción, se está hablando de pruebas y no de meras 
posibilidades. 

Retomando el tema respecto a la justificación o no 
de la excusa absolutoria establecida a favor del inculpado 
que miente, se tiene presente que el derecho a la no auto 
incriminación y la excusa absolutoria de la que se trata 
pueden englobarse genéricamente en el derecho a guardar 
silencio, independientemente de lo que declare el imputado 
sea o no perjudicial para el mismo. 

Si de acuerdo a la convención americana sobre derechos 
humanos y al pacto internacional de derechos civiles y 
políticos que son vinculantes para México, al tenor en lo 
establecido en el artículo 1 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, tiene derecho a ser oído dentro 
de un plazo razonable, sin que el juicio pueda retrasarse 
por causas imputables al impartidor de justicia; acceso fácil 
a un tribunal competente e imparcial, a que se presuma su 
inocencia, mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a 
la ley, a un debido proceso, a tener un defensor o un traductor 
si es necesario, a conocer la acusación y a no ser obligado 
a declarar contra sí mismo, a presentar pruebas y a objetar 
la que otras partes presenten, a estar presente en el juicio 
y a ser tratado en igualdad de circunstancias y a recurrir 
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la sentencia ante un tribunal de mayor jerarquía y a no ser 
sometido a un nuevo juicio por los mismos hechos si es 
absuelto en sentencia firme, resulta innecesario e injustificado 
mantener la excusa absolutoria a la que sea hecho mención 
repetidamente. 

El repetido artículo 253 de la ley penal, al establecer 
la excusa absolutoria a favor del inculpado no establece 
distinción alguna; esto es, el imputado puede mentir en lo que 
le plazca; sin embargo, el código nacional de procedimientos 
penales establece, en el artículo 309 párrafo IV, la obligación 
del inculpado de proporcionar sus datos de identificación. 

La falta de información sobre sus generales o 
el proporcionar datos falsos sobre estos, podrán ser 
considerados como indicios de sustracción de la justicia 
para los efectos de la aplicación de las medidas cautelares; 
esto es si el inculpado miente sobre esos datos puede existir 
una consecuencia gravísima: Prisión preventiva según lo 
establecido en el artículo 168 de la citada ley adjetiva penal. 

Ciertamente la consecuencia es meramente procesal, sin 
embargo, su gravedad es manifiesta. 

Por otra parte, encuéntrese que el artículo 4 del código 
nacional de procedimientos penales alude a que los principios, 
derechos y garantías, previstos por este ordenamiento deben 
ser observados en todo proceso como consecuencia del cual 
pueda resultar una sanción penal, medida de seguridad o 
cualquier otra resolución que afecte derechos. 
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Las partes procesales deben de actuar con lealtad y 
buena fe, evitando los planteamientos dilatorios, engañosos, 
meramente formales y cualquier abuso de las facultades que 
este ordenamiento les concede. 

El artículo 105 fracción HI de la ley adjetiva, le da el 
carácter de actor procesal, entre otros, al inculpado y a su 
defensor; consecuentemente el deber de lealtad le es exigible 
al acusado tanto como a los demás actores procesales; 
por ende, la excusa absolutoria que le asiste y a la que 
repetidamente se ha hecho referencia no condice con esa 
obligación impuesta por el legislador. 

Si la victima entre sus múltiples derechos tiene el de 
presentar acusación particular y por ende constituirse en parte 
procesal ¿cómo podría mantenerse el equilibrio de las partes 
si al inculpado se le permite mentir, sin que ello le acarrea 
ninguna consecuencia?. 

Debe tenerse presente que el principio de igualdad 
ante la ley está íntimamente ligado con la dignidad del ser 
humano y es un elemento esencial del moderno estado de 
derecho. Impone un trato igual para los casos iguales y uno 
desigual para los que son diferentes y aparece consagrado 
en el artículo 26 del pacto internacional de derechos civiles 
y políticos que establece: “derecho a la protección de la ley 
sin discriminación. Todas las personas son iguales ante la 
ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de 
la ley a ese respecto la ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
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índole origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento, o cualquier otra condición social; el artículo 14.1 
del mismo pacto establece como principio procesal el que 
“todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 
justicia” La convención americana sobre derechos humanos 
consagran el artículo 8.2 la igualdad ante la ley: todas las 
personas son iguales ante la Ley. En consecuencia, tienen 
derecho sin discriminación, a igual protección de la ley. 

S1 tanto la víctima, en su caso, como el inculpado tienen 
carácter de partes procesales; si a uno y a otro les asisten 
derechos humanos derivados de la realización de un hecho 
delictuoso, resulta injustificado que el inculpado pueda 
mentir, pueda engañar, pueda desobedecer la obligación de 
lealtad sin que ello le acarren consecuencias negativas. 
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Capitulo cuarto 
Consecuencias jurídicas de la falsedad del imputado 


I.- La falta de razón jurídica 


e conformidad con lo apuntado en los capítulos 
¡DAA la excusa absolutoria contenida en la 

parte final del artículo 253 del código penal carece de 
justificación y por ende, debe suprimirse. 

Del anterior se sigue, que al dejar de ser impune el 
comportamiento falaz del imputado, debe acarrear alguna 
consecuencia jurídica, de otro modo parecería que la 
supresión seria inocua; empero no hay tal, pues cuando la 
falsía constituye otro delito, así debe ser tratada, repitiendo 
que el derecho a la falsedad que el legislador del estado de 
Guanajuato otorga a los que son tenidos como probables 
responsables de un hecho delictuoso se hace derivar de su 
derecho a guardar silencio. Este derecho no debe interpretarse 
al absurdo, repitiendo igualmente el caso de que una persona, 
tenida como probable responsable del delito de secuestro 
no podría invocar como excluyente de delito el ejercicio 
legítimo de un derecho al guardar silencio sobre el paradero 
de la víctima quien por ello fallece. 

Cuando la mentira del imputado no tiene ese matiz, las 
consecuencias jurídicas no son otras que las ya previstas en la 
ley. 
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Revisando el código penal del estado, se encuentra 
que en el titulo tercero, denominado precisamente de las 
consecuencias jurídicas del delito. Por la comisión de los 
delitos descritos en el presente código solo podrán imponerse 
las penas siguientes: I.- Prisión  II.- Semilibertad  IHI.- 
Trabajo a favor de la comunidad IV.- Sanción pecuniaria 
V.- Decomiso de los instrumentos del delito y destrucción 
de cosas peligrosas y nocivas VI.- Suspensión, privación 
e inhabilitación de derechos, destitución o suspensión 
de funciones o empleos e inhabilitación para su ejercicio 
y desempeño VII.- Prohibición de ir a una determinada 
circunscripción territorial o de residir en ella VIIL.- Las 
demás que prevengan las leyes. 

Incluye la semilibertad y trabajo a favor de la 
comunidad. 

El trabajo a favor de la comunidad puede ser pena 
autónoma o sustitutiva de la pena de prisión o de la multa 
según lo establece el artículo 42 de la ley sustantiva penal. 


20 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 38. Por la comisión 
de los delitos descritos en el presente Código sólo podrán imponerse las penas 
siguientes: |. Prisión. Il. Semilibertad. !Il. Trabajo en favor de la comunidad. IV. 
Multa. Fracción reformada P.O. 03-06-2011 V. Decomiso de los instrumentos del 
delito y destrucción de cosas peligrosas y nocivas. VI. Suspensión, privación 
e inhabilitación de derechos, destitución o suspensión de funciones o empleos 
e inhabilitación para su ejercicio y desempeño. VII. Privación de los derechos 
inherentes al ejercicio de la patria potestad, la tutela o custodia, subsistiendo la 
obligación de proporcionar alimentos al pasivo. Fracción adicionada P.O. 03- 
06-2011 VIII. Prohibición de ir a una determinada circunscripción territorial o de 
residir en ella. Fracción recorrida en su orden P.O. 03-06-2011 IX. Las demás que 
prevengan las leyes. Fracción recorrida en su orden P.O. 03-06-2011.” 
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Como pena substitutiva de prisión, su aplicación 
requiere el cumplimiento de varias condiciones, podrá 
concederlo el tribunal al sentenciado, si la que se le fije no 
excede de cuatro años y cumple con los siguientes requisitos: 
I.- Que haya pagado la reparación del daño y la multa; I!.- 
Que haya observado buena conducta desde tres años antes de 
la comisión del delito hasta la culminación del proceso; III.- 
Que tenga un modo honesto de vivir, cada día de prisión será 
sustituido por una jornada de trabajo a favor de la comunidad) 
que incluyen el que haya observado buena conducta desde 
tres años antes de la comisión del delito, hasta la culminación 
del proceso. 

Si el imputado trató de engañar al juez, defraudar a 
la víctima, violentar los principios de lealtad e igualdad 
procesal, mal puede considerarse que hubiera observado 
buena conducta durante el proceso, ergo, la pena sustituta de 
trabajo a favor de la comunidad es inoperante. 

El sustitutivo de la pena de prisión de semilibertad 
condicionada, para que opere, igualmente reclama varios 
requisitos: [.- Que haya pagado la reparación del daño y la 
multa; H(.- Que otorgue la caución que le sea fijada por el 
tribunal; IIMI.- Que haya observado buena conducta desde 
tres años antes de la comisión del delito hasta la culminación 
del proceso; IV.- Que tenga un modo honesto de vivir) que 
incluye el que haya observado buena conducta desde tres 
años antes de la comisión del delito hasta la culminación del 
proceso. 
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Por el expuesto en el párrafo que antecede el 
comportamiento mentiroso del imputado hace improcedente 
la pena sustituta de la semilibertad condicionada, pues lo 
contrario implicaría admitir que mentir y defraudar, es bueno. 

Conmutación. El artículo 103 de la ley penal del 
estado de Guanajuato, remite al artículo 45 de la misma 
ley al establecer los requisitos para que proceda la 
conmutación de la pena de prisión por días multa. Según se 
apuntó previamente, el artículo 45 de la ley penal incluye 
como requisito la buena conducta del imputado hasta la 
culminación del proceso, consecuentemente, la conmutación 
no favorece al imputado mendaz 

El artículo 105 de la repetida ley penal del estado de 
Guanajuato, establece los requisitos para la suspensión 
condicional de la pena de prisión?” entre otros incluye la 
buena conducta precedente del activo y hasta la culminación 
del proceso. 

De esta forma a la luz de las razones que en párrafos 
previos exponen, la condena condicional no opera si el 
imputado ha mentido, pues no considerarse que observó 
buena conducta durante el proceso si mintió. 


21 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Articulo 105 la condena 
condicional suspende la ejecución de la sanción privativa de libertad impuesta, si 
concurre en los siguientes requisitos : |.- Que no exceda de tres años; que sea la 
primera vez que comete un delito doloso o que no exceda de la segunda vez que 
comete un delito culposo; 11l.- Que haya observado buena conducta dentro de los 
tres años anteriores de la comisión del delito hasta la culminación del proceso; IV.- 
Que tenga un modo honesto de vivir; V.- Que haya pagado la reparación del daño 
y la multa.” 
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Ciertamente la prisión, como pena, debe aplicarse solo 
en casos extremos dado que la libertad es uno de los bienes 
más preciados por el ser humano; empero se tiene como 
inaceptable, por una parte, que la ley autorice el engaño y por 
otra que la deslealtad y la mentira carezcan de consecuencias, 
máxime que las razones que otrora se invocaron para 
justificarla, a la fecha han sido superadas, ergo debe 
desaparecer la repetida excusa absolutoria. 
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Conclusiones 


a ética y el derecho son conceptos complementarios. 

La norma moral valora las acciones del individuo en 

vista a su supremo bien y el derecho exclusivamente 
vela por la ordenación de la vida social. Busca hacer posible 
la armonía de las conductas para la humana convivencia y 
por tanto no puede apartarse de la ética. Existe la ética del 
derecho, aun cuando uno y otro concepto no se identifiquen, 
consecuentemente el derecho no debe fomentar conductas 
contrarias a la ética. 

En un sistema democrático liberal no puede menos 
que salvaguardarse la dignidad de todos, incluyendo 
aquellos que son señalados como probables autores de un 
delito. Los derechos humanos reconocidos en el artículo 20 
constitucional a favor de los inculpados comprenden la de 
guardar silencio y a no declarar en su contra, pero no facultan 
a estos a mentir. 

La declaración de imputados es un medio de prueba 
y por tanto debe someterse a los principios generales de la 
mismas, entre los cuales se encuentran el de lealtad y buena 
fe, que no se contradice con los derechos humanos que le 
asisten a quien puede optar por guardar silencio. 

La excusa absolutoria establecida a favor de los 
inculpados por el legislador ordinario, relacionada con el 
delito de falsedad en declaraciones judiciales e informes 
dados a la autoridad, rebasa el derecho humano que le asiste 
y contradice la eticidad que debe tener cualquier norma de 
derecho. 
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El derecho concedido a los inculpados para falsear 
declaraciones por sí solo, en la mayoría de los casos, es 
prácticamente inocuo; sin embargo, hace posible injustas 
impunidades cuando es secundario con pruebas falsas y una 
defensa deshonesta, burlando de esta forma los intereses 
sociales y creando un clima de desconfianza para las 
instituciones encargadas de administrar justicia. 

Basta la desaparición de la excusa absolutoria 
contenida en el párrafo final del artículo 253 de la ley penal 
para lograr una mayor aproximación al ideal de justicia y 
colmar, aunque sea mínima parte, las expectativas sociales 
respecto a la función del derecho. 

Al desaparecer la posibilidad legal para que los 
inculpados se conduzcan con falsedad ante la autoridad, 
sin que ello le acarree consecuencia jurídica alguna, 
desaparecen también los problemas que pudieran originarse 
en casos de autoría mediata e inducción al delito de falsedad 
en declaraciones judiciales cuando tiene ese carácter el 
inculpado. 
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estado de Chiapas). 
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¿Qué es la causa penal digital? 
Lic. Christian Maribel Sánchez Cornejo 


a causa penal digital es un conjunto de registros, en un 

soporte digital, de las actuaciones de un enjuiciamiento 

en sede jurisdiccional construido desde la primer 
solicitud hasta su conclusión. 

Las actuaciones que integran el expediente electrónico, 
son: promociones, proveídos del jefe de unidad de causas, 
razones explicativas, resoluciones escritas de los jueces, 
audios y videos. 

Acorde al sistema oral, la regla es que la respuesta a la 
solicitud de las partes se haga en audiencia y la excepción 
es que sea por escrito. Pues bien, la solicitud que genera 
una audiencia y que se integra al expediente electrónico en 
términos genéricos sigue el trámite que se grafica. 

Este flujograma ejemplifica genéricamente como se 
construye el expediente digital que representa una evolución 
de las constancias en papel. 
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Y 


Ónico 


Expediente electr 


1.- Cuando se inicia la 
causa penal digital, se 
determina el número de 
causa, al ingresar los 
datos de inculpado, 
delito y ofendido. 


2.- Cualquier promoción 


se debe ingresar a su 
respectiva causa digital. 


3.- Procede a convocar a las 
partes, ya sea por medio de 
auto para que contenga los 
apercibimientos necesarios 
o bien sin necesidad de ello. 


6.- Verificación de la 
audiencia. 


5.- Procediéndose El 
realizar las notificaciones 
a las partes y quien deba 
intervenir en la 
audiencia. 


4.- De manera aleatoria 
es designado el juez de 
control que ha de 
celebrar la audiencia. 
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7.- Se realiza la minuta 
administrativa, en la que 
además de constar la 
identidad de la causa y 
de las partes, se señala 
en resumen lo resuelto 
por quien resuelve y se 
determinan los oficios o 
tramites que se 
ordenaron realizar. 


8.- Se efectúan los 
ejecutables ordenados 
en audiencia. 
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Comentarios a la Ley de Extinción de Dominio 
Juez Mtro. Hugo Ernesto Hernández 
Introducción 


a delincuencia organizada ha permeado las sociedades 
actuales en todos sus estratos, tornando su desarrollo 
en una red compleja y eficaz. Es ascendente el 
número de grupos delictivos que se establecen cada día en 
cualquier parte de nuestro país, sin que pueda negarse que 
la implementación de acciones contra la delincuencia no ha 
tenido el resultado esperado. 
Bajo este panorama, es claro que no se puede encarar 
a la delincuencia con las herramientas que existían hasta 
hace algunos años. El Estado no puede ser indiferente a 
la criminalidad que se presenta cada día, por lo que debe 
crear los mecanismos policiacos y jurídicos necesarios 
que combatan eficazmente la delincuencia organizada. La 
implementación de nuevas tecnologías para combatir la 
delincuencia es uno de los avances en la materia. 
Sin embargo, es necesario que esta lucha sea mediante 
un combate inteligente y no solo a través de la persecución 
de los delincuentes; en tal sentido se debe abocar el Estado a 
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la recuperación de activos que deriven de conductas ilícitas, 
por lo que requiere de herramientas diversas a la fuerza para 
hacer frente a la ola incesante del crimen organizado. 

Así, uno de los flancos que se deben atacar ante tales 
grupos criminales es el económico, pues al debilitar su 
estructura financiera hace más débil su propia organización. 

En este firme propósito de combatir la delincuencia 
desde diversos ángulos, se inserta en el orden constitucional 
federal la figura jurídica de la extinción de dominio. En 
armonía con ello, el Estado de Guanajuato reforma su 
Constitución para incorporar la misma figura, resultado de lo 
cual se promulga la Ley de Extinción de Dominio con el afán 
de combatir a estas organizaciones desde el punto de vista 
económico. 
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I.- ¿Qué es la extinción de dominio? 


a extinción de dominio como figura jurídica que nos 

ocupa en la legislación vigente!, no es otra cosa que 

la pérdida del dominio que tenía un particular sobre 
ciertos bienes en favor del Estado, con la característica 
principal de no tener contraprestación para su dueño o para 
quien se ostente como tal. 

La legislación que la regula, tiene su origen en la 
reforma del año dos mil ocho al artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, seguida de la 
promulgación de la Ley Federal de Extinción de Dominio 
como ley reglamentaria del numeral 22 referido. Esto último 
acaecido el 29 de mayo de 2009. 

Dicha norma constitucional establece los principios 
en torno a los cuales se desarrollará el procedimiento de 
extinción de dominio: 1. Será jurisdiccional y autónomo del 
de materia penal; 2. procederá en los casos de delincuencia 
organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de 
vehículos, trata de personas y enriquecimiento ilícito. 


1 En diciembre de 2018 se avala por la cámara de diputados la reforma al Artículo 
22 y 73, Fr. XXX de la CPEUM, dentro de la cual se amplia el listado de delitos 
sobre los cuales procede la extinción de dominio, sin que aún sea promulgada la 
nueva ley de la materia. 
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TI.- Antecedentes 


ara combatir a los grupos criminales se requiere no solo 

abocar los recursos al mejoramiento de las instituciones 

policiacas y fuerzas de seguridad del Estado. También 
resulta importante el debilitamiento de sus estructuras 
financieras mediante la recuperación de activos, pues estas 
redes delictivas cada vez operan con mayores recursos 
económicos, lo que permite su expansión en cualquier 
ámbito. 

Así, los estados al tener el deber de brindar seguridad 
y protección a la sociedad, requieren necesariamente 
mecanismos para este combate a la delincuencia organizada. 
Como consecuencia del surgimiento de cada vez más grupos 
de esta naturaleza, se tienen como instrumentos de combate 
a nivel internacional, la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Corrupción?, la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Delincuencia Organizada Transnacional? (conocida 
como Convención de Palermo) y la Convención de las 
Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 
y Sustancias Psicotrópicas de 1988, 

Dispositivos anteriores en los que no se prevé como 
tal la figura de extinción de dominio. Sin embargo, si 
establecen como una de las formas de combate a estos grupos 
organizados las acciones civiles que puedan ejercitarse en 


2 Aprobada en Mérida, Yucatán en el año 2003. 


3  Suscrita en Palermo, Italia en el año 2000. 
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contra de las estructuras financieras de estas asociaciones 
para lograr la privación definitiva de los bienes de origen 
ilícito. 

Otro antecedente que se tiene para la reforma 
constitucional del 2008, es la experiencia de Colombia que 
promulgó la ley 793 en el año de 2002, que deroga la diversa 
333 de 1996 y que establece las reglas que gobiernan la 
extinción de dominio. 

Por otro lado, en México el Plan Nacional de Desarrollo 
2006-2012, estableció la necesidad de combatir al crimen 
organizado desde el vértice económico, sin dejar la lucha 
frontal que se entabla en su contra. Así, se da impulso a una 
reforma constitucional que ve luz en junio de 2008, naciendo 
la extinción de dominio. 

Procedimiento que como ya se apuntó, se encuentra 
encaminado al debilitamiento del sistema financiero de la 
delincuencia organizada bajo una figura civil que permite 
garantizar las etapas del debido proceso y que culmina con 
una sentencia. 

Tal figura jurídica obedece al incesante crecimiento de 
la delincuencia en México. El Estado, bajo la finalidad de 
combatir de manera frontal la delincuencia organizada, crea 
el instrumento que permite mermar económicamente a estos 
grupos delictivos teniendo como objetivo su debilitamiento 
en este sentido. 

Así, la extinción de dominio se introduce en nuestro 
sistema jurídico nacional mediante reforma del artículo 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 
fecha 18 de junio del año 2008 que indica: 
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“[...] No se considerará confiscación la aplicación de 
bienes de una persona cuando sea decretada para el pago 
de multas o impuestos, ni cuando la decrete una autoridad 
judicial para el pago de responsabilidad civil derivada 
de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad 
judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito 
en los términos del artículo 109, la aplicación a favor 
del Estado de bienes asegurados que causen abandono 
en los términos de las disposiciones aplicables, ni la 
de aquellos bienes cuyo dominio se declare extinto en 
sentencia [... |” 


Creándose como norma reglamentaria a esta disposición 
la Ley Federal de Extinción de Dominio promulgada el 29 de 
mayo de 2009. Posteriormente y para armonizar la legislación 
local, se reforma el artículo 12 de la Constitución Política 
del Estado de Guanajuato el 26 de febrero del año 2010, que 
prescribe: 


“(...) No se considerará confiscación la aplicación 
de bienes de una persona cuando sea decretada para 
el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete 
una autoridad judicial para el pago de responsabilidad 
civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco 
se considerará confiscación el decomiso que ordene 
la autoridad judicial de los bienes en caso de 
enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 124 
fracción I de esta Constitución, la aplicación a favor 
del Estado de bienes asegurados que causen abandono 


507 


im10 


ón de dom 


inc1 


Ext 


in10 


ón de dom 


inc1 


Ext 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


en los términos de las disposiciones aplicables, ni la 
de aquellos bienes cuyo dominio se declare extinto en 
sentencia (...)”. 


Como consecuencia de tal reforma se expidió la Ley de 
Extinción de Dominio del Estado de Guanajuato, que entró 
en vigor el 1 de enero de 2012 y consta de 89 artículos que se 
dividen en 3 títulos y 4 preceptos transitorios. El primer título 
es referente a disposiciones generales, el segundo regula el 
procedimiento de extinción de dominio y el tercero contiene 
las disposiciones finales. 
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TIL.- Naturaleza jurídica 


a extinción de dominio regulada por el artículo 22 

de la CPEUM y 12 de la CPEG tiene un carácter 

patrimonial, real y autónomo de cualquier otro 
procedimiento; por lo que necesariamente para entenderlo 
se requiere el análisis de conceptos jurídicos en materia civil 
como la propiedad, el dominio, los bienes y el patrimonio. 


1. Contenido patrimonial 


El patrimonio no se encuentra como tal definido en el 
Código Civil del Estado, sin embargo, se conceptualiza como 
el conjunto de poderes y deberes apreciables en dinero que 
tiene una persona.* 

El maestro Rojina Villegas, sostuvo que el patrimonio 
se define como un “(...) conjunto de obligaciones y derechos 
susceptibles de una valorización pecuniaria, que constituyen 
una universalidad de derecho o bien una universitatis juris 
al 

Basta decir que el patrimonio tiene dos elementos: el 
activo y el pasivo. El primero lo constituye el conjunto de 
bienes y derechos apreciables en dinero, que generalmente se 
traducen en los derechos reales o personales. Por otro lado, el 
pasivo lo integran las obligaciones o deudas. 


4 Enciclopedia jurídica mexicana. Edición especial. México, 2008; p. 475 tomo V. 


5  Rojina Villegas, R: Bienes, derechos reales y sucesiones. Compendio de derecho 
civil; vigésima quinta edición. México 1994; p. 7. 
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El patrimonio se estudia desde dos vértices. El 
primero de ellos es la teoría clásica o llamada patrimonio- 
personalidad, que sostiene como premisas fundamentales 
las siguientes: solo las personas pueden tener un patrimonio, 
toda persona necesariamente debe tener un patrimonio, solo 
se puede tener un patrimonio y el patrimonio es inalienable. 

La otra teoría, llamada del patrimonio afectación, 
postula que siempre que encontremos un conjunto de bienes, 
derechos y obligaciones destinados a la realización de un fin 
determinado, se estará ante la presencia de un patrimonio. 

Analizadas estas teorías se logra claridad respecto a que 
la extinción de dominio es patrimonial, pues persigue los 
bienes y derechos que conforman ese patrimonio. 

Por el contrario, no se encamina a la extinción o 
disminución de derechos no patrimoniales como son los 
derechos políticos. 


2. Derecho real 


El origen de la expresión derechos reales proviene del 
derecho romano en el que se le conocía como iura in re, 
es decir, derechos sobre la cosa. En este sistema jurídico 
se consideraba al derecho real como un poder o señorío 
inmediato sobre la cosa cuyo titular podía hacer valer frente a 
cualquiera, esto es, erga omnes (frente a todos). 

De lo anterior, se derivan las dos notas principales de los 
derechos reales. La primera que se tiene un poder inmediato 
y directo sobre la cosa, es decir, una inmediatividad o 
adherencia del derecho; este poder directo puede ser total, 
que se advierte cuando solo una persona puede ejercerlo, o 
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bien parcial, cuando diversos individuos pueden ejercitar 
derechos reales sobre el mismo bien. Esto último también 
conocido como elasticidad del dominio. 

La segunda nota atribuible a los derechos reales es 
entonces su calidad de erga omnes, en donde se sitúa un sujeto 
pasivo universal, al ser oponibles a todos los miembros de la 
sociedad exigiendo su respeto, sin que tienda a confundirse 
con un derecho absoluto, pues incluso los derechos reales 
cuentan con límites. 

Todo esto se ve reflejado en el propio artículo 828 del 
Código Civil del Estado, que dispone que el propietario de 
una cosa puede gozar o disponer de ella con las limitaciones 
y modalidades que fijen las leyes. 

Así pues, los derechos reales permiten perseguir el 
bien objeto del mismo, situación que como quedó anotado 
en párrafos anteriores, es lo que pretende la extinción de 
dominio: el bien y no el sujeto que es su titular o se ostenta 
como tal. 

El propio artículo 13 de la ley en comento precisa que 
aun y cuando haya fallecido el titular de los bienes o quien se 
ostente como tal, la acción de extinción subsiste, de lo que se 
advierte el carácter real de la misma.* 


6 Artículo 13. La muerte del inculpado, del dueño de los bienes o de quien se ostente 
o comporte como tal, no extingue la acción. 
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3. Dominio 


Otro de los conceptos jurídicos que necesariamente 
deben analizarse es el de dominio, pues la propia 
denominación del procedimiento le hace referencia 
específica. 

El dominio es conceptualizado por la Enciclopedia 
Jurídica Mexicana como propiedad y esta a su vez como “(...) 
dominio que se ejerce sobre la cosa poseída (...).”” 

Sin embargo, estas acepciones no permiten identificar la 
palabra dominio, por lo que es necesario remitirse a la Real 
Academia de la Lengua Española que lo define como “(....) 
poder que alguien tiene de usar y disponer de lo suyo (...).”* 

De tal suerte que la figura jurídica del dominio se puede 
encontrar en el concepto de propiedad que para el maestro 
Rojina Villegas es “(...) el poder jurídico que una persona 
ejerce en forma directa e inmediata sobre una cosa para 
aprovecharla totalmente en sentido jurídico, siendo oponible 
este poder a un sujeto pasivo universal por virtud de una 
relación que se origina entre el titular y dicho sujeto. (...)? 

De este concepto de propiedad, como es bien sabido, 
derivan tres características: el ¡ius fruendi, el utendi y el 
abutendi, que son las facultades del titular de la propiedad o 


del dominio sobre una cosa para usar, disfrutar y aprovechar 
del bien. 


7 Enciclopedia jurídica mexicana, Edición especial. México 2008; p.855 tomo V. 
8 RAE. http://dle.rae.es/?id=DglqVCc. 
9  Rojina Villegas, R.: Compendio de derecho..., p.79. 
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Estos elementos derivan directamente de la concepción 
romana de dominio que establece dominum est jus utendi, 
fruendi y abutendi de re quatenus juris ratio paritur. Esto es, 
el dominio es el derecho de usar, disfrutar y disponer de una 
cosa en tanto el derecho lo permita. 


4. Bienes 


Para identificar el campo de la acción de extinción de 
dominio, señalaremos qué son los bienes y sobre ello se 
puede inicialmente precisar que son todos aquellos que es 
objeto de apropiación. 

De la gran variedad de clasificación de los bienes, solo 
nos enfocaremos en la división de muebles e inmuebles, la 
que se origina de la propia naturaleza de las cosas. 

Así, los bienes muebles son los que pueden trasladarse 
de un lugar a otro, ya sea por si mismos o por una fuerza 
externa. En contraposición, son inmuebles los que por 
naturaleza no pueden ser trasladados. 

Sin que pase por alto la división de los bienes de acuerdo 
a su fin, pues bajo esta óptica los bienes muebles pasan a ser 
inmuebles cuando por su naturaleza agrícola, industrial o 
comercial, son reputados como inmuebles por la propia ley. 

Finalmente, el artículo 2 de la Ley de Extinción de 
Dominio para el Estado de Guanajuato, establece que los 
bienes para efectos de la propia legislación, son todas 
aquellas cosas que pueden ser objeto de apropiación, sean 
muebles o inmuebles. Todo aquel derecho real o personal, así 
como los objetos, frutos y productos del mismo. 
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Una vez analizados los conceptos anteriores, se tiene 
la certeza respecto a que la acción de extinción de dominio 
es real, pues persigue los bienes; es patrimonial, dado que se 
centra en el conjunto o universalidad de bienes y derechos de 
una persona. 


5. Autonomía del procedimiento 


Prima facie se puede considerar que el procedimiento 
de extinción de dominio es penal. Esto derivado de la 
ubicación del fundamento constitucional del cual emana, 
pues recordemos que se encuentra inmerso en el artículo 22 
de la Carta Magna. 

Sin embargo, la propia CPEUM como la CPEG y 
las leyes de la materia, establecen de manera expresa su 
autonomía bastando remitirnos a los artículos 11, 13, 73 y 79 
de la Ley de Extinción de Dominio: 


“Artículo 11. La extinción de dominio procederá en 
cualquier momento aun cuando no se haya dictado la 
sentencia que determine la responsabilidad penal, pero 
existan elementos suficientes para determinar que el 
hecho ilícito sucedió.” 

“Artículo 13. La muerte del inculpado, del dueño de los 
bienes o de quien se ostente o comporte como tal, no 
extingue la acción.” 

“Artículo 73. El no ejercicio, desistimiento o extinción 
de la acción penal, así como la absolución del 
demandado o del tercerista en el proceso penal por 
no haberse establecido su responsabilidad, o la no 
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aplicación de la pena de decomiso de bienes, no tendrá 
efectos en la resolución que se dicte en el procedimiento 
de extinción de dominio.” 

“Artículo 79. La sentencia por la que se resuelva la 
improcedencia de la acción de extinción de dominio 
no prejuzga respecto de las medidas cautelares de 
aseguramiento con fines de decomiso, embargo 
precautorio para efectos de reparación del daño u otras 
que la autoridad ministerial o judicial a cargo de la 
investigación o proceso penal acuerde.” 


De estos artículos se colige, sin duda alguna, que el 
procedimiento que en materia penal pudiese existir, es 
independiente de la extinción de dominio que se ejercite, pues 
no importa para emitir una sentencia en la cual se declare 
extinto el dominio de ciertos bienes, el que no haya sentencia 
de condena en materia penal o viceversa. 

Se refuerza también la autonomía con el carácter real 
que le otorga el artículo 13 ya transcrito, al prescribir que 
la muerte del inculpado no extingue la acción, pues no lo 
persigue a él, solo a sus bienes. 

Sin embargo, esta autonomía no es total o absoluta, 
pues claramente requiere para su procedencia de figuras 
incorporadas a la materia penal y que incluso se considere 
que efectivamente sucedió el hecho ilícito. 
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Así, la autonomía de la extinción de dominio 
respecto de un procedimiento penal es solo relativa, pues 
necesariamente debe iniciarse por lo menos una indagatoria 
penal que continuará con el ejercicio de la acción respectiva 
en la cual se calificará si las conductas realizadas son 
consideradas como ilícitas en aquella materia. 


6. Similitud con otros procedimientos 
A. Decomiso 


No obstante, esta figura de extinción tiene parecido 
con el decomiso previsto por la materia penal por el mismo 
artículo constitucional ya citado. 

Sin embargo, las figuras son diferentes, pues mientras 
que en el decomiso “[...] es la privación de los bienes de 
una persona decretada por la autoridad judicial a favor del 
estado, aplicada como una sanción a una infracción”, en la 
extinción de dominio solo se requiere demostrar la existencia 
de un ilícito y que el bien objeto de tal extinción se engasta 
en alguno de los supuestos del artículo 10.'' 


10 Extinción de dominio. la autonomía a que se refiere el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre el procedimiento relativo y el 
penal no es absoluta, sino relativa. Época: Décima Época. Registro: 2008879 
Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo l. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a./J. 21/2015 (10a.). Página: 340. 


1 


= 


Extinción de dominio. es una acción civil y autónoma del procedimiento penal y 
de los juicios de amparo (Legislación del Distrito Federal). Época: Novena Época. 
Registro 162842. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tesis Aislada. Fuente Semanario Judicial de la Federación. Tomo XXXIIl, Febrero 
2011. Tesis |. 30. C893 C. Pag. 2318. 
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Así, el decomiso se actualiza como una sanción en 
materia penal, mientras que la extinción de dominio no es una 
pena en materia civil. Por otro lado, en este procedimiento 
civil si se puede afectar el dominio de terceras personas, a las 
cuales se les otorga y salvaguarda su garantía de audiencia. 


B. Expropiación 


Podría pensarse también que esta figura tiene un tinte 
administrativo al guardar similitud con la expropiación. 
Ésta se define como el procedimiento que permite al Estado, 
mediante un fin de utilidad pública, transferir por vía de 
autoridad, de un particular al Estado, la propiedad de un 
inmueble mediante una indemnización previa, concomitante 
o bien, posterior. 

La similitud con tal instrumento deriva de que en ambos 
el Estado despoja del dominio o propiedad de un bien a un 
particular en favor del propio Estado. Sin embargo, existen 
de entre varias, dos diferencias notables entre las dos figuras 
jurídicas, las cuales son: 

a) La expropiación se emplea para fines de utilidad 
pública, mientras que la extinción de dominio es una 
herramienta contra la lucha del crimen organizado; 

b) En la expropiación la pérdida del derecho del 
particular tiene una contraprestación y en la extinción de 
dominio no existe tal. Por ello, se considera que no es una 
expropiación.'? 


12 Extinción de dominio. la autonomía a que se refiere el artículo 22 de la CPEUM, 
entre el procedimiento relativo y el penal no es absoluta, sino relativa. Décima 
Época. Registro: 2008879. Primera Sala. Jurisprudencia. Gaceta del Semanario 


517 


in10 


inción de domi 


Ext 


imn10 


inción de domi 


Ext 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


De todo lo anterior, es que se logra la identificación del 
procedimiento de extinción de dominio como de derecho 
civil, pues la propia legislación de esta materia prescribe en 
su artículo 3'* fracciones 1 y II, que la codificación supletoria 
a la Ley de Extinción de Dominio es el Código Procesal 
Civil y el Código Sustantivo Civil, ambos del Estado de 
Guanajuato. 


7. Notas características 


En estas circunstancias se infieren las características de 
este procedimiento, que son las siguientes: 

La extinción de dominio es autónoma e independiente 
de cualquier otro procedimiento, esto incluyendo al de 
naturaleza penal. 

Es una acción real, pues persigue el bien mueble o 
inmueble y no a la persona. 

No es una pena derivada de un ilícito regulado por la 
materia penal, pues no requiere la comprobación sobre la 
participación del demandado en el procedimiento como autor 
de un delito. 

Esta acción es de contenido patrimonial y de naturaleza 
civil. Debe declarar jurisdiccionalmente la extinción, lo que 
permite un adecuado seguimiento del debido proceso. 


Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo |. Constitucional. Tesis: 
1a./J. 21/2015 (10a.). Página: 340. 


13 Artículo 3. A falta de regulación suficiente en la presente Ley, se estará a las 
siguientes reglas de supletoriedad: |. En el procedimiento de extinción de dominio, 
serán aplicables las disposiciones contenidas en el Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Guanajuato; [...] y 11. En lo relativo a la materia sustantiva 
civil, a lo previsto por el Código Civil para el Estado de Guanajuato. 
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Existe un catálogo de delitos sobre los cuales procede 
la extinción de dominio, por lo que hay correlación entre 
ésta y la materia penal, derivada de la clara dependencia del 
procedimiento de extinción de dominio a la existencia de un 
hecho ilícito tipificado por la legislación penal. 

De suerte tal que, aunque, los procedimientos son 
autónomos e independientes, tienen una relación en su 
origen, pues ambos requieren de la comisión de un delito. 
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IV.- Partes en el procedimiento de extinción de dominio 


na vez identificado en materia civil, en la extinción 

de dominio existen al igual que en un procedimiento 

ordinario, una parte demandante y una demandada. 
Sin embargo, cuentan con peculiaridades que la hacen 
distinta, pues expresamente se regula la participación de 
terceristas al así establecerlo el artículo 18 de la citada 
legislación. 

La llamada trilogía procesal en materia civil se ve un 
tanto limitada en la extinción de dominio en razón de las 
partes que lo integran. Característica única de éste es la parte 
actora o accionante del mismo. 

El artículo 8 de la ley'* en cita establece de manera 
expresa que solo el agente del Ministerio Público puede 
ejercitar la acción, lo que supone una conducta monopólica 
en su ejercicio. Lo anterior, se deriva de la representación 
social de la que se encuentra investida la Procuraduría de 
Justicia del Estado, así como la atribución de constituirse en 
parte demandante para someter la pretensión de extinción 
ante la autoridad judicial. 

Por otro lado, el demandado será la persona que se 
demuestre sea el dueño del bien ya mueble o inmueble, o en 
su caso de quien se ostente como tal. 

Bajo el panorama antes referido, el dueño del bien 
será la persona o personas que ejercen el señorío o dominio 
sobre el bien o bienes materia de la pretensión ejercitada por 


14 14 Artículo 8. El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al 
Ministerio Público. 
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el Ministerio Público, o como expresamente lo establece el 
artículo 2 fracción III, el propietario de los bienes o titular de 
los derechos. 

Sin embargo, la extinción de dominio no solo se entabla 
en contra del dueño, sino también de quien se ostente como 
tal. Es decir, quien sin ser el dueño se exteriorice como su 
dominador. 

Pero también en esta relación procesal se tiene como 
figura a los terceros, que resultan ser las personas que no 
siendo titulares de los bienes materia del juicio, comparecen 
para deducir un derecho propio sobre los mismos, dado que 
estiman que la procedencia de la acción les impacta en su 
esfera jurídica, situación en la cual se encuentran por ejemplo, 
la esposa e hijos que habitan un inmueble cuyo titular es el 
esposo y del que se pretende la extinción de dominio. 
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V.- Competencia 


l haberse establecido que la extinción de dominio es 

de materia civil supone entonces que la competencia 

para dirimir las cuestiones que se susciten en torno 
a ella recae en un juez de partido civil. No obstante, otra 
singularidad de este procedimiento es la especialización de 
los jueces que conocen de estos asuntos. 

La especialización en esta materia la otorga el artículo 
2 fracción IV**%, que se complementa con el diverso 17'% de 
la propia ley que establece que los tribunales especializados 
tienen su sede o despacho en la ciudad de Guanajuato. 

Sin embargo, para el conocimiento de la causa en una 
segunda instancia, no existe especialización de las Salas del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, pues cualquiera de 
ellas tiene la oportunidad de conocer del recurso de apelación. 


15 Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: [...] IV. Juez 
especializado: el Juez especializado en materia de extinción de dominio del Poder 
Judicial del estado de Guanajuato. 


16 Artículo 17. Los Jueces especializados son competentes para conocer del 
procedimiento de extinción de dominio. Los Jueces especializados tendrán su 
sede en la ciudad de Guanajuato y serán competentes en todo el estado. Para 
el conocimiento de los medios de impugnación serán competentes las Salas en 
materia civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 
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VI.- Ámbito de aplicación 


orrelacionado con la competencia se encuentra el 
ámbito de aplicación de la Ley de Extinción de 
Dominio. Este procedimiento se aplica a los actos o 
hechos ilícitos cometidos dentro del Estado de Guanajuato, 
así como a los cometidos fuera de éste, pero que tiendan a 
causar un daño en el mismo, siempre y cuando no hayan sido 
materia de sentencia ejecutoriada en extinción de dominio en 
cualquier otro lugar.” 
Esto se concatena con las disposiciones contenidas en 
el código sustantivo civil del Estado en sus artículos 12 y 
13, que prescriben que cuando los efectos de actos jurídicos 
realizados del Estado se ejecuten en Guanajuato, se atenderá 
a la legislación de esta Entidad Federativa, así como que los 
bienes muebles e inmuebles dentro del Estado se sujetaran a 
las leyes del mismo. 


17 Artículo 5. La presente Ley se aplicará por los hechos ilícitos cometidos dentro del 
estado de Guanajuato y por los cometidos fuera de éste, cuando causen o estén 
destinados a causar efectos dentro del mismo y no se haya pronunciado sentencia 
ejecutoriada de extinción de dominio en cualquier otro lugar. 
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VIL- Delitos y bienes 


ajo el panorama expuesto, es necesario ahora 

puntualizar que la acción de extinción de dominio 

tiene un catálogo numeroso de delitos sobre los cuales 
puede ejercitarse, así como también una lista de bienes sobre 
los que recaerá la misma. 


1 Delitos 


Los delitos sobre los que procede la acción de extinción 
de dominio están consagrados en el propio artículo 22 de 
la CPEUM* y su correlativo 12 de la CPEG, que fueron 
íntegramente recogidos por el artículo 10 de la Ley de 
Extinción de Dominio, siendo los siguientes: 


“Artículo 10. El procedimiento de extinción de dominio 
sólo procederá en los casos de delitos contra la salud, 
secuestro, robo de vehículos, trata de personas y el 
enriquecimiento ilícito...” 


Identificados los delitos debe destacarse que para la 
procedencia de la acción, como ya se puntualizó, no es 
necesaria una sentencia de condena en materia penal, sin 
embargo, si debe acreditase la comisión de un ilícito. Para 
ello, el artículo 12 de la citada legislación precisa que se 


18 Los delitos contenidos en el art. 22 CPEUM y 10 de la Ley de Extinción de 
Dominio de Guanajuato se amplian en virtud de la reforma al propio artículo 22 
constitucional. 
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considerará que se cometió un ilícito cuando se acrediten los 
elementos que integren la definición legal de los delitos a que 
se refiere 

El artículo 10, por lo que se considera oportuno precisar 
las definiciones legales de estos ilícitos contenidas en el CPG, 
y en las leyes especiales. 


Secuestro: 
Artículo 9 de la LGS. 
“(...) sí la privación de la libertad se efectúa con el 
propósito de: 

a. Obtener, para sí o para un tercero, rescate o cualquier 
beneficio; 

b. Detener en calidad de rehén a una persona y amenazar 
con privarla de la vida o con causarle daño, para obligar 
a sus familiares o a un particular a que realice o deje de 
realizar un acto cualquiera; 

c. Causar daño o perjuicio a la persona privada de la 
libertad o a terceros; O 

d. Cometer secuestro exprés, desde el momento mismo 
de su realización, entendiéndose por éste, el que, 
para ejecutar los delitos de robo o extorsión, prive 
de la libertad a otro. Lo anterior, con independencia 
de las demás sanciones que conforme a esta Ley le 
correspondan por otros delitos que de su conducta 
resulten.” 
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Robo de vehículos: 

Artículo 191 del CPG. A quien se apodere de una cosa 
mueble y ajena, sin consentimiento de quien legítimamente 
pueda disponer de ella, se le aplicarán las siguientes 
sanciones: 


Trata de personas: 
Artículo 10 de la LGATP 
“Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas 
para captar, enganchar, transportar, transferir, retener, 
entregar, recibir o alojar a una o varias personas con fines de 
explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de 
un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de las sanciones 
que correspondan para cada uno de los delitos cometidos, 
previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales 
correspondientes. 
Se entenderá por explotación de una persona a: 
I. La esclavitud, de conformidad con el artículo 11 de la 
presente Ley; 
II. La condición de siervo, de conformidad con el artículo 
12 de la presente Ley; 
Il. La prostitución ajena u otras formas de explotación 
sexual, en los términos de los artículos 13 a 20 de la 
presente Ley; 
IV. La explotación laboral, en los términos del artículo 21 
de la presente Ley; 
V. El trabajo o servicios forzados, en los términos del 
artículo 22 de la presente Ley; 
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VI. La mendicidad forzosa, en los términos del artículo 24 
de la presente Ley; 

VII. La utilización de personas menores de dieciocho años 
en actividades delictivas, en los términos del artículo 25 de 
la presente Ley; 

VIII. La adopción ilegal de persona menor de dieciocho 
años, en los términos de los artículos 26 y 27 de la presente 
Ley; 

IX. El matrimonio forzoso o servil, en los términos 
del artículo 28 de la presente Ley, así como la situación 
prevista en el artículo 29; 

X. Tráfico de órganos, tejidos y células de seres humanos 
vivos, en los términos del artículo 30 de la presente Ley; y 
XI. Experimentación biomédica ilícita en seres humanos, 
en los términos del artículo 31 de la presente Ley.” 


Enriquecimiento ilícito: 

Artículo 250 del CPG. Al servidor público que durante 
el tiempo de su cargo y por motivos del mismo, aumente 
ilícitamente su patrimonio o se conduzca como dueño de 
bienes no incluidos formalmente en aquél, se le aplicará de 
tres a doce años de prisión y de treinta a ciento veinte días 
multa. 

Para efectos del párrafo anterior, se computarán entre los 
bienes que adquieran los servidores públicos o con respecto 
de los cuales se conduzcan como dueños, a los que reciban o 
de los que dispongan su cónyuge, concubina, concubinario, y 
ascendientes y descendientes en primer grado. 
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Las mismas sanciones se aplicarán a quien haga figurar 
como suyos bienes que el servidor público adquiera o haya 
adquirido ilícitamente, a sabiendas de esa circunstancia. 

Por lo que hace a los delitos contra la salud, se debe 
puntualizar que solo se refiere al narcomenudeo sobre la 
cual la Ley General de Salud establece competencia en las 
entidades federativas. 


2. Bienes 


Los bienes que son materia de la pretensión de extinción 
son los que señala el propio artículo 10 de la ley de la materia: 


a. Aquellos que son instrumento, objeto o producto del 
delito. Para identificar tales conceptos diremos que 
los instrumentos se identifican con los objetos físicos 
utilizados para cometer el delito; los objetos del 
delito son los bienes sobre los que recae la conducta 
y finalmente el producto del delito, son los bienes 
derivados de manera directa o indirecta con la conducta 
delictiva. 

b. Los que han sido utilizados o destinados a ocultar o 
mezclar bienes producto del delito. Por mezcla se debe 
entender el sumar incorporar o aplicar dos o más bienes 
y por ocultar el esconder, disimular o transformar los 
bienes.'” 


19 Artículo 2 fracciones V y VI Ley de Extinción de Dominio del Estado de Guanajuato. 


531 


im10 


inción de domi 


Ext 


in10 


inción de domi 


Ext 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


c. Los que estén siendo utilizados para la comisión de 
delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento 
de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para 
impedirlo. 

d. Los que estén intitulados a nombre de terceros y existan 
suficientes elementos para determinar que son producto 
de delitos patrimoniales y el acusado por estos delitos 
se ostente o comporte como dueño. En este supuesto 
se encuentran los testaferros o comúnmente llamados 
prestanombres. 
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Conclusiones 


delincuencia organizada no podía estar orientado en 
una única vertiente policial, requería indiscutiblemente 
de otro enfoque para lograr abatir eficazmente la criminalidad. 

La extinción de dominio es una herramienta útil para 
tal empresa, pues su finalidad es el debilitamiento de la 
economía de estos grupos criminales, otorgando para ello, 
todas las bondades de un procedimiento civil. Lo que supone 
de suyo la salvaguarda del debido proceso respetando en todo 
momento la garantía de audiencia tanto para los dueños de 
los bienes, quienes se ostenten como tales, e incluso para los 
terceros que integren el procedimiento. 

Es cierto que el índice de asuntos en esta materia no 
es abundante, pero también se logra certeza respecto a que 
ha ido en aumento la pretensión del Ministerio Público en 
este aspecto, lo cual indica que con el tiempo, logrará su 
objetivo la reforma constitucional del 2008 al artículo 22 de 
la CPEUM. 

Por otro lado, se espera que la reforma a los artículos 
22 y Fracción XXX del 73 de la CPEUM sea una evolución 
eficaz en materia de extinción de dominio, al incrementar el 
listado de los delitos sobre los cuales se puede ejercitar tal 
acción, entre ellos los relacionados con casos de corrupción, 
así como el robo de hidrocarburos, que en Guanajuato y en 
varias entidades del país ha creado un problema social de 
gran magnitud. 


| q incesante trabajo de las autoridades contra la 
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Quedan en la pluma diversas inquietudes. Entre otras, si 
en este procedimiento se aplica la presunción de inocencia y 
si las reglas de la carga de la prueba se aplican de igual forma 
tanto al tercerista como a las partes. 

Finalmente, resta apuntar que la extinción de dominio es 
un procedimiento que, como en cualquier otra materia, ante 
la cada vez más incesante ola delictiva, requiere evolucionar 
para lograr su fin por el que fue creado: abatir la delincuencia 
organizada desde su aspecto patrimonial y financiero. 
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PO _27DIC2016.pdf.Ley federal de extinción de 
dominio reglamentaria del artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados unidos Mexicanos. http://www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFED_120116.pdf. 

Quintero M. E.: Extinción de dominio y reforma 
constitucional, http://www.cienciaspenales.net/ 
files/2016/11/8 maria-eloisaquintero.pdf. 

Real Academia Española. http://dle.rae.es/?id=DglgVCec. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Extinción de 
dominio. la autonomía a que se refiere el artículo 22 de 
la constitución política de los estados unidos mexicanos, 
entre el procedimiento relativo y el penal no es absoluta, 
sino relativa. Época: Décima Época. Registro: 2008879 
Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 17, Abril de 2015, Tomo I. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: la./J. 21/2015 (10a.). Página: 340. 
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Comentarios a los artículos 822 y 852 
del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Guanajuato 


Juez Mtro. José Humberto Figueroa Martínez 


Introducción 


internacional el derecho de familia, al ser un derecho 

natural inherente a la persona humana, resulta ser de 
vital importancia en el desarrollo de todo ser humano en la 
sociedad. 

Lo que origina que, al tratarse de un grupo familiar, es 
menester crear mecanismos legislativos y judiciales de acceso 
a una tutela judicial efectiva, al amparo del artículo 17 de la 
norma fundamental del país; por tal razón, se abordará el 
tema de la familia, el derecho familiar, el acceso a la justicia 
a la luz de los derechos humanos, así como la obstaculización 
y restricción del acceso a la justicia de los artículos materia 
de estudio. De igual forma, la problemática jurídica para 
acceder a los tribunales especializados en justicia de familia. 


E n nuestro sistema jurídico mexicano, así como a nivel 
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Asimismo, se hablará del principio de la ponderación del 
derecho de familia para acceder a los tribunales de familia, 
las consecuencias jurídicas ante la limitación de los preceptos 
jurídicos 822 y 852 del código de procedimientos civiles 
y de las soluciones a la problemática que en la actividad 
jurisdiccional diaria se presenta al aplicar los artículos en 
observación. 

Por último, se precisarán en forma específica las demás 
acciones de carácter contencioso y los asuntos especiales que 
no están incluidos en los artículos citados, los cuales deben 
estar comprendidos para que los justiciables puedan ejercitar 
su derecho humano de acceso a la justicia en derecho familiar. 
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I. Reflexiones preliminares 


publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado, número 206, tercera parte, del 27 de diciembre 
del 2011, se integró el libro sexto denominado “Juicios 
Orales” con los artículos del 775 al 897, todos del código de 
procedimientos civiles para el estado de Guanajuato. 

Con ello, el Estado, a través del orden público reconoce 
el derecho familiar, donde la familia es la base esencial de 
la sociedad y a nivel internacional, atento a la Convención 
Americana de Derechos Humanos, la familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 
la sociedad y el Estado. 

Así, la familia es el pedestal de la sociedad, pues 
constituye un grupo social primario y fundamental en cuyo 
seno nacen, crecen y se educan las nuevas generaciones. De 
tal suerte que, el Estado, mediante la integración del libro 
sexto de los juicios orales en materia familiar, instituyó 
alrededor de la familia un conjunto de normas de carácter 
adjetivo que buscaron estructurar y organizar la estabilidad 
y unidad que requiere la familia y sus relaciones humanas, 
naciendo así, los juicios orales en materia de familia. 

Textualmente los preceptos jurídicos 822 y 852 
del código de procedimientos civiles para el estado 
de Guanajuato, estatuyen, respectivamente, lo que a 
continuación se reproduce por su transcendencia en la 
presente observación: 


Es el Estado de Guanajuato, mediante decreto 254 
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Artículo 822. Se tramitarán por el procedimiento oral 
ordinario, las controversias que se susciten con motivo 
de: 

I. Nulidad de matrimonio; 

II. Guarda, custodia y convivencia de niños, niñas y 
adolescentes; 

III. Acciones de divorcio necesario; 

IV. Alimentos; 

V. Reconocimiento, desconocimiento y contradicción 
de paternidad, así como la posesión del estado de 
hijo; y 

VI. Pérdida y suspensión de la patria potestad.” 


Artículo 852. Se tramitarán en el procedimiento oral 

especial los asuntos relativos a: 

I. Divorcio por mutuo consentimiento; 

II. Enajenación y transacción de derechos patrimoniales 
de niños, niñas, adolescentes, incapaces y ausentes; 

TIL. Adopción; y 

IV. Restitución internacional de menores. 


Bajo este escenario jurídico, se advierte que la 
interpretación gramatical de las fracciones, tanto de los 
procedimientos ordinarios orales como de los orales 
especiales, es restrictiva, más no enunciativa, al establecer 
los únicos supuestos jurídicos para promover juicios orales 
ordinarios y especiales.' 


1 Es transcendental indicar que a la fecha de los comentarios a los artículos 822 
y 852 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, solo 
existe la iniciativa con proyecto de decreto por la que se expide el Código Nacional 
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Il. La familia y el Derecho de familia 


a palabra familia proviene del latín famulus que 

significa sirviente o esclavo. En efecto, antiguamente 

la expresión incluía los parientes y sirvientes de la casa 
del amo. Según la sociología, el término familia se refiere a 
la unidad social mínima constituida por el padre, la madre y 
los hijos. 

De acuerdo al vocabulario de jurisprudencia del 
licenciado Isidro A. Montiel y Duarte, la familia en un 
sentido estricto se llama así, al jefe de familia, su mujer y sus 
hijos, sometidos bajo su poder. Esto es, el concepto antiguo 
fue fundado en que la familia estaba representada por el jefe 
con poder de mando con relación a la mujer y los hijos, como 
propietario de la mujer y de lo hijos.? 

La familia en sentido amplio, que podría considerarse 
familia-parentesco, se integra por el conjunto de personas 
con las cuales existe algún vínculo de orden familiar. Bajo 
este significado lato comprende la familia tres Órdenes de 
relaciones: las conyugales, las paterno-filiales y las que 
genéricamente se llaman parentales. 


de Procedimientos Civiles y Familiares, al amparo del Decreto publicado el día 15 
de septiembre el 2017, en el Diario Oficial de la Federación en el que se reforman 
y adicionan a los artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución del Fondo del 
Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), en 
el cual, entre otras, se facultaba al congreso de la unión para expedir la legislación 
única en materia procesal civil y familiar.(sin que en dicha iniciativa se haya 
regulado las acciones de derecho familiar en forma específica) 


2 Montiel y Duarte Isidro A.: Familia. En vocabulario de jurisprudencia. Suprema 
corte de justicia. 2009; p. 122. 
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Para Bonnecase,? la familia es un órgano social de 
orden natural, basado en las diferencias de sexos y en la 
diferenciación correlativa de las funciones, cuya misión 
consiste en asegurar no solamente la perpetuidad de la especie 
humana, sino el único modo de existencia que conviene a sus 
aspiraciones y a sus caracteres científicos. 

En sentido restringido, la familia actualmente se 
considera al grupo formado por los cónyuges y los hijos 
de éstos, con exclusión de los demás parientes o al menos 
de los colaterales. En este sentido la familia se integra por 
relaciones conyugales y paterno-filiales.* 

El derecho de familia, desde el punto de vista doctrinal, 
mencionado en el libro de La familia en el derecho de 
Manuel F. Chávez Asencio, es considerado, entre otros, bajo 
los siguientes conceptos científicos: 

Julián Bonnecase señala que por Derecho de familia 
entendemos el conjunto de reglas de derecho, de orden 
personal y patrimonial, cuyo objeto exclusivo, principal, 
accesorio o indirecto es presidir la organización, vida y 
disolución de la familia. 

José Castán Tobeñas indica: “(...) El Derecho de familia 
es el conjunto de normas o preceptos que regulan esas 
mismas relaciones que mantienen entre sí los miembros de la 
familia (...).” 


3 Bonnecase, Julián: Filosofía del código de Napoleón. Editor y traductor José M. 
Cajica. Puebla 1945; p. 33 


4 Cfr. Pos. Chávez Asencio Manuel F. La familia en el derecho. Editorial Porrúa 
México 2009; passim. 
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Para Ferrera, citado por Castán Tobeñas, el derecho de 
familia es el complejo de normas jurídicas que regulan las 
relaciones personales y patrimoniales de los pertenecientes a 
la familia entre sí y respecto de terceros.* 

Gúitrón Fuentevilla considera que el derecho de familia, 
es un conjunto de normas jurídicas, que tienen por objeto 
regular las relaciones jurídicas existentes entre la familia y 
cada uno de sus miembros, así la de la familia con las demás 
personas no miembros de la familia.* 

Para Augusto C. Belluscio, el derecho de familia es 
el conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones 
familiares.” 

Para Lafaille, mencionado por Belluscio,? el derecho 
de familia es el conjunto de instituciones jurídicas de 
orden personal y patrimonial que gobierna la fundación, la 
estructura, la vida y la disolución de la familia. 

Por su parte, Rébora lo define como el conjunto de 
normas y de principios concernientes al reconocimiento 
y estructura del agregado natural que recibe el nombre de 
familia; a las funciones que el mismo agregado llena y 
debe llenar, del punto de vista de la formación y protección 
de los individuos que lo integran; a las relaciones de éstos 
individuos entre sí y con el agregado, como a las de éste con 
5 Cfr. Pos. Chávez Asencio Manuel F. La familia en el derecho. Editorial Porrúa 

México 2009; passim. 
6 Cfr. De Ibarrola, Antonio: Derecho de familia. Editorial Porrúa. Mexico 1972; p. 325. 


Belluscio, Augusto César: Manual de derecho de Familia. Tomo |. 1ra. reimpresión 
Ciudad de Buenos Aires 2004; p. 29 


8 Belluscio, Augusto César: Manual de derecho de Familia. Tomo |. 1ra. reimpresión 
Ciudad de Buenos Aires 2004; p. 29 


543 


Familia, derecho de 


Familia, derecho de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


la sociedad civil, con la sociedad política y con los sucesivos 
órganos constitutivos de la una y la otra y las instituciones 
apropiadas para su conservación y, según las circunstancias, 
para su restauración y reintegración.” 

Desde nuestro sistema jurídico nacional e internacional, 
tenemos que el derecho familia está regulado en los siguientes 
términos legales. 

La norma fundamental del país en su precepto jurídico 
número 4 instituye: 


“(...) El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta 
protegerá la organización y el desarrollo de la familia 


(> 


Ahora bien, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos reconoce el derecho a la familia, pues en su artículo 
12 y 16 estatuyen, respectivamente, lo siguiente: 


“(...) Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias 
arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio 
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación. Toda persona tiene derecho a la protección 
de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Artículo 16: 

Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, 
tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de 
raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una 


9 Belluscio, Augusto César: Manual de derecho de Familia. Tomo |. 1ra. reimpresión 
Ciudad de Buenos Aires 2004; p. 29 
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familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto 
al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del matrimonio. 

Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los 
futuros esposos podrá contraerse el matrimonio (...).” 


La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado. 

Por su parte, la Convención Americana de los Derechos 
Humanos, en su artículo 17 instituye la protección a la 
Familia: 

La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado. 

Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a 
contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad 
y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, 
en la medida en que éstas no afecten al principio de no 
discriminación establecido en esta Convención. 

El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno 
consentimiento de los contrayentes. 

Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas 
para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto 
al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución 
del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones 
que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la 
base única del interés y conveniencia de ellos. 
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La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos 
nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del 
mismo. 

En este contexto, el derecho familiar, que ha 
sido concebido como un conjunto de principios y de 
valores procedentes de la Constitución, de los tratados 
internacionales, así como de las leyes e interpretaciones 
jurisprudenciales, dirigidos a proteger la estabilidad de la 
familia y a regular la conducta de sus integrantes entre sí, y 
también a delimitar las relaciones conyugales, de concubinato 
y de parentesco, conformadas por un sistema especial de 
protección de derechos y obligaciones respecto de menores, 
incapacitados, mujeres y adultos mayores, de bienes 
materiales e inmateriales, poderes, facultades y deberes 
entre padres e hijos, consortes y parientes, cuya observancia 
alcanza el rango de orden público e interés social, se ocupa, 
de manera preponderante, de la protección de los menores a 
través del ejercicio de la patria potestad, considerada como 
institución protectora de la persona y bienes de los hijos 
menores de edad no emancipados.'” 


10 Vid in extenso Suprema corte de justicia de la nación: Temas selectos de derecho 
familiar. Mexico 2014; pp. 15 y 16. 
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III. Acceso a la justicia que estatuye el artículo 17 de la 
norma fundamental del país a la luz de los derechos 
humanos 


a Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su 
doctrina legal, ha sostenido que la garantía a la tutela 


jurisdiccional puede definirse como el derecho público 
subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y 
términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita 
a tribunales independientes e imparciales, a plantear una 
pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través 
de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, 
se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se 
ejecute esa decisión. 

Por su parte, el artículo 8, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos dispone que toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada en su contra, O para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

En esta tesitura, aunque la locución acceso a la justicia 
no se infiera en la redacción de esas normas, se concluye 
que es el modo simple para identificar el método o medio 
adecuado para materializar el contenido de éstas en favor de 
los gobernados, pues al estar previsto en la parte dogmática 
de la constitución federal, dicho término constituye un 
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derecho fundamental que, además, ha sido reconocido y 
ratificado en el instrumento internacional mencionado como 
una potestad inherente a la persona. 

En ese sentido, el acceso a la justicia es un derecho 
humano que garantiza —con determinados requisitos—, que 
toda persona pueda acceder a tribunales independientes 
e imparciales, a fin de que se respeten y hagan valer sus 
derechos y para que los propios órganos encargados de 
impartir justicia resuelvan sin obstáculos las controversias 
sometidas a su consideración, de manera pronta, eficaz y en 
los plazos establecidos por la ley.'' 

En este orden de pensamiento, es importante destacar, 
que la exposición de motivos de la reforma al CPC, al incluir 
los juicios orales familiares, estribó esencialmente en la 
familia como institución natural. Por ello, se puntualizó que 
al grupo familiar se le debe reconocer un derecho a una tutela 
judicial efectiva, con plenitud de garantías procesales, al 
amparo de los artículos 4 y 17 de la carta magna. 

De forma que, por ello se inició la regulación de 
los procedimientos de orden familiar, que implicó la 
especialización de los encargados de aplicar las normas de 
derecho familiar, esto es, jueces especializados en derecho 
familiar, así como la implementación de procedimientos 
orales —ordinarios y especiales-, para lo cual se instituyeron 
11 Cfr. Doctrina legal pronunciada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la jurisprudencias: a) tesis 1?/ J 42/2007, Instancia: 
Primera Sala SCJN. Tomo XXV, abril del 2007, Semanario judicial de la federación, 
Epoca Novena, número de registro 172759, materia: Constitucional, pagina 124 
y b) tesis 12/ J 103/2017, Instancia: Primera Sala SCJN. Libro 48, noviembre del 


2017, Gaceta del Semanario judicial de la Federación, Época décima, 172759, 
materia: Constitucional, pagina 151, y número de registro 2015591. 
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los artículos 822 y 852 del CPC, donde en el primero 
de los numerales, se estableció que se tramitarán por el 
procedimiento oral ordinario, las controversias que se 
susciten con motivo de: Nulidad de matrimonio; guarda, 
custodia y convivencia de niños, niñas y adolescentes; 
acciones de divorcio necesario; alimentos; reconocimiento, 
desconocimiento y contradicción de paternidad, así como 
la posesión del estado de hijo; y pérdida y suspensión de la 
patria potestad; y en el segundo de los preceptos jurídicos, se 
estatuyó que se tramitarán en el procedimiento oral especial 
los asuntos relativos a: Divorcio por mutuo consentimiento; 
Enajenación y transacción de derechos patrimoniales de 
niños, niñas, adolescentes, incapaces y ausentes; adopción; y 
restitución internacional de menores. 

Con lo anterior, quedó exteriorizado que los 
procedimientos de oralidad familiar, fueron creados por el 
legislador para que las familias tengan un acceso a la justicia, 
es decir, para ejercitar todos los derechos de familia ante 
tribunales especializados en oralidad familiar. 
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IV. La obstaculización y restricción del acceso a la justicia 
de los artículos materia de estudio 


omo se observa, de la interpretación textual y 

gramatical de las fracciones de los procedimientos 

ordinarios orales y de los orales especiales, se 
desprende una restricción y prohibición para hacer efectivo 
el derecho humano de acceso a la justicia, debido a que 
establece los únicos supuestos jurídicos para promover 
juicios orales ordinarios y especiales. 

De suerte que, la interrogante es: ¿Qué sucede y qué ha 
sucedido con los demás derechos familiares, que conllevan 
ejercitar acciones diferentes a las precisadas? 

Esto es, con las restantes acciones que están vinculadas 
en forma intrínseca con el derecho familiar, como aquellas 
derivadas de la relaciones conyugales, de concubinato y 
de parentesco, conformadas por un sistema especial de 
protección de derechos y obligaciones respecto de los 
menores de edad, incapacitados, mujeres y adultos mayores, 
de bienes materiales e inmateriales, poderes, facultades y 
deberes entre padres e hijos, consortes y parientes, así como 
ausentes cuya observancia alcanza el rango de orden público 
e interés social. 

Puesto que, como está señalado de los artículos en 
estudio, se infieren restricciones y prohibiciones para 
hacer efectivo el derecho humano de acceso a la justicia, 
al establecer los únicos supuestos jurídicos para promover 
juicios orales ordinarios y especiales; haciendo nugatorio 
el derecho de ejercitar acciones de derecho familiar que 
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deben ser analizadas y resueltas por jueces especializados en 
materia familiar, al tenor de la propia exposición de motivos 
mencionados, donde al grupo familiar se le debe reconocer 
el derecho a una tutela judicial efectiva, con plenitud de 
garantías procesales, al amparo de los artículos 4 y 17 
constitucionales. 

Ello es así, considerando que existen más acciones de 
naturaleza familiar —derecho familiar— que se pueden ejercitar, 
emanadas de las relaciones conyugales, de concubinato y de 
parentesco, así como procedimientos no contenciosos donde 
se requiere la intervención del juez especializado en materia 
de oralidad familiar para la declaración de derechos que 
imponen deberes y obligaciones. 

Sin que sea óbice el hecho de que por exclusión de las 
acciones señaladas, las demás acciones puedan o deban en 
su caso ejercitarse ante tribunales tradicionales, esto es, ante 
los juzgados de partido civil, porque tal como se indicó, la 
exposición de motivos, tiene como base fundamental la 
familia como institución natural y reconoce al grupo familiar, 
tan es así, que se inició la regulación de los procedimientos 
de orden familiar, que implicó la especialización de los 
encargados de aplicar las normas de derecho familiar, esto es, 
jueces especializados en derecho de familia. 

Razón por la cual, si los preceptos jurídicos en estudio, 
sólo señalan determinados supuestos jurídicos para acceder 
a la justicia en derecho familiar y ante jueces especializados 
en él, derecho familiar, queda claro que vulneran el derecho 
humano de acceso a la justicia, por lo que hace a las demás 
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acciones de naturaleza familiar (derecho familiar) que se 
pueden ejercitar emanadas de las relaciones conyugales, de 
concubinato y de parentesco. 

En este contexto, qué acontece respecto a las acciones 
contenciosas en materia de nulidad, tales como, nulidad de 
acta de nacimiento —artículo 54, 142 letras d y e del código 
civil-; nulidad de reconocimiento de hijo por ministerio del 
matrimonio y nulidad de reconocimiento; así como con la 
acción de investigación de maternidad —artículo 71 Código 
Civil-; acciones de ejercicio de la patria potestad —artículo 
465 código civil-; acción de rendir cuentas de bienes — 
artículo 492 código civil-; Impugnación de adopción — 
artículo 464-A código civil-; revocación de adopción simple 
—artículo 464-B del código civil; y, acción de pago de daños y 
perjuicios emanados de relaciones de parentesco, conyugales 
o concubinato —artículos 506, 571 y 584 del código civil-, 
pues de entrada, quedan fuera de la competencia para que las 
resuelva el juez especializado en oralidad familiar. 

Además, debe resaltarse que en la ley sustantiva civil 
existen declaraciones que deben ser pronunciadas por 
tribunales especializados en oralidad familiar, como es 
el caso de procedimientos no contenciosos, tales como la 
declaración de ausencia y presunción de muerte —artículo 
134 código civil-, donde cabe precisar, que la propia ley 
para la búsqueda de personas desaparecidas en el Estado 
de Guanajuato, en sus artículos 4 y 109, establecen que se 
puede solicitar tales declaraciones judiciales ante autoridades 
jurisdiccionales en materia civil. 
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Existe también el nombramiento de tutela, tutor, 
curador, remoción y separación y renuncia de estos cargos — 
artículos 514, 517, 522, 523, 558, 627, 639, 642, 668 y 677 
del código civil-; subsisten las autorizaciones judiciales, 
como las siguientes; para la expedición de pasaporte; 
para gastos extraordinarios de persona con discapacidad— 
artículos 619, 620, 622, 625, 629 y 634 del código civil-; 
y autorización judicial para que el tutor y curador puedan 
contraer matrimonio con la persona que han tenido bajo su 
guarda. 

En materia de matrimonio o relación de pareja, 
encontramos la autorización judicial para fijar domicilio 
donde vivirán juntos los consortes o concubinos al no existir 
acuerdo en común; autorización judicial sobre distribución 
del hogar y de los hijos, sostenimiento, administración, 
dirección y atención del hogar ante desacuerdo —artículos 
161 y 164 del código civil-; autorización de separación de 
bienes en virtud de capitulaciones anteriores al matrimonio 
—artículo 197 del código civil-; y, resoluciones para evitar 
la mala administración de bienes de los que ejercen la patria 
potestad —artículo 494 código civil-. 

Así pues, como quedó evidenciado, acorde a la ley 
sustantiva civil, son numerosas las acciones y declaraciónes 
judiciales en derecho de familia, que deben ser incluidas en 
los procedimientos ordinarios y especiales; sin embargo, no 
están contempladas en los preceptos jurídicos 822 y 852 del 
código de procedimientos civil para el Estado de Guanajuato, 
lo que indiscutiblemente constituye una prohibición o 
limitación para hacer efectivo el derecho humano de acceso 
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a la justicia, al establecer los únicos supuestos jurídicos para 
promover juicios orales ordinarios y especiales; haciendo 
nugatorio el derecho de ejercitar acciones de derecho familiar 
que deben ser analizadas y resueltas por jueces especializados 
en esa materia familiar, al tenor de los artículos 4 y 17 
constitucionales. 
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V. La problemática jurídica para acceder a los tribunales 
especializados en justicia de familia 


en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Guanajuato, número 206, tercera parte, del 27 de 
diciembre del 2011, donde se integraron en el libro sexto 
los denominados Juicios Orales en los artículos 775 al 897, 
todos del código de procedimientos civiles para el Estado 
de Guanajuato, quedó parcialmente restringido el derecho 
humano de acceso a la justicia, al establecer los únicos 
supuestos jurídicos para promover juicios orales ordinarios y 
especiales. 

Hoy en día, laboro como funcionario público del Estado 
de Guanajuato, esencialmente como Juez de Partido Civil, 
especializado en materia familiar del partido Judicial de la 
ciudad de Celaya, Guanajuato —distinguida y noble labor que 
desempeño desde el mes de junio del año 2017-—, lo que me ha 
permitido tener una estrecha relación cuando los justiciables 
acuden a los tribunales especializados para ejercer su derecho 
humano de acceso a la justicia en materia familiar. 

Empero, desde la aplicación de la reforma —inclusión 
de juicios orales familiares, mientras desempeñé el cargo 
de secretario proyectista de la Segunda Civil del Supremo 
Tribunal de Justicia en el Estado, desde el año 2008 hasta el 
mes de mayo de 2017—, logré percatarme de las restricciones 
y prohibiciones para hacer efectivo el derecho humano de 


D esde la reforma contenida en el decreto 254 publicado 
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acceso a la justicia, al establecer los artículos en estudio 
los únicos supuestos jurídicos para promover juicios orales 
ordinarios y especiales. 

El problema surge cuando los gobernados acuden ante 
los tribunales especializados para ejercer su derecho humano 
de acceso a la justicia familiar y se enfrentan a la realidad 
de que no les son admitidas todas aquellas pretensiones o 
autorizaciones que no estén contempladas en los artículos 
822 y 852 del código de procedimientos civil para el Estado 
de Guanajuato, bajo el argumento de que al no tratarse de 
acciones de las que prevén los preceptos jurídicos aludidos, 
no es procedente su admisión, haciendo desde ese momento 
insubstancial el derecho de ejercitar acciones de derecho 
familiar que deben ser analizadas y resueltas por jueces 
especializados en esa materia familiar, al tenor de los 
artículos 4 y 17 constitucionales. 

Ello, porque el argumento para no admitir las 
promociones iniciales, es que no es de las acciones que 
estatuyen los artículos en análisis, y por tal razón deben 
acudir ante el tribunal de partido civil tradicional. 

Otra hipótesis se da, cuando acuden ante el tribunal 
de partido civil tradicional, —y estos tribunales al no 
especializarse en justicia oral ni en derecho familiar—, en 
forma sencilla resuelven que por ser un asunto de derecho 
de familia y, ante la existencia de un tribunal de oralidad 
familiar, no son competentes para conocer de una acción de 
esa naturaleza; determinando desechar la demanda o solicitud 
por cuestiones procesales, vulnerando con ello los artículos 
constitucionales citados. 
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Por otra parte, debe indicarse que en el mejor de los 
escenarios, en ocasiones, y en algunos partidos judiciales, es 
el tribunal de partido civil tradicional quien atiende y resuelve 
aquellas acciones o pretensiones —declaraciones judiciales—, 
que no atiende el tribunal de familia ante la limitación de los 
artículos en crítica, cuando atendiendo a la naturaleza del 
derecho cuestionado, el tribunal competente para conocer 
y resolver acciones derivadas del derecho familiar, es el 
juzgado de familia. 

De suerte que, el justiciable no tiene un efectivo 
acceso a la justicia familiar, al enfrentarse a cuestiones 
de procedimiento, con motivo de que en los artículos 822 
y 852 del código de procedimientos civil para el Estado 
de Guanajuato, única y exclusivamente se enumeran las 
acciones ordinarias y especiales que se pueden ejercitar ante 
jueces especializados en materia familiar. 

Entonces, ante este problema que surgió desde la 
reforma y que hoy en día permanece, nació la inquietud de 
elaborar estos comentarios a los numerales adjetivos civiles 
de la materia, con la finalidad de que se amplíe el abanico de 
estos artículos al tenor del código sustantivo civil para que 
se pueda ejercitar el derecho humano a la justicia en materia 
familiar, específicamente incluir más acciones de naturaleza 
contenciosa y especiales o en su caso procedimientos no 
contenciosos, de tal manera que se pueda cumplir en forma 
cabal con los supuestos constitucionales que prevén los 
artículos 4 y 17 de la norma fundamental del país. 
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VI. La ponderación del derecho de familia al acceder a los 
tribunales 


n primicia, es importante indicar lo que la doctrina 

legal ha sostenido sobre el principio de ponderación, 

su contenido y alcances en relación con los derechos 
fundamentales. 

Sobre el particular, se ha asentado que los derechos 
fundamentales entendidos como principios, constituyen 
mandatos de optimización en la medida en que son normas 
que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida 
posible, en atención a las perspectivas fácticas y jurídicas. La 
realización de tales perspectivas se relaciona con el principio 
de ponderación, el cual conlleva la creación de una jerarquía 
axlológica entre principios y objetivos en controversia y 
conduce a cambiar el valor comparativo de éstos. Dicho 
principio se integra, a su vez, con los siguientes subprincipios 
que expresan la idea de optimización: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. 

A través de los subprincipios de idoneidad y de 
necesidad, se logra la optimización de las perspectivas 
fácticas. El primero de los mencionados —idoneidad—, es una 
manifestación de la idea del óptimo de Pareto, de acuerdo 
con el cual, una posición puede ser mejorada sin que resulten 
perjuicios para otra, lo que implica excluir la aplicación de 
medios que, como mínimo, perjudiquen la realización de un 
principio sin favorecer al menos uno de los objetivos a cuya 
consecución debe servir. 
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Mientras que el subprincipio de necesidad postula que, 
de dos medios que favorezcan igualmente bien a un primer 
objetivo, se elige aquel que afecte menos intensamente 
a un segundo objetivo. Finalmente, el subprincipio de 
proporcionalidad, en sentido estricto se circunscribe a la 
optimización de las perspectivas jurídicas y se identifica con 
la denominada ley de la ponderación, la cual postula que, 
cuanto mayor sea el grado de incumplimiento o menoscabo 
de un principio, mayor debe ser la importancia de la 
satisfacción del otro.'? 

Como se precisó al inicio de estos comentarios, el 
Estado y los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte, a través del orden público, reconoce el 
derecho familiar en donde la familia es la base esencial de 
la sociedad, y a nivel internacional —atento a la Convención 
Americana de Derechos Humanos-, la familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 
la sociedad y el Estado. 

Así, se aseveró que la familia es el pedestal de la 
sociedad, pues constituye un grupo social primario y 
fundamental en cuyo seno nacen, crecen y se educa a las 
nuevas generaciones. De suerte que, el Estado mediante la 
integración del libro sexto de los juicios orales en materia 
familiar, instituyó alrededor de la familia un conjunto de 
normas de carácter adjetivo que buscaron estructurar y 


12 Cfr. Tesis: 1.40.A.4 CS (10a.); Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Décima Época2022079 Tribunales Colegiados de Circuito Libro 78, septiembre de 
2020, Tomo ll, Pág. 967, Tesis Aislada (Constitucional) 
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organizar la estabilidad y unidad que requiere la familia y 
sus relaciones humanas, naciendo así, los juicios orales en 
materia de familia. 

Por otra parte, la exposición de motivos de la reforma 
al código procesal civil del estado, al incluir los juicios 
orales familiares, estribó esencialmente en la familia como 
institución natural. 

Por ello, se puntualizó que al grupo familiar se le 
deben reconocer el derecho a una tutela judicial efectiva con 
plenitud de garantías procesales, al amparo de los artículos 4 
y 17 de la carta magna. 

De forma que, se inició la regulación de los 
procedimientos de orden familiar, que implicó la 
especialización de los encargados de aplicar las normas de 
derecho familiar, esto es, jueces especializados en derecho 
familiar, así como la implementación de procedimientos 
orales —ordinarios y especiales—, para lo cual se instituyeron 
los artículos 822 y 852 del código de procedimientos civiles. 

En esta tesitura, se debe ponderar el derecho de familia 
al acceder a los tribunales especializados e instituidos para 
aplicar las mormas de derecho familiar, esto es, jueces 
especializados en derecho familiar, porque se trata de un 
grupo fundamental para la sociedad. 

En corolario, sí al grupo familiar se le debe reconocer el 
derecho a una tutela judicial efectiva con plenitud de garantías 
procesales, al amparo de los artículos 4 y 17 de la carta magna 
y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su doctrina 
legal, ha sostenido que la garantía a la tutela jurisdiccional 
puede definirse como el derecho público subjetivo que toda 
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persona tiene —dentro de los plazos y términos que fijen 
las leyes—, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a 
defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso 
en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la 
pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. 

Por su parte, el artículo 8, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, dispone que toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley; entonces, es evidente que debe 
ponderarse el derecho de familia y no limitarse como lo 
hacen los artículos en estudio. 

Esto es, debe haber adecuaciones a las normas 
adjetivas civiles para la efectividad del derecho humano 
de acceso a la justicia en derecho de familia, y por jueces 
especializados en derecho familiar, y no que se tenga que 
acudir a un juzgado tradicional de partido civil para obtener 
una sentencia favorable en un juicio contencioso o un 
procedimiento no contencioso para lograr una declaración 
o autorización judicial, y que en el mejor de los escenarios, 
el juez tradicional sí cumpla con los artículos 4 y 17 de la 
constitucional federal. 

Debido a que en la mayoría de los casos los tribunales 
tradicionales de partido civil no admiten a trámite ni juicios 
contenciosos de derecho familiar, ni declaraciones judiciales 
demandadas respecto de este derecho, se hace nugatorio el 
derecho humano de acceso a la justicia en familia. 
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De ahí, es que surge la necesidad de ampliar las acciones 
y pretensiones de los artículos en análisis, ello, para que se 
pueda ejercitar el derecho humano a la justicia en familia; 
específicamente, incluir más acciones de naturaleza tanto 
contenciosa, especiales o en su caso, procedimientos no 
contenciosos. 
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VIL Consecuencias jurídicas ante la limitación de los 
preceptos jurídicos 822 y 852 del código de procedimientos 
civiles 


s claro que el efecto jurídico que provocan los 

preceptos en estudio a los justiciables, es sin duda, el 

de hacer nugatorio el derecho de ejercitar acciones 
de derecho familiar que deben ser analizadas y resueltas por 
jueces especializados en esa materia, al tenor de los artículos 
4 y 17 constitucionales. 

Puesto que, al no permitir de manera enunciativa sino 
limitativa el acceder a los tribunales especializados en 
oralidad familiar, trae como consecuencia directa el negar el 
acceso a la justicia en derecho de familiar. 

Adicionalmente, la afectación económica que implica 
contratar los servicios de un profesional en derecho, para 
formular sus demandas o solicitudes, que al no encuadrarse 
en los supuestos normativos de accionar, son desechadas; lo 
que conlleva gasto económico para presentar la demanda y, 
al ser desechada, presentarla nuevamente, es decir, si no se 
admite, volver a intentar presentarla o de plano quedar en la 
nada su derecho humano de acceso a la justicia conforme a 
los artículos 1, 4 y 17 de la carta magna. 
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VII. Soluciones a la problemática que en la actividad 
jurisdiccional diaria se presenta al aplicar los artículos en 
observación 


en estudio, este juzgador —cuando los justiciables 

acuden al Tribunal Oral Familiar, a ejercitar alguna 
acción o solicitud no contemplada en los preceptos 
jurídicos—, aplica el artículo 1 de la norma fundamental del 
país, en concordancia con el numeral legal 17 del mismo 
ordenamiento constitucional, para permitir una correcta 
aplicación a la luz del principio pro persona, armonizado 
con los artículos 822 y 852 del mencionado código de 
procedimientos civiles. 

De tal manera, que en protección y reconocimiento del 
derecho familiar, donde la familia es la base esencial de la 
sociedad; y, a nivel internacional atento a la Convención 
Americana de Derechos Humanos, la familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y por esa razón debe 
ser protegida tanto por la sociedad como por el Estado —en 
consonancia con el derecho humano de acceso al justicia—, 
encuadro la acción o solicitud en forma implícita en alguna 
de las fracciones del juicio ordinario, con un razonamiento 
previo del por qué la petición puede ejercitarse en tal 
hipótesis. 

A manera de ejemplo, cuando los abuelos maternos 
acuden en términos del artículo 468 del código civil, con el 
objeto de que se les otorgue en declaración judicial, la patria 
potestad, y en vía de efecto, la guarda y custodia de su nieta 


| y n la actualidad, al constar la limitación en los artículos 
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o nieto; en este supuesto, si analizamos el artículo 822 del 
código procesal civil, nos percatamos que no aparece en las 
seis fracciones, la posibilidad de ejercer la patria potestad, 
ni la declaración en tal sentido, siendo aquí donde aplico el 
artículo primero, en concordancia con el numeral 17, ambos 
del ordenamiento constitucional federal; lo anterior, para 
permitir el acceso a la justicia a la luz del interés superior 
de la niñez, donde se infiere que si la niña o niño, estaban 
sujetos a la patria potestad de su progenitora, al fallecer esta, 
de manera automática o por ministerio de ley se entiende que 
entran los abuelos maternos al no existir abuelos paternos. 

Empero, el problema estriba en que las instituciones 
públicas y privadas no reconocen esta sustitución de manera 
automática en la patria potestad, para representar a los 
niños o niñas que quedan en este estado de vulnerabilidad, 
provocando con ello que los abuelos maternos acudan 
ante el tribunal de lo familiar, para que les sea otorgada la 
declaración judicial de la patria potestad y, en vía de efecto, 
la guarda y custodia de su nieta o nieto. 

Por tanto, si los abuelos maternos con fundamento en 
el artículo 822 fracción VI, del código de procedimientos 
civiles, acuden a demandar la pérdida o suspensión de la 
patria potestad a los progenitores de su nieto o nieta; a la 
luz del artículo 1 de la norma fundamental del país, puede 
demandar en el ejercicio de la patria potestad para lograr 
su declaración judicial y el derecho inherente a la guarda y 
custodia; además, conforme al principio general del derecho, 
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de quien puede lo más, puede lo menos; por tanto, si puede 
demandar pérdida o suspensión, también puede demandar el 
ejercicio de la patria potestad. 

En resumen, se admitió la demanda en vía ordinaria 
oral civil, se le dio trámite de procedimiento contencioso, 
donde se demandó a la procuraduría estatal de protección de 
niñas, niños y adolescentes, así como al agente del ministerio 
público de la adscripción, para que en representación de los 
intereses del infante, conteste o manifieste lo que conviniera 
en favor de los menores de edad, agotando audiencia 
preliminar y de juicio, dictando sentencia favorable a los 
menores de edad para que tuvieran quien los represente ante 
cualquier institución pública o privada. 

Otro prototipo es cuando acuden a promover demanda 
de ejecución de convenio celebrado ante el centro estatal 
de justicia alternativa, supuesto que no está contemplado 
en los artículos 822 y 852 del código procesal civil, ni en 
el libro sexto de juicios orales; por tanto, no se previó una 
vía de ejecución. Ante tal situación de laguna adjetiva civil, 
la solución que le da este juzgador es tramitarlo como oral 
ordinario, porque en la demanda además de hacer una relación 
sucinta de los hechos, también se ofrecen pruebas, luego, a fin 
de dar la debida garantía de audiencia a la contraparte -con la 
oportunidad de probar que se cumplió con la obligación, y no 
ejecutarlo a simple manifestación unilateral de la parte actora 
ejecutante-, se siguió el juicio desarrollándose la audiencia 
preliminar y de juicio, para resolver atento al artículo 
17 constitucional. Cabe precisar que, regularmente estas 
demandas estriban en el pago de alimentos vencidos y no 
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pagados acordados en tales convenios, por lo que finalmente 
se trata del derecho alimentario, sin que sea óbice que el 
artículo 851 del código procesal civil no prevea la petición 
de alimentos, solo aumento, disminución, cancelación 
y suspensión, debido a que el artículo 822 del mismo 
ordenamiento, estatuye en forma genérica controversias de 
alimentos. 

Debe resaltarse que algunos juzgadores de familia de 
diferentes partidos judiciales, admiten estos reclamos en 
ejecución forzosa, en la vía especial de apremio sobre la 
ejecución del convenio, no obstante, que en el artículo 852 
del código adjetivo civil no prevea esta vía, lo que hace 
presumir válidamente, que se hace atendiendo al artículo 17 
constitucional, como una salida jurídica válida para hacer 
efectivo el acceso a la justicia. 

De tal suerte que, se trata de respetar el derecho humano 
de acceso a la justicia en derecho familiar, pero no siempre se 
puede hacer la interpretación y aplicación más benéfica para 
los justiciables y, en su caso, ponderar el interés superior de 
la niñez; razón para instar las reformas legislativas necesarias 
para que se acreciente el abanico de estos artículos en estudio, 
para que se puede ejercitar el derecho humano a la justicia en 
familia, específicamente incluir más acciones de naturaleza 
contenciosa, especiales, o en su caso procedimientos no 
contenciosos, para consumar los supuestos constitucionales 
que prevén los artículos 4 y 17 de la norma fundamental del 
país. 
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De esta manera, se atenderá en primer lugar a la 
congruencia y compaginación de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y tratados internacionales 
donde el Estado mexicano es parte, con las leyes secundarias 
de derecho sustantivo y adjetivo y, en segundo término, se 
atenderá a la exposición de motivos de la reforma comentada 
que incorporó los juicios de oralidad familiar. 
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Conclusión 


omo corolario, atendiendo a lo sostenido, es evidente 

que los juzgados de oralidad familiar deben respetar 

y garantizar el derecho humano de acceso a la 
justicia familiar, por ser los especialistas en la materia para 
resolver los conflictos emanados de relaciones de parentesco, 
conyugales o concubinato. 

En este orden de ideas, deberán efectuarse las reformas 
legislativas necesarias para que se amplíe el abanico de estos 
artículos en estudio, para que se pueda ejercitar el derecho 
humano a la justicia en familia, especificamente, incluir más 
acciones de naturaleza contenciosa y especiales o en su caso, 
incluir procedimientos no contenciosos, en el supuesto que se 
considerara que existen peticiones donde basta la declaración 
judicial con base en pruebas documentales aportadas. 

De suerte que, se tramiten por el procedimiento oral 
ordinario, las controversias que se susciten con motivo 
de acciones de nulidad de matrimonio; guarda, custodia 
y convivencia de niños, niñas y adolescentes; acciones 
de divorcio necesario; alimentos; reconocimiento, 
desconocimiento y contradicción de paternidad, así como 
la posesión del estado de hijo; y pérdida y suspensión de la 
patria potestad (ordinarios); y además, acciones de nulidad de 
acta de nacimiento y nulidad de reconocimiento de hijo por 
ministerio del matrimonio y, nulidad de reconocimiento; la 
acción de investigación de maternidad; acciones relativas al 
ejercicio de la patria potestad; acción para rendir cuentas de 
bienes; acción de ejecución de convenio elevado a la categoría 
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de cosa juzgada; acción de impugnación de adopción y de 
revocación de adopción simple; y, acción de pago de daños y 
perjuicios emanados de relaciones de parentesco, conyugales 
o concubinato. 

En procedimiento oral especial, los asuntos relativos 
a divorcio por mutuo consentimiento; enajenación y 
transacción de derechos patrimoniales de niños, niñas, 
adolescentes, incapaces y ausentes; adopción; y, restitución 
internacional de menores, adicionando a los especiales, 
los siguientes: la declaración de ausencia y presunción de 
muerte; nombramiento de tutela, tutor, curador, remoción y 
separación y renuncia de estos cargos; autorización judicial 
para que el tutor y curador puedan contraer matrimonio con la 
persona que han tenido bajo su guarda; autorización judicial 
para la expedición de pasaporte; y, autorización judicial para 
gastos extraordinarios de persona. 

En materia de matrimonio o relación de pareja, en 
procedimiento oral especial, la autorización judicial para fijar 
domicilio donde vivirán juntos los consortes o concubinos 
al no existir acuerdo en común; autorización judicial 
sobre distribución del hogar y de los hijos, sostenimiento, 
administración, dirección y atención del hogar ante 
desacuerdo; autorización judicial de separación de bienes en 
virtud de capitulaciones anteriores al matrimonio; y, juicios 
para evitar la mala administración de bienes de los que 
ejercen la patria potestad. 

De igual manera, se concluye que mientras no se 
logren las reformas para ampliar las acciones contenciosas 
vía ordinaria y especiales, o se ejecute y apruebe el Código 
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Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, deberá 
hacerse una aplicación e interpretación amplia y en beneficio 
de los justiciables, para hacer efectivo el acceso a la justicia 
familiar, buscando soluciones en forma creativa para no hacer 
nugatorio el derecho humano a una justicia ante tribunales de 
familia. 
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Juzgar con perspectiva de género 
Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


ediante reforma de veintidós de enero de dos mil 

veintiuno, el congreso del estado de Michoacán 

adicionó un segundo párrafo al artículo 117 
del código penal de la entidad —que tipifica el delito de 
homicidio—, para establecer que siempre que la víctima 
sea una mujer, se aplicará la perspectiva de género en la 
conducción de investigaciones e integración de carpetas de 
investigación, servicios periciales y procesos judiciales. 
También prevé que las omisiones o acciones de los servidores 
públicos —se entiende, los que intervienen en dichos actos— 
que sean contrarias a ello, constituirán un delito contra la 
administración de justicia. Dispone finalmente que, para 
aplicar la perspectiva de género, se estará a lo dispuesto en 
los tratados internacionales de los que el estado mexicano 
sea parte, en la ley general de acceso de las mujeres a 
una vida libre de violencia y en la ley general en materia 
de desaparición de personas, desaparición cometida por 
particulares y del sistema nacional de búsqueda de personas, 
así como a las normas oficiales mexicanas en materia de 
violencia y protección a las mujeres. 
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Este intento de constreñir a los involucrados en la 
investigación de los delitos, y a la administración de justicia, 
mediante la amenaza punitiva —dada la ineficiencia de la 
seguridad pública en su evitación—, al margen de contravenir 
el principio de legalidad, dado que es omiso en establecer 
qué debe entenderse por perspectiva de género, dejando su 
interpretación a la vista de la normatividad que —de forma 
por demás genérica— señala, coloca de nuevo sobre la mesa, 
la discusión que ampliamente se ha cernido alrededor de 
lo que debemos considerar por actuar —en el marco de las 
obligaciones de cada autoridad— conforme a la perspectiva de 
género. 

Discusión que no resulta gratuita, si tomamos en cuenta 
que el feminicidio se presenta en la actualidad como uno de 
los fenómenos delictivos que en mayor medida flagela a la 
sociedad, tanto porque en sí mismo representa la más grave 
afrenta a la dignidad de las mujeres, como por las reacciones 
de algunas integrantes de este grupo vulnerable, que han 
dividido a la opinión pública. 

En ese sentido, desde la trinchera de la administración 
de justicia, me permito exponer algunas consideraciones que 
se deben tomar en cuenta, para llevar a cabo un adecuado 
juzgamiento con perspectiva de género. 


¿Qué es perspectiva de género? 


A partir del reconocimiento de que existe una 
desigualdad en las relaciones entre personas del sexo opuesto 
entendido éste en su acepción biológica- con base en el 
contexto socio cultural, que demerita el rol que juega la mujer 
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en las mismas, se hace necesario establecer lineamientos, en 
todos los aspectos -además de los jurídicos por supuesto-, que 
permitan la afirmación de la mujer como igual al hombre, y 
no solo desde la declaración de la ley. 

Así, la perspectiva de género se manifiesta como 
aquellos actos afirmativos que, desde la apreciación y 
conciencia del abuso que históricamente ha ejercido el 
hombre sobre la mujer, al menos en la sociedad occidental, 
donde éste se ha colocado como eje del pensamiento y del 
poder, garanticen los derechos que les corresponden como 
humanos. 

Esta consideración de humanos, dentro del concepto 
que me he permitido acuñar, es importante desde mi punto de 
vista, toda vez que el empoderamiento de la mujer tampoco 
debe interpretarse a la luz de que la misma sea superior al 
hombre, pues debemos insistir en la igualdad de géneros. 
Recordando así, que los derechos humanos son aquellos que 
corresponden a todas las personas por el hecho se ser tales; 
entonces las afirmaciones en materia de perspectiva de género 
tienden a asegurar que hombres y mujeres, en nuestra calidad 
de personas, gocemos por igual de los derechos humanos que 
nos corresponden. 

Ahora bien, desde la óptica del juzgamiento, la 
perspectiva de género se presenta como una herramienta de 
interpretación metodológica, que implica precisamente la 
consideración de que existe tal desigualdad de género y, por 
tanto, conlleva la necesidad de apreciar el material probatorio 
a partir de la exclusión de estereotipos y prejuicios, por parte 
del juez por supuesto, a fin de advertir la posible existencia 
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de desigualdad, ya sea por lo que va al hecho que se pretende 
probar, bien durante el desarrollo de la investigación, o 
incluso en la secuela procesal, y a partir de lo cual se generen 
condiciones de equidad que permitan una conclusión justa. 
Esto es lo que trataré de explicar a lo largo del presente. 


En principio, ¿por qué juzgar 
con perspectiva de género? 


Porque los jueces estamos obligados a hacerlo, lo que de 
suyo es garantía del principio de igualdad y no discriminación 
que se encuentra establecido en el artículo 1” constitucional.' 
Además, es obligación del estado mexicano, conforme a 
sus compromisos en materia de derechos humanos, llevar 
a cabo todas las acciones tendientes al aseguramiento de 
los derechos de las mujeres, entre los que por supuesto se 
encuentra el de un juzgamiento con perspectiva de género. 

Entre ellos, tenemos la convención interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 
también conocida como “convención de Belém do Pará” 
[Afirmación del preámbulo de la convención?; artículos 


1 1 «Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas.» 


2 «LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN... AFIRMANDO 
que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;... » 
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2 inciso b), 7 incisos b) y f), y 9.*], la convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer [Artículo 1.*], las reglas de Brasilia sobre acceso 
a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad 
[Exposición de motivos, párrafos tercero y quinto; reglas 


3 «ARTÍCULO 2. Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia 
física, sexual y psicológica: ... b. que tenga lugar en la comunidad y sea 
perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso 
sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual 
en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de 
salud o cualquier otro lugar, y...» 


«ARTÍCULO 7. Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra 
la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar 
a cabo lo siguiente:... b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar 
y sancionar la violencia contra la mujer; ... f. establecer procedimientos legales 
justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, 
entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos; ... » 


«ARTÍCULO 9. Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, 
los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad 
a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de 
su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se 
considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es 
discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica 
desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de 
su libertad.» 


4 «Artículo 1. A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación 
contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 
de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera. » 
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3, 4, linciso b)*], y en el ámbito nacional la ley general de 


5 


...«El sistema judicial se debe configurar, y se está configurando, como un 


instrumento para la defensa efectiva de los derechos de las personas en condición 
de vulnerabilidad. Poca utilidad tiene que el Estado reconozca formalmente un 
derecho si su titular no puede acceder de forma efectiva al sistema de justicia para 
obtener la tutela de dicho derecho. 


Las presentes Reglas no se limitan a establecer unas bases de reflexión sobre los 
problemas del acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, 
sino que también recogen recomendaciones para los órganos públicos y para 
quienes prestan sus servicios en el sistema judicial. No solamente se refieren 
a la promoción de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de 
estas personas, sino también al trabajo cotidiano de todos los servidores y 
Operadores del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su 
funcionamiento. »... 


«Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad. 


(3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por 
razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, 
económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para 
ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el 
ordenamiento jurídico. 


(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la 
edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la 
victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y 
la privación de libertad. La concreta determinación de las personas en condición 
de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o 
incluso de su nivel de desarrollo social y económico. 


Victimización. 


(11) Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima del delito que 
tenga una relevante limitación para evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados 
de la infracción penal o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar 
los riesgos de sufrir una nueva victimización. La vulnerabilidad puede proceder de 
sus propias características personales o bien de las circunstancias de la infracción 
penal. Destacan a estos efectos, entre otras víctimas, las personas menores de 
edad, las víctimas de violencia doméstica o intrafamiliar, las víctimas de delitos 
sexuales, los adultos mayores, así como los familiares de víctimas de muerte 
violenta. 
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acceso de las mujeres a una vida libre de violencia [Artículos 
5 fracción IX, y 16%]. 

De tales convenciones se destaca el reconocimiento 
de que históricamente ha existido una relación desigual de 
poder del hombre hacia la mujer. Se trata de una categoría 
sospechosa que, por sí misma, implica la necesidad de 
verificación de un estado de violencia, vulnerabilidad o 


Género 


(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un 
obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los 
que concurra alguna otra causa de vulnerabilidad. 


(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, exclusión 
o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera. 


Destinatarios: actores del sistema de justicia. 


(24) Serán destinatarios del contenido de las presentes Reglas: ... b) Los Jueces, 
Fiscales, Defensores Públicos, Procuradores y demás servidores que laboren en 
el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna 
de cada palís;... » 


6 «ARTÍCULO 5.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por: 


IX. Perspectiva de Género: Es una visión científica, analítica y política sobre las 
mujeres y los hombres. Se propone eliminar las causas de la opresión de género 
como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en 
el género. Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el 
adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en 
donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos 
y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la representación 
política y social en los ámbitos de toma de decisiones; ... 


ARTÍCULO 16.- Violencia en la Comunidad: Son los actos individuales o 
colectivos que transgreden derechos fundamentales de las mujeres y propician su 
denigración, discriminación, marginación o exclusión en el ámbito público. » 
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discriminación hacia la mujer, sin desconocer por supuesto 
que en algunos contextos, el varón también puede ser motivo 
de ese atentado a su dignidad, como lo abordaremos un poco 
más adelante. Lo anterior resulta trascendente, dado que la 
situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación en 
razón de género, habrán de ser apreciadas en la valoración 
de pruebas por el órgano jurisdiccional desde una perspectiva 
razonable y objetiva, parámetros que se encuentran 
contenidos en la norma fundamental y los documentos 
internacionales referidos, y legislación señalada. 

Así, conforme a la tesis de rubro JUZGAR CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL JUZGADOR DEBE 
IDENTIFICAR SI EL JUSTICIABLE SE ENCUENTRA 
EN UN ESTADO DE VULNERABILIDAD QUE 
HAYA GENERADO UNA DESVENTAJA REAL O 
DESEQUILIBRIO PATENTE EN SU PERJUICIO FRENTE 
A LAS DEMÁS PARTES EN CONFLICTO,” el juzgador 


7 Vid. Décima Época. 2014125. Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 41, Abril de 2017, 
Tomo ll. Constitucional. XXI.20.P.A.1 CS (10a.) página 1752. JUZGAR CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL JUZGADOR DEBE IDENTIFICAR SI EL 
JUSTICIABLE SE ENCUENTRA EN UN ESTADO DE VULNERABILIDAD QUE 
HAYA GENERADO UNA DESVENTAJA REAL O DESEQUILIBRIO PATENTE 
EN SU PERJUICIO FRENTE A LAS DEMÁS PARTES EN CONFLICTO. Para 
que pueda impartirse justicia con perspectiva de género, debe identificarse si en 
un caso concreto existe un estado de vulnerabilidad que genere una desventaja 
real o un desequilibrio patente en perjuicio de una de las partes en conflicto, lo 
cual no puede presumirse, sino que es necesario que en autos existan elementos 
objetivos de los que se advierta que se actualizan situaciones de poder por 
cuestiones de género, lo cual no implica proteger a la mujer por el simple hecho 
de serlo, en tanto que el hombre también puede encontrarse en una posición de 
vulnerabilidad. Por tanto, para identificar la desventaja deben tomarse en cuenta, 
entre otras cuestiones, las siguientes: a) si una o todas las partes se encuentran 
en una de las categorías sospechosas identificadas en las Reglas de Brasilia 
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debe identificar si una de las partes en la controversia 
penal, de manera particular la víctima, se encuentra en una 
de las categorías sospechosas contempladas en la regla 1* 
de la sección 2* de las “reglas de Brasilia sobre acceso a la 
justicia de las personas en condición de vulnerabilidad”, que 
corresponde precisamente a la mujer, verificando la posible 
situación de desigualdad de género y violencia que prevalece 
en el lugar en que se desenvuelven las partes; esclareciendo la 
existencia de desigualdad estructural entre los intervinientes; 
las características particulares de la víctima; y finalmente, si 
los hechos probados permiten identificar relaciones de poder 
que mermaron la capacidad de la pasivo para resistir el ilícito. 

Ello es relevante en delitos que, por su propia naturaleza, 
implican, con alta probabilidad, un aprovechamiento de 
la situación de vulnerabilidad por razón de género, como 
en el caso de delitos del orden sexual, trata de personas y 
feminicidio. 


sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condiciones de Vulnerabilidad; 
b) la situación de desigualdad de género y violencia que prevalece en el lugar o 
núcleo social en el que se desenvuelven las partes, para esclarecer la posible 
existencia de desigualdad estructural; c) el grado de estudios, edad, condición 
económica y demás características particulares de todas las personas interesadas 
o involucradas en el juicio, para determinar si realmente existe un desequilibrio 
entre ellas; y, d) los hechos probados en autos, para identificar relaciones de 
poder. Lo anterior, en el entendido de que del análisis escrupuloso de esos u otros 
elementos, con independencia de que se hayan actualizado todos o sólo algunos 
de ellos, debe determinarse si en el caso concreto es razonable tomar medidas 
que aseguren la igualdad sustancial, por advertir un desequilibrio que produce un 
obstáculo que impide injustificadamente el goce de los derechos humanos de la 
parte que previamente se identificó en situación de vulnerabilidad o desventaja. 
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¿Qué debemos entender por juzgar 
con perspectiva de género? 


Más allá de dicha obligación, e incluso, de una mera 
concepción metodológica, como lo señala el jurista Jordi 
Ferrer —quien hace una crítica estupenda a quienes estiman 
este modelo de interpretación como una exención a las reglas 
de libertad probatoria*—, el juez debe apreciar la prueba con 
perspectiva de género porque, de acuerdo con el sistema de 
valoración de la sana crítica, que es el que corresponde al 
proceso penal mexicano, sólo de esa forma es posible llegar 
al esclarecimiento del hecho. Me explico. 

Según lo previsto por el artículo 402 del CNPP, la 
valoración en el enjuiciamiento criminal debe ser libre y 
lógica. Este sistema de apreciación libre de la prueba no se 
refiere a un libertinaje de valoración, o lo que es lo mismo, 
el juez no puede resolver con base en una íntima convicción 
como si ocurre, por ejemplo, con el jurado en Estados 
Unidos- dado que por determinación constitucional, está 
obligado a dar razones de su conclusión, lo que además 
genera la posibilidad de recurrirlo. 

Para ello, es que se concibe a la sana crítica como el 
modelo más eficaz de razonamiento, en el que se contienen 
como reglas a la lógica, los conocimientos científicos 
afianzados y las máximas de la experiencia. Tales son los 
8 Web bibliografía: https://www.youtube.com/watch?v=SIsol3WQLy48t=1s 

consultado el 21 de abril de 2022. Jordi Ferrer: La paradoja de la valoración 
probatoria con perspectiva de género. Conferencia dictada en el marco de las 
“jornadas sobre razonamiento probatorio y perspectiva de género”, organizadas 


por la dirección general de derechos humanos de la suprema corte de justicia de la 
nación, el 26 de noviembre de 2019. 
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parámetros que permitirán al juez apreciar, de manera 
objetiva, la información que se produce en juicio, a partir de 
cada uno de los medios probatorios que se desahoguen, y que 
le permitan, razonablemente, considerar sin alguna duda, la 
existencia de delito y la responsabilidad del enjuiciado. 

Esta razonabilidad se concibe a partir del abandono 
que se hizo, respecto del proceso penal inquisitivo, en 
cuanto el juez hacía una declaración de la verdad histórica 
de los hechos, dado que conforme al modelo actual la verdad 
como tal está vedada al proceso. En su lugar aspiramos a un 
esclarecimiento de los hechos, esto es, a una verdad procesal; 
lo que implica que el tribunal solo puede determinar, dentro 
de los límites del raciocinio humano, que lo probado en el 
juicio es lo más ajustado a la realidad. 

Pero tal apreciación objetiva de la prueba, implica un 
ejercicio analítico en el que el juez habrá de considerar no 
sólo las particularidades del caso, sino incluso en mayor 
medida, las que corresponden a las víctimas y acusados. En 
cuanto al primero de dichos sujetos, de manera invariable 
tenemos algunos que por su condición se hallan expuestos a 
un alto grado de vulnerabilidad, como es el caso de los niños, 
de quienes pertenecen a grupos étnicos, los adultos mayores, 
los integrantes de grupos de diversidad sexual, quienes 
cuentan con escasos recursos económicos y, por supuesto, las 
mujeres, entre otros. Subrayando que, en la conjunción de sus 
particularidades, no existe en el mundo un ser más vulnerable 
que una niña indígena y pobre. 
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Tales son los que el derecho estima categorías 
sospechosas, como un primer indicio de que potencialmente 
se encontraron en desventaja frente a su agresor. A partir de 
ello, es que el juzgador habrá de apreciar la prueba a fin de 
verificar si, en efecto, tal circunstancia se materializó. Ello, 
porque no podemos tampoco, en atención a la razonabilidad 
de que hablamos, dejar de lado el conocimiento de que 
eventualmente, quienes no se encuentran contenidos en una 
categoría sospechosa pudieran verse en una situación de 
vulnerabilidad, como podría ser el caso de los varones que 
sufren violencia familiar al interior del hogar, o bien en áreas 
laborales, cuando se encuentren en inferioridad jerárquica 
respecto de una mujer, entre muchos supuestos que escapan a 
la prevención normativa. 

Esta última eventualidad, la de que el hombre también 
pueda encontrarse en una situación vulnerable, se constituye 
como una de las principales críticas que se han formulado al 
juzgamiento con perspectiva de género; en cuanto se opina 
que la mayor protección a la mujer genera distinción en un 
estado donde la igualdad se enarbola como principio. No 
obstante, debe decirse al respecto que tal estima es errónea, 
pues lo que se pretende con este parámetro de valoración, es 
generar condiciones de equidad, entendida ésta como un acto 
de discriminación positiva, ante la innegable circunstancia de 
que dicha igualdad no ha superado el ser tan sólo una mera 
aspiración constitucional. 

Ahora bien, centrándonos en la mujer como víctima de 
un delito, partiendo de la base que se trata de una categoría 
sospechosa a partir del reconocimiento de desigualdad, y la 
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existencia de delitos que en forma particular se despliegan 
en su contra, en los cuales se cosifica a la mujer al estimarla 
como un mero instrumento de satisfacción sexual, de 
propiedad o incluso como objeto de odio, se hace necesario 
contar con parámetros objetivos que nos permitan identificar, 
a partir de la prueba producida en juicio, la situación de 
vulnerabilidad en que la misma se encontraba previo, durante 
o posterior a los hechos materia del juicio criminal. 

La corte interamericana de derechos humanos ha 
establecido que, juezas y jueces estamos obligados a evitar 
cualquier visión estereotipada o prejuiciosa al momento de 
valorar las pruebas. Ha remarcado que resulta imprescindible 
que, los órganos jurisdiccionales identifiquemos la forma 
en que incide el género al momento de otorgar valor a las 
pruebas, en cuya lógica se encuentra la relevancia que debe 
darse al testimonio de las víctimas de delitos sexuales. Por 
ejemplo, en la consideración de que éstos, en su mayoría, se 
cometen en ausencia de testigos.” 

Por su parte, la suprema corte de justicia de la nación 
ha detallado seis elementos, que devienen necesarios para 
advertir una eventual situación de vulnerabilidad en perjuicio 
de las mujeres”: 


9 Caso Fernández Ortega y otros vs. México, 30 de agosto de 2010, párr. 100; Caso 
Rosendo Cantú y otra vs. México, 31 de agosto de 2010, párr. 89. 


10 Sentencia recaída en el amparo directo en revisión 2655/2013, 6 de noviembre 
de 2013, pp. 47-53. Las consideraciones anteriores dieron lugar a la tesis aislada: 
“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS 
PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”, Vid. Décima Época. 2005793. 
Primera Sala. Tesis Aislada. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
4, Marzo de 2014, Tomo |. Constitucional. 1a. C/2014 (10a.) página 523. En 2016, 
esta tesis constituyó jurisprudencia por reiteración. 


595 


10 


1n1C1 


Fem 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


l. Identificar si existen situaciones de poder que, por 
cuestiones de género, den cuenta de un desequilibrio 
entre las partes de la controversia; 

2. Cuestionar los hechos y valorar las pruebas, desechando 
cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de 
advertir las situaciones de desventaja provocadas por 
esta categoría; 

3. Ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas 
situaciones, siempre que el material probatorio sea 
insuficiente para aclarar la situación de violencia, 
vulnerabilidad o discriminación por razones de género; 


inicidio 


Cuestionar la neutralidad del derecho aplicable 
y evaluar el impacto diferenciado de la solución 
propuesta; 


. Aplicar los estándares de derechos humanos de todas 


Fem 


las personas involucradas, y; 

6. Evitar la utilización de lenguaje basado en estereotipos 
O prejuicios y, a su vez, procurar el uso del lenguaje 
incluyente. 


De lo anterior, obtenemos, como premisa fundamental, 
la necesidad de que los jueces nos apartemos de cualquier 
estereotipo o prejuicio que impida considerar la situación de 
vulnerabilidad en la mujer; como cuando se concibe que no 
pudo ser víctima de violación si no gritó o luchó con todas sus 
fuerzas para evitar la afrenta; o por el hecho que de haberse 
encontrado vestida de determinada forma, ingiriendo bebidas 
embriagantes y bailando en un centro de diversión, fue la 
causante de una conducta de agresión sexual; o si se cree que 
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por el solo hecho de estar casada, debe sostener relaciones 
sexuales con su marido; entre muchas otras circunstancias 
que exigen a la mujer un determinado comportamiento, y 
cuya desobediencia a ese rol estereotipado es la desestima de 
su credibilidad. 

Con lo anterior, el juzgador estará en condiciones 
de apreciar las manifestaciones de la víctima al tenor de 
esa perspectiva de género; lo que no implica disminuir el 
estándar probatorio que se asigne a sus manifestaciones, 
pues las mismas también deben sujetarse a la exigencia de 
congruencia interna —en cuanto no se adviertan dudas o 
inconsistencias sustanciales—, así como a los de congruencia 
externa —es decir, que deben hallarse corroboradas con 
indicios suficientes—, si no estimarlas conforme a las 
particularidades de su condición vulnerable. 

Ello es así, pues ordinariamente las víctimas en situación 
de vulnerabilidad, presentan fenómenos que los especialistas 
han denominado como de “desconexión” y “aplanamiento 
afectivo”. 

El primero, se hace consistir en que en las personas que 
han sido víctimas de un delito traumático, no existe conexión 
en espacio, tiempo y persona; que no alcanzan a identificar 
cómo se sienten, su estado de ánimo, las fechas exactas de 
los acontecimientos, o no alcanzan a identificar los espacios 
geográficos y físicos en que han estado; lo que es esperado 
en una persona que ha vivido una situación de violencia 
extrema. 
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En cuanto al aplanamiento afectivo, se hace referencia 
a que no existe un vínculo entre aquello que dicen y lo que 
reflejan físicamente, es decir, que aún y cuando refieran 
situaciones dolorosas o difíciles para cualquier ser humano. 
Esta clase de víctimas se expresan de forma lineal. 

Con base en lo anterior —previa dictaminación 
psicológica que así lo revele—, el juez habrá de tomar en 
cuenta la posibilidad de que las víctimas cursan dicha 
sintomatología y, en consecuencia, sus manifestaciones no 
sean lo suficientemente claras o precisas; o incluso que su 
comportamiento no sea el esperado en alguien que sufrió la 
comisión de un delito; y sin embargo, le confiera credibilidad, 
precisamente porque esas mismas inconsistencias 0 
desconexiones son consecuencia del evento traumático de 
que fueron objeto, lo que significa realizar el juzgamiento — 
en cuanto a la valoración de sus dichos— con perspectiva de 
género. 

A partir de este supuesto, bastaría la corroboración, 
a través de otro medio de prueba, sobre tal estado de 
cosas; como pueden serlo testigos y opiniones expertas 
en psicología, psiquiatría o medicina, para que conforme 
al sistema de libre valoración, se esté en condiciones de 
establecer la existencia de esa vulnerabilidad, violencia o 
discriminación. 

En suma, el estándar de prueba para acreditar una 
situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por 
razón de género no es menor al que se exige para probar el 
delito y la responsabilidad, pues atendiendo al sistema de 
libre valoración, se debe en todo momento de ser crítico, 
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atendiendo a las circunstancias particulares; de tal suerte 
que la exigencia probatoria, de acreditarse tal situación de 
vulnerabilidad, tampoco disminuye para tener por acreditada 
la pretensión punitiva, pues ello significaría colocar en un 
estado de desigualdad al acusado. 


El juzgamiento con perspectiva de 
género en el delito de feminicidio 


El feminicidio representa la forma de violencia de 
género más extrema contra las mujeres, la cual se desarrolla 
con base en actos y concepciones misóginas que abonan a 
un ambiente de impunidad. El feminicidio es la privación 
violenta de la vida de una mujer por motivos de género. 
Puede ocurrir en espacios públicos y privados, y puede 
perpetrarse por una persona o por acción u omisión de 
agentes del estado"'. 

En el feminicidio, el sujeto pasivo siempre será una 
mujer. Es un delito que atenta contra la integridad de la 
persona del sexo femenino, y su comisión se realiza por 
razones de género, con independencia del sentimiento que 
pueda tener el sujeto activo; por eso se traduce como la 
expresión más radical de la violencia de género o contra la 
mujer. En suma, se trata de un crimen de odio, en el que se 
mata a la mujer por el solo hecho de ser mujer. 


11 Cfr. ONU mujeres: Violencia feminicida en México. Características, tendencias y 
nuevas expresiones en las entidades federativas, 1985-2010. 2012. Impresos 
Sandoval. México. pp. 13-17. 
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Además, dada su naturaleza, sólo puede ser realizado 
de manera dolosa, precisamente, porque la exigencia de que 
la privación de la vida sea por razones de género, de suyo, 
encierra la idea de que el sujeto activo actúa con conocimiento 
de esa circunstancia, y lo hace por odio y desprecio hacia el 
género femenino. 

Entonces, lo que habrá de verificarse cuando nos 
encontramos ante la privación de la vida de una mujer es, si 
lo que animó al agente activo fue precisamente un desprecio 
a su condición como tal; circunstancia que no resulta sencilla, 
si tomamos en consideración que el ánimo es un aspecto 
meramente subjetivo, intangible desde una perspectiva del 
resultado material, lo que no significa que deban mantenerse 
en la impunidad, pues desde la óptica del respeto irrestricto 
a los derechos humanos, en la vertiente de dignidad que le 
corresponde a cada persona, no debe bastar con sancionar a 
alguien por privar de la vida a otro, sino también porque lo 
que animó su actuar fue el desprecio a la naturaleza de esa 
persona. 

Así, con la finalidad de armonizar la necesidad del 
reproche del estado en la comisión de crímenes de odio, y 
la garantía de legalidad que asiste a todo aquél que enfrenta 
un proceso penal, en cuanto el juez solo está en condiciones 
de sancionar las conductas previa y claramente establecidas 
en la norma penal, fue que el legislador michoacano estimó 
adecuado prever la comisión de este delito, bajo parámetros 
objetivos que permitan, racionalmente, apreciar que la 
privación de la vida de una mujer se llevó a cabo en desprecio 
a su género. 
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Es decir, que se establecen raseros que, previa, durante 
o posterior a los hechos, permiten advertir al juez, de manera 
objetiva, que quien privó de la vida a una mujer, lo hizo 
precisamente por esa condición, mismos que habrán de 
conocerse a través de la prueba que en su caso se produzca. 

El artículo 120 del código penal del estado de 
Michoacán, determina que se considerará feminicidio cuando 
se actualicen algunas de las circunstancias siguientes: 


«(...) L Cuando existan con antelación actos que 
constituyan violencia, cualquiera que sea su tipo, 
modalidad o ámbito de ocurrencia, expresión, forma 
o manifestación, conforme a lo establecido en la ley 
general de acceso de las mujeres a una vida libre de 
violencia, del sujeto activo hacia la víctima». En este 
supuesto, habrá de probarse que previo a la muerte, 
quien privó de la vida a la mujer la violentó de manera 
física, sexual, psicológica, patrimonial o económica, 
en el seno familiar, laboral, educativo, o cualesquiera 
otro en que se relacionara con la víctima; bien en 
aprovechamiento de superioridad jerárquica o por la 
cercanía que dicha relación le proporcionaba. 

«II. Cuando el sujeto activo realice en el cuerpo de la 
víctima actos de tipo sexual, mutilaciones, actos crueles 
o degradantes, o cualquier acto que reduzca el cuerpo 
de la víctima a la condición de cosa, previo o posterior 
a la privación de la vida.» Se trata de un indicativo de 
dominio sobre el cuerpo de la víctima, reduciéndola a un 
mero instrumento sexual o de cosificación, ya sea antes o 
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después de asesinarla. Entendiendo por crueldad la saña 
innecesaria para privarla de la vida, como cuando se le 
golpea en múltiples ocasiones; por degradantes aquellos 
actos que reducen su dignidad, como cuando se le 
desnuda antes de privarla de la vida. Si las mutilaciones 
se generan en zonas que biológicamente la distinguen 
del varón, como los senos o los genitales, se constituye 
como mayor indicio de ese desprecio a su naturaleza. 
«III. Cuando la víctima presenta indicios de violencia 
física reiterada por parte del sujeto activo.» En los casos 
en que, sin tratarse de un integrante del núcleo familiar, 
laboral o educativo de la víctima, el acusado desplegaba 
tales acciones en contra de la mujer. 

«IV. Cuando existan antecedentes de violencia 
psicológica o abuso sexual del sujeto activo contra la 
mujer.» Que se trata del mismo supuesto que el anterior, 
en cuanto a la particularidad del responsable, pero ahora 
habiendo desplegado acciones que atentaran emocional 
o sexualmente en contra de la mujer. 

«V. Cuando el cuerpo o restos de la víctima sean 
abandonados en lugar público o en lugar despoblado o 
solitario, o en un terreno baldío.» Que se relaciona con la 
actividad que, posterior a privar de la vida a la víctima, 
ejecuta el hechor con el solo objetivo de menoscabar su 
dignidad más allá de la vida, por supuesto en desprecio 
a su género, al dejar expuesto su cuerpo en forma 
degradante, como en el caso de que se pinten sobre ella 
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insultos alusivos a su comportamiento en vida, o bien 
que sea abandonada en sitios públicos, generalmente 
desnuda. 

«VI. Cuando el sujeto activo exponga frente a terceros 
el cuerpo o restos de la víctima, personalmente o por 
cualquier medio de comunicación.» Que guarda íntima 
relación con el anterior, pero dicha exposición se 
efectúe de tal suerte que se asegura, el sujeto activo, 
que determinada persona, grupo de personas, o un 
conglomerado a través de medios de comunicación, 
presencie la exposición, por supuesto en un afán de 
degradar a la mujer más allá de su vida. 

«VII. Cuando el paradero de la víctima sea desconocido 
o la víctima haya sido incomunicada, previo o posterior 
a la privación de la vida.» Lo que en mi apreciación se 
relaciona con la intencionalidad de afectar a los deudos 
en cuanto antes, durante o posterior a la privación de la 
vida, sean mantenidos en la incertidumbre respecto al 
paradero de la víctima, virtud a que ello, evidentemente, 
ocasiona una afectación emocional por sí misma. 

«VII. Cuando existan relaciones asimétricas de poder 
o situaciones de vulnerabilidad, subordinación oO 
discriminación, desfavorables para la víctima por el 
hecho de ser mujer, frente al sujeto activo.» Estimo que 
en el particular se aprecia un desconocimiento por parte 
del legislador en cuanto a que tales circunstancias son, 
como ya se especificó con antelación, particularidades 
que permiten conocer la existencia de una situación de 
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vulnerabilidad que, eventualmente, permitan realizar un 
adecuado ejercicio de juzgamiento con perspectiva de 
género. 

«IX. Cuando exista una o varias razones de género, sobre 
la base del reconocimiento de la particular situación de 
desventaja en la cual históricamente se han encontrado 
las mujeres y bajo la perspectiva de género que deben 
aplicar las autoridades al caso concreto durante la 
conducción de las investigaciones e integración de 
carpetas de investigación, servicios periciales y procesos 
judiciales.» En este caso se advierte la falta de técnica 
legislativa en cuanto a establecer en forma adecuada 
una circunstancia objetiva que permita conocer que el 
hecho, en sí mismo, constituye violencia de género; lo 
anterior, porque no hace más que reiterar la exigencia 
a que aludimos se expresó en la reciente reforma al 
artículo 117 del código penal (...).” 


Como puede verse, estas directrices resultan de suma 
importancia al momento en que el juez determine si el cese 
de la existencia de una mujer se debió precisamente a su 
condición como tal; es decir, que nos encontremos ante 
un crimen de odio. Al respecto, se insiste en que se trata 
de contar con parámetros objetivos, que permitan inferir 
razonablemente un aspecto meramente subjetivo de quien 
cometió el delito, pues de otro modo, es imposible conocer 
la psique del acusado para entender qué fue lo que le animó a 
delinquir. 
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Resulta importante destacar que los elementos típicos, 
objetivos y subjetivos, referidos en los supuestos antes 
indicados, requieren necesariamente ser materia de prueba 
por parte del ente investigador; en particular, aquellos que se 
refieren a actos previos de maltrato sexual, físico, emocional 
o psicológico. Lo anterior, porque no le es dable al juez 
ordenar por sí mismo pesquisas para conocerlas. 

Pues en mi consideración, en lo que concierne al proceso 
penal acusatorio, no es factible que le sea dable al juez el 
hacerse llegar por sí mismo de material probatorio, para 
esclarecer que una de las partes en el proceso se encuentra en 
situación de vulnerabilidad, o sea sujeto de discriminación o 
violencia por razón de género. 

En principio, en los asuntos del orden penal, se tiene 
como presupuesto la separación de funciones de los que 
intervienen en el mismo; lo que aparta al poder judicial de 
la tarea de investigar, que es propia del ente acusador. La 
característica de ser acusatorio es basamento del proceso 
penal, según lo manda el artículo 20 constitucional. 

Bajo esa premisa, el juez no averigua. A él no le es 
propio salir a buscar los hechos que ignora. Su tarea es la de 
verificar, valiéndose para ello de los elementos probatorios 
que le suministran las partes. Conceder lo contrario, atentaría 
además contra los principios de contradicción e imparcialidad 
que de la misma forma imbuyen al proceso penal. 

En cuanto al de contradicción; porque considerando 
que las fuentes de prueba pertenecen a las partes, son éstas 
quienes deben estar en condiciones de determinar cuáles 
son las que benefician o perjudican su posicionamiento en 
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el proceso; incluso antes de cualquier intervención judicial; 
de tal suerte que sean ellas mismas quienes propongan qué 
medios probatorios habrán de utilizar con ese fin. Si llegara 
el caso que aquél que va a decidir el conflicto —el juez- se 
allegue de sus propios órganos de prueba, es claro que los 
mismos estarían fuera del control de los contendientes. 

Lo anterior se encuentra íntimamente vinculado con 
una eventual parcialidad, dado que en la dinámica de 
averiguar por sí mismo un potencial estado de violencia o 
vulnerabilidad respecto de una de las partes; obedecería a un 
panorama que el tribunal ya ha visualizado; es decir, que con 
ello habría de confirmar lo que de antemano se planteó como 
probable. Así, quien va a juzgar, se hace llegar de elementos 
de prueba que le permitan contar con mejor sustento acerca de 
lo que previamente decidió; esto es, que a quien beneficiaría 
es al tribunal, dado que él mismo se facilitaría el ejercicio 
argumentativo; de suerte tal que, la igualdad a que se aspira a 
través del juzgamiento con perspectiva de género, redundaría 
en afectación a una de las partes en el conflicto. 


¿Sólo los hombres cometen feminicidio? 


He insistido en que el juzgamiento con perspectiva 
de género, parte esencialmente del reconocimiento de la 
relación de poder que históricamente el hombre ha ejercido 
sobre la mujer; de ahí la necesidad de que se legisle mediante 
un ejercicio de discriminación positiva, en que se generen 
condiciones de equidad; y que los jueces nos apartemos de 
todo estereotipo y prejuicio que afecte la credibilidad de 
la manifestación de las mujeres víctimas de delito; o bien 
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de la prueba que se genera a partir de su muerte, como es 
precisamente el caso del feminicidio. Pero es importante 
entonces cuestionarnos, ¿puede una mujer matar a otra por el 
hecho de ser mujer? 

Aquí existe el riesgo de generar un prejuicio donde, 
como se ha dicho, puede surgir uno de los sesgos de 
pensamiento que no debe guiar el actuar del juzgador; como 
el caso de quienes afirman que sí; que se da el supuesto 
cuando el sujeto activo pertenece a un grupo lésbico. Ello, 
porque se estaría trasladando a una mujer, cuya preferencia 
sexual es diversa a la concepción que se tiene conforme a su 
género, a una posición de masculinidad. 

Al respecto, estimo que sí cabe la posibilidad de que 
una mujer, con total independencia de su preferencia sexual, 
e incluso de identidad de género, cese la existencia de otra 
por el solo hecho de serlo. Lo anterior, porque en el universo 
del pensamiento y actuar de los seres humanos, las razones 
que pueden llevar a alguien a odiar a una persona o grupo 
de personas son innumerables; entre ellas podemos señalar 
una mejor posición, al menos desde la perspectiva del hechor, 
física, social, cultural, familiar, que tiene alguien de su 
mismo género; una suerte de envidia, rencor, animadversión, 
que una mujer puede tener hacia otra, o a todas las mujeres, 
debido a una ausencia de estima personal. 
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Consideraciones adicionales sobre el 
juzgamiento con perspectiva de género 


Es importante resaltar que el órgano jurisdiccional, 
con independencia de su posición de hombre o mujer, 
debe encontrarse en condiciones objetivas de juzgar con 
perspectiva de género; tanto para llevar a cabo ese ejercicio 
de liberarse de estereotipos y prejuicios, así como para 
evitarlos en contra de la persona del acusado. Ello, porque no 
puede considerarse a las mujeres como un grupo homogéneo, 
en donde baste que se trate de una jueza para que estime como 
irremediablemente cierta la existencia de vulnerabilidad 
respecto de la víctima; porque es garantía de todo justiciable 
la imparcialidad de quien habrá de determinar su absolución 
o condena.'? 


12 Así lo estimó la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, en la 
tesis con registro 2013867 del semanario judicial de la federación: EL JUZGAR 
CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL SEXO DE QUIENES INTEGRAN UN 
ÓRGANO JURISDICCIONAL ES IRRELEVANTE PARA CUMPLIR CON AQUELLA 
OBLIGACIÓN. En la agenda de la lucha por la igualdad, diversos instrumentos 
normativos -nacionales e internacionales- reconocen la necesidad de cerrar la 
brecha existente entre hombres y mujeres en cuanto al acceso real y efectivo a 
las oportunidades proyectadas centralmente sobre su posibilidad de diseñar y 
hacer realidad su proyecto de vida. Así, se han realizado importantes reflexiones 
en torno a la pertinencia de combinar factores de representatividad y meritocracia 
en la integración de órganos jurisdiccionales. No obstante, el sexo de quienes 
integran un órgano jurisdiccional no impacta la calidad de una sentencia, los 
argumentos que la conforman, ni la ideología que pudiera justificarla. Ello se debe 
a que “las mujeres” no pueden entenderse como un grupo homogéneo desde una 
perspectiva formativa o ideológica, pues el sexo de las personas no garantiza que 
guarden cierta postura al resolver casos que involucren, por ejemplo, cuestiones 
familiares como la guarda y custodia, el divorcio o la fijación de una pensión 
alimenticia o compensatoria. De hecho, sostener que existe un “pensamiento” 
o “razonamiento femenino”, contribuiría a fortalecer los modelos de conducta y 
estructuras de pensamiento estereotipadas que la Primera Sala de la Suprema 
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Consideraciones finales 


l juzgamiento con perspectiva de género, a diferencia 
de los protocolos que eventualmente deben regir una 
investigación criminal donde la víctima sea una mujer, 
no puede concebirse, y menos aún desarrollarse, como un 
método de valoración de la prueba —individual o conjunta— 
diverso al libre y lógico que se da al juez para emitir una 
sentencia. Por el contrario, debe entenderse en el ámbito de 
la racionalidad que se exige de quien administra justicia, 
precisamente porque debe considerar las particularidades 
de quien tiene la calidad de víctima, cumpliendo así con 
ajustarse a los parámetros de la lógica, los conocimientos 
científicos afianzados y las máximas de la experiencia. 
Luego, el librarse de estereotipos y prejuicios que 
exigen de las mujeres determinado comportamiento, en 
atención a su rol en la sociedad, permeará en una apreciación 


Corte de Justicia de la Nación busca erradicar con su doctrina sobre la obligación 
de juzgar con perspectiva de género. En efecto, dicha obligación comprende una 
metodología que garantiza que la aproximación de las y los juzgadores a los casos 
sometidos a su conocimiento, se realice tomando en cuenta posibles efectos 
discriminatorios del marco normativo-institucional en perjuicio de alguna de las 
partes. De lo anterior se sigue que la importancia de la perspectiva de género como 
categoría analítica radica en su valor como herramienta indispensable para el 
desarrollo de la función jurisdiccional en la tutela de los derechos a la igualdad, no 
discriminación y acceso a la jurisdicción, centrando el énfasis en cómo se resuelve 
y en la calidad de lo resuelto, y minimizando el impacto de la persona o personas 
que resuelvan. En otras palabras, el objetivo específico de la doctrina desarrollada 
sobre el tema radica, precisamente, en evitar que cuestiones como el sexo de 
las o los juzgadores resulten relevantes, permitiendo que la justicia se imparta 
conforme a los mismos estándares mínimos en todo el país y con independencia 
de la materia, instancia o vía intentada. Vid. Décima Época. 2013867. Primera 
Sala. Tesis Aislada. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, 
Marzo de 2017, Tomo |. Constitucional. 1a. XXVI11/2017 (10a.) página 444. 
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mas sana -desde el punto de vista de la crítica- en cuanto a las 
circunstancias personales en que previa, durante o posterior 
a los hechos de que fue víctima, se encontraba; y así estar en 
condiciones de determinar el alcance de la agresión como un 
crimen de odio. 
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Comentarios a la Ley Federal de 
Instituciones de Fianza' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


nte los tribunales del Estado de Guanajuato y de todo 

el país se otorgan a diario pólizas de garantía en las 

que el fiador es una empresa mercantil dedicada a 
ese objeto. Estas fianzas una empresa mercantil dedicada a 
ese objeto. Estas fianzas (primas anuales), y generalmente 
no se emiten si a su vez no se garantiza a la afianzadora la 
recuperación de pago, a lo cual se le llama contrafianza. 

En la práctica, el hacer efectiva una de estas fianzas 
es tarea difícil, engorrosa y onerosa en dinero y en tiempo, 
pues la ley de la materia no parece hecha para la protección 
del acreedor o beneficiario, sino de dichas empresas que 
sin correr demasiados riesgos obtienen, sin duda, buenas 
ganancias. 

No consideramos que haya razones suficientes para que 
la legislación que las rige sea de carácter federal. Es verdad 
que la fracción X del artículo 73 de la Constitución del país 
previene que solo el Congreso de la Unión puede legislar 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 5. Agosto 1980; pp. 19-23. 
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sobre comercio, pero no se ve por qué un contrato de fianza 
tiene que considerarse como mercantil cuando lo celebran 
instituciones especialmente destinadas a tal servicio. La 
explicación podría estar en el artículo 1? de la Ley Federal 
de Instituciones de Fianzas, que dice que toda afianzadora 
es una sociedad anónima autorizada por el Gobierno federal 
para otorgar fianzas onerosas. 

Se advierte que, aunque indirectamente, se impone como 
requisito para el desempeño de tales actividades constituirse 
en persona moral de naturaleza mercantil. Con este ingenioso 
recurso el Congreso de la Unión, sin respetar la naturaleza 
intrínseca del contrato de fianza, se auto coloca bajo la 
sombra del 73 constitucional. La argucia centralista salta a 
la vista, pues, si bien es cierto que a aquel cuerpo competen 
los asuntos de comercio ¿de dónde obtuvo facultades para 
decretar que la actividad afianzadora habitual tiene que ser 
desempeñada por una sociedad anónima, excluyendo a las 
personas físicas y a todas las demás formas de asociación?. 
Obviamente el famoso 73, de suyo tan largo, no llega tan 
lejos. Empezando por este punto, la ley que se comenta 
aparece sospechosa de inconstitucionalidad. 

El artículo 7 prohíbe, ya expresamente, a las personas 
no autorizadas por el gobierno federal y no constituidas 
en sociedad anónima, otorgar habitualmente fianzas a 
título oneroso, so pena de multas y cárcel. La garantía del 
artículo 5%de la Carta Magna no sale aquí bien librada y nos 
encontramos ante un caso grave en que el arbitrio clasificador 
del legislador federal puede cancelar los más solemnes 
principios constitucionales. En efecto, uno no se explica por 
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qué motivos es ilícito vender fianzas cuando lo hace una 
sociedad anónima y por qué se convierte en delito cuando lo 
hace un particular u otra clase de personas morales. La ley 
empieza a asomar la oreja de buena amiga de los intereses 
monopolistas de las afianzadoras. 

Otra perla protectora anida en el artículo 38, que dice que 
las autoridades todas están obligadas a admitir sin discusión 
las fianzas expedidas por esas instituciones y, aún más, que 
no podrán señalar mayor importe para ese tipo de garantías 
que el señalado para cualquiera otra forma, incluyendo 
depósito en efectivo. Puede verse como el legislador federal, 
sin ningún empacho, invade facultades típicas de las Cámaras 
locales, contradiciendo disposiciones comunes vigentes hace 
mucho tiempo y marcando el paso a nuestras autoridades 
judiciales, entre otras, ostentando una jurisdicción que no 
tiene. Es claro que esta disposición, por inconstitucional y 
por absurda, no puede obligar a nuestros jueces, ni menos 
en asuntos no mercantiles, pero pone de manifiesto el móvil 
proteccionista, a fin de reducir las posibilidades de opción del 
interesado y coartar la libertad de los jueces para establecer 
fianzas en efectivo que aun siendo bajas están a la mano y se 
pueden cobrar de inmediato cuando así proceda, con ahorro 
de todos los tramites que exige la ley de fianzas y que más 
que tramites parecen trampas para que el beneficiario caiga 
en ellas y desista del cobro. 

Si se duda de lo anterior puede consultarse el artículo 
95, que impide a los beneficiarios directos pedir el pago. 
Aparte la documentación que hay que reunir -porque se le 
niega crédito al juez- y que significa muchas horas- hombre 


613 


Fianza 


Fianza 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de trabajo, la gestión tiene que formularse por conducto de 
las Tesorerías de los Ejecutivos, transfiriendo el problema 
de un Poder a otro y legislándose de nuevo en materias 
estrictamente locales. ¿Ante quien se hace la gestión?. No 
ante los agentes vendedores que en este punto parece que 
nada tienen que ver con la empresa que los ocupa, sino ante 
la oficina matriz que se encuentra casi siempre en el Distrito 
Federal. Hay que ir a litigar, pues, a la ciudad de México, no 
importa que el Juzgado denunciante se halle en Tijuana o en 
Mérida. A partir de ese momento la afianzadora puede poner 
los pretextos que quiera para diferir el cumplimiento de su 
obligación y el beneficiario, si lo cree conveniente, podrá 
iniciar juicio ante tribunales federales para que le paguen. 

Contrastan tantos obstáculos con las facilidades 
que la misma ley le da a las afianzadoras para cobrar las 
contrafianzas. Su acción es ejecutiva y los efectos del 
embargo que practiquen se retrotraen a la fecha en que se 
anotó el otorgamiento de la fianza en el Registro Público. 
Para el cobro de primas, la acción también es ejecutiva 
(artículo 96 y 98). Si esto no puede menos de escandalizar a 
cualquiera, veamos hasta donde se puede llegar: el artículo 97 
da acción a las afianzadoras para demandar del contrafiador, 
del fiador y demás obligados, aun antes de que hayan pagado 
nada, el reembolso de las cantidades “por las que tenga o 
pueda tener responsabilidad la institución” 

Debe reconocerse que esta vieja y curiosa ley no se 
hizo para reglamentar un servicio que la vida social reclama, 
sino para consagrar los intereses de las sociedades dedicadas 
a vender papel sin tomar muy en cuenta la razón de ser de 
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tan respetable figura jurídica, como lo es la fianza, que es 
garantizar los intereses de los acreedores o beneficiarios, 
antes que otra cosa, pues de lo contrario ni siquiera hubiera 
nacido. 

Ha habido casos en que cuando el beneficiario acierta 
a recorrer con éxito todos los embrollados caminos de la 
reclamación, las afianzadoras envían entonces a sus gestores 
a regatear y pedir rebajas con el objeto de ““evitarle mayores 
molestias”. El beneficiario accede, porque una mala e injusta 
ley le orilla a renunciar a sus derechos. 

Aplaudimos sin reserva la idea de revisarla y 
actualizarla, y ojalá no se trate de un mero rumor. 

Mientras tanto, es bueno también revisar las 
disposiciones legales sobre fianzas, vigentes en nuestro 
Estado, para tratar de encauzar a los interesados hacia los 
fiadores accidentales con preferencia sobre las afianzadoras 
federales, que solo vienen siendo sofisticadas intermediarias 
entre el verdadero fiador —llamado contrafiador— y los 
juzgados. 
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Fianza 
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La ponderación en la colisión del derecho 
humano del niño a la identidad en relación 
a la libertad reproductiva del padre 


Juez Mtro. Eduardo Camacho Montoya 


Introducción 


entro del quehacer jurisdiccional en materia familiar, 
existe diversidad de juicios que, en ciertos casos, 
contienen una temática de trascendencia jurídica que 
resulta esencial abordar con mayor profundidad, sobre todo 
cuando existe la confrontación de derechos humanos de los 
que resulta fundamental llevar a cabo una ponderación a 
efecto de resolver la prevalencia de aquellos que tienen una 
mayor magnitud en la necesidad de ser protegidos, ya que 
surgen situaciones de hecho atípicas las que deriva necesario 
analizar con amplitud, para resolver con la mayor atingencia, 
a la luz de la observancia de normas de orden constitucional, 
internacional y nacional. 
Se analizan derechos humanos con base a una situación 
de hecho que, conforma un serio dilema a dilucidar en cuanto 
a que, no se obtuvo el consentimiento del hombre para que 
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se llevara a cabo la disposición del componente celular 
germinal obtenido de su cuerpo y, aun así la mujer se realizó 
una inseminación, lo cual produjo la concepción de un 
embrión y, ante la prueba genética se determina la identidad 
de quién es el padre, empero se habrá de ponderar si dicho 
hombre debe ser declarado responsable de la paternidad, con 
la suma de derechos y obligaciones inherentes a la filiación; 
es decir, se debe resolver con una adecuada ponderación 
si, ante la observancia del interés superior de la niñez y el 
deber de garantizar el derecho a la identidad del niño o niña, 
en colisión al derecho humano de la libertad reproductiva, se 
deberá emitir declaración de reconocimiento filial a cargo del 
hombre a quien se le atribuye, con la suma total de deberes 
que emanan de la paternidad o en su caso, simplemente 
garantizar el derecho a la identidad para que el menor de 
edad conozca quien es su padre, sin generarle responsabilidad 
legal de obligaciones a este último en razón de que el padre 
no otorgó su consentimiento para que se manipulara la 
materia celular de reproducción o germinal que se obtuvo de 
su cuerpo para la procreación. 

Previamente se expone el tema del interés superior de la 
niñez al igual que el derecho humano del niño a su identidad 
en tanto que también se hace un estudio del derecho humano 
de toda persona a la libertad reproductiva; por lo que habrá 
de determinarse si, es viable o no, hacer una separación de 
los derechos fundamentales del niño o niña que emanan de 
su derecho humano a la identidad filial, ello con ponderación 
al derecho humano del hombre a la libertad reproductiva 
que conlleva decidir lo relativo a su derecho de procreación 
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y que se debe observar también con atención fundamental el 
respeto al deseo del varón a involucrarse en el proceso de 
concepción. 

De esta manera, una vez que se analizan por separado los 
derechos humanos en contienda, se lleva a cabo un método 
de ponderación ante la colisión de tales derechos humanos 
para exponer las consideraciones que permitan arribar a una 
conclusión sobre el derecho humano que habrá de prevalecer 
y la forma en que se debe llevar a cabo su tutela y protección. 
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I. El interés superior de la niñez 


in profundizar en el amplio tema del interés superior 
de la niñez, se analiza solo como referente para 
efectos jurisdiccionales y tener así un panorama eficaz 
que permita una noción de la relevancia de dicho tema, no 
como un concepto teórico amplio en específico, sino para 
un entendimiento del sentido de dicho principio y de esa 
forma llevar a cabo la confrontación de este principio, como 
derecho fundamental, de observancia obligatoria por todas 
las autoridades y las personas en sociedad y, desde luego, el 
acatamiento en su estricta aplicación, pues el interés superior 
de la niñez se trata de un tema que ha evolucionado con 
magnitud en esta última década, lo que deriva en la necesidad 
de seguir este criterio hermenéutico rector en la observancia 
del deber de protección de los derechos fundamentales de 
los niños, niñas y adolescentes y la exigencia de anteponer 
en forma primordial dicho interés en los casos que exista 
una confrontación de tal principio en relación a los derechos 
humanos de otra persona, pues no se deberá soslayar que 
dicho principio debe integrar una garantía eficaz como 
mecanismo en la tutela efectiva de los derechos de la niñez. 
La referencia al principio del interés superior, tiene 
inmerso, al tratarse de un principio general de derecho, 
el que se trate de una proposición abstracta y universal, 
que permiten ser un referente o indicador para sustentar 
jurídicamente el tema a que alude tal principio, esto es, los 
principios nos permiten tener un punto orientador legal de 
observación obligatoria que debe ser aplicado al momento 
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de ejercer la función jurisdiccional cuando se encuentren 
en debate cuestiones que guardan relación con derechos de 
personas menores de edad. 

Los principios dan razón, sustentan o fundamentan al 
sistema jurídico y se les define como las ideas cardinales 
del derecho que constituyen su origen o fundamento y, que 
están dotadas de un alto grado de generalidad e incluso los 
principios son derechos que permiten ejercer otros derechos 
y resolver conflictos entre derechos igualmente reconocidos, 
pues la teoría supone que ellos se imponen a las autoridades 
y por ende son obligatorios al conformar una prescripción 
de carácter imperativo y no solamente creer que el interés 
superior del niño debe meramente “inspirar”! ya que desde 
la ratificación de la Convención Sobre los Derechos del 
Niño, existe una absoluta equivalencia entre el contenido 
del interés superior del niño y los derechos fundamentales 
del niño reconocidos en el Estado de que se trate y, de este 
modo es posible afirmar que el interés superior del niño es, 
nada más pero nada menos, que la satisfacción integral de sus 
derechos.? 

El interés superior de la niñez no conforma un tema 
nuevo, aunque hacia aproximadamente una década anterior, 
en nuestro país el derecho de orden internacional no era una 
materia de estudio con la amplitud que hoy en día requiere en 
su análisis en las facultades de derecho y en nuestro sistema 
de organización del Estado, pues por mucho tiempo se dio 


1 Cillero Bruñol, M.: El interés superior del niño en el marco de la convención 
Internacional sobre los derechos del niño. En http://www.iin.oea.org/lIN/cad/ 
Participacion/pdf/el_interes_superior.pdf. Consultado el 5 de junio del 2019; p. 8. 


2  Cillero Bruñol, M.: El interés superior del..., p. 14. 
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una mayor relevancia a otras ramas de estudio del derecho 
sin profundizar en la forma en que, hoy en día se estudia, 
pero ello más se acrecentó en su investigación a raíz de la 
relevante reforma de junio del año 2011 a la Constitucional 
Federal, sobre el deber de todas las autoridades de atender las 
convenciones internacionales así como promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos.* 

Cabe destacar que en el año 1924, la Sociedad de 
Naciones aprobó la declaración de Ginebra, que conforma 
un documento que pasó a ser de relevancia histórica, ya 
que por primera vez reconocía y afirmaba la existencia de 
derechos específicos de los niños, al igual que contempló 
la responsabilidad de los adultos hacia ellos, pues contenía 
principios fundamentales dentro de los cuales se plasmó el 
derecho del niño a tener una protección especial y disponer 
de oportunidades para que pueda desarrollarse física, mental, 
moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, 
así como en condiciones de libertad y dignidad y, que al 
ser promulgadas leyes con este fin, se determina que la 
consideración fundamental a la que se atenderá será el interés 
superior del niño; además de que el 20 de noviembre de 1959, 
se aprobó por la Asamblea General de las Naciones Unidas la 
declaración de los derechos del niño de manera unánime por 
todos los 78 Estados miembros mediante su resolución 1386; 
por lo que en armonía con de los derechos reconocidos de la 
niñez, es que también se debe observar nuestra Carta Magna 
para hacer efectiva la tutela del principio del interés superior 
de la niñez. 


3  CPEUM artículos 1 y 133. 
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Hoy en día existen amplios estudios sobre este tema y 
La Suprema Corte de Justicia de México, se ha pronunciado 
al respecto en diversas tesis y criterios que conforman 
jurisprudencia que sienta las bases y referentes del quehacer 
jurisdiccional para ponderar y hacer prevalecer tal interés 
de la niñez, por ser un grupo vulnerable que requiere de una 
amplísima protección por todos aquellos que tienen el deber 
y posibilidad de hacerlo. 

Del artículo 3 de la Convención Sobre los Derechos 
del niño (en lo sucesivo CSDN) se desprende el concepto de 
interés superior del niño, al preverse que en todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas 
o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño; 
lo que constituye pilar fundamental de la CSDN y la Doctrina 
de la protección integral de los derechos de la infancia, pues 
en la Observación General número 14 donde el Comité de 
los Derechos del Niño aclara en qué consiste el principio de 
interés superior del niño, mismo que considera un concepto 
dinámico y triple, pues indica que debe ser considerado como 
derecho sustantivo (facultad que debe ser resguardada por el 
propio Estado), como una norma de procedimiento y como 
una norma interpretativa o principio jurídico interpretativo 
fundamental y, respecto de este último concepto dispone que 
si una disposición jurídica admite más de una interpretación, 
se elegirá la interpretación que satisfaga de manera más 
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efectiva el interés superior del niño., por lo que los derechos 
consagrados en la CSDN y sus Protocolos facultativos 
establecen el marco interpretativo. 

Se desprende con base a la CSDN, que contiene 
diferentes obligaciones para los Estados partes, como 
lo es la obligación de garantizar que el interés superior 
del niño se integre de manera adecuada y se aplique 
sistemáticamente en todas las medidas de las instituciones 
públicas, en especial en todas las medidas de ejecución y 
los procedimientos administrativos y judiciales que afectan 
directa o indirectamente a los niños; al igual que se impone 
la obligación de velar por que todas las decisiones judiciales 
y administrativas, las políticas y la legislación relacionadas 
con los niños dejen patente que el interés superior de estos, 
ha sido una consideración primordial y, ello incluye explicar 
cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del 
niño, y la importancia que se le ha atribuido en la decisión y 
desde luego emana la obligación de garantizar que el interés 
del niño sí se ha evaluado y constituido una consideración 
primordial en las decisiones y medidas adoptadas por el 
sector privado, incluidos los proveedores de servicios oO 
cualquier otra entidad o institución privadas que tomen 
decisiones que conciernan o afecten a un niño ; por lo que se 
atribuye un imperativo esencial al interés superior como una 
cuestión fundamental y prioritaria, lo que conlleva que en los 
casos en que exista una colisión o disputa por confrontación 
de derechos humanos de distinta naturaleza siempre deberá 


625 


4 


1ación 


111 


F 


Y 


1ación 


111 


F 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


garantizarse la efectiva observancia de ese interés sin que se 
lesione en forma grave un derecho humano de igual magnitud 
de una tercera persona.* 

Aunado a ello, nuestra carta Magna plasma tal deber 
primordial observancia, al disponer que en todas las 
decisiones y actuaciones del Estado se velara y cumplirá con 
el principio del interés superior de la niñez, garantizando 
de manera plena sus derechos y, los niños y las niñas tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez.* 

Asimismo, en términos del artículo 2, la Ley General 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (en 
lo sucesivo LGDNNyA) el interés superior de la niñez 
deberá ser considerado de manera primordial en la toma de 
decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, 
niños y adolescentes; lo que implica que cuando se presenten 
diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga de 
manera más efectiva este principio rector y, cuando se 
tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, 
en lo individual o colectivo, se deberán evaluar y ponderar 
las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés 
superior y sus garantías procesales. 


4 Observación general 14 del comité de los derechos del niño. 


5  CPEUM art. 4. 
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Así, se debe dar realce a que el interés superior del 
menor conforma una trilogía conceptual, al ser un derecho 
sustantivo, un principio jurídico interpretativo fundamental 
y una norma de procedimiento; ello en atención a que el 
interés superior prescribe que se observe en todas las 
decisiones y medidas relacionadas con el niño y, ello significa 
que, en cualquier medida que tenga que ver con un niño, su 
interés superior deberá ser una consideración primordial a 
que se atenderá, lo cual incluye no sólo las decisiones, sino 
también todos los actos, conductas, propuestas, servicios, 
procedimientos y demás iniciativas., ya que requiere tomar 
conciencia de la importancia de sus intereses en todas las 
medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos intereses 
en todas las circunstancias, pero sobre todo cuando las 
medidas tengan efectos indiscutibles en los niños de que se 
trate.” 

Conforme a las consideraciones vertidas de la 
observación general que surge del artículo 3 de la aludida 
CSDN, así como el contenido del artículo 4 de la CPEUM y 
de los preceptos preinvocados de la LGDNNyA, se obtiene 
el imperativo de evaluar, atender y constituir en forma 
primordial al interés superior del niño, en los procedimientos 
en que se controviertan sus derechos; de ahí que es esencial 
la observancia del interés superior de la niñez para dilucidar 
el planteamiento de los casos que surgen en la praxis judicial, 


6 Época Décima Registro: 2013385. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, 
Tomo |. Materia(s): Constitucional. Tesis: 2a. CXLI/2016 (10a.). Página: 792 
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como lo es el caso materia del presente estudio y por ello, 
cuando el Juzgador observe que se contraponen derechos 
humanos fundamentales tanto de un niño. 

En efecto, se analiza un caso en el que se ejercitó en 
una acción de reconocimiento de paternidad para obtener por 
sentencia judicial la observancia al derecho de identidad que, 
se invocó, le asiste con relación a su presunto padre, sobre 
cuyo tópico al parecer no genera dilema al haberse probado 
plenamente la coincidencia de los perfiles genéticos del niño 
con relación a la persona a quien se le atribuye la paternidad 
pero la cuestión a dilucidar es si el derecho humano a la 
libertad reproductiva del varón debe prevalecer para no 
reputarle responsabilidad filial en razón de que no se le pidió 
su consentimiento por parte de la mujer para disponer de la 
célula germinal obtenida en una relación sexual en la que no 
existió voluntad por el hombre de que se utilizara el líquido 
espermático obtenido unilateralmente para ser depositado 
en el cuello uterino a través de un procedimiento simple 
rustico propiamente de auto inseminación; es decir se debe 
ponderar el interés superior del niño y su derecho humano a 
la identidad con relación a la libertad reproductiva del padre 
biológico. 

De la cuestión anterior obtenemos, como así lo ha 
sostenido nuestro máximo Tribunal, el que se debe buscar 
y proteger en todo momento el interés superior de la niñez, 
que se entiende como la prioridad que ha de otorgarse a 
sus derechos, respecto de los de cualquier otra persona, 
pues los niños por su particular vulnerabilidad deben ser 
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especialmente protegidos con especial atención por parte de 
la familia, la sociedad y el Estado y sin cuya asistencia no 
podrían alcanzar el pleno desarrollo de su personalidad.” 

En congruencia a lo anterior, cabe indicar, como así lo 
ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación (en 
lo sucesivo SCJN), que en el ámbito jurisdiccional, el interés 
superior del niño es un principio orientador de la actividad 
interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que 
tenga que aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda 
afectar los intereses de algún menor; cuyo principio ordena la 
realización de una interpretación sistemática que, para darle 
sentido a la norma en cuestión, tome en cuenta los deberes de 
protección de los menores y los derechos especiales de éstos 
previstos en la Constitución Federal, tratados internacionales 
y leyes de protección de la niñez.* 

Entonces, para fortalecer el principio de primacía de 
los derechos y evitar que se produzcan interpretaciones 
que entiendan al artículo 3 de la CSDN como una mera 
orientación que ampliaría las facultades discrecionales, un 
mecanismo eficaz es el de consagrar una precisa definición 
del interés superior del niño considerada como la satisfacción 


7 Décima Época. Registro: 2018695. Instancia: Primera Sala. Tesis: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 61, Diciembre de 2018, 
Tomo |. Materia(s): Constitucional. Tesis: la. CCLXXXI/2018 (10a.). Página: 336). 


8 Tesis: 1a./J. 18/2014 (10a.).Décima Época. Registro: 2006011. Instancia: Primera 
Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 4, marzo de 2014, Tomo l|. Materia(s): Constitucional. Página: 
406. 


629 


4 


1ación 


111 


F 


Y 


1ación 


111 


F 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de sus derechos en todas las legislaciones nacionales que 
pretendan otorgarle efectividad y exigibilidad a los derechos 
consagrados a la Convención.” 

En suma, el tema que habrá de ser analizado se debe 
resolver en un ejercicio de ponderación para determinar 
la existencia de la filiación con la suma de derechos y 
obligaciones inherentes al reconocimiento de paternidad 
frente a la ausencia de consentimiento por el padre biológico 
para que se manipularan sus componentes celulares y 
aun ante la falta de voluntad se lograra por la madre la 
concepción, y por ello se analiza si debe serle reprochado 
en responsabilidad al padre biológico, que se trata de una 
persona de quien se demuestre que se le violentó su derecho 
humano a la libertad reproductiva; lo que así quedara resuelto 
en el planteamiento del presente caso en el cual se expone 
el análisis de manera integral de los derechos humanos en 
conflicto para así dar plena satisfacción de los derechos de 
la niñez hasta donde sea posible y con mínima restricción de 
ellos de acuerdo a su relevancia. 


9  Cillero Bruñol, M.: El interés superior del ..., p. 9 
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TI. Derecho humano del niño a la identidad 


n derecho humano fundamental de la niñez como lo 

es su identidad, conforma un atributo propio de la 

persona, inherente y consustancial al ser humano que 
es parte de la personalidad jurídica al igual que el atributo 
del nombre que, en el caso de los menores, reviste el carácter 
de esencial, pues el hecho de que la persona que cuente con 
una minoría de edad tenga la certeza saber y conocer quién 
es su progenitor, sin duda constituye una cuestión de orden 
público e interés social, ya que conforma una parte esencial 
del derecho fundamental a la personalidad jurídica; por lo que 
el derecho a su identidad, implica que las personas tengan 
certeza sobre la paternidad y ofrecer en el procedimiento 
cualquier medio de prueba que produzca convicción en el 
juzgador, entre los cuales se encuentra la prueba pericial en 
genética que se realice a quienes se les impute la calidad de 
progenitor. 

Cabe destacar que el derecho fundamental a la 
identidad, no sólo radica en la posibilidad de conocer su 
origen biológico (aspecto genealógico) sino tener pleno 
reconocimiento sobre el nombre de su progenitores y, a partir 
de ese conocimiento, emana el derecho de la persona menor 
de edad a tener una nacionalidad y, por otra parte, el derecho 
del menor, de que sus ascendientes satisfagan sus necesidades 
de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento, para 
su desarrollo integral.'” 


10 CPEUM. Art. 4. 
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Efectivamente toda persona física tiene derecho a 
su identidad y el Estado está obligado a garantizarlo, en 
tanto que la identidad de toda persona física se encuentra 
conformada por un nombre propio, así como por su historia 
filial y genealógica, el reconocimiento de la personalidad 
jurídica y la nacionalidad;' lo cual debe ser garantizado 
mediante una eficaz protección y tutela que conlleve al 
reconocimiento filial, para así lograr la obtención de los 
satisfactores básicos que permitan un pleno desarrollo 
inherente del derecho a la vida en condiciones que deben ser 
óptimas para que el menor crezca en forma sana y de manera 
armoniosa con un equilibrio emocional, con lo que se permite 
su pleno desarrollo plagado de bienestar. 

En observancia al principio del “interés superior de la 
niñez”, debe garantizarse el derecho del menor a conocer su 
filiación, esto es, la identidad de sus ascendientes, toda vez 
que de esta circunstancia se deriva el derecho del infante a 
percibir de sus ascendientes la satisfacción de sus necesidades 
y a obtener así una vida digna que permita su desarrollo y, en 
la graduación de valores de los derechos humanos en colisión, 
debe prevalecer el de mayor jerarquía, es decir, habrá de ser 
tutelado el derecho del menor a conocer su identidad sobre 
el del progenitor, a quien se someterá en primer término a un 
estudio de perfil genético y su comparación, observando en 
todo momento las garantías de certeza, seguridad jurídica y 
legalidad que emanan de los artículos 14 y 16 de la CPEUM 
para luego analizar su derecho a la libertad reproductiva 
frente a los derechos humanos del niño. 


11 CCG Art. 23-A. 
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Por su parte, el artículo 7 de la CSDN, estipula que 
tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus 
padres; que los Estados partes se comprometen a respetar 
el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos 
la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de 
conformidad con la ley, sin injerencias ilícitas y, cuando un 
niño sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su 
identidad o de todos ellos, los Estados partes deberán prestar 
la asistencia y protección debidas con miras a restablecer 
rápidamente su identidad.'? 

Concordando con lo anterior, el artículo 19 en sus 
fracciones II y IV de la LGDNN y A señala que los infantes 
tienen derecho a conocer su filiación y su origen, en la medida 
de lo posible y siempre que ello sea acorde con el interés 
superior de la niñez, y preservar su identidad, incluidos el 
nombre, la nacionalidad y su pertenencia cultural, así como 
sus relaciones familiares, pues los niños y niñas no son un 
grupo homogéneo; lo cual obliga a considerar su diversidad y 
evaluar su interés superior en cada caso en particular, aunque 
en la generalidad requieren de satisfactores de su necesidades 
mínimas elementales en una gama universal, por lo que 
debe atenderse las características de orden personal, físicos, 
entorno social y cultural. 

Así, la identidad se construye a través de múltiples 
factores psicológicos y sociales, en términos de derechos, 
la imagen propia de la persona está determinada en buena 
medida, por el conocimiento de sus orígenes y su filiación, 


12 CSDN. art. 8 
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así como por la identificación que tiene en la sociedad a 
través de un nombre y una nacionalidad.; de tal suerte que 
de la determinación de dicha filiación, se desprenden a su 
vez, diversos derechos del menor, como son los derechos 
alimentarios y sucesorios.!'* 

Por ende, para el caso en estudio se debe tomar en 
consideración en un análisis sistemático de derechos humanos 
tanto el derecho de identidad en su referente especifico 
de la identidad en cuanto a tener conocimiento de origen 
biológico en correlación al interés superior de la niñez, lo 
cual habrá de ponderarse en el caso de que la persona nació 
originariamente de un procedimiento de inseminación que 
fue aplicado en forma unilateral por la mujer y que se trata de 
un procedimiento atípico de concepción, ya que aún y cuando 
se llevó a cabo la disposición de una célula germinal (fluido 
seminal) en contra de la voluntad del varón, entonces debe 
ser determinada la consecuencia de tal proceder, pues no se 
puede soslayar el derecho humano a la identidad de un menor, 
protegido convencional y constitucionalmente, ello en el 
caso de que se empleó un tratamiento por auto inseminación 
y por ende al concebir la madre, sin duda se generaron 
consecuencias jurídicas que surgen por quien lleva a cabo 
dicho proceso, pero debemos dilucidar qué ocurre cuando no 
se trata de una donación de células en donde se establecen 
normas contractuales de la forma de proceder en caso de 
los donantes que se someten a esos tratamientos, pues en la 
especie no se trata de un tipo de procedimiento científico para 


13 Tesis aislada, Novena Época. Registro: 161100. Instancia: Primera Sala, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Septiembre de 
2011. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a. CXVI/2011. Página: 1034 
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concebir por imposibilidad ordinaria para ello, a que lo cierto 
es que no existe problema de infertilidad, sino la cuestión es 
el actuar de los partícipes de una relación sexual, de cuyos 
intervinientes la mujer obtuvo de forma diversa la célula 
germinal y dispuso de la misma sin el consentimiento del 
emisor para hacer un procedimiento rustico de inseminación 
y así concebir, lo que trajo aparejado analizar la forma 
de tutelar el derecho de la persona concebida a conocer 
su identidad, saber quién es su padre y protegerse así su 
identidad genealógica. 
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TIT. La libertad reproductiva de las personas y donación 
de células germinales 


n el contexto de los derechos humanos fundamentales, 

tiene relevancia para el análisis que nos ocupa el de 

la libertad reproductiva que es el inherente al derecho 
de toda persona a conformar y ser parte integrante de una 
familia, la que se encuentre protegida por la normatividad 
internacional en materia de derechos humanos, pues inmerso 
está en el derecho humano a elegir o tomar decisiones sobre 
su derecho de reproducción, lo cual conforma una libertad 
plena que se encuentra reconocido por el Artículo 4 de la 
CPEUM, al establecer que toda persona tiene derecho a 
decidir de manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos. 

Si bien, tanto la mujer como el varón participes en la 
relación íntima pueden, en lo individual como en pareja, 
ejercer su derecho a conformar una familia, empero debe 
ser analizado en la dinámica de los hechos el constatar si 
efectivamente la inseminación realizada unilateralmente 
fue consensada por ambas partes o fue asumida en forma 
individual por la mujer y, considerar el que no haya existido 
consentimiento por el presunto padre quien no aportó en 
forma voluntaria el material genético y, habrá entonces de 
resolverse si se debe integrar la filiación de una persona 
nacida bajo ese procedimiento como técnica de reproducción 
y habrán de ser entonces fijadas, en caso de que puedan ser 
atribuibles, las consecuencias jurídicas del acto, tomando en 
cuenta el interés superior del menor. 
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Cabe mencionar algunas disposiciones de orden 
internacional que tutelan la libertad reproductiva, pues de 
conformidad con el artículo 17.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, nadie será objeto de injerencias 
arbitrarias O ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación, en tanto que el artículo 8 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
de las Libertades Fundamentales, contempla el Derecho 
al respeto de la vida privada y familiar y señala que toda 
persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, 
de su domicilio y de su correspondencia, al igual que Articulo 
17 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 
dispone lo relativo a la Protección a la Familia y, señala que 
la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y debe ser protegida por la sociedad y el Estado y La ley debe 
reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera del 
matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 

Conforme a los dispositivos de orden internacional 
señalados y el reiterado contenido artículo 4 de la CPEUM, 
se obtiene una protección fundamental a la familia y su 
permisibilidad de sus integrantes para llevar a cabo la 
planeación en el desarrollo y crecimiento de la misma en 
base a decisiones de sus integrantes involucrados en ello para 
que en forma independiente asuman la forma en que habrá de 
ser desarrollado dicho núcleo social y, en el ejercicio de esa 
libertad reproductiva con plena autonomía de decisión, deben 
atenderse factores psicosociales, de entorno social y éticos, 
pues el consenso de las personas que habrán de intervenir en 
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este proceso reproductivo es fundamental, porque la voluntad 
para que llevar a cabo la reproducción sin que requiera de 
técnicas reproductivas o se tenga que disponer o manipular 
células germinales para lograr una inseminación artificial, 
debe ser exteriorizada la voluntad de tal manera que cuando 
se generen consecuencias jurídicas por la procreación, se 
asuman plenamente las obligaciones inherentes a la filiación 
que surge de la reproducción y de esa manera garantizar los 
derechos reproductivos que traen en forma ordinaria implícito 
el derecho a conformar una familia como un elemento natural 
y base de toda sociedad, que debe ser protegida por el Estado. 

Para el caso de las personas que presente problemas de 
fertilidad, que en una gran mayoría de casos se le reprocha 
socialmente a la mujer el que a ciertas edades aun no hayan 
procreado hijos aunque el hombre tenga biológicamente 
problemas para fecundar, de tal suerte que en el caso de 
imposibilidad de procrear en forma ordinaria por el solo 
ayuntamiento carnal, entonces hoy en día puede toda persona 
acudir a las técnicas de reproducción asistida que facilita 
mediante procedimientos de carácter científico el lograr 
concebir un embrión para en su caso su posterior implantación 
sea en el utero femenino o in vitro, a la cual acceden personas 
con problemas para concebir ante su infertilidad, por lo que 
el acudir a las técnicas de reproducción asistida en la manera 
de lograr la procreación y la recomendación general número 
24 del comité de la CEDAW hace referencia al tema “mujer 
y salud” y señala la obligación de los Estados de respetar la 
Reproducción asistida y de abstenerse de “poner trabas a las 
medidas adoptadas por la mujer para conseguir sus objetivos 
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en materia de salud”. y si bien la infertilidad no se considera 
en general una enfermedad, como se ha visto, muchas de 
sus causas se deben a problemas físicos concretos (lesiones 
tubarias, trompas dañadas, endometriosis severas, etc.) que 
justamente estas técnicas permiten sortear. 

Del anterior cuadro jurídico válidamente es factible 
deducir de manera lógica y necesaria que toda persona tiene 
el derecho a decidir sobre su trascendencia genealógica 
y para ello podrá recurrir a métodos para llevar a cabo, 
dentro del campo de la legalidad, el ejercicio de su derecho 
reproductivo, sea porque no tiene impedimento o afección 
alguna que le impida la procreación natural con quien elija 
y exista consenso de las personas que en forma voluntaria 
llevaran a cabo la procreación o, en caso contrario, que lleve 
a cabo el acceso y aplicación de métodos de reproducción 
asistida para generar así el vínculo de la filiación, empero 
resulta esencial hacer referencia a este último concepto para 
contar con una panorama de lo relevancia de dicha figura. 

Es innegable, como un hecho notorio, el que las 
tecnologías y métodos de investigación en materia de 
fertilidad y reproducción asistida, han evolucionado en 
forma acelerada, lo cual conforma un paradigma en el 
tema reproductivo sobre los efectos y consecuencias de 
la manipulación genética o cuando se usen las células de 
reproducción humana, porque si bien existe legislación 
sobre ese tema contenido en la Ley General de Salud (en 
lo sucesivo LGS), ello es muy limitada, pues lo cierto es 
que nuestro sistema legal ha sido notoriamente superado 
y no existe una amplia regulación en casos como el que se 
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plantea en el presente trabajo de investigación, es decir, como 
debe actuar el órgano jurisdiccional en los casos en que se 
dispongan de células germinales definidas legalmente como 
las células reproductoras masculinas y femeninas capaces de 
dar origen a un embrión.'* 

Es entonces fundamental el que debe existir una 
legislación que regule los efectos y consecuencias que 
se originan para aquella persona que haga uso en forma 
unilateral de dichas células germinales para crear un embrión 
que, a la postre, dará formación a un ser humano, pues si 
bien la persona que dispone en su beneficio al ejercer en 
forma autónoma su derecho a la reproducción humana, 
pueden ocurrir supuestos de que dicha disposición se realice 
sin contar con la anuencia de la persona de donde surgió o 
se obtuvo dicha célula; por lo que debe entonces en los 
supuestos en que ocurran conductas que impliquen un génesis 
de la filiación y con ello los derechos obligaciones inherentes, 
se recurrirá a los principios de derecho y llevar a cabo una 
ponderación para determinar cuáles serán las consecuencias 
en el caso de que no se haya obtenido un consentimiento 
eficaz para hacer uso de las células. 

Tenemos así que la reproducción asistida es una 
serie de métodos médico-quirúrgicos, dada la necesidad 
de intervención de un especialista en esa materia, con el 
objeto es lograr la fecundación de un ser humano de manera 
diferente a las condiciones naturalmente establecidas 
creando así el embrión para dar vida a una persona, respecto 
de lo cual hemos escuchado los diferentes métodos de 


14 Ley general de salud. Art. 314. 
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reproducción asistida, que ya se encuentran inmersos en 
algunos sistemas legales, como lo es el caso del Estado de 
Tabasco que históricamente ha sido la primera entidad que 
ha regulado lo relativo a la maternidad subrogada que les 
permite la procreación sin necesidad de buscar la adopción, 
pues al efecto establece en la legislación de aquel Estado de 
la república el concepto de reproducción humana asistida 
como el conjunto de prácticas clínicas y biológicas para la 
creación de un nuevo ser humano, logrado mediante técnicas 
científicamente acreditadas y autorizadas por la legislación en 
materia de salud, realizadas con la intervención de personal 
de la salud, constituidas por métodos de fertilización de 
células germinales, gametos de uno o ambos sexos, además 
de la reproducción de cigotos y embriones, que permitan la 
procreación fuera del proceso biológico natural de la pareja 
infértil o estéril y al respecto e prevé el que se permite a 
los cónyuges o concubinos la inseminación o fecundación 
homóloga y heteróloga, la primera entendida como aquella 
en la que los gametos son aportados por ambos cónyuges 
o concubinos; y por heteróloga, aquella en que uno de 
los gametos es donado por un tercero y el otro gameto es 
aportado por uno de los cónyuges o concubinos y se establece 
que sólo será válido el consentimiento expresado en vida por 
algún cónyuge o por algún concubino, para los efectos de que 
sus gametos puedan ser utilizados después de su muerte en 
un procedimiento de inseminación.'* 


15 CCT Art. 380 Bis. 
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La legislación sustantiva civil del Estado de Tabasco 
contempla la necesidad de que se otorgue el consentimiento 
de la persona de la que se obtienen las células o gametos 
para que se puedan utilizar incluso aun cuando sea factible 
su disposición después de que la persona haya fallecido, de 
lo que inferimos que como elemento esencial para reconocer 
o ser sujeto de reproche de las consecuencias jurídicas, 
es menester expresar eficazmente la voluntad de que se 
disponga de sus células para crear vida humana y con ello 
se tutele el derecho de la libertad reproductivo por el medio 
en que se lleve a cabo, es decir, si se logra a través de un 
acto sexual de forma natural o mediante la aplicación de 
técnica de reproducción asistida que incluso puede verificarse 
luego del deceso de la persona de la que se obtiene su célula 
germinal, ello siempre y exista un consentimiento en vida, 
aunque debemos preguntarnos si ese ejercicio de la libertad 
reproductiva va más allá de la muerte, lo cual genera una 
amplia gama de puntos de vista sobre todo que la filiación es 
generar un vínculo con la suma de obligaciones y desde luego 
de derechos tanto del progenitor y la persona concebida, 
pues la esencia de ello debe ser el disfrute de ese derecho 
reproductivo por sus intervinientes. 

Existe también la inseminación de conveniencia, 
también conocida como de la mujer sola, en la que se 
requieren solamente de dos requisitos, que lo son el 
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consentimiento de la mujer y la donación de semen y surge el 
cuestionamiento si el hijo podría investigar su paternidad y, 
una vez descubierta, reclamar su reconocimiento. !* 

En base al cuestionamiento inmediato referido sobre 
si debe reconocerse el legítimo derecho de una persona 
concebida mediante métodos en los que no intervino la 
voluntad del padre, estimo fundamental observar tal derecho 
de conocer quién es su padre mediante el ejercicio de la acción 
de reconocimiento, ya que el investigar y conocer su origen 
biológico es un derecho humano fundamental de identidad de 
toda persona, lo que conlleva implícito la potestad jurídica 
de obtener su reconocimiento filial, pues el hecho de que la 
madre que haya concebido mediante la disposición de una 
célula germinal en contra la voluntad del generador de esta 
último, ello no puede ser considerado una causa que excluya 
el derecho de una persona a reclamar el reconocimiento de 
su filiación, pues en todo caso le puede ser reprochado el 
proceder indebido de su madre en ejercicio de su derecho de 
procreación el no haber obtenido el consentimiento de quien 
genéticamente resulte ser su padre, pero no existe prohibición 
legal para obtener su reconocimiento y la tutela en su 
derecho de identidad, pero será de igual forma abordado con 
posterioridad. 

Además, el proceder de la mujer podría en todo caso 
actualizar un juicio de reproche, en aquellos lugares en que 
se encuentre tipificado como delito tal conducta, como lo es 
en el Distrito Federal hoy ciudad de México, en cuyo código 


16 De La Mata Pizaña, F. y Garxon Jiménez, R.: Derecho familiar. Sexta Edición 
Editorial Porrúa. México 2014; p. 417. 
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penal se contempla un apartado relativo a los delitos contra la 
libertad reproductiva, que prevé sanciones a quien disponga 
de óvulos o esperma para fines distintos a los autorizados por 
sus donantes, así como a quien implante a mujer mayor de 
dieciocho años un óvulo fecundado, cuando hubiere utilizado 
para ello un óvulo ajeno o esperma de donante no autorizado, 
sin el consentimiento expreso de la paciente o del donante y 
se agrava la pena si se produce un embarazo.'” 

Existe una restricción de carácter civil que limita la 
posibilidad de reconocer el vínculo filial, pues en la parte 
final del artículo 329 del Código Civil para el Distrito Federal 
(en lo sucesivo CCDF) dispone que no se puede impugnar 
la paternidad del hijo nacido después de trescientos días 
siguientes a la disolución del vínculo matrimonial, si el ex 
cónyuge varón consintió en la utilización de métodos de 
fecundación asistida y, podría ser un caso aplicable cuando el 
marido fallece dejando semen congelado y la mujer en base 
a tal consentimiento previo lo utiliza para fecundar un óvulo 
suyo. 

Así, para determinar la cuestión relativa a la conducta de 
disposición de las células germinales masculinas, tendríamos 
que dejar primero asentado que la licitud o ilicitud de dicha 
conducta de disponer de células no debe afectar la filiación 
del hijo, pues qué pasará si se utiliza un método prohibido y 
quien sea concebido o nazca por ese medio, sin duda deberá 


17 CPDF arts 149 y 151. 
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ser protegido en la tutela de sus derechos humanos, de tal 
forma, sólo procederán sanciones penales y administrativas a 
los infractores.'* 

En suma, los derechos humanos no pueden ser ilimitados 
en caso de que vulneren otro derecho de igual grado, pues 
aun y cuando debe protegerse en forma preponderante el 
derecho a la libertad reproductiva y la libre decisión sobre 
la formación de una familia y el número de sus integrantes, 
ello no justifica un indebido proceder mediante el cual se 
considere permisible la disponibilidad de células germinales, 
pero de igual manera el hecho de que una mujer realice 
conductas de manipulación genética para realizar una 
inseminación que le permitiera concebir, ello solo podría en 
una remota posibilidad serle reprochado penal o civilmente 
empero ello no limita el derecho fundamental en observancia 
del interés superior de un niño a conocer su identidad y el 
reconocimiento de su filiación. 


18 De La Mata Pizaña, F. y Garzón Jiménez, R.: Derecho familiar..., pp. 429 y 430. 
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TV. Paternidad responsable 


omo se ha dejado establecido previamente, resulta 

esencial reconocer la prioridad en la debida protección 

de los derechos humanos, fundamentalmente el 
garantizar el derecho de la identidad de una persona que 
ha sido concebida mediante métodos diversos a la relación 
íntima sexual natural, sea mediante inseminación artificial, 
maternidad subrogada o cualquier otro método que permita 
llevar a cabo el proceso de fecundación, siendo que se 
extraigan células germinales viables de una persona fallecida 
o cuando la mujer obtenga el fluido que contiene tales células 
para llevar a cabo su manipulación en forma unilateral con la 
omisión de recabar el consentimiento del varón del cual se 
obtienen dichas células, extrayéndolos del preservativo, una 
vez desechado el mismo o mediante una relación íntima que 
permita su obtención y recolección por la persona interesada 
en llevar a cabo la fecundación por cualquier método de 
reproducción diverso al que de manera natural se realiza sin 
contar con la voluntad del emisor de dichas células. 

De manera ordinaria tenemos que, cuando el acto de 
procreación es incuestionable, entonces trae aparejado el 
deber de asumir la responsabilidad de las personas que 
llevaron a cabo esa interacción, pues no debe simplemente 
sostenerse una relación íntima sexual sin asumir las 
consecuencias de tal proceder, como lo sería el que se lleve 
a cabo una fecundación y proceso de gestación hasta el 
nacimiento, para que el padre asuma el deber fundamental 
inherente a su paternidad, ello porque por en el proceso de 
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reconocimiento voluntario de la filiación tiene como proceder 
ideal el que se haga libre de vicios en la exteriorización de 
dicho consentimiento para aceptar como suyo al hijo de quien 
se reclama su paternidad y, derivado del reconocimiento 
asumir por consecuencia lo que ello conlleva, todo ello con 
plena regulación jurídica contenida en un sistema armónico 
de leyes nacionales e internacionales que garantizan la 
protección a los derechos humanos como lo es el de la 
libertad reproductiva responsable y por supuesto a la 
identidad mediante el conocimiento de la filiación. 

En cualquier sentido, la paternidad es el resultado de 
un proceso que debe ser consciente y responsable, lo que 
implica velar por el desarrollo integral de los descendientes, 
proveyéndolos de cuidados, brindándoles atención, salud, 
formación, educación y afecto, de modo que los hijos se 
integren a la sociedad como adultos sanos y productivos; pues 
la paternidad responsable es una actitud de compromiso 
asumida por la pareja, referida a su capacidad de transmitir la 
vida a otro ser y de entender que el desarrollo del hijo es una 
tarea común del padre y la madre.'” 

Sobre esto último, cabe mencionar que el CCEG, no 
contiene una referencia jurídica definitoria de la figura de 
la filiación, permitiéndome invocar, en derecho comparado, 
algunos conceptos sobre dicha figura y, tenemos así que la 
filiación es la relación que existe entre el padre o la madre y 


19 Buchanan Ortega, G.: Tópicos selectos en derecho familiar. Primera edición. 
Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nuevo León. 2013; p. 
162. 8989 
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su hijo, formando el núcleo social primario de la familia; por 
lo tanto, no puede ser materia de convenio entre partes, ni de 
transacción, o sujetarse a compromiso en árbitros.” 

Con base en el precepto anterior sobre el concepto 
de filiación, tradicionalmente se apoyó en el hecho de la 
procreación, que es como suele establecerse; sin embargo el 
hecho de la procreación no necesariamente se corresponde 
con la filiación, pues el avance de los conocimientos 
científicos, reconocidos ya por la ley, abre una serie de 
problemas sobre la filiación;?' pues existen los casos de las 
técnicas de reproducción asistida legamente autorizadas y 
donde someten a contrato los caso de donación de células 
germinales que conlleva la exclusión de toda responsabilidad 
al donante. 

Una definición análoga, tenemos la filiación como 
la relación consanguínea entre dos personas, por el hecho 
de engendrar o concebir una a la otra, o bien, al vínculo 
establecido entre dos personas a través del reconocimiento, 
asimismo la filiación determinada como consanguínea es el 
vínculo de parentesco que surge de la relación genética entre 
dos personas, por el sólo hecho de la procreación;* y es la 
relación jurídica derivada del hecho natural de la procreación 
que produce consecuencias entre el o los progenitores y 


20 CCDF Art. 338 

21 Muñoz Rocha, C.: Derecho Familiar. Primera Edición. Edit. Oxford. 2013; p. 270. 
22 LPMRET Art. 3 

23 CFY Art. 217. 
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el engendrado o nacido, quien adquiere el estado de hijo y 
este origina el mayor número de relaciones personales y 
patrimoniales.” 

Así, la filiación como relación interpersonal y jurídica se 
constituye por dos vínculos, que son el biológico y el legal, 
siendo que el primero se determina desde la concepción 
del individuo y, el legal, por su parte, se apoya en el 
biológico y surge por la descendencia en el matrimonio o el 
concubinato, o en otros casos, por el reconocimiento judicial 
de la paternidad o la maternidad, de cuyo vínculo, por tener 
su fundamento en el derecho, surgen deberes, derechos y 
obligaciones consignadas en la ley.? 

Con relación al tema de la paternidad responsable, 
debemos señalar que han existido a lo largo del tiempo, en 
la sociedad, conductas que no se afrontan responsablemente 
por los padres, que niegan el vínculo familiar por diversos 
argumentos de carácter socio culturales, por simple 
irresponsabilidad o so pretexto de invocar su falta de certeza 
por dudas en la paternidad que se les reclama y, en múltiples 
juicios, una vez activada la maquinaria jurisdiccional, 
exponen su deseo y la necesidad de que se lleve a cabo, 
previamente a hacer un reconocimiento voluntario, el 
desahogo de la prueba idónea así reconocida por nuestro 
Máximo Tribunal de análisis de perfiles genéticos o conocida 
como de estudio de Acido Desoxirribonucleico, para tener la 


24 Tapia Ramírez J.: Derecho de familia. Primera Edición. Editorial Porrúa. México 
2013; p. 290. 


25 Buchanan Ortega, G.: Tópicos selectos en ..., pp.166 y 167. 
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certeza de que la persona de quien se atribuye su paternidad 
efectivamente corresponde a su perfil genético y tener certeza 
de la identidad filial. 

La postura del presunto padre resulta ser por demás 
ofensivo a la rectitud e integridad moral de la mujer, quien 
como madre debe someterse a la extracción de muestras de 
su integridad corporal y la del propio menor sometido a dicho 
procedimiento para finalmente obtener, en la mayoría de 
los casos, un dictamen con alto grado de asertividad con el 
que se dilucida cualquier duda sobre la paternidad biológica 
atribuida y, una vez que se cuenta con dicho resultado, 
entonces la conducta que asume ahora sí el padre biológico, 
es buscar una amigable composición para resolver lo relativo 
a las obligaciones que surgen luego de que se ha determinado 
científicamente de manera biológica la relación filial, en 
cuya mayoría de casos sólo se establecen responsabilidades a 
futuro por la apremiante necesidad que comúnmente tiene la 
progenitora de que el padre asuma el deber de paternidad que 
conlleva el proporcionar alimentos, por la compleja situación 
en que, en múltiples ocasiones, se encuentra la madre de 
asumir en su totalidad dicha responsabilidad dejando en 
una situación irresponsable al padre hasta que se resuelve 
mediante sentencia judicial el reconocimiento de paternidad. 

Para evolucionar en el concepto de paternidad 
responsable, los hombres y las mujeres deben comenzar 
por asumir las consecuencias de sus comportamientos 
reproductivos y sexuales, adoptando actitudes que 
denoten preocupación por su descendencia y practicar 
comportamientos seguros que los protejan del contagio de 
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enfermedades de transmisión sexual y en tales condiciones, 
es preciso crear en las parejas la concientización de que la 
relación sexual no es un acto reflejo, sino intencional, libre 
y consentido y que, por lo tanto, sus consecuencias también 
deben serlo como, por ejemplo, la posibilidad de convertirse 
en padres y, por esa razón, es conveniente educar a las 
generaciones presentes y futuras sobre la responsabilidad 
sexual y reproductiva, sobre todo de los compromisos 
derivados de ello.” 

En efecto, día con día se genera un gran número de 
nacimientos en que el padre evade acudir a llevar en forma 
espontánea el reconocimiento de su hijo ante el Registro 
Civil, lo que se traduce en una grave incumplimiento de 
los deberes inherentes a la patria potestad y, por ello es 
que todo juzgador debe actuar con celeridad para proteger 
las condiciones en que se encuentra la persona de la que 
se reclama el reconocimiento filial y, por ende resulta 
fundamental la revisión de los convenios que lleven a cabo 
las partes mediante los cuales se garantice eficazmente el 
cumplimiento de los compromisos en los deberes que se 
asuman y a los cuales tuvieron que arribar por la falta de 
una paternidad responsable, ya que tuvo que verificarse la 
incoación de un procedimiento para exigir el cumplimiento de 
un deber fundamental de quien se negó en forma voluntaria a 
asumir la paternidad atribuida. 


26 Buchanan Ortega, G.: Tópicos selectos en ..., pp. 166 y 167. 
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V. Colisión de derechos humanos del niño y del presunto 
padre respectivamente y su ponderación para decisión 


e ha dejado establecido el análisis en referencia a 

los derechos humanos que corresponde tutelar en 

observancia al interés superior de la niñez e identidad, 
así como lo relativo al derecho a la libertad reproductiva; por 
lo que, a efecto de establecer la temática esencial del caso 
acontecido en la praxis de un tribunal de oralidad familiar, 
pues se trata de un caso propiamente poco común en la 
dinámica fáctica. 

La confrontación de derechos fundamentales surge en 
atención a que se ejercitó una acción de reconocimiento de 
paternidad, respecto de cuya temática es menester indicar 
que, la filiación de los hijos nacidos fuera de matrimonio 
resulta, con relación a la madre del solo hecho del nacimiento 
y, respecto del padre, sólo se establece por el reconocimiento 
voluntario, porque así lo presume la ley o por la sentencia 
que declare la paternidad, además de que la paternidad y 
la maternidad puede probarse por cualquiera de los medios 
ordinarios y, si se propusiere cualquier prueba biológica o 
proveniente del avance de los conocimientos científicos y 
el presunto progenitor se negara a proporcionar la muestra 
necesaria, se presumirá, salvo prueba en contrario, que es la 
madre o el padre.” 

Por tanto, obtenemos que la filiación extramatrimonial 
deriva del reconocimiento voluntario que realice el presunto 
padre cumpliendo con los requisitos que la propia ley exige o 


27 CCG Art. 416 y 416-A. 
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bien que se realice mediante sentencia derivada de la acción 
de la reclamación de estado, interpuesta por el propio hijo o 
su representante legal; de ahí que el vínculo jurídico que se 
establece entre los progenitores y el hijo es el que conforma 
la filiación que constituye la forma de parentesco que impone 
deberes específicos como la obligación de dar alimentos, el 
derecho al nombre y a la patria potestad, entre otros. 

En el supuesto de hecho a estudio no existe una 
problemática para determinar quién es la persona que 
comparte un perfil genético como padre, pues dentro 
del procedimiento fue plenamente probado, mediante la 
realización de prueba genética, que el niño de quien se debe 
garantizar su identidad, sí comparte información genética en 
todos los marcadores genéticos con la persona a quien se le 
atribuyó la paternidad. 

La primer cuestión que se debió dilucidar si es 
posible que una mujer, que no presenta problemas de 
fertilidad, pueda llevar a cabo un método propiamente de 
inseminación* directa conforme a la obtención de célula 
germinal masculina y una vez expulsado sin existir coito 
de por medio, sea por deposito en área bucal o extracción 
del preservativo utilizado una vez concluida la relación 
sexual, para lo cual fue menester llevar a cabo una prueba 
pericial en materia de genética, cuyo experto en dicha 
materia al exponer sus conclusiones como así lo mandata 
el artículo 810 del Código Procesal Civil del Estado, indicó 
que fue respetada la cadena de custodia para el análisis de 
las muestras genéticas obtenidas de las partes y del menor 


28 D.R.A.L.E. f. Biol. Llegada del semen al óvulo mediante la cópula sexual. 
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en cuestión, que de acuerdo a su conocimiento científico, el 
tiempo que duran los espermatozoides que integran el semen 
obtenido por quien lo manipuló vivo fuera del varón, tiene 
una duración viable de veinticuatro siempre no se afecte por 
condiciones extremas de frio o calor; así como expuso que 
sí es posible un tipo de inseminación casera la cual consiste 
en una forma rústica de llevar a cabo el procedimiento 
de inseminación sin requerir de las mismas técnicas de 
reproducción asistida para una inseminación artificial y aun y 
cuando también un proceso simple de inseminación se puede 
llevar a cabo en una clínica especializada, indicó que en ese 
caso se llevan procedimientos desde el tipo de sangre y una 
serie de protocolos de los avances científicos para inseminar 
y desde luego cuando se realiza este método en una clínica 
crece el porcentaje de obtener un resultado positivo de 
fecundación y por el contrario dicho porcentaje disminuye 
cuando se realiza de forma casera, como así lo califico el 
perito, además de que respondió que si alguien sostiene una 
relación y hay una eyaculación oral, sí es factible que se 
lleve una auto inseminación a pesar de haberse depositado el 
fluido seminal en el área bucal, ya que el esperma no se daña 
con la saliva, ya que conserva la temperatura, porque tiene 
una sobrevida un esperma en condiciones no médicas, y, esto 
es tiempo suficiente para que una persona de una manera 
rustica pueda usar una jeringa, sonda o pipeta, para aplicarla 
en el fondo vaginal y esto es viable en horas este proceso 
después de ser expuesto en la saliva el espermatozoide lo que 
puede permanecer vivo; además de que fue científicamente 
sustentado el dictamen al llevarse a cabo la extracción 
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y aislamiento del Acido Desoxirribonucleico con siglas 
A.D.N., siguiendo de la selección y amplificación en cadena 
de la polimerasa, regiones llamadas marcadores genéticos, 
micro satélites o STRS; regiones variables de un individuo 
a otro y que se heredan, utilizados para la identificación 
genética y de filiación, ante el seguimiento de la metodología 
para la obtención de resultado acorde con las muestras 
biológicas de sangre del menor y presunto padre, a más de 
que el perito se trató de un especialista en genética molecular 
con un perfil profesional requerido para rendir un dictamen 
de esa naturaleza y no se desvirtuó su prestigio profesional, 
imparcialidad y honestidad con la que todo perito se debe 
conducir durante el desarrollo de la prueba. 

El dictamen pericial que permitió determinar la certeza 
del vínculo genético génesis de la filiación es un tipo de 
prueba que conforma una opinión de una persona versada en 
una ciencia, que se efectuó con el objeto de ilustrar sobre un 
hecho cuya existencia no puede ser demostrada ni apreciada 
en forma simple a través de los sentidos sino que debe ser 
obtenida por medio de los conocimientos científicos oO 
técnicos y para ello se dio intervención a un experto en la 
materia, quien conforme a su acreditación profesional y 
experiencia, cuenta con los conocimientos técnicos idóneos 
para emitirlo, amén de que explicó de manera pormenorizada 
los elementos y consideraciones en las que se apoyó para 
concluir en los términos en que lo hizo, de tal suerte que 
el dictamen pericial en materia de genética que permitió 
válidamente apreciar de una mejor manera las circunstancias 
sobre las que versó conforme a la metodología que llevó a 
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cabo el perito y expuso los elementos en que se sustentó, por 
lo que se llevó a cabo de manera imprescindible la revisión 
del fundamento, metodología, resultados y la conclusión del 
profesional al cual se le otorgó suficiente fuerza legal plena. 

Cabe destacar que la prueba pericial en materia de 
genética es la prueba idónea para demostrar el vínculo filial, 
previo análisis de las muestras correspondientes, con el 
propósito de esclarecer jurídicamente el problema planteado, 
ya que la pericial es la prueba científica y biológicamente 
idónea para tener o no por cierta y corroborada la filiación, 
esto es, la paternidad.” 

Una vez que fue probado plenamente el vínculo 
consanguíneo entre la persona menor de edad y la persona 
a quien se le atribuyó la paternidad, tenemos que fue 
plenamente probado que la concepción se llevó a cabo luego 
de haber tenido el varón y la mujer una interacción sexual 
sin llegar a la cópula, empero se realizó el depósito de las 
células germinales en el área bucal femenina quien las retuvo 
y luego los deposito en un recipiente para proceder a una 
inseminación directa, pues ello así se determinó plenamente 
con la confesión que llevaron a cabo las partes y quienes 
reconocieron haber sostenido una relación íntima en cuyo 
encuentro quedo plenamente probado la forma en que la 
madre del menor manipulo las células germinales masculinas 
para disponer de las mismas y lograr concebir, ello sin mediar 


29 Novena Época. Registro: 195,964. Materia(s): Civil. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo VI!Il octavo, Julio de 1998. Tesis: 11.20.C.99 C. Página: 381. 
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la voluntad del varón para que se hiciera uso de sus células y 
que a la postre dieron se produjo la concepción y se generó la 
vida de una persona. 

Fue que conforme al enlace lógico, natural y legal 
del cumulo probatorio antes reseñado, permitió sostener 
plenamente probado el hecho de la concepción y ulterior 
nacimiento de una persona que, conforme a la prueba pericial 
en materia de genética analizada y valorada, resulto ser hijo 
biológico de la persona a quien se atribuyó su paternidad y 
con ello se actualiza la existencia del lazo consanguíneo que 
actualiza la filiación del demandado con el menor ya referido. 

La problemática a dilucidar luego que se demostró 
plenamente el hecho de que se produjo una relación íntima 
entre un varón y una mujer y que existió una transmisión 
de células germinales masculinas mediante deposito en área 
bucal, de las cuales dispuso la mujer para introducir dichas 
células en su cuerpo en un metido casero o rustico simple 
para lograr así la fecundación, generado un embrión, de lo 
cual lo trascendente es que no se le pidió su consentimiento 
al varón para que si dispusiera de sus componente celulares y 
llevar a cabo un proceso de auto inseminación. 

Al efecto, debemos indicar que es sabido que los avances 
científicos recientes en materias biológicas y genética sobre 
la manipulación celular ha generado discusiones en el campo 
de la ética con incidencia en el área jurídica de la materia 
familiar cuando se genera una fecundación reproducción 
unilateral o asistida y de lo cual nuestro sistema legal en 
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el Guanajuato no prevé las consecuencias legales cuando 
una mujer realiza un proceso de auto inseminación lo que 
actualizaría desde una primera expectativa un vacío legal. 

Por ello es esencial puntualizar que la reproducción 
humana para que se genere implica la producción por 
parte del varón del semen adecuado y en las condiciones 
propicias que hagan factible la fecundación como así lo 
indico el perito en genética en el presente juicio al responder 
a los cuestionamientos de las partes, así como se requiere 
la existencia de un ovulo maduro producido por la mujer y 
que tanto el espermatozoide del semen se encuentre con la 
calidad que permita encontrarse con el ovulo y fecundarlo, lo 
cual actualizaría una normalidad general de reproducción. 

Se atribuye a la mujer, parte actora, el que haya realizado 
una conducta que le permitió extraer el semen depositado 
por el actor en su boca, manipularlo y probablemente llevar 
a cabo la auto inseminación, lo cual conforma una situación 
excepcional no prevista en la ley, pues es sabido que la 
copula o coito es la forma ordinaria de reproducción natural 
humana, pero en atención a los principios de protección de 
los derechos humanos de un niño o niña, es innegable que 
aun y cuando una persona ha sido concebido por el método 
de auto inseminación ello no puede ser considerado una 
causa eficiente que excluya ese hecho probado e innegable de 
la paternidad. 

De tal suerte que, aun y cuando no haya existido 
consentimiento por parte del varón para que la mujer 
dispusiera y llevara a cabo la manipulación de la célula 
germinal masculina luego de habérsele depositado en la 
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región bucal de la mujer, ello no es causa para desvirtuar 
el hecho plenamente demostrado del vínculo genético del 
demandado con su menor hijo, pues la circunstancia de que 
haya existido una relación sexual oral consensada y, que 
además, la actora hubiese realizado la disposición del fluido 
seminal para llevar a cabo un proceso de autoinseminación, 
probablemente rustico, como así indico el perito, no puede 
estimarse como un argumento eficaz que permita considerar 
un desconocimiento de la paternidad que se atribuya, ni 
liberación de responsabilidad de ambos padres. 

Lo anterior se afirma así en atención a que en los 
artículos 383 a 385 del CCEG establece claramente cuáles 
son las hipótesis en que puede ser desconocida la paternidad, 
sin que en este caso los hechos que nos ocupan integren 
tal circunstancia O hipótesis legal que permita establecer 
que la acción de paternidad que se le imputa debe resultar 
improsperante bajo el argumento de que su contraparte mujer 
no le pidió autorización legal para disponer de su fluido 
seminal y, de ahí surge la interrogante a resolver cuando 
se actualiza el hecho de haber depositado el demandado su 
fluido seminal en la boca de la mujer con la que sostuvo una 
relación íntima, si realmente esta última tiene la facultad 
o derecho de disponer del mismo y, determinar si en este 
caso requería una autorización expresa del demandado 
para que pudiera disponer del mismo para llevar a cabo la 
autoinseminación. 

Sobre este tópico, es posible sostener que las células 
germinales (semen), una vez fuera de la integridad corporal 
del varón, en estricto se integra como una cosa susceptible 
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de crear consecuencias jurídicas, pues las células germinales 
masculinas fueron trasmitidas voluntariamente en su posesión 
a la mujer por ser depositados en el área bucal, lo que 
conlleva la potestad de la receptora de disponer del mismo 
y, por ende no se viola prohibición alguna de disposición 
sobre el propio cuerpo del demandado, ya que el semen había 
dejado de formar parte integrante del mismo por haberlo 
expulsado y transferido en el área bucal de la mujer por parte 
del propio varón. 

Así, al haberse hecho esa transferencia física de fluido 
se materializo una pertenecía a la mujer receptora y sin duda 
estaba en posibilidad de disponer del mismo en la forma que 
así lo hubiera hecho, máxime que la forma en que se suscitó la 
transmisión de células, por una relación íntima oral, implica 
que no se requería de una autorización o consentimiento 
previo, porque en estricto no debe ser atendible la legislación 
que regula lo relativo a un acto jurídico que exige como 
elemento de existencia el consentimiento de las partes 
intervinientes como así lo señala el artículo 1281 del CCEG, 
en el que se establece que para la existencia del contrato se 
requiere precisamente el que se otorgue el consentimiento, 
empero se debe acotar que en tal supuesto factico no nos 
encontramos en presencia de un acto jurídico relativo a un 
convenio o a un contrato definido como el acuerdo de dos 
o más personas para crear, transferir, modificar o extinguir 
obligaciones, como así lo previene el artículo 1279 del 
aludido ordenamiento sustantivo civil, sino que se trata 
propiamente un hecho jurídico que desde luego genera 
consecuencias, lo cual excluye considerar la actualización de 
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un acto jurídico porque los aspectos de la filiación no pueden 
ser objeto de transacción, dada la cualidad de la natural de 
la filiación y el que la paternidad surge precisamente de la 
concepción genética de los gametos. 

Es cierto que la fecundación no se generó precisamente 
por el coito, sino por una inseminación realizada en forma 
unilateral por la mujer por la actora, pero lo relevante es 
que en este caso no se trató de una inseminación artificial 
o asistida derivada de un acto jurídico de donación de fluido 
seminal o células germinales, en cuyo caso sí sería exigible 
un consentimiento para la fertilización; de tal suerte que 
la manera en que se obtuvieron las células germinales se 
trata de un caso atípico de la forma de reproducción que se 
originó del proceso de auto inseminación respecto del cual, 
como ya se dijo, no existía impedimento legal para que la 
mujer dispusiera del semen, dado el propio riesgo que el 
demandado corrió desde el momento en que consenso con la 
actora el sostener una relación íntima sexual y, por ende en 
forma implícita se actualiza un consentimiento válido para 
que se dispusiera del fluido germinal que se depositó en el 
área bucal. 

Es innegable que si dos personas consensan llevar a cabo 
una relación íntima sexual, en forma oral, entonces el varón 
debió obrar con precaución y considerar la consecuencia de 
transmitir sus células germinales en el área bucal de la mujer, 
pues considerar lo contrario, en forma análoga permitiría 
sostener que no es atribuible la paternidad por el hecho 
de que aún y cuando se utilice un método de protección 
preservativo que se rompa y se produzca la concepción por el 
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hecho de esa incidencia no se generan consecuencias legales, 
lo cual no es admisible porque ello riñe con la paternidad 
responsable que debe asumirse; por lo que entonces bastaba 
con que el demandado se abstuviera de realizar cualquier 
tipo de conducta sexual y evitar así el riesgo de que la actora 
concibiera en la forma natural o por auto inseminación y 
que producto de la concepción naciera una persona de quien 
habría de atribuírsele la paternidad, de la cual como ya se ha 
dejado precisado, no existe justificación o causa legal que le 
permita al demandado desconocerla. 

En el supuesto factico en estudio, una vez expulsado de 
la corporeidad el fluido que contiene las células germinales 
masculinas, sin duda se conforma un objeto del cual puede 
generarse consecuencias jurídicas y no existe en este caso 
la necesidad de observar una exigencia legal de prohibición 
para que la actora dispusiera del semen, como contrario así 
resultaría exigible en el caso de la donación de esperma, pues 
en este supuesto que conforma un acto jurídico, sí se requiere 
el consentimiento de llevar a cabo una donación y otorgar 
su autorización para que se disponga del mismo por terceros 
interesados. 

Cabe destacar que células germinales, son las células 
reproductoras masculinas y femeninas capaces de dar origen 
a un embrión y, Para el control sanitario de los productos y 
de la disposición del embrión y de las células germinales, se 
estará a lo dispuesto en la LGS, en lo que resulte aplicable, y 
en las demás disposiciones generales que al efecto se expidan, 
asimismo tenemos que la donación en materia de órganos, 
tejidos, células y cadáveres, consiste en el consentimiento 
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tácito o expreso de la persona para que, en vida o después 
de su muerte, su cuerpo o cualquiera de sus componentes se 
utilicen para trasplantes y, se requerirá que el consentimiento 
expreso conste por escrito para la donación de órganos y 
tejidos en vida, y para la donación de sangre, componentes 
sanguíneos y células troncales en vida.*% 

Por ello, es factible afirmar que cuando se considera la 
existencia de un contrato de donación de células, entonces 
ello actualizaría la existencia de un negocio o un acto jurídico, 
pero en el cuadro factico que se analiza, propiamente existe 
un hecho del que se estima no es exigible un consentimiento, 
por no tratarse de un acto jurídico, sino de un hecho jurídico 
a virtud de una relación sexual consentida, pues solamente 
conforme a las leyes aplicables en materia de salud pública 
para la disposición de óvulos o espermatozoides se requerirá 
el consentimiento del donante; por lo que se insiste, no nos 
encontramos en presencia o negocio jurídico, pues consiste 
en el hecho de haber sostenido una relación sexual y haber 
transferido voluntariamente el fluido seminal de la forma que 
así ocurrió en el área bucal de la mujer la cual lo utilizo para 
su inseminación. 

Resulta claro que conforme a lo que se ha dejado 
establecido, nos encontramos en presencia de la colisión 
de dos derechos fundamentales de igual grado de valor, lo 
que excluye una simple aplicación por jerarquía de normas, 
pues tendrían un mismo rango tanto el de la identidad de 
una persona menor de edad y el de la libertad reproductiva 
de la persona a quien se le atribuye la paternidad, lo que 


30 LGS Arts. 314, 318 321 y 323. 
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implica ponderar sin soslayar que en caso de que ante dicha 
confrontación de derechos humanos y más aún cuando se 
encuentra inmerso el interés superior de un menor es deber 
de la Autoridad Jurisdiccional buscar la armonización entre 
los valores en juego mediante un ejercicio de la ponderación. 

Al respecto cabe mencionar que el modo de resolver los 
conflictos entre principios, recibe el nombre de ponderación 
la cual se establece y viene a resolver un conflicto entre 
normas del mismo nivel jerárquico, singularmente entre 
normas constitucionales: y su regla constitutiva puede 
definirse “cuanto mayor sea el grado de la no satisfacción o 
de afectación de un principio, tanto mayor tiene que ser la 
importancia de la satisfacción de otro”.*? 

La ponderación conduce a una exigencia de 
proporcionalidad que implica establecer un orden de 
preferencia relativo al caso concreto. Lo característico de 
la ponderación es que con ella no se logra una respuesta 
válida para todo supuesto, no se obtiene, por ejemplo, 
una conclusión que ordene otorgar preferencia siempre al 
deber de mantener las promesas sobre el deber de ayudar al 
prójimo, o a la seguridad pública sobre la libertad individual, 
o a los derechos civiles sobre los sociales, sino que se lora 
sólo una preferencia relativa al caso concreto que no excluye 
una solución diferente en otro caso; se trata, por tanto, de 
una “jerarquía móvil” que no conduce a la declaración 
31 Prieto Sanchís, L.: Neoconstitucionalismo y principios de ponderación. Colección 


derecho procesal de los derechos humanos 2. Primera Edición. México 2014; pp. 
110 y 111. 


32 Alexy, R.: Teoria de los derechos fundamentales. Centro de estudios 
constitucionales. Madrid. 1993; p.161. 
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de invalidez de uno de los bienes en conflicto, ni a la 
formulación de uno de ellos con excepción permanente frente 
al otro, sino a la preservación abstracta de ambos por más 
que inevitablemente ante cada caso de conflicto sea preciso 
reconocer primacía a uno u otro.** 

La virtualidad más apreciable de la ponderación quizá 
no se muestre en el juicio abstracto de leyes, sino en los 
casos concretos donde se enjuician comportamientos de los 
particulares o de los poderes públicos** y, desde la perspectiva 
de la ponderación se amplía de forma limitada la esfera de 
los derechos individuales en detrimento de otros bienes 
constitucionales, o que todo problema jurídico acabará por 
plantearse en términos de limitación de principios o derechos, 
con el esfuerzo argumentativo que ello supone.** 

Cabe destacar, que ante tal colisión de derechos 
fundamentales por ningún motivo se debe omitir el respeto a 
los derechos de alguno de los involucrados, solo por otorgar 
al infante lo que solicita sin requisito alguno y en cualquier 
circunstancia; pues si bien al hacerse previamente el análisis 
del principio del interés superior del menor, se expuso que 
debe llevarse a cabo su protección más amplia en los procesos 
jurisdiccionales. 

Lo relevante es que la intervención de un menor en 
un juicio no implica que el juzgador únicamente deba 
respetar los derechos humanos de éste y omitir los derechos 
fundamentales de su contraparte, ya que si se aceptara 


33 Prieto Sanchís, L.: Neoconstitucionalismo y principios... , p. 110. 
34 Prieto Sanchís, L.: Neoconstitucionalismo y principios... , p. 112. 


35 Prieto Sanchís, L.: Neoconstitucionalismo y principios... , p. 123. 
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una posición contraria, se correría el riesgo de convertir al 
juzgador en un autócrata y no en el director del proceso, 
que únicamente observa y cumple lo que subjetivamente 
considera conveniente y favorable para los derechos del 
niño, sin respetar los derechos de los demás integrantes de la 
relación jurídico procesal, otorgándole al primero cualquier 
beneficio, por el solo hecho de ser infante, incluso en los 
casos en que no le asista la razón, conforme a derecho, 
mediante una mal entendida protección del interés superior 
del niño.** 

Además, para verificar si se ha transgredido algún 
derecho humano reconocido por la CPEUM o por los 
tratados internacionales, el juzgador puede emplear diversos 
métodos o herramientas argumentativas que lo ayuden 
a constatar si existe o no la violación alegada, estando 
facultado para decidir cuál es, en su opinión, el más adecuado 
para resolver el asunto sometido a su conocimiento a partir 
de la valoración del derecho o principio constitucional que 
se alegue violado; si la norma de que se trata constituye una 
limitación gradual en el ejercicio del derecho, o si es una 
verdadera restricción o impedimento en su disfrute; el tipo 
de intereses que se encuentran en juego; la intensidad de 
la violación alegada; y la naturaleza jurídica y regulatoria 
de la norma jurídica impugnada; de tal suerte que entre los 
métodos más comunes para solucionar esas problemáticas 
se encuentra el test de proporcionalidad que, junto con 
36 Décima Época. Registro: 2014896. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 

Tesis aislada l|.10.P.14 K (10a.). Tipo de Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 


de la Federación. Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV. Materia(s): Constitucional. 
Página: 2846. 
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la interpretación conforme, el escrutinio judicial y otros 
métodos interpretativos, constituyen herramientas igualmente 
útiles para dirimir la violación a derechos, lo cual conforma 
la vía para que los Jueces cumplan la obligación que tienen a 
su cargo, que se constriñe a decidir, en cada caso particular, si 
ha existido o no la violación alegada, por lo que los Jueces no 
están obligados a verificar la violación a un derecho humano 
a la luz de un método en particular.*” 

Por ende, se debe atender al contenido del artículo 3, 
párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño 
otorga al niño el derecho a que se considere y tenga en cuenta 
de manera primordial su interés superior en todas las medidas 
o decisiones que le afecten, tanto en la esfera pública como 
en la privada, pues el Comité de los Derechos del Niño ha 
determinado que en el referido enuncia uno de los cuatro 
principios generales de la Convención en lo que respecta 
a la interpretación y aplicación de todos los derechos del 
niño y lo aplica como un concepto dinámico debe evaluarse 
adecuadamente en cada contexto, pues se debe garantizar el 
disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos 
por la Convención y el desarrollo holístico del niño, además 
de que todos los derechos previstos responden al “interés 
superior del niño” y ningún derecho debería verse perjudicado 
por una interpretación negativa del interés superior del niño. 

Aun y cuando la concepción del menor de quien 
se demanda el reconocimiento de su paternidad se haya 
realizado mediante un método de auto inseminación rustico 


37 Décima Época. Registro: 2018475. Instancia: Segunda Sala. Tesis aislada: Za. 
CvIl/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
60, Noviembre de 2018, Tomo Il. Materia(s): Constitucional, Común. Página: 1191 
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o cualesquiera otro, diverso al de la inseminación artificial 
asistida que se rige contractualmente; ello no excluye el 
derecho fundamental del menor a su identidad y conocer 
quién es su padre y no se puede excluir ese derecho so 
pretexto de que el presunto padre no dio su consentimiento 
para que no se dispusiera de su fluido seminal que en forma 
voluntaria depositó en el área bucal de la demandada, ya que 
tal expresión de la voluntad no se requería. 

Entonces, no es factible excluir la responsabilidad del 
varón derivada de la situación de hecho al sostener relaciones 
sexuales y con ello asumió el riesgo de que se pudiera 
generar la concepción, tal como así ocurrió ya que nació una 
persona que, en el momento de la acción de reconocimiento 
de paternidad, era un menor de edad, amén de que no se 
vulneró algún derecho humano fundamental del demandado 
o en específico el derecho a la libertad reproductiva por la 
circunstancia de que no se le haya pedido su consentimiento 
para la disposición de su células germinales. 

Por lo anterior, al haberse probado plenamente el 
vínculo genético entre el menor y el presunto padre, sin que 
fuese viable excluir su responsabilidad en la paternidad bajo 
el argumento de que debe protegerse su derecho humano 
a la libertad reproductiva, dada la preponderancia de los 
derechos humanos del niño, es que se concluyó en reconocer 
la paternidad e imponerle al padre la suma de derechos y 
obligaciones inherentes a la filiación, así como extender por 
la Oficialía del Registro Civil respectiva el acta de nacimiento 
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en que se asienten el nombre del padre y de los abuelos por 
esa línea y se resolvieron las consecuencias inherentes a 
dicho vínculo jurídico. 
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Conclusiones 


uego de un análisis de los temas jurídicos que de una 

u otra forma inciden en la figura de la filiación, se 

expone una situación fáctica de la que puede sin duda 
resultar debatible en relación a los sujetos que intervienen, 
es decir, dos personas que sostienen una relación íntima, de 
los cuales uno de ellos se apropió de células germinales que 
obtuvo luego del acto o que obtiene de cualquier otra forma 
que le permiten contar con los elementos celulares suficientes 
para llevar a cabo una manipulación de dichos elementos sea 
por un proceso rústico o casero de auto inseminación o con el 
apoyo de terceros para lograr una inseminación artificial. 

Lo relevante es que se produce la concepción y se genera 
la vida de una persona, de la cual una vez nacido, la mujer 
que previamente haya dispuesto de las células germinales, sea 
como fuere que las haya obtenido, se considera legitimada 
para instar en una acción de reconocimiento de paternidad en 
contra del varón que desconocía tal proceder unilateral de la 
madre y el cual invoca como defensa el que indebidamente y 
en contra de su voluntad expresa y formal se haya dispuesto 
de sus componentes celulares, es decir sostiene que no 
tiene ninguna responsabilidad ni la obligación de asumir su 
paternidad respecto de una persona menor de edad del cual 
se justificó en forma plena que es su padre biológico, pero 
invoca su derecho humano a la libertad reproductiva y con 
base a ello sostiene que no debe serle atribuible los deberes 
inherentes a la paternidad. 
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En ese panorama, se genera una colisión de derechos 
humanos, que lo fueron el interés superior del niño y el 
de identidad frente al derecho fundamental que alude el 
presunto padre de que no se obtuvo su consentimiento para 
que la madre del menor obtuviera y dispusiera en forma 
unilateral sin el conocimiento previo del emisor de tales 
células y menos aún tenía autorización para llevar a cabo tal 
manipulación de las células mediante su inserción corporal 
para lograr crear un embrión y de esa forma concebir 

De lo anterior, se justificó la necesidad de llevar a cabo 
un proceso de ponderación ante esa confrontación de derechos 
y si bien tienen un elevado grado de jerarquía constitucional 
y de orden convencional, se concluye en proteger de la manea 
más amplia el interés superior del niño y su derecho humano 
a su identidad, que no se debía limitar a solo saber su origen 
biológico, sino que dicha protección abarca el atribuirle la 
paternidad que emana de la filiación para que imputarle la 
suma de derechos y obligaciones inherentes a ello y queda 
en el tintero dilucidar si la madre que hizo la extracción, 
disposición y utilización, de forma unilateral de las células 
germinales, incurrió en alguna responsabilidad civil o penal, 
pero lo cierto es que resulta fundamental resaltar el deber 
que asiste atender a todo órgano jurisdiccional de observar 
el referente del principio del interés superior de la niñez, 
que en este caso se atiende, no en forma impositiva sino de 
una interpretación razonable ante el juicio de ponderación 
para declarar el reconocimiento de filiación para que exista 
una paternidad responsable con la suma de deberes que ello 
implica. 
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Capítulo XI 
Del Fondo de Apoyo para las Víctimas y Ofendidos 
Artículo 37. El Fondo tiene como objetivo dotar a 
las autoridades de recursos para apoyar a las víctimas y 
ofendidos por los delitos previstos en la presente Ley, así 


como incentivar la denuncia. 

El Fondo se orientará prioritariamente a la atención 
médica y psicológica de las víctimas y protección a 
menores en desamparo, en los términos que precise el 
Reglamento. 


Constitución y objetivos del fondo de 
apoyo para las víctimas y ofendidos 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


apoyo para las víctimas y ofendidos. Este fondo tiene 

dos objetivos principales: En primer lugar, dotar de 
recursos a las autoridades, proveyendo a las mismas de los 
recursos económicos necesarios para ofrecer apoyo efectivo 
a las víctimas y ofendidos por los delitos de secuestro, 
incluyendo una gama de servicios y medidas que van desde 
la atención médica y psicológica, hasta la protección de 
menores en situaciones de desamparo. En segundo lugar, 
busca incentivar la denuncia, disponiendo de un fondo 
específico para apoyar a las víctimas, para que las personas 
denuncien los delitos de secuestro. 


| a norma 37 se centra en la creación y uso del fondo de 
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I.- Objetivo del fondo 


La misión del apoyo para las víctimas y ofendidos 
es proporcionar a las autoridades los recursos financieros 
necesarios para apoyar a las víctimas y ofendidos por los 
delitos previstos en la ley, implicando que se deberán ofrecer 
diversos tipos de asistencia y apoyo a aquellas personas que 
han sido afectadas directamente por el delito de secuestro. 
La ayuda puede incluir asistencia médica, psicológica, legal 
y social, asegurando que las víctimas reciban el cuidado 
y la atención necesarios para su recuperación y bienestar. 
Además, se busca incentivar la denuncia, promoviendo 
que las víctimas y sus familiares denuncien los delitos de 
secuestro. Al saber que existe un fondo específico destinado 
a brindarles apoyo, las personas pueden sentirse más seguras 
y confiadas para acudir a las autoridades y reportar el delito, 
sabiendo que recibirán la ayuda necesaria. 

Así, el artículo comentado describe cómo el fondo está 
diseñado para fortalecer la capacidad de las autoridades para 
brindar apoyo integral a las víctimas y fomentar una mayor 
denuncia de los delitos, contribuyendo así a la lucha contra el 
secuestro y otros delitos graves previstos en la ley. 


11.- Prioridades del fondo 


La norma también describe las áreas principales en 
las que se utilizarán los recursos del fondo de apoyo para 
las víctimas y ofendidos. Las prioridades del fondo son la 
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atención médica y psicológica de las víctimas, destinándose 
el fondo principalmente a proporcionar servicios de salud y 
apoyo psicológico a las víctimas de secuestro. 

La asistencia es de suma importancia para ayudar a 
las víctimas a recuperarse del trauma físico y emocional 
que han experimentado. La atención médica puede incluir 
tratamientos para lesiones físicas, mientras que el apoyo 
psicológico abarca terapias y consejería para tratar el estrés 
postraumático y otros problemas mentales derivados del 
secuestro. 

Otra prioridad del fondo es la protección y el cuidado 
de menores que se encuentran en situaciones de desamparo a 
causa del secuestro. Estos recursos se utilizarán para asegurar 
que los niños afectados reciban el refugio, la atención y el 
apoyo necesarios para su bienestar y desarrollo. Esto puede 
incluir la provisión de hogares temporales, programas 
educativos, y servicios de cuidado infantil. 

Los términos específicos de la utilización de estos 
recursos estarán definidos por un reglamento, que precisará 
los términos y condiciones bajo los cuales se brindará esta 
asistencia. El reglamento establecerá los procedimientos, 
criterios y mecanismos para la distribución efectiva del apoyo 
a las víctimas y ofendidos, asegurando que los recursos se 
utilicen de manera adecuada y eficiente. 

La porción analizada enfatiza que el fondo se enfocará 
principalmente en la atención integral de las víctimas del 
secuestro, particularmente en las áreas de salud y protección 
infantil, y que su implementación estará regida por un 
reglamento detallado. 
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Así, el artículo 37 dictamina el establecimiento de 
un fondo específico destinado a apoyar a las víctimas y 
ofendidos de este delito, así como a incentivar la denuncia del 
mismo. El fondo prioriza la atención médica y psicológica 
de las víctimas y la protección de menores en desamparo, 
garantizando así una respuesta integral y adecuada a las 
necesidades de las víctimas de secuestro. 
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Artículo 38. El Fondo se integrará de la siguiente manera: 
I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en 

el Presupuesto de Egresos de la Federación en el rubro 

correspondiente a la Fiscalía General de la República; 

ll. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes 
decomisados en procesos penales federales; 

TII. Recursos adicionales obtenidos por los bienes 
que causen abandono; 

TV. Recursos producto de los bienes que hayan sido 
objeto de extinción de dominio y estén relacionados con la 
comisión del delito de secuestro; 

V. Recursos provenientes de las fianzas o garantías 
que se hagan efectivas cuando los procesados incumplan 
con las obligaciones impuestas por la autoridad judicial; 

VI. Recursos que se produzcan por la administración 
de valores o los depósitos en dinero, de los recursos 
derivados del Fondo para la Atención de Víctimas 
del Secuestro, distintos a los que se refiere la fracción 
anterior, y 

VI. Las donaciones o aportaciones hechas a su 
favor por terceros, garantizando mecanismos de control y 
transparencia. 

El Fondo a que se refiere este artículo se constituirá 
en los términos y porcentajes que establezca el 
Reglamento respectivo. 
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Financiamiento del fondo 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


a finalidad del artículo 38 radica en definir con 

claridad las diversas fuentes de financiamiento que 

conformarán el Fondo de Apoyo para las Víctimas 
y Ofendidos. Al detallar múltiples fuentes de recursos, el 
artículo garantiza una base financiera robusta y diversificada 
para el fondo, permitiendo así una respuesta más eficaz y 
sostenida a las necesidades de las víctimas de secuestro. 


Aspectos relevantes 


1.- Garantizar el financiamiento adecuado: El artículo 
establece la provisión de una variedad de fuentes de ingresos 
con el fin de asegurar que el fondo cuente con los recursos 
necesarios para brindar apoyo a las víctimas y ofendidos por 
el secuestro. 

2.- Promover la transparencia y el control: Se incluyen 
mecanismos destinados a garantizar que las donaciones y 
aportaciones se manejen de manera transparente y controlada, 
asegurando una gestión adecuada de los recursos. 

3.- Fortalecer el sistema de apoyo: El artículo asegura 
que los recursos obtenidos de bienes decomisados, bienes 
abandonados y la extinción de dominio se reinviertan en 
el sistema de apoyo a las víctimas, fortaleciendo así los 
esfuerzos en el restablecimiento psíquico y físico de los 
afectados. 
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4.- Fianzas o garantías ejecutadas: Se contempla la 
utilización de los recursos provenientes de fianzas o garantías 
ejecutadas como una fuente adicional de financiamiento para 
el fondo, promoviendo el cumplimiento de las obligaciones 
judiciales por parte de los procesados. 


I. Integración del Fondo 


El artículo establece el marco general de cómo se 
conformará el fondo de apoyo para las víctimas y ofendidos 
de secuestro. A continuación, se explica en detalle: 

El fondo no tiene una única fuente de financiamiento, 
sino que se compone de varios orígenes específicos que se 
detallarán en las fracciones subsecuentes del artículo. 

Por otra parte la legislación establece que el fondo estará 
diseñado para proporcionar apoyo financiero a las víctimas y 
ofendidos por el delito de secuestro, así como para incentivar 
la denuncia de este delito. La creación de este capital asegura 
que haya recursos disponibles para ofrecer la asistencia 
necesaria a las víctimas. 

Para garantizar un flujo constante y suficiente de 
recursos, la ley busca integrar el fondo a partir de diversas 
fuentes. Esta diversificación ayuda a que los bienes destinados 
a las víctimas no dependan únicamente de una sola fuente de 
financiamiento, pretendiendo evitar riesgos que degeneren en 
que el Estado no pueda cumplir con sus obligaciones de cara 
a los afectados por el delito. 
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Además, al especificar claramente las diferentes fuentes 
de integración, se promueve la transparencia en la gestión 
de los capitales, con el fin de asegurar que los recursos se 
utilicen de manera adecuada, y que se rindan cuentas sobre 
su administración. 

Por otra parte, el artículo establece el principio general 
de integración de los recursos, lo que se desarrollará en 
detalle en las fracciones siguientes del artículo. Además, deja 
claro que habrá un reglamento específico que establecerá los 
términos y porcentajes exactos de cómo se constituirán los 
recursos de apoyo a las víctimas. 


T.- Presupuesto de Egresos de la Federación 


La disposición establece una de las fuentes de 
financiamiento del fondo de apoyo para las víctimas y 
ofendidos de secuestro, especificando que proviene del 
presupuesto de egresos de la Federación. 

Inmerso en el presupuesto de egresos de la Federación 
se deberán asignan recursos específicamente destinados 
para el fondo de apoyo para las víctimas y ofendidos, lo que 
implica que durante la elaboración del presupuesto anual, se 
deberán contemplar partidas específicas para este rubro. 

Dentro del diseño del presupuesto de egresos, lo 
concerniente al fondo de apoyo formará parte del presupuesto 
asignado a la fiscalía general de la República, lo que 
significa que dentro del presupuesto total de la mencionada 
dependencia, deberá haber una sección dedicada a financiar 
el fondo de apoyo para las víctimas. 
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La forma legal anterior pretende asegurar que los 
recursos de apoyo a las víctimas tengan financiamiento 
garantizado cada año, lo que es fundamental para la 
continuidad y estabilidad del apoyo brindado a las víctimas y 
ofendidos del secuestro. 

Así, es evidente que recae sobre la fiscalía una mayor 
responsabilidad, subrayada porque tiene a su cargo la 
administración y distribución de los fondos para las víctimas. 
Esto pudiera ser lógico en virtud de que la fiscalía, al ser 
la autoridad encargada de investigar y perseguir los delitos 
de secuestro, está en una posición clave para gestionar este 
apoyo. 

La porción analizada pues, establece que una parte 
esencial del financiamiento de los capitales destinados para las 
víctimas y ofendidos provienen de los recursos asignados en 
el presupuesto de egresos de la Federación, específicamente 
dentro del rubro correspondiente a la fiscalía general de la 
República. Esto asegura una fuente de financiamiento anual, 
promueve la transparencia y la planificación adecuada, y 
subraya la responsabilidad de la Fiscalía en la administración 
de estos fondos. 


TII.- Enajenación de bienes decomisados 


La disposición establece que una de las fuentes de 
financiamiento del fondo deberá provenir de los recursos 
obtenidos por la enajenación de bienes decomisados en 
procesos penales federales. 
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La ley, pues, faculta la generación de fondos a partir 
de la venta o disposición de bienes que han sido confiscados 
por las autoridades en el curso de procesos penales. Para la 
obtención de dinero, se tendrán que vender los bienes a través 
de ventas públicas o subastas. 

La obtención del numerario a partir de los bienes 
decomisados deberá darse en el contexto de procesos penales 
federales. Esto significa que los delitos relacionados con 
estos bienes debieron de haberse investigado por el ministerio 
público federal, y procesado por los juzgados adscritos al 
poder judicial federal. 

Se tiene que el propósito de utilizar los bienes 
decomisados para financiar el fondo es maximizar el uso 
de recursos que de otro modo quedarían sin aprovechar. 
Al vender estos bienes, se convierte el valor de los activos 
incautados en dinero que puede ser utilizado para apoyar 
a las víctimas, es decir, general la posibilidad de que los 
mecanismos financieros del delito se reinviertan en ayudar a 
quienes han sido afectados por lo mismo. 

Sobre el tema de la enajenación de bienes decomisados 
en procesos penales federales, la venta estará sujeta a estrictos 
controles y regulaciones para asegurar la transparencia en 
la disposición de estos activos. Esto incluye la rendición de 
cuentas sobre los ingresos generados y su utilización. 

Todo ello refuerza el sistema de justicia al cerrar el ciclo 
de los bienes decomisados. Los recursos obtenidos vuelven al 
sistema, no solo para la persecución y sanción de delitos, sino 
también para la reparación y apoyo a las víctimas. 
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Durante un proceso penal federal, los bienes que se 
consideran procedentes de actividades delictivas o utilizados 
para cometer delitos son identificados y confiscados por 
las autoridades. Los bienes confiscados son valuados para 
determinar su valor de mercado, lo cual puede incluir bienes 
inmuebles, vehículos, dinero en efectivo, joyas, entre otros. 
Posteriormente, los bienes son vendidos, generalmente a 
través de subastas públicas organizadas por las autoridades 
competentes, como el instituto para devolver al pueblo lo 
robado (INDEP).' 

Así, queda establecido que los recursos generados por la 
venta de bienes decomisados en procesos penales federales 
son una fuente de financiamiento para el fondo de apoyo para 
las víctimas y ofendidos. Este mecanismo asegura que los 


1 Sobre la mecánica de este procedimiento, cabe destacar que está regulada por la 
ley federal para la administración y enajenación de bienes del sector público, que 
en su artículo primero, en lo concerniente, destaca 
“(...) Artículo 1o.- La presente Ley es de orden e interés público y social, 
de observancia general en toda la República y tiene por objeto regular la 
administración y destino, por parte del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, 
de los Bienes, activos y empresas siguientes: 

l.- Los asegurados y decomisados en los procedimientos penales federales (...).” 


Sobre el tema de las modalidades de la enajenación, la ley citada establece que 
“(...) Los procedimientos de enajenación serán los siguientes: 


[e] 

ll. Compraventa, que incluye la permuta y cualesquiera otras formas jurídicas de 
transmisión de la propiedad, a través de licitación pública, subasta, remate, sorteo 
o adjudicación directa (...).” 

En la misma ley, en sus artículos 52 y ss. se regula el procedimiento de subasta, 
que es una de las cuatro formas que tiene el instituto de vender los bienes 
producto del delito, de acuerdo al artículo 38 de la misma legislación. 


Así, en el artículo 89 y ss. se determina el destino de los recursos obtenidos en 
virtud de las subastas llevadas a cabo por el INDEP. 
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bienes confiscados en el curso de la justicia penal se utilicen 
para apoyar a las víctimas, promoviendo la transparencia y 
eficiencia en la gestión de estos recursos. 


IV. Bienes en abandono 


La disposición establece otra fuente de financiamiento 
para el fondo, proveniente de los bienes que causen 
abandono.? 

La normatividad indica que en los recursos para el fondo, 
también deberán ser incluidos aquellos obtenidos de bienes 
que han sido declarados en abandono, pudiendo aprovechar 
activos que de otra manera no tendrían utilidad. Estos bienes, 
al no ser reclamados por sus dueños, pueden ser convertidos 
en recursos financieros para el fondo, contribuyendo así al 
apoyo de las víctimas de secuestro. 


2 El abandono de bienes, definido como la dejación de un bien, sin decir a quién va 
a pertenecer después de ese acto, que necesariamente reconduce a la pérdida 
del dominio o la posesión del bien, convirtiéndose este en un bien mostrenco o sin 
dueño legal, es decir, res nullius. Así, las características que definen al abandono 
es el cese del dominio sobre la totalidad de la cosa, realizado de manera unilateral 
e implícita, es decir, que no se dice de manera expresa, ni mucho menos formal. 
Vid. Sánchez Cordero Ávila, Jorge A.: Abandono, en Diccionario jurídico mexicano. 
Tomo |. A-B. UNAM-11J. Serie E: Varios. Núm. 18. México. 1982. pp. 13-14. 


El código nacional de procedimientos penales explica cómo se puede configurar 
el abandono de bienes siendo en la etapa de investigación (art. 231), donde se 
establece que se notificará al presunto dueño de los bienes el aseguramiento, 
para que se apersone en el proceso de investigación y alegue lo que a su derecho 
convenga. Está inserto un apercibimiento de que en caso de no constituirse 
dentro del proceso, se le entenderá por abandonados los bienes en favor del 
gobierno federal, llevándose a cabo la solicitud al juez de control para que haga la 
declaratoria correspondiente. 


Mismos supuestos están previstos en los artículos 246 y 247 del propio código 
adjetivo penal, por lo que es de advertirse entonces, que debe mediar una 
declaración judicial que formalice el abandono del bien. 
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Al canalizar los recursos obtenidos de los bienes en 
abandono hacia el fondo, se asegura que estos activos sean 
utilizados de manera productiva para brindar asistencia a las 
víctimas y ofendidos. 

La inclusión de bienes en abandono como fuente de 
financiamiento diversifica la forma de obtención de ingresos 
del fondo, lo que contribuye a su estabilidad y capacidad de 
respuesta. Aprovechamiento de bienes que, de otra forma 
estarían inactivos o sin uso, maximiza el valor de los activos 
disponibles para el apoyo a las víctimas. 


V.- Extinción de dominio 


La disposición establece una fuente específica de 
financiamiento del fondo de apoyo para las víctimas: los 
bienes que han sido objeto de extinción de dominio, y que 
están relacionados con la comisión del delito de secuestro. 

La norma se refiere a los recursos obtenidos a partir 
de bienes que han sido confiscados permanentemente por 
el Estado a través de un proceso de extinción de dominio. 
La extinción de dominio es una figura jurídica que permite 
al Estado apropiarse de bienes que están relacionados con 
actividades ilícitas, incluso sin una condena penal previa 
contra los propietarios de dichos bienes.* 

3 Para una ampliación sobre la idea y finalidad de la extinción de dominio, merece la 
pena observar los comentarios a la ahora abrogada ley de extinción de dominio del 
estado de Guanajuato, que a pesar de la abrogación, los comentarios generales 
pueden dar una idea más amplia de lo que es posible hacer en el presente, sobre 
la naturaleza jurídica de la extinción de dominio. Vid in extenso: Hernández, Hugo 
Ernesto: Comentarios a la ley de extinción de dominio del estado de Guanajuato, 


en Pensamientos de derecho civil y procesal civil. Año 1. No. 1. Enero 2019. Poder 
Judicial del estado de Guanajuato. Guanajuato, México. 
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Los bienes objeto de extinción de dominio, 
evidentemente, deben estar relacionados directamente con 
el delito de secuestro. Los bienes incluidos en la extinción 
de dominio serán aquellos utilizados en la comisión del 
secuestro, o los adquiridos con los beneficios obtenidos del 
secuestro. 

Así, la extinción de dominio se constituye como un 
mecanismo para desincentivar el crimen, al eliminar los 
beneficios económicos que los delincuentes podrían obtener 
de sus actividades ilícitas. Por el contrario, los bienes que son 
objeto este procedimiento pueden convertirse en recursos que 
pueden ser utilizados para apoyar a las víctimas del delito 
de secuestro. En virtud de ello, al incluir estos bienes como 
fuente de financiamiento, se refuerza la capacidad del fondo 
para brindar apoyo continuo y adecuado a las víctimas de 
secuestro. 


V.- Fianzas o garantías 


La disposición establece otra fuente de financiamiento 
del capital de apoyo para víctimas, proveniente de las fianzas 
o garantías que se hagan efectivas cuando los procesados 
incumplan con las obligaciones impuestas por la autoridad 
judicial. 

La porción normativa indica que el fondo se financiará 
también con los recursos obtenidos a través de las fianzas 
o garantías, que son formas de asegurar que los acusados 
cumplan con ciertas obligaciones establecidas por la 
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autoridad judicial, tales como presentarse a audiencias o 
cumplir con otras condiciones impuestas durante el proceso 
penal. 

Así, si los acusados no cumplen con las condiciones 
establecidas por la autoridad judicial, las fianzas o garantías 
que depositaron serán ejecutadas, en otras palabras, el dinero 
o los bienes depositados como fianza se perderán y pasarán a 
formar parte de los recursos del fondo. 

Las fianzas y garantías son mecanismos utilizados para 
asegurar que los procesados cumplan con las obligaciones 
impuestas por el tribunal. Esto incluye presentarse a las 
audiencias, no salir de una determinada jurisdicción, oO 
cumplir con otras condiciones específicas. 

Por lo tanto, si el procesado incumple con alguna de 
estas obligaciones, la fianza o garantía se ejecuta. Esto no 
solo penaliza al procesado por su incumplimiento, sino 
que también genera recursos adicionales para el fondo, 
contribuyendo a su financiamiento. 


VIL Administración de valores y depósitos 


La disposición establece una fuente más de 
financiamiento para el fondo, proveniente de la administración 
de valores o los depósitos en dinero relacionados con el 
propio fondo para la atención de víctimas del secuestro. 

Los capitales de atención a las víctimas también se 
financiarán con los recursos generados a partir de la gestión 
de activos financieros, como valores (acciones, bonos, 
etc.) o depósitos en dinero. Estos recursos pueden provenir 
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de inversiones en instrumentos financieros de renta fija o 
variable cuyo riesgo no sea alto, o de la administración 
financiera eficiente de los fondos ya existentes. 

Lo que se pretende con esta disposición es que la 
administración de valores y depósitos permita maximizar 
los recursos financieros disponibles a través de ganancias 
derivadas de inversiones y gestión financiera. En virtud de 
estas gestiones, los instrumentos financieros donde se realicen 
las inversiones pueden generar rendimientos adicionales que 
se sumen a los recursos del fondo, incrementando así su 
capacidad para apoyar a las víctimas. 

La administración de valores y depósitos se pretende que 
sea responsable y estratégica, pudiendo invertirse los recursos 
en instrumentos financieros seguros, y realizando una gestión 
prudente de los recursos para asegurar la disponibilidad de 
fondos cuando sean necesarios. 


VIM.- Donaciones y aportaciones 


La disposición establece que otra de las fuentes de 
financiamiento del fondo puede provenir de las donaciones y 
aportaciones hechas por terceros. 

Surge la posibilidad entonces, de que el fondo también 
se financie a través de donaciones y aportaciones voluntarias 
realizadas por individuos, empresas, organizaciones no 
gubernamentales y otras entidades. Estas contribuciones no 
provienen del presupuesto gubernamental ni de procesos 
judiciales, sino de la generosidad y el compromiso de la 
sociedad civil y otros actores. 
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Por lo tanto, subyace la importancia de gestionar estas 
donaciones y aportaciones con mecanismos que aseguren su 
transparencia y control. Esto implica la implementación de 
procedimientos claros y rendición de cuentas para evitar el 
mal uso o desvío de fondos. 

Así, abrir la posibilidad de recibir donaciones y 
aportaciones permite que individuos y organizaciones de 
la sociedad civil participen activamente en el apoyo a las 
víctimas de secuestro. Esto pretende fomentar un sentido 
de responsabilidad y solidaridad comunitaria hacia la 
problemática del secuestro y sus víctimas. 

No obstante lo anterior, y a pesar de ser un imperativo 
legal, no se han construido los mecanismos necesarios para 
llevar a cabo dichas donaciones, ya que no existe siguiera 
algún sitio web, una cuenta de banco, o cualquier otro canal 
de recepción de recursos, lo que deja esta porción legislativa 
como un mero buen deseo. 


IX.- Constitución del fondo 


La disposición establece las condiciones bajo las cuales 
se constituirá el fondo de apoyo para las víctimas y ofendidos, 
indicando que esto se hará en los términos y porcentajes que 
establezca el reglamento respectivo. 

No se harán más comentarios porque sencillamente 
el reglamento no ha sido emitido por el titular del ejecutivo 
federal, por lo que está presente un gran vacío legal. 
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Artículo 39. La Fiscalía General de la República 
administrará el Fondo, siguiendo criterios de 
transparencia, oportunidad, eficiencia y racionalidad que 


serán plasmados en el Reglamento correspondiente, el 

cual determinará los criterios de asignación de recursos. 
Los recursos que lo integren serán fiscalizados 

anualmente por la Auditoría Superior de la Federación. 


Administración del fondo 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


a disposición establece que la fiscalía general de la 
República administrará el fondo de apoyo para las 


víctimas y ofendidos, lo que designa a la fiscalía como 
la entidad responsable de gestionar el fondo. 

La administración del fondo debe regirse por los 
principios de buena gobernanza. Estos principios incluyen 
transparencia, asegurando que todas las acciones y decisiones 
relacionadas con la gestión del fondo sean claras y accesibles 
para el público; oportunidad, garantizando que los recursos 
se asignen y utilicen de manera oportuna para satisfacer las 
necesidades urgentes de las víctimas; eficiencia, utilizando los 
recursos de la manera más productiva posible para maximizar 
el impacto del apoyo proporcionado; y racionalidad, tomando 
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decisiones basadas en criterios objetivos y justificados, 
asegurando que los recursos se distribuyan de manera lógica 
y justa.' 

Los recursos que integren el fondo serán fiscalizados 
anualmente por la auditoría superior de la federación, lo 
que asegura que los recursos del fondo serán revisados y 
auditados cada año. 

La porción legislativa pretende asegurar una gestión 
transparente al asignar la administración del fondo a la FGR 
y exigir que se sigan criterios de transparencia, oportunidad, 
eficiencia y racionalidad, por lo tanto, la disposición busca 
asegurar que los recursos del fondo se gestionen de manera 
efectiva y responsable. Esto es importante para mantener 
la confianza pública y asegurar que los fondos se utilicen 
adecuadamente para apoyar a las víctimas de secuestro. 


I. Administración del Fondo 


La ley designa a la FGR como la entidad responsable 
de gestionar el fondo. teniendo la autoridad y capacidad para 
administrar recursos y asegurar que se utilicen de manera 
adecuada. 

La administración del fondo debe adherirse a cuatro 
principios clave: 


1 Vid. Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: Acerca de la buena 
gobernanza y los derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www. 
ohchr.org/es/good-governance/about-good-governance consultado el 5 de junio de 
2024. 
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Transparencia: Todas las acciones y decisiones 
relacionadas con la gestión del fondo deben ser claras, 
accesibles y comprensibles para el público. Esto incluye la 
divulgación de información sobre cómo se asignan y utilizan 
los recursos. 

Oportunidad: Los recursos deben ser asignados y 
utilizados de manera oportuna para responder eficazmente a 
las necesidades de las víctimas. Esto implica que los fondos 
deben estar disponibles y ser distribuidos sin demoras 
innecesarias. 

Eficiencia: La administración del fondo debe asegurar 
que los recursos se utilicen de la manera más productiva 
posible, maximizando el impacto del apoyo brindado a las 
víctimas con los recursos disponibles. 

Racionalidad: Las decisiones sobre la asignación y 
uso de los recursos deben basarse en criterios objetivos y 
justificados, asegurando una distribución lógica y justa. 

Así, la FGR debe implementar los mecanismos de 
monitoreo y evaluación que permitan asegurar que los 
recursos se utilicen de acuerdo con los criterios establecidos y 
que se logren los objetivos del fondo, incluyendo la revisión 
regular de los procesos y la realización de auditorías internas 
y externas. Además, la propia fiscalía debe proporcionar 
informes periódicos sobre la administración del fondo, 
incluyendo detalles sobre la recaudación de recursos, su 
asignación y el impacto logrado. Estos informes deben estar 
disponibles para el público y las entidades de supervisión. 
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TI. Fiscalización del fondo 


Los recursos que integren el fondo serán fiscalizados 
anualmente por la ASF, es decir serán revisados y auditados 
cada año. La fiscalización anual asegura una supervisión 
continua y regular de la gestión del fondo. 

La fiscalización anual por parte de la ASF tiene como 
objetivo principal garantizar que los recursos del fondo se 
utilicen de manera transparente y adecuada. Mediante la 
fiscalización, la ASF puede identificar y prevenir posibles 
irregularidades o mal manejo de los recursos, tales como 
desviaciones, fraudes, o ineficiencias en la administración 
del fondo, permitiendo la corrección oportuna de estos 
problemas. 

Durante las auditorías, la ASF verificará que la 
administración del fondo cumpla con los criterios de 
transparencia, oportunidad, eficiencia y racionalidad 
que deberían quedar establecidos en el reglamento 
correspondiente. 

Al finalizar la auditoría, la ASF debe elaborar un 
informe detallado con los resultados de la revisión. Este 
informe incluye hallazgos, recomendaciones y, en su caso, 
observaciones sobre posibles irregularidades, presentándose 
ante el poder legislativo y a la opinión pública para asegurar 
la transparencia. 

Así, la ASF deberá realizar un seguimiento para 
asegurarse de que las recomendaciones y observaciones 
del informe de auditoría se implementen. Si se detectan 
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irregularidades, se pueden tomar medidas correctivas y, en 
algunos casos, iniciar procedimientos legales para sancionar 
a los responsables. 

Además, la fiscalización anual permite identificar 
áreas de mejora en la gestión del fondo, asegurando que 
los recursos se utilicen de la manera más eficiente y 
efectiva posible. La supervisión de la ASF asegura que 
la administración del fondo se adhiera a los principios 
de legalidad y responsabilidad, cumpliendo con todas las 
normativas y regulaciones aplicables. 

Por lo tanto, al garantizar que los recursos del fondo se 
utilicen adecuadamente, la fiscalización protege los intereses 
de las víctimas de secuestro, asegurando que reciban el apoyo 
necesario y que los recursos no se desvíen o malgasten. 
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El monumento a Gaona 
Lic. Rafael Rosado Cabrera 


gradecemos al Maestro Carlos Terrés, escultor y 

pintor laguense, autor de la escultura aquí reseñada, 

por las facilidades otorgadas para la elaboración de 
este artículo. 

La identidad de una ciudad o de un pueblo, está 
sustentada en su arte y en su iconografía. Sin esto, 
simplemente no es posible preservar esa identidad. La 
bandera, el escudo, la escultura, la pintura... Todos son 
símbolos que preservan la identidad, y, consecuentemente, la 
unidad. 

En esta ocasión, se tiene el monumento a Gaona. Más 
allá de la valorización que se pueda hacer de las corridas de 
toros, se debe centrar al análisis simbólico del monumento; el 
cual, es narrado por Juan Ramón Vázquez, con información 
proporcionada por Terrés: 

Las características técnicas de la obra, mencionadas 
por Vázquez, nos dicen que es “(...) una obra en piedra 
recuperada (terroca), con una medida de 4.30 x 4.30 x 5.50 
mts. (...)» 

El citado escritor comenta que 
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“(...) la obra escultórica está compuesta de elementos 
taurinos: el arte, el temor, la gloria, y la muerte, 
bellamente modelados y cincelados sobre un gran 
basamento, que nos recuerda el campo bravo, con su 
sabor árido, los fierros de las ganaderías del estado de 
Guanajuato, y la firma de Rodolfo Gaona, presentan 
un marco donde pasa, con gran maestría y seguridad 
el Indio Grande, vestido con un terno recamado en 
seda y alamares a la usanza, quien con su creación, 
“la gaonera”, se hace el engaño a un toro llamado 
“Azucarero”, que porta el fierro de la ganadería de San 
Diego de los Padres, de imponente estampa, que fue el 
último que lidió Gaona (...)” 


Continúa el autor 


“(...) Resalta en la composición escultórica una manola, 
que simboliza todo el arte del ambiente taurino, la 
magia y la belleza, como diosa mitológica a la que el 
torero debe entregar lo mejor de su vida, a la que hay 
que servir con pasión y sentimiento, sin vacilación, sin 
duda. La bella mujer representa también la gloria del 
toreo, y en sus manos, sostiene el paño con el que se 
pide el trofeo, o se hará el torniquete para conservar 
la vida en el drama taurino; el ramo de claveles, que 
se ofrecerá en el momento de gloria. Vida y muerte se 
celan, adornadas de juventud, amasadas con pasión, 
sol, entrega, renuncias y sufrimientos. Por la parte de 
atrás del monumento, la suerte de varas, iluminada con 
el esbozo de un sol azteca, que nos presenta Terrés, el 
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preámbulo del drama taurino, en donde el caballo, sin 
peto, quedaba a la destreza del picador, que debía ser 
hombre valeroso como los toreros: tal era la época en 
que toreó Gaona. 

Al final del remate y corona, un penacho, recordándonos 
el origen del Indio Grande, y las fechas de su 
nacimiento y muerte 1888-1975, quedarán grabadas 
como un homenaje a este gran matador que se entregó 
a la creación taurina. Terrés nos entrega pues, la fronda 
novedosa con que se renueva el tronco de la tradición 
taurina leonesa, cuya raíz, fincada en los valores 
estéticos de la gaonera, convierte esta escultura en pieza 
única de vanguardia en el arte de este gran pueblo. 
Rodolfo Gaona, el indio torero y soberbio, de valor 
auténtico, que en cada lance, en cada gaonera sagrada 
y “llena de gracia” como rezaba el padre Cué en su 
oración taurina, es recordado, en la ciudad que lo vio 
nacer, en este monumento. 

Como decía Amado Nervo: “Rodolfo permanecía 
impasible, es la sangre india que no corre más despacio 
porque se acerca la muerte, es la serenidad que llevó a 
Cuauhtémoc al sacrificio (...)” 
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Detenciones en torno a la Segunda Guerra 
Cristera Escritos y documentos como causa de 
enjuiciamiento en Guanajuato (1934-1937) 


Historiador Daniel Hernández Hernández 


Introducción 


l contenido de los expedientes del archivo histórico de 

la Casa de la Cultura Jurídica en Guanajuato nos ayuda 

a conocer sobre temas sociales, políticos y económicos 
que ocurrieron en la entidad. Lo que abordaremos fue 
extraído de sus legajos y obedece a enjuiciados por detentar 
papeles cuyo discurso era opuesto al gobierno. 

En la revisión de procesos judiciales en las secciones 
Amparo, Civil y Penal, encontramos en este último ramo 
el material para el presente trabajo. En nuestra pesquisa 
pudimos ver que la mayor concentración de documentación 
con el argumento expuesto, data de 1934 a 1937, 

Encontramos cincuenta expedientes relacionados con el 
delito de rebelión, además de dos con el de sedición y por 
razones de espacio de años que coinciden con tres sucesos: la 
tensión entre el gobierno y los seguidores del catolicismo, la 
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modificación del artículo 3% constitucional, que trajo consigo 
la instauración de la educación socialista en las escuelas 
públicas, y el conflicto entre agraristas y campesinos por 
dotaciones de tierras. Si bien eran problemas, en apariencia, 
distintos, se relacionaron mucho entre sí y fueron pretextados 
para la lucha armada llamada la segunda, la segunda guerra 
cristera. 

Este ensayo va orientado para conocer de distintos 
personajes que fueron acusados de rebelión y sedición, 
enfatizando y atendiendo la investigación a la labor de las 
autoridades locales y sobretodo de los jueces federales, 
quienes determinaron las resoluciones correspondientes. 
Invitamos al lector a conocer de estos sucesos. 
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I. La Segunda Guerra Cristera en Guanajuato 


n Guanajuato, como en varias partes del país, se 

escenificaron varios hechos violentos que originaron 

disputas, con armas y sin ellas, durante las primeras 
cuatro décadas del siglo veinte, ya políticas, religiosas, 
laborales, militares, o sociales. Son conflictos con distintos 
nombres y apellidos, como la revolución que dio inicio 
en 1910, el Plan de Agua Prieta de Obregón, en 1920, la 
sublevación de Adolfo de la Huerta, en 1924 y la Guerra 
Cristera de 1926, entre los más sonados, estos alteraron 
y modificaron diversas estructuras y, en varios aspectos, 
repercutieron en la materia que trataremos. 

En el caso del conflicto de la Iglesia Católica con el 
Estado Mexicano tuvo varios puntos álgidos. Las diferencias 
comenzaron, desde hacía varios años, destacando la 
desamortización de bienes eclesiásticos, en la época del 
presidente Benito Juárez, y se incrementaron a raíz las 
reformas constitucionales de 1917, para tomar distancia del 
catolicismo. 

Esta incertidumbre se acrecentó, en 1926, con la 
llamada Ley Calles, la cual buscó controlar el culto católico 
y detonó, en parte, la Guerra Cristera, conflicto armado con 
una duración de tres años y que tuvo repercusiones sociales y 
económicas en varios estados de la república, principalmente 
los del centro del país, lugares donde se congregaba la mayor 
parte de los creyentes católicos. 
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Las repercusiones sociales se pueden percibir en la 
cantidad de seguidores que tuvieron ambos bandos, en los 
que se involucraron católicos, militares, trabajadores y 
gente dedicada al campo. Con esta lucha se intentó resolver 
problemas devenidos del reparto agrario por parte del 
gobierno, quien aprovechó esta situación para dotar de armas 
a los nuevos dueños de tierras, llamados agraristas, que eran 
usados como policías rurales y que actuaban con prepotencia 
hacía los campesinos que habían comprado propiedades. ' 

También vemos repercusiones económicas por el alto 
costo de una lucha en la que el ejército federal tuvo hasta 
setenta mil integrantes y que “absorbió en el curso de la 
guerra entre el 25 y 45% del presupuesto nacional, además 
de adjuntar treinta mil auxiliares reclutados entre los 
agraristas”.? 

La alta jerarquía católica no apoyó del todo esta guerra, 
que desde un inicio se veía perdida, debido a la fuerza del 
ejército gubernamental y porque el armamento para la causa 
cristera venía de Estados Unidos, gobierno que no apoyó a los 
sublevados. El conflicto dio término en 1929. El presidente 
Calles otorgó amnistía a los rebeldes que no representaba 
peligro, no así a varios líderes, contra quienes inició una la 
persecución de exterminio, además de permitir el regreso de 
curas a las iglesias que en su momento habían cerrado. 


Cuerra Cristera 


1 Blanco, M.: Breve historia de Guanajuato. México. El Colegio de México/Fondo de 
Cultura Económica, 2000; pp. 192 y 193. 


2 Meyer, J. A.: La Cristiada. México, Siglo XXI Editores, 2007; 27. 
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La culminación bélica no fue del todo concreta para 
ambas partes, y el gobierno continuó enfrentando diversos 
conflictos. Ante tal situación, padres de familia, terratenientes 
y algunos clérigos continuaron con su cometido: La defensa 
de Dios y de la Patria.* Sumado a todo ello, la reforma al 
artículo 3% constitucional, referente a la implementación, 
en escuelas públicas, de la educación socialista, en 1934, 
una educación que, entre varios objetivos, buscaba que los 
alumnos tuvieran un “acercamiento a los problemas de su 
medio social para hacerle frente a las exigencias de la vida 
a través de la práctica de un arte, oficio o de la preparación 
de las actividades agrícolas”* y, por consiguiente, limitar la 
enseñanza de convicción religiosa, agudizó la tensión de una 
lucha que no había sido sofocada, dando origen a la Segunda 
Guerra Cristera. 


3 El mencionar que hubo miembros de la Iglesia apoyando este movimiento y 
ofreciendo ayuda espiritual, que pudo haber motivado más a los combatientes, 
lo ejemplifica la declaración de Antonio López, herido de bala, en la ciudad de 
Acámbaro, a quien el cura de la parroquia le dijo que “no tuviera temores de morir, 
que por cada agrarista o soldado del gobierno, era un paso que daban hacia la 
gloria y que Dios estaba con los brazos abiertos para recibir a todas las almas 
que estaban en el cerro y murieran”. El cerro al que se refieren es la Sierra de los 
Agustinos. CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 49/1937, f. 20. 


4 Chávez Santillán, P. L.: La educación socialista en Guanajuato 1934-1940: 
Oposición y conflicto social en torno a la reforma educativa, México, Universidad 
de Guanajuato, 2014; p. 113. 


707 


Guerra Cristera 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los estados del país que tomaron parte en el conflicto 
fueron, en mayor medida, Querétaro, Michoacán, Jalisco 
y Guanajuato; un despliegue regional que obedecía a 
localidades que habían tenido influencia cristera.* 

Con un movimiento que se dispersó por varios 
municipios de Guanajuato, las consignas, los discursos y 
los gritos adversos al gobierno no eran, propiamente, contra 
los poderes locales o estatales, sino el descontento de los 
rebeldes era hacía la figura de Plutarco Elías Calles y los 
presidentes que formaron parte del llamado Maximato.* 

La proclama de invitar a la población a formar parte 
de esta lucha, fue, entre otros medios, a través de folletos, 
manifiestos y papeles, escritos a mano o hechos en imprenta, 
repartidos en plazas públicas o templos, de mano en mano o 
pegados en lugares visibles. 


Cuerra Cristera 


5 Serrano Álvarez, P.: La batalla del espíritu: El movimiento sinarquista en el Bajío 
(1932-1951). Tomo |. México. Consejo Nacional para la Cultura y la Artes, 1992; p. 
91. 


6 En un rastreo de expedientes relacionados con rebelión y sedición en el Archivo 
Histórico Judicial de la Casa de la Cultura Jurídica en Guanajuato, de los años 
1930 a 1940, encontramos cuarenta y ocho documentos distintos, los cuales 
provienen de quince municipios: Pénjamo, León, Irapuato, San Francisco del 
Rincón, Salamanca, Celaya, Salvatierra, Guanajuato, Dolores Hidalgo, Silao, 
Tarimoro, Ciudad Victoria, San Luis de la Paz, Villagrán y Jerécuaro. 
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Il. Panfletos, boletines y cartas como causa de juicio penal 


n una búsqueda por arengar a la población, diversas 

asociaciones civiles y religiosas repartieron 

documentos en los que plasmaban sus ideologías 
mostrando descontento con el gobierno. Esto provocó que 
la policía local arrestara a los portadores de estos papeles y 
ser canalizados a las cárceles municipales, para después ser 
remitidos a la cárcel o alcaldía de Granaditas (actualmente 
Museo de la Alhóndiga de Granaditas) en Guanajuato capital 
y canalizados al Juzgado de Distrito, pues se estipulaba 
esa falta como rebelión y sedición, delitos de competencia 
federal. 

En el Código Penal Federal de 1931, se especificaba que 
por el delito de rebelión se aplicaba la pena de: 

Dos a veinte años de prisión y multa de cinco mil a 
cincuenta mil pesos a los que no siendo militares en ejercicio, 
con violencia y uso de armas traten de: 

I.- Abolir o reformar la Constitución. 

II.- Reformar, destruir o impedir la integración de las 

instituciones constitucionales de la Federación en su 

libre ejercicio; u 

III.- Separar o impedir el desempeño de su cargo a 

alguno de los altos funcionarios de la Federación.” 


7 Díaz de León, M. A.: Historia del derecho Penal y Procesal Penal Mexicanos. Tomo 
1. México. Editorial Porrúa. 2005; p. 1093. 
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Para el de sedición la pena era de seis meses a ocho 
años de prisión. Y a quienes dirijan, organicen o patrocinen 
económicamente a otros para cometer el delito de sedición, la 
pena será de cinco a quince años de prisión.*? 

El Código Penal de 1871, que era la legislación 
anterior a la mencionada de 1931, el máximo castigo por el 
delito de rebelión era de cinco años de prisión. Los tiempos 
de agitación y levantamientos constantes pudieron haber 
propiciado un castigo más severo. Cabe tomar en cuenta 
que también se absolvía por Leyes de Amnistía, dictadas 
desde el Ejecutivo, para pacificar al país o para darle pronto 
seguimiento, si los enjuiciados no representaban mayor 
peligro. 

Ejemplificamos a continuación algunos de los 
procedimientos penales. 

En noviembre de 1934 fueron arrestadas siete personas, 
en la ciudad de León, Guanajuato, acusados de “repartir 
propaganda subversiva, de rebelión y provocación de 
homicidio por organizar un comité conspirador contra la paz 
pública, el orden establecido y la estabilidad del Gobierno de 
respeto principalmente a las creencias religiosas, incitando 
además al homicidio del General Lázaro Cárdenas y del 
Presidente de la República Plutarco Elías Calles”.? 

Los detenidos fueron Nicolás Ortiz, soltero de 22 años 
y de ocupación zapatero, quien fungía como presidente de 
la Asociación Católica de la Juventud Mexicana, del grupo 
parroquial del templo del Señor de la Salud. Dijo ante las 


8 Díaz de León, M. A.: Historia del derecho..., p. 1092. 
9 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 30 
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autoridades que “nunca mencionó matar al electo presidente 
Plutarco Elías, ni a Lázaro Cárdenas. Que sí lo arrestaron por 
pegar engomados, pero eso no quiere decir que incurra en el 
delito de rebelión”.' 

Dijo, además, que “se reunía con un cura de nombre 
Fermín Aguilera, pero solo a asuntos del grupo. A pesar 
de que la propaganda atacaba a la educación socialista, 
desconocía en qué consistía”.' 

Juan Rendón, secretario de la misma asociación a la 
que pertenecía Nicolás Ortiz, también de 22 años, soltero 
y zapatero, declaró que a su casa “llegaron los paquetes 
de engomados, enviados por la asociación Padres de 
Familia, con la recomendación de pegarlos, pero no sabía el 
contenido de aquellos”.!? Señaló que “lo arrestaron por pegar 


engomados, pero no para rebelarse contra el gobierno”.'* 


10 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 31 
11 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 32. 
12 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 32. 
13 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 32. 
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Imagen 1. Uno de 
varios documentos 
adjudicados a Nicolás 
Ortiz Ortega y Juan 
Rendón Ramírez, de 
León, Guanajuato, 
miembros de la 
Asociación Católica 
de la Juventud 
Mexicana, del grupo 
parroquial del templo 
del Señor de la Salud. 


Los otros acusados fueron Ignacio Hernández, de 
19 años, soltero, estudiante de San Francisco del Rincón. 
Declaró a la autoridad que Ascensión Betancourt, su amigo, 
lo “invitó a repartir propaganda contra el gobierno, lo cual 
hizo, pero nunca como una forma de levantarse contra él, ya 
que hace constar que es católico”.'* 

José Refugio Durán, de 20 años, soltero y sin ocupación. 
Por petición de su amigo Juan Padilla repartió volantes y 
por ese motivo fue apresado. Además, sabía que Padilla 
pertenecía a un grupo denominado Padres de familia, el cual 
se oponía a la educación socialista. 

Juan Padilla, también de 20 años, soltero, dijo haber 
distribuido los papeles, pero desconocía que eran para 
conspirar contra el gobierno. 


14 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 5. 
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También fueron aprehendidos J. Jesús Corona, 23 
años, casado, zapatero, quien salió de una función de box, 
se acercó un inspector de policía y lo arrestó, así como a 
Ildefonso Aguirre, de 40 años, casado y también zapatero, 
dijo que cuando salió de una cantina, un individuo le dio unos 
engomados y le pidió que los pegara en el camino. Aguirre, 
como iba “un poco borracho”, no leyó lo que decían los 
escritos. Cuando pasó a un lado de la policía, esta lo registró 
y encontró la propaganda.'* 

El expediente consultado tiene varios de los documentos 
que pegaban los enjuiciados, el principal y por el que los 
acusaron, especificaba entre varios puntos: 

Quitar de en medio al Presidente de la República y al 
Gral. Lázaro Cárdenas, nobles católicos. Disponemos a 
ofrendar hasta la última gota de sangre para llegar a tan 
noble fin, destruid en cualquier forma estos dos demonios 
que se hacen llamar los absolutos de nuestras conciencias y 
de nuestras creencias (...) no desmayéis, tomad toda clase de 
precauciones para empresa tan grande y no cejéis en vuestro 
empeño de destruir al MONSTRUO, empuñad las armas y 
arrojad del sodio de nuestros mayores a estos verdugos.'' 

José Álvarez Villa, miembro de la Liga Anticlerical de 
León, estaba encarcelado en esa ciudad y fue designado, por 
el alcaide de la cárcel, para “vigilar a unos presos, ya que 
hacían propaganda sediciosa y no fueran a alterar el orden en 
el interior de la prisión”.'” 


15 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 7. 
16 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 20. 
17 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 41. 
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Canalizados los siete detenidos a la ciudad de 
Guanajuato para su proceso penal, el Juez de Distrito, 
Ponciano Hernández Ortega, determinó que todos fueran 
absueltos, ya que no incurrían en rebelión, ya que si “así 
hubiera sido, Calles no ocupaba ningún cargo público en 
ese momento y Cárdenas apenas era presidente electo, pero 
no un funcionario público, además de que el manifiesto no 
está firmado por ninguno de los acusados, ni aparecen como 
autores y el hecho de repartir volantes y pegar engomados 
no prueba la responsabilidad de los delitos que los acusa el 
Ministerio Público.'* 

En 1936, en la ciudad de Celaya, también arrestaron 
a los presuntos responsables Julián Martínez, Luis 
Romero, Rómulo Mares y Alberto Guerrero, por distribuir 
“propaganda de carácter sedicioso en contra de las 
Instituciones establecidas”.'? 

Los aprehendieron cuando pegaban la propagada, 
decomisándoles diferentes tipos, entre los que se 
encontraban: el Boletín de guerra número 4. (Imagen 3) Otro 
documento que les fue confiscado es una Proclama, donde 
se lee que ingresen a las filas de esta “Causa Nacional” 
en contra de Calles, para que se reúnan en el Cerro de los 
Agustinos junto con otros hombres de buena voluntad, que 
han abandonado sus modestas comodidades y las caricias 
del hogar”. Otro documento es un volante dirigido “A los 
muy respetables maestros encabezados por su inspector 


Cuerra Cristera 


18 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 132/1934, f. 126. 
19 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 71/1936, f. 3. 
20 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 71/1936, f.7. 
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escolar [... y en el que especificaban entre varios puntos] 


No queremos escuelas sin Dios ni prostitución inmunda: Los 


padres de familia”.? 


Imagen 2. Boletín 
de Guerra núm. 4, 
confiscado en la ciudad 
de Celaya en 1936. Un 
documento similar fue 
encontrado el mismo 
año en la ciudad de 
Silao, Guanajuato. 


En las investigaciones 
que hicieron los mandos 
policiales para determinar 
el origen de estos 
documentos, fue tomada 
la opinión de tipógrafos de 
Celaya. Uno de ellos fue 
Rómulo Mares, propietario 
de una imprenta, quien fue interrogado sobre la procedencia de los 
documentos, mencionando desconocer el origen. También de oficio 
impresor, Julián Martínez dijo que en “Celaya no había ese tipo de 
imprenta [...] además de que es la misma propaganda que ha sido 


encontrada en Silao, Irapuato y otras poblaciones”.? 


21 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 71/1936, f.9. 
22 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 71/1936, f. 21. 
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Si bien a los cuatro procesados les habían decretado 
formal prisión por parte del Juez de Primera Instancia de lo 
Penal en Celaya, argumentando invitación a rebelión, una 
vez canalizado al Juzgado de Distrito en Guanajuato, en el 
desahogo de pruebas se determinó que “los acusados solo 
se concretaron a publicar hechos de los rebeldes, pero en 
ningún momento se advierte una invitación formal y directa 
al pueblo en general para rebelarse contra el Gobierno”.? 

Para fundamentar la absolución de los acusados, se 
tomó en cuenta la Tesis aislada que dicta “Si condenan por 
diverso delito de aquél por el que se decretó formal prisión, 
y la acusación del Ministerio Público no se refirió al delito 
considerado en la sentencia, violan las garantías individuales 
del procesado”.?” 

Impresores de oficio también fueron procesados por 
hacer su labor cotidiana, como sucedió con Hermión Flores, 
acusado de “hacer trabajos de propaganda sediciosa”.? 

Flores tenía su negocio, Imprenta Cuauhtémoc, en 
la ciudad de León, y su detención se debió a que estaba 
imprimiendo un panfleto dirigido a LOS C.C. JEFES Y 
MIEMBROS DEL EJÉRCITO POPULAR LIBERTADOR, 


Cuerra Cristera 


23 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 71/1936, f. 121 


24 Tesis Aislada núm. de registro 280699, Quinta época, Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo XXIV, materia penal, p. 702. Amparo penal directo 172/28 Ávila 
Nieves J. C. 7 de diciembre de 1928. Unanimidad de nueve votos. La publicación 
no menciona el nombre del ponente. 


25 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 72/1936, f. 6. 
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documento que tiene tres artículos referentes al descontento 
por impuestos a productos del campo y a valores diversos de 
propiedades rurales.” 

La razón que dio la policía para detener a Flores y 
clausurar la imprenta, fue que, en dicho taller, se “ha impreso 
la propaganda subversiva o sediciosa que está circulando 
profusamente en el Estado y en algunos lugares de la 
República, con detrimento de los intereses nacionales puesto 
que se incita a la rebelión contra el Gobierno constituido”. 
Hermión declaró: “una señorita me pidió el trabajo de 1000 
coplas, pero nunca leí el contenido del escrito”””, 

El Ministerio Público Federal lo acusó de sedición, ya 
que argumentaron en esa instancia que Hermión Flores pudo 
leer a detalle de que trataba lo que le fue encargado, por 
lo que en el Juzgado Segundo Penal de la ciudad de León, 
Guanajuato le decretaron formal prisión.” 

Como hemos citado, este delito era competencia de 
la federación y en el Juzgado de Distrito se determinó que 
en base al artículo 141 del Código Penal Federal son reos 
de sedición “los que reunidos tumultuariamente, pero sin 
armas resisten a la autoridad para impedir el libre ejercicio 
de sus funciones y la finalidad de tal reunión es resistir a la 
autoridad o atacar a la misma para impedir el libre ejercicio 
de sus funciones constitucionales”, razones por las que no 
tuvo lugar la acusación y fue absuelto Flores.” 


26 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 72/1936, f. 5. 
27 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 72/1936, f. 4. 
28 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 72/1936, f. 18. 
29 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 72/1936, f. 53. 
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Con el surgimiento de varios grupos opuestos al 
gobierno, hubo algunos con tendencia fascista, como el 
denominado Acción Revolucionaria Mexicanista o los 
Dorados, quienes vestían camisas doradas, en alusión los 
Camisas Negras de Italia. En nuestro país, este grupo atacaba 
a los judíos, por considerarlos portadores del socialismo. 
Fueron expulsados en 1936, no sin antes haber cometido 
actos contra el gobierno, como cuando uno de sus miembros 
intentó, junto con un sacerdote, quemar los hangares de 
Balbuena y aprehender a altos funcionarios.* 

Este grupo también intensificó su repudió a las reformas 
educativas y, por consiguiente, al socialismo. En la ciudad de 
León tuvo seguidores, ya que detuvieron a Rafael Palomares, 
de 44 años, casado y de oficio carpintero y secretario 
del Sindicato de Obreros y Obreras del Ramo Textil La 
Americana, acusado de sedición por que le encontraron 
propaganda diversa “de esa índole””' 
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30 Nota del periódico El Universal, del 6 de abril 1935, pp. 1 y 4. En Lerner, V.: Historia 
de la Revolución Mexicana, 1934-1940. La educación socialista, 4? reimpresión, 
México, El Colegio de México, 1999; p. 36. 


31 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 158/1936, f. 5. 
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Imagen 3. Documento encontrado a Rafael Palomares, 
jefe de la Primera Zona de la asociación denominada 
Acción Revolucionaria Mexicanista Camisas Doradas. 


Palomares confesó ser el “Jefe de la Primera Zona de la 
asociación denominada: Acción Revolucionaria Mexicanista 
Camisas Doradas, de la cual es Primer Jefe el General 
Nicolás Rodríguez que fue expulsado del país”.* Declaró 
además que cuando se enteró que la asociación a la que 
pertenece estaba cometiendo desmanes y al saber que Nicolás 
Rodríguez había sido expulsado, se dirigió a la Comandancia 


32 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 158/1936, f. 8. 
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de Policía para entregar documentos vinculados, pero fue 
interceptado en la calle por policías. Dijo que sí pertenecía 
a esta asociación y tenía impresos varios manifiestos de ella, 
pero al ver que esta “no laboraba con las ideas del gobierno, 
renuncié”.** Esta causa inició en el cuartel XVI militar, con 
sede en la ciudad de Irapuato, debido a que la detención la 
hizo la policía que pertenecía a esta instancia, para después 
ser canalizado a la ciudad de Guanajuato, donde el Juez de 
Distrito, determinó “dar sobreseimiento a esta causa por el 
fundamento al artículo 4? de la Ley de Amnistía**, dejándose 
a salvo los derechos que procedieron respecto a la reparación 
del daño.”** 


Cuerra Cristera 


33 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 158/1936, f. 11. 


34 La ley mencionada fue la Ley del Indulto, promulgada el 5 de febrero de 1937 por 
el presidente Cárdenas, “para todos aquellos que tomaron parte en movimientos 
de rebelión armada contra el gobierno, antes y durante su mandato, la cual, 
canceló todos los procesos penales pendientes sobre los sublevados, lo que 
permitió el regreso a la escena política nacional de importantes personajes 
políticos y militares, estimándose en miles los beneficiados”. Leyes de amnistía 
en México: Dos emitidas y una sugerida, en https://www. sdpnoticias.com/ 
nacional/2017/12/13/leyes-de-amnistia-en-mexico-dos-emitidas-y-una-sugerida. 
Consulta 07 de febrero de 2018. 


35 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 4, 158/1936, f. 23. 
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TI. Un caso relacionado con el artículo 3* constitucional 


n 1933, en el gobierno de Abelardo Rodríguez, se buscó 

modificar el artículo 3% de la Constitución Política, 

referente al tema de la educación socialista, medida que 
tomó el candidato Lázaro Cárdenas como uno de los estandartes 
de su campaña y la cual, ya como presidente, fue reformada 
un año después, no sin antes pasar por diversas polémicas 
y Oposiciones, como la del clero, que decía que “la nueva 
educación limitaba su labor, puesto que ya no les sería tan fácil 
inculcar desde las escuelas particulares las ideas católicas.”*% 

En ese tenor, las discordias en Guanajuato fueron muchas, 
debido al cierre de colegios particulares, donde se enseñaba la 
educación católica, el despido de maestros que no estaban de 
acuerdo con esta nueva educación y la oposición de civiles hacia 
la autoridad. Los jerarcas de la Iglesia acataban las disposiciones 
venidas desde el gobierno, pero muchos sacerdotes y catequistas 
recurrieron a impartir clases en las parroquias. 

Como comenta Chávez Santillán, varias fueron las 
manifestaciones, por parte de diversos sectores de la sociedad, 
contra la educación socialista “representada por medio de la 
vía legalista: propaganda oral y escrita, denuncias ante las 
autoridades gubernamentales y educativas locales y federales, 
huelga escolar, cartas pastorales y boletines de asociaciones de 
católicos entre otros. Y por la vía de medios violentos: amenazas, 
hostilidades y asesinatos de maestras y maestros socialistas.” A 
continuación veremos una muestra de ello. 


36 Lerner, V.: Historia de la... , p. 32. 
37 Chávez Santillán, P. L.: La educación socialista... , pp. 37 y 38. 
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José Rivera era maestro rural en una escuela primaria en 
Loma de Flores, Salamanca. Comentó que “el 25 de enero de 1935 
cuatro señoritas con objeto de dar enseñanza religiosa y campaña 
contra la implantación de la educación socialista con volantes 
impresos de AVISOS PRÁCTICOS DE ACTUALIDAD, 
donde se recomendaba a los profesores, Directores de Colegios, 
empleados y católicos en general y en especial a los padres 
de familia a que no enviaran a sus hijos a recibir la enseñanza 
socialista, conminándolos con penas religiosas y amenazas. 
Atrayendo a los niños que, en esos momentos, las 8:00 horas 
iban para la escuela del lugar e impidiendo que asistieran a dicha 
escuela, violando la Ley 
de Cultos.” 


Imagen 4. Documento 
vinculado a “cuatros 
señoritas con objeto de 
dar enseñanza religiosa 
y campaña contra la 
educación socialista con 
volantes impresos”, en 
Salamanca, Guanajuato. 


Cuerra Cristera 


Por la situación se 
provocó un  disturbio, 
porque “muchos de 
los vecinos pretendían 
atacar la escuela [...] 


38 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 3 
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degenerando ese tumulto en asonada o franca sedición contra 
las Instituciones que sobre enseñanza socialista se encuentran 
consignadas en la Constitución.”*” 

Las llamadas “señoritas” venían de Irapuato: una se 
puso a dar doctrina a los niños en la capilla del poblado, otra 
estaba en un automóvil y el par restante estaba en el atrio de 
la capilla con, aproximadamente, cien señoras, expresando 
las penas religiosas que imponía la Iglesia, si mandaban a sus 
hijos a la escuela socialista.*% 

Usaron la campana de la capilla para congregar a la 
población. Lo cual notificó el maestro Rivera al delegado 
municipal, este llevó a las acusadas con el presidente 
municipal de Salamanca, quien las puso en libertad. Sin 
embargo, las mujeres regresaron en varias ocasiones a Loma 
de Flores, por lo que el educador notificó al delegado de 
educación. La gente del poblado se encontró descontenta con 
Rivera por “la actitud que había tomado con las catequistas”. 
Los delegados del municipio le aconsejaron que se ausentara 
de la escuela, ya que en la noche la asaltarían “para asesinarlo 
junto con su esposa, también maestra rural del lugar.”*! 

Los testimonios de varios pobladores, en cuanto a la 
educación señalaban que “no tenían obligación de mandar 
a sus hijos a la escuela socialista, que preferían que el 
Gobierno los colgara o fusilara a mandar a sus hijos ahí y si 
los obligaban, los trasladarían fuera del poblado.”*? 


39 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 3. 
40 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 3. 
41 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 18. 
42 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 46. 
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Esta acción penal inició en el Juzgado de Salamanca, 
donde se decretó prisión a Ignacia Arroyo y María del Pilar 
Chacón, dos de las catequistas, y a varias personas más. Las 
primeras declararon que “solo fueron a dar ropa y juguetes 
a los niños pobres, una función que constantemente hacían, 
además de que el maestro Rivera se mostró hostil con ellas.* 

El profesor Rivera fue acusado de la muerte de dos 
sujetos que se encontraban en el tumulto, por lo que él 
y Cuatro sujetos más fueron canalizados al Juzgado de 
Primera Instancia, en Valle de Santiago. El agente del 
Ministerio Público buscó turnar el asunto al Juzgado de 
Distrito, en Guanajuato, por el delito de sedición y rebelión, 
“por transgredir el artículo 3% recién reformado en la 
Constitución.”** 

Al no haber acuerdo entre los titulares de los Juzgados, 
el asunto se turnó al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, donde determinaron que el asunto era competencia 
del Juzgado de Distrito en Guanajuato, debido a que sí hubo 
caso de sedición, al no dejar que se ejerciera una disposición 
detallada del artículo 3” constitucional. En este órgano y con 
base a testimonios y pruebas, se determinó que las catequistas 
no repartieron la propaganda, ni hicieron comentario alguno 
sobre la escuela socialista o el socialismo, además de que 
al maestro Rivera no se le comprobó que haya incurrido en 
homicidio, incluso a él lo habían amenazado de muerte por 


43 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f. 46. 
44 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, f.30. 
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permitir se impartiera esta educación mencionada. El titular 
del Juzgado decidió la absolución de los acusados, con el 
argumento de que no hubo sedición.* 

Dejamos para el final de nuestro ensayo, un proceso 
penal, originado de un reporte policiaco, en el que veremos 
los argumentos que empleó el abogado defensor de Eustacio 
Báez, acusado y posteriormente absuelto este último de tener 
documentos adversos al gobierno y quien en la ciudad de 
Silao fue detenido, ya que “estuvo en la casa del presbítero 
Timoteo N. para pedirle dinero y ropa, a través de una carta 
suscrita por el señor Jesús Macías, para entregarlos a los 
hombres que se encuentran levantados en armas en contra del 
Gobierno.”** 

Báez, de 22 años, soltero y de oficio hojalatero, dijo que 
lo invitó un amigo llamado Guadalupe para que se “uniera a 
la partida de rebeldes que se encuentran levantados en armas 
en contra del Gobierno y merodean León [...] que la mayoría 
de sus compañeros eran jóvenes de 18 a 25 años, además de 
que nunca estuvo realmente en combate y solo les daban de 
comer.”* 

Enrique Arizmendi, abogado defensor de oficio, expuso 
ante el Juez de Distrito lo que pudiera ejemplificar a varias 
de las personas que fueron procesadas en el periodo que 
mostramos: 


45 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 2, 47/1935, fs. 417-420. 
46 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 5, 1251937, f. 2. 
47 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 5, 125/1937, fs. 8 y 9. 
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[...] Si bien su defendido sabía que el grupo rebelde 
iba en contra de la educación socialista y el sistema 
agrario vigente en México, es bien sabido que para 
poder apreciar si son adecuados o no estos sistemas para 
la organización del gobierno de un país, es necesario 
tener cierto grado de cultura y es lógico y natural que un 
individuo de este grado de cultura ignora por completo 
no diremos ya esos sistemas sino hasta la organización 
política de nuestro país y mala mente podríamos hablar 
que este individuo persiguiera, al unirse con una partida 
rebelde, el tratar de reformar una organización política 
que desconoce en lo absoluto.** 


Cuerra Cristera 


48 CCJ GUANAJUATO, J1, P, Caja 5, 125/1937, fs. 36 y 37. 
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Conclusiones 


n México los tiempos de conflictos armados creaban 

incertidumbre tanto para la población, como para el 

gobierno y por ello, las autoridades en varias ocasiones 
tendían a detenciones arbitrarias, obedeciendo quizás a 
situaciones de tensión, en nuestro tema la Segunda Guerra 
Cristera en Guanajuato. 

Vimos que las personas aquí descritas fueron absueltas. 
Los juzgadores federales determinaron que los acusados no 
buscaban reformar al país, ni menos desacatar leyes, como se 
pronunciaba en el Código Penal para los delitos de rebelión 
y sedición, solo fue una forma de manifestarse y de llevar su 
labor cotidiana como en el caso de los trabajadores y dueños 
de imprentas, logrando con ello que sus garantías individuales 
fueran respetadas.” 

Esto nos lleva a ver el criterio distinto que tenían la 
autoridad y los jueces locales para con los de Distrito. Es 
arriesgado afirmarlo, pero bien podría haberse tratado de 
una orden desde el Ejecutivo local o nacional para que fuera 
severa la detención de quien llevara esta clase de documentos. 


49 “Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. 
Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los 
autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites 
que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso 
podrá secuestrarse la imprenta como instrumento del delito. Las leyes orgánicas 
dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar que so pretexto de las 
denuncias por delitos de prensa, sean encarcelados los expendedores, papeleros, 
Operarios y demás empleados del establecimiento de donde haya salido el escrito 
denunciado, a menos que se demuestre previamente la responsabilidad de 
aquellos”. Artículo 7*, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 5 
de febrero de 1917. 
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Aunque también esto nos puede demostrar la independencia 
de los tribunales y sus resoluciones. Será menester investigar 
a detalle en ello. 

La libertad de imprenta es un derecho para expresar 
reflexiones y creencias; una forma de mostrar ideales 
individuales y colectivos como vimos en los distintos escritos 
que nos ocuparon, cuyos discursos fueron hechos con más 
arrebato y entusiasmo, que con ideas o propuestas concretas. 


Cuerra Cristera 
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- — Tesis Aislada núm. de registro 280699, Quinta época, 
Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXIV, 
materia penal, p. 702. Amparo penal directo 172/28 
Ávila Nieves J. C. 7 de diciembre de 1928. Unanimidad 
de nueve votos. La publicación no menciona el nombre 
del ponente. 
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Archivo Histórico Judicial de la Casa de la Cultura Jurídica 
en Guanajuato. Juzgado Primero de Distrito, Ramo 
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Comentarios a las herramientas tecnológicas 
en la impartición de justicia en materia penal. 


Lic. Thalía Eneida Barrientos Juárez 


Introducción 


finales del 2019 surgió en China un nuevo virus, al 
cual se le nombró SARS- CoV-2 y que comúnmente 
e le identifica entre la población como COVID 19; 
virus que se fue propagando por el mundo logrando que la 
Organización Mundial de la Salud lo decretara en fecha 30 
de enero de 2020 como pandemia, denominación que hace 
referencia a aquella enfermedad epidémica que se extiende 
a muchos países o que te ataca a casi todos los individuos de 
una localidad o región, como la define la Real Academia de 
la Lengua Española. Poco conocido y experimentado, pero 
de fácil propagación entre la población, por lo que a fin de 
reducir los contagios se implementaron varias medidas, y 
entre las medidas y la más drástica emitida por las autoridades 
sanitarias, fue decretar el confinamiento de la población. 
En este contexto, surge la interrogante, sí la humanidad 
estaba lista para enfrentar una situación de esta naturaleza, 
pues la sociedad hacia tiempo que no vivía una situación 
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similar, ya que con dicho confinamiento se establecieron 
actividades que no podían ni debían interrumpirse a las 
cuales se les llamó esenciales y aquellas de las cuales era 
posible prescindir y suspenderlas se les definió como no 
esenciales, estas últimas trajo consigo el cierre de centros 
de trabajo, escuelas en cada uno de sus niveles, se instauró 
el trabajo desde casa, las clases fueron impartidas desde 
plataformas digitales, asimismo la economía a nivel mundial 
se vio afectada. En referencia a las actividades esenciales 
que no pudieron cerrarse, fueron las actividades relacionadas 
con la impartición de Justicia en materia penal, en donde 
surge el cuestionamiento ¿el sistema penal mexicano estaba 
preparado para este desafío? 

La impartición en materia penal, no podía interrumpirse, 
los operadores de justicia no podían ser parte del 
confinamiento, pues la urgencia que yace en la impartición de 
justicia para las partes procesales debe ser pronta y expedita, 
pues son las víctimas que sufren el delito, el acusado que se 
defiende dentro de un proceso, ellos en el sistema son quienes 
realmente impulsan o generan la necesidad de que el mismo 
no se detenga, pues el sistema penal garantiza el acceso a sus 
derechos. 

Pero el confinamiento por la pandemia era una dificultad 
que no terminaba, pues se alargaba cada vez más, y por lo 
antes mencionado se debía de buscar las estrategias que 
dieran respuestas eficientes a la necesidad de la impartición 
de justicia en materia penal, y una de estas estrategias fue el 
uso de la tecnología. 
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IL Estrategias para constituir una nueva forma de 
impartición de justicia 


a tecnología ha resultado una herramienta que con 

el pasar de los años ha resuelto y facilitado la vida 

de las personas en su día a día, una herramienta en 
estos tiempos difícil de presidir en un mundo cada vez más 
tecnológico , por lo que ante esta emergencia sanitaria, fue 
la forma de enfrentar el reto, es así que en este momento 
es cuando toma importancia los conceptos de teletrabajo, 
telemediación y trabajo en casa, que si bien desde hace 
años se han utilizado, no habían tomado la importancia y 
necesidad con los que hoy se utilizan. 

El teletrabajo lo define la real academia de la lengua 
española como trabajo que se realiza desde un lugar fuera 
de la empresa utilizando las redes de telecomunicación para 
cumplir con las cargas asignadas, se puede entonces decir que 
es aquel que se identifica como aquel trabajo a distancia, es 
decir, desempeñar tu actividad laboral en un lugar diferente 
a la oficina, con el uso de algún método de comunicación, 
con el cual lograr la interacción entre la empresa a la cual 
se le presta el servicio y el trabajador, en este sentido esta 
íntimamente relacionado con el trabajo en casa, pues el 
trabajo a realizar es realizado desde el hogar. Por otro lado 
la telemediación la podemos identificar con su prefijo tele 
“a distancia” y mediación' como mecanismo mediante el 
cual lo intervinientes, en libre ejercicio de su autonomía, 


1 Artículo 21 de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos 
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buscan, construyen y proponen opciones de solución a la 
controversia, con el fin de alcanzar la solución de esta, es 
decir, la solución de conflictos a distancia. 
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Il. Las herramientas y desafíos de la nueva forma de 
impartición de justicia 


1. Beneficios 


n tal tesitura es importante señalar que los beneficios y 
dificultades que se asume con el empleo del teletrabajo, 


la telemediación y el trabajo en casa dentro del sistema 
penal, el primer aspecto como beneficio fue poder seguir 
ofreciendo esta impartición de justicia logrando colocar a los 
operadores del sistema en bajo riesgo del contagio de esta 
enfermedad, pues les permitió estar conectados desde lugares 
remotos, desde la comodidad de su hogar, de modo rápido, 
económico, acortó distancias ya que siempre que se habla 
de tecnología es sinónimo de estos beneficios, al ofrecer todo 
lo anterior, por lo que se puede establecer que en referencia a 
beneficios de manera general son los mencionados. 


2. Dificultades 


Las dificultades del Sistema fueron otras; unas 
propias de la misma tecnología pues se debía de crear una 
tecnología adecuada, plataformas específicas que lograran ser 
seguras, garantistas, pero a la vez al alcance del público en 
general; además con ello la eficaz conexión, la buena señal 
o la recepción de la misma, algo que lograra la realización 
de la impartición de Justicia de manera eficaz, y que de 
alguna manera fue resuelto, al utilizar plataformas creadas 
no especialmente para la impartición de justicia, pero si 
plataformas consideras seguras, donde se podía realizar 
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teletrabajo desde el hogar, y la telemediación; este punto 
fue importante señalarlo pero no será necesario un análisis 
profundo, toda vez que es importante hacer énfasis en lo que 
se vive en la práctica de la impartición de justicia en materia 
penal; ya que el punto toral es la utilización de esta tecnología 
por los intervinientes del sistema y con ello garantizar el 
cumplimiento de los principios rectores del mismo. 

Por lo que retomando nuestra interrogante ¿el sistema 
penal estaba preparado para la impartición justicia con la 
utilización de herramientas tecnológicas? ya que representa 
un cambio de paradigma en la forma de impartición de 
justicia en materia penal. 

El tema es amplio pues tiene varias aristas, sin embargo 
se hará referencia a una herramienta previamente establecida 
a la contingencia sanitaria, misma que tomó relevancia 
durante el confinamiento pues se instauró en la práctica 
como tal, para continuar con la impartición justicia, y donde 
se ven involucrados los operadores del sistema, y que si 
bien es cierto se implementó para enfrentar este problema, 
no cabe duda que llegó para quedarse, pues aun cuando el 
confinamiento por la pandemia termine en la medida de lo 
posible y caso concreto lo permita se seguirá utilizando para 
obtener las ventajas propias de la tecnología. 


3. Videoconferencias 


Esta herramienta tecnológica en el sistema penal 
hace referencia a las audiencias vía remota, mismas que se 
encontraban como ya se mencionó, establecidas previo a 
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la contingencia en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales? en la que se prevé la utilización de los medios 
electrónicos y las videoconferencias durante el proceso penal. 

Una vez que nos encontrábamos en la necesidad de 
utilizar este tipo de herramientas, en el estado de Guanajuato, 
el Consejo del Poder Judicial, en sesión celebrada el 23 
de abril del año 2020, emitió acuerdo general relativo al 
mecanismo de reforzamiento a las medidas de contingencia 
implementadas en los juzgados, por el fenómeno de salud 
pública por el cual se atravesaba, la implementación del uso 
de videoconferencia en tiempo real para el desahogo de las 
audiencias de carácter urgente, precisando los supuestos de 
aplicación, el manual de procedimientos para su desahogo y 
la guía rápida para el acceso a la videoconferencias; en donde 
cada uno de los sujetos procesales se enlazaban desde un 
lugar diverso a una sala de audiencias, muchas veces desde 
la comodidad de su hogar, ejerciendo el teletrabajo, el trabajo 
en casa y estando presente la telemediación. 


A. Partes procesales 


En este sentido como se ha señalado con anterioridad, 
son las personas las que resienten este cambio de paradigmas, 
las partes procesales que participan en un proceso penal -el 
Imputado y su defensor, el Ministerio Público, la víctima y su 
asesor Jurídico- por lo que es necesario realizar un análisis de 
las implicaciones que trajo para ellos. 


2 Artículo 51 de Código Nacional de Procedimientos Penales 
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Partimos en primero lugar que las partes técnicas — 
Ministerio Público, Defensor y Asesor Jurídico- éstos tienen a 
sus disposición el fácil acceso las herramientas tecnológicas, 
pues en el mejor de los casos al ser servidores públicos por 
parte de la Institución dónde prestan sus servicios se les dota 
de estas herramientas al estar desarrollando el teletrabajo, 
sin embargo las partes materiales es frecuente que no 
cuentan con está accesibilidad a estas herramientas, ya que 
las condiciones de su vida diaria no les permiten contar con 
una computadora y tampoco tener el servicio del internet, ya 
que este servicio no es público, sino que es un servicio por el 
cual se tiene que erogar un pago, instrumentos que sería lo 
elemental, y que incide directamente en la eficacia de estas 
audiencias. 

En el caso de las victima u ofendido del delito, entre 
los múltiples derechos instituidos para ellos, es el derecho 
del acceso a la Justicia y que trae aparejado el poder estar 
presente en cada una de las audiencias y participar por si 
solos o a través de su asesor jurídico activamente en el 
proceso penal, sin embargo, bajo estas condiciones algunas 
de las veces no pueden ejercer este derecho, aunque la 
victima así lo pretendiera pues al ser audiencias vía remota 
no se cuenta con las herramientas necesarias para enlazarse 
a ellas, o no se lograr tener comunicación con su asesor 
jurídico por las mismas razones o no lograr la compresión al 
no poder realizarse una comunicación personal entre ellos, 
este tipo de inconvenientes se da porque la víctima no cuenta 
con el servicio de internet, servicio que como se mencionó 
no es público y se tiene que erogar un pago por el mismo 
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o no cuenta con el dispositivo electrónico cuyo precio no 
es posible pagar por la persona, estas necesidades son un 
segundo término cuando las necesidades de subsistencia 
son primordiales, y el nivel económico no permite que 
sea de otra manera, ya que la pobreza es un problema que 
atañe a gran parte de las familias en México, aunado a ello 
muchos sectores de la población también forman parte de 
las estadísticas del analfabetismo, o su imposibilidad para 
manejar un equipo de cómputo, además por circunstancias 
personales, ya sea porque son personas mayores o dentro de 
un grupo vulnerable, con estas penurias es que no se ejerce 
sus derechos ante la autoridad jurisdiccional activamente, 
pues si bien están representados por su asesor jurídico y 
la representación social la toma de decisiones sobre sus 
derechos son personalísimas, ya que tanto el asesor como 
Ministerio Publico la toma de decisiones va conforme 
técnicas procesales. 

Por otro lado, y en la misma línea nos encontramos al 
imputado, pero un poco más complejo para él, pues el estar 
presente en una audiencia, es una obligación en cada una de 
las audiencias, y retomando el tema de la poca posibilidad 
para ellos de poder acceder a los instrumentos tecnológicos 
para llegar a este fin, pero estas dificultades acarrean más 
problemas para ellos, pues al ser una obligación el estar 
presente en las audiencias, y que el resultado sea no lograr 
enlazarse se puede tomar como un desacato a una citación 
por parte de la autoridad jurisdiccional, y hasta pudiéndose 
librar en contra de él orden de comparecencia o aprensión 
sino logra justificar su “inasistencia”, y que puede llegar 
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hasta la imposición de una prisión preventiva. O en el caso 
de que sobre el imputado ya recaiga una medida cautelar 
de prisión preventiva, el enlace a la audiencia vía remota 
depende del centro penitenciario donde se encuentre y de 
las herramientas con que ellos cuenten, no dejando de lado 
que en la actualidad estos centros tienen una población muy 
amplia, y que varios internos pueden tener la necesidad de 
acceder a estas herramientas tecnologías al mismo tiempo 
muchas veces el centro no es posible ofrecer a cada uno de 
ellos de un dispositivo electrónico. Por lo que si no se logra 
la conexión no se puede llevar a cabo dicha audiencia al no 
reunirse las condiciones, por lo que se tiene que programar 
para fecha diversa, y ello en perjuicio de propio imputado, al 
no lograse resolver su situación jurídica, y más aún si sobre 
él pesa una medida cautelar como la prisión preventiva. 

Esto sin duda trae una ineficacia en la debida impartición 
de Justicia, al no lograr garantizar el efectivo ejercicio de 
los derechos que a cada parte le corresponden; además otro 
punto importante a considerar dentro de estas audiencias es 
el cumplimento de los principios que rigen el sistema penal y 
que van enlazados con las audiencias. 

El principio de inmediación, es uno de los pilares 
básicos en el nuevo sistema de justicia penal, pues trae 
aparejado un cambio de paradigma, pues antes el Juez en la 
práctica no presidia las audiencias, y en este nuevo sistema 
se exige la presencia ininterrumpida del Juez, su obligación 
de presenciar la audiencia de manera directa y personalísima, 
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y de escuchar a cada uno de las partes, lo que le permita 
percibir con sus sentidos y efectuar una libre valoración de 
todo aquello que pueda incidir en una resolución. 

En las etapas donde se exige de la valoración de la 
prueba por parte del Juez, toma relevancia este principio; la 
formación de la prueba , la cual exige el contacto directo y 
personal que el Juez debe tener con los sujetos y el objeto 
del proceso durante la realización de la audiencia de juicio, 
porque de esa manera se coloca al Juez en las mejores 
condiciones posibles de percibir —sin intermediarios- toda la 
información que surja de las pruebas personales, es decir, no 
solo el contenido, sino la inmediación también lo ubica en 
óptimas condiciones para constatar una serie de elementos 
que acompañan a las palabras del declarante, habilitados 
para transmitir y recepcionar de mejor manera el mensaje 
que quiere entregar, como el manejo del tono, volumen, o 
cadencia de la voz, pausas, titubeos, disposición del cuerpo, 
dirección de la mirada, muecas sonrojos, que la doctrina 
denomina componentes paralingúísticos.* 


B. Principios Procesales 


Acorde a lo anterior cabe preguntar si el principio de 
inmediación se logra cumplir, si las partes se encuentran 
reunidas vía remota y se visualizan a través de una pantalla, 
si el juez es capaz de percibir todo aquello lo necesario para 
poder valorar en conjunto y remitir un resolución, pues en 


3 Decima Época, registro 2017073, tesis Aislada, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 55. Junio de 2018, tomo ll, materia constitucional, penal, 
página 970 


741 


14 


Ógicas 


Herramientas tecnol 


Y 


Ógicas 


Herramientas tecnol 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


la pantalla, las personas sólo muestran su rostro, el juez no 
percibiendo muchas veces el lenguaje corporal que las partes 
puedan emitir y que estos le pueda ayudar valorar, incluso 
no logrado percibir emociones de las partes; pero el Juez 
siempre está presente, siempre se conecta vía remota y puede 
escuchar los argumentos de las partes, y así realizar una 
valoración. 

El principio de publicidad, es un principio que se vio 
afectado en mayor medida, toda vez que este permite que las 
audiencias sean públicas y todo aquel que quiera presenciar 
una audiencia pueda presenciarla, con la contingencia 
sanitaria, se restringió el acceso a salas de audiencias y solo 
las partes podían estar presentes, por videoconferencias, la 
liga de acceso sólo se hace de conocimiento para las partes 
que participan en él, si bien es cierto estas audiencias son 
grabadas y se genera un código de barras donde es posible 
almacenar la información, esta información no se proporciona 
al público en general. 
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Conclusiones 


ajo estos panoramas es posible contestar el 

cuestionamiento que se realizó desde un principio — 

el sistema de justicia penal está preparado para llevar 
a cabo actos procesales bajo estas circunstancias en este 
sentido se puede indicar que si bien se tenía contemplado 
desde el 2016 las audiencias vías remotas, con la llegada de 
la contingencia sanitaria, se tuvo que organizar de manera 
rápida para que esta actividad no se viese interrumpida, 
pero a la fecha por las anotaciones que se realizaron, 
aún el sistema penal no está preparado para cambiar el 
paradigma de un sistema capaz de desarrollarse mediante 
instrumentos tecnológicos, no con esto se pretende decir que 
fue un fracaso, pues en el momento significó poder seguir 
realizando la actividad en la medida de lo posible, y creo que 
en un futuro será más común y se encontrará las estrategias 
para poder superar los inconvenientes que el día de hoy se 
presentan, por el momento queda que este cambio se vaya 
realizado de manera paulatina, y que se deje para aquellos 
actos procesales que son de mero trámite, ya que el uso de la 
tecnología sin duda ayudará a que la impartición de justicia 
sea más pronta y expedita, lo que siempre a buscado este 
nuevo sistema de justicia penal. 
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Versiones públicas de las sentencias. 
Su real aportación a la transparencia 
de la función jurisdiccional. 


Juez Mtra. Mónica Edith Olmos Ortega 


periódico oficial de esta entidad, la reforma al artículo 

30, fracción I, de la ley de transparencia y acceso a la 
información pública para el estado de Guanajuato; por la que 
se establece la obligación del Poder Judicial del Estado, de 
poner a disposición del público, las versiones públicas de las 
sentencias emitidas, estableciéndose como fecha para ello el 
9 de agosto de 2021, acorde a su artículo segundo transitorio. 

Dicha reforma obedece —acorde a la exposición de 
motivos- a la apertura a los ciudadanos: “(...) de conocer 
y calificar el trabajo de la autoridad judicial y conocer los 
criterios en que los jueces. ..resuelven cada caso (...)”. 

Así, la naturaleza y objeto de la propia ley de 
transparencia, no es otro sino garantizar el derecho de acceso 
a la información en posesión, en el caso, del poder judicial. 
Entre sus objetivos, en lo que interesa, se destaca el hacer 
transparente el ejercicio de la gestión pública, a través del 


E 3 de noviembre del año 2020, fue publicado en el 
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acceso a la información; así como el difundir la cultura de la 
transparencia, facilitando el conocimiento, la evaluación de 
la gestión pública y la rendición de cuentas. 

Retomando los argumentos plasmados en la exposición 
de motivos, base de la reforma en comento, se estableció que: 


“(...) El acceso a la información pública es un derecho 
del que todos los ciudadanos deberíamos gozar, el 
ejercicio de éste fomenta entre los solicitantes la 
participación ciudadana en los asuntos de la esfera 
pública, lo que ayuda a mejorar la confianza y seguridad 
de todos de que el Estado actúa apegado a derecho al 
mismo tiempo que incrementa la participación política 
efectiva.(...)” 


Acorde a lo anterior, conviene cuestionarse lo siguiente: 
En el sistema de enjuiciamiento penal, de corte acusatorio 
y oral, ¿es suficiente poner a disposición del público las 
versiones públicas de las sentencias emitidas, a efecto de 
lograr que los ciudadanos conozcan y califiquen el trabajo de 
los jueces? Se considera que no. 

Así se asume, dado que no debe perderse de vista la 
génesis de la reforma constitucional en materia de justicia 
penal del 18 de junio de 2008, por medio de la cual sufrieron 
modificaciones diversos artículos de la carta magna, entre 
ellos, el arábigo 20, incorporándose las bases del debido 
proceso legal y el mandato claro para crear juicios orales en 
México, en los ámbitos federal y local. 
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En dicho precepto constitucional, se enuncian las 
características generales de las audiencias, mismas que 
sustituyen el expediente escrito como forma de trabajo. 
Tales audiencias operarán sobre la base de principios 
interdependientes, como lo son: la publicidad, la inmediación, 
la continuidad, la concentración y la contradicción. 

Para confirmar la respuesta previamente sostenida al 
cuestionamiento establecido, el presente texto se centrará en 
el principio de publicidad. 

Dispone el artículo 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que: “El proceso penal será 
acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación”. 
En su apartado A, fracción IV, señala que: “La presentación 
de los argumentos y los elementos probatorios se desarrollará 
de manera pública, contradictoria y oral.”. 

Con motivo de la reforma constitucional del 18 de 
junio de 2008, fue publicado el 3 de septiembre de 2010, en 
el periódico oficial del gobierno del estado de Guanajuato, 
el decreto 80, mediante el cual se expidió la LPP para esta 
entidad federativa, en la que, en su artículo 7 se establece que: 
“Las audiencias son públicas.”; permitiendo su restricción 
o limitar su difusión, bajo las excepciones previstas en el 
mismo dispositivo. 

Por su parte, el artículo 5 del CNPP señala que: 


“(...) Las audiencias serán públicas, con el fin de que 
a ellas accedan no sólo las partes que intervienen en el 
procedimiento sino también el público en general, con 
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las excepciones previstas en este Código. Los periodistas 
y los medios de comunicación podrán acceder al 
lugar en el que se desarrolle la audiencia en los casos 
y condiciones que determine el Órgano jurisdiccional 
conforme a lo dispuesto por la Constitución, este Código 
y los acuerdos generales que emita el Consejo. (...)” 


Alberto Bovino, en su texto Publicidad del juicio penal: 
la televisión en la sala de audiencias, citado por Ponce 
Martínez, Hernández Martínez y Rocha Licea, en su libro 
“Código Nacional de Procedimientos Penales, Anotado”, 
sostiene: 


4 


Ógicas 


“(...) Debemos considerar al principio de publicidad 
antes que nada, como un principio fundamental y 
estructurante del procedimiento penal, de carácter 
esencialmente político, que involucra diversos 
intereses...Según el principio de publicidad, entonces, 
resulta indudable que la asistencia del público a los 
juicios penales es una exigencia inevitable de un régimen 
político republicano y democrático, cuya finalidad es el 
control de los actos de quienes administran la justicia 
penal. Este control de los actos judiciales contiene, 
entre sus preocupaciones centrales, la protección de 
los derechos y garantías de la persona perseguida 
penalmente. Más allá del respeto de los derechos del 
imputado, el control ciudadano se orienta, además, a la 
verificación de la correcta actuación de los funcionarios 
públicos que intervienen en el procedimiento penal. 


(y 
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El mismo autor Bovino en su obra Introducción 
al derecho procesal penal, citado por los autores ya 
mencionados, afirma: 


“(...) La publicidad del juicio se relaciona, en primer 
lugar, con una de las funciones propias de la justicia 
penal: la transmisión de mensajes a la sociedad, acerca 
de la vigencia de los valores sociales que fundan la 
convivencia social (...)”. 


López Betancourt, en su texto juicios orales en materia 
penal, en relación con los principios fundamentales del juicio 
penal acusatorio señala que: 


“(...) la idea central de tales aspectos es buscar 
transparencia en los juicios. Ventilar los asuntos 
judiciales en público evita la corrupción y los 
tratos preferentes, así como se detecta la conducta 
irresponsable o ilícita de los funcionarios judiciales. Al 
participar la población en los juicios, se crea por otro 
lado conciencia social y sentido de responsabilidad, 
para que las resoluciones no sólo sean producto o 
consecuencia del trabajo de letrados, sino también estén 
debidamente involucrados los particulares. (...)” 


Sostiene que: 


“(...) La publicidad implica comunicación, esto es, 
dar a conocer sin taxativas ni limitaciones lo que 
sucede durante un proceso penal para que el público, 
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de manera independiente y autónoma, se norme un 
criterio totalmente ajeno a aquello que no sea la 
realidad”. Señala que: “Por el principio de publicidad, 
la comunidad se entera directamente de un proceso, 
la corrupción se elimina y la seguridad de una justa 
impartición de justicia se incrementa. La publicidad es 
sinónimo del juicio público, aspecto que en la actualidad 
es garantía en los regímenes jurídicos democráticos. 


CP 


Alejandro Alcocer Herrera, en su texto Justicia oral: 
Guía para las audiencias del sistema Acusatorio, sobre la 
publicidad refiere que: 


“(...) constituye una garantía de la legalidad y la justicia 
del fallo, permite el acercamiento del ciudadano común 
al sistema de administración de justicia y fortalece 
su confianza en ella, lo cual a su vez representa un 
control democrático de la actuación judicial”. Sostiene 
como uno de los objetivos del principio de publicidad 
lo relativo a: “Consolidar la confianza pública en la 
administración de justicia (...)”. 


Sobre el tema, acorde al criterio federal con registro 
2022220, correspondiente a la Décima Epoca, se sostiene, en 
lo que interesa, lo siguiente: 


“(...) no puede observarse el principio de publicidad, 
sin atender los intereses particulares de la víctima... 
aunado al propósito de la información generada por 
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el interés de la sociedad para conocer la verdad de los 
hechos ocurridos y la vigilancia que debe tenerse sobre 
las autoridades al momento de juzgar; lo anterior, 
como parte de la protección judicial de los derechos 
fundamentales de la víctima u ofendido”; “al tener el 
principio de publicidad como finalidad, proteger a las 
partes incluido al imputado— se traduce en un derecho 
que involucra, además, los derechos particulares de la 
propia víctima y al interés del ciudadano de conocer 
hechos relevantes, es decir, permite que la sociedad 
pueda conocer la verdad de lo ocurrido e implica que 
pueda vigilar que las autoridades juzguen apegadas a la 
Constitución y a la ley, habida cuenta que la publicidad 
es parte de la transparencia de los procesos penales. 


ar 


Acorde a las referencias normativas, literarias y de 
interpretación de la norma que se han señalado, se confirma 
pues, que la transparencia es una característica natural del 
sistema de enjuiciamiento penal de corte acusatorio y oral; 
ello con motivo del principio de la publicidad, a través del 
cual, como se ha indicado, el público en general, incluidos 
los periodistas y medios de comunicación, tienen acceso a las 
audiencias, con la finalidad de someter, a quienes juzgan, a 
un verdadero control social, con miras de hacer transparente 
la toma de sus decisiones. 

Ello permite conocer y evaluar la labor de quienes 
intervienen como servidores públicos en los actos procesales, 
al adquirir ese conocimiento de manera directa; pues si sólo 
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se remiten a adquirir éste a través de versiones publicitadas 
de las decisiones, queda claro que, el entendimiento allegado 
,»sería limitado en relación a aquél que conoció todo el 
contexto previo a la resolución final del asunto ventilado 
públicamente. 

De ahí que, la obligación del poder judicial del estado 
de poner a disposición del público “Las versiones públicas de 
las sentencias emitidas”, como lo demanda la fracción I, del 
artículo 30 de la LTAIP; si bien resulta ser un acercamiento 
de la sociedad al sistema de justicia, lo cierto es que termina 
por ser insuficiente, pues sería necesario que dicho esfuerzo 
pretendido con la reforma en comento, se encontrara 
acompañado de verdaderas políticas públicas, orientadas 
a dotar de herramientas, conocimiento y entendimiento 
a los ciudadanos respecto del servicio que se brinda en las 
instituciones de impartición de justicia, logrando a través de 
dicho entendimiento, que el ciudadano adquiera un interés 
genuino en la labor de los órganos jurisdiccionales, tanto en 
sus funciones como en la toma de decisiones, con miras a 
propiciar la participación ciudadana en los procesos penales. 

Sólo a través de este entramado, y no de medidas 
aisladas, es que se advertiría factible lograr un verdadero 
involucramiento de la sociedad, pues únicamente así, con 
firme convicción, se alcanzaría un efectivo interés de conocer 
todas las decisiones asumidas en los asuntos sometidos a 
discernimiento de la autoridad juridicial; máxime que el 
sistema de enjuiciamiento penal se encuentra operando en 
nuestro Estado, ya desde el 1 de septiembre de 2011, es decir, 
no es de reciente aplicación. 
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Por ello, es que se estima necesario no sólo disponer 
a la sociedad de versiones públicas de sentencias, sino 
realizar las gestiones estrictamente idóneas, para lograr un 
involucramiento efectivo de la sociedad a participar como 
público en las audiencias que integran el procedimiento, con 
miras a que, de manera directa, no sólo tengan conocimiento 
de quiénes son sus jueces, sino que las decisiones asumidas 
por los órganos jurisdiccionales, encuentren soporte con 
los argumentos y las evidencias llevadas por los actores 
procesales; pues sólo de esa manera podrán los ciudadanos 
“conocer y calificar el trabajo de la autoridad judicial”, 
principal finalidad de la exposición de motivos origen de la 
reforma señalada al inicio de este texto. 
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El juicio de Miguel Hidalgo 
El fin de la primera etapa de la insurgencia 


LEP Antonio Galván García 


I. El principio del fin 


a culminación de la primera etapa del movimiento 
insurgente fue producto de choques y distanciamientos 


entre sus principales protagonistas que los debilito 
y tuvo su punto álgido después de la derrota en el paraje 
denominado Puente de Calderón donde estuvieron en 
desventaja. 

Durante esa confrontación se incendió un carruaje 
de municiones que provocó un fuerte estruendo y un voraz 
incendio, resultado de ello; muchos quemados, deserciones 
en masa y la derrota de los insurgentes. 


Hidalgo, Miguel 
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TI. La ruta del éxodo 


¡DES de este angustioso pasaje histórico del 17 de 


enero de 1811, los líderes del movimiento insurgente 

se reunieron en la hacienda de Rincón de Romos 
hoy Pabellón de Hidalgo, el 25 de enero, donde discutieron 
sobre el liderazgo de Hidalgo y se le obligo renunciar a su 
nombramiento como generalísimo y al mando militar de los 
ejércitos, además de ser tomado como rehén, con amenaza 
de muerte si intentase huir. Nombrándose Ignacio Allende 
encargado de la insurgencia. 

Con Allende al mando buscaron, como objetivo 
primordial, reagruparse en las provincias del norte, lo que los 
obligo a transitar por los lugares más inhóspitos y peligrosos. 

Éxodo en que fueron comunes las huidas de 
los improvisados militares - donde se perdieron por 
desbarrancamiento a más de una recua donde se transportaban 
los capitales y avituallamientos del ejercito-. Tránsito de cerca 
de dos meses hasta que fueron traicionados y aprehendidos. 

Conspiración y aprehensión de los líderes 

Elizondo convino con vaqueros y naturales de la zona 
en emboscar a los insurgentes y el 20 de marzo se comunicó 
con Jiménez a través de un correo, aseverándole que había 
poca agua y proponía que los lideres fueran por delante para 
abastecerse del preciado líquido. El 21 de marzo se realiza el 
plan. 
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Más de 40 muertos fue el saldo de la traición, entre 
ellos el hijo de Allende, más de 893 prisioneros y de una 
gran cantidad de riquezas incautadas', y por cierto solo a los 
arrieros con el capital del ejercito insurgente se les permitió 
abrevar agua. 

La traición fue objeto de condecoración a los 
coparticipantes. ¿Cuanta necesidad de reconocimientos como 
estatus social se deja entrever en esta acción? 


1 Gobierno del estado de Chihuahua: Casachihuahua.org.mx/MX/docs/casa_MX_ 
acontecimientosAprehension.php. Consultado en octubre 1 de 2017. 
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TI. Tránsito de los rehenes a Chihuahua 


siguiente etapa. El mismo día de la aprehensión, que 

fue en Santa María de Guadalupe de Bajan, paraje 
conocido como Acatita de Bajan, inicio el traslado de los 
lideres a la base de operaciones y enclave de la comandancia 
general de las provincias internas que se encontraba en lo 
que hoy es Chihuahua, hecho que se realizó en poco más 
de un mes, cerca de 700 kilómetros de travesía, que incluirá 
jornadas por el desierto, a pie, con las manos atadas con una 
cuerda a la silla del caballo y grilletes; llegando, el 23 de abril 
a la Villa de San Felipe del Real de Chihuahua. 

En el trayecto se detuvieron en Monclova, donde muchos 
insurgentes fueron denigrados y tratados inmisericordemente, 
otros pasados por las armas y otros más dados como esclavos 
para las haciendas de la región. 

Se dictó un bando de comportamiento para los 
pobladores de la hoy ciudad de Chihuahua en la que se 
anunciaba el arribo de los insurgentes - a los que categorizaba 
como tiranos, ladrones, forajidos, saqueadores, profanadores- 

Se solicitó a la población: “(...) en esta grande 
coyuntura, espero de vosotros (...) testimonios (...) de (...) 
orden y moderación”. No hacer manifestación de patriotismo, 
conformar una sola vaya, manifestar respeto, no llevar 
armas, excepto las fuerzas del orden. No estará permitido el 
tumulto y después de esos actos todos deberán reanudar sus 
labores habituales, se castigarán los pleitos y alborotos, no se 


| a cristalización de la traición sería el preámbulo a la 
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permitirán los excesos, quienes ofrecieran hospedar a algún 
reo deberá de hacerlo previa aprobación de la autoridad. Toda 
desobediencia a lo estipulado se considerara un delito.? 

Llegando a Chihuahua los lideres estuvieron prisioneros 
en celdas separadas, “(...) el cura Hidalgo ocupó el cubo de 
la torre de la iglesia del ex Colegio declarándolo calabozo 
Núm. 1; Allende ocupó el calabozo Núm. 2; Aldama el Núm. 
3 y Jiménez el Núm. 4 (...).> 

Se tomaron las declaraciones a cada uno, 2 meses 3 
días de proceso a la mayoría de ellos y 4 meses 6 días para el 
de Miguel Hidalgo y Costilla cuyo proceso fue el último en 
iniciarse, el 7 de mayo de 1811. 


2 Hernández Dávalos, J.: Colección de documentos para la historia de la guerra de 
Independencia de México de 1800 a 1821, Colección JE Tomo primero México 
1877. https://dgb.cultura.gob.mx/libros/dgb/80944_1.pdf. Consultado el 22 de 
octubre del 2019. 


3 Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el proceso contra Miguel 
Hidalgo y Costilla en 1811. En Proceso de don Miguel Hidalgo y Costilla en 1811. 
Instituto nacional de antropología e historia. Ciudad de México. 2011; página no 
numerada. 
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TV. Juicios y primeras ejecuciones 


or los procesos militares que culminarían en sentencias 

condenatorias como se suponía con antelación a 

iniciarse, pues incluso se consideró a Hidalgo, antes del 
juicio, “hereje contumaz” y provocador de un levantamiento 
desleal que quebrantaba la regla de oro del despotismo 
Borbón.”* 

Aldama, Allende y Jiménez fueron fusilados el 26 de 
junio en presencia de “una multitud de espectadores”, al 
cabo del día sus cabezas fueron separadas de sus cuerpos, 
preparadas con sal para retrasar la putrefacción y depositadas 
en cajas de madera que inmediatamente se despacharon a la 
provincia de Zacatecas, lugar donde se conservaran por un 
largo tiempo. 

Se desconocen las razones de esta determinación, la 
explicación más razonable es que esperarían la de Miguel 
Hidalgo y Costilla. 


4 Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el..., página no numerada. 


5 Rionda Arreguin, |.: Transito de los venerables restos de los héroes de la 
independencia Mexicana, Edición Conmemorativa Año de Don Miguel Hidalgo 
2003, Archivo General de Gobierno del Estado de Guanajuato; p. 17. 
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V. Dos juicios contra Hidalgo 


idalgo enfrento dos procesos uno militar—eclesiástico 
y otro eclesiástico, ambos ajustados al sistema 
inquisitorial. 
El 6 de mayo, se nombró una junta militar fungiendo Ángel 
Abella como juez, Francisco Salcedo secretario y licenciado 
Rafael Bracho asesor; para el juicio a Hidalgo que inició 
el 7 de mayo de 1811 y se llevó con las reglas del sistema 
inquisitivo — eclesiástico — militar. 

Esta causa militar-eclesiástica se integró con su 
testifical, varias consultas entre autoridades, informes 
previos dirigidos a los representantes de la corona y al clero, 
propuestas de seguimiento, espera de indicaciones, etc. 

Hidalgo fue sometido a un arduo interrogatorio de 43 
preguntas en total, 1% ordenado por quienes ejercían el poder 
en ese momento histórico, no por el rey de España ya que en 
ese momento se encontraba privados de su libertad. 


6 “(...)Anadie culpó de sus actos; a nadie delató y declaró haber creído siempre que 
la independencia sería útil y benéfica para su país. Confesó que al quedar frente 
a la revolución, había levantado ejércitos, fabricado armas y cañones, acuñado 
moneda, nombrado jefes y oficiales, dirigido manifiestos a la nación, y enviado a 
los Estados Unidos un agente diplomático, Ortiz de Letona, que según supo murió 
antes de llegar a su destino... “A la pregunta de quién lo hizo juez competente 
de la defensa del Reino y de las ventajas de la independencia, contestó que “el 
derecho que tiene todo ciudadano cuando cree la patria en riesgo de perderse...” 
Y cuando se le interrogó si había predicado en el púlpito o ejercido en el 
confesionario abusando de su ministerio dijo “que ni antes, ni después en el curso 
de la insurrección, ha predicado ni ejercido el confesionario...” Y a la pregunta 
de que cuáles armas o escudos había adoptado para las banderas y estandarte 
de sus tropas respondió que 'no hubo orden ninguna asignando armas algunas, 
que no hubo más que al pasar por Atotonilco tomó una imagen de la Virgen de 
Guadalupe en un lienzo que puso en manos de uno para que la llevase delante 
de la gente que lo acompañaba y de ahí vino que los regimientos pasados y los 
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Los procesos de incriminación siguieron trámites 
sui generis, contrario a la ortodoxia procesal, no había rey, 
ni virrey, ni vigencia de normatividad aplicable. Lo que 
se tradujo en la presentación solo de testimonios de cargo, 
informes, juicios de opinión de culpabilidad y acusación 
de sacrilegio por haber sido incitador del movimiento 
independentista declarándolo culpable de alta traición, 
sedicioso, tumultuario, conspirador y mandante de robos y 
asesinatos. 

El juicio es claro referente de los choques frontales 
entre los poderes de facto establecidos. El poder eclesiásticos 
propugnaban por la sanción acorde al derecho canónico. 
Mientras los militares buscaban aplicar las reglas establecidas 
por el virrey.” 

Simbólicamente se le asignó un defensor a Hidalgo, 
aunque el asunto fue prejuzgado desde el inicio pues ya se 
sabía con certeza que la sentencia seria condenatoria. 

En tanto el procedimiento eclesiástico retomo los 
antecedentes del iniciado en 1800, el cual después de 
sustanciar la investigación se determinó la falta de pruebas y 


que se fueron después formando tumultuariamente tomaron la misma imagen de 
Guadalupe por Armas, a la que al principio agregaban generalmente la del señor 
Don Fernando Séptimo, y algunos también el Águila de México (...)”. Gil Elorduy y 
Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el..., página no numerada. 


7 Vidaurri Arechiga, J. E.: Frenesí de libertad. Proceso militar seguido a Miguel 
Hidalgo y Costilla. Primera Edición 2003, Gobierno del Estado de Guanajuato; pp 
140-141. 
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se había mandado archivar por si en lo sucesivo se aportasen 
más pruebas? y el proceso se reactivó de oficio por el tribunal 
eclesiástico en 1809. 

El virrey en turno había ordenado desde el 13 de abril 
la decapitación de los principales caudillos de la insurgencia, 
la que se materializo más que por su orden por la de Félix 
María Calleja del Rey. 

Después de las ejecuciones de los insurgentes, el virrey 
Félix María Calleja del Rey dictó, en 1812, el bando virreinal 
donde abolió de golpe los fueros eclesiásticos autorizando 
a los comandantes del ejército a juzgar a todo insurgente 
eclesiástico sin la degradación previa;? lo que acabo con 
centenarios privilegios de inmunidad.'” 


8 Ibarra Palafox, F.: Libertad y tradición. El juicio inquisitorial y la causa militar contra 
Miguel Hidalgo, en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2918/6.paf, 
consultado en 25 de Septiembre del 2019. 


9 Ibarra Palafox, F.: Libertad y tradición... . 


10 Por estas razones fundamentales, “(...) la inquisición no le daría el gusto al virrey 
condenando la memoria y fama del capitán general de los insurgentes. ..aunque 
tampoco la absolvió... la jerarquía eclesiástica no deseaba dar plena satisfacción 
al virrey frente a lo que consideraba un atentado a sus tradicionales privilegios 
(...) "Ibarra Palafox, Francisco: Libertad y Tradición: El juicio inquisitorial y la causa 
militar contra Miguel Hidalgo, en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/ 
libros/6/2918/6.paf. Consultado en 25 de septiembre del 2019. 
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VI. Una idea de la idea de Hidalgo en el presidio 


stando en presidio y escuchando el ruido de los fusiles 

ultimando a sus compañeros, quizá y solo quizá llevo a 

Hidalgo a preguntarse ¿qué le deparaba en aquel lejano 
lugar?. ¿que provoco la derrota del plan de independencia?, 
¿fue la ambición de poder?, ¿fue la lucha ideológica? 

Quizá se auto argumento que la lucha de poder entre 
facciones es una de las armas que debilitan los grandes 
ideales. Es una clara manifestación del pensamiento 
retrogrado que no acepta que solo se puede trascender cuando 
los acuerdos se sustentan en la misma y única misión que 
los unió, ¿qué del principio sobre que los iniciadores de un 
cambio no llegan a gozarlo? no se comprendió en su grupo.'' 

Hidalgo esperaba paciente las resoluciones del obispo 
de Durango en lo eclesiástico, en lo militar del jefe militar 
de las provincias interiores. Sabía que sería degradado 
sacerdotalmente y ultimado. 

Era un estratega por lo que es de suponer que sabía 
desde que fue capturado en Acatitla de Bajan cual sería el 
resultado final, aunque no el final de la insurgencia. 

Desde un ángulo político fue un verdadero reformador 
social que utilizo sus facultades de liderazgo entre las masas 
para dar inicio a la sublevación en México y en América. 

En Sudamérica Miranda había planificado la 
insurrección y también en México había un plan de rebelión 
para finales de año. Además, Hidalgo fue invitado a 
11 Díaz de León, J.: La prisión de Hidalgo. Edición conmemorativa año de Don Miguel 


Hidalgo y Costilla Padre de la Patria Año 2003. Archivo general del gobierno del 
Estado de Guanajuato; p 
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participar en el movimiento revolucionario, a instancias de 
Josefa Ortiz de Domínguez e Ignacio Allende -quien contaba 
con educación militar-. 

Entonces Hidalgo no fue el ideólogo principal, ni era 
estratega militar; mas objetivamente a él se le entrego el 
comunicado de Josefa Ortiz de que el movimiento había sido 
descubierto y el tomo la decisión de iniciar la insurrección 
y él fue el primer líder de las masas rebeldes. Así que es un 
hecho irrefutable que fue iniciador de la independencia de 
México y de la Américas hispana. 


772 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


VIL Las cabezas de los insurgentes 


ras el proceso de degradación según el Pontifical 

Romano “el 29 de julio antes de las 6 de la mañana, los 

clérigos con sus capas negras y sombreros redondos, 
los frailes, ricos comerciantes...entraban al patio del hospital 
apareció Hidalgo esposado y rodeado de guardias.... 
ataviado...fue deposicionado sacramentalmente.”'? 

Fue llevado al lugar de ejecución el día 30, después 
de leerle el respectivo bando de ordenanza finalmente fue 
pasado por las armas, su cuerpo expuesto en una silla hasta 
muy tarde y después el comandante general de las provincias 
internas ordena a un Tarahumara, vecino del pueblo ejecutar 
la decapitación.'* La exposición pública del cura entre 
la sociedad chihuahuense genero un ambiente social de 
impotencia.'* 

La cabeza fue puesta en sal y el cuerpo se entregó a los 
frailes de San Francisco, quienes lo sepultaron en la capilla, 
mientras que una tosca caja de madera se habilito para que 
fuese trasladada a la ciudad de Zacatecas donde fue recibida 
el día 20 de agosto.'* 


12 Díaz de León, J.: La prisión de Hidalgo..., p. 46 


13 “(...) El 29 de julio de 1811 se procedió a la degradación sacerdotal y al amanecer 
de un día después, el 30 de julio, fue sacado de su celda y llevado a un patio para 
su ejecución. Su cadáver fue expuesto en la plaza y luego decapitado (...)” Gil 
Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el..., página no numerada. 


14 Rionda Arreguin, Isauro: Transito de los..., p. 19. 


15 Rionda Arreguin, Isauro: Transito de los..., p. 20. 
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La inestabilidad de esos tiempos obligo a que las 
cabezas de los insurgentes salieran de esa jurisdicción hasta 
el 5 de septiembre rumbo a Aguascalientes a donde llegó dos 
días después. '* 

Rumbo a Lagos en Encarnación nuevamente se detienen, 
por cerca de un mes, y hasta el 11 de octubre reiniciaron su 
trayecto hacia León, llegando a Guanajuato el 18 de octubre. 

Calleja ordenó a Fernando Pérez Marañón la exposición 
de aquellos restos para escarmiento del pueblo; por lo que 
primero los cráneos fueron expuestos sobre estacas en la 
plaza principal y poco tiempo después en jaulas en las 
esquinas de la Alhóndiga de Granaditas. 

Se decidió la ubicación de las cabezas acorde al mayor 
o menor paso de transeúntes de aquel tiempo y ahí estuvieron 
por más de una década hasta 1823 que se reconoce a los 
insurgentes como héroes en alto grado. 

¿El proceso de Hidalgo fue justo?. La respuesta es 
un contundente no, desde un inicio se sabía que resultaría 
condenado, solo faltaba decir cuando y como iba ser 
ejecutado. Además, se ajusticio por el más fuerte que no tenía 
legal competencia ya que el rey de España estaba preso por 
los franceses. 

Sentenciar a quien después se le considera héroe 
nacional y de las Américas contiene una moraleja para los 
jueces que tienen una magna responsabilidad histórica en sus 
resoluciones ya que, si no son justas, simplemente como el 
caso antecedente se están alineando a quien ejerce el poder. 
O si no actúan con independencia y justicia, en la historia, se 


16 Rionda Arreguin, Isauro: Transito de los..., p. 20. 
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les depara el olvido, torcedor eterno que juzga y lleva todos 
los esfuerzos y recuerdos humanos al sutil y eficaz patíbulo. 
Que fundamenta su razón principal en que “todos somos 
dueños de nuestro silencio y esclavos de nuestras acciones y 
palabras.”'” 


Hidalgo, Miguel 


17 Samuel C. A.: El Maravilloso libro de las frases célebres. Samuel C.A. . William 
Shakespeare. 2015: p.303. 


143 


Hidalgo, Miguel 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


776 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Díaz de León, J.: La prisión de Hidalgo. Edición 
conmemorativa Año de Don Miguel Hidalgo y 
Costilla Padre de la Patria Año 2003. Archivo general 
del gobierno del Estado de Guanajuato. 

Hernández Dávalos, J.: Colección de documentos para la 
historia de la guerra de independencia de México de 
1800 a 1821. Tomo primero México 1877. https://dgb. 
cultura.gob.mx/libros/dgb/80944 1.pdf. Consultado 
el 22 de octubre del 2019. 

Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el 
proceso contra Miguel Hidalgo y Costilla en 1811. En 
Proceso de don Miguel Hidalgo y Costilla en 1811. 
Instituto nacional de antropología e historia. Ciudad 
de México. 2011. 

Gobierno del estado de Chihuahua: Casachihuahua.org.mx/ 
MX/docs/casa MX acontecimientosAprehension. 
php. Consultado en octubre 1 de 2017. 

Ibarra Palafox, F.: Libertad y tradición: El juicio inquisitorial 
y la causa militar contra Miguel Hidalgo, en 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/ 
libros/6/2918/6.pdf, consultado en 25 de Septiembre 
del 2019. 

Rionda Arreguin, I.: Transito de los venerables restos de 
los héroes de la independencia mexicana, Edición 
Conmemorativa Año de Don Miguel Hidalgo 
2003, Archivo General de Gobierno del Estado de 
Guanajuato. 


144 


Hidalgo, Miguel 


Hidalgo, Miguel 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Samuel C. A.: El Maravilloso libro de las frases célebres. 
Samuel C.A. William Shakespeare. 2015. 

Vidaurri Arechiga, J. E.: Frenesí de libertad. Proceso militar 
seguido a Miguel Hidalgo y Costilla. Primera Edición 
2003, Gobierno del Estado de Guanajuato. 


778 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Sobre el virus pandémico de nuestros 
días y un intento de homicidio 


Mtro. Israel González Ramírez 


l pasado 10 de febrero de 2021 las redes sociales dieron 
cuenta copiosamente de una noticia que, en el marco 
de la pandemia que vivimos, llamó poderosamente 
la atención. Se hablaba de un hombre que intentó matar a 
su empleador utilizando saliva contaminada con el virus 
de SARS COV-2, COVID-19 o coronavirus (COVID, en 
adelante). Debido a las circunstancias en que se dio este 


1 Vid en extenso: 
https: //www.milenio.com/internacional/hombre-acusado-matar-jefe-saliva-covid-19 


https://www.clarin.com/internacional/coronavirus-intenta-asesinar-jefe-saliva- 
compro-paciente-covid-19_0_Ob4aZTks1.html https: //www. eltiempo.com/ 
cultura/gente/empleado-compro-saliva-con-covid-19-para-envenenar-a-su-jefe- 
turquia-565951 https://www. elsudcaliforniano.com.mx/doble-via/virales/nombre- 
es-acusado-de-intentar-matar-a-su-jefe-con-saliva-con-covid-19-covid 19turquia- 
salivacovid19-contagioscovid 19-6346011.html 


https://www.multimedios.cr/internacional/en-turquia-hombre-intenta-matar-su-jefe- 
con-la-saliva-de-paciente-con-covid-19  https://www.uniradionoticias.com/noticias/ 
internacional/625766/intenta-matar-a-su-jefe-poniendo-saliva-con-covid-en-bebida 
https://www.laplata1.com/2021-02-09/un-turco-intento-matar-a-su-jefe-dandole-un- 
vaso-de-agua-con-saliva-con-coronavirus-52154/ 
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evento consideramos interesante realizar un ejercicio jurídico 
para intentar precisar qué suerte correría esta persona si fuera 
procesado penalmente en el Estado de Guanajuato. 

Así, lo que trataremos de responder a través de estas 
líneas es, en primer lugar, si la conducta de este hombre (cuyo 
nombre se reserva) es jurídico penalmente relevante de cara 
a las disposiciones sustantivas en materia penal del Estado 
de Guanajuato; si es así, en qué tipo penal sería posible 
encuadrarla y, con base en la información con que se cuenta, 
nos propondremos realizar el análisis dogmático del posible 
delito que pudiera actualizarse, siempre, se insiste, de cara a 
lo que prevé el Código Penal para el Estado de Guanajuato. 

En estas condiciones, lo primero que debemos precisar 
es la metodología que seguiremos. En primer lugar, nos 
atendremos a la información —escueta, hay que decirlo- 
que obtuvimos en distintas páginas noticiosas de las redes 
sociales para dibujar un escenario. En segundo lugar, no 
perseguiremos desarrollar exhaustivamente desde una 
perspectiva teórica las figuras jurídicas de las que nos haremos 
cargo, sino que daremos al trabajo un tinte eminentemente 
práctico que permita brindar una respuesta jurídica concreta, 
precisa, coherente y sencilla al problema que identifiquemos; 
y, finalmente, la consideración que se hará será en los 
términos de utilizar la información analizada para sustentar 
una eventual vinculación a proceso. Comencemos, pues. 

La noticia a la que nos hemos venido refiriendo narra, 
en lo medular, que en la provincia de Adana, en Turquía, un 
hombre trabajaba con el dueño de una agencia de venta de 
automóviles. Se concretó una venta por parte del imputado, 
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pero éste, en lugar de entregar el dinero que se obtuvo por 
ella a su empleador, se lo apropió, según él mismo dijo, 
para cubrir una deuda. El trabajador, desde luego, lo estuvo 
reclamando insistentemente y ante la reiterada negativa, tomó 
la decisión de comprar saliva contaminada con el virus del 
COVID, para colocarla en una bebida que daría a tomar a su 
jefe, con la intención de que se contagiara de la enfermedad 
y muriera. Así lo hizo, pero éste último no la bebió debido a 
que otro de sus empleados, lo alertó. 

Como datos adicionales debemos decir que la intención 
de matar al patrón se desprende de un mensaje de texto que 
escribió el trabajador donde le dice que no pudo matarlo con 
el virus, por lo que la próxima ocasión lo haría con un arma 
de fuego. También que se recogió la opinión de un médico, 
quien señaló que el virus del COVID no se transmite a 
través de los alimentos, pero que no hay certeza de ello, y 
un último dato, que no aparece en la noticia reseñada pero 
que constituye un hecho notorio insoslayable: el índice 
de letalidad del COVID es bastante alto, pero es mayor el 
índice de personas que lo padecen y lo sobreviven, debido a 
que solo un grupo con características especiales al que se ha 
denominado vulnerable es el susceptible de perder la vida por 
sus efectos.? 


2 Cfr. en la jurisprudencia con número de registro 174899, la Suprema Corte de 
justicia de la Nación ha definido el concepto de “hecho notorio” diciendo que “(pjor 
hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento 
humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la 
historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a 
circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda 
persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista 
jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido 
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Esta sería la información con la que un Juez de control 
del Estado de Guanajuato tendría que decidir si existen 
elementos para procesar penalmente al responsable de 
la conducta . Lo que se aprecia a primera vista es que un 
individuo intentó privar de la vida a otro, de modo que la 
figura jurídica que debemos analizar es la de la tentativa 
de homicidio para verificar si lla conducta se encuadra 
típicamente en ella. Existe abundante literatura que desarrolla 
dogmáticamente el tema de la tentativa, pero ya hemos 
dicho que un análisis de ese tipo desborda el objetivo de 
este trabajo, de modo que a pie de página dejamos los textos 
que consultamos para este estudio, a fin de que, quien tenga 
interés en profundizar en el tema, cuente con un marco basal 
para ello.* 


por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que 
va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; 
de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento 
público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.” 


3 Vid en extenso. Daza Gómez, Carlos; Teoría general del delito. Sistema finalista 
y funcionalista, 5? ed., Flores Editor y Distribuidor, México, 2006, pp. 237-251; 
Jakobs, Gúnther, Derecho penal. Parte general. Fundamentos y teoría de la 
imputación, trad. Cuello Contreras, Joaquín y Serrano González de Murillo, José 
Luis, 2? ed., Marcial Pons, Madrid, 1997, pp. 849-938; Jiménez Martínez, Javier, 
La teoría del delito. Aproximación al estado de la discusión, Porrúa, México, 2010, 
pp. 1151-1182; Mir Puig, Santiago, Derecho Penal. Parte General, 9? edición, 
Editorial BdeF, Argentina 2011, pp. 352-369; Muñoz Conde, Francisco y García 
Arán, Mercedes, Derecho Penal. Parte General, 8? ed., Tirant Lo Blanch, México, 
2012, pp. 411-429; Ontiveros Alonso, Miguel, Derecho penal. Parte general, 
INACIPE-UBIJUS, México, 2017, pp. 361-375; Roxin, Claus, Derecho penal. Parte 
general. Tomo ll. Especiales formas de aparición del delito, trad. Luzón Peña, 
Diego Manuel y otros, Thomson Reuters-Civitas, España, 2014, pp. 431-749; 
Salazar Marín, Mario, Teoría del delito. Con fundamento en la Escuela Dialéctica 
del Derecho Penal, Ibañez, Colombia, 2014, pp. 381-405; Zaffaroni, Eugenio Raúl 
et al, Manual de Derecho Penal Mexicano. Parte General, Porrúa, México, 2013, 
pp. 611-639 
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Así pues, para iniciar estas consideraciones lo primero 
que debemos conocer es lo dispuesto por los artículos 18,19 
y 138 del Código Penal para el Estado de Guanajuato, que a 
continuación transcribimos. 


de 


ARTÍCULO 18. Hay tentativa punible cuando con 
la finalidad de cometer un delito se realizan actos 
u omisiones idóneos dirigidos inequívocamente 
a consumarlo, si el resultado no se produce o se 
interrumpe la conducta por causas ajenas a la voluntad 
del activo. 

La punibilidad aplicable será de un medio del mínimo a 
un medio del máximo de la sanción que correspondería 
al delito si éste se hubiera consumado. 

Si el autor desistiere o impidiere voluntariamente la 
producción del resultado, no se impondrá sanción 
alguna, a no ser que los actos ejecutados constituyan por 
sí mismos delito. 

ARTÍCULO 19. Hay tentativa punible aún en los casos 
de delito imposible, cuando por error el agente considera 
que existía el objeto en que quiso ejecutarlo o que el 
medio utilizado era el adecuado. 

La punibilidad aplicable será de un tercio del mínimo 
a un tercio del máximo de la que correspondería si el 
delito hubiere sido posible. Si el error deriva de notoria 
incultura, supersticiones, creencias antinaturales O 
causas similares, la tentativa no es punible. 

ARTÍCULO 138. Comete homicidio quien priva de la 
vida a otro. 
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De acuerdo a estos dispositivos, para que podamos 
hablar de la tentativa de un homicidio, el primer 
elemento típico que resulta necesario es de carácter 
objetivo y consiste en que una persona efectúe, lleve a 
cabo, ponga por obra, ejecute o verifique en el mundo 
de relación social actos u omisiones que únicamente 
puedan ser entendidos en el sentido de tener como fin 
privar a otra de la vida. Enseguida, entonces, debemos 
hacernos cargo de analizar el tema de la idoneidad de los 
actos para el fin perseguido, lo que significa averiguar si 
los actos u omisiones concretamente realizados tienen la 
capacidad y eficacia para producir la muerte. 


Para establecer este elemento debemos utilizar las 
reglas de la experiencia con base en los conocimientos del 
hombre medio lo que implica acudir a los conocimientos 
acumulados por la sociedad en un momento dado que forman 
parte del conocimiento general y racional de modo abstracto. 
La idoneidad de la conducta es el resultado dialéctico entre 
lo concreto y lo abstracto: lo concreto por tener como base 
indispensable el hecho específico y determinado a juzgar; lo 
abstracto, por acudir para la calificación de esos hechos a las 
reglas de la experiencia y conocimientos compartidos en el 
contexto social.* 

El siguiente elemento es la univocidad de los actos u 
omisiones, misma que constituye un aspecto subjetivo de 
la tentativa. Sobre este concepto Mario Salazar Marín, dice 
que es posible predicar que los actos u omisiones realizados 


4 Vid. Salazar Marín, Mario, Teoría del delito... pp. 385 y 386 
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por una persona están inequívocamente dirigidos a la 
consumación de un delito cuando la voluntad de esa persona 
está específicamente orientada a dañar el bien jurídico, 
dado que si conciencia y voluntad se transforman en acción 
hacia un fin determinado, esa finalidad es la que gobierna la 
univocidad, porque ésta no puede darse sin una voluntad que 
apunte y se exteriorice hacia un objetivo conscientemente 
determinado. De suerte tal que solo es punible el acto que 
revela unívocamente la consciente voluntad del sujeto de 
cometer un injusto específico.* 

Como elemento subjetivo, entonces, está sujeto a la 
regla de su demostración a partir de los elementos objetivos 
en los que se exterioriza esa voluntad, que no son otra cosa 
sino los actos u omisiones a los que nos hemos venido 
refiriendo, de modo que podemos llegar a la síntesis objetivo 
subjetiva de que cuando nos enfrentemos a la manifestación 
por parte de una persona de actos u omisiones que no puedan 
ser entendidos de otra manera más que dirigidos a alcanzar 
determinado fin —en este caso, la consumación de un delito- 
habremos reunido los elementos objetivos y subjetivos 
necesarios para considerar la existencia de una tentativa. 
Restaría analizar las razones por las que la lesión al bien 
jurídico no se da. 

Lo anterior puede acontecer porque, habiendo realizado 
el sujeto activo la totalidad de actos u omisiones necesarias 
para alcanzar el fin perseguido este no se logra por causas 
que salen de su control, es decir, que no están regidos por la 
exteriorización de su voluntad; o bien, porque por causas de 


5 Vid. Salazar Marín, Mario, Teoría del delito... pp. 386 y 387 
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la misma naturaleza su conducta se ve interrumpida, es decir, 
la puesta en marcha de esos actos u omisiones se corta en su 
continuidad y eso es lo que no permite al agente alcanzar su 
designio criminoso. 

En el caso en estudio tenemos que el empleado, realizó 
una serie de actos encaminados de modo unívoco a privar de 
la vida a su empleador, la víctima del delito. Para ello buscó 
y logró adquirir saliva contaminada con el virus COVID, 
misma que colocó en una bebida que habría de ingerir 
pero que no lo hizo debido a que otro de sus empleados lo 
alertó de lo que había hecho el trabajador. Podemos afirmar 
pacíficamente que puso en marcha un curso causal que podría 
haber terminado por privar de la vida a su empleador. 

Si hablamos en clave de imputación objetiva, es 
incuestionable que generó un riesgo no permitido para la 
vida de la víctima, mismo que no se concretó en el resultado 
muerte porque éste fue avisado de dicho riesgo y lo eliminó 
al no consumir la bebida. La conducta se interrumpió y el 
resultado no se alcanzó, pues. 

Pero resta un problema. De acuerdo a la opinión médica 
recabada y al hecho notorio al que aludimos en la parte 
liminar de este trabajo, no es posible afirmar con certidumbre 
que el medio utilizado por el activo fuese el idóneo para 
privar de la vida a su empleador, dado que no hay certeza 
acerca de que el virus COVID se transmita a través de los 
alimentos y su grado de letalidad depende de características 
específicas de quien lo padece, mismas que no se sabe si 
tenía Ibrahim en su organismo. No obstante que lo anterior 
parecería excluir la tipicidad de esta conducta, en el Código 
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Penal para el Estado de Guanajuato también es punible la 
tentativa denominada delito imposible, según leímos en el 
artículo 19 que transcribimos líneas arriba. 

Tal disposición se integra por cuestiones objetivas y 
subjetivas: las objetivas constituidas por la exigencia de la 
exteriorización de los actos u omisiones; las subjetivas por 
la unívoca intención del agente de alcanzar un resultado 
delictivo, a las que se suma su errado convencimiento, o bien 
de que el objeto sobre el que despliega su conducta existe, 
o bien sobre que los medios que está utilizando son los 
adecuados para alcanzar su fin. 

El último supuesto es el que se actualiza en el evento 
que analizamos, pues es posible afirmar que el trabajador 
estaba convencido de que contagiando de COVID a el patrón 
le iba a causar la muerte. Sin embargo, sobre esto no existe 
seguridad, por lo ya apuntado. Es decir, no se puede predicar 
con el grado de certeza necesario para lograr la conformación 
típica de la tentativa de homicidio genérica, que el colocar 
saliva contaminada con el virus en una bebida y dársela a 
beber a alguien necesariamente le va a producir la muerte. 

Lo que sí es posible jurídicamente es la afirmación del 
juicio de tipicidad por delito imposible, cuyo fundamento 
punitivo para el caso concreto es el de que, no obstante 
que el medio utilizado no era idóneo para privar de la vida 
a su víctima, el inculpado actuó con la firme intención de 
hacerlo. En este sentido, basta que haya actuado convencido, 
aunque bajo un error, de que el hecho de que el ofendido 
tomara la bebida contaminada con el virus bastaría para 
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causarle la muerte. Aquí, siguiendo al maestro Mir Puig, 
podemos sostener que no era preciso que el bien jurídico vida 
perteneciente a Ibrahim haya estado en peligro efectivo, sino 
que resulta suficiente la peligrosidad típica de la conducta 
—el puro ánimo de matar de el trabajador- para tornarla en 
jurídico penalmente relevante y llevarla a proceso, supuesta 
la antijuridicidad de ella. 

Queda claro, entonces, que bajo este análisis los 
elementos objetivos y subjetivos con que se cuentan serían 
suficientes para vincular a proceso penal al imputado por el 
delito de tentativa de homicidio previsto por los artículos 
19 y 138 del Código Penal para el Estado de Guanajuato, 
calificación que podría cambiar para agravarse si en el juicio 
se demostrara que el medio utilizado sí podría alcanzar el 
grado de idóneo, pero no para excluir la tentativa, debido a 
que, con base en el hecho notorio de la letalidad del COVID, 
para un espectador objetivo con conocimientos medios del 
entorno social, el comportamiento del activo aparecería como 
peligroso para la vida del pasivo. Esto significa, en palabras 
del profesor Muñoz Conde, que si con una consideración 
de esta naturaleza es posible admitir que el trabajador podía 
razonablemente pretender la consumación de la muerte de su 
patrón, la consecuencia es la punibilidad de su conducta, por 
más que analizada ex post llevara al resultado de que habría 
sido imposible que a causa de ella este muriera.” 


6 Vid. Mir Puig, Santiago, Derecho Penal... p. 363. 


7 Vid. Muñoz Conde, Francisco y García Arán, Mercedes, Derecho Penal... p. 422. 
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Es pues así, la conclusión de este análisis, que 
compartimos con el ánimo de abonar a la discusión científica 
y nunca con el de pretender decir la última palabra, ni mucho 
menos la más docta. 
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Artículo 5. El ejercicio de la acción penal y la 
ejecución de las sanciones por el delito de secuestro, 


son imprescriptibles. 


Imprescriptibilidad de la acción penal 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 5 de la ley establece que los delitos de 

secuestro no prescriben, lo que permite que la 

justicia persiga estos crímenes y ejecute las sanciones 
correspondientes en cualquier momento, sin consideración 
del tiempo transcurrido desde su comisión. 

Esta característica, conocida como imprescriptibilidad, 
subraya la gravedad del secuestro, así como sus 
consecuencias, tanto para las víctimas como para la sociedad. 

El propósito de esta medida es garantizar que las 
víctimas o sus familiares puedan buscar justicia sin 
limitaciones de tiempo. Esto es relevante, dado que puede 
tomar tiempo descubrir la identidad de los secuestradores o 
reunir evidencia suficiente para proceder legalmente contra 
ellos. 

La imprescriptibilidad actúa como un disuasivo para 
quienes contemplen cometer secuestros, comunicando que no 
hay un período después del cual puedan evitar ser castigados 
por sus acciones. 
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Esta disposición también trata al delito de secuestro 
como un crimen que merece una respuesta constante de los 
sistemas de justicia, sin importar el tiempo transcurrido desde 
su perpetración.' 

La suprema corte de justicia de la nación, en el amparo 
en revisión 86/2022, contempla en su análisis sobre la 
imprescriptibilidad de ciertos delitos bajo los lineamientos 
internacionales, como el que se dio en la corte interamericana 
de derechos humanos, específicamente en el caso Albán 
Cornejo y otros vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Serie C No. 171, 
párrafo 111, y el caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, 
párrafo 152, por poner dos ejemplos, donde se determina 
que no serán prescriptibles los delitos de lesa humanidad, o 
incluso aquellos en los que exista una violación muy grave a 
los derechos humanos. 


1 Sin contemplar ordenamientos como el Código Penal de Chihuahua, que establece 
la cadena perpetua como claramente refiere el doctor Miguel Ontiveros en su texto 
Ontiveros Alonso, Miguel: Derecho penal, parte general. Ubijus-INACIPE. México. 
2017. ISBN: 978-607-9389-75-8. 
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El señalamiento o reconocimiento del imputado en 
audiencia de juicio en el proceso penal acusatorio. 
Una visión desde la postura 
racionalista de la prueba 


Arturo de Villanueva Martínez Zurita 


I. A manera de introducción 


n la realidad del proceso penal acusatorio -en adelante 

PPA- se ven una serie de prácticas que quizá se 

vienen haciendo sin una reflexión pormenorizada, 
simplemente porque a cierta persona al inicio del llamado 
sistema acusatorio quizá le fue prudente hacerlo copiarlo de 
otro sitio y posiblemente le funciono, por eso lo continuo 
repitiendo al grado de que inclusive genero una costumbre, 
esto sucede por una especie de usanza que se vio en algún 
sistema jurídico, retomando ciertas ideas de allá para 
aterrizarlas en México pero sin una meditación escrupulosa 
del porque allá ocupan esto y porque nosotros utilizamos 
aquello, esto pasa con una practica que parece más teatro 
que sensatez en el litigio del PPA, y nos referimos al famoso 
“señalamiento o reconocimiento del imputado en audiencia 
de juicio”, es decir esa rutina que desafortunadamente se 
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sigue realizando en la referida audiencia donde el testigo, 
víctima o persona correspondiente, en el momento en el que 
es interrogado por parte del Agente del Ministerio Publico 
“señala o reconoce” en dicha audiencia al imputado como 
la persona que cometió el ilícito que se está enjuiciando; al 
respecto resulta prudente hacer un estudio del porque se hace 
ese ejercicio, cuales serian los alcances del mismo, y una 
vez realizado esto bajo una postura racionalista de la prueba 
precisar si efectivamente se ha obrado bien en realizar tal 
usanza, esto a raíz de que lo que se pretende en el sistema 
acusatorio es una valoración racional, donde la justificación 
de la decisión judicial acerca del valor de la información 
testimonial tenga un fundamento epistemológico. 

Para lo anterior el presente trabajo se dividirá en tres 
apartados: en el primero haremos alusión a lo que es la postura 
racionalista de la prueba señalando sus tesis, presupuestos y 
su visión en una contraposición a una postura persuasiva o 
de la convicción, esto para tener presente de donde partimos 
para poder resolver lo que aquí nos cuestionamos; en un 
segundo apartado precisaremos esa practica que venimos 
mencionando, es decir ese supuesto señalamiento o supuesto 
reconocimiento que hace el testigo, víctima o cualquier 
persona a un imputado o acusado en audiencia, veremos 
cómo es que en el PPA se recopila ese señalamiento en 
la investigacion, como es que avanza en la intermedia y 
finalmente como es que llega a través de la litigación hasta 
el tribunal de enjuiciamiento, y por su puesto algunas 
consecuencias que ha generado esta costumbre en el litigio; 
finalmente en el tercer apartado forjaremos una crítica de ese 
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ejercicio que algunos lo siguen realizando, poniendo énfasis 
en los aspectos que deberían ser relevantes al momento de 
la valoración, no de ese señalamiento sino del recuerdo que 
subyace en la mente de la persona que va a declarar a juicio y 
que es el pilar de valoración que deberá el juzgador tomar en 
cuenta al instante de la justificación probatoria del mismo, en 
tal tesitura, comencemos... 
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Il. La postura racionalista de la prueba 


encionar que una u otra persona es racional resulta 

por demás obvio, es decir, cuando se cuestiona 

al operador ¿oye amigo, tu eres de la postura 
racionalista de la prueba?, la respuesta del cuestionado de 
inmediato se presenta con una tajante Sl, pero la pregunta 
más importante sería ¿sabes cuáles son sus tesis, presupuestos 
y bases de entendimiento? y aquí es donde en realidad se 
tropieza el operador dado que se estima que todos somos 
racionales, pero no todos podrían explicar de qué trata tal 
postura, en cuanto a sus pilares de entendimiento, inclusive 
aquellos que se dicen racionales cuando ya se precisan tales 
tesis, presupuestos y bases de diferenciación, pareciere que 
no lo son. Por lo aludido resulta pertinente precisar que tener 
una teoría de la prueba con una visión racionalista implica 
tener presente que esta tiene primero unas tesis de inicio, 
unos presupuestos y bases diferenciadoras con la diversa 
postura persuasiva o de la convicción. 

Así en primer lugar y siguiendo a Accatino! las tesis de 
la postura racionalista son: primero la búsqueda de la verdad 
como fin de la prueba jurídica y segundo la justificación 
probatoria como caso especial de la justificación epistémica 
general, mismo estudio al cual nos remitimos, pero que en 
este apartado solo señalaremos que efectivamente como lo 


1 Cfr. Accatino, D.: Teoría de la prueba: ¿somos todos “racionalistas” ahora?. En 
Revista Revus on line, numero 39/2019. Europa. 2019; pp. 85 y ss. 
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alude la literatura (Taruffo?, Gascón? y Ferrer*) entre prueba 
y verdad existe una relacion teleológica, es decir la prueba 
tiene como fin la búsqueda de lo que en realidad paso, por 
tanto cuando en un proceso judicial se pretende probar si en 
realidad “juan mato a pedro” la prueba será la herramienta 
para esclarecer si efectivamente eso en el mundo sucedió, 
de ahí que el fin de la prueba en el proceso jurisdiccional 
no sea otro mas que el de saber que paso en realidad, por 
su parte cuando el juzgador justifique su decisión a través 
de dicha prueba tendrá forzosamente que establecer las 
razones del porque arriba a tal o cual conclusión, pero debe 
tener presente que lo que va a resolver es si los elementos 
probatorios conforme al estándar de prueba correspondiente 
son suficientes para dar por aceptado que alguna hipótesis 
de hecho acaeció, no porque el juez lo diga, sino porque es 
aceptable conforme a dicho estándar, de ahí que el juzgador 
debe saber que en el mundo exterior algo paso y por lo 
tanto la justificación que hará conforme a las pruebas que 
tenga a su disposición es un caso especial de la justificación 
epistémica en general, donde el proceso por ser jurídico a 
parte de los limites epistemológicos en general que de si ya se 


2 Cfr. Taruffo, M.: Simplemente la verdad. El juez en la construcción de los hechos”. 
Editorial Marcial Pons 1* edición. Madrid. Pp. 89 y ss; del mismo autor Taruffo, M. 
“La prueba de los hechos”. Editorial Trotta. 4? edición. Madrid; pp. 56 y ss 


3 Cfr. Gascón, M.: Los hechos en el derecho. Bases argumentales de la prueba. 
Editorial Marcial Pons. 3*? edición. Madrid. 2010. 45 y ss. 


4 Ferrer, J.: Prueba y verdad en el proceso. Editorial Marcial Pons. 2* edición. 
Madrid. 56 y ss.; del mismo autor Ferrer, J. “La valoración racional de la prueba”. 
Editorial Marcial Pons. 1? edición. Madrid. 29 y ss. 
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tienen, existen límites propios que el derecho igual impone, 
de ahí que la justificación que realiza se ajusta a esos límites 
trazando la ruta hacia la general. 

Como segundo tópico, en cuanto a los presupuestos 
igual son dos, estos son en primer término partir del concepto 
de verdad como correspondencia y segundo que en la 
búsqueda de dicha verdad tengamos presente una posición 
intermedia entre una postura epistemológica escéptica y 
un cognoscitivismo ingenio, es decir debemos tener un 
cognoscitivismo critico; por lo anterior en cuanto a lo 
primero, es forzoso tomar en cuenta que si bien la prueba 
pretende buscar la verdad, dicha verdad debe ser entendida 
en el sentido de verdad como correspondencia, es decir lo 
que se dice que paso es porque paso en realidad, en el clásico 
ejemplo de Tarski de la nieva es blanca, porque la nieve así 
lo es, lo que se busca a través de la prueba es que logremos 
llegar a esa verdad, es decir sí existe la verdad en un mundo 
pasado, sin embargo debemos tambien ser conscientes que 
nunca, por más amplio, completo y fiable que sea el caudal 
probatorio puesto a consideración no podremos llegar a 
esa verdad dado los límites al conocimiento que tenemos, 
por lo tanto en cuanto al segundo presupuesto debemos ser 
conscientes de esos límites para llegar a lo sucedido, pero 
no al grado de un escepticismo sobre el mismo que nos 
destruya la posibilidad de la comprensión del conocimiento, 
y por su parte no debemos tampoco pensar ingenuamente 
que llegaremos a esa comprensión, de ahí que la postura 
intermedia es el cognoscitivismo crítico, en el cual la 
prudencia permea nuestro saber al tener claro que hagamos 
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lo que hagamos jamás podremos llegar a la verdad, pero 
si podemos mejorar el camino hacia ella bajo las mejores 
herramientas que la ciencia, la epistemología y todo aquello 
que nos auxilie a encontrar dicha verdad sea prudente de 
acuerdo a un posible enfrentamiento de valores en juego para 
la búsqueda de la misma, por lo tanto siendo conscientes de 
esos limites nuestro estudio hacia el conocimiento en general 
se vuelve critico y la postura epistemológica que tomemos 
primero se abre a la búsqueda del conocimiento pero se 
vive en prudencia del estudio critico de los mecanismos 
para llegar a el a efectos de que sean realizadas las mejores 
inferencias para el intento de arribar a esa verdad limitada 
por el conocimiento que tenemos del mundo. 

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, nos 
detendremos a explicar la llamada postura racionalista de 
la prueba contrastándola con la postura persuasiva o de la 
convicción, y para esto ocuparemos lo que nos menciona el 
profesor Ferrer”, y en ese sentido cuatro características han 
sido las relevantes para diferenciar una de la otra, para lo cual 
las citamos de la siguiente manera: 


Concepción racionalista de la prueba. 
1. Método de corroboración y refutación de hipótesis. 


5 Cfr. Ferrer, J.: Prueba y verdad... , pp. 61 y ss; del mismo autor “Prolegómenos 
para una teoría sobre los estándares de prueba. El test case de la responsabilidad 
del Estado por prisión preventiva errónea”. En “Filosofía del derecho privado”. 
Editorial Marcial Pons. 1* edición. Madrid. 2018. Pp.401 y ss; del mismo autor 
Ferrer, J. “Sobre el deber de motivación de las decisiones probatorias y el juicio 
por jurados. La sentencia V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua de la Corte IDH”. En 
Quaestio facti Revista Internacional sobre Razonamiento Probatorio. Marcial Pons 
ediciones jurídicas y sociales. Número 1. Madrid. 2020; pp. 369 y ss. 
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2. Una versión débil del principio de inmediación. 

3. Una fuerte exigencia de motivación con respecto a los 
hechos en la determinación judicial. 

4. Un sistema de recursos sobre la motivación de los hechos. 
Concepción persuasiva o de la convicción. 

1. Método de la íntima convicción. 

2. Una versión fuerte del principio de inmediación. 

3. Una débil o inexistente motivación de los hechos en la 
resolución del juez. 

4. Un sistema carente de recursos sobre la motivación de los 
hechos o en su caso un sistema que dificulta tal revisión. 


En razón de lo anterior la concepción racionalista (1) 
parte de la idea de que la forma de valorar el caudal probatorio 
es a través del esquema de corroborar o refutar una hipótesis, 
esto último dada la posibilidad del error que existe dentro 
del proceso por un incorrecto ejercicio de razonamiento 
probatorio (error interno o inferencial) o fuera del proceso por 
no corresponderse con la realidad (error externo o material), 
y por su parte su espejo (B) seria la íntima convicción 
del juzgador donde la forma de resolver el asunto no es 
confirmando o refutando, sino que el juzgador por sí mismo 
determina lo que estime probado dado que es conforme a lo 
que juzgador señale, sin que exista un criterio controlable de 
la postura que tenga; por su parte para la postura racionalista 
el principio de inmediación (2) tiene una versión débil en el 
sentido de que solo sirve para que el juez conozca la prueba 
practicada ante él, es decir, la inmediación solo nos sirve para 
un correcto ejercicio de practica o desahogo probatorio, mas 
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no para que dicho principio se ocupe para valorar, lo cual sí 
tiene la postura persuasiva (B) dado que le importa mucho 
la inmediación para los efectos de convencimiento, por lo 
tanto en vía de ejemplo en el caso de la prueba testimonial 
los elementos paralingúísticos que se generan ante el juez 
le sirven para valorar dado que son para “convencerlo”; 
en razón de lo anterior por lo que hace a la motivación de 
los hechos (3) para la postura racionalista el razonamiento 
probatorio que ejerza el juzgador tendrá que tener un plus 
para valorar los elementos de prueba tanto en lo individual 
como en su conjunto, no será la simple persuasión, sino que 
se tendrán que buscar otros lineamientos que sean “los más 
racionales” conforme a la base inferencial más fiable, por 
lo tanto al no creer en los gestos o posturas para el caso de 
la testimonial, tendrá que buscar el fundamento epistémico 
más sólido -en cuanto a teoría de dicho conocimiento-, y en 
el caso en comento el juez optara por la epistemología y la 
psicología del testimonio, siendo que por su parte la postura 
persuasiva (C) estima que como la inmediación es en sentido 
fuerte, entonces el criterio de motivación se hace débil o 
inexistente incluso, dado que como el punto es persuadir 
se hace irrelevante la justificación probatoria a través de 
criterios epistémicos, puesto que la convicción del juzgador 
es lo que interesa; finalmente en razón de lo anterior, para 
la postura racionalista el hecho de que su método sea el de 
corroboración y refutación de hipótesis, que el principio de 
inmediación no le sirve para valorar los elementos de prueba 
y que por tanto se motive el porqué de las afirmaciones 
de hecho acreditadas, hace posible que esa motivación o 
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justificación sea intersubjetivamente controlable, es decir 
se abre la puerta a los recursos para controlar cuestiones de 
hecho (4), por lo tanto para la postura racionalista el recurso 
si vigila la quaestio facti y no solo la quaestio iuris, siendo 
que por su parte la postura persuasiva o de la convicción (D) 
por razón de la íntima convicción, la inmediación fuerte y la 
ausencia de motivación probatoria en la quaestio facti hace 
innecesaria la existencia de una revisión, dado que si lo que 
importa es que el juez se convenza, resulta intrascendente 
controlar ese convencimiento porque es propio del juez. 
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TIL- El “señalamiento o reconocimiento” del imputado en 
audiencia de juicio 


oca ahora mencionar lo que denominamos una 

práctica O usanza que se realiza en audiencia de 

juicio, esto dado que como sabemos conforme a los 
artículos 371 a 376 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales -en adelante CNPP- una de las maneras de ingresar 
la información de la prueba testimonial es a través de la 
herramienta denominada interrogatorio, entonces a través del 
mismo surge una practica que parece hasta de película, esto 
sucede cuando el Ministerio Publico estando en el desahogo 
de la prueba testimonial interrogando a una víctima, un 
testigo, un coimputado o cualquier individuo, incluso como 
un punto final de su interrogatorio tratando quizá de acabar 
su intervención de forma impactante, cuestiona a la persona 
de la siguiente manera: 


MP: señor X usted nos dice que el sujeto que disparo y 
privo de la vida a Pedro, es moreno, alto, pelo corto, y 
demás características, le pregunto ¿dónde se encuentra 
esa persona actualmente? 

Testigo X: Se encuentra en esta sala señor Ministerio 
Publico. 

MP: Podría observar esta sala y decirnos como viene 
vestida dicha persona. 

Testigo X: si señor, viene vestido con una playera gris, 
tiene un pantalón negro, y está sentado. 

MP: Testigo le pediría que nos diga con precisión 
¿dónde se encuentra dicha persona en esta sala? 
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Testigo X: si señor, se encuentra en la mesa que dice 
defensor e imputado, esta a lado del señor de traje y 
corbata (lo señala directamente). 

MP: señor X muchas gracias, su señoría es cuanto por la 
fiscalía. 


Esta forma de presentar la información resulta una 
cierta costumbre que deviene sobre todo de un sistema 
anglosajón donde muy posiblemente el impacto que genera 
al jurado que una persona señale a un sujeto en audiencia es 
algo sumamente “valiente”, donde esa seguridad termina por 
convencer a un grupo de legos que al final cuando deciden 
lo hacen con su convicción, la cual no va a ser escrutada por 
nadie dado el intimo convencimiento que subyace en aquel 
sistema, por eso tal práctica allá funciona, pero la pregunta 
sería si conforme esta estructurado nuestro sistema jurídico 
mexicano ¿será que este justificado esta usanza?, veamos... 
Primero hemos de mencionar que esto desafortunadamente 
en el país se ve constantemente, incluso ha generado hasta 
sentencias condenatorias con este “señalamiento o supuesto 
reconocimiento en audiencia”, pero la interpelación que 
nos viene a la mente es ¿cómo es que ese testigo sabe y 
puede hacer esto en audiencia?, deberíamos cuestionarnos 
¿es posible que falle el testigo en audiencia de juicio al 
señalar a una persona?, máxime si luego viene el imputado 
uniformado del centro de reinserción, así como que ya existe 
una investigacion y proceso previo; por lo anterior resulta 
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prudente mencionar aquí como es que nace y se va gestando 
la información probatoria relativa a la identificación del 
imputado a lo largo del proceso, lo cual pasamos a explicar. 
De antemano se debe tener claro que una persona vive 
un hecho, ese hecho externo lo percibe y lo interpreta, para 
después resguardarlo en su memoria la cual con el paso 
del tiempo se puede ir deteriorando en razón de múltiples 
fenómenos que suceden en la mente del ser humano, así 
mismo cuando evoca dicha información el mecanismo de 
extracción que es la entrevista, declaración o interrogatorio 
a dicha persona debe tener cierta técnica a efectos de poder 
acceder a esa memoria, por lo tanto cuando una persona 
describe un hecho en realidad nos está diciendo un recuerdo, 
ese recuerdo por lo que hace a etapa de investigación primero 
se recopila ya sea por una entrevista ante el policía de 
investigación (132 fracciones I y X del CNPP) o por medio de 
una declaración tomada por el Agente del Ministerio Publico 
(127, 131 Tracción IL. 212, 217, 221 y .225 del CNPP), aquí 
pueden suceder dos supuestos, en el supuesto 1 esa persona 
es posible que desde su declaración ya diga con nombre y 
apellido quien es el sujeto que cometió el delito porque 
previamente ya lo conoce, es decir ya existe en su memoria, 
y por su parte en el supuesto 2 dicha persona solo nos otorga 
características físicas del sujeto y posteriormente a través 
de un diverso antecedente de investigacion ya nos conceda 
quien es el poseedor de esas características que dijo observar, 
y esto se puede obtener por una declaración en el caso de que 
haya vuelto a ver al sujeto y ya sepa quien es, o en el diverso 
de que bajo una diligencia de reconocimiento de personas 


809 


Imputado 


Imputado 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de forma presencial en rueda (277 CNPP) o por fotografías 
(279 CNPP) reconozca al imputado, y así se obtenga esta 
información, hemos de mencionar que es posible que esta 
información la persona la otorgue al policía investigador, 
a un psicólogo, a un ministerio público, y a un sin numero 
de personas conforme al caso concreto, es decir la historia 
e identificación que hace el declarante puede ser reiterada 
e incluso tergiversada por las múltiples veces que lo cuenta 
en la secuela procedimental, de ahí que en la indagatoria se 
recopile de esa manera formando uno o varios antecedentes 
de investigación, este será ocupado como dato de prueba en 
las audiencias preliminares correspondientes para en vía de 
ejemplo pedir una orden de aprehensión o incluso vincular a 
proceso; posteriormente iniciada la etapa intermedia el fiscal 
conforme al numeral 335 del CNPP en su escrito de acusación 
en el apartado de prueba testimonial precisa que personas 
ofrece para que declaren en audiencia de juicio, y para esto en 
el caso de la víctima, testigo o cualquier persona que desde la 
investigación identifica al imputado, ahora acusado, el fiscal 
tiene la obligación de que cuando ofrezca a tal persona uno 
de los puntos sobre los que versara su interrogatorio será la 
aludida identificación del imputado, por lo tanto un punto 
de examen será esto del reconocimiento, lo cual se plasma 
en la acusación y el juez de control en audiencia intermedia 
de acuerdo al artículo 347 del CNPP hace la precisión en el 
auto de apertura a juicio oral de que tal persona declarara 
sobre ese tema; una vez hecho esto tal auto de apertura llega 
al tribunal de enjuiciamiento y comienza la etapa de juicio, 
cuando esto sucede el juez o los jueces de juicio lo único 
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que conocen es que tal o cual persona hablara en audiencia 
sobre lo que sabe acerca de que el imputado es el sujeto 
que realizo el ilícito, y que lo reconoce, ante esto se cita a 
la persona a juicio O a veces queda a cargo del fiscal para 
que comparezca, esto resulta relevante porque cuando se cita 
a la persona, esta última ya sabe que ira a declarar sobre este 
punto, de ahí que incluso sin pensarlo se prepara para juicio 
y sabe que acudirá a decir que este sujeto cometió el delito, 
el cual supuestamente lo vio en el evento delictivo, lo alude 
en su declaración sea de forma específica o en rasgos físicos, 
lo señala en alguna diligencia de reconocimiento que hizo en 
la investigación, es decir ya lo vio en foto y en persona, es 
posible que estuvo presente en la audiencia inicial y lo volvió 
a ver, lo vio cuando fue la audiencia intermedia, incluso lo 
vio antes de que iniciara la audiencia de juicio porque vio 
llegar a la patrulla que lo traía, e inclusive también en juicio 
el sujeto que va a reconocer es el único que viene vestido 
con características de recluso, dado los colores que son 
comunes al respecto, todo esto ya está en el estadio previo 
a ese señalamiento que hará en audiencia; ante esto algunos 
defensores han optado por pedir al tribunal que el imputado 
no esté en la sala de audiencia para que no sea señalado, 
como si esto fuese un juego de que si lo señala ya es seguro 
una sentencia condenatoria, así que mejor lo extraen de 
audiencia y estiman así se ganan los asuntos. 

Todo esto nos hace preguntar ¿Qué ha generado esa 
práctica?, pues al menos lo que se alcanza a ver es que 
algunos operadores sean Ministerios Públicos, Defensores 
e incluso Jueces, estiman muy relevante esto, e incluso 
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fundamentan sentencias, o al menos lo toman como un dato 
importante al momento de sentenciar, sin tener presente toda 
la historia que ya existe previo a ese señalamiento y debe 
ser sujeto a escrutinio, de esta manera desafortunadamente 
con esto que es tan endeble, que pareciere que está hecho 
más para un sistema de persuasión que de justificación 
probatoria, esto que parece más un teatro de impacto que 
una presentación técnica de información, ha hecho que tal 
práctica nos devele que copiamos ideas de otras latitudes sin 
filtrar si efectivamente esa práctica nos auxilia a una mejor 
decisión, al respecto la pregunta sería ¿esto es acorde a una 
postura racionalista?. 
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IV. Una concepción racional de dicho señalamiento o 
reconocimiento 


hora bien, para poder establecer si efectivamente 

esa práctica es acorde a la postura racionalista de la 

prueba señalaremos tres cuestiones, primero las bases 
donde mencionaremos de donde partimos para la respuesta, 
segundo los lineamientos donde aludiremos a dos de los 
pilares del conocimiento para la valoración de la prueba 
testimonial, y tercero haremos un escrutinio de la mencionada 
practica que se ha venido realizando donde aludiremos a si 
esta es acorde o no a una postura racionalista, realizando los 
comentarios correspondientes a efectos de fundamentar con 
precisión las opiniones al respecto. 

Así en cuanto a las bases, recordemos que la postura 
racionalista busca la verdad como correspondencia, es 
decir busca saber si en realidad “Juan mato a Pedro”, pero 
nunca podrá saberlo por los limites epistémicos en general 
y jurídicos en el proceso judicial, así teniendo presente un 
cognoscitivismo critico sabrá que no podrá llegar a ese 
conocimiento, pero tampoco se puede ser pesimista y tener 
un total escepticismo, por lo tanto si la meta es la verdad y 
la herramienta para llegar a ella es la prueba, entonces en 
el proceso judicial dicha prueba es un caso especial de la 
justificación epistémica general, es decir la prueba es una 
parte de aquel todo llamado epistemología la cual trata de 
advertir como conocemos o aprendemos del mundo, por lo 
tanto bajo estas ideas la pregunta que nos debemos hacer 
es ¿Cuándo una persona declara, que es lo que nos otorga 
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y como podemos evaluarlo?, ante esto y recordando que la 
postura racionalista tiene la obligación de confirmar hipótesis 
tratando de reducir el riesgo de error (Laudan'), que la 
inmediación que tendrá el tribunal de juicio no le sirve para 
valorar (Andrés”), que tendrá que motivar su resolución con 
inferencias probatorias de base epistémica (González*) para 
que un órgano superior no revoque su resolución por una 
falla en el ejercicio inferencial realizado, dicho juzgador ante 
la pregunta que ya se aludió tendrá que saber que nos dice la 
epistemología sobre la declaración de una persona, que es lo 
que nos otorga y bajo el conocimiento mas fiable que se tenga 
sobre el objeto de estudio de lo que nos confiere el testigo 
el juez tendrá que evaluar con tal justificación epistémica 
esa declaración, dado que como ya se dijo si la justificación 
probatoria es un caso especial de la justificación epistémica 
en general tendrá que buscar el juzgador en el ámbito general 
de la epistemología o del conocimiento como es que esta 
aborda el tema para su solución, por lo tanto partiendo del 
derecho probatorio del CNPP que en sus artículos 259, 265 
y 359 señalan que la valoración de la prueba es de forma 
libre y lógica, siendo entendido esto como una valoración 
cuyo único limite es la racionalidad, entonces ese derecho 
probatorio abrirá la puerta del razonamiento probatorio para 
que este bajo las mejores inferencias haga tal ejercicio, por lo 
6 Cfr. Laudan, L.: Verdad, error y proceso penal. Un ensayo sobre epistemología 
jurídica. Marcial Pons. 1? edición. Madrid. 2013; pp. 21 y ss. 


7 Cfr. Andrés, P: Los hechos en la sentencia penal. Fontamara. 1* edición. México; 
191 y ss. 


8 Cfr. González, D.: Quaestio facti. Ensayos sobre prueba, causalidad y acción. 
Palestra y Temis. 1? edición. Lima-Bogotá. 2005; pp. 53 y ss. 
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tanto continuando con lo aludido el juez deberá preguntarse: 
epistémicamente ¿Cuál es el objeto de estudio de la 
declaración de una persona?. 

Esta pregunta nos confiere la llave para explicar dos 
lineamientos que nos parecen sumamente importantes para 
abordar dicho cuestionamiento, esto son la epistemología 
del testimonio y la psicología del testimonio. Así en cuanto 
al primer punto siguiendo a De Paula? hemos de decir que 
para la epistemología el testimonio es la afirmación que 
hace una persona de un estado de cosas -excluyendo las 
opiniones o sentimientos- sea presente o pasado, y cuando 
este testimonio entra al ámbito jurídico tiene al menos dos 
especificidades como lo son que afirme un hecho relevante 
para el proceso judicial y que lo que se dice importa en 
términos de verdad, es decir que si un testigo dice algo, este 
algo debe corresponderse con la realidad, dado que lo que 
trasmite el testigo será una comunicación que posteriormente 
será reevaluado por el que lo recibe -en el caso el juez- 
para confirmar o refutar dicha información otorgada; por su 
parte cuando el juzgador o receptor recibe esa información 
la epistemología del testimonio si es guiada por una postura 
racionalista estimamos que debe partir de un no presuntivismo 
o reduccionismo epistemológico, esto quiere decir que 
no porque el testigo diga algo ya se le cree, no es así, sino 
que se tiene que advertir que es lo que el testigo nos otorga 
cuando declara y teniendo ese objeto de estudio evaluar lo 
que el declarante nos dice conforme a la ciencia idónea, así 


9 Cfr. De Paula, V.: La prueba testifical. Del subjetivismo al objetivismo, del 
aislamiento científico al dialogo con la psicología y epistemología. Marcial Pons. 1? 
edición. Madrid. 2019; pp. 69 y ss.Madrid. 29 y ss. 
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como ya se dijo líneas anteriores lo que el testigo nos otorga 
en el proceso judicial es esa afirmación de estado de cosas 
por lo regular de hechos pasados, es lo que se denomina 
UN RECUERDO, y ese recuerdo será el objeto de estudio 
de la ciencia correspondiente que servirá como máxima de 
experiencia para que el juzgador justifique su decisión, esto 
inicia el camino al segundo lineamiento, la psicología del 
testimonio. En tal sentido en cuando al segundo lineamiento 
siguiendo a Manzanero!” Diges'' y Mazzoni'? para la 
psicología del testimonio -la cual es una ciencia experimental 
no clínica- la declaración de una persona es un recuerdo, un 
indicio cognitivo, ese recuerdo primero se codifica, luego 
pasa un tiempo de retención del mismo y finalmente se evoca 
en algún momento cuando se declara, así en cuanto a lo 
primero, es decir la codificación ese recuerdo surge a través 
de la percepción e interpretación que tenga una persona con 
respecto al hecho o estados de cosas, es por eso que se habla 
muchas veces de hecho externo, hecho percibido y hecho 
interpretado (González'*) donde el ser humano al percibir tal 


10 Cfr. Manzanero, A.: Realidad y fantasía: credibilidad, metamemoria y testimonio”. 
Departamento de psicología básica, Universidad Autonoma de Madrid. 1* edición. 
Madrid. 1991; pp. 7 y ss.; del mismo autor Manzanero, A. “Memoria de testigos. 
Obtención y valoración de la prueba testifical”. Ediciones pirámide. 1? edición. 
Madrid. 2010. 23 y ss.; del mismo autor en coautoría con González, J.: Obtención y 
valoración del testimonio. Protocolo holístico de evaluación de la prueba testifical. 
Ediciones pirámide. 1? edición. Madrid. 2018; pp. 21 y ss. 


1 


= 


Cfr. Diges, M.: Testigos, sospechosos y recuerdos falsos. Estudios de psicología 
forense. Editorial Trotta. 1? edición. Madrid. 2016; pp. 21 y ss. 


12 Cfr. Mazzoni, G.: Se puede creer a un testigo. El testimonio y las trampas de la 
memoria. Editorial Trotta. 1? edición. Madrid. 2010; de la misma autora Mazzoni, 
G. “Psicología del testimonio”. Editorial Trotta. 1? edición. Roma. 2019; pp. 21 y ss. 


13 Op. cit 2005 Pp. 26 y ss 
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suceso lo interpreta y lo resguarda en su mente para algún día 
evocar ese recuerdo, y esto que parece tan sencillo no resulta 
ser así, dado que cuando una persona percibe un hecho esa 
persona ya tiene una vida la cual le obliga a interpretar el 
mundo conforme a esa vida de recuerdos y conocimientos 
previos, por lo tanto cuando la persona percibe, e interpreta lo 
que percibe a través de su memoria autobiográfica, semántica 
y episódica por mencionar algunas, así mismo cuando ese 
testigo aprecia el mundo puede tener errores de percepción 
o interpretación, esto acaece por factores que subyacen en el 
suceso como las condiciones relativas al lugar, si es de día 
o de noche, la distancia, la violencia, la duración y el tipo 
de evento, así tambien habrá que tomar en cuenta factores 
del testigo es decir su edad, emociones, conocimientos, 
estereotipos, prejuicios, entre diversas cuestiones que tienen 
que ver con las personas en general, así tambien debemos 
hacer notar lo relativo a la llamada atención del testigo y el 
lenguaje, puesto que como ya se dijo todos tenemos una vida 
diferente entonces nuestro interés por las cosas del mundo 
generan nuestros puntos de atención así como el lenguaje 
que nosotros tenemos, lo cual resulta relevante al momento 
de percibir e interpretar un evento, pues para lo que para 
unos sería algo relevante para otros no, lo que uno perciba 
puede no percibirlo otro, lo que uno interpreta puede que 
otro lo interprete diferente, una palabra puede significar dos 
cosas diferentes, y no es que nos sentemos en una posición 
extrema de que cada quien ve el mundo diferente y bajo un 
escepticismo total no se pueda contralar, no queremos decir 
esto, sino que debemos tener presente que esos factores 
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influyen al momento de tal codificación de lo percibido y 
posteriormente resguardado en la mente, de ahí que una 
persona cuando percibe e interpreta ese hecho externo se 
enfrenta a todos esos factores y diversos fenómenos que 
hacen que lo que percibió e interpreto quede de una u otro 
forma en su psique, siendo posible que el grado de exactitud 
del recuerdo no sea totalmente fiable, generándose errores 
de omisión o de comisión que serán importantes al momento 
de mencionar tal memoria, así mismo independientemente 
de que el testigo tiene todos esos factores al momento de 
la codificación de ese recuerdo, debemos tener presente un 
posterior y segundo momento que es ese lapso de tiempo 
aunque sea mínimo entre la codificación y la recuperación 
de dicha remembranza, ese lapso es el tiempo de retención, y 
en ese tiempo pueden existir por igual ciertos fenómenos que 
contaminen el recuerdo como sugestiones por información 
post suceso, memorias implantadas como el clásico caso del 
adulto que le implanta ideas a los niños, o diversos fenómenos 
que contaminan ese indicio cognitivo que debería estar nítido 
para su evocación en la sede judicial, de ahí que otra cuestión 
a tener en cuenta es preguntarse qué sucedió en ese tiempo 
de retención del recuerdo, ya finalmente el aludido recuerdo 
tendrá que ser declarado, para esto también existen ciertos 
problemas, dado que como sabemos una declaración puede 
ser libre cuando una persona abiertamente sin preguntas 
nos cuenta lo sucedido, así también puede ser con una serie 
de interrogaciones las cuales deben ser realizadas de forma 
científica para que no se contamine incluso más de lo que ya 
se encuentra el aludido indicio resguardado en la mente, por 


818 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


lo tanto esas preguntas deben tratar de no confundir, de no 
implantar recuerdos falsos, de no tergiversar la información, 
de no descontextualizar el relato, entre otras características 
que el entrevistador debe tener presente para la correcta toma 
de la evidencia cognoscitiva, precisando que esto último 
relativo a la obtención de la información por el entrevistador 
son los llamados factores del sistema que trascienden 
para una mejor obtención del episodio cognitivo que tiene 
el declarante; todo lo anterior ha sido estudiado por la 
psicología experimental de ahí el sustento epistémico y base 
de una valoración racional, por lo tanto la epistemología del 
testimonio y la psicología del mismo son dos lineamientos 
sumamente relevantes para evaluar de forma racional lo 
que un ser humano nos declara, excluyendo así una postura 
persuasiva. 

Precisado lo anterior ahora toca hacer el escrutinio 
de la practica consistente en que el declarante sea víctima, 
testigo, computado o cualquier persona “señala o reconoce” 
al imputado en audiencia de juicio, para esto desde este 
momento se precisa que se pone entre comillas “señalar y 
reconocer” porque primero si bien es un señalamiento de 
facto en audiencia dado que el testigo incluso a veces hasta 
se le pide que con el dedo lo señale, y segundo pareciere que 
se piensa que el testigo lo reconoce en audiencia por este 
ejercicio, esto NO es así, puesto que como resulta por demás 
obvio la persona que hace este ejercicio ya previamente sabe 
quién es, esto dado que ya sucedió el evento, ya existieron 
actos en la investigación, actos judiciales en la audiencia 
inicial, la intermedia o en el propio juicio de que el testigo 
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sabe que esa persona es el sujeto al proceso, de ahí que 
en el caso no se está haciendo ningún señalamiento o 
reconocimiento nuevo no se haya hecho ya anteriormente, 
por estas razones esta supuesta practica se haga o no resulta 
irrelevante, dado que lo que debería preguntarse el operador 
sea el fiscal, el defensor o el juez, no es ese acto en audiencia 
pues si así lo hace se estaría ante una postura persuasiva dado 
que ese “impacto” porque lo hace en audiencia raya en la 
impresión, en lo teatral, en lo actuado, por lo tanto raya en 
la concepción fuerte de la inmediación, de ahí que como se 
viene diciendo entonces es mera convicción, por esta cuestión 
el tribunal de enjuiciamiento lo que debería tener presente 
son todos los fenómenos mencionados que tienen que ver 
con el recuerdo que viene a declarar el sujeto a la audiencia, 
es decir lo que debe tener presente el juez son todos los 
momentos que subyacen en la codificación, en la retención 
y en la recuperación de ese recuerdo, tomando en cuenta los 
factores antedichos del suceso, del testigo y del sistema, que 
pudiesen mejorar o distorsionar tal indicio cognitivo pues así 
lo dicen la epistemología más fiable, es decir la psicología 
del testimonio, incluso ya la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en el Amparo Directo en Revisión 5601/2014 ha 
señalado: 


“(...) Al respecto, la doctrina especializada se ha 
encargado de enfatizar que carecen de toda base 
científica las creencias, bastante extendidas en 
el ámbito forense, en el sentido de que testigos 
adultos y sinceros siempre son exactos en sus 
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identificaciones o que la seguridad y la confianza 
subjetiva que muestra un testigo cuando reconoce 
a una persona como autor de un delito supone una 
fiabilidad total en la identificación, toda vez que se 
trata de creencias que han sido desmentidas por la 
piscología del testimonio. En realidad, la fiabilidad 
de un testigo sincero es una cuestión que depende 
en buena medida de la exactitud del recuerdo, lo 
cual a su vez está condicionado por factores de 
muy diverso tipo (...)” 


Las razones anteriores nos obligan a mencionar que la 
aludida practica debería ser puesta en tela de duda cuando 
se hace como una escena teatral de impacto, cuando se 
hace para persuadir, cuando se hace para impresionar, y 
tratando de mejorar la incorporación de información a 
juicio debería ponerse la seriedad debida a efectos de que el 
declarante cuando diga que el sujeto que está en audiencia 
es el que cometió el ilícito, será solo el primer paso para 
que dicho declarante nos explique cómo es que sabe que 
este sujeto es el que percibió aquel día del evento; para lo 
anterior recordemos los supuestos 1 y 2 planteados en el 
apartado anterior, en el supuesto 1 el declarante ya conocía 
al imputado por eso lo reconoce y el supuesto 2 no lo conocía 
de ahí que o lo vuelve a ver por casualidad o porque se 
hace un acto de investigacion relativo al reconocimiento 
en rueda o por fotografía; en tal sentido el supuesto 1 que 
pareciere muy sencillo tiene de si los problemas básicos de 
la codificación, es decir si bien el declarante ya conocía al 
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imputado, lo cierto es que el juzgador deberá evaluar todos 
los factores del suceso y del testigo que pudiesen influir en 
la percepción e interpretación del suceso, así como los tipos 
de memoria ocupadas, sus sesgos, atención y diversos puntos 
sobre esa codificación, teniendo presente que si bien desde el 
día del evento lo conoce, se debe tener en cuenta el tiempo 
de retención y las diversas recuperaciones de memoria 
sobre este tópico que ha generado el sistema ministerial y 
judicial, para tener lo mas intacto posible ese recuerdo para 
una evaluación positiva; por su parte el supuesto 2 es más 
complejo dado que aquí el testigo no conoce al sujeto, sino 
que por una variable posterior ya sea casual por haberlo 
visto en algún sitio o porque el sistema influyo por razón 
del reconocimiento en rueda o en foto, tal identificación 
del sujeto solo existe primariamente con características 
físicas generales, pues cuando el testigo vive el suceso al no 
conocerlo solo otorga esas características, de ahí que en este 
primer punto los problemas de la codificación se actualizan 
con mayor agudeza sobre todo por la ausencia de memoria 
sobre quien es el individuo que genera el evento delictivo, así 
también resulta obvio que en el tiempo de retención de ese 
recuerdo es determinante los factores de influencia que tiene 
el declarante al tener solo características físicas generales, 
por lo tanto en esa segunda vez que al sujeto sea casual o 
por el sistema ya hay un tiempo que paso donde puede verse 
contaminada la memoria, por lo tanto el juzgador deberá tener 
presente que sucedió en este lapso y como en la diligencia 
en rueda o por foto (para un gran estudio del reconocimiento 
mediante fotografía véase el estudio conjunto de Diges, 


822 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


García, Miranda, Nieva, Obach y Pérez-Mata, 2014) se hizo 
tal reconocimiento, puesto que si es sesgado o sugerido lo que 
va a decir a la audiencia se asemeja a la escena del crimen 
que ha sido traspasada, contaminada y genera poca fiabilidad, 
de ahí que eso deberá explicarse en audiencia estos detalles 
de cómo se codificaron esos rasgos, como se retuvieron, 
como se obtuvieron al reconocer en investigación y como fue 
avanzando posteriormente para llegar hasta el juicio a efectos 
de que el juzgador logre evaluar la exactitud del recuerdo y la 
credibilidad de lo dicho. 

Todo lo anterior resulta ser solo una pincelada de lo 
que lo que la postura racionalista y en el caso aterrizada en 
la prueba testifical mediante la psicología del testimonio nos 
ayuda a comprender y sobre todo justificar epistémicamente 
mejor la decisión que por la alta gravedad del error que 
resulta una condena o una absolución falsa es prudente tener 
a la mano estas herramientas que el conocimiento más fiable 
a la fecha nos otorga, razones por las cuales se invita a dejar 
de lado esas posturas persuasivas y generar la racionalidad 
a través de las mejores inferencias que el mundo del 
conocimiento en general nos regala para que en el proceso las 
aterricemos para generar lo que todos queremos: justicia. 
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Conclusiones 


Por lo anterior estimamos mencionar las siguientes 
conclusiones: 

l. Ese señalamiento o reconocimiento que una persona 
hace del imputado en audiencia de juicio, no es 
relevante, lo que importa es como es que el testigo 
formo en su mente ese recuerdo sobre la identificación 
del imputado, como lo codifico, retuvo y evoco, bajo los 
diversos factores subyacentes en dicha remembranza. 

2. La postura racionalista a través de sus tesis, 
presupuestos y bases de diferenciación nos ayudan a 
comprender que si esta práctica genera sentencias sobre 
todo condenatorias, nos estamos moviendo en el plano 
de la postura persuasiva por la fuerte concepción de la 
inmediación que se tendría si aceptáramos la usanza a 
estudio. 

3. La psicología del testimonio al tener fuente 
experimental resulta ser la base de conocimiento más 
fiable y por lo tanto mejora la evaluación del recuerdo 
que esa persona va a aludir en audiencia de juicio, 
de ahí que la justificación de la hipótesis de que una 
persona reconoce a otra solo será viable por las mejores 
inferencias epistémicamente justificadas. 
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Artículo 80. Ninguna autoridad jurisdiccional puede 
sostener competencia con otra bajo cuya jurisdicción se 


halle, pero sí con otra que, aunque sea superior en su 
clase, no ejerza jurisdicción sobre ella. 


Principio de incompetencia por jerarquía 
entre autoridades jurisdiccionales 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 80 del código establece un principio 

importante en el ámbito de la competencia 

jurisdiccional entre diversas autoridades. Este 
principio se centra en evitar conflictos de competencia entre 
distintas autoridades jurisdiccionales, estableciendo criterios 
claros sobre cómo deben interactuar entre sí. 

Además, asegura que no se generen disputas de 
competencia entre autoridades donde una tenga jurisdicción 
sobre la otra. 

Este principio ayuda a mantener un orden en el 
sistema jurisdiccional, evitando que se produzcan conflictos 
innecesarios entre distintas autoridades. También contribuye 
a la eficiencia del proceso judicial, al asegurar que los casos 
sean atendidos por la autoridad adecuada sin interferencias de 
otras que no tengan el suficiente nivel jerárquico para disputar 
la competencia. Así, se promueve una administración de 
justicia más clara y organizada, donde cada autoridad conoce 
sus límites y actúa dentro de su propio ámbito. 
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En resumen, busca preservar la armonía y el 
respeto entre las diferentes autoridades jurisdiccionales, 
estableciendo que ninguna autoridad puede entrometerse en 
los asuntos de otra que esté bajo su jurisdicción. Este enfoque 
asegura que los procesos judiciales se desarrollen de manera 
ordenada y eficiente, respetando las áreas de competencia de 
cada autoridad, así como la jerarquía. 
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I.- Principio de no competencia intrajurisdiccional 


ste principio puede referirse, en virtud de que se puede 
calificar su nominación como reciente, a la limitación 
impuesta a las autoridades jurisdiccionales para evitar 
conflictos de competencia al interior de su jerarquía orgánica. 
Trae aparejado que una autoridad judicial no puede 
intervenir en casos cuyo conocimiento ya está siendo tratados 
por otra autoridad superior jerárquicamente. 
Tiene varios propósitos y aplicaciones clave: 


1.- Mantener la eficiencia judicial. 


Al evitar que múltiples autoridades dentro de la misma 
jurisdicción compitan por el mismo caso, se promueve una 
resolución más rápida y eficiente de los litigios. 


2.- Respetar la autoridad asignada. 


Cada autoridad jurisdiccional tiene un ámbito de 
competencia específico, definido por los criterios que ya 
se han tratado, asegurando que cada autoridad respete las 
competencias establecidas en favor de las demás, evitando 
intervenciones que podrían generar desorden o conflicto. 


3.- Claridad procesal para las partes involucradas. 


Para las partes en un litigio, es crucial saber ante 
qué autoridad deben presentar sus casos, o qué órgano 
tiene conocimiento de su caso. Al evitar la competencia 
intrajurisdiccional, se proporciona certeza legal. 
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4.- Evitar decisiones contradictorias. 


S1 dos autoridades dentro de la misma jurisdicción 
pudieran conocer del mismo asunto, existiría el riesgo de que 
se emitieran decisiones contradictorias, lo que comprometería 
la coherencia y la seguridad jurídica. 

En consecuencia, este principio contribuye a la 
organización lógica y jerárquica del sistema judicial, 
asegurando que cada autoridad se mantenga dentro de sus 
límites competenciales y promoviendo un sistema de justicia 
ordenado, predecible y eficaz. 
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M.- Excepción al principio de no competencia 
interjurisdiccional 


oca la posibilidad de que una autoridad jurisdiccional 
pueda entrar en competencia con otra que, aunque sea 
superior en términos de jerarquía o clase, no ejerza 
jurisdicción directamente sobre ella. 
Lo anterior permite una excepción a la regla general de 
no sostener competencia ante un superior jerárquico, y tiene 
varias implicaciones: 


1.- Flexibilidad en la competencia jurisdiccional. 


Permite cierta maleabilidad en el sistema judicial, 
reconociendo que las relaciones de jerarquía no siempre 
se traducen en autoridad directa sobre los asuntos de otra 
jurisdicción. 

Implica que una autoridad puede tener competencia en 
casos específicos, incluso si existe otra autoridad superior, 
siempre y cuando esta superioridad no incluya jurisdicción 
directa sobre el caso en cuestión. 


2.- Autonomía de jurisdicciones. 


Resalta la autonomía jurisdiccional frente a otras 
de superior jerarquía, en situaciones donde no existe una 
relación de subordinación directa. 
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3.- Prevención de vacíos de justicia. 


Este dispositivo permite que autoridades con 
competencia específica puedan actuar en asuntos que, de otro 
modo, podrían quedar sin resolver debido a interpretaciones 
rígidas de la jerarquía jurisdiccional, asegurando que todos 
los casos encuentren un foro apropiado para su resolución. 


4.- Respeto a la especialización. 


Este principio también reconoce a los órganos 
jurisdiccionales que, por su naturaleza o por disposición 
legal, tienen la competencia exclusiva sobre determinados 
tipos de asuntos, independientemente de la existencia de otras 
autoridades superiores en términos generales. 

En resumen, la excepción de la no competencia 
interjurisdiccional proporciona un mecanismo que permite 
la coexistencia armónica de diferentes jurisdicciones y 
autoridades dentro del sistema judicial, asegurando que la 
jerarquía no impida la administración efectiva de justicia en 
casos donde no hay subordinación. 


Incompetencia 
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Artículo 94. Las contiendas sobre competencia, podrán 
promoverse por inhibitoria o por declinatoria. 

La inhibitoria se intentará ante la autoridad 
jurisdiccional a quien se considere competente. 

La declinatoria se propondrá ante la autoridad 
jurisdiccional a quien se considere que carece de 


competencia legal, pidiéndole que resuelva no conocer 
del procedimiento, y remita los autos al que se estime 
competente. La declinatoria se promoverá y substanciará 
en forma incidental. 

En ningún caso se promoverán de oficio las 
contiendas de competencia. 


Inhibitoria y declinatoria 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


ste artículo se enfoca en la regulación de las contiendas 
de competencia, especificando dos mecanismos 
para promover estas contiendas: la inhibitoria y la 
declinatoria. 
Los aspectos clave de este punto son: 
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L- Cuestiones de competencia! 


Estas surgen cuando hay un desacuerdo o incertidumbre 
sobre qué tribunal tiene la competencia para conocer y 
resolver un caso particular. 

Así, el artículo 94 se refiere a las dos vías procesales 
disponibles para disputar y resolver las cuestiones de 
competencia: la inhibitoria y la declinatoria. Así, este punto 
establece la base sobre la cual las partes pueden cuestionar 
qué autoridad jurisdiccional es la adecuada para conocer de 
un asunto específico. 

A tomar en cuenta: 


- Concepto de cuestiones de competencia: Se entienden 
por contiendas, o cuestiones de competencia, el “(...) 
Incidente procesal que se suscita cuando dos órganos del 
mismo orden jurisdiccional se consideran competentes 
o no competentes para conocer de un determinado 
procedimiento; la cuestión se resuelve por el órgano 
superior común. (...).” 

- Inhibitoria: Una de las dos formas de plantear las 
cuestiones de competencia. [...] La inhibitoria se 
intentará ante el juez a quien se considere competente, 
pidiéndole que dirija oficio al que se estima no serlo 
para que se inhiba y remita los autos (...).”? 


1 Real academia española: Cuestión de competencia, en Diccionario panhispánico 
del español jurídico. Recurso digital disponible en https://dpej.rae.es/lema/ 
cuesti/.C3%B3n-de-competencia consultado el 2 de mayo de 2024. 


2 Cfr. de Pina, Rafael y de Pina Vara, Rafael: Inhibitoria, en Diccionario de 
derecho... p. 321. 
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- Declinatoria: “(...) La declinatoria es el medio procesal 
que la ley concede al demandado para hacer valer la 
incompetencia del juez que lo emplazó, pidiéndole se 
inhiba del conocimiento del juicio por ser incompetente 


LJ? 


A diferencia de la inhibitoria, la declinatoria se presenta 
ante el tribunal que se considera incompetente. 

El propósito de establecer estos mecanismos es 
proporcionar un medio formal y ordenado para resolver las 
cuestiones de competencia, garantizando que los casos sean 
juzgados por la autoridad adecuada conforme a la ley. Esto es 
crucial para la administración efectiva de justicia, asegurando 
que los litigios se resuelvan en el foro correcto, de acuerdo 
con las reglas procesales y jurisdiccionales establecidas. Al 
ofrecer estos mecanismos, el sistema legal busca preservar 
los derechos de las partes, promover la certeza jurídica y 
evitar el riesgo de decisiones contradictorias o la duplicidad 
de procedimientos. 


11.- Procedimiento de la inhibitoria 


El artículo 94 establece que la inhibitoria es un 
mecanismo procesal mediante el cual una parte en un 
proceso solicita a la autoridad jurisdiccional que se considera 
competente, intervenir para que otra autoridad, que está 
conociendo del caso, se declare incompetente y se abstenga 


3 Cfr. Pallares, Eduardo: Declinatoria, en Diccionario de derecho... pp. 222 y 223. 
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de seguir conociéndolo. Este mecanismo se fundamenta en la 

premisa de que la competencia para resolver el caso pertenece 

a la autoridad ante la cual se promueve la inhibitoria. 
Detalles importantes: 


- Objetivo de la inhibitoria: El principal objetivo de la 
inhibitoria es resolver disputas sobre la competencia 
jurisdiccional de manera que el caso sea tramitado por la 
autoridad que legítimamente tiene la competencia según 
la ley. Se busca asegurar que cada asunto sea resuelto 
por el juez o tribunal más adecuado, de acuerdo con los 
criterios legales establecidos. 


TIT.- Procedimiento de la declinatoria 


Se detalla otro mecanismo para resolver disputas de 
competencia jurisdiccional dentro del sistema legal. A 
diferencia de la inhibitoria, la declinatoria se presenta ante la 
autoridad jurisdiccional que actualmente conoce del caso pero 
que se considera carece de la competencia legal para hacerlo. 
Mediante este mecanismo, se solicita a dicha autoridad que 
se declare incompetente, que no continúe conociendo del 
procedimiento y que remita el caso al tribunal que la parte 
promotora estima competente. Este procedimiento se tramita 
de manera incidental dentro del mismo proceso. 

Los aspectos clave de este punto son: 


- Finalidad de la declinatoria: Busca que el tribunal 
que actualmente tiene el caso, pero que se considera 
incompetente, reconozca su falta de competencia y, por 


840 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


tanto, transfiera el asunto a la jurisdicción apropiada. 
Es una solicitud directa para redirigir el proceso hacia 
donde legalmente corresponde. 

- Promoción y sustanciación: La declinatoria no 
solo se presenta ante la autoridad que se considera 
incompetente, sino que también debe ser substanciada 
como un incidente dentro del mismo procedimiento. 


El propósito de establecer la declinatoria como 
procedimiento es proporcionar una vía formal para corregir 
la dirección de un proceso cuando una de las partes considera 
que el tribunal o juez actual no es el adecuado para resolver 
el caso, según los criterios de competencia definidos por 
la ley. Esto asegura la correcta administración de justicia, 
permitiendo que los casos sean escuchados y resueltos por 
la autoridad jurisdiccional que, de acuerdo con la normativa 
vigente, es la competente para conocer del asunto en cuestión, 
manteniendo así la eficacia y la justicia del sistema legal. 


TV.- Trámite de la declinatoria 


El artículo en comento aclara que la declinatoria, que es 
la solicitud presentada ante la autoridad jurisdiccional actual 
para que se declare incompetente y transfiera el caso a otro 
tribunal considerado competente, debe procesarse como un 
incidente dentro del mismo juicio. 

Los aspectos clave de este punto son: 
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- Incidentalidad: La tramitación de la declinatoria como 
incidente significa que se trata dentro del marco del 
proceso principal, pero como una cuestión secundaria 
que debe resolverse. 

- Resolución previa necesaria: La necesidad de resolver 
la declinatoria antes de seguir adelante con el caso 
subraya la importancia de la competencia jurisdiccional 
como fundamento para la adecuada administración de 
justicia. La determinación de la autoridad competente 
es crucial para asegurar que el caso sea escuchado y 
decidido por el tribunal correcto, conforme a la ley. 


Establecer la declinatoria para ser tramitada y 
substanciada de forma incidental refleja el compromiso del 
sistema jurídico con la resolución eficiente de disputas sobre 
competencia. Este enfoque busca minimizar el impacto en 
el desarrollo del juicio principal, al mismo tiempo que se 
asegura de que las cuestiones de competencia se traten con la 
seriedad y la atención que requieren, garantizando así que los 
derechos de las partes sean protegidos y que la justicia sea 
administrada por la autoridad adecuada. 


V.- Prohibición de promoción de oficio de contiendas de 
competencia 


En este punto, establece que las contiendas de 
competencia no serán promovidas de oficio por las 
autoridades jurisdiccionales. Esto significa que los jueces 
no pueden iniciar por su propia iniciativa un procedimiento 
para decidir si son competentes o no para conocer de un 
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caso específico. En cambio, cualquier disputa sobre la 
competencia debe ser iniciada por las partes involucradas en 
el procedimiento. 

Los aspectos clave de este punto son: 


- Iniciativa de las partes: Este punto subraya la 
importancia de la iniciativa de las partes en el proceso, 
limitando la capacidad de los jueces para cuestionar su 
propia competencia sin que medie una solicitud explícita 
por parte de alguno de los involucrados en el litigio. 

- Autonomía procesal: Las partes tienen el control sobre 
los aspectos fundamentales de su litigio, incluida la 
competencia del tribunal. Permite a las partes ejercer 
sus derechos procesales activamente, promoviendo 
la contienda de competencia cuando consideren que 
el asunto no está siendo conocido por la autoridad 
adecuada. 

- Seguridad Jurídica y previsibilidad: Al requerir que 
las contiendas de competencia sean promovidas por 
las partes, se promueve la seguridad jurídica y la 
previsibilidad dentro del sistema judicial. Esto evita 
situaciones en las que un juez pueda, sin una solicitud de 
las partes, detener el avance de un caso por cuestiones 
de competencia, lo cual podría introducir retrasos e 
incertidumbre en el proceso. 

- Eficiencia judicial: Evita la posible interrupción 
arbitraria de los procedimientos judiciales por 
cuestiones de competencia no solicitadas por las partes, 
contribuyendo a la eficiencia y fluidez del proceso. 
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Así, la prohibición de promover de oficio las contiendas 
de competencia busca asegurar que el debate sobre la 
jurisdicción adecuada para conocer de un caso sea resultado 
de una acción deliberada por parte de quienes tienen un 
interés directo en el resultado del proceso. Esto fortalece 
el papel activo de las partes en la gestión de su litigio, 
asegurando al mismo tiempo que los recursos judiciales se 
utilicen de manera efectiva y que los procedimientos avancen 
sin interrupciones innecesarias basadas en la autoevaluación 
de competencia por parte de las autoridades jurisdiccionales. 
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Artículo 95. La declinatoria se propondrá al contestar 
la demanda, ante la autoridad jurisdiccional que 
se considere que carece de competencia legal, y se 
expondrán las razones jurídicas esenciales, ofreciendo 
únicamente pruebas documentales. Se pedirá se abstenga 
del conocimiento del procedimiento y remita los autos 
a la autoridad jurisdiccional considerada competente. 
Al admitirla la autoridad jurisdiccional de primera 
instancia, se dará vista por tres días a la contraparte para 
que contradiga y alegue lo que a su interés convenga, así 
como ofrezca pruebas documentales. Vencido el término 
concedido con o sin el desahogo de la vista, dentro 
los cinco días posteriores se remitirá a la autoridad 
jurisdiccional de segunda instancia el testimonio de las 
actuaciones respectivas, haciéndolo saber a las partes 
interesadas para que en su caso comparezcan ante 
aquella. 

Recibido el testimonio de las constancias por la 
autoridad jurisdiccional de segunda instancia, proveerá 
con respecto a las pruebas documentales ofrecidas su 
admisión o desechamiento, procediendo a desahogar en el 
acto las admitidas conforme a derecho. Hecho lo anterior, 
se dictará resolución dentro del término improrrogable 
de cinco días. 
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Trámite de la declinatoria 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


declinatoria. Los aspectos clave de este punto son: 

1.- Presentación de la declinatoria: Debe proponerse 
al momento de contestar la demanda. El demandado debe 
presentarla ante la autoridad que considera que carece de 
competencia, exponiendo las razones y ofreciendo pruebas 
que deben ser únicamente documentales. 

2.- Solicitud de abstención y remisión: El demandado 
pedirá que la autoridad jurisdiccional se abstenga de conocer 
del procedimiento y remita los autos a la autoridad que 
considera competente. 

3.- Trámite procesal: Al admitir la declinatoria, la 
autoridad jurisdiccional de primera instancia dará vista 
a la contraparte por tres días, para que pueda contradecir 
la declinatoria y alegar lo que a su derecho convenga, 
ofreciendo también pruebas documentales. 

4.- Remisión a segunda instancia: Una vez vencido el 
término concedido, y tras el desahogo de la vista, dentro de 
los cinco días siguientes, la autoridad remitirá a la autoridad 


E: artículo comentado detalla las cuestiones de la 
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de segunda instancia el testimonio de las actuaciones 
respectivas, informando a las partes interesadas para que 
comparezcan si así lo consideran necesario. 

5.- Resolución de la competencia: La autoridad de 
segunda instancia evaluará las pruebas documentales 
ofrecidas y procederá a desahogarlas conforme a derecho. 
Posteriormente, y dentro de un término improrrogable de 
cinco días, dictará una resolución sobre la competencia. 


L- Presentación de la declinatoria 


La declinatoria deberá proponerse al contestar la 
demanda. 

1.- Momento procesal adecuado: La declinatoria debe 
presentarse justo al momento de responder a la demanda 
inicial en un procedimiento. Esto significa que el demandado 
no puede esperar hasta más adelante en el proceso para 
cuestionar la competencia del tribunal; sino que debe hacerlo 
desde el principio. 

2.- Propósito de la declinatoria: Al presentar la 
declinatoria, el demandado argumenta que el juez en cuestión 
no es el competente para conocer del caso. Esta herramienta 
procesal permite que se respeten las normas de competencia, 
que son fundamentales para la correcta administración de 
justicia, asegurando que cada caso sea escuchado y decidido 
por el órgano que tiene la autoridad legal para hacerlo. 

3.- Importancia de la oportunidad: Al requerir que 
la declinatoria se presente junto con la contestación 
de la demanda, el legislador busca evitar dilaciones y 
manipulaciones del proceso. Esto ayuda a mantener la 
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eficiencia del sistema judicial y asegura que todas las partes 
conozcan las objeciones sobre la competencia desde el inicio 
del proceso. 


K.- Solicitud de abstención y remisión 


En ella el demandado deberá pedir al juzgador que se 
abstenga de conocer del procedimiento y remita los autos a 
la autoridad que el mismo demandado considere competente. 

Puntos clave 

1.- Petición específica del demandado: El demandado 
debe pedir expresamente que el juzgador se abstenga de 
conocer el procedimiento. Esto significa que el demandado 
está solicitando formalmente que el juez actual no siga 
adelante con el caso, en virtud de la convicción de que no es 
la autoridad competente para resolverlo. 

2.- Remisión a la autoridad competente: Además de 
pedir la abstención, el demandado también debe solicitar 
que los autos del caso sean enviados a la autoridad que él 
considera competente. Esto implica identificar y argumentar 
a favor de un tribunal o juez específico que, según el 
demandado, tiene la jurisdicción legal adecuada para tratar el 
asunto. 

3.- Fundamento de la solicitud: La solicitud de 
abstención y remisión debe estar bien fundamentada. El 
demandado tiene la responsabilidad de proporcionar una 
justificación legal clara y convincente de por qué el tribunal 
original no debería conocer del caso, y por qué otro tribunal 
específico sí debería hacerlo. 
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En resumen, se subraya la necesidad de que el 
demandado, al contestar la demanda, no solo cuestione la 
competencia del juez, sino que también indique claramente 
hacia qué otro juez o tribunal deberían dirigirse los autos del 
proceso. 


TIT.- Prueba documental requerida 


La declinatoria deberá ofrecerse únicamente con prueba 
documental. 

1.- Tipo de prueba limitada: La norma especifica que la 
declinatoria sólo debe ofrecerse con prueba documental. Esto 
significa que el demandado no puede utilizar testimonios, 
peritajes u otros tipos de evidencia que no sean documentos. 
La prueba debe ser concreta, objetiva y en formato escrito. 

2.- Objetivo de la prueba documental: La evidencia 
documental debe ser suficiente para demostrar la 
inadecuación de la competencia del tribunal actual y justificar 
la competencia del tribunal al cual se solicita la remisión 
del caso. Los documentos podrían incluir textos legales, 
acuerdos previos, contratos, u otros documentos legales que 
establezcan claramente la jurisdicción o la falta de ella. 

3.- Relevancia y eficacia: La limitación a la prueba 
documental busca garantizar que la discusión sobre la 
competencia sea resuelta de manera rápida y eficiente, basada 
en evidencia concreta y fácilmente verificable. Esto ayuda a 
evitar dilaciones en el proceso al limitar el tipo de pruebas 
que pueden ser introducidas y discutidas. 
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4.- Procedimiento simplificado: Al requerir sólo prueba 
documental, el proceso de declinatoria se mantiene más 
directo y menos susceptible a complicaciones o extensiones 
innecesarias que podrían surgir de la necesidad de examinar 
y verificar otros tipos de evidencia. 

En resumen, se establece un marco restrictivo sobre el 
tipo de pruebas permitidas al impugnar la competencia de un 
tribunal, enfocando el proceso en la documentación jurídica. 


IV.- Vista a la contraparte 


Admitida la declinatoria, el juzgador de primera 
instancia dará vista a la contraria por tres días, para que 
contradiga la declinatoria y alegue lo que a su derecho 
convenga, ofreciendo también prueba documental. 

1.- Notificación a la contraparte: Una vez que la 
declinatoria es admitida por el juzgador, debe notificar 
a la parte contraria, es decir, al demandante en el caso. 
Esto se hace para mantener el principio de contradicción,' 
permitiendo que todas las partes en el procedimiento tengan 
la oportunidad de defender sus intereses. 

2.- Plazo para la respuesta: La contraparte tiene un 
plazo de tres días para responder a la declinatoria. Durante 
este tiempo, puede presentar argumentos y pruebas (también 


1 Este principio tiene una doble vertiente. Por una parte, es lo que garantiza a 
las partes el derecho de audiencia, y en materia procesal penal, es además la 
capacidad de controvertir la prueba presentada. Será momento de trasplantarlo al 
proceso civil. 


Vid. Real academia española: Principio de contradicción, en Diccionario 
panhispánico del español jurídico. Recurso digital disponible en https://dpej.rae.es/ 
lema/principio-de-contradicci/C3%B3n consultado el 2 de mayo de 2024. 
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limitadas a documentales) que contradigan la solicitud de 
declinatoria, o afirmen la competencia del juzgado actual 
para conocer del caso. 

3.- Oportunidad de contradicción y defensa: Este paso 
es crucial para asegurar que el proceso sea justo y equitativo, 
proporcionando a todas las partes involucradas la oportunidad 
de ser escuchadas y de presentar pruebas pertinentes en 
respuesta a la declinatoria. 

4.- Presentación de prueba documental por la 
contraparte: Al igual que el demandado, el demandante 
debe presentar pruebas documentales para respaldar su 
posición, ya sea refutando la competencia del tribunal actual 
o validando por qué debe continuar el caso en este tribunal. 

5.- Finalidad: La limitación de las pruebas a documentos 
busca acelerar el proceso y centrarse en argumentos jurídicos 
concretos, evitando dilaciones innecesarias, otorgando el 
derecho de audiencia de la contraparte. 

En resumen, el punto IV del artículo 95 subraya la 
importancia de la participación equitativa de todas las partes 
en el procedimiento, asegurando que el principio de audiencia 
y el derecho a un juicio justo sean respetados al decidir sobre 
la competencia del tribunal en el conocimiento del caso. 


V.- Remisión a segunda instancia 


Vencido el término concedido y desahogada la vista, en 
el término de los cinco días siguientes, el juzgador deberá 
remitir a la autoridad de segunda instancia el testimonio de 
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las actuaciones respectivas, y señalar a las partes interesadas 
la remisión para que comparezcan si así lo consideran 
necesario. 

1.- Finalización del plazo y desahogo de la vista: Tras el 
vencimiento del plazo de tres días otorgado para la vista, y la 
respuesta de la contraparte, el juzgador tiene cinco días para 
proceder al siguiente paso, lo que implica que debe haber 
evaluado las pruebas y argumentos presentados por ambas 
partes. 

2.- Remisión del caso: El juzgador, después de 
considerar la información y documentación proporcionada 
por las partes, remitirá el testimonio de las actuaciones 
a la autoridad jurisdiccional de segunda instancia. Así 
pues, la decisión sobre la competencia será tomada por un 
tribunal superior, garantizando una revisión adicional y una 
perspectiva más amplia sobre el asunto. 

3.- Notificación a las partes: Se debe informar a las 
partes interesadas sobre la remisión del caso para que tengan 
la oportunidad de comparecer ante la segunda instancia 
si así lo consideran necesario. Esto asegura que todas las 
partes estén plenamente informadas y puedan participar en el 
proceso. 

4.- Objetivo de la remisión: La remisión a segunda 
instancia busca proporcionar una revisión judicial adicional 
sobre la cuestión de competencia. Esto sirve como un 
mecanismo de control para asegurar que la decisión sobre la 
competencia del tribunal sea justa, imparcial y basada en una 
evaluación detallada de las pruebas. 
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En resumen, este punto refleja la estructura y el respeto 
por la jerarquía dentro del sistema judicial, permitiendo una 
supervisión adicional y asegurando que las decisiones sobre 
competencia sean revisadas de manera efectiva, lo que es 
esencial para el mantenimiento de la integridad del proceso. 


VI.- Resolución sobre la competencia 


La autoridad de segunda instancia, desahogadas las 
pruebas documentales ofrecidas y practicadas conforme a 
derecho, dictará resolución en el término improrrogable de 
cinco días, sobre la competencia. 

1.- Desahogo de pruebas documentales: Una vez que el 
caso ha llegado a la segunda instancia, esta autoridad procede 
a revisar y desahogar las pruebas documentales que han sido 
presentadas por ambas partes. Esto implica una evaluación 
cuidadosa de los documentos para determinar su relevancia y 
validez en relación con la cuestión de competencia. 

2.- Dictamen de resolución: Después de revisar las 
pruebas, la autoridad jurisdiccional de segunda instancia está 
obligada a dictar una resolución. Esta resolución determinará 
si el tribunal originalmente designado para conocer del caso 
es o no competente para seguir conociendo del mismo. 

3.- Plazo improrrogable: La resolución sobre la 
competencia debe ser emitida en un plazo improrrogable 
de cinco días. Este límite está diseñado para garantizar 
una respuesta rápida y eficiente, evitando dilaciones 
innecesarias que puedan afectar a las partes involucradas en 
el procedimiento. 
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4.- Importancia de la resolución final: Esta decisión 
es fundamental porque establece de manera definitiva qué 
tribunal es competente para manejar el caso. 

Se advierte pues, que el artículo 95 culmina el proceso 
de declinatoria proporcionando una resolución final sobre la 
competencia. Este paso final es decisivo para asegurar que 
los casos sean adjudicados y procesados por las autoridades 
apropiadas, manteniendo la eficiencia y la equidad del 
sistema judicial. 
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Artículo 96. En el caso que las partes no ofrezcan prueba, 
o las ofrecidas no se admitan, y no formulen alegatos, la 
autoridad jurisdiccional de segunda instancia citará para 
resolución, la que se pronunciará dentro del término 
improrrogable de cinco días. 

Decidida la competencia, la autoridad jurisdiccional 


de segunda instancia lo comunicará a la autoridad 
jurisdiccional ante quien se promovió la declinatoria, y en 
su caso, al que se declare competente. Si la declinatoria 
se declara improcedente o infundada, la autoridad 
jurisdiccional de segunda instancia lo comunicará a la 
autoridad jurisdiccional respectiva. 


Sentencia del incidente de incompetencia 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 96 establece el procedimiento a seguir 

cuando, en una contienda sobre competencia entre 

autoridades jurisdiccionales, las partes no presentan 
pruebas ni alegatos, o si las pruebas ofrecidas no son 
admitidas. En estos casos, la autoridad jurisdiccional de 
segunda instancia procederá de la siguiente manera: 

1.- Citación para resolución: La autoridad de segunda 
instancia citará para dictar una resolución sin necesidad de 
más pruebas o alegatos, lo que deberá suceder dentro de un 
plazo improrrogable de cinco días. 


857 


Incompetencia 


Incompetencia 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


2.- Decisión sobre la competencia: Una vez decidida la 
competencia, la autoridad de segunda instancia comunicará 
su decisión tanto a la autoridad ante la cual se promovió la 
declinatoria como, en su caso, a la que se declare competente. 

3.- Comunicación en caso de improcedencia o falta de 
fundamento: Si la declinatoria se declara improcedente o 
infundada, la autoridad de segunda instancia lo comunicará a 
la autoridad jurisdiccional correspondiente. 

El propósito de este artículo es garantizar una resolución 
expedita en casos donde no exista material probatorio 
que considerar o cuando las pruebas no sean pertinentes o 
suficientes para influir en la decisión sobre la competencia. 
Esta disposición busca evitar demoras innecesarias en la 
definición de la competencia jurisdiccional, facilitando así 
la continuidad del proceso legal en la instancia adecuada y 
asegurando la administración eficiente de justicia . 


L.- Procedimiento ante falta de pruebas 


Se establece que cuando en una contienda de 
competencia las partes no ofrezcan pruebas, o las pruebas 
ofrecidas no son admitidas por la autoridad jurisdiccional de 
segunda instancia, esta procederá, sin realizar más trámites, 
a programar una sesión para dictar una resolución sobre la 
competencia. Este punto es fundamental por varias razones: 

1.- Eficiencia procesal: Evita demoras innecesarias 
en el proceso al no requerir la presentación o admisión de 
pruebas adicionales para resolver la cuestión de competencia. 
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Esto es especialmente importante en el contexto jurídico, 
donde la prontitud y la eficacia son cruciales para el buen 
funcionamiento de la justicia. 

2.- Enfoque en el conflicto de competencia: Centra 
la atención en la cuestión de la competencia jurisdiccional, 
que debe resolverse basándose en los argumentos legales y 
los criterios establecidos por la ley, en lugar de en pruebas 
adicionales que podrían no ser relevantes para este punto 
específico. 

Este enfoque garantiza que los casos sean asignados a 
la autoridad adecuada de manera eficiente, promoviendo 
así la administración efectiva de la justicia y evitando el 
estancamiento de los procedimientos por cuestiones de 
competencia. 


M.- Plazo para resolución 


Se señala que la autoridad jurisdiccional de segunda 
instancia debe citar para dictar una resolución sobre la 
competencia dentro de un plazo improrrogable de cinco días 
después de determinar que no se ofrecen pruebas o que las 
ofrecidas no son admitidas. Este punto es crucial por varias 
razones: 

l.- Rapidez en la toma de decisiones: Establece un 
marco temporal estricto y claro para que la autoridad 
jurisdiccional actúe, asegurando que la determinación de la 
competencia no se demore innecesariamente. Esto contribuye 
a minimizar el tiempo en que los casos permanecen en espera, 
debido a disputas de competencia. 
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2.- Certidumbre procesal: Al definir un plazo específico 
y firme, proporciona certidumbre a las partes involucradas en 
el litigio sobre cuándo pueden esperar una decisión respecto 
a la competencia. Esta previsibilidad es fundamental para 
la planificación de las estrategias legales y para mantener la 
confianza en el sistema judicial. 

3.- Improrrogabilidad del plazo: La característica 
de ser un plazo “improrrogable” enfatiza la obligación 
de la autoridad jurisdiccional de cumplir con este marco 
temporal sin excepciones, lo cual es una manifestación 
de la rigurosidad con que se deben tratar las cuestiones de 
competencia para no afectar negativamente el desarrollo del 
litigio. 

Este plazo tiene como propósito asegurar que las 
decisiones sobre competencia, que son preliminares al 
examen del fondo del asunto, se tomen de manera ágil, 
contribuyendo así al principio de acceso efectivo a la justicia. 


TT. Comunicación de la decisión sobre competencia 


Se aborda el procedimiento que sigue una vez que la 
autoridad jurisdiccional de segunda instancia ha tomado una 
decisión sobre la declinatoria de competencia. 

Aspectos clave: 

1.- Notificación a las autoridades involucradas: Una vez 
que se ha decidido la cuestión de competencia, la autoridad 
de segunda instancia debe comunicar su decisión no solo a 
la autoridad ante la cual se promovió la declinatoria, sino 
también, en su caso, a la autoridad jurisdiccional que se ha 
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declarado competente para conocer del asunto. Esto garantiza 
que ambas autoridades estén al tanto de la decisión y puedan 
actuar en consecuencia. 

2.- Claridad en la dirección del caso: Este procedimiento 
asegura que el caso sea remitido correctamente a la autoridad 
competente, evitando confusiones o retrasos que podrían 
surgir si las partes o las autoridades no están debidamente 
notificadas sobre la decisión de competencia. Facilita la 
transición ordenada y eficiente del caso a la jurisdicción 
adecuada. 

3.- Continuidad procesal: Asegura que el procedimiento 
pueda continuar sin interrupciones indebidas, una vez 
resuelta la cuestión de competencia, ya que las autoridades 
pertinentes y las partes conocen cuál es el siguiente paso a 
seguir en el proceso legal. 

Por lo tanto, se subraya la importancia de la 
comunicación y coordinación efectivas entre las distintas 
autoridades jurisdiccionales para el adecuado funcionamiento 
del sistema de justicia, garantizando que los casos se manejen 
en la instancia apropiada conforme a la ley. 


IV.- Notificación en caso de improcedencia o falta de 
fundamento 


Se establece que si la autoridad jurisdiccional de 
segunda instancia declara que la declinatoria es improcedente 
o infundada, debe comunicarlo a la autoridad jurisdiccional 
que estaba conociendo inicialmente del caso. Esto tiene sus 
motivos: 
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1.- Confirmación de la competencia: Al declarar la 
declinatoria como improcedente o infundada, se confirma que 
la autoridad jurisdiccional inicial es, de hecho, la competente 
para conocer del caso. Este punto clarifica cualquier duda 
sobre la jurisdicción adecuada, y permite que el proceso 
continúe su curso en la instancia original. 

2.- Continuidad del proceso: La notificación asegura 
que no haya interrupciones indebidas en el manejo del caso. 
Una vez que se establece claramente cuál es la autoridad 
competente, el proceso puede avanzar sin más dilaciones 
relacionadas con cuestiones de competencia. 

3.- Seguridad jurídica para las partes: Proporciona a las 
partes involucradas en el litigio certeza sobre la autoridad 
ante la cual deben continuar defendiendo sus intereses. 

Por lo tanto, al garantizar que las decisiones sobre 
la competencia sean informadas adecuadamente a las 
autoridades pertinentes, se mantiene la integridad del proceso 
y se respeta el derecho de las partes a un juicio eficiente y 
justo. 
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Artículo 97. La autoridad jurisdiccional ante quien 
se promueva inhibitoria girará oficio requiriendo al 
que se estime incompetente, para que deje de conocer 
del procedimiento, y le remita los autos dentro de los 
cinco días posteriores. La resolución que niegue el 
requerimiento es apelable. Si la inhibitoria se promueve 
ante la autoridad jurisdiccional de segunda instancia 
respectiva, la resolución que niegue al requerimiento, no 
admite recurso ordinario alguno. 

La autoridad jurisdiccional requerida, dentro 
del término de cinco días, resolverá si acepta o no la 
inhibitoria. Si las partes estuvieren conformes al ser 
notificadas del proveído que acepte la inhibición, se 
remitirá los autos a la autoridad jurisdiccional requirente 
dentro de los cinco días posteriores. En cualquier otro 
caso, se remitirán los autos a la autoridad jurisdiccional en 
turno que faculte la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en tratándose de autoridades jurisdiccionales 
federales, comunicándolo así al requirente, para que haga 
igual cosa. 

Recibidos los autos por la autoridad jurisdiccional de 
segunda instancia o aquella que faculte la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, dará vista a las 
partes por tres días para que aleguen por escrito lo que 
a su derecho corresponda y resolverá dentro del término 
improrrogable de cinco días. 
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Decidida la competencia, se comunicará la sentencia 
a las autoridades jurisdiccionales contendientes, y 
al declarado competente además se le remitirán los 


autos originales dentro del término de cinco días la 
substanciación del procedimiento y resolución. 


Incompetencia 


Procedimiento de la inhibitoria 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 97 trata sobre el procedimiento de la 
inhibitoria. En particular, establece cómo debe 
procederse cuando una parte promueve una inhibitoria: 

1.- Requerimiento por oficio: La autoridad jurisdiccional 
ante la cual se promueve la inhibitoria debe girar un oficio a 
la autoridad que se estima incompetente, solicitando que se 
abstenga de conocer del procedimiento y le remita los autos 
dentro de los cinco días siguientes. 

2.- Apelabilidad de la resolución negativa: Si se niega el 
requerimiento, esta resolución es apelable. Sin embargo, si la 
inhibitoria se promueve directamente ante una autoridad de 
segunda instancia, la resolución que niegue el requerimiento 
no admite recurso ordinario alguno. 

3.- Decisión de la autoridad requerida: La autoridad 
jurisdiccional requerida tiene un plazo de cinco días para 
decidir si acepta o no la inhibitoria. Si las partes están de 
acuerdo con aceptar la inhibición, los autos se remiten a la 
autoridad requirente dentro de los siguientes cinco días. En 
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cualquier otro caso, se procederá según lo establecido por la 
Ley Orgánica del Poder Judicial respectivo, comunicando 
esta decisión a la autoridad requirente. 

4.- Procedimiento subsecuente: Recibidos los autos por 
la autoridad de segunda instancia o la que determine la Ley 
Orgánica respectiva, se dará vista a las partes por tres días 
para que presenten sus argumentos por escrito, resolviendo la 
autoridad dentro de un término improrrogable de cinco días. 

El propósito de este artículo es ofrecer un mecanismo 
legal para resolver disputas sobre la competencia entre 
diferentes autoridades jurisdiccionales, asegurando que los 
casos sean tratados por la autoridad apropiada y promoviendo 
una administración de justicia ordenada y eficiente. 


I.- Requerimiento de inhibición 


Aquí se describe el procedimiento inicial cuando se 
promueve una inhibitoria. Este paso inicial implica: 

1.- Acción por la autoridad promovida: La autoridad 
jurisdiccional ante la cual se ha promovido la inhibitoria emite 
un oficio que estará dirigido a la autoridad jurisdiccional que 
considerada incompetente para conocer del caso. 

2.- Contenido del oficio: El oficio debe contener un 
requerimiento específico pidiendo a la autoridad destinataria 
que se abstenga de continuar conociendo del procedimiento. 
Es una solicitud formal para que detenga cualquier acción 
sobre el caso debido a una supuesta falta de competencia. 

3.- Remisión de los autos: Además de solicitar la 
abstención, el oficio requiere que la autoridad destinataria 
remita los autos del caso a la autoridad requirente dentro 
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de un plazo específico, que es de cinco días a partir de 
la recepción del oficio. “Autos” se refiere al conjunto de 
documentos, evidencias y registros relacionados con el caso. 
El propósito de este procedimiento es garantizar que 
los casos sean escuchados y decididos por la autoridad 
jurisdiccional que legítimamente posee la competencia 
para hacerlo, según los criterios establecidos por la ley. 
Este mecanismo busca promover la justicia eficiente y la 
correcta aplicación de la ley, evitando que las autoridades 
jurisdiccionales actúen fuera de su ámbito de competencia 
legal. La remisión de los autos asegura que la autoridad 
competente tenga acceso a toda la información necesaria para 
continuar con el proceso de manera informada y justa. 


TK.- Apelación del requerimiento negado 


Este punto se centra en el recurso disponible para 
cuando una autoridad jurisdiccional niega el requerimiento 
hecho por otra autoridad para que se abstenga de conocer un 
caso por considerarse incompetente, según se describe en el 
procedimiento de inhibitoria. Este punto es importante por 
varias razones: 

1.- Opción de apelación: Establece que la parte afectada 
por la negativa de un requerimiento de inhibitoria tiene 
el derecho de apelar esa decisión. Esto significa que si una 
autoridad jurisdiccional decide no aceptar el oficio que le 
pide abstenerse de continuar con el conocimiento del caso 
y no remitir los autos a la autoridad requiriente, tal decisión 
puede ser objeto de un recurso de apelación. 
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2.- Limitación en caso de segunda instancia: Sin 
embargo, introduce una limitación importante al establecer 
que si la inhibitoria se promueve directamente ante una 
autoridad de segunda instancia, y esta niega el requerimiento, 
entonces la decisión no admite recurso ordinario alguno. Esta 
particularidad busca probablemente evitar dilaciones en el 
procedimiento y garantizar que las decisiones tomadas por 
autoridades de mayor jerarquía en la cuestión de competencia 
sean definitivas, a menos que existan vías extraordinarias de 
impugnación. 

3.- Particularidades del recurso: Proporciona un 
mecanismo de revisión que contribuye a la seguridad jurídica, 
permitiendo que las decisiones sobre la competencia puedan 
ser reconsideradas por una instancia superior, asegurando 
así que el caso sea eventualmente conocido por la autoridad 
adecuada. Al mismo tiempo, al limitar la apelación en 
situaciones específicas, se busca mantener un equilibrio entre 
el derecho de las partes a impugnar decisiones que consideren 
erróneas y la necesidad de evitar retrasos indebidos en la 
administración de justicia. 


TI.- Decisión sobre la inhibitoria 


Se especifica el procedimiento que debe seguir la 
autoridad jurisdiccional requerida, es decir, la autoridad a la 
cual se le ha solicitado abstenerse de conocer del caso debido 
a un cuestionamiento sobre su competencia. Este punto es 
esencial por varias razones: 
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l1.- Plazo de decisión: Establece un plazo de cinco 
días para que la autoridad requerida tome una decisión 
sobre si acepta o no la solicitud de inhibitoria. Este plazo es 
importante porque asegura una resolución rápida sobre la 
cuestión de competencia, minimizando así posibles retrasos 
en la administración de justicia. 

2.- Determinación de competencia: La autoridad 
requerida debe evaluar los argumentos y las bases legales 
presentadas en el oficio de requerimiento para determinar 
si efectivamente carece de la competencia para conocer del 
caso. Esta evaluación es crucial para asegurar que el caso sea 
dirigido a la autoridad jurisdiccional adecuada, de acuerdo 
con las normas y criterios establecidos por la ley. 

3.- Impacto en el procedimiento: La decisión tomada 
por la autoridad requerida tiene implicaciones directas sobre 
el desarrollo del proceso. Si decide aceptar la inhibitoria, 
debe proceder a remitir los autos a la autoridad requirente, 
transfiriendo así la responsabilidad sobre el caso. Si rechaza 
la solicitud, el caso continuará bajo su conocimiento, a menos 
que la decisión sea apelada (siempre que sea aplicable). 

4.- Celeridad y eficiencia procesal: Al establecer un 
plazo específico para la decisión y dictar el curso de acción en 
caso de aceptación de la inhibitoria, este punto contribuye a 
la celeridad y eficiencia del sistema judicial. Asegura que las 
disputas sobre competencia se resuelvan de manera expedita, 
permitiendo que el litigio avance sin demoras innecesarias. 

La resolución de la autoridad requerida sobre la 
inhibitoria es un paso fundamental en el proceso de 
determinar la jurisdicción adecuada para un caso. 
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IV.- Remisión de autos por conformidad 


Este punto detalla el procedimiento a seguir cuando 
las partes están de acuerdo con la decisión de la autoridad 
jurisdiccional requerida de aceptar la inhibitoria. Este acuerdo 
se da tras ser notificadas sobre la decisión de aceptar dejar de 
conocer el caso debido a un cuestionamiento de competencia. 
Los elementos clave de este punto incluyen: 

1.- Acuerdo de las partes: Se requiere que ambas partes 
estén de acuerdo con la decisión de la autoridad jurisdiccional 
requerida de aceptar la inhibición. Este consentimiento 
asegura que no haya objeciones a la transferencia del caso a 
otra autoridad considerada competente. 

2.- Procedimiento de remisión: Una vez que se ha 
alcanzado el acuerdo, la autoridad requerida debe proceder a 
remitir los autos a la autoridad requirente dentro de los cinco 
días siguientes a la notificación de conformidad por parte de 
las partes. 

3.- Acuerdo de las partes: La necesidad de que las partes 
estén conformes con la decisión subraya el respeto al acuerdo 
al que puedan llegar las partes. Asegura que la transferencia 
del caso se realiza con el conocimiento y la aprobación de 
todas las partes involucradas, lo cual es fundamental para la 
transparencia y la justicia del proceso. 

Este punto subraya la importancia de la cooperación y 
el acuerdo entre las partes en el proceso, especialmente en lo 
que respecta a la resolución de cuestiones de competencia. Al 
requerir el consentimiento de las partes para la remisión de 
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los autos a la autoridad competente, se promueve una gestión 
judicial eficaz y se respeta la voluntad de las partes dentro del 
marco legal establecido. 


V.- Procedimiento alternativo por discrepancia 


El punto V aborda el curso de acción en situaciones 
donde no hay acuerdo entre las partes respecto a la decisión 
de la autoridad jurisdiccional requerida de aceptar o no la 
inhibitoria. Este paso es vital por varias razones: 

1.- Manejo de desacuerdos: Cuando las partes no están 
de acuerdo con la decisión sobre la inhibitoria, ya sea porque 
una o ambas partes disputan la competencia de la autoridad 
propuesta, se activa un procedimiento específico para 
resolver esta discrepancia. 

2.- Referencia a las leyes orgánicas: Este procedimiento 
se llevará a cabo conforme a lo que establece la ley orgánica 
del poder judicial de la federación o las de los poderes 
judiciales locales, según su competencia. Esto significa que 
el método para resolver la disputa sobre la competencia se 
guiará por las normas y procedimientos previstos en la 
legislación que rige el funcionamiento del Poder Judicial. 

3.- Comunicación entre autoridades: 
Independientemente de la decisión tomada por la autoridad 
requerida, esta debe comunicar su decisión a la autoridad 
requirente. Este paso asegura transparencia y mantiene 
informadas a todas las partes involucradas en el proceso 
sobre el estado de la cuestión de competencia. 
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4.- Importancia de las leyes orgánicas: Al remitirse a la 
ley orgánica del poder judicial de la federación, o a las locales, 
según sea, para resolver la disputa, se subraya la importancia 
de adherirse a un marco legal establecido y uniforme para la 
resolución de cuestiones de competencia. Esto contribuye a la 
coherencia y predictibilidad en la administración de justicia. 

Este punto destaca el mecanismo establecido para 
manejar situaciones donde existe una discrepancia entre las 
partes sobre la competencia de la autoridad jurisdiccional, 
asegurando que dichas situaciones se resuelvan de manera 
ordenada y conforme a la ley, manteniendo el principio de 
legalidad y el derecho de las partes a un proceso justo. 


VI.- Presentación de alegatos por las partes 


Se detalla el proceso que se sigue después de que 
la autoridad jurisdiccional de segunda instancia, o la 
autoridad que determine la ley orgánica del poder judicial 
de la federación, recibe los autos del caso como parte del 
procedimiento de inhibitoria. Este paso es crucial por varias 
razones: 

1.- Oportunidad de argumentación: Se otorga a las 
partes involucradas en el litigio una oportunidad para 
presentar sus alegatos por escrito. Esto significa que, tras 
la remisión de los autos a la autoridad competente para 
decidir sobre la inhibitoria, las partes tienen un plazo para 
exponer sus argumentos, reforzar sus posiciones respecto a la 
competencia o responder a las decisiones previas. 
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2.- Plazo establecido: Se especifica que este periodo 
para presentar alegatos es de tres días. Este límite temporal 
asegura que el proceso se mantenga ágil, permitiendo 
una rápida resolución de la disputa sobre competencia sin 
sacrificar el derecho de las partes a ser escuchadas. 

Este punto subraya la importancia de un proceso 
inclusivo y participativo en la administración de justicia, 
especialmente en cuestiones procedimentales complejas 
como la determinación de la competencia jurisdiccional, 
garantizando que todas las partes tengan la oportunidad de 
contribuir al proceso decisorio. 


VI.- Resolución final de la autoridad 


Se establece el procedimiento final en el contexto de una 
disputa sobre la competencia, específicamente después de 
que las partes han presentado sus alegatos. Así, se culmina 
el proceso de determinar qué autoridad jurisdiccional será la 
competente para conocer del caso. Los elementos clave de 
este procedimiento incluyen: 

1.- Plazo para la decisión: La autoridad competente, 
ya sea una autoridad de segunda instancia o aquella 
que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, tiene un plazo improrrogable de cinco días 
para emitir una resolución después de haber dado vista a las 
partes para que presenten sus alegatos por escrito. Este plazo 
garantiza una pronta resolución de la disputa de competencia, 
evitando dilaciones innecesarias en el proceso. 
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2.- Resolución: La decisión de la autoridad debe basarse 
en la evaluación de los argumentos y pruebas presentadas por 
las partes. Esto asegura que la resolución sea informada, justa 
y considerada, tomando en cuenta las posiciones de todas las 
partes involucradas. 

3.- Finalidad del procedimiento: La resolución emitida 
determinará finalmente cuál autoridad jurisdiccional es la 
competente para conocer del caso, resolviendo así la disputa 
de competencia y permitiendo que el proceso continúe su 
curso de manera adecuada y eficiente. 

4.- Seguridad jurídica y acceso a la justicia: Al 
establecer un marco claro y temporalmente limitado para la 
resolución de disputas de competencia, este punto contribuye 
a la seguridad jurídica y al acceso efectivo a la justicia. 
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Artículo 98. En caso de no promoverse cuestión de 
competencia alguna dentro de los términos señalados por 
la parte que se estime afectada, se considerará sometida a 
la autoridad jurisdiccional que lo emplazó y perderá todo 
derecho para intentarla. 


Las cuestiones de competencia en ningún caso 
suspenderán el procedimiento principal, pero deberán 
resolverse antes de dictarse sentencia definitiva, 
reservándose el dictado de ésta, salvo los casos señalados 
en el presente Código Nacional. 


Prescripción de las contiendas de competencia 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


e establece lo siguiente respecto a las cuestiones de 

competencia y el procedimiento principal: 

1.- Sometimiento por falta de promoción: Si ninguna 
cuestión de competencia es promovida dentro de los plazos 
establecidos por la parte que se considera afectada, dicha 
parte se entenderá sometida a la autoridad jurisdiccional que 
la ha emplazado, perdiendo todo derecho para promoverla 
posteriormente. 

2.- Impacto en el procedimiento principal: Las 
cuestiones de competencia, bajo ninguna circunstancia, 
suspenderán el procedimiento principal. Sin embargo, 
deben resolverse antes de dictarse la sentencia definitiva, 
reservándose el dictado de esta última, excepto en los casos 
específicamente señalados en el código. 
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El propósito de este artículo es doble: 

- Asegurar la continuidad del proceso: Al estipular 
que las disputas sobre competencia no deben interrumpir el 
curso del procedimiento principal, se busca evitar demoras 
innecesarias en la administración de justicia, garantizando 
que los casos avancen hacia su resolución de manera 
eficiente. 

- Establecer un límite temporal para cuestiones de 
competencia: Al requerir que las cuestiones de competencia 
se promuevan dentro de un plazo específico, el artículo 
intenta prevenir disputas dilatorias sobre la competencia, 
promoviendo así una mayor certeza y estabilidad en el 
proceso. 

Este enfoque refleja un equilibrio entre la necesidad 
de resolver cuestiones fundamentales de competencia para 
asegurar que un caso sea escuchado por la autoridad adecuada, 
y el objetivo de mantener la fluidez del proceso evitando 
interrupciones que puedan prolongar innecesariamente la 
resolución de los litigios. 


L- Pérdida de derecho por no promover competencia 


Se advierte el establecimiento de una regla importante 
sobre el manejo de las disputas de competencia en 
procedimientos judiciales. Este punto señala que si 
una parte no cuestiona la competencia de la autoridad 
jurisdiccional dentro de los plazos especificados por el 
código, se considerará que se ha sometido voluntariamente 
a la jurisdicción de la autoridad que la emplazó. Como 
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consecuencia, perderá cualquier derecho futuro para disputar 
la competencia de dicha autoridad sobre el caso. Los aspectos 
clave de este punto incluyen: 

1.- Obligación de actuar a tiempo: Subraya la 
importancia del cumplimiento de los plazos establecidos por 
la ley para promover cuestiones de competencia. Esto implica 
que las partes deben estar atentas y actuar diligentemente para 
cuestionar la competencia si consideran que otra autoridad 
jurisdiccional debería conocer del caso. 

2.- Sometimiento a la autoridad jurisdiccional: Al no 
actuar dentro del plazo establecido, la parte efectivamente 
acepta la competencia de la autoridad jurisdiccional que la 
ha emplazado. Este sometimiento no es simplemente un acto 
procesal, sino una aceptación tácita de la autoridad de la 
jurisdicción para decidir sobre el caso. 

3.- Pérdida de derecho para cuestionar la competencia: 
La consecuencia de no promover la cuestión de competencia 
a tiempo es severa; la parte pierde definitivamente el derecho 
de cuestionar la competencia de la autoridad en cualquier 
etapa posterior del procedimiento. Este punto tiene un fuerte 
efecto disuasorio contra la demora en la promoción de tales 
cuestiones y promueve la eficiencia en el proceso. 

Este punto tiene como propósito asegurar la fluidez y la 
continuidad del proceso, evitando retrasos innecesarios que 
podrían surgir de disputas tardías sobre la competencia. 
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M.- Continuidad del proceso pese a cuestiones de 
competencia 


La regulación en comento establece una regla 
importante para el manejo de disputas sobre la competencia 
jurisdiccional en el contexto del proceso civil. Este punto 
destaca dos principios fundamentales en la gestión de tales 
disputas: 

1.- No suspensión del procedimiento principal: Este 
principio indica que, independientemente de que se presenten 
cuestiones de competencia, el procedimiento principal 
continuará su curso sin ser suspendido. Esto asegura que la 
disputa sobre qué autoridad jurisdiccional debe conocer del 
caso no detenga ni retrase innecesariamente el avance del 
proceso en su totalidad, promoviendo así la eficiencia y la 
prontitud en la resolución de litigios. 

2.- Resolución previa a la sentencia definitiva: Aunque 
el procedimiento principal no se suspenda, las cuestiones 
de competencia deben ser resueltas antes de que se dicte 
la sentencia definitiva. Esto garantiza que la decisión final 
sobre el caso se tome con la certeza de que la autoridad 
jurisdiccional que la emite es la competente para hacerlo, 
asegurando la validez y la legalidad de la resolución final. 

3.- Excepciones específicas: El artículo menciona que el 
dictado de las cuestiones de competencia se decidirá antes del 
dictado de la sentencia, excepto en los casos específicamente 
señalados en el código. 
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El propósito de este punto es doble: por un lado, busca 
evitar que las disputas sobre la competencia se conviertan en 
tácticas dilatorias que retrasen la administración de justicia; 
por otro lado, asegura que tales cuestiones se resuelvan de 
manera oportuna para confirmar la idoneidad de la autoridad 
que emita la sentencia definitiva. Este equilibrio entre la 
continuidad del procedimiento y la resolución adecuada 
de cuestiones de competencia es crucial para mantener la 
integridad y la eficacia del proceso. 
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